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Este libro recoge los once balances de investigación presentados en 
la conferencia Avances Recientes en la Investigación y Políticas para el 
Desarrollo, organizada en el marco del 35 aniversario del Grupo de Análisis 
para el Desarrollo (GRADE).
Los textos de esta publicación buscan continuar satisfaciendo la demanda 
de conocimiento dirigida a sostener un debate más informado acerca de 
la política pública en el Perú. Esta discusión debe partir por reconocer la 
complejidad de los temas —educación, infancia, medioambiente y recursos 
naturales, programas sociales e instituciones—; la existencia de impactos 
heterogéneos en contextos políticos, sociales, económicos, culturales, 
institucionales y medioambientales diversos; y la necesidad de desplegar 
acciones de política articuladas para enfrentar los distintos retos. 
Al mismo tiempo, los once ensayos son una muestra representativa de la 
producción académica reciente de GRADE.
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Presentación y reconocimientos
Este libro recoge las ponencias presentadas en la conferencia Avances 
Recientes en la Investigación y Políticas para el Desarrollo, que, con ocasión 
de nuestro 35 aniversario, se realizó en Lima entre el 25 y 26 de noviembre 
del 2015. Para este evento buscamos reunir a académicos, profesionales 
vinculados a la formulación y ejecución de políticas públicas, e investigadores 
de nuestra casa. 
Las presentaciones estuvieron a cargo de nuestros investigadores. 
Participaron como comentaristas Beatriz Oré (Universidad Rodríguez de 
Montoya), Cesar Bazán (Innovación para el Desarrollo-i4d), Liliana Miranda 
(directora de la Unidad de Medición de la Calidad Educativa del Ministerio 
de Educación, Minedu), César Guadalupe (Centro de Investigación de 
la Universidad del Pacífico, CIUP), Gerardo Castillo (Societas), Norma 
Vidal (viceministra del Ministerio de Inclusión y Desarrollo Social), Álvaro 
Monge (Macroconsult), Jorge Arrunátegui (director de Desarrollo Docente 
del Minedu) y Oswaldo Molina (CIUP). Asimismo, participaron en una 
mesa de diálogo sobre investigación y políticas Juan Pablo Silva (viceministro 
del Minedu), Carolina Trivelli (Plataforma de Dinero Electrónico de la 
Asociación de Bancos del Perú y exministra de Desarrollo e Inclusión 
Social) y Carolina Robino (Centro Internacional de Investigación para 
el Desarrollo de Canadá, IDRC). A todos ellos nuestro agradecimiento 
por sus comentarios, que junto con los del público asistente y de revisores 
anónimos, nos permitieron mejorar significativamente los capítulos que 
ahora les ofrecemos en su versión final.
 Tanto la conferencia como esta publicación han sido posibles gracias 
a generosos aportes del IDRC —mediante su Iniciativa Centros de 
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Pensamiento— y la Fundación Ford. Nuestra relación institucional con 
estas organizaciones antecede el apoyo a este evento y, a lo largo del tiempo, 
nos ha permitido desarrollar numerosas investigaciones tanto en las áreas 
cubiertas por los balances que aquí presentamos como en otras. Por esto les 
estamos muy agradecidos.
Asimismo, queremos reconocer a diversas personas que han contribuido 
de manera notable al desarrollo de nuestra institución a lo largo de los 35 años 
que celebramos con esta publicación. Va, entonces, nuestro agradecimiento 
a nuestros fundadores, Claudio Herzka, Hélan Jaworski y Francisco Sagasti; 
a nuestros exdirectores, Gonzalo Garland, Carlos Paredes, Patricia Arregui, 
Alberto Pascó-Font, Jaime Saavedra, Santiago Cueto y Martín Benavides; a 
Javier Escobal, quien integró varios comités directivos; y a Ignacio Franco, 
nuestro gerente durante las últimas poco más de dos décadas. Asimismo, 
a lo largo de nuestra vida institucional muchos investigadores han pasado 
por GRADE, para luego desempeñarse en otras esferas del sector privado o 
público; a ellos también nuestro agradecimiento. 
Finalmente, el trabajo de investigación es siempre colaborativo, sea 
mediante proyectos conjuntos o porque lo nuevo siempre se alimenta de lo 
ya avanzado por otros colegas. Por ello, agradecemos a los investigadores e 
instituciones de investigación que comparten con nosotros tanto nuestra 
actividad como el afán de contribuir al desarrollo del país. Lo logrado en estos 
años nos alienta a enfrentar los nuevos retos y renovar nuestro compromiso 
con la investigación rigurosa y relevante.
Miguel Jaramillo 
Director ejecutivo de GRADE
Prólogo
GRADE 35 años después 
Desde su fundación en 1980, el Grupo de Análisis para el Desarrollo 
(GRADE) ha buscado promover la investigación económica y social relevante 
para las políticas públicas del Perú y de América Latina. 
A lo largo de su existencia, los énfasis temáticos han cambiado: desde 
los estudios sobre políticas en ciencia y tecnología, relaciones comerciales 
y de cooperación internacional —que dominaron la agenda de GRADE 
a inicios de la década de 1980—, pasando por la investigación en temas 
macroeconómicos y la discusión sobre perspectivas de desarrollo de largo 
plazo —que ganaron espacio en la segunda mitad de esa misma década—, 
hasta la emergencia de temas sectoriales, sociales y medioambientales —que 
han dominado la agenda de investigación de las últimas dos décadas—. A 
pesar de estos giros temáticos, GRADE ha logrado combinar la aspiración 
por la excelencia académica, desde distintas perspectivas metodológicas y 
disciplinarias, con la búsqueda de conocimiento útil para propiciar el debate 
de políticas públicas basadas en evidencia. 
Todos los estudios que aquí se presentan son un balance (estado del arte) 
de la literatura reciente vinculada a los temas que se abordan. Cabe anotar 
que en ningún caso se ha pretendido desarrollar una revisión sistemática, lo 
que no habría sido posible en muchos casos, dada la ausencia de suficientes 
estudios como para garantizar el uso de criterios de selección estrictos. Más 
bien, los trabajos son balances que se basan, en gran medida, en la capacidad 
crítica y conocimiento de los autores.
Este libro contiene 11 textos que pueden ser considerados como una 
muestra representativa de la producción académica reciente de GRADE. 
Desde la Antropología, la Economía, la Historia, la Sociología y la Psicología, 
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los ensayos que aquí se presentan muestran que, para propiciar un debate 
informado sobre alternativas de política pública, se requiere entender el 
contexto político, social, económico, cultural, ambiental e institucional en 
el que opera la política. Varios de los estudios dan cuenta de cómo contextos 
heterogéneos pueden generar impactos diferenciados de una misma política. 
Al mismo tiempo, los distintos estudios muestran que las políticas requeridas 
típicamente involucran estrategias que van más allá del sector objeto de 
análisis, por lo que para enfrentar el problema que les ocupa se requieren 
estrategias intersectoriales articuladas.
El estudio de María Balarin da cuenta de cómo la interacción entre 
actores y contextos —culturales, sociales e institucionales— puede afectar 
sustantivamente el rendimiento educativo de los estudiantes. Del mismo 
modo, el trabajo de Santiago Cueto, Alejandra Miranda y María Cristina 
Vásquez visibiliza las brechas de género, etnicidad, pobreza y discapacidad 
existentes en al acceso, el rendimiento y las oportunidades de aprendizaje de 
los estudiantes, así como las limitaciones de los marcos legales e institucionales 
actuales para cerrar estas brechas. En ese contexto, la necesidad de aplicar 
políticas compensatorias para aquellas escuelas que concentran a alumnos 
con características vulnerables debe ser atendida.
Juan León y Yessenia Collahua caracterizan la relación entre nivel 
socioeconómico de las familias y rendimiento académico de los estudiantes 
a partir de un metaanálisis que señala, una vez más, que los impactos son 
heterogéneos. Importa no solo el efecto del nivel socioeconómico del 
estudiante, sino además el nivel socioeconómico del contexto —léase de la 
escuela— en el que estudia.
A partir de la evidencia nacional e internacional, Gabriela Guerrero y 
Flavia Demarini evalúan los principales programas de atención a la primera 
infancia. Junto con resaltar la importancia de esta etapa como prioridad 
de política para el desarrollo óptimo de los niños en las dimensiones de 
nutrición, salud, y desarrollo cognitivo y socioemocional, alerta sobre los 
efectos diferenciados y acumulativos de los programas en distintos grupos 
de edad, en particular de 0 a 2 años y de 3 a 5 años. 
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Alan Sánchez y María Gracia Rodríguez hacen un balance de las 
investigaciones que han buscado evaluar el impacto de las transferencias 
condicionadas (Juntos) sobre distintas dimensiones del bienestar de los niños, 
como salud, nutrición, educación y trabajo infantil. Aquí también el contexto 
importa, en particular la edad de la primera exposición. El documento 
resalta de qué manera intervenciones como la que se reseña, aunque tienen 
resultados positivos indudables, alcanzarían un mayor impacto si formaran 
parte de estrategias articuladas.
Por su parte, Lorena Alcázar analiza los distintos estudios que han 
buscado evaluar la situación de los programas alimentarios y nutricionales en 
el Perú, dando cuenta de su reducida eficacia cuando se ignora la articulación 
intersectorial. Así, el hecho de aceptar que la desnutrición infantil es un 
problema multicausal, y que la importancia de los factores es diferente en 
distintos contextos, lleva a reconocer que las intervenciones en este campo 
requieren ser desplegadas de manera articulada, pues de este modo responden 
mejor a las diferentes realidades del país.
Martín Benavides y Jimena Stuart hacen un balance de la investigación 
relacionada con la violencia infantil y las políticas y programas que buscan 
enfrentarla. La identificación de los factores de riesgo resaltados por la 
literatura hace evidente que solo estrategias múltiples y articuladas tienen 
la posibilidad de reducir este problema.
Del mismo modo, el trabajo de Juan José Díaz y Hugo Ñopo muestra 
la importancia de los distintos contextos en los que operan los docentes en el 
Perú. Por ejemplo, la dinámica del recambio generacional en el sector público 
contrasta con la del privado, lo que sugiere la necesidad de aplicar políticas 
complementarias adecuadas a estas diferencias. Asimismo, el estudio analiza 
la carrera docente, sin dejar de reconocer que los avances en los otros pilares 
de la política educativa —la mejora en las condiciones para el aprendizaje 
de los estudiantes y en la gestión educativa, y la recuperación y mejora de la 
infraestructura educativa— son elementos complementarios indispensables.
Gerardo Damonte estudia los cambios políticos e institucionales en la 
minería y cómo estos pueden explicar la conflictividad vigente. La literatura 
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reseñada revela claramente que actores e instituciones interactúan en distintos 
contextos, generando un cambio institucional desigual y fragmentado. 
Al mismo tiempo, los estudios reseñados muestran las características 
proextractivas de la institucionalidad estatal actual y las limitaciones de 
dicha institucionalidad para afrontar políticas de redistribución de la renta 
minera y planificación territorial.
Manuel Glave y Karla Vergara evalúan la literatura que estudia los 
impactos del cambio climático en los ecosistemas de montaña del Perú, 
y los retos que enfrentan las políticas públicas para lograr una adaptación 
efectiva respecto a esas modificaciones. El estudio da cuenta del reto de 
tomar en cuenta la heterogeneidad de los contextos físicos y sociales para 
generar políticas efectivas.
Finalmente, el trabajo de Miguel Jaramillo evalúa la literatura sobre 
marcos institucionales, normas sociales y comportamiento económico, 
resaltando, una vez más, de qué manera actores e instituciones interactúan 
en distintos contextos. En particular, el estudio resalta el poder que tienen 
los sistemas de incentivos, penalidades y mecanismos de rendición de cuentas 
para moldear las respuestas de los agentes económicos frente a las normas 
y las políticas públicas.
Como se hace evidente, más allá de la diversidad temática de estos 
estudios, todos comparten una aproximación analítica, que se aleja de los 
impactos «promedio» para dar cuenta de los impactos diferenciados que se 
pueden observar cuando se toman en cuenta las particularidades de cada 
contexto. Asimismo, la totalidad de los estudios resalta la necesidad de aplicar 
visiones más amplias que la sectorial para enfrentar los problemas que los 
ocupan, lo que evidencia que la interacción entre actores e instituciones 
y contextos es crucial para propiciar el debate acerca de mejores políticas 
públicas basadas en evidencia.
En octubre del 2016, GRADE obtuvo el premio Poder 2016 al think 
tank del año. El jurado resaltó tres criterios para otorgarnos dicho premio: 
nuestra apuesta por apoyar la implementación de mejores políticas de 
educación en un contexto de relevancia del tema educativo en el debate 
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público; nuestra apuesta por mejorar los niveles de comunicación de la 
investigación; y nuestro esfuerzo por mejorar las metodologías de evaluación 
de políticas públicas para contar con evidencia del impacto que estas 
generan y por llevar este conocimiento fuera del Perú, lo que convierte a 
nuestra institución en un think tank con relevancia a nivel internacional. 
Este reconocimiento se une a otro reciente del Programa de Think Tanks y 
Sociedad Civil de la Universidad de Pennsylvania, en el que, por sexto año 
consecutivo, se reconoció a GRADE como uno de los mejores think tanks 
vinculados a políticas sociales en el mundo. Estos reconocimientos generan 
en nosotros un mayor compromiso.
En este contexto, los estudios que aquí se presentan buscan continuar 
satisfaciendo la demanda de conocimiento que propicie un debate más 
informado acerca de la política pública en el país. Esta discusión debe 
partir por reconocer la complejidad de los temas; la existencia de impactos 
heterogéneos en contextos políticos, sociales, económicos, culturales, 
institucionales y medioambientales diversos; así como la necesidad de 
desplegar acciones de política articuladas para hacer frente a los distintos 
retos.
Ubicarse en el espacio de la investigación dirigida a la búsqueda de 
conocimiento útil para propiciar el debate de políticas públicas basadas en 
evidencia no está exento de riesgo. La crítica típica es que se puede caer en 
el empirismo trivial. En GRADE somos plenamente conscientes de que, tal 
como lo señala Pawson (2012: 340), «[…] la evidencia, ya sea nueva o vieja, 
nunca hablará por sí sola». Entre al empirismo y la demanda por una teoría 
del desarrollo se ubica lo que Merton (1968: 39) denominó teorías de alcance 
medio: «[…] teorías que se encuentran a mitad de camino entre esas hipótesis 
de trabajo menores pero necesarias que se producen abundantemente durante 
las diarias rutinas de la investigación y los esfuerzos sistemáticos totalizadores 
por desarrollar una teoría unificada que explicara todas las uniformidades 
observadas de la conducta, la organización y los cambios sociales». 
En GRADE esperamos, justamente, contribuir a la construcción de 
teorías de alcance medio que permitan develar las cajas negras implícitas en 
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las evaluaciones de impacto de las políticas y programas. Este conjunto de 
textos es, precisamente, un paso adelante en ese esfuerzo.
Javier Escobal
Investigador principal de GRADE
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AbE Adaptación con base en ecosistemas
ACC Adaptación al cambio climático
ACCIH Proyecto de Adaptación al Cambio Climático y Reducción 
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  Discriminación Contra la Mujer (por sus siglas en inglés)
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CIUP Centro de Investigación de la Universidad del Pacífico 
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siglas en inglés)
CMNUCC  Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio 
Climático 
CNCC  Comisión Nacional de Cambio Climático 
CNE Consejo Nacional de Educación
Conam Consejo Nacional del Ambiente (incorporado al Minam desde 
el 2008)
Concytec Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación 
  Tecnológica
Coneaces Consejo de Evaluación, Acreditación y Certificación de la 
Calidad de la Educación Superior no Universitaria
Coneau  Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria 
COP Conferencia de las Partes de la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático
Cosude  Agencia Suiza para el Desarrollo y la Cooperación 
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Crecer  Crecer con Calidad y Equidad en el Rendimiento 
CRED [Control de] Crecimiento y Desarrollo
DCI  Desnutrición crónica infantil 
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DFID  Departamento de Desarrollo Internacional (por sus siglas en 
inglés)
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DRE  Dirección regional de educación 
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  Alimentación (por sus siglas en inglés)
FMI Fondo Monetario Internacional 
Fonam Fondo Nacional del Ambiente
Foncodes  Fondo de Cooperación para el Desarrollo Social
GEF Fondo para el Medioambiente Mundial (por sus siglas en inglés)
GEI Gases de efecto invernadero
GIRH  Gestión integrada de recursos hídricos 
GIZ Cooperación Alemana al Desarrollo (por sus siglas en alemán)
GRD Gestión de riesgo de desastres 
GRADE  Grupo de Análisis para el Desarrollo
Griccip  Red Latinoamericana Gestión del Riesgo y Cambio Climático 
en la Inversión Pública
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GTTSACC  Grupo de Trabajo Técnico de Seguridad Alimentaria y Cambio 
Climático 
HCB Hogares comunitarios de bienestar
IDRC International Development Research Centre
IEI Institución educativa de inicial
IEP  Instituto de Estudios Peruanos
IGP Instituto Geofísico del Perú 
IKI International Climate Initiative
IM Instituto de Montaña
IMACC  Implementación de medidas de adaptación en cuencas 
  seleccionadas
iNDC  Contribución Prevista y Determinada a Nivel Nacional (por 
sus siglas en inglés) 
INEI Instituto Nacional de Estadística e Informática
Infant  Instituto de Formación para Adolescentes y Niños Trabajadores 
Ingemmet  Instituto Geológico, Minero y Metalúrgico
Inrena Instituto Nacional de Recursos Naturales
IPCC  Panel Intergubernamental de Expertos sobre Cambio Climático 
(por sus siglas en inglés) 
IPACC Proyecto Inversión Pública y Adaptación al Cambio Climático
ISEC  Índice del entorno socioeconómico y cultural de la escuela 
ISP Instituto superior pedagógico
IST Instituto superior tecnológico
ITERS  Escala de calificación del ambiente de la infancia temprana 
  (por sus siglas en inglés)
ITDG Intermediate Technology Development Group (actualmente 
Soluciones Prácticas)
Junaeb  Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas de Chile 
Juntos  Programa Nacional de Apoyo Directo a los Más Pobres
LAC Latinoamérica y el Caribe 
LLECE Laboratorio Latinoamericano de Evaluación de la Calidad de 
la Educación 
23Abreviaciones
Mecep Mejoramiento de la Calidad de la Educación Peruana 
MEF Ministerio de Economía y Finanzas 
MEM Ministerio de Energía y Minas
META  Mejor Educación a través de más Tiempo en el Aula 
Midis  Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social
Mimdes Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (en el 2012 se 
  transformó en el MIMP)
MIMP Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables
Minagri Ministerio de Agricultura y Riego
Minam Ministerio del Ambiente
Minedu Ministerio de Educación
Minem Ministerio de Energía y Minas
Minsa  Ministerio de Salud
MTC Ministerio de Transportes y Comunicaciones 
NELS  Estudio Longitudinal Nacional sobre Educación (por sus siglas 
en inglés)
NdM Niños del Milenio
NSE Nivel socioeconómico
OCDE Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
OEFA  Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental 
OMS  Organización Mundial de la Salud
ONU Organización de las Naciones Unidas
ONDS  Oficina Nacional de Diálogo y Sostenibilidad 
Osinerming Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería
PAAMCC Plan de Acción de Adaptación y Mitigación Frente al Cambio 
Climático
PACC  Programa de Adaptación al Cambio Climático
Pacfo  Programa de Complementación Alimentaria para Grupos en 
Mayor Riesgo
PAE Programas de alimentación escolar 
Paigruma Programa de Atención Integral a Grupos de Madres y Padres
PAN  Programa Articulado Nutricional 
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Panfar  Programa de Alimentación y Nutrición de la Familia en Alto 
Riesgo
Pantbc Programa de Alimentación y Nutrición para el Paciente con 
Tuberculosis y Familia 
PCA Programa de Complementación Alimentaria
PCM Presidencia del Consejo de Ministros
PEAR Proyecto de Educación de Áreas Rurales
PELA  Programa de Educación y Logros del Aprendizaje 
PEN Proyecto Educativo Nacional
PIET Programa Integral de Educación Temprana
Pietbaf Programa Integral de Estimulación Temprana con Base en 
la Familia 
PIN Programa Integral Nutricional 
PIP Proyecto de inversión pública
PIRLS  Estudio Internacional de Progreso en Comprensión Lectora 
(por sus siglas en inglés)
PISA Programa Internacional para la Evaluación de Estudiantes 
(por sus siglas en inglés)
Plangracc-A Plan de Gestión de Riesgos y Adaptación al Cambio Climá-
tico en el Sector Agrario 
Planig Plan Nacional de Igualdad de Género
PMA Programa Mundial de Alimentos
PNAIA Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 
PNUD Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
PNUMA Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente
PNWW Programa Nacional Wawa Wasi
PPVT  Test de vocabulario en imágenes Peabody (por sus siglas en 
inglés)
PRAA Proyecto Regional Andino de Adaptación al Cambio 
Climático/Adaptación al impacto del retroceso acelerado 
de glaciares en los Andes tropicales 
Predes  Centro de Estudios y Prevención de Desastres 
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Pridi  Proyecto Regional de Indicadores de Desarrollo Infantil 
Proclim Programa de Fortalecimiento de las Capacidades Nacionales 
para Manejar los Impactos del Cambio Climático en el Perú
Produce Ministerio de la Producción
Proinversión Agencia de Promoción de la Inversión Privada
Pronaa Programa Nacional de Asistencia Alimentaria 
Promudeh Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo 
  Humano
Pronoei Programa no escolarizado de educación inicial
PACC Programa de Adaptación al Cambio Climático
PTC Programa de transferencia condicionada
QW Qali Warma
RIM  Remuneración íntegra mensual 
RSC Responsabilidad social corporativa 
RPNYC  Reserva Paisajística Nor Yauyos Cochas 
Saanee  Servicios de Apoyo y Asesoramiento para la Atención de 
Necesidades Educativas Especiales
Sacmeq  Consorcio del Este y Sur de África para el Monitoreo de la 
Calidad Educativa (por sus siglas en inglés)
SAF Servicio de Acompañamiento a Familias
SAT  Sistema de Alerta Temprana 
SCNCC Segunda Comunicación Nacional de Cambio Climático
SECCI  Iniciativa de Energía Sostenible y Cambio Climático 
Senace Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las 
Inversiones Sostenibles
Senamhi Servicio Nacional de Meteorología e Hidrología del Perú
Serce Segundo Estudio Regional Comparativo y Explicativo
Sernamp Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado
SET Salas de educación temprana 
SGR  Sistema de Gestión del Riesgo 
SIAF Sistema Integrado de Administración Financiera del MEF
SIT Sistema de Información Territorial
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Simce  Sistema de Medición de la Calidad de la Educación de Chile 
SIS Seguro Integral de Salud
Sineace Sistema Nacional de Evaluación, Acreditación y Certificación 
de la Calidad Educativa
Sisfoh  Sistema de Focalización de Hogares 
Snaina Sistema de Atención Integral al Niño y Adolescente 
SNIP  Sistema Nacional de Inversión Pública 
SNOC  Sistema Nacional de Observación Climática 
Sunat  Superintendencia Nacional de Administración Tributaria
SUP  Sistema Único de Planilla 
Tadepa Taller de Promoción Andina
Terce  Tercer Estudio Regional Comparativo y Explicativo
VdL Vaso de Leche
UGEL Unidad de gestión educativa local
UHT Leche ultrapasteurizada (por sus siglas en inglés)
UICN Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza
UMC Oficina de Medición de la Calidad de los Aprendizajes 
  (anteriormente llamada Unidad de Medición de la Calidad 
  Educativa)
Unesco Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura (por sus siglas en inglés)
Unicef Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (por sus siglas 
en inglés)
UPP Unidad de Planeamiento y Planificación del Minedu
USAID Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional 
(por sus siglas en inglés)
ZEE Zonificación económica ecológica 
Capítulo 1
El contexto importa: reflexiones acerca de 
cómo el contexto y la composición escolar 
afectan el rendimiento y la experiencia 
educativa de los estudiantes
María Balarin
Resumen
El punto de partida de este balance es la idea de que, en sistemas complejos 
como el educativo, los resultados son producto de interacciones dinámicas 
entre actores, contextos —culturales, sociales e institucionales— y políticas, 
por lo que resulta imposible reducir los resultados a un conjunto singular, 
específico y replicable de determinaciones. 
El balance busca profundizar en esta idea explorando la forma en que 
los contextos influyen en el rendimiento educativo de los estudiantes. Para 
ello, el trabajo analiza las críticas recientes que la sociología de la educación, 
y especialmente los estudios sobre los efectos de la composición escolar, 
han hecho a la investigación sobre «eficacia escolar». La literatura sobre 
composición escolar muestra de qué manera los contextos escolares y las 
características —por ejemplo, socioeconómicas y étnicas— del alumnado 
afectan los procesos organizativos, las prácticas de enseñanza y los demás 
factores intraescolares que la literatura sobre eficacia escolar identifica como 
asociados al rendimiento educativo. 
A partir de estas ideas, el balance plantea una lectura de una serie 
de estudios realizados en el Perú sobre factores asociados al rendimiento 
educativo, así como respecto a la presencia de un alto grado de segregación 
en el sistema educativo peruano, que sugieren algo similar: la importancia 
de tomar más en cuenta el efecto de los contextos educativos y de empezar 
a pensar en políticas educativas más contextualizadas. 
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Introducción
Con frecuencia, las políticas educativas parecen operar basándose en el 
supuesto de la homogeneidad de la realidad escolar, y por ello plantean recetas 
comunes para realidades educativas que, en la práctica, son sumamente 
diversas. De igual modo, cuando se publican los resultados de las evaluaciones 
de rendimiento educativo —sean estas las evaluaciones nacionales, las 
pruebas del Programa Internacional para la Evaluación de Estudiantes (PISA 
por sus siglas en inglés) u otras—, la lectura que hacemos de estos tiende a 
ser generalizadora. 
Así, solemos encontrar ideas recurrentes acerca de la necesidad de 
implementar «buenas prácticas docentes» en todas las escuelas, como si esas 
prácticas existieran por fuera de la organización escolar y de los contextos 
en que las escuelas operan —«si identificamos a los mejores docentes y los 
llevamos a las escuelas más necesitadas, estas mejorarán»—. Así también, 
en los imaginarios de política aparece la idea de las «escuelas eficaces» y la 
convicción de que si estas pudieran replicarse de manera equitativa en todo 
el país, las brechas de rendimiento se cerrarían: «Si tan solo pudiésemos 
identificar cuáles son los principales procesos presentes en las escuelas de 
Moquegua —la región que de forma recurrente tiene los mejores resultados 
en las evaluaciones censales de rendimiento—, podríamos quizá replicar esos 
procesos en todas las escuelas del país y estas mejorarían». A este tipo de ideas 
podríamos añadir las que hacen referencia a las bondades, supuestamente 
universales, de ciertos tipos de gestión —usualmente la privada— para 
alcanzar buenos resultados de aprendizaje, y que ignoran que entre las 
escuelas privadas hay tantas diferencias —si es que no más— como en las del 
sector público, y que la calidad no es prerrogativa exclusiva de determinado 
tipo de gestión. 
A diferencia de lo que estas ideas comunes sugieren, la investigación 
educativa y la teoría social nos dicen que, en educación —como en muchos 
otros ámbitos de lo social—, las generalizaciones de este tipo no funcionan 
porque los contextos, las características y las dinámicas socioeconómicas, 
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geográficas, étnicas y de género afectan lo que ocurre al interior de las escuelas 
y los resultados que estas pueden lograr. En sistemas complejos, como el 
educativo, los resultados son producto de interacciones dinámicas entre 
actores, contextos —culturales, sociales e institucionales— y políticas, por lo 
que resulta imposible reducir los resultados a un conjunto singular, específico 
y replicable de determinaciones (Archer 1995, Pawson y Tilley 1997). 
Este balance de investigación busca profundizar en esta idea 
explorando la forma en que los contextos —sociales, culturales, familiares— 
influyen sobre el rendimiento educativo de los estudiantes. Para ello, el 
trabajo analizará las críticas recientes que la sociología de la educación, y 
especialmente los estudios sobre los efectos de la composición escolar, han 
hecho de la investigación sobre «eficacia escolar». Esta literatura muestra en 
qué forma los contextos escolares y las características de la composición del 
alumnado en las escuelas afectan los procesos organizativos, las prácticas de 
enseñanza y los demás factores que la literatura sobre eficacia escolar identifica 
como asociados al rendimiento educativo. El balance buscará luego vincular 
estas ideas con diversos estudios realizados en el Perú sobre factores asociados 
al rendimiento educativo, así como sobre la presencia de un alto grado de 
segregación en el sistema educativo peruano, que sugieren algo similar: la 
importancia de tomar más en cuenta el efecto de los contextos educativos y 
de empezar a pensar en políticas algo más contextualizadas. 
Para terminar, el trabajo propone algunas ideas sobre cómo se podrían 
tomar en cuenta estas consideraciones en la investigación y en la política 
educativa. Para lo primero, se resalta la necesidad de combinar miradas 
cuantitativas con enfoques cualitativos, con el fin de analizar la forma en 
que diferentes factores contextuales influyen en las dinámicas escolares y 
los aprendizajes. Para lo segundo, el trabajo considera algunos ejercicios 
recientes realizados en el país con el propósito de establecer tipologías de 
contextos territoriales, y se plantea la necesidad de construir indicadores 
más robustos que consideren las dinámicas —y no solo los factores— que 
explican las diferencias de rendimiento. 
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1.  ¿Puede la escuela «compensar por la sociedad»?
Uno de los debates más intensos en el campo de la investigación educativa 
gira en torno a la pregunta de si las escuelas pueden o no «compensar por 
la sociedad»; es decir, compensar las carencias socioeconómicas y familiares 
de los estudiantes. Desde la década de 1960 en adelante, gran parte de la 
sociología de la educación —encarnada en figuras como Bernstein, Bourdieu, 
Bowles y Gintis, Coleman, Lareau, etcétera (véase Bernstein 1960, Bowles y 
Gintis 2002, Bowles, Gintis y Groves 2010, Coleman 1968, Lareau 1987, 
Bourdieu 1997)— ha mostrado las formas complejas en que los sistemas 
educativos contribuyen a reproducir —y a veces a profundizar— los patrones 
de segregación social. Los autores mencionados han explorado ideas que 
van desde los patrones de selección escolar y de autoselección por parte 
de las familias, los códigos tácitos que median la experiencia educativa, las 
características y oportunidades de aprendizaje que brinda el currículo, hasta 
las formas en que el capital cultural de las familias media la experiencia escolar.
Si bien gran parte de esta literatura ha buscado contribuir en forma 
positiva a los debates de política —fomentando discusiones acerca de cómo 
reducir las brechas entre grupos de estudiantes—, muchos consideraban que 
lo que quedaba era un mensaje reduccionista: la idea de que «la educación no 
puede compensar por la sociedad» (Bernstein 1970). Esta idea llevaba a un 
derrotismo en extremo desmotivador para aquellos educadores abocados a 
marcar una diferencia positiva en la experiencia educativa de los estudiantes. 
La perspectiva de investigación sobre «eficacia y mejoramiento escolar» 
surge en este contexto, como una respuesta a la mirada a veces desesperanzada 
que surgía de la sociología de la educación, y que, a diferencia de esta última, 
busca mostrar lo que las escuelas y los docentes sí pueden hacer por sus 
estudiantes. La investigación sobre eficacia escolar se concentra, entonces, en 
identificar aquellos procesos o «factores asociados» al rendimiento estudiantil. 
La extensa literatura producida desde esta perspectiva ha servido 
para resaltar una serie de procesos escolares que hoy se reconocen como 
fundamentales para la obtención de buenos resultados educativos. En una 
revisión de la literatura sobre eficacia escolar, Murillo (2008) menciona los 
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siguientes: el sentido de comunidad en la escuela —metas compartidas, 
consenso, trabajo en equipo—, el liderazgo educativo, el clima escolar 
y de aula, las altas expectativas de aprendizaje, la calidad del currículo 
y de las estrategias de enseñanza —lo que incluye las oportunidades de 
aprendizaje a las que los estudiantes están expuestos—, la organización del 
aula, las prácticas de seguimiento y evaluación, el aprendizaje organizativo 
—incluyendo las oportunidades para el desarrollo profesional de docentes 
y directivos—, el compromiso e implicación de la comunidad educativa y 
los recursos educativos. Todos estos elementos —que dan cuenta de algunas 
de las principales dimensiones del proceso educativo, pero dejan fuera las 
variables de contexto— son reconocidos hoy en día como claves para generar 
una buena experiencia educativa y aprendizajes óptimos entre los estudiantes. 
El problema con esta perspectiva es, por un lado, que el énfasis casi 
exclusivo en los factores intraescolares ha llevado a descuidar los factores 
extraescolares —como, por ejemplo, las características familiares y demás 
elementos del contexto en el que se desenvuelven los estudiantes— y, 
sobre todo, la forma en que escuelas y contextos interactúan dando lugar 
a dinámicas específicas que afectan la organización escolar, las prácticas 
pedagógicas y la experiencia educativa de los estudiantes. Si aceptamos los 
elementos mencionados por Murillo (2008), ¿cómo determinar qué permite 
que unas escuelas logren establecer buenas prácticas y otras no? Como señalan 
Thrupp y Lupton (2006: 308),
  usualmente hay mucha más discusión acerca de las variaciones en las 
características internas de la organización y de las prácticas escolares 
(ej. aspectos del liderazgo, la administración o la pedagogía) que acerca 
de los distintos contextos que pueden explicar estas variaciones. Estos 
elementos contextuales incluyen diferencias en las características de la 
composición escolar (nivel socio-económico, etnicidad, turbulencia1 ...) 
1 En la literatura, la «turbulencia» hace referencia al nivel de movilidad de los estudiantes de una escuela a 
otra. Por ejemplo, cuando un estudiante cambia de escuela con mucha frecuencia se dice que tiene una 
trayectoria turbulenta, o las escuelas con una alta tasa de rotación de sus estudiantes pueden ser calificadas 
como escuelas con una población turbulenta. 
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y en las características de la ubicación de las escuelas (si son urbanas o 
rurales, el tipo de políticas regionales o locales a las que están expuestas, 
etc.). 
Este énfasis casi exclusivo en los factores intraescolares ha sido 
particularmente grave, dada la influencia que el enfoque de eficacia escolar 
ha tenido sobre la formulación de políticas educativas, y que se explica, 
en buena medida, por la aparente capacidad de este enfoque de proponer 
recetas de política genéricas. Al descuidar los efectos de los contextos sobre 
las posibilidades de aprendizaje de los estudiantes, las políticas genéricas 
surgidas desde la investigación sobre eficacia escolar no solo no han tenido 
el éxito esperado, sino que con frecuencia han contribuido a acentuar las 
diferencias entre escuelas.
Como señalan Lauder y otros (2010), el debate entre la perspectiva 
de eficacia escolar y la perspectiva sociológica que resalta los efectos de la 
composición escolar y del contexto es crucial para la política educativa, pues 
determinará el énfasis que las políticas pongan en mejorar la gestión escolar 
y el desempeño docente, el tipo de exigencias que se les plantee a escuelas 
con distintas características, así como la puesta en marcha —o no— de 
acciones orientadas a compensar —por ejemplo, mediante estrategias y 
financiamiento diferenciado— las diferencias entre escuelas que atienden a 
alumnos con distintas características. 
2.  Ideas recientes sobre la relación entre composición escolar y 
dinámicas intraescolares 
El estudio de los efectos de la composición escolar sobre los resultados de 
aprendizaje se convierte en uno de los principales campos de investigación 
educativa a partir del trabajo seminal de Coleman y otros (1966) respecto 
al significado de la igualdad de oportunidades en la educación. En dicho 
trabajo, los autores plantean una hipótesis según la cual el grupo de pares 
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con el que los estudiantes comparten el espacio de la escuela tiene un 
impacto importante en su motivación, sus aspiraciones y sus actitudes hacia 
la educación, y con ello sobre su rendimiento educativo.
En los casi 50 años que han transcurrido desde la publicación de 
Coleman, diversos estudios realizados desde la sociología de la educación 
han buscado poner a prueba esta hipótesis. Como vimos, la investigación 
sobre eficacia escolar surge justamente como una reacción a las ideas 
originales de Coleman, e intenta encontrar aquellos factores en los que 
las escuelas sí pueden marcar la diferencia con respecto a los resultados de 
aprendizaje. A lo largo de este tiempo, las perspectivas —tanto conceptuales 
como metodológicas— a partir de las cuales se analizan los efectos de la 
composición escolar han tenido un desarrollo notable.
Uno de los problemas de la formulación inicial de Coleman es que 
planteaba una relación demasiado lineal entre la composición escolar y el 
rendimiento educativo, lo que lo llevaba a caer en un determinismo similar, 
aunque inverso, al que encontramos en la investigación sobre eficacia escolar. 
La investigación más reciente ha mostrado que dicha relación es mucho más 
compleja e indirecta: el contexto y la composición escolar impactan en el 
aprendizaje mediante sus efectos en la organización interna de las escuelas; 
es decir, justamente en aquellos factores —el liderazgo, el clima escolar, las 
expectativas docentes, etcétera— que la investigación sobre eficacia escolar 
resalta como características fundamentales de una escuela buena o «exitosa». 
Una de las conclusiones más fuertes a las que se llega, entonces, es que «muchos 
de los factores identificados por la investigación sobre eficacia y mejoramiento 
escolar son difíciles de replicar porque si bien ocurren en las escuelas, no son, 
sin embargo, causados por las escuelas» (Thrupp y Lupton 2006: 310).
Al respecto, Thrupp, Lauder y Robinson (2002: 484) señalan lo 
siguiente:
  Lo que esta reformulación de la hipótesis original sobre los efectos 
de la composición escolar sugiere es que esta puede tener efectos más 
amplios sobre la organización escolar y el rendimiento educativo de lo 
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que Coleman et al. originalmente pensaron. [...] la literatura sugiere que 
los efectos de la composición van más allá de los procesos de influencia 
mutua [entre pares] que se dan al interior del aula y de la escuela, y 
afectan también a los procesos pedagógicos, a la organización escolar 
y a los procesos administrativos.
Si bien la investigación sobre los efectos de la composición escolar 
se ha concentrado sobre todo en la composición socioeconómica de los 
estudiantes, en años recientes la perspectiva se ha ampliado para incluir 
otros elementos contextuales como la etnicidad, la habilidad previa, la 
presencia de necesidades especiales de aprendizaje, las dinámicas familiares 
y locales, y las características de los mercados educativos. Lo que se plantea 
es que estos elementos del contexto afectan las prácticas intraescolares y dan 
lugar a dinámicas organizacionales y a resultados de aprendizaje igualmente 
específicos. 
Una de las revisiones más exhaustivas de los hallazgos de la investigación 
sobre los efectos de la composición escolar y el contexto se puede encontrar 
en Thrupp, Lauder y Robinson (2002). En dicha revisión encontramos 
que, ya desde la década de 1980, se dieron a conocer importantes estudios 
que avalan la hipótesis de que los efectos de la composición escolar sobre el 
rendimiento se revelan en forma indirecta, a partir de su influencia sobre los 
procesos intraescolares. Estudios como los de Barr y Dreeben (1983), y Bryk, 
Lee y Smith (1990), por ejemplo, muestran de qué manera las características 
de los estudiantes influyen significativamente en la oferta curricular de las 
escuelas, así como en el trabajo de los docentes, cuyas decisiones pedagógicas 
—contenido, ritmo, organización del aula, etcétera— y expectativas con 
respecto a las posibilidades de aprendizaje de sus estudiantes están fuertemente 
influenciadas por su percepción de las características de ellos y sus familias. 
En el caso de Bryk y otros (1993), los autores comparan el rendimiento 
de alumnos de escuelas católicas y no-católicas. Si bien encuentran un efecto 
significativo de la composición socioeconómica sobre el rendimiento en 
general, encuentran un mayor rendimiento en las escuelas católicas, que 
ellos atribuyen al «ambiente normativo» de estas, que permite «minimizar 
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los problemas de disciplina, y facilita la realización del trabajo académico» 
(270). Según los autores, ello se explica por la relación cercana entre la 
escuela y la familia, característica de estos centros educativos. Esta relación 
estrecha entre ambos ámbitos ha sido resaltada por la literatura como un 
factor importante para la eficacia escolar. Sin embargo, no se trata de una 
relación fácil de construir y menos aún de replicar. La conclusión de los 
autores es que las familias de las escuelas católicas con mayor rendimiento 
presentan características particulares que facilitan este tipo de relación 
estrecha con la escuela. Esto llevó a Thrupp y otros (2002: 492) a afirmar 
que, en general, «las escuelas forman subconjuntos auto-seleccionados [de 
familias] que permiten la mediación de los efectos de composición en las 
escuelas católicas explicando, así, su mejor rendimiento».
Este es un hallazgo interesante y que, en un contexto como el peruano, 
podría explicar el mejor rendimiento de escuelas como las de Fe y Alegría y 
otras redes de escuelas parroquiales católicas, que a pesar de que trabajan con 
alumnos de contextos vulnerables, logran mejores rendimientos que otras 
escuelas públicas con una composición similar. Si bien autores como Lavado, 
Cueto y otros (2015) atribuyen esto únicamente al modelo de gestión de 
estas escuelas, es sabido que los colegios Fe y Alegría mantienen un patrón de 
relación muy estrecho con las familias de sus estudiantes, algo que no siempre 
resulta fácil de establecer y que podría indicar la existencia de patrones de 
autoselección entre las familias que buscan matricular a sus hijos en estas 
escuelas.2 Este tipo de hallazgos podrían ser significativos también para el 
Perú, donde Balarin y Cueto (2007) encontraron serias limitaciones en las 
posibilidades de un grupo de padres de familia en situación de pobreza para 
participar en la educación de sus hijos, tema que discutiremos más adelante.
En un estudio de gran escala, Sui-Chu y Willms (1996) analizan la 
información proveniente del Estudio Longitudinal Nacional sobre Educación 
(NELS por sus siglas en inglés) que contiene una muestra representativa de 
las escuelas de Estados Unidos, compuesta por 24 599 estudiantes de octavo 
2 Más adelante revisamos algunos estudios nacionales que exploran los patrones de relación entre las familias 
y las escuelas, y que parecen apuntar en esta dirección.
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grado, para investigar las variaciones en el involucramiento de los padres 
de familia en la educación de sus hijos. Uno de los principales hallazgos 
del estudio es que la composición social de la escuela —medida a partir del 
indicador de nivel socioeconómico (NSE) promedio— está asociada con 
diferencias igualmente notorias en la participación de las familias, lo que 
tiene, a su vez, efectos importantes en el aprendizaje. 
La otra cara de la moneda es un estudio de Pong (1998) también basado 
en la muestra NELS, que analizó el efecto de la estructura familiar —en 
especial de las familias monoparentales— sobre los resultados de aprendizaje, 
comparando familias provenientes de distintos NSE. Uno de los hallazgos 
de este estudio es que los colegios con altas concentraciones de familias 
monoparentales tienen «relaciones económicas e interpersonales tan bajas 
que no logran atraer a buenos profesores», lo cual «sugiere que hay un efecto 
de chorreo [de la composición escolar] hacia el reclutamiento de docentes 
y otro personal de las escuelas» (Thrupp, Lauder y Robinson 2002: 493).
En un estudio internacional que incluyó información para Bélgica, 
Estados Unidos, Francia, Ontario y Nueva Zelanda, Zimmer y Toma (2000) 
fueron los primeros en examinar los efectos de la composición escolar de 
forma comparada. El estudio incluyó medidas de NSE y de rendimiento 
previo de los alumnos. Los autores encontraron que a más alto el resultado 
promedio de los compañeros de clase, más alto el nivel de rendimiento de 
los alumnos en general; y que cuando las clases mezclan a alumnos de alto 
y bajo rendimiento, los alumnos de menor rendimiento obtienen la mayor 
ventaja. Al igual que Summers y Wolfe (1977), los autores encontraron que 
los estudiantes con menor rendimiento obtienen mejores resultados cuanto 
más alto es el rendimiento de sus compañeros. 
Estos estudios plantean una serie de preguntas acerca de cómo potenciar 
el aprendizaje de todos los estudiantes a partir de estrategias de agrupación 
al interior del aula. Es decir, se pueden obtener ganancias de aprendizaje al 
optimizar la mezcla de estudiantes en relación con el nivel educativo de los 
padres y el rendimiento previo de los alumnos. 
Más allá de los efectos específicos encontrados por los estudios realizados 
en Estados Unidos, la conclusión más importante a la que estos estudios 
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llegan es que sí existe un efecto significativo de la composición escolar, que 
se produce al margen del rendimiento previo de los alumnos, así como de 
sus características socioeconómicas individuales. Willms (2004: 42) plantea 
una versión clara y sucinta de esta idea:
  Las escuelas con una composición socioeconómica o de habilidad más 
alta tienen ventajas asociadas a su contexto: en promedio, tienden a 
tener mayor apoyo de parte de los padres de familia, menos problemas 
de disciplina, y un clima que conduce al aprendizaje. También tienden 
a atraer y retener maestros talentosos y motivados. Hay además efectos 
de pares que tienen lugar cuando alumnos inteligentes y motivados 
trabajan juntos.
Hoy en día, muchos investigadores buscan tender puentes entre ambos 
enfoques —el de eficacia y el que resalta los efectos de la composición 
escolar— y buscan explicar el rendimiento a partir de una mirada tanto 
a las variables vinculadas con elementos contextuales como a las variables 
intraescolares. Thrupp y Lupton (2006) mencionan diversos estudios 
realizados desde la perspectiva de la eficacia escolar en los que esto es así, 
y señalan que incluso la Oficina de Estándares en Educación del Reino 
Unido está dejando de lado la perspectiva genérica de políticas de eficacia y 
mejoramiento escolar en favor de políticas algo más contextualizadas, que 
toman en cuenta los hallazgos de la investigación sobre los efectos de la 
composición escolar. Entre estos hallazgos se encuentran evidencias acerca 
de «la influencia de factores no-educativos provenientes del contexto de la 
escuela (como son el barrio, la familia, el grupo de pares, por ejemplo) sobre 
los procesos escolares y sobre los resultados educativos» (117). 
Así, no se trata de reducir la escuela a su contexto. Lo que la investigación 
sobre composición escolar plantea es que no existe una relación directa entre 
contexto y rendimiento, sino que el contexto y la composición —tanto de 
la escuela como del aula— influyen en la organización y en los procesos 
pedagógicos que se producen en cada uno de estos ámbitos. El reto es 
desarrollar modelos y metodologías que permitan comprender cada vez 
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mejor la forma en que los factores contextuales interactúan con los factores 
intraescolares —organización, pedagogía, clima escolar, etcétera— para 
producir determinados patrones de rendimiento. 
Un estudio que busca determinar de qué modo se produce la relación 
entre la composición escolar y el rendimiento es el de Opdenakker y Van 
Damme (2001 y 2000). La estrategia de las autoras es analizar primero el 
efecto del NSE promedio de la escuela —léase la composición social— 
en los procesos escolares, y luego el efecto combinado de ambos sobre el 
rendimiento. Un punto interesante es que las variables utilizadas para analizar 
los procesos escolares se derivan de una revisión de la literatura sobre eficacia 
escolar. En su análisis, las autoras incluyen variables como las siguientes: 
•	 	 La	cooperación,	el	consenso	y	la	cohesión	entre	el	personal	docente.	
La cooperación entre el personal docente con respecto a métodos de 
enseñanza y resolución de problemas del alumnado. 
•	 	 El	énfasis	en	la	disciplina	y	en	el	aprendizaje	de	los	contenidos	curri-
culares. Incluye la idea de la orientación hacia el éxito, las expectativas 
respecto al aprendizaje, pero también el predominio de las nociones 
de enseñanza más tradicionales o más holísticas.
•	 	 La	atención	prestada	a	las	diferencias	entre	los	alumnos	y	en	su	desa-
rrollo.
•	 	 El	ambiente	de	enseñanza	ordenado.	Este	es	un	 indicador	de	clima	
escolar que incluye variables como la atmósfera ordenada, el clima de 
aula y el tiempo efectivo de aprendizaje. 
En los cuestionarios a docentes aplicados como parte del estudio, las 
autoras incluyeron dos conjuntos adicionales de variables que permitieron 
construir un indicador del énfasis puesto por las escuelas en la educación 
cultural y en la creatividad, así como en la educación moral y social, y en 
el desarrollo personal. Según las autoras, la inclusión de estos indicadores 
referidos al posible énfasis en aspectos no-cognitivos de la educación se 
hizo a partir de la hipótesis de que «los colegios con un alto énfasis en estos 
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aspectos podrían tener un impacto positivo en el bienestar de sus estudiantes 
y, en consecuencia, un impacto positivo en su rendimiento» (Opdenakker 
y Van Damme 2001: 413).
Este estudio presenta un particular interés porque logra articular 
metodológicamente muchas de las ideas expuestas con anterioridad, y 
establece puentes claros y concretos entre las investigaciones sobre eficacia 
escolar y sobre composición escolar.
  Si la composición de la escuela tiene su propia influencia sobre el 
rendimiento de los estudiantes [a partir del efecto de pares] y tiene 
también una relación con las características de los procesos escolares 
[los factores asociados de la literatura sobre eficacia escolar], las 
variables de composición no pueden ser ignoradas desde la perspectiva 
de eficacia escolar [y, de modo más general, por las explicaciones del 
rendimiento educativo], ni tampoco se pueden ignorar las relaciones 
entre composición y variables de proceso. De otro modo, la realidad 
compleja de la eficacia escolar se verá distorsionada, llevando a 
conclusiones incorrectas (Opdenakker y Van Damme 2001: 422).
Ahora, estas ideas, como señalamos antes, toman distancia también 
de las miradas derrotistas según las cuales es poco lo que los docentes y las 
escuelas pueden hacer para ayudar a alumnos de contextos vulnerables. En 
términos de sus implicancias para las políticas de mejoramiento escolar y 
capacitación docente, el estudio de Opdenakker y Van Damme plantea 
que, si bien «la composición escolar puede ser un factor disruptivo para 
la implementación de programas de mejoramiento escolar o docente», 
lo que esto implica es que «algunas escuelas o docentes necesitan más 
apoyo, probablemente más especializado, que otras [justamente] por las 
características de la composición de sus aulas o escuelas» (Opdenakker y 
Van Damme 2001: 422).
Algo que conviene resaltar aquí es que este tipo de conclusiones no 
implican que la escuela no puede «compensar por la sociedad», al menos en 
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cierta medida; es decir, no implican que las escuelas y los maestros no puedan 
hacer nada para promover que los alumnos de contextos vulnerables aprendan 
y logren buenos niveles de rendimiento. Lo que la conclusión sí implica es 
que para que las escuelas y los maestros puedan enfrentar los retos surgidos 
del trabajo con alumnos de contextos vulnerables es necesario desplegar 
estrategias adecuadas, que pueden ir desde el financiamiento y apoyo 
diferenciado para escuelas de diferentes contextos hasta la implementación 
de estrategias o programas específicamente orientados a compensar —al 
menos en cierta medida— las carencias de ciertos grupos. Aquí, sin embargo, 
es importante no caer en responsabilizar excesivamente a la escuela, pues es 
evidente que muchas de esas estrategias requerirán una acción intersectorial 
coordinada, así como el apoyo de otras instancias relevantes como la sociedad 
civil y la cooperación internacional. 
En este sentido, la investigación sobre composición escolar también 
busca contribuir a que se formulen políticas. Sin embargo, a diferencia de 
las contribuciones realizadas desde la mirada de la eficacia escolar, no plantea 
recetas genéricas de buenas prácticas replicables a cualquier escuela, sino que 
resalta más bien la necesidad de desarrollar evaluaciones, políticas y prácticas 
educativas más contextualizadas. 
Al tomar en cuenta los factores contextuales, las evaluaciones de 
rendimiento podrán ser más justas en sus apreciaciones acerca de lo que las 
escuelas están haciendo o no, y podrán proveer mayores y mejores pistas 
con respecto al porqué algunas escuelas tienen éxito y otras no, con lo cual 
facilitarán la formulación de políticas realmente capaces de atender las 
necesidades de distintos contextos. 
En una reflexión acerca de qué significa hablar de políticas y prácticas 
educativas más contextualizadas, Thrupp y Lupton (2006) se preguntan si 
esto quiere decir acaso que no puede haber modelos de buenas prácticas 
que se puedan seguir, y su respuesta es que esto no es necesariamente así:
  Lo más plausible es que encontremos buenas prácticas para ciertos 
colegios, agrupados en clústers con características similares, lo cual 
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plantea un término medio entre las versiones completamente genéricas 
de «buenas prácticas» y una versión completamente individualizada de 
lo que ocurre en las escuelas. Sin embargo, dado que la investigación y 
la política de eficacia y mejoramiento escolar han sido tan genéricas en 
su mirada, estos ejemplos contextualizados no se han hecho evidentes 
(317).
El último punto que vale la pena mencionar aquí y que, como veremos, 
resulta particularmente relevante para entender los efectos de la composición 
escolar y el contexto en un sistema educativo como el peruano, surge de un 
estudio de Benito y otros (2014) que estima los efectos de la segregación 
escolar sobre el rendimiento estudiantil en 16 países de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Los autores concluyen 
que a mayor grado de segregación de los sistemas educativos, las escuelas 
tenderán a ser más diferentes entre sí, pero más homogéneas en su interior; es 
decir, las escuelas tenderán a polarizarse o agruparse en escuelas que atienden 
a determinados tipos de poblaciones. En los contextos más segregados, los 
autores encuentran que la composición escolar tiene efectos particularmente 
negativos para los estudiantes de grupos vulnerables, que quedan agrupados 
en ciertas escuelas con pares cuyas características —sociales, étnicas, raciales, 
etcétera— son similares. 
Kahlenberg (2013: 5) hace eco de estas ideas cuando sostiene que los 
alumnos de nivel socioeconómico (NSE) bajo son más sensibles a los efectos 
de la composición escolar:
  La investigación sugiere que los estudiantes de NSE bajo se pueden 
beneficiar de entornos escolares económicamente mixtos, y que los 
estudiantes de NSE medio y alto no se ven afectados negativamente. 
Esto ocurre por dos razones. La primera es que la mayoría numérica 
marca el tono de la escuela: los efectos negativos de la pobreza 
concentrada ocurren solo cuando hay una clara mayoría de estudiantes 
pobres. En segundo lugar, los estudiantes de NSE medio y alto son 
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menos susceptibles a las influencias de la escuela […] Esta «sensibilidad 
diferenciada» […] se explica porque las aspiraciones y el rendimiento 
están bastante mejor establecidos para aquellos niños de contextos 
familiares sólidos; mientras que aquellos de contextos familiares más 
débiles, que pasan menos tiempo bajo supervisión adulta, son más 
susceptibles a la influencia de los pares.
Pero también, como vimos, porque el NSE promedio de la escuela 
y la concentración de determinadas características contextuales afectan la 
organización y los procesos educativos al interior de los centros educativos.
3.  ¿Qué sabemos acerca de la influencia de la composición escolar y 
el contexto en los procesos educativos peruanos?
En el Perú, las explicaciones sobre los resultados de aprendizaje de los 
estudiantes han estado más claramente alineadas con la perspectiva de la 
eficacia escolar. Sin embargo, existen diversos estudios nacionales —incluso 
entre los que se concentran en el análisis de factores asociados— que apuntan 
a la necesidad de tomar en cuenta elementos del contexto para entender el 
rendimiento y los procesos educativos. 
En uno de los primeros ejercicios de análisis de los factores asociados 
al rendimiento educativo, Benavides y otros (2004) subrayan la importancia 
de las variables de contexto y composición escolar, y ponen especial énfasis 
en las diferencias contextuales entre escuelas rurales y urbanas. En las 
primeras, las características culturales y lingüísticas, la importancia prestada 
a la participación de los niños en las tareas del hogar, la escasa orientación 
y dedicación a la educación escolar dentro del hogar, se van acumulando 
para dar lugar a procesos y a una experiencia educativa completamente 
distinta de la que se produce en las escuelas urbanas. A esto se suman las 
características de infraestructura —por lo general precarias— y de modalidad 
—multigrado— de muchas escuelas rurales. 
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Varios otros trabajos exploran diversos aspectos de cómo los factores 
contextuales impactan sobre las posibilidades de aprendizaje de los niños de 
escuelas rurales. Por ejemplo, Benavides, Olivera y Mena (2006), en un estudio 
fuertemente influenciado por el trabajo de Lareau (1987), analizan la forma 
en que el capital cultural y las prácticas educativas de familias rurales influyen 
sobre el aprendizaje escolar. Los autores enfatizan la distancia entre la cultura 
escolar y la cultura de las familias rurales, que determina que la expectativa 
de que estas últimas se involucren más en la educación formal de sus hijos 
sea una meta muy difícil de lograr. Lo interesante es que esto ocurre en un 
contexto en el que, en términos generales, los padres de familia tienen altas 
expectativas con respecto a la trayectoria educativa de sus hijos; sin embargo, 
estos deseos no se traducen en prácticas que contribuyan a estas trayectorias. 
Dos estudios que apuntan quizá en la línea de lo planteado con respecto 
a la influencia del contexto en los procesos educativos son los de Balarin y 
Benavides (2007), y Balarin y otros (2010). A partir de un análisis de las 
prácticas docentes en escuelas secundarias rurales, los autores encontraron 
que los docentes, de manera regular, «diagnostican» las dificultades de 
sus alumnos para aprender determinados contenidos, y reajustan —hacia 
abajo— sus expectativas respecto a lo que ellos pueden aprender, con lo cual 
también reducen la amplitud de la cobertura curricular. Entonces, los niños 
de estas escuelas no solo enfrentan mayores dificultades para acceder a la 
cultura escolar, sino que cuentan con menos oportunidades de aprendizaje 
en la escuela. 
Esto coincide con lo planteado por Cueto y otros (2006 y 2013), 
quienes a partir de un análisis de cuadernos de trabajo de niños de primaria 
encontraron que los estudiantes de contextos socioeconómicos más bajos 
suelen resolver un número menor de ejercicios que sus pares de escuelas con 
NSE más alto. En el segundo estudio, los autores establecen que el índice 
de pobreza de las familias predice el número de ejercicios que los niños 
realizarán en la escuela.
Volviendo al tema de la participación de las familias en la educación 
escolar, ya sea en actividades de la escuela o desde su rol en la casa, un estudio 
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de Balarin y Cueto (2007: 36) sobre la calidad de la participación de las 
familias en la educación concluye que «Las familias con menores recursos 
parecen estar muy poco preparadas para apoyar adecuadamente a sus hijos 
y para involucrarse en cuestiones relacionadas con la escuela, así como para 
aprovechar las oportunidades que ofrecen las escuelas». Esto coincide con otras 
investigaciones que señalan que los padres de familia de grupos desfavorecidos 
experimentan mayores dificultades para la comunicación y para la cooperación 
con la escuela (Smit y otros 2007, Driessen, Smit y Sleegers 2005, Lareau 
1987), algo que, según la investigación sobre eficacia escolar, es crucial. 
Miranda (2008) realiza un balance de los estudios sobre factores 
asociados realizados en el Perú. La autora toma como punto de partida una 
cita de Ravela (2006) que hace eco de varias de las ideas planteadas por la 
literatura internacional:
  Una debilidad que caracteriza a muchos de los estudios de factores 
asociados es su pretensión de elaborar un «modelo» universal que 
explique los resultados de escuelas de muy diverso tipo, lo cual implica 
un fuerte grado de sobregeneralización. La realidad educativa, en 
cambio, es muy diversa, y lo que favorece el aprendizaje en ciertos 
contextos puede no hacerlo en otros (246).
Con esta idea en mente, Miranda, a partir de un análisis de los resultados 
de las evaluaciones nacionales de rendimiento, señala que, en el Perú, las 
características de los estudiantes —que a su vez reflejan muchas de las 
características, sobre todo socioeconómicas y culturales, de sus contextos— 
tienen un peso mayor en la explicación del rendimiento que los factores 
asociados a los procesos escolares. La autora señala además que 
  el hecho de que la escuela explique un porcentaje significativo de 
las diferencias del rendimiento no significa que dicho porcentaje sea 
totalmente atribuible a los procesos pedagógicos que se dan en su 
interior. […] parte importante de dicho porcentaje se explica por 
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variables que no son parte del proceso educativo y que pueden ser 
consideradas, más bien, como insumos o características del contexto en 
el que se ubica la escuela, tales como la composición socioeconómica 
del alumnado (11).
Otro punto importante que, según Miranda, se deriva del análisis de 
las evaluaciones nacionales es que el peso de la escuela sobre el rendimiento 
tiende a disminuir conforme los estudiantes avanzan en el ciclo escolar. Esto 
coincide y apoya la hipótesis de los efectos de la composición en tanto que, 
como muestran Thrupp y otros (2007),
  es de esperar que el contexto tenga un efecto acumulativo a lo largo 
de la trayectoria escolar, y es muy distinto plantear la existencia de un 
importante efecto de la escuela en los primeros años de la escolaridad 
en comparación con lo que ocurre en la secundaria, momento para el 
cual los estudiantes han tenido ya varios años de experiencia educativa 
en contextos escolares más o menos favorables (321).
Miranda atribuye el peso acumulativo del nivel socioeconómico sobre 
el rendimiento a que «en nuestro sistema educativo opera una suerte de 
mecanismo de selección en el tránsito del ciclo escolar que implica que la 
población atendida por las escuelas se vuelva cada vez más homogénea hacia 
el final de la educación básica» (2008: 10). Un punto importante en el que 
Miranda hace énfasis es que «incluso a nivel primario, las diferencias de 
rendimiento atribuidas a las características individuales de los estudiantes 
se incrementan cuando las poblaciones son más homogéneas» (2008: 9). 
Este es un punto clave para entender la medida en que la composición 
escolar y los factores contextuales pueden adquirir un peso aun mayor para 
los estudiantes de contextos vulnerables de un país como el Perú. A las 
ideas planteadas por Miranda podemos sumarles, hoy en día, dos estudios 
clave realizados a partir del análisis de la información recogida como parte 
de las pruebas PISA. Uno es el estudio de Benavides, León y Etesse (2014), 
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que analiza los efectos de la desigualdad y la segregación educativa sobre 
el rendimiento a partir de un análisis de los resultados de una muestra de 
países que participaron en las pruebas PISA 2009. Los autores encuentran 
que, en comparación con otros países de la región, el Perú es el país en el 
que el NSE está más fuertemente asociado con el rendimiento estudiantil. 
Los autores atribuyen esto a que el Perú tiene también el sistema educativo 
más segregado y desigual de la región. 
Estos hallazgos coinciden con la idea de que, a más segregación, mayor 
es también la influencia del NSE sobre el rendimiento educativo. A esto 
se suma el efecto asimétrico de la segregación, es decir, el hecho de que la 
segregación afecta de manera particularmente negativa a los niños de grupos 
vulnerables concentrados en escuelas con pares de características similares. 
El otro estudio que llega a conclusiones similares es el de Rivas (2015), 
que a partir de un análisis de la trayectoria de siete países en las pruebas 
PISA, entre los años 2000 y 2015, muestra que el Perú es el país donde más 
aumentó la segregación educativa, a pesar de que muchos otros indicadores 
mejoraron.3
Si la segregación escolar determina la existencia de subsectores de 
la oferta educativa en los que se concentran determinadas características 
contextuales —bajos NSE, pero también una serie de otras características 
asociadas a la condición de pobreza de los alumnos y de los contextos 
donde viven—, esto explicaría algunos análisis recientes que muestran que 
los resultados educativos están claramente asociados a los contextos donde 
operan las escuelas. 
Algunos análisis recientes, realizados a partir de las evaluaciones censales 
de rendimiento, muestran que, en clara oposición con el sentido común 
extendido con respecto a las bondades de la gestión educativa privada, 
las escuelas privadas ubicadas en distritos de la ciudad de Lima de nivel 
socioeconómico bajo obtienen resultados iguales o menores que las escuelas 
3 En otro trabajo, Balarin (2014), planteó algunas hipótesis con respecto a la posible relación entre el 
aumento de la segregación y la presencia, cada vez más extendida, del mercado de educación privada en 
el país. 
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públicas de esos mismos distritos. Ñopo (2014), por ejemplo, muestra que, en 
la ciudad de Lima, a mayor grado de pobreza del distrito donde se encuentran 
las escuelas, menor es el rendimiento de los estudiantes, y viceversa. Más 
recientemente, el autor ha empezado a extrapolar estos hallazgos a nivel 
nacional, con resultados que confirman la tendencia a la asociación positiva 
entre pobreza y bajo rendimiento en las pruebas estandarizadas. 
La explicación de este vínculo entre pobreza y rendimiento podría 
encontrarse, justamente, en los efectos de la composición escolar y en la 
forma en que esta afecta no solo la experiencia individual de los estudiantes 
por la influencia del grupo de pares con el que asisten a la escuela, sino 
también por el efecto de la composición sobre la organización escolar y las 
prácticas pedagógicas.
4.  ¿Pueden las políticas y las escuelas responder a la diversidad 
contextual? Reflexiones finales y algunos puntos de partida para 
considerar la composición escolar y los contextos desde las políticas 
y las prácticas educativas
La idea de que el grado de ruralidad y las características de la composición 
étnica de las escuelas afecta los aprendizajes y de que se requiere, por tanto, 
financiamiento y políticas diferenciadas, es, hoy en día, bastante aceptada. 
Ya desde hace algunos años esta idea se ha empezado a traducir en programas 
—como el Programa de Educación y Logros del Aprendizaje (PELA), el 
Proyecto de Educación de Áreas Rurales (PEAR), Soporte Pedagógico 
Intercultural, entre otros— que buscan dar respuesta a los retos de dicha 
diversidad. Sin embargo, lo que hemos sugerido hasta aquí es que sería 
conveniente empezar a considerar los efectos de la composición y el contexto 
haciendo diferencias también a partir del grado de pobreza de la población a 
la que las escuelas atienden, así como de otras características relevantes que 
pueden ir desde la infraestructura hasta patrones de organización familiar, 
la incidencia de violencia infantil o familiar, entre otros. En la actualidad, 
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programas como Soporte Pedagógico —que se viene implementando en las 
escuelas primarias polidocentes urbanas del país— no hacen diferencias, 
por ejemplo, entre escuelas situadas en zonas urbano-marginales y escuelas 
situadas en zonas urbanas más consolidadas o que atienden a estudiantes de 
sectores socioeconómicos medios; o entre regiones y ciudades en las cuales el 
acceso a servicios básicos y la incidencia de pobreza son bastante distintos.
Este planteamiento, por supuesto, y como señalaban Thrupp y Lupton 
(2006), no implica pasar a un esquema de política individualizada para cada 
escuela, lo cual sería claramente inviable. Lo que implica es la necesidad 
de empezar a desarrollar caracterizaciones algo más acotadas de la realidad 
educativa en diferentes contextos territoriales, que permitan, a su vez, definir 
conjuntos o clústeres de escuelas ubicadas en territorios que comparten 
características similares —de pobreza, infraestructura, desarrollo económico, 
etcétera—, y desarrollar políticas algo más contextualizadas. 
En el Perú existen ya algunos ejercicios de este tipo —como la 
Caracterización territorial para la gestión del sector Educación preparada por 
Steinberg y Moreno (2015) —, que podrían servir como insumos para la 
reflexión y el desarrollo de políticas educativas más contextualizadas. Pero es 
necesario también avanzar en el recojo de datos algo más finos en el nivel de 
las escuelas, que permitan caracterizar su composición interna y comprender 
mejor los factores que pueden estar detrás de las diferencias de rendimiento 
de los estudiantes, y plantear políticas compensatorias para aquellas escuelas 
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Inequidades en la educación
Santiago Cueto, Alejandra Miranda y María Cristina Vásquez1
Resumen
Este estudio presenta el estado actual de cuatro grupos delimitados por 
género, etnicidad, pobreza y discapacidad, en los que, a partir de la nor-
mativa educativa e indicadores de acceso, rendimiento y oportunidades de 
aprendizaje, se exploran las inequidades educativas existentes. Además, se 
analiza el contenido de la Ley de Reforma Magisterial. 
Los resultados muestran que, si bien no existen grandes diferencias 
en los indicadores educativos entre hombres y mujeres, sí hay otro tipo de 
inequidades, como los estereotipos tradicionales que se siguen reforzando 
en la escuela. Respecto a la etnicidad, se encontró que, cuando su situación 
es comparada con la del resto de la población, tanto los indígenas como 
los afrodescendientes enfrentan brechas en el acceso a la educación, las 
oportunidades y el rendimiento. Asimismo, los estudiantes pobres acceden 
en menor medida a la educación secundaria, y asisten a escuelas que cuentan 
con menores recursos y cuyos docentes están menos capacitados. En la misma 
línea, los estudiantes discapacitados alcanzan menores niveles educativos, y 
se encuentran con infraestructuras inadecuadas, materiales no especializados 
y docentes poco preparados. 
1 Agradecemos a Manuel Bello, César Guadalupe, Magrith Mena, Liliana Peñaherrera y Madeleine Zúñiga 
por sus comentarios y aportes a una versión preliminar del presente documento. 
 Asimismo, agradecemos al estudio Niños del Milenio por el financiamiento adicional proporcionado para 
el desarrollo de esta investigación. El estudio Niños del Milenio (Young Lives) es financiado principalmente 
por el Departamento de Desarrollo Internacional (DFID por sus siglas en inglés) del Gobierno del Reino 
Unido (2001-2017). El Ministerio de Relaciones Exteriores de Holanda (2010-2014) y la cooperación 
de Irlanda (2014-2016) también han contribuido al estudio. Los puntos de vista expresados en el texto 
corresponden a los autores, por lo que no son necesariamente compartidos por la Universidad de Oxford, 
DFID u otros donantes.
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Respecto a la Ley de Reforma Magisterial, esta promueve la equidad 
y la no discriminación, pero los incentivos para enseñar en escuelas que 
atienden a grupos menos favorecidos no parecen ser suficientes. Así, tanto 
el Estado como la escuela terminan reforzando las inequidades, aun cuando 
estos grupos se encuentran protegidos por leyes y normas. El problema 
reside principalmente en la falta de cumplimiento de la normativa. Como 
meta general, las políticas públicas deberían estar orientadas a mejorar los 
indicadores educativos, pero al mismo tiempo reducir las brechas existentes; 
es decir, equiparar hacia arriba.
Introducción
¿Cuán equitativo es el sistema educativo peruano? He aquí una pregunta 
que, en nuestra opinión, tiene la mayor relevancia política en el Perú actual, 
que cuenta con crecientes recursos financieros y humanos para continuar 
mejorando la calidad de su sistema. En este ensayo se discute, en primer 
lugar, la noción de equidad en educación, y luego se pasa a explorar la 
importancia de esta noción en las principales normas que rigen el sistema 
educativo en nuestro país. 
A partir de la teoría y la normativa vigente, se exploran inequidades 
educativas vinculadas al género, la etnicidad —se analiza la situación de las 
poblaciones originarias y la afroperuana—, la pobreza y la discapacidad. El 
énfasis del texto está puesto en el papel del Estado como garante de la calidad 
y la equidad; por motivos de espacio no se incluyen aquí las actividades de 
muchísimas instituciones de la sociedad civil y del sector privado a favor de 
la equidad. El ensayo se concentra en la educación básica, a pesar de que 
reconocemos la importancia de la educación superior. 
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1.  Enfoques contemporáneos sobre los vínculos entre equidad y 
educación
La educación es una pieza clave en el desarrollo de las personas, pues 
apunta a elevar sus habilidades en diferentes áreas, así como sus valores, 
oportunidades laborales e ingresos (Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económicos, OECD, 2010a). Asimismo, es importante en 
el desarrollo de la sociedad, ya que incrementa la movilidad social (OECD 
2010b) e impulsa el crecimiento económico (Hanushek y Woessmann 2009). 
La relevancia de la educación, sin embargo, depende de su calidad y de que 
se ajuste a las necesidades, características y potencial de los distintos grupos 
sociales (Bracho y Hernández 2009). La OECD (2012) define como sistemas 
educativos de alto desempeño a aquellos que muestran equidad y calidad, en 
los cuales los estudiantes pueden alcanzar altos niveles de rendimiento que 
dependerán de su esfuerzo y no de sus características socioeconómicas. 
En los últimos años, la percepción difundida de que el fracaso escolar 
es algo inevitable para ciertos grupos ha sido reemplazada por la idea de que 
el fracaso de los estudiantes implica un fracaso de la escuela (Faubert 2012). 
Así, en muchos casos, la escuela no compensa todas las desigualdades que 
portan los estudiantes cuando ingresan al sistema educativo (Tedesco 2004). 
Tedesco y López (2002) argumentan que todos los niños son potencialmente 
educables, pero que el contexto social es un obstáculo para el desarrollo de 
su potencial. De este modo, los países con altos niveles de inequidad no 
pueden desarrollarse plenamente, ya que la desigualdad tiene costos muy altos 
para la sociedad y afecta de manera negativa a las personas. En educación 
en particular, los altos niveles de inequidad están asociados a un menor 
rendimiento promedio para el país y a mayores niveles de abandono de la 
escuela, por lo que incentivar la equidad es conveniente para el desarrollo 
de las sociedades (Wilkinson y Pickett 2009).
Partiendo de una concepción humanista de la educación y con base en 
los derechos humanos, en el 2008 la Organización de las Naciones Unidas 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco por sus siglas en inglés) 
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publicó un reporte en el que se concibe a la educación como un bien público 
y como un derecho para todos, que contribuye al desarrollo de la sociedad.2 
La Unesco propone una educación de calidad e inclusiva, que cumpla con 
las necesidades básicas de aprendizaje, sin importar las circunstancias o las 
características de los estudiantes, en especial de los más vulnerables, como los 
miembros de las minorías étnicas o lingüísticas y los que tienen necesidades 
especiales, entre otros (Unesco 2008).
En el marco del Foro Mundial sobre la Educación, la Declaración de 
Incheon (Unesco 2015b: 32) reconoce que aún «estamos lejos de haber 
alcanzado la educación para todos». La declaración sostiene que para 
considerar lograda alguna meta, debería haber sido alcanzada por todos. 
Por ello, se declara un compromiso de urgencia con el logro de la educación 
integral «sin dejar a nadie atrás», para lo cual es necesario enfrentar la 
exclusión, la marginación y la desigualdad. Este compromiso es consistente 
con el Objetivo de Desarrollo del Milenio referente a la inclusión, la equidad 
y la calidad de la educación. 
Tomando en cuenta el deber de los Gobiernos de garantizar los 
derechos humanos de las poblaciones a su cargo, Tomasevski (2001 y 2004) 
planteó las obligaciones gubernamentales relacionadas con el derecho a la 
educación en cuatro dimensiones: asequibilidad, accesibilidad, aceptabilidad 
y adaptabilidad. En primer lugar, la asequibilidad hace referencia al deber 
que tiene el Estado de ofrecer libertades educativas (derecho civil y político), 
educación gratuita y obligatoria (derecho social y económico) y respeto 
por la diversidad (derecho cultural). La accesibilidad implica eliminar la 
discriminación en el acceso a la educación. En cuanto a la aceptabilidad, el 
Estado debe garantizar la calidad de la educación (estableciendo estándares 
mínimos), así como brindar servicios educativos pertinentes al lenguaje, y 
asegurar el cuidado de la salud y seguridad de los estudiantes. La adaptabilidad 
significa que la educación responde a las necesidades particulares de los 
estudiantes y no que los estudiantes tengan que adaptarse a la escuela. 
2 La noción de la educación como un derecho viene desde la Declaración Universal de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas, adoptada en 1948; véase http://www.un.org/es/documents/udhr/.  
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McCowan (2013) hace referencia a la educación como un derecho 
incondicional de todos los seres humanos. Explica que, contrariamente a 
la lógica de costo-beneficio, esta aproximación desde los derechos no debe 
fundamentarse únicamente en los retornos económicos de la educación o en 
las contribuciones que los beneficiarios de la educación hagan a la sociedad, 
sino que se sustenta en que todos los seres humanos son fines en sí mismos. 
Por ejemplo, una escuela para estudiantes con discapacidad requiere una alta 
inversión en recursos de acuerdo con sus necesidades, y no debe ser evaluada 
principalmente por los beneficios que el PBI trae al país (aunque los pueda 
tener). Una inversión tan alta se justifica entendiendo que la educación 
permite formar agentes empoderados y no solo beneficiarios pasivos, sino 
personas que pueden ejercer y hacer respetar sus derechos; de esta manera, 
se descartan sus fines únicamente utilitaristas (McCowan 2013).
Como se puede observar, si bien existe abundante justificación sobre 
la importancia de la equidad en la educación, la noción misma ha ido 
evolucionando con el paso de los años. Hace algunas décadas, se asociaba 
el concepto de equidad con garantizar el acceso a la educación a todos los 
niños y niñas. Actualmente, la noción de equidad enfatiza la igualdad de 
oportunidades educativas, como un mecanismo para lograr luego equidad en 
resultados. Como señala el filósofo Rawls (1971) en uno de sus principios, 
lo óptimo es darles más a los desaventajados. De la misma manera, algunos 
autores proponen que se pueden tolerar inequidades si es que el origen de estas 
se debe a diferencias en el esfuerzo de las personas y no a sus características 
demográficas ni a circunstancias personales o familiares, es decir, a factores 
sobre los que ellas no tienen control (Roemer 1996, citado en Betts y Roemer 
2007, y Paes de Barros y otros 2009). De esta manera, dos principios básicos 
de la equidad son la justicia y la inclusión, donde la equidad en educación 
supone brindar el ambiente educativo necesario para que el desempeño de los 
estudiantes dependa de sus habilidades y ellos puedan desarrollar el potencial 
necesario para ser buenos ciudadanos (Field y otros 2007, Opheim 2004).
A nivel internacional, uno de los 17 objetivos de desarrollo sostenible 
que se espera cumplir en el 2030 es garantizar una educación inclusiva de 
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calidad y equitativa, que promueva oportunidades de aprendizaje para todos 
(Organización de las Naciones Unidas 2015). 
En el Perú, según el Plan de Educación para Todos 2005-2015 (2005), 
se busca una educación de calidad con equidad. En este Plan se definieron 
seis objetivos, adecuados a la realidad y diversidad del país, con miras a 
mejorar la educación. El segundo objetivo propone «garantizar la equidad en 
la educación, orientada a superar las brechas que devienen de la inequidad 
de género y de la discriminación sociocultural, étnica y lingüística, así como 
de aquellas que provienen de otros factores de desigualdad, en particular 
la socioeconómica y la derivada de la discapacidad» (p. 16). Esto evidencia 
la importancia no solo de analizar las diferencias entre grupos, sino de 
determinar cuáles son las variables que crean estas diferencias, para poder 
compensarlas.
En resumen, la noción de equidad en educación está relacionada con la 
inclusión y la justicia, con la igualdad de oportunidades educativas para que 
las personas puedan acceder y culminar de manera satisfactoria su educación, 
y con darles más recursos a los grupos vulnerables. El papel del Estado es 
fundamental para garantizar este derecho. 
2.  Normativa general en el Perú 
En 1990, en la Conferencia de Jomtiem, Tailandia, se aprobó la Declaración 
Mundial sobre Educación para Todos como un llamado de atención a 
la importancia de que se cumpla este derecho universal, que ya se había 
establecido como tal en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
en 1948 (Unesco 1990). Asimismo, la Convención Relativa a la Lucha 
contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza (Unesco 1960) 
proclamó que el derecho a la educación es para todos y no se debe excluir 
a ninguna persona o grupo del acceso a los distintos grados, ni limitar 
la educación a un nivel inferior para ciertos grupos. Posteriormente, el 
Estado peruano estableció, en la Constitución Política del Perú (1993), 
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que la educación busca el desarrollo integral de la persona humana, y es un 
derecho. Tal como lo confirma la Ley General de Educación 28044 (2003), 
el Estado se responsabiliza por garantizar que todas las personas accedan a 
una educación integral y de calidad, promueve su permanencia en el sistema 
educativo, y evita que sus condiciones económicas, físicas o mentales se 
transformen en limitaciones. 
En la Constitución (Art. 2) se establece que todas las personas deben 
ser iguales ante la ley, y se prohíbe «la discriminación por motivo de origen, 
raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier 
otra índole». Dos de los principios de la educación en el Perú son la equidad 
y la inclusión, para asegurar la cobertura educativa de todos, particularmente 
de las poblaciones marginadas, excluidas y vulnerables; de este modo se busca 
erradicar la pobreza, la exclusión y la desigualdad (Ley General de Educación 
2003, Ley Contra Actos de Discriminación 2000). 
De acuerdo con la Ley General de Educación, el Estado debe llevar 
a cabo políticas compensatorias, proyectos educativos y priorización en la 
asignación de recursos para contrarrestar las desigualdades de cualquier índole 
que dificulten o limiten el acceso universal a la educación. Así, el Proyecto 
Educativo Nacional al 2021 (Consejo Nacional de Educación [CNE] 2007) 
determina, como uno de sus objetivos para cerrar las brechas de inequidad 
educativa, lograr «oportunidades y resultados educativos de igual calidad para 
todos» (p. 48). De esta forma, el mencionado documento propone prevenir el 
fracaso escolar en los grupos sociales vulnerables mediante diferentes políticas 
que atiendan los problemas más frecuentes con los que se encuentran los 
sectores pobres y marginados. Estas políticas son las siguientes: 
a)  «Asegurar aprendizajes fundamentales en los primeros grados de 
primaria» (p. 62), dado que los alumnos más pobres suelen tener 
limitaciones para alcanzar adecuadamente estos aprendizajes. 
b)  «Prevenir la deserción y la repetición en la educación primaria» (p. 
63), que también se ve obstaculizada por la pobreza y dificultades en 
el acceso educativo. 
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c)  «Superar discriminaciones por género en el sistema educativo» (p. 63), 
sobre todo en zonas rurales y de extrema pobreza. 
d)  «Superar discriminaciones por discapacidad en el sistema educativo» 
(p. 64), para promover la asistencia escolar y optimizar el rendimiento 
de los estudiantes que presentan algún tipo de discapacidad. 
Esto muestra que las normas del Estado enfatizan la idea de brindar 
una educación con calidad y equidad, en la que se reconozca la diversidad 
del país y se plantee la igualdad de oportunidades para todos. En este estudio 
analizaremos cuánto de la normativa anterior se cumple para cuatro grupos de 
estudiantes y sus familias. Los datos se presentan en las siguientes secciones.
3.  Equidad y género 
3.1. Normativa específica
El Estado peruano promueve la igualdad de oportunidades entre hombres 
y mujeres tomando en consideración los derechos humanos, la equidad de 
género, la realidad pluricultural bilingüe y el reconocimiento de las personas 
con discapacidad o de los grupos etarios más afectados por la discriminación, 
entre otros principios (Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres, 2007). 
Considerando lo establecido en la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (Cedaw por sus 
siglas en inglés), el Estado peruano define la equidad de género como «la 
justicia en el tratamiento de varones y mujeres de acuerdo a sus respectivas 
necesidades» (Art. 5.1). Esta definición toma en cuenta las diferencias para 
corregir las desigualdades, con el fin de lograr la igualdad de derechos, 
oportunidades, obligaciones y beneficios (Directiva 001-2015-Minedu/DM-
Ogecop, «Disposiciones para el uso de lenguaje inclusivo en el Ministerio de 
Educación»; Plan Nacional de Igualdad de Género, Planig, 2012). 
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El Planig propone, además, la transversalización del enfoque de 
género en el diseño, la implementación, el monitoreo y la evaluación de 
las políticas públicas en todos los campos de acción, y plantea también la 
necesidad de un cambio cultural (en los roles tradicionales de género). Sin 
embargo, en una revisión de documentos normativos, Mena y Málaga (2014) 
identifican que hace falta definir explícitamente el término género, pues así se 
manejará un mismo constructo y no habrá cabida para malinterpretaciones o 
conceptualizaciones reducidas e insuficientes de lo que esta palabra significa. 
Scott (1996), basándose en Foucault, señala que el género se define por la 
relación social que se establece a partir en las diferencias percibidas entre los 
sexos, y que este es un elemento constitutivo en las relaciones de poder social. 
Así, los cambios en las representaciones de poder implican cambios sociales. 
Respecto a la educación, el Estado busca, mediante diferentes 
disposiciones, eliminar prácticas discriminatorias y promover la equidad 
de género, con énfasis también en motivos de raza, lengua y extraedad (Ley 
de Fomento de la Educación de las Niñas y Adolescentes Rurales, 2001). 
Algunas de las medidas para ello son el uso del lenguaje inclusivo de género 
en el Ministerio de Educación, las campañas de información y sensibilización 
respecto a la matrícula y asistencia regular de las niñas y adolescentes 
rurales a centros educativos, los servicios higiénicos diferenciados en las 
escuelas rurales, la educación sexual integral y la no discriminación de 
estudiantes en situación de embarazo o maternidad, la reinserción escolar 
por embarazo, entre otras (Decreto Supremo 002-2013-ED, 2013; Directiva 
001-2015-Minedu/DM-Ogecop, 2015; Ley de Igualdad de Oportunidades 
entre Mujeres y Hombres 28983, 2001). También el Diseño Curricular 
Nacional (Ministerio de Educación 2008) propone la educación para 
la equidad de género entre los diferentes temas transversales que deben 
trabajarse en todas las áreas curriculares. 
Si bien los documentos normativos referentes a las oportunidades 
educativas de las niñas y adolescentes son necesarios, estos ponen el foco 
únicamente en el desarrollo de las mujeres. Mena y Málaga (2014) identifican 
que este énfasis en el sexo femenino puede resultar de interpretar las 
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cuestiones de género como un tema únicamente para mujeres, cuando estas 
leyes también podrían incluir aspectos para los varones, como por ejemplo 
los relacionados con la paternidad adolescente. 
En resumen, se observa que la normativa peruana menciona de manera 
explícita que se debe garantizar la igualdad de oportunidades a todos los 
niños, niñas y adolescentes del país, sin importar su sexo, considerando las 
necesidades particulares que se presentan dada la naturaleza de cada sexo. 
No obstante, está pendiente una definición clara y explícita del término 
género en educación, con lo cual se logrará que se le dé el uso correcto y que 
se transversalice este enfoque.
3.2. Indicadores
Respecto a los datos y cifras en educación para niños y niñas, el cuadro 
1 muestra las tasas netas de matrícula para cada nivel de educación, con 
diferencias bastante pequeñas.
Cuadro 1
Tasa neta de matrícula según sexo (%)
  Inicial Primaria Secundaria
Hombre 80,8 93,2 83,1
Mujer  84,3 93,1 84,5
Brecha  -3,5 0,1 -1,4
Fuente: Estadística de la Calidad Educativa (2014).
Elaboración propia.
Nota: Grupo de edad que corresponde: inicial de 3 a 5 años, primaria de 6 a 11 años y secundaria 
de 12 a 16 años.
En el Perú hay dos tipos de instituciones para niños entre 3 a 5 años: los 
jardines, que usualmente están ubicados en zonas urbanas y son manejados 
por profesores titulados; y los programas no escolarizados de educación 
inicial (Pronoei), que se encuentran usualmente en zonas de baja densidad 
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poblacional como las rurales, y cuyo manejo está a cargo de las madres de la 
propia comunidad. En el cuadro 2, que muestra datos del estudio Niños del 
Milenio,3 se observa que no existen diferencias grandes en el acceso según 
el tipo de institución a la que se asiste. Sin embargo, algunos estudios han 
mostrado que los estudiantes que asisten a Pronoei obtienen resultados de 
aprendizaje más bajos que los que asisten a jardines (véase Cueto y otros 
2016a, y Díaz 2006).
Cuadro 2
Tasa de asistencia a inicial (5 años) según sexo (%)
 
  pronoei Jardín público Jardín privado No asisten Otros
Hombres 14,3 56,8 7,9 13,7 7,3
Mujeres 13,1 56,1 9,4 14,4 7,0
Brecha  1,2 0,7 -1,5 -0,8 0,4
Fuente: Niños del Milenio, cohorte menor (2009). 
Elaboración: Cueto y otros (2016c). 
Nota: La categoría otros incluye tanto a los niños que asisten a otro tipo de educación inicial como 
a los que asisten a la escuela.
Con respecto al rendimiento, un estudio realizado por del Ministerio 
de Educación (2013), en el que se evaluó a niños de 5 años, no encontró 
diferencias significativas en la comprensión de textos4 ni en las matemáticas.5 
3 En este texto usamos, en varias ocasiones, datos de Niños del Milenio, un estudio longitudinal que sigue a 
12 000 niños en cuatro países —Perú, Vietnam, Etiopía e India— durante 15 años, con el fin de conocer 
las causas y consecuencias de la pobreza infantil. Sigue a dos cohortes de niños: la menor, de los nacidos 
en el 2001; y la mayor, de los nacidos en 1994. Si bien Niños del Milenio no es, en estricto, una muestra 
representativa del país, brinda información muy útil para comparar cohortes y observar su evolución en 
el tiempo. Para mayor información, véase http://www.ninosdelmilenio.org/.
4 Comprende «textos narrativos y textos mixtos o icono-verbales. Los textos narrativos propuestos fueron 
leídos y oralizados por un adulto y grabados en un casete, a partir de cuya audición se hicieron preguntas 
a las niñas y los niños. Estos textos se presentaron acompañados de ilustraciones que mostraban las escenas 
de las historias leídas» (Ministerio de Educación 2013: 138).
5 «En el área de Matemática, el estudio explora los logros de aprendizaje alcanzados por las niñas y los 
niños en la variable construcción del número. Esta se define como el proceso de formación del concepto 
de número, que se construye a partir del desarrollo de las relaciones de clasificación y seriación. A la vez, 
estas últimas se vinculan a las capacidades de comparación, cuantificación, cardinalidad, ordinalidad y 
resolución de problemas» (Ministerio de Educación 2013: 97).
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No obstante, en el caso de la capacidad de coordinación general y equilibrio, 
la diferencia es más amplia y es significativa al 5%: el porcentaje de niños 
ubicados en el nivel más alto asciende a 81,9%, mientras que el de las niñas 
es de 72,9%. Como se menciona en el documento, esto puede responder a 
los espacios que usan para jugar, ya que las niñas suelen hacerlo en sus casas 
—que ofrecen un espacio más pequeño y restringido—, mientras que los 
niños generalmente juegan en las calles, que son espacios más abiertos y les 
permiten desarrollar mejor sus actividades motoras (Ministerio de Educación 
2013). Por otro lado, el Proyecto Regional de Indicadores de Desarrollo 
Infantil (Pridi), realizado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), 
muestra que, en el Perú, no hay diferencias significativas entre hombres y 
mujeres en las cuatro dimensiones en las que se evaluó a niños de 2 a 5 
años: desarrollo motriz, del lenguaje, cognitivo y socioemocional (Verdisco 
y otros 2015).
El cuadro 3 muestra la tasa de asistencia a educación privada, según 
sexo, de una misma cohorte de estudiantes. Se observa que entre el 2009 y 
el 2013 se incrementa el acceso a la educación privada, pues en ambos años 
la tasa es ligeramente más alta para los hombres.
Cuadro 3
Tasa de asistencia a la educación privada según sexo (%)




Fuente: Niños del Milenio, cohorte menor (2009).
Elaboración: Cueto y otros (2016c).
Por otro lado, los resultados de la Evaluación Censal a Estudiantes6 de segun-
do grado de primaria (figura 1) muestran que las diferencias entre las niñas 
6 Obtenido de la Oficina de Medición de la Calidad de los Aprendizajes (UMC).
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y niños son pequeñas, pero significativas, en matemáticas y comprensión 
lectora (véase el anexo para matemática).
Figura 1
Puntaje en comprensión lectora en la Evaluación Censal
de Estudiantes (segundo de primaria), según sexo
Fuente: Evaluación Censal de Estudiantes, media inicial 500 y desviación estándar 50.
Elaboración propia.
Sobre el rendimiento en secundaria, en el 2015 el Minedu llevó a 
cabo la primera evaluación censal de estudiantes para jóvenes de segundo 
de secundaria en las áreas de lectura, matemática y escritura. En escritura, 
las mujeres obtuvieron resultados más altos que los hombres. En lectura, las 
mujeres obtuvieron 563 puntos, mientras que los hombres, 560. En el caso de 
matemática, la brecha es mayor, ya que los hombres obtuvieron 554 puntos 
y las mujeres, 543. Las diferencias en ambas áreas fueron significativas.7 
Asimismo, los resultados del Programa Internacional para la Evaluación de 
Estudiantes (PISA)8 del 2012 —prueba aplicada a estudiantes de 15 años de 
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Hombres Mujeres
7 Obtenido de la UMC.
8 Los resultados de PISA usan media 500 y desviación estándar 100.
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que las mujeres (359); pero en comprensión lectora, son las mujeres (395) 
las que tiene un mayor rendimiento que los hombres (373). La diferencia 
es significativa en ambas áreas de evaluación (Minedu 2013). Asimismo, 
la brecha en matemática en PISA podría deberse a que las mujeres tienen 
menos confianza en sí mismas para resolver problemas matemáticos que 
los hombres; para el caso de comprensión lectora, las diferencias podrían 
deberse a que los hombres invierten menos tiempo en la lectura que las 
mujeres (OECD 2015). El Ministerio de Educación (2015c) realizó un 
informe acerca de los factores asociados al rendimiento de matemática para 
PISA 2012; en este se encontró que las diferencias entre hombres y mujeres 
tienden a ser robustas a la inclusión de otras variables.
Si bien los resultados anteriores muestran que al parecer no existen 
grandes diferencias en el acceso o en el rendimiento entre hombres y mujeres, 
como menciona North (2006: 52), «una igualdad en el número de niños 
y niñas sentados en las bancas de los salones de clase no asegura que ellos 
estén recibiendo la misma educación en cuanto a calidad o relevancia». Al 
parecer, la escuela está reforzando estereotipos de género; si es así, esto afecta 
las posibilidades de desarrollo de los estudiantes (Ames 2006). Al respecto, 
Benavides y Córdova (2003) analizaron las imágenes de algunos textos 
escolares del Minedu para cuarto y sexto grado de primaria. Los autores 
encontraron estereotipos y segregaciones genéricas en los libros analizados; 
la sociedad es presentada de manera masculinizada, puesto que el número 
de mujeres que realizan actividades del hogar es mayor que el de hombres.
En tres escuelas públicas de Lima, Espinoza (2004) encontró que existen 
sesgos y prejuicios arraigados, ya que, en los cuadernos analizados, las figuras 
femeninas eran mayormente asociadas a ámbitos domésticos y de recreación, 
así como a ocupaciones vinculadas con la salud y la enseñanza, por ejemplo, 
enfermera y profesora, respectivamente. En el caso de las figuras masculinas, 
están en su mayoría asociadas al ámbito productivo, y las actividades más 
comunes son los deportes de aventura, el futbol, la caza, el ajedrez, etcétera. 
Mena y Málaga (2014) realizaron un análisis de género e interculturalidad en 
las Rutas de aprendizaje elaboradas por el Minedu. Los autores encontraron 
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en las imágenes que es más probable que un hombre adulto esté en un espacio 
abierto o ámbito laboral que una mujer, lo que reproduce la visión de que, 
durante la mayor parte del tiempo, los hombres suelen estar fuera del hogar, 
mientras que las mujeres permanecen en espacios privados o domésticos.
Estos resultados, y la forma en que se siguen reforzando los estereotipos 
de género desde temprana edad, tienen consecuencias negativas en las niñas, 
ya que generan una inserción precaria en la sociedad y en la economía 
(Muñoz y otros 2006). De esta manera, si bien las cifras educativas muestran 
brechas relativamente pequeñas en el acceso a la educación y en las medidas 
de rendimiento entre hombres y mujeres, se debe seguir trabajando en cómo 
la escuela refuerza creencias acerca de lo que es «femenino» y «masculino». 
Como se mencionó previamente, el Estado, mediante el Minedu, ha 
implementado algunas medidas para garantizar la equidad de género, como la 
implementación de la Comisión Multisectorial de Fomento de la Educación 
de las Niñas y Adolescentes Rurales, el uso del lenguaje inclusivo de género, 
así como las campañas de sensibilización acerca de la asistencia regular 
de las niñas rurales a las escuelas. Si bien estas medidas son importantes, 
es necesario incluir a toda la población y no solo a la rural; asimismo, se 
recomienda incorporar el enfoque de género en las prioridades de política 
que tiene el Estado.
4.  Equidad y etnicidad
4.1. Normativa específica
El Perú cuenta con una serie de documentos normativos que protegen los 
derechos de los pueblos afrodescendientes y originarios. Entre estos, se 
encuentra la Ley que Regula el Uso, Preservación, Desarrollo, Recuperación, 
Fomento y Difusión de las Lenguas Originarias del Perú, Ley 29735, del 
2011, la cual señala que todas las personas tienen derecho a usar su lengua 
originaria tanto en espacios públicos como privados.
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Respecto a la educación para los pueblos indígenas, en las primeras 
décadas del siglo XX se encuentran menciones al tema en las obras de José 
Carlos Mariátegui y Luis E. Valcárcel, quienes proponen una educación 
integral para los niños indígenas, que incluya componentes laborales, 
agropecuarios y técnicos (Zúñiga 2008). La primera Política Nacional de 
Educación Bilingüe se emitió en 1972, con lo cual el Perú fue el primer país 
de América del Sur que trató la diversidad étnica, lingüística y cultural en 
el marco educativo. A partir de dos importantes reuniones celebradas en la 
década de 1980 —la Reunión de Indigenistas en Pátzcuaro, México, y el 
Seminario Internacional sobre Políticas Educativas para Poblaciones Indígenas 
en Lima, Perú— se puso el énfasis en el papel de las culturas, más que en el de 
las lenguas, para hablar de la educación intercultural bilingüe (Zúñiga 2008). 
En el 2002 se promulgó la Ley para la Educación Bilingüe Intercultural, 
Ley 27818, en la que se establece que los pueblos indígenas recibirán este tipo 
de educación sin distinciones referidas a calidad, eficiencia y accesibilidad 
respecto a la población en general. El Minedu asumió la responsabilidad de 
llevar adelante el Plan de Educación Bilingüe Intercultural para los niveles de 
primaria, secundaria y universitaria en todas sus modalidades; se estableció 
que los docentes debían dominar tanto la lengua originaria de la localidad 
como el castellano, pues este último debía impartirse como segunda lengua. 
La Ley 29735, del 2011, referente a las lenguas originarias del Perú, confirma 
que la educación bilingüe intercultural es obligatoria en las zonas en las 
que predomina alguna lengua originaria. En el 2015 se ha propuesto una 
nueva Política de Educación Intercultural (EI) y de Educación Intercultural 
Bilingüe (EIB), y con esta, un Plan Nacional de Educación Intercultural 
Bilingüe (Ministerio de Educación 2015a). Asimismo, el Proyecto Educativo 
Nacional (Consejo Nacional de Educación 2007) busca promover el valor 
de las diferencias socioculturales, así como el desarrollo y la cohesión social, 
estableciendo «un marco curricular nacional compartido que sea intercultural, 
inclusivo e integrador y que permita tener currículos regionales» (p. 68).
Por otro lado, otra población relevante para el análisis de la equidad 
y la etnicidad es la afroperuana, que no está incluida en la denominación 
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de grupos étnicos que establece la Constitución Política del Perú (Valdivia, 
Benavides y Torero 2007). Estos autores afirman que la población 
afroperuana ha tenido un escaso reconocimiento y presencia en la vida 
pública y la historia nacional, así como en la agenda del sistema político, 
actitud que ha ignorado su pasado y su aporte cultural al país. Asimismo, 
el Centro de Desarrollo de la Mujer Negra Peruana (Cedemunep) y Global 
Rights-Partners for Justice (2011) señalan lo exclusiva y esquiva que es la Ley 
General de Educación con el pueblo afroperuano, y exponen la necesidad de 
incluir en el currículo la identificación de los afroperuanos como parte de 
la población nacional, más allá de solo mencionarlos en relación con temas 
culturales, religiosos o de esclavitud. 
Durante los últimos años, el Ministerio de Cultura, mediante la 
Dirección de Políticas para la Población Afroperuana, se ha responsabilizado 
de brindar una mayor atención y de impulsar el desarrollo de los pueblos 
afroperuanos (Ministerio de Cultura y Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo 2014). En ese contexto, mediante la Resolución Ministerial 
339-2014-MC, se publicó el documento Orientaciones para la implementación 
de políticas públicas para la población afroperuana, que promueve la inclusión 
social y el ejercicio de los derechos de la población afroperuana. Entre estos, 
se hace mención al acceso, la permanencia y la culminación de todos los 
niveles educativos en particular para la población afroperuana. Además, el 
Perú ha suscrito distintos tratados internacionales que velan por la defensa 
de los derechos de esta población, como la Convención Internacional sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, incorporada 
a la ley peruana en 1971 mediante el Decreto Ley 18969.
4.2. Indicadores
El Perú se caracteriza por ser un país con gran diversidad étnica y lingüística. 
Dada la diversidad cultural que tenemos, una de las principales discusiones 
es cómo definir el ser indígena. Al respecto, existen indicadores objetivos 
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(lengua materna), subjetivos (autorreconocimiento), entre otros, como la raza 
y la vestimenta (Vásquez, Chumpitaz y Jara 2012). El más utilizado en el Perú 
es el indicador de lengua indígena, que presenta limitaciones dado que no 
toma en cuenta a las personas que se reconocen indígenas, pero cuya lengua 
materna no es originaria. La información acerca de la población afroperuana 
es limitada en el país, y se suele definir mediante el autorreconocimiento. 
 
Indígenas
El cuadro 4 muestra que las diferencias en el acceso a las instituciones 
educativas entre los castellanohablantes e indígenas es mayor en secundaria, 
sin llegar a ser estadísticamente significativa.
Cuadro 4
Tasa neta de matrícula según lengua materna (2014) (%)
  Inicial Primaria Secundaria
Castellano 82,8 93,2 84,8
Indígena 80,1 95,0 77,4
Brecha 2,7 -1,8 7,4
Fuente: Estadística de la Calidad Educativa (2014).
Elaboración propia.
Un estudio de Cueto y otros (2016c), que utiliza las bases de Niños 
del Milenio, muestra que el 21,5% de los niños de hogares indígenas suelen 
asistir a Pronoei, contra un 9,4% de niños castellanohablantes; asimismo 
solo el 0,3% accede a jardines privados, versus el 12% de niños con lengua 
materna español que sí lo hacen. Respecto a la educación privada, los mismos 
autores encuentran que, en la muestra de Niños del Milenio, cuando se 
refieren a los niños de 12 años de edad, señalan que el 16,9% con lengua 
materna castellano asisten a una escuela privada, mientras que ningún niño 
proveniente de un hogar indígena asiste a una escuela privada.
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Como se mencionó previamente, las leyes señalan que los estudiantes 
tienen derecho a recibir educación en su lengua materna. En el país hay 
escuelas que ofrecen EIB con la finalidad de hacer cumplir este derecho; no 
obstante, Cueto y León (2010) encontraron que solo el 37% de estudiantes 
con lengua materna indígena asisten a una escuela de EIB. 
El cuadro 5 muestra diferencias marcadas entre estudiantes indígenas 
y aquellos cuya lengua materna es el castellano, puesto que los indígenas 
tienen una tasa menor de conclusión para primaria y secundaria. Ambas 
brechas son significativas al 5%.
Cuadro 5
Tasa de conclusión según lengua materna (2014) (%)




Fuente: Estadística de la Calidad Educativa (2014).
Elaboración propia.
Nota: La edad de conclusión es entre 12 y 13 años (primaria), y 17 y 18 años (secundaria).
Con respecto al rendimiento, usando datos de Niños del Milenio, 
Arteaga y Glewwe (2014) encuentran que existe una brecha en el rendimiento 
entre los niños indígenas y no indígenas desde los 5 años de edad. Según los 
datos de la Evaluación Censal de Estudiantes (ECE) del 2014 referidos a 
alumnos de cuarto de primaria en instituciones de EIB, solo el 18% alcanzan 
un nivel satisfactorio en comprensión lectora en castellano como segunda 
lengua, mientras que más de la mitad (54,3%) se encuentran en el nivel de 
inicio. Por otro lado, los resultados del Tercer Estudio Regional Comparativo 
y Explicativo (Terce) (Unesco 2015a) muestran brechas significativas entre 
ambos grupos, a favor de los castellanohablantes, en ciencias, comprensión 
lectora en tercero y sexto de primaria, y matemática para tercer grado. 
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En cuanto a las oportunidades educativas, Secada y otros (2003) llevaron 
a cabo un estudio en Puno, y encontraron que, en las escuelas rurales, se 
dedica menos tiempo a actividades académicas, se cubren los contenidos con 
menor profundidad y se desarrollan ejercicios que exigen menor demanda 
cognitiva que en las escuelas urbanas. Guerrero y otros (2012) estudiaron un 
subgrupo de la muestra de Niños del Milenio, y encontraron que las escuelas 
de EIB, creadas para atender a los niños con lenguas originarias, cuentan 
con menos servicios básicos e infraestructura que las escuelas urbanas. En la 
misma línea, las escuelas EIB muestran menor proporción de docentes que 
han recibido apoyo pedagógico, menor conocimiento pedagógico y mayores 
tasas de inasistencia a la escuela, en comparación con las escuelas urbanas 
públicas y privadas (Cueto y otros 2016c).
A pesar de los resultados presentados, cabe resaltar que el Minedu 
viene implementando políticas con miras a mejorar la educación bilingüe, 
como la inclusión de saberes y costumbres de algunos pueblos indígenas 
en los materiales educativos de las escuelas EIB, el fortalecimiento de los 
asistentes de soporte pedagógico intercultural (ASPI), la programación 
de mesas regionales para impulsar las comunidades educadoras (Minedu 
2015b), así como becas dirigidas a jóvenes de bajos recursos que dominen 
alguna lengua originaria para que se formen como docentes EIB, con el fin 
de fortalecer la diversidad de la identidad lingüística (Minedu 2014). 
Afroperuanos
Según un informe de la Defensoría del Pueblo (2011a), el 13,8% de la 
población afroperuana escolar no está matriculado en ningún nivel de 
educación básica regular, un porcentaje mayor que el promedio nacional, que 
asciende a 11,8%. Benavides y otros (2013) muestran que, si bien el acceso 
a educación primaria es casi universal, para el caso de inicial y secundaria 
es bastante menor (cuadro 6).
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Cuadro 6
Tasa neta de asistencia escolar de los afroperuanos según sexo (%)




Fuente: Encuesta Nacional Continua (2006).
Elaboración: Benavides y otros (2013).
Datos más actuales muestran un avance en el acceso. Así, en el 2015, 
el Ministerio de Cultura realizó el primer Estudio Especializado sobre 
Población Afroperuana (EEPA), y encontró que el 72% de los niños de 3 a 
5 años asistían a inicial; el 99,13% de los niños de 6 a 11 años, a primaria; 
y el 82,5% de los niños de 11 a 17 años, a secundaria. Asimismo, se observó 
que el 8,4% de niños y adolescentes abandonaron la escuela, mientras que 
el 17,7% de niños y adolescentes de 6 a 18 años han repetido alguna vez 
el año escolar. Respecto al acceso a educación privada, según datos de la 
Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) del 2004, el 10,1% de los niños y 
adolescentes afroperuanos menores de 17 años asistían a una escuela privada, 
y según el EEPA, este porcentaje se incrementó a 17%.
Sobre la base de datos de la Enaho del 2004, Benavides, Torero y 
Valdivia (2006) muestran que el 27,0% de afrodescendientes señalaron que el 
último nivel aprobado fue secundaria completa y, sin embargo, solo el 1,9% 
cuentan con educación universitaria completa, frente al 8,2% del promedio 
nacional. Valdivia (2013) menciona que, según datos de la Encuesta Nacional 
Continua del 2006, los jefes de hogares afrodescendientes que cuentan 
con educación superior ascienden a 5,6%, una cifra mucho menor que la 
de los no afrodescendientes, 11,1%. Un estudio llevado a cabo por Díaz y 
Madalengoitia (2012), sobre la base de la Enaho del 2010, muestra que el 
8,6% de los afroperuanos son analfabetos y, en promedio, cuentan con 9,3 
años de escolaridad; es decir, al igual que los indígenas, no logran terminar 
la secundaria. 
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Un estudio cualitativo llevado a cabo por Miranda, Zorrilla y Arellano 
(2013) señala que los afroperuanos sienten que las oportunidades educativas a 
las que acceden no son las mejores debido, principalmente, a que no cuentan 
con el dinero que les permitiría pagar por una educación de calidad. Los 
testimonios recogidos muestran que la mayoría de los participantes habían 
cursado la secundaria completa o menos casi siempre en instituciones 
públicas; a pesar de que consideraban que los colegios privados eran mejores, 
reconocían que sus bajos recursos no les permitían asistir a estos. Algunos 
afroperuanos recalcaron que sufrieron discriminación no solo por parte de 
sus compañeros estudiantes, sino también de sus propios docentes. En la 
misma línea, Benavides y otros (2013) encuentran que la mayoría de los 
adolescentes afroperuanos piensan que no podrán acceder a la educación 
universitaria debido a la limitada situación económica de sus familias. 
Es notorio que los propios estudiantes manifiesten bajas aspiraciones 
profesionales, pese a que, según el EEPA, las aspiraciones de los padres 
son altas: el 77,4% de afrodescendientes esperan que sus hijos alcancen los 
estudios universitarios (Ministerio de Cultura 2015). 
No hemos encontrado estudios con datos sobre el rendimiento de 
los estudiantes afroperuanos; en las evaluaciones de rendimiento del Perú, 
en general no se ha pedido a los estudiantes que se identifiquen como 
descendientes de afroperuanos.
5.  Equidad y pobreza
5.1. Normativa específica
En el marco de promover el acceso a una educación de calidad para todos 
sin que las condiciones económicas sean un impedimento, la educación 
es gratuita en las instituciones del Estado (Constitución Política del Perú 
de 1993, Ley General de Educación del 2003). Además, es un derecho 
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establecido también por tratados internacionales como la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, la Convención sobre los Derechos del 
Niño, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
entre otros. 
A nivel nacional, el Informe defensorial respecto a la gratuidad en las 
escuelas públicas (Defensoría del Pueblo 2008) señala que es una obligación 
estatal garantizar la pluralidad de la oferta educativa y promover la creación 
de centros educativos que sean accesibles a toda la población, especialmente 
a las personas que presentan limitaciones económicas; asimismo, el Estado 
está obligado a erradicar el analfabetismo y promover una educación 
inclusiva. Entre las diferentes políticas que establece el Proyecto Educativo 
Nacional (Consejo Nacional de Educación 2007) para promover la equidad 
educativa sobre todo para los sectores más pobres, propone «ampliar el acceso 
a la educación básica a los grupos hoy desatendidos» (p. 55) y «asegurar 
condiciones esenciales para el aprendizaje en los centros educativos que 
atienden a las provincias más pobres» (p. 58). Para ello, establece diferentes 
políticas como «universalizar el acceso a una educación secundaria de 
calidad» (p. 56), tomando en cuenta que muchos adolescentes no tienen 
acceso a una escuela en su localidad o no pueden asistir por la necesidad de 
generar ingresos económicos. Por ello, se busca a) «alfabetizar y desarrollar 
capacidades fundamentales y tecnológicas de jóvenes y adultos excluidos de la 
Educación Básica Regular» (p. 57), priorizando la atención a las mujeres y a 
las personas con hijos en edad escolar de zonas rurales; b) «dotar de insumos 
y servicios básicos a todos los centros educativos públicos que atienden a 
los más pobres de la población nacional» (p. 58); y c) «articular las políticas 
de equidad educativa a programas de desarrollo y lucha contra la pobreza» 
(p. 59), entre otras medidas.
De modo complementario, también es obligatorio para el Estado 
ofrecer gratuitamente programas de alimentación y salud, así como entregar 
materiales educativos en los niveles de inicial y primaria (Ley General de 
Educación del 2003). Para el caso de los centros educativos rurales, donde 
suele haber altos niveles de pobreza, el Estado se obliga, además, a ofrecer 
78 Santiago Cueto, Alejandra Miranda y María Cristina Vásquez
desayunos o almuerzos, textos y útiles escolares, así como uniformes y 
calzado escolar.
5.2. Indicadores
Con respecto al acceso a la educación, el cuadro 7 muestra las tasas netas de 
matrícula según el nivel de pobreza. El acceso a primaria es casi universal. Se 
observan diferencias significativas en inicial y secundaria, donde la brecha 
entre los estudiantes no pobres y pobres extremos es de 13,3% y 20,0% 
respectivamente.
Cuadro 7
Tasa neta de matrícula por nivel de pobreza (%)
   Inicial Primaria Secundaria
No pobre 85,6 93,2 87,4
Pobre  78,1 93,0 77,8
Pobre extremo 72,3 93,6 67,4
Brecha  13,3 -0,4 20,0
Fuente: Estadística de la Calidad Educativa (2014).
Elaboración propia.
Nota: El nivel de pobreza se obtiene de la Enaho; es decir, se refiere a la pobreza monetaria.
Cueto y otros (2016c), haciendo uso de la base de Niños del Milenio, 
muestran que el índice de bienestar9 cuando los niños tenían, en promedio, 
un año de edad, es un indicador que predice el tipo de institución inicial a la 
que asistirán: 28,3% de los que se encuentran en el quintil superior asisten a 
un jardín privado, versus el 1,4% de los del quintil inferior. Como muestra 
el cuadro 8, el 23,2% del quintil inferior asiste a un Pronoei, el cual suele 
ubicarse en zonas relativamente pobres. Asimismo, el 26,5% del quintil 
9 El índice de bienestar del estudio Niños del Milenio se construye basándose en cuántos activos tiene el 
hogar, en el acceso a servicios básicos y en el hacinamiento de la vivienda.
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inferior no asiste a ninguna institución de educación inicial, comparado 
con un 6,2% del quintil superior.
Cuadro 8
Tasa de asistencia a inicial a los 5 años,
según índice de bienestar al nacer (%)
   pronoei Jardín público Jardín privado No asisten Otros
Quintil superior 4,4 49,1 28,3 6,2 12,1
Quintil inferior 23,2 44,4 1,4 26,5 4,5
Brecha  -18,8 4,7 26,8 -20,30 7,6
Fuente: Niños del Milenio, cohorte menor (2009). 
Elaboración: Cueto y otros (2016c). 
Nota: La categoría otros incluye a niños que asisten a otro tipo de inicial y a los que asisten a la escuela.
Respecto al acceso a la educación privada, Cueto y otros (2016c) 
muestran que, a los 12 años de edad, el 37,2% de los niños ubicados en el 
quintil superior del índice de bienestar asisten a una escuela privada,10 en 
contraste con el 2,1% de estudiantes del quintil inferior. 
Sobre los datos de rendimiento, diversos estudios han mostrado que el 
nivel socioeconómico de los estudiantes se asocia con el rendimiento (Cueto 
y otros 2014, Guadalupe y Villanueva 2013, Ministerio de Educación 2006). 
Los resultados de las últimas evaluaciones internacionales muestran que el 
nivel socioeconómico de la familia es muy importante en el rendimiento 
educativo. Así, el Terce muestra que, a mayor nivel socioeconómico, mejor 
rendimiento en lectura, matemática y ciencias en estudiantes de tercero y 
sexto grados de primaria (Unesco 2015a). Asimismo, los resultados de PISA 
del año 2012 muestran que existen diferencias en el rendimiento en lectura 
según los estratos socioeconómicos; los que cuentan con mayores recursos 
son los más favorecidos (Ministerio de Educación 2013). Los resultados del 
10 Cabe recordar que el diseño del estudio Niños del Milenio excluye al 5% de distritos más ricos del país, 
por lo que el porcentaje de niños que asisten a una escuela privada probablemente esté subestimado.
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proyecto Pridi muestran que, en el Perú, desde antes de los 5 años de edad 
se observan brechas significativas en las cuatro áreas evaluadas —cognitiva, 
motor, lenguaje y socioemocional— entre los niños del quintil superior del 
índice de riqueza y los del quintil inferior (Verdisco y otros 2015).
Como se muestra en Cueto (2013), sobre la base de datos de la ECE 
del 2012 se puede establecer que, en el nivel de cada región, existe una fuerte 
asociación entre el desempeño promedio en matemática y comprensión 
lectora, y el porcentaje de pobreza. Asimismo, el autor muestra que también 
existe una asociación positiva entre el gasto público por estudiante en cada 
región y el rendimiento promedio de esta, lo cual contradice el principio 
de equidad, ya que las regiones con resultados más bajos deberían recibir 
una mayor inversión por parte del Estado. Estudios realizados utilizando 
la base de datos longitudinal de Niños del Milenio (Cueto y otros 2014, 
Woodhead y otros 2014) encuentran que los niños que desde su primer año 
de vida están en desventaja económica cuentan con menores oportunidades 
de aprendizaje y peor rendimiento académico en la niñez intermedia, en 
comparación con sus pares ubicados en un mejor nivel socioeconómico. 
También se halló una mayor tendencia a la repitencia de grado escolar para 
los estudiantes de menor nivel económico, en comparación con los niños 
con mayor riqueza económica (Woodhead y otros 2014).
Por otro lado, diferentes estudios (Hawkins y otros 2013, Jessor y Turbin 
2014, Sánchez 2008, Woodhead y otros 2014) señalan que los adolescentes 
que crecen en contextos de pobreza tienden a presentar conductas de riesgo 
—delincuencia, iniciación sexual temprana, consumo de alcohol y drogas, 
etcétera— relacionadas con la probabilidad de abandono escolar. Se encontró 
que, en el Perú, los estudiantes con extraedad en la escuela suelen provenir 
de familias que viven en pobreza, y tienden a presentar un estado nutricional 
inferior, un peor rendimiento en las evaluaciones nacionales y una mayor 
probabilidad de deserción escolar que aquellos estudiantes que están en la 
edad adecuada (Sánchez 2008). 
En relación con las oportunidades de aprendizaje de los estudiantes, 
un estudio elaborado por Cueto y otros (2014) recogió los cuadernos de 
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matemática de 100 estudiantes de cuarto grado de primaria con el objetivo 
de conocer qué hacían en las clases. Los autores encontraron que las 
oportunidades de aprendizaje se distribuyen de manera inequitativa según 
el nivel socioeconómico, pues hay una gran ventaja de los estudiantes no 
pobres tanto en el número de ejercicios realizados como en el porcentaje de 
ejercicios correctamente resueltos, tal como muestra la figura 2. 
Figura 2
Número de ejercicios de matemática hechos por aspecto del currículo 
en cuarto grado de primaria y tercil socioeconómico al año de vida
 
 
Fuente: Cueto y otros (2014).
 *FECB: Fuera de la estructura curricular básica de tercero y cuarto de primaria.
La breve revisión anterior muestra que los estudiantes pobres tienen menos 
acceso, menores oportunidades de aprendizaje y resultados educativos más 
bajos que sus pares no pobres. A esto se le añade un problema más, consistente 
en que el sistema educativo peruano es altamente segregado, por lo que los 
estudiantes de bajos recursos estudiarán con estudiantes de características 
similares (Benavides y otros 2014, Cueto y otros 2016b). El informe de 
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los altos niveles de segregación en el sistema educativo, los cuales reflejan una 
baja inclusión social en las escuelas. De esta manera, se deben implementar 
políticas que incentiven la equidad, ya que algunos estudios han mostrado 
que, en contextos de niveles socioeconómicos más pobres, los docentes 
tienen expectativas más bajas hacia los niños (Treviño 2003) y piensan que 
aulas con una composición diversa pueden limitar la eficacia de su enseñanza 
(Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 2013), 
percepciones que, finalmente, influyen en el aprendizaje de los estudiantes. 
6.  Equidad y discapacidad
6.1. Normativa específica
Tanto las Naciones Unidas (2006) como la Ley General de la Persona con 
Discapacidad 29973 (2012) del Estado peruano definen a las personas 
con discapacidad como aquellas que presentan alguna deficiencia física, 
sensorial, mental o intelectual de manera permanente, que pueda impedir 
su participación en la sociedad en las mismas condiciones que los demás. 
La mencionada ley promueve la igualdad de condiciones y derechos frente 
al resto de la población y «un entorno propicio, accesible y equitativo para 
su pleno disfrute sin discriminación» (Art. 3.1).
En el plano educativo, el Perú cuenta con una serie de documentos 
legislativos que defienden los derechos de las personas con necesidades 
educativas especiales. En primer lugar, la normativa peruana asegura el 
derecho a la disponibilidad de escuelas inclusivas y a la accesibilidad a estas sin 
discriminación, así como el derecho a recibir educación inclusiva de calidad 
(Defensoría del Pueblo 2011b). Para asegurar el acceso y la permanencia, 
las instituciones educativas deben adaptar sus metodologías y currículos a 
las necesidades de las personas con discapacidad (Ley General de la Persona 
con Discapacidad, 2012).
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Por otro lado, el Estado ofrece la educación básica especial (EBE) de 
manera gratuita en las instituciones educativas públicas, y se asegura de 
que esta cuente con los principios de inclusión, calidad y equidad (Decreto 
Supremo que Aprueba el Reglamento de Educación Básica Especial, 2005). 
El objetivo de este tipo de educación es incluir a los niños con necesidades 
especiales a instituciones de educación regular, así como también ofrecer una 
educación de calidad en las distintas modalidades y niveles educativos que 
ofrece el Estado, incluyendo los centros de educación básica especial (CEBE). 
El Perú, como Estado Parte de la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad (Organización de las Naciones Unidas 
2006), se compromete a «asegurar el aprendizaje durante toda la vida 
sin discriminación y en igualdad de condiciones con los demás» (Art. 
24.5). Respecto a los diferentes niveles disponibles para las personas con 
discapacidad, el Estado peruano ofrece centros de intervención temprana, 
centros de educación básica especial —dirigidos a alumnos con discapacidad 
severa y multidiscapacidad—, el Programa de Atención No Escolarizada al 
Talento y Superdotación (Panets), y el Servicio de Apoyo y Asesoramiento 
para la Atención de Necesidades Educativas Especiales (Saanee), Reglamento 
de la Ley 28044, del 2003. Además, en las escuelas de educación básica 
regular (EBR) y en los centros de educación técnico-productiva (Cetpro) 
se promueve la inclusión con apoyo del Saanee.
Los niños y niñas menores de 3 años de edad con discapacidad pueden 
matricularse en los programas de intervención temprana (Prite) durante 
los 12 meses del año (Normas y Orientaciones para el Desarrollo del Año 
Escolar 2016 R. M. 572-2015-Minedu, 2015). Los CEBE incluyen solo 
los niveles educativos de inicial y primaria, y limitan la permanencia de los 
alumnos hasta los 20 años de edad; para los mayores de 20 años que carecen 
de escolaridad, el Estado les facilita atención no escolarizada por un máximo 
de dos años (Reglamento de la Ley 28044, 2003). Respecto a los estudiantes 
en edad escolar que han sido incluidos en centros de EBR o Cetpro, el 
artículo 14 del Reglamento de la Ley General de Educación (2003) afirma 
lo siguiente: «son promovidos de grado, tomando en cuenta el logro de 
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los aprendizajes establecidos en relación con las adaptaciones curriculares 
previstas y su edad normativa de escolarización; su permanencia se flexibiliza 
hasta un máximo de dos años sobre la edad normativa correspondiente». 
Se observa que el Plan de Igualdad de Oportunidades para las Personas con 
Discapacidad 2009-2018 (Decreto Supremo 007-2008-Mimdes, 2008) 
propone diferentes acciones, aunque en algunos casos no lo suficientemente 
específicas como para cumplir lo establecido en documentos normativos. 
6.2. Indicadores
En el país, los datos de la Encuesta Nacional Continua del 2006 señalan que 
el 8,9% de la población presenta alguna limitación física o mental (Instituto 
Nacional de Estadística e Informática 2006a). De este porcentaje, el 15,8% 
tiene entre 0 a 19 años de edad; y el 37,6%, más de 60. Respecto al acceso a 
la educación, el cuadro 9 muestra la tasa de asistencia escolar de la población 
con discapacidad; se observa que, en todos los casos, la tasa de asistencia ha 
Cuadro 9
Tasa total de asistencia de la población con discapacidad
(% del grupo de edades correspondiente al nivel)
              3-16 años           3-5 años           6-11 años          12-16 años
   1993 2006 1993 2006 1993 2006 1993 2006
Discapacidad                
Física  61,3 79,4 28,1 57,7 65,4 85,9 61,8 82,1
Intelectual 51,2 79,8 33,5 87,3 59,0 89,2 46,2 71,0
Visual  68,2 95,5 41,5 80,7 76,5 98,4 64,5 94,7
Auditiva 65,7 89,4 50,2 86,8 74,3 96,8 60,0 80,8
De lenguaje 47,3 80,8 33,6 71,2 52,1 92,0 44,5 66,7
Multidiscapacidad 38,7 49,2 23,3 38,2 42,0 59,1 38,1 43,8
Fuente: Estadística de la Calidad Educativa (2006).
Elaboración: Instituto Nacional de Estadística e Informática (2006a).
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aumentado entre 1993 y el 2006. Los estudiantes con multidiscapacidad 
son aquellos con menor acceso escolar: menos de la mitad asiste a inicial y 
a secundaria.
En el 2012, el INEI llevó a cabo la Primera Encuesta Nacional Espe-
cializada sobre Discapacidad (Enedis). El informe muestra que el 63,1% 
de niños entre 6 a 11 años asiste a algún centro educativo; este porcentaje 
es menor para los niños de 3 a 5 años (37,0%) y para los de 12 a 17 años 
(50,8%). Con respecto a los centros educativos a los que acuden, el 70,0% 
de centros cuentan con profesores especializados; el 56,7%, con equipa-
miento audiovisual; y el 20%, con personal que domina el lenguaje de señas 
(Instituto Nacional de Estadística e Informática 2014). Asimismo, según la 
Encuesta de Hogares sobre Discapacidad en Lima Metropolitana (Ehodis) 
llevada a cabo en el 2005, las personas con discapacidad tienen tasas más 
altas de analfabetismo y son menos educadas que sus pares sin discapacidad 
(Instituto Nacional de Estadística e Informática 2006b).
En un esfuerzo para que los estudiantes con necesidades especiales 
reciban una educación de calidad, el Estado creó los Saanee,11 que asesoran, 
orientan y capacitan de manera permanente al personal de la escuela, sea 
docente o no docente, en temas relacionados con el acceso, el currículo, y 
cómo trabajar con la familia y la comunidad (Tovar y Fernández 2006). 
Ahora bien, según un estudio del Ministerio de Educación (2012), en el 
2010, solo el 1% de las personas discapacitadas de 0 a 20 años asistían a 
una escuela regular que contaba con el apoyo del Saanee; y solo el 6% de 
personas con discapacidad severa y multidiscapacidad, a un CEBE. Según 
Tovar (2013), la mayoría de discapacitados en edad escolar (71%) asisten a 
escuelas regulares sin apoyo. Estas cifras muestran la magnitud y el desafío 
de lograr la inclusión de los estudiantes con necesidades básicas al sistema 
educativo.
10 «La Dirección General de Educación Básica Especial emitió la R. D. Nº 354-2006-ED, que aprueba 
la Directiva Nº 076-2006-VMGP-Dinebe, donde se establece la institucionalización de los equipos 
profesionales del SAANEE, para el cumplimiento de las funciones de orientación y apoyo a las instituciones 
educativas regulares que incluyen a los niños, niñas y jóvenes con discapacidad intelectual leve y moderada, 
discapacidad física y discapacidades sensoriales en los diferentes niveles y modalidades del sistema educativo» 
(Ministerio de Educación 2012: 21).
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Más allá del acceso a la educación, varios estudios han recogido 
información acerca de las características de las escuelas a las que asisten los 
niños con discapacidad, y las percepciones de los directores y docentes. Un 
estudio de Tovar (2013) encuentra que el 75% de los directores de los Saanee 
entrevistados mencionan que hay casos en los que la escuela ha negado la 
matrícula a estudiantes discapacitados. Asimismo, encontró que, según los 
directores, el 70% de estudiantes no son abastecidos con materiales adecuados 
a sus necesidades. Por último, el 69% de los directores manifestaron que los 
docentes no se sienten preparados sobre cómo proceder con la inclusión. 
De la misma manera, un estudio cualitativo realizado en Huancavelica 
y Villa El Salvador (Fernández 2007) encontró que las asesorías de los 
Saanee son insuficientes, ya que solo incluyen visitas una o dos veces 
por semana. Asimismo, muchos padres de niños no discapacitados 
manifestaban su incomodidad respecto a que sus hijos estudien con niños 
discapacitados, por el temor a que fueran «contagiados»; es decir, a que 
adoptaran comportamientos similares. Como señala la autora, existe toda 
una resistencia cultural a la inclusión, lo cual hace mucho más difícil el 
tránsito de la educación especial a la educación regular. 
La Defensoría del Pueblo ha llevado a cabo tres estudios relacionados 
con la educación y la discapacidad, en los que ponen en evidencia los 
obstáculos que aún se deben superar. En el primer informe (2000), se 
muestra la situación de 145 centros de educación especial. Los resultados 
sugieren que, en términos de infraestructura, el 37% de las aulas visitadas son 
consideradas inapropiadas y no cumplen con las condiciones para impartir 
una educación de calidad. Asimismo, el 47% de los alumnos estudiaban en 
aulas con mobiliario en estado regular o malo. 
En el segundo estudio (2007), se entrevistó a directores, docentes, 
estudiantes y padres de familia de escuelas regulares. Según los resultados 
del estudio, el 82,9% de los directores pensaban que su escuela no estaba 
preparada para recibir a niños con discapacidad y el 93,9% informaron que 
su institución no había recibido materiales adecuados para la enseñanza 
de niños con discapacidad. Finalmente, otro hallazgo importante fue que 
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los Saanee debían entregar un plan de orientación individual para que los 
docentes pudieran realizar las modificaciones y adaptaciones del currículo de 
acuerdo con las necesidades de cada estudiante. Sin embargo, cerca del 80% 
de los docentes declararon que no contaban con esta herramienta debido a 
que el Saanee o no les había entregado dicho plan o aún no había visitado 
esa escuela (Defensoría del Pueblo 2007).
El tercer informe de la Defensoría del Pueblo (2011b) recolectó 
información de instituciones educativas acerca de cómo se viene 
implementando la política de educación inclusiva. Se encontró que el 55% 
de los colegios públicos urbanos de primaria presentaban áreas con desniveles 
y obstáculos que dificultaban el acceso de las personas con discapacidad, 
mientras que los representantes del 39,2% de las instituciones supervisadas 
indicaron que no habían recibido ninguna capacitación acerca de educación 
inclusiva. Por último, los responsables del 92% de las escuelas manifestaron 
que no habían recibido materiales de enseñanza adecuados para la inclusión 
(Defensoría del Pueblo 2011b). 
Como bien señala la Defensoría del Pueblo, «todas las instituciones 
educativas deben asegurar el acceso de los estudiantes con discapacidad en 
igualdad de condiciones con los demás estudiantes, sin discriminación. El 
Estado debe garantizar que las personas con discapacidad no sean excluidas 
del sistema de educación regular en razón de su discapacidad» (2011b: 111). 
No obstante, los estudios mencionados previamente muestran que el acceso y 
las oportunidades que la escuela les brinda a los estudiantes con discapacidad 
no son iguales que los que reciben los estudiantes no discapacitados.
Si bien el Minedu —mediante los Saanee— se esfuerza para que los 
estudiantes con discapacidad en instituciones de EBR reciban el apoyo y la 
orientación necesaria, según Tovar (2013), solo el 1,49% de la población 
con discapacidad en edad escolar asiste a una escuela regular con apoyo. 
Para revertir esta situación y lograr la educación inclusiva que se busca, es 
necesario incrementar los servicios de apoyo, asesoramiento y capacitación a 
los docentes (Defensoría del Pueblo 2007), contar con un mayor presupuesto 
por parte del Estado (Vásquez 2004), y sensibilizar tanto a los padres como 
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a la comunidad en general acerca de la educación inclusiva (Fernández 
2007). Además, una recomendación que se encontró en gran parte de los 
informes y estudios incluidos es mejorar la calidad de los datos existentes; 
al respecto, destacamos la iniciativa del INEI al realizar la primera encuesta 
especializada sobre discapacidad, llevada a cabo en el 2012. 
Con respecto a qué aprenden los niños, no hemos encontrado estudios 
sobre los aprendizajes de los estudiantes con discapacidad en el sistema 
educativo peruano. Sin embargo, en el 2015, el Minedu introdujo por 
primera vez en sus evaluaciones nacionales adaptaciones para incluir a 
estudiantes con discapacidad auditiva y visual. Los resultados serán de 
mucho interés, y un primer paso en un campo en el que, obviamente, hay 
mucho por avanzar.
7.  Análisis de equidad en la normativa docente vigente
En las secciones previas hemos mostrado que existen inequidades educativas 
asociadas a cuatro características de los estudiantes: sexo, etnicidad, pobreza y 
discapacidad. Esto puede ser un indicador de que, incluso en los casos en que 
la normativa del país promueve la equidad en educación, la implementación 
de este propósito no está logrando los resultados esperados. Visto que los 
docentes son agentes clave en el desarrollo educativo de los estudiantes, así 
como en la mejora de la calidad y equidad, en esta sección presentamos un 
análisis de la Ley de la Reforma Magisterial, para entender de qué modo la 
noción de equidad educativa se encuentra presente en ella. 
7.1. Método
Se llevó a cabo un análisis de contenido para identificar, contabilizar, 
sistematizar e interpretar las características que se presentan en la Ley de 
Reforma Magisterial 29944 del 2012, su Reglamento (Decreto Supremo 
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004-2013-ED, del 2013) y sus Modificaciones (Decreto Supremo 
08-2014-Minedu, 2014; Decreto Supremo 007-2015-Minedu, 2015; 
Decreto Supremo 005-2015-Minedu, 2015). El análisis de contenido es 
definido como una técnica de investigación basada en el método científico, 
que es adaptable a los propósitos del estudio y a las características del 
mensaje por analizar (Neuendorf 2002, White y Marsh 2006). Esta técnica 
busca describir un fenómeno a partir de las inferencias que se realizan de un 
mensaje, y se respalda en la intersubjetividad de los lectores como indicador 
de confiabilidad entre codificadores (Neuendorf 2002).
El análisis que se presenta a continuación pretende identificar la 
presencia e importancia de la equidad y calidad educativa contenida en 
los documentos mencionados. Para ello, se definen a priori las variables 
de interés, tomando como unidad de análisis todos los artículos que hacen 
referencia a los docentes en los instrumentos legales mencionados. Las 
variables de interés se definen en el cuadro 10.
Cuadro 10
Definición de las variables
Variable Definición
Calidad educativa Artículos que presenten contenido referente a la calidad educativa que los  
 docentes deben ofrecer o con la que deben ser formados.
Equidad Artículos que hagan referencia a la igualdad de oportunidades educativas y  
 al rechazo de cualquier tipo de discriminación.
Género Artículos que tomen en consideración la igualdad de oportunidades entre  
 hombres y mujeres.
Etnicidad Artículos que promuevan el respeto y la valoración de la riqueza cultural y  
 lingüística, así como los que incluyan la no discriminación por motivos  
 raciales.
Discapacidad Artículos que mencionen las necesidades educativas especiales.
Pobreza Artículos que incluyan la no discriminación relacionada con condiciones  
 socioeconómicas.
Elaboración propia.
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A partir de la definición de las variables, se realizó su codificación por 
dos lectores, buscando confiabilidad entre codificadores (Neuendorf 2002, 
White y Marsh 2006). Este proceso de codificación consiste en etiquetar 
los artículos que contengan las variables previamente definidas, para luego 
contabilizar el número de artículos que incluyan una mención a cada variable. 
Un mismo artículo fue incluido en varias categorías si era relevante para ellas. 
Si bien los resultados de esta normativa claramente no son generalizables 
a otros documentos normativos, la metodología utilizada podría replicarse 
para otras normas.
7.2. Resultados
El cuadro 11 presenta la cantidad de artículos que contienen una mención 
a cada variable analizada. En las Modificaciones del Reglamento no se halló 
ninguna de las variables definidas. A partir de la codificación, se distinguieron 
a posteriori dos categorías en las cuales se clasificaron las variables en función 
de la direccionalidad de los artículos: los que hacen referencia a docentes 
y los referentes a los alumnos, especialmente a aquellos que pertenecen a 
Cuadro 11
Número de artículos en la normativa docente actual
que incluyen una mención a cada variable
Variable Frecuencia en Frecuencia en Frecuencia total
  función al docente función a los alumnos 
Calidad educativa 3 3 6
Equidad 6 5 11
Género 1 2 3
Etnicidad 1 15 16
Discapacidad 0 3 3
Pobreza 1 1 2
Elaboración propia.
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poblaciones vulnerables. El cuadro 11 también muestra las frecuencias según 
estas dos categorías.
Los resultados sugieren que la variable interculturalidad y bilingüismo 
es la que cuenta con mayor presencia en los documentos analizados, seguida 
por la variable equidad, que tiene una presencia similar en función al docente 
que en función a los alumnos. Las variables a las que menos se hace referencia 
en la normativa estudiada son género, discapacidad y pobreza. 
Respecto a las variables que engloban de modo general calidad y equidad 
educativa, la Ley de Reforma Magisterial y su Reglamento buscan garantizar 
la igualdad de oportunidades de acceso y calidad tanto para los docentes —en 
cuanto a su ingreso y desarrollo profesional en la carrera pública magisterial— 
como en el trato que les dan a los alumnos, con énfasis en evitar cualquier 
tipo de discriminación. Uno de los más importantes principios del régimen 
laboral del magisterio público es que se debe asegurar la no discriminación 
entre docentes «por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 
condición económica o de cualquier índole» (Art. 41.a), así como la igualdad 
de oportunidades en las relaciones de trabajo y en el ascenso en las escalas 
de la carrera magisterial. 
Por otro lado, encontramos que, si bien no se menciona explícitamente 
equidad con relación a los alumnos, la Ley hace referencia a que la enseñanza 
del docente debe responder a las exigencias y necesidades de los estudiantes, 
concepto relacionado con la equidad según Bracho y Hernández (2009). 
Asimismo, la normativa alude a una educación de equidad y calidad, ya 
que menciona que el docente debe «concretar el derecho de la comunidad 
a una enseñanza de calidad, equidad y pertinencia» (Art. 4). Se reconoce 
también el derecho de los estudiantes y la finalidad de la formación docente, 
los cuales apuntan a mejorar la calidad de la educación. En la misma línea, 
la ley estipula que el profesor debe enseñar sin realizar «ningún tipo de 
discriminación por motivos de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 
condición económica o de cualquier índole» (Art. 40.i); es decir, no se debe 
hacer ninguna diferencia entre los estudiantes debido a sus características, 
sino que todos deben recibir la misma educación. 
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Con respecto a las cuatro variables analizadas en este estudio, 
encontramos que, en el caso de la variable género, la normativa sostiene que 
se deben respetar los derechos y «dignidad de niños y niñas, adolescentes» 
(Art. 3) y, como se mencionó previamente, que no debe existir ningún tipo 
de discriminación o diferenciación en la enseñanza. Respecto a la atención 
a estudiantes pobres, no se hace referencia de manera explícita, pero se 
menciona que no debe haber discriminación por parte del docente por 
motivos de condición económica.
En contraste, en la variable etnicidad existe un mayor interés por 
asegurar la equidad en cuanto a las poblaciones indígenas y hablantes de 
lenguas originarias, ya que la normativa menciona frecuentemente la visión 
intercultural que debe tener el docente y la necesidad de que conozca las 
culturas locales. Así, en las evaluaciones docentes, tanto para el ingreso como 
para la continuidad en la carrera pública magisterial se toman en cuenta 
los requerimientos y necesidades particulares de la EIB. Por ejemplo, para 
que un docente pueda postular a ser reasignado a una escuela EIB, debe 
manejar la lengua materna de los alumnos, conocer la cultura de la localidad 
y haber recibido un proceso de inducción a cargo de profesores que dominen 
la lengua originaria. Adicionalmente, se encontraron artículos que hacen 
referencia a la no discriminación por raza; sin embargo, no se menciona de 
manera explícita a los afroperuanos.
Por último, sobre la discapacidad y las necesidades educativas 
especiales, los documentos analizados señalan solo en tres oportunidades 
la importancia de contar con maestros capacitados y preparados para 
atender a los estudiantes con discapacidad; por ejemplo, el artículo 18.2 
de la Ley de Reforma Magisterial refiere: «Para postular a instituciones de 
Educación Básica Especial, en el marco de la Carrera Pública Magisterial, se 
presenta como requisito específico acreditarse en la especialización de esta 
modalidad»; y en el caso de que el docente no cuente con una especialidad, 
se debe evidenciar que tiene experiencia laboral en ese campo. De esta 
manera, la normativa intenta asegurar que los estudiantes con discapacidad 
cuenten con docentes preparados para atenderlos. La normativa señala que 
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los docentes que trabajen en una institución bilingüe pueden recibir una 
asignación temporal de tipo monetario. En la misma línea, aquellos docentes 
que trabajen en escuelas EIB o con estudiantes que presentan necesidades 
educativas especiales tienen un número garantizado de becas que ofrece el 
Minedu. 
Estas medidas muestran el esfuerzo que realiza el Estado por 
incrementar la oferta de docentes en estas escuelas. Sin embargo, no hay 
incentivos específicos para que los mejores docentes enseñen en escuelas 
que atienden a estas poblaciones vulnerables; hay que tener en cuenta que, 
desde una perspectiva de equidad, los mejores docentes deberían enseñar a 
los alumnos que enfrentan mayores desventajas. 
8.  Discusión
Hace varios años, lograr el acceso universal a la educación primaria era una 
de las principales metas de los países y los organismos internacionales. Con el 
paso de los años, esta meta ha sido prácticamente cumplida en muchos países, 
incluyendo el Perú. No obstante, diversos estudios y datos estadísticos han 
mostrado que asistir a la escuela no es suficiente para garantizar aprendizajes 
de calidad para todos los estudiantes. Así, el enfoque actual —y la principal 
meta de los países— es fomentar una educación de calidad con equidad, en 
la cual las características de los estudiantes no sean un obstáculo. De esta 
manera, las leyes, normas, e incluso la Constitución peruana, establecen que 
la educación es un derecho de las personas, sin importar sus circunstancias 
ni características individuales o familiares, lo cual promueve la equidad en 
todos los niveles educativos. En este estudio, hemos presentado el estado 
actual en cuanto a la equidad de cuatro grupos con respecto a la normativa 
existente, y datos referentes al acceso, el rendimiento y las oportunidades 
de aprendizaje, con énfasis en la educación básica. 
El primer análisis se centró en el género. Se encontró que no existen 
grandes diferencias en cuanto al acceso, oportunidades y rendimiento entre 
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hombres y mujeres. Sin embargo, sí se han hallado otro tipo de inequidades, 
como los estereotipos tradicionales que se siguen reforzando mediante la 
escuela, lo que crea diferencias en las posibilidades de desarrollo de las niñas 
y los niños. 
Respecto a la etnicidad, se encontró que sí existen diferencias en el 
acceso a la educación secundaria, inicial y privada. Cuando se compara a 
los indígenas con el resto de individuos, se observa que ni las oportunidades 
ni el rendimiento son equitativos. En cuanto a los afrodescendientes, los 
pocos datos que existen sugieren diferencias en el acceso a la educación en 
algunos niveles, como la secundaria. Se trata de un grupo que debería ser 
identificado con claridad en los estudios y evaluaciones, para poder conocer 
las brechas de inequidad y adoptar políticas. 
La tercera variable de análisis fue la pobreza. Se encontró que los 
estudiantes pobres acceden en menor medida a la educación secundaria, y 
asisten a escuelas que no ofrecen todos los servicios básicos y cuyos docentes 
no cuentan con mayor capacitación, lo que genera brechas en los resultados 
educativos. 
Finalmente, se encontró que sufrir de alguna discapacidad es un 
obstáculo para acceder y recibir una educación de calidad. Los estudiantes 
discapacitados no solo acceden a menores niveles educativos, sino que, 
durante su educación, se encuentran con barreras como infraestructura 
inadecuada, materiales no especializados y docentes poco preparados para 
atenderlos. De esta manera, el Estado, así como la escuela, parecen reforzar 
las inequidades aun cuando, en teoría, todos estos grupos se encuentran 
protegidos por las leyes y normas.
Siendo el rol del docente tan importante en la educación de los estudiantes, 
en un Estado que promueva la igualdad, los profesores más calificados deberían 
enseñar a los niños con mayores desventajas, que pertenezcan a grupos 
vulnerables. La normativa sobre la Reforma Magisterial incentiva la postulación 
de los docentes a instituciones educativas de EIB; no obstante, al parecer no 
genera suficientes incentivos como para que los profesores más calificados 
enseñen en las instituciones a las que asisten los estudiantes más pobres. La 
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evidencia sugiere que los docentes con mejores calificaciones, educación y 
manejo pedagógico, así como menor ausentismo, enseñan en las escuelas con 
menores niveles de pobreza, ubicadas en urbes y en zonas castellanohablantes. 
De esto se deduce que los estudiantes indígenas, afroperuanos, pobres o 
discapacitados por lo general asisten a escuelas de baja calidad, con menores 
oportunidades de aprendizaje, y obtienen bajos resultados educativos. Esto crea 
un triángulo perverso entre características sociodemográficas, oportunidades 
y resultados educativos (Cueto y otros 2015).
Observando estos resultados, parecería que, en el Perú, las causas de 
la situación no residen principalmente en la ausencia de una normativa 
específica —salvo, tal vez, el caso de la pobreza—, sino en el incumplimiento 
de las normas. Y, en algunos casos —por ejemplo, el género, el origen 
afroperuano y la pobreza—, en la necesidad de incorporar estos principios 
generales con claridad en toda la normativa. Para lograr este cumplimiento, 
se requieren mayores recursos humanos y financieros, pero sobre todo la 
voluntad política de poner la equidad como una prioridad educativa. La 
importancia de esta orientación se acentúa al constatar que, a menudo, las 
características que hacen a un estudiante vulnerable están correlacionadas. 
En otras palabras, ser pobre, indígena o afrodescendiente son características 
que, a menudo, se presentan en un mismo individuo; y si este tiene alguna 
discapacidad, los retos educativos se multiplican.
A la luz de estos resultados, la voluntad política mencionada tendría 
que alimentarse de indicadores y metas sobre equidad educativa que en la 
actualidad casi no existen. Como se ha señalado, a menudo los datos provienen 
de estudios específicos realizados por investigadores o por la Defensoría 
del Pueblo. Pensamos que es importante crear indicadores de equidad que 
permitan identificar de qué manera los grupos más vulnerables, incluyendo 
los aquí analizados, acceden a oportunidades educativas que les permitan 
ejercer plenamente el derecho a la educación que las leyes promueven. Un 
acercamiento a este tema es el índice de inclusión social en la escuela que 
utilizan estudios como Terce, que se calcula a partir de la variación que existe 
del nivel socioeconómico dentro de la escuela (Unesco 2015a).
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Como meta general, las políticas públicas tendrían que estar orientadas 
a aumentar el rendimiento promedio de los estudiantes, pero al mismo 
tiempo reducir las brechas existentes. Es decir, equiparar hacia arriba, ya que 
si las políticas educativas no toman en cuenta la inequidad o no mencionan 
de manera explícita los problemas que genera, entonces esta se seguirá 
reproduciendo mediante la educación.
De esta manera, sugerimos que, en el Perú, las normativas o la 
implementación de los programas que no se han planteado explícitamente 
para promover la equidad han generado, de manera no intencionada, mayor 
inequidad, o al menos han mantenido inequidades existentes. Esperamos 
que este estudio fomente la discusión y ponga a la luz los desafíos que 
tenemos que superar con miras a lograr una educación de calidad y con 
equidad para todos, que sería, finalmente, una manera de profundizar la 
democracia en el país.
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Anexo
Figura A-1
Puntaje en matemática en la Evaluación Censal de Estudiantes
(segundo de primaria), según sexo
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Capítulo 3
El efecto del nivel socioeconómico en el 
rendimiento de los estudiantes peruanos: un 
balance de los últimos 15 años 
Juan León y Yessenia Collahua
Resumen
El presente estudio realiza un metaanálisis de la relación entre el nivel 
socioeconómico de las familias y el rendimiento académico de los estudiantes 
peruanos entre los años 2000 y 2014. 
Se identificaron 28 estudios de investigación en educación, que 
contenían un total de 132 tamaños de efecto que fueron analizados para 
el presente estudio. Se usó como tamaño del efecto el estadístico z de 
Fisher, el cual se estimó a partir del cálculo del coeficiente de correlación 
entre el rendimiento y el nivel socioeconómico en cada uno de los estudios 
identificados. 
Los resultados muestran que, poco a poco, los estudios de investigación 
educativa vienen usando índices compuestos para medir el nivel 
socioeconómico de las familias, aspecto que permite contar con una medida 
que refleja las diferentes dimensiones del bienestar en el hogar. El efecto 
promedio del nivel socioeconómico de los estudiantes fue de 0,03 desviaciones 
estándar, mientras que el efecto de la composición socioeconómica de la 
escuela fue de 0,21 desviaciones estándar; así, se aprecia que el efecto de 
la composición socioeconómica de la escuela es mayor en el rendimiento. 
Estos resultados sugieren que el nivel socioeconómico resulta ser una 
variable importante para explicar el rendimiento de los estudiantes peruanos, 
ya sea en el ámbito individual o escolar. Por este motivo, las investigaciones 
en educación que analicen factores asociados a los resultados académicos 
de los estudiantes deben incluir esta variable en ambos niveles, para evitar 
la sobreestimación de los efectos de las variables escolares.
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Durante los últimos 15 años, se ha incrementado el número de 
investigaciones educativas orientadas a conocer los factores asociados al 
rendimiento de los estudiantes peruanos, tanto por parte del sector público 
como de la academia. La finalidad de estas investigaciones consiste en 
identificar qué factores se asocian al rendimiento de los estudiantes peruanos 
y pueden ser materia de política pública. Los estudios han identificado 
diferentes variables individuales —por ejemplo, lengua materna, sexo—, 
familiares —por ejemplo, estructura familiar, nivel socioeconómico— y 
escolares —por ejemplo, recursos educativos, clima escolar— asociadas con 
el rendimiento que obtienen los estudiantes de inicial, primaria y secundaria. 
Uno de los efectos que se muestra consistente en las diferentes investigaciones 
realizadas es el efecto positivo y significativo del nivel socioeconómico de las 
familias en el rendimiento de los estudiantes. La medida usada para calcular 
el nivel socioeconómico de las familias es diversa; en los últimos años, se 
ha visto la tendencia a usar índices sintéticos, que son combinaciones de 
diferentes indicadores que reflejan dimensiones económicas, sociales y 
culturales de las familias de los estudiantes. 
Por este motivo, el principal objetivo de este estudio es realizar una 
revisión exhaustiva sobre la forma en que se mide el nivel socioeconómico 
de las familias en los diferentes estudios de investigación desarrollados en 
nuestro país durante los últimos 15 años, a la vez que dar un alcance de la 
magnitud del efecto de esta variable en el rendimiento de los estudiantes. 
Para ello se explorará la existencia de posibles efectos heterogéneos, con la 
finalidad de establecer una estimación del efecto promedio de esta variable 
en nuestro país, dado que no existe literatura al respecto. 
1. ¿Qué entendemos por nivel socioeconómico?
El nivel socioeconómico es un concepto complejo de definir, debido a su 
carácter multidimensional. Es más, conceptos próximos a este —como 
estructura social, clases sociales o estatus socioeconómico— no gozan de 
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consenso sobre su definición entre los investigadores sociales, por lo que se 
recurre a distintas teorías para explicarlos a partir de diferentes perspectivas. 
Así, para entender el nivel socioeconómico necesitamos partir de 
su esencia, que proviene de la teoría de estratificación social. Esta teoría 
surge sobre la base de la noción de desigualdad que se va configurando en 
diferentes grupos relacionados con distintas posiciones, los cuales, a su vez, 
están articulados en un matriz social (Sorensen 1994). Desde este enfoque, 
se van tejiendo nociones sobre el nivel socioeconómico de acuerdo con las 
distintas posturas que se van generando sobre las posibles dimensiones o 
jerarquías que debería contener la estratificación social al interior de cada 
sociedad. Con el objeto de delimitar la noción de estatus socioeconómico, 
para fines del estudio se explicarán dos de las perspectivas más dominantes: 
la del conflicto y la funcionalista.
Desde la perspectiva del conflicto social, Marx plantea que al interior 
de una sociedad existen dos clases sociales: la burguesía y el proletariado. 
La única diferencia entre ambas radica en la tenencia de los medios de 
producción: los burgueses, quienes poseen los medios de producción, entran 
en conflicto con la clase proletaria o trabajadora. Así, la visión marxista de las 
clases sociales es unidimensional, porque la dimensión económica es la más 
importante para sortear a los individuos en una clase social u otra. Décadas 
después, en reacción a dicha perspectiva, Weber (1947) sostuvo que las 
clases sociales no pueden definirse de modo unidimensional, sino más bien 
multidimensional, pues no solo está presente la dimensión económica, sino 
también la dimensión del poder y del prestigio o posición social. Décadas 
después, Wright (1980), usando postulados de Marx y Weber, planteó 
que las clases sociales están definidas por tres dimensiones: a) el control 
del capital monetario, b) el control sobre los medios de producción y c) el 
control sobre la fuerza de trabajo. Siguiendo esta perspectiva, Wright indica 
que quienes tienen el control en estos tres aspectos son los capitalistas o 
burgueses, y quienes no controlan ninguno de estos aspectos constituyen 
la clase proletaria. Sin embargo, el planteamiento de Wright permite el 
establecimiento de clases intermedias o clases medias, que son las clases 
sociales que controlan alguna de las tres dimensiones. 
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Por otro lado, la perspectiva funcionalista nace a partir de la necesidad 
de organizar a los miembros de una sociedad en diferentes posiciones sociales 
(Davis y Moore 1945). En ese sentido, la estratificación social pretende 
establecer un ranking de posiciones entre las personas, y señala que su 
posición en el ranking se define a partir de dos determinantes: a) grado 
de importancia para la sociedad y b) capacidades o habilidades del grupo 
social. Así, la estratificación social se explica como un aspecto necesario que 
motiva a las personas a ocupar posiciones importantes de acuerdo con sus 
habilidades y conocimientos. Por su parte, Parsons (1967) sostiene que la 
ubicación o ranking de posiciones al interior de una sociedad debería ser más 
rigurosa y seguir un criterio de valoración a partir del reconocimiento de la 
contribución de los individuos a la sociedad; es decir, la posición o ubicación 
jerárquica está ligada al reconocimiento —en términos de recompensa— y 
debe ser proporcional al mérito individual.
De esta manera, se puede apreciar que el estatus social —ya sea en la 
teoría del conflicto de Marx (1867) o en la teoría funcionalista de Davis 
y Moore (1945)— involucra el ordenamiento de los individuos al interior 
de una sociedad de acuerdo con una o diferentes dimensiones: económica, 
social o cultural. 
2. ¿Cómo se mide el nivel socioeconómico en educación?
Como se apreció en la sección anterior, el estatus o nivel socioeconómico (NSE) 
resulta de la combinación de las dimensiones social —por ejemplo, estatus 
ocupacional—, económica —por ejemplo, nivel de ingresos— y cultural 
—por ejemplo, número de libros en el hogar—. El índice socioeconómico, 
típicamente, es construido con información a nivel individual —sobre la 
base del estatus ocupacional y el nivel de ingresos económicos—, a nivel 
familiar —sobre la base del estatus ocupacional y el nivel educacional de los 
padres— y, en algunos casos, a nivel contextual —características del centro 
poblado o distrito donde vive la familia—. 
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Como no existe ningún consenso acerca de cómo medir el nivel 
socioeconómico de las familias en la investigación en educación, en la 
literatura se usan diferentes formas para hacerlo. En los metaanálisis 
desarrollados por White (1982) y Sirin (2005) sobre la relación entre el 
nivel socioeconómico de las familias y el rendimiento de los estudiantes, los 
autores muestran que los estudios de investigación usan diferentes variables 
para capturar el nivel socioeconómico de las familias, tales como el nivel 
educativo de los padres, la ocupación de los padres, el número de miembros 
en el hogar, la calidad de la vivienda, el ingreso familiar, entre otros. Sin 
embargo, las variables más usadas en los diferentes estudios que analizan 
esta relación son el nivel educativo y el estatus ocupacional de los padres. 
En cuanto a la medición de estas variables, los estudios analizados por 
los autores indican que el nivel educativo de los padres es medido en forma 
ordinal; es decir, se incluye la educación de uno de los padres —generalmente 
del jefe de hogar— o el máximo nivel educativo entre los dos padres, ya sea 
como niveles educativos o años de escolaridad alcanzados. En relación con 
la variable de la ocupación de los padres, en la mayoría de los estudios esta 
es medida usando índices ocupacionales —por ejemplo, índice de Duncan, 
Standard International Occupational Prestige Scale (SIOPS) — que dan 
cuenta del prestigio de la ocupación; de esta manera, el puntaje que se 
obtiene expresa el estatus social de la ocupación desempeñada por los padres. 
Por otro lado, como se mencionó anteriormente, el nivel socioeconómico 
de las familias también es medido usando índices compuestos que resultan de 
combinar distintas variables que reflejan diferentes dimensiones del estatus 
económico, social y cultural de las familias. En la literatura internacional 
existen diferentes índices compuestos que han sido usados para capturar 
el nivel socioeconómico de las familias. El Programa para la Evaluación 
Internacional de Alumnos (PISA, por sus siglas en inglés), en sus diferentes 
evaluaciones ha venido empleando estos índices para capturar el nivel 
socioeconómico y cultural de las familias (OCDE 2013, 2010, 2007, 2004 
y 2001). Este índice está compuesto por diferentes variables que buscan 
reflejar las dimensiones económica, social y cultural de las familias de los 
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estudiantes. Las variables que componen este índice son a) las posesiones 
en el hogar: activos durables, activos culturales y activos educativos; b) el 
máximo nivel ocupacional de los padres;1 y c) el máximo número de años 
de escolaridad de los padres. Estas variables son combinadas usando un 
modelo de componentes principales.2 
En la misma línea que PISA, el Estudio Internacional de Progreso en 
Comprensión Lectora (PIRLS, por sus siglas en inglés), que implementa 
el International Study Center del Boston College, cuenta con un índice 
compuesto para medir el nivel socioeconómico de las familias y relacionarlo 
con los puntajes de los estudiantes en comprensión lectora (Caro y Cortés 
2012). Para la elaboración del índice consideran seis variables: a) la educación 
de la madre, b) la educación del padre, c) el estatus ocupacional de la madre, 
d) el estatus ocupacional del padre, e) el índice de activos durables en el 
hogar y f ) el estado financiero de la familia. Estas variables, al igual que en 
PISA, son combinadas usando un análisis de componentes principales. Las 
principales diferencias entre el índice socioeconómico elaborado por PIRLS 
y el de PISA son que el primero utiliza tanto la información de cada padre 
por separado como una medida subjetiva del estado financiero de la familia, 
mientras que PISA no los utiliza. 
En el caso de África, el Consorcio del Este y Sur de África para el 
Monitoreo de la Calidad Educativa (Sacmeq, por sus siglas en inglés) viene 
implementando, desde los últimos 20 años, diferentes evaluaciones regionales 
para observar la calidad de la educación en los países miembros del consorcio. 
Como parte de este trabajo, se han desarrollado una serie de indicadores y 
uno de ellos es el índice socioeconómico de los estudiantes. El estudio de 
Dolata (2005) detalla la metodología seguida para el desarrollo del índice 
socioeconómico de los estudiantes. El índice que usa Sacmeq está compuesto 
1 Para el máximo estatus ocupacional de los padres se usa la metodología planteada por Ganzeboom y otros 
(1992), en la que, en función de la educación, los ingresos y la ocupación, se genera una escala que permite 
clasificar mejor las ocupaciones, tomando en consideración de manera eficiente tanto la educación de los 
individuos como su nivel de ingresos.
2 El análisis de componentes principales es un procedimiento estadístico que se encarga de reducir el número 
de variables construidas como combinaciones lineales de las originales. 
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por 18 ítems3 que recogen diferentes aspectos de la vivienda. Estos ítems, 
a diferencia de los estudios previos, son combinados usando la modelación 
Rasch, que asume que detrás de las diferentes variables observadas existe 
solo un rasgo latente, y este sería el nivel socioeconómico de los estudiantes. 
En América Latina, el Primer estudio regional comparativo y explicativo 
realizado por el Laboratorio Latinoamericano de Evaluación de la Calidad 
Educativa (Unesco 2000) construye uno de los primeros índices de nivel 
socioeconómico familiar, que es el índice de estatus sociocultural (ESC). Este 
índice está compuesto por las siguientes variables: a) el nivel de educación de 
los padres, b) el número de horas que los padres están en casa en los días de 
trabajo, c) los recursos de lectura disponibles en el hogar y d) la estructura 
familiar (hogar nuclear o no). Así, este índice permite observar la asociación 
de variables más cercanas al contexto familiar del estudiante y que reflejen 
no solo el estatus social y económico de la familia, sino también los recursos 
culturales con los que cuenta el estudiante. Finalmente, para combinar 
estas variables, usan un análisis factorial, que es una técnica estadística de 
reducción de variables.4 
Como mencionamos anteriormente, también se cuenta con índices 
socioeconómicos de nivel contextual, ya sea referidos a la institución 
educativa o la comunidad. En el nivel de institución educativa, un índice 
que resulta interesante es el índice socioeconómico elaborado por el Sistema 
de Medición de la Calidad de la Educación de Chile (Simce) para la 
clasificación de las instituciones educativas. La clasificación elaborada por 
Simce se basa en información obtenida de los cuestionarios de los estudiantes 
recogidos año a año en las evaluaciones censales, la cual se complementa 
con la información del Índice de vulnerabilidad del establecimiento educativo 
elaborado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (Junaeb) para 
3 Los ítems son: 1) nivel educativo del padre, 2) nivel educativo de la madre, 3) número de libros en la 
vivienda, 4) periódicos, 5) revistas, 6) radio, 7) televisión, 8) videograbadora, 9) grabadora, 10) teléfono, 
11) refrigeradora, 12) carro, 13) agua en la vivienda, 14) una mesa, 15) calidad del techo, 16) calidad de 
las paredes, 17) calidad del piso y 18) principal fuente de luz en la vivienda.
4 El análisis factorial es una técnica estadística utilizada para simplificar o sintetizar la información de una 
matriz de correlaciones, la cual permita facilitar la interpretación de datos. Para mayor información se 
puede revisar el capítulo 15 de Nunnally y Bernstein (1995).
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la focalización de los programas de alimentación escolar (Vegas 2002). Las 
variables que se utilizan para elaborar la clasificación socioeconómica de 
las instituciones educativas son a) años de escolaridad de la madre, b) años 
de escolaridad del padre, c) ingreso económico total mensual del hogar y 
d) índice de vulnerabilidad del Junaeb. Una vez obtenidas las variables en 
cada establecimiento educativo, se usa un análisis de conglomerados para 
clasificar a los establecimientos educativos en cinco grupos: a) bajo, b) medio 
bajo, c) medio, d) medio alto y e) alto. Cabe señalar que esta clasificación y 
metodología de las instituciones educativas en Chile se viene implementando 
desde mediados de la década de 1990 y no ha sufrido mayores variaciones 
desde entonces (Simce 2012). 
Otro indicador de nivel socioeconómico en el ámbito de la institución 
educativa es el índice del entorno socioeconómico y cultural de la escuela 
(ISEC), elaborado por la Administración Nacional de Educación Pública 
de Uruguay (ANEP) en las evaluaciones nacionales de aprendizajes 
(Administración Nacional de Educación Pública de Uruguay 2010). Este 
indicador está compuesto por dos variables: a) índice de activos durables 
en el hogar y b) nivel educativo de la madre del niño.5 Ambas variables 
son combinadas usando un análisis factorial con método de extracción de 
factores de componentes principales. Así, una vez calculado el ISEC para cada 
estudiante, se procede a agregar el indicador de cada escuela, con la finalidad 
de contar con una medida única para cada establecimiento educativo,6 la 
cual luego es usada en un análisis de conglomerados o de clúster que permite 
contar, al igual que en Chile, con una categorización de las escuelas en cinco 
grupos homogéneos de acuerdo con el ISEC. 
Finalmente, otro indicador en el nivel de institución educativa, usado 
por diferentes estudios de investigación en Estados Unidos, es la proporción 
de estudiantes que participan en el programa de asistencia nutricional 
escolar7 en cada institución educativa. El uso de este criterio resulta ser 
5 Utilizan solo la educación de la madre dado que quieren mantener la comparabilidad del indicador con 
la evaluación nacional del 2005.
6 La evaluación nacional realizada en el 2009 se aplicó a sexto básico, por lo que se usa la información de 
ese grado para representar el nivel socioeconómico de todo el alumnado.
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una práctica muy recurrente en investigaciones en educación en Estados 
Unidos (Muñoz y Dosset 2014, Ding y Lehrer 2011, Caldas y Bankston 
1997, Klingele y Warrick 1990). Sin embargo, el uso de esta variable como 
indicador del nivel socioeconómico en el nivel de la institución educativa 
ha sido criticado, debido a que las familias que participan en este programa 
de alimentación escolar no necesariamente están en condición de pobreza, 
sino que son familias con cierto nivel de desventaja económica, a la vez que 
esto no representa todas las dimensiones de pobreza (Kurki y otros 2005, 
Dickinson y Adelson 2014).
Otro índice de nivel contextual usado para reportar resultados educativos 
de los estudiantes es el índice socioeconómico por áreas geográficas (Seifa), 
desarrollado en Australia. Este índice fue elaborado a finales de la década de 
1980 para focalizar programas sociales, pero a lo largo del tiempo ha sido 
usado con diferentes propósitos, dado que permite clasificar distintas áreas 
geográficas de acuerdo con las ventajas o desventajas socioeconómicas de 
su población. Para la elaboración del índice, el Instituto de Estadística de 
Australia utiliza como fuente para los datos regionales el Censo de Población. 
El índice está compuesto por las siguientes variables: a) índice de desventaja 
socioeconómica relativa, b) índice de ventaja y desventaja socioeconómica 
relativa, c) índice de recursos económicos y d) índice de educación y 
ocupación. Para la creación del Seifa, se usa el análisis de componentes 
principales, con el que se estima un factor que resuma la información de 
los cuatro índices usados (Pink 2011). 
De esta manera, se puede apreciar que existen diferentes índices o proxys 
que se vienen empleando para representar el nivel socioeconómico de las 
familias de los estudiantes, los cuales varían de acuerdo con las necesidades 
de las investigaciones o la disponibilidad de información para su cálculo. 
Asimismo, se puede apreciar que, para elaborar índices multidimensionales, 
se emplean distintas metodologías: análisis por conglomerados, análisis 
factorial y análisis de componentes principales. Estos aspectos hacen que 
7 El programa National School Lunch Program (NSLP) se encarga de brindar alimentación gratuita (free 
lunch) y subsidiada (reduce-price lunch) a estudiantes de bajos ingresos.
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resulte complejo establecer una forma estándar para estimar un indicador 
del nivel socioeconómico de las familias o las escuelas en educación, dado 
que estos índices responden tanto a las dimensiones de la pobreza que se 
quiere medir como a la disponibilidad de información existente. 
3. La relación entre el nivel socioeconómico y el rendimiento de los 
 estudiantes
El reporte Coleman y otros (1966) y el informe Plowden (1967) son los pri-
meros estudios que realizan un análisis acerca de las desigualdades educativas y 
los factores asociados a estas en Estados Unidos e Inglaterra, respectivamente. 
El principal hallazgo de ambos estudios es que las variables individuales y 
familiares de los estudiantes —por ejemplo, nivel socioeconómico— tienen 
un mayor efecto o explican más la variabilidad de los resultados educativos 
que las variables escolares. De esta manera, ambos estudios dan cuenta de la 
importancia que juegan las características familiares sobre el rendimiento de 
los estudiantes, en especial aquellas asociadas con características socioeconó-
micas de los estudiantes y su familia (ingresos y educación). 
Posteriormente, el estudio realizado por Heyneman y Loxley (1983) 
ofrece un planteamiento distinto respecto al peso de las variables familiares 
y escolares, indicando que las características individuales y familiares tienen 
un mayor peso únicamente en los países desarrollados, mientras que en los 
países en vías de desarrollo sucede lo contrario; es decir, las variables escolares 
tienen un mayor peso en los resultados educativos. Así, utilizando diferentes 
bases de datos8 representativas de países de África, Asia y América Latina, 
los autores encuentran que las variables escolares tienen un mayor efecto en 
8 La información que utilizan los autores proviene de seis fuentes: a) International Association for the 
Evaluation of Educational Achivement (IEA), que abarca la información de 18 países; b) el Instituto 
Nacional de Educación, Universidad de Makerere, para Uganda; c) la Oficina de Planeamiento y 
Organización (Odepor) del Ministerio de Educación de El Salvador; d) el Programa de Estudios 
Conjuntos de Integración Económica de América Latina (ECIEL), que contiene información de 7 países 
latinoamericanos —Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, México, Paraguay y Perú—; e) el National 
Center for Educational Research de Egipto; y f ) el Research and Testing Center de Botswana.  
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el rendimiento que las variables individuales o familiares de los estudiantes. 
Años después, gracias al desarrollo de nuevas técnicas estadísticas —como 
los modelos jerárquicos multinivel (Raudenbush y Bryk 1986, Goldstein 
1987)— y al incremento de evaluaciones internacionales de rendimiento —
FIMSS, SIMSS, TIMSS, Sacmeq y PISA—, se realizan estudios en educación 
con medidas más comparables entre países, a la vez que usando metodologías 
estadísticas acordes con el tipo de base de datos empleado. Estudios como los 
de Baker y otros (2002), y Hanuskek y Luque (2003) —que utilizan las bases 
de datos de TIMSS 1995—, o Nonoyama-Tarumi y Willms (2010) —que 
utilizan las bases de datos de PISA 2000—, muestran que el efecto planteado 
por Heyneman y Loxley (1983) desaparece, e incluso encuentran que son 
las diferencias individuales o familiares las que más explican la variabilidad 
en el rendimiento de los estudiantes. Asimismo, el estudio desarrollado por 
Baker y otros (2002) encuentra que el nivel socioeconómico de las familias 
es la variable que explica en mayor medida la variación en el rendimiento, 
ya sea en el nivel de los estudiantes o de la escuela.
4. La magnitud del efecto del nivel socioeconómico sobre el 
 rendimiento
Son pocos los estudios que buscan resumir y ofrecer el efecto promedio de 
la relación entre el nivel socioeconómico y el rendimiento de los estudiantes. 
En el ámbito internacional, se pueden identificar dos metaanálisis que 
tratan de estimar el efecto promedio del nivel socioeconómico. Los estudios 
desarrollados por White (1982) y Sirin (2005) para Estados Unidos 
calculan la magnitud promedio de esta relación sobre la base de revisar 
sistemáticamente diferentes investigaciones en educación. Ambos estudios 
encuentran que existe bastante dispersión en cuanto al tamaño del efecto9 
del nivel socioeconómico en el rendimiento de los estudiantes. 
9 De acuerdo con Cohen (1988), un tamaño de efecto grande es aquel que es igual o está por encima de 
0,80 desviaciones estándar de efectos, mientras que un tamaño de efecto pequeño es igual o está por 
debajo de 0,20 desviaciones estándar. 
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Casi la totalidad de los estudios encuentran una relación positiva y 
significativa, e incluso en la mayoría de ellos la relación es estadísticamente 
significativa. En cuanto al efecto promedio del nivel socioeconómico y el 
rendimiento, se puede apreciar que este llega a ser de 0,34 desviaciones 
estándar en el estudio de White (1982), mientras en el estudio de Sirin 
(2005) fue de 0,28 desviaciones estándar.10 Si bien se aprecia que la magnitud 
promedio de la relación se reduce entre un estudio y otro, es necesario 
considerar que los resultados pueden discrepar por diferentes motivos, 
como la metodología, la limitación de fuentes, los periodos de publicaciones 
considerados, entre otros.
5. El efecto del nivel socioeconómico en los estudiantes peruanos
En nuestro país, los estudios orientados a observar los factores individuales 
y escolares asociados al rendimiento de los estudiantes son pocos. Una de 
las primeras fuentes de información para este tipo de estudios es la Unidad 
de Medición de la Calidad Educativa (UMC) del Ministerio de Educación. 
La UMC ha desarrollado estudios de factores asociados al rendimiento 
estudiantil tanto en inicial como en primaria y secundaria (Rodríguez y 
Vargas 2002; Unidad de Medición de la Calidad Educativa 2004a, 2004b, 
2006 y 2013; Miranda 2008). Entre sus principales hallazgos está que, en 
la mayoría de sus estudios, el nivel socioeconómico de las familias tiene un 
efecto positivo y significativo sobre el rendimiento de los estudiantes. 
El cuadro 1 muestra el efecto promedio del nivel socioeconómico, 
tanto en el nivel del estudiante como en el nivel de la escuela, de los estudios 
desarrollados por la UMC. Se aprecia que el efecto del nivel socioeconómico 
en el rendimiento en el nivel de la escuela es el doble o más que el efecto del 
nivel socioeconómico en el nivel del estudiante. Asimismo, se aprecia este 
aspecto en los diferentes niveles educativos analizados.
10 Cabe resaltar que el estudio de White (1982) toma en cuenta estudios publicados antes de 1980, y Sirin 
(2005) considera estudios publicados entre 1990 y 2000.
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Cuadro 1
Efectos del nivel socioeconómico de las familias en el rendimiento de 
los estudiantes en las diferentes evaluaciones nacionales
 Año Grado / año Matemática Comprensión de
   (D. E.) lectura (D. E. )
Inicial
(UMC 2013) 2008 5 Est.: 0,14 Est.: 0,21
   Esc.: n. i. Esc.: 0,14 
Primaria
(Mecep 2002) 1998 4 Est.: 0,01 -
   Esc.: 0,33
(UMC 2003) 2001 4 Est.: 0,08  Est.: 0,04 
   Esc.: 0,51 Esc.: 0,34
(UMC 2006) 2004 6 Est.: 0,07 Est.: 0,09
   Esc.: 0,16 Esc.: 0,21 
Secundaria 
(UMC 2003) 2001 4 Est.: n. s. Est.: n. s.
   Esc.: 0,37 Esc.: 0,51 
Valores estandarizados en función a la dependiente (STD Y).
Los valores en negrita son significativos al 5%.
D. E.: Desviación estándar 
Est.: Estudiante
Esc.: Escuela
n. s.: No significativo 
n. i.: No incluido en el modelo 
n. e.: No específica 
Fuente: Informes de factores asociados de la UMC.
Elaboración propia.
Por otro lado, es necesario saber cuánto ha cambiado la magnitud de 
las brechas de rendimiento debido a diferencias socioeconómicas en nuestro 
país. La respuesta a esta interrogante es respondida por las investigaciones de 
Guadalupe y otros (2013), y Benavides y otros (2014). El estudio desarrollado 
por Guadalupe y otros usa las bases de datos de la evaluación censal de 
estudiantes y del censo escolar para el periodo 2007-2012, y estima la brecha 
en el rendimiento para matemática y comprensión de lectura de acuerdo con 
diferentes características individuales —sexo, lengua materna— y escolares 
—gestión, área geográfica, nivel socioeconómico, tipo de escuela—. Los 
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autores usan un índice de nivel socioeconómico escolar11 y encuentran que 
durante el periodo 2007-2012 han crecido las brechas socioeconómicas de 
rendimiento en nuestro país, en ambas áreas, para el nivel primario. 
En el caso de la educación secundaria, Benavides y otros (2014) 
ofrecen una aproximación a los cambios en la magnitud de la brecha 
socioeconómica. Los autores analizan los datos de la evaluación PISA 2000 
y 2009, aprovechando que en ambos puntos de tiempo el énfasis de la 
prueba fue comprensión de lectura. En sus resultados, se aprecia que las 
brechas de rendimiento respecto a las diferencias socioeconómicas se han 
incrementado en el transcurso del tiempo; también se señala que la brecha 
socioeconómica para el caso del Perú es una de las más grandes entre los 
países latinoamericanos que analizaron. Por último, los autores estiman el 
nivel de segregación escolar en las instituciones educativas en el Perú y lo 
comparan con otros países latinoamericanos. Los resultados indican que de 
los cinco países analizados —Argentina, Brasil, Chile, México y Perú—, en 
los dos últimos se incrementó el nivel de segregación en las escuelas, mientras 
que en los tres restantes este se mantuvo. 
En resumen, se puede apreciar que, tanto en la literatura local como 
en la internacional, el nivel socioeconómico de las familias juega un rol 
importante para predecir los resultados educativos de los estudiantes en 
todos los niveles educativos. Asimismo, la composición socioeconómica del 
alumnado también juega un papel importante y explica, en buena medida, 
los resultados educativos en nuestro país. 
6. Metodología 
A continuación, se detalla la metodología seguida para la inclusión, 
codificación y síntesis de los estudios que forman parte del presente texto.
 
11 Los autores usan información con respecto a la tenencia de servicios básicos —luz, agua y desagüe— y 
ambientes escolares —biblioteca, sala de profesores, talleres, laboratorios y sala de cómputo— en la escuela. 
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Criterio para la inclusión de los estudios 
Los estudios que se consideraron para el presente análisis cumplen los 
siguientes criterios:
- Se publicaron entre los años 2000 y 2014.12 
- La variable dependiente es el rendimiento de los estudiantes en diferentes 
áreas del currículo. 
- Son estudios sobre educación regular básica de menores (inicial, primaria 
y secundaria).
- Son estudios cuantitativos, que cuentan con análisis estadísticos 
multivariados. 
Búsqueda de los estudios
La búsqueda de la literatura concerniente a la relación entre la variable del 
rendimiento escolar y el nivel socioeconómico abarcó diferentes repositorios 
electrónicos, tales como Google Scholar, Science Direct, EBSCO Education 
Resources Information Center, PsycINFO y EconLit. Asimismo, se revisaron 
los repositorios electrónicos de la UMC del Minedu y de diferentes centros 
de investigación, como el Grupo de Análisis para el Desarrollo (GRADE), 
el Centro de Investigación de la Universidad del Pacífico (CIUP), el 
Consorcio de Investigación Económica y Social (CIES) y el Instituto de 
Estudios Peruanos (IEP). De esta manera, se consiguieron diferentes tipos de 
publicaciones, tales como documentos de trabajo, artículos de investigación, 
artículos de revista, capítulos de libro, tesis y boletines. 
Por otro lado, la búsqueda se delimitó utilizando diferentes términos o 
palabras clave, como socioeconomic status o social status —para la búsqueda 
12 Se consideró este periodo debido a que, a partir del 2000, se cuenta con más fuentes de información sobre 
el rendimiento de los estudiantes, ya sea por parte del Minedu o de estudios internacionales, aspecto que 
permite el crecimiento de la investigación en educación en el Perú.
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relacionada con el nivel socioeconómico— y achievement o performance 
—para la búsqueda relacionada con el rendimiento académico—. Cabe 
señalar que el mismo procedimiento se siguió para la búsqueda de los términos 
en castellano. Además, en los motores de búsqueda se especificaron las palabras 
clave usando conectores como o e y, para así establecer la relación entre el 
rendimiento académico y el nivel socioeconómico. El hecho de restringir la 
búsqueda de los estudios mediante este tipo de especificaciones nos ayudó a 
encontrar estudios que contengan estos términos en los títulos o resúmenes, 
pero, a la vez, limitó la búsqueda, dado que algunos estudios pueden 
contener dichos términos en el cuerpo del texto y no necesariamente en el 
título o resumen (Cooper y otros 2009). Para evitar este tipo de limitación, 
la búsqueda de estos términos no se restringió al título, resumen o palabras 
claves, sino también se utilizó la función cualquiera, que busca estos términos 
en cualquiera de los campos de información disponibles para cada estudio.
Recolección de información al interior de cada estudio
De todos los estudios encontrados en el paso previo, se seleccionaron aquellos 
que cumplían con los criterios mencionados anteriormente. En algunos 
casos, la información obtenida resultó ser limitada —en otras palabras, las 
publicaciones no contenían toda la información estadística necesaria; por 
ejemplo, error estándar—. Entonces, se procedió a recolectar dicha información 
solicitándola a los autores de los estudios mediante el correo electrónico. 
Una vez obtenida la información faltante de las publicaciones 
seleccionadas, se codificaron los diferentes datos necesarios para los análisis 
estadísticos. Así, se codificaron las siguientes variables de cada uno de los 
estudios incluidos: año de publicación, variable de resultado, nivel educativo, 
grado evaluado (o cohorte de edad), diseño del estudio (transversal o 
longitudinal), nivel de inferencia de la muestra, población, método utilizado 
para la estimación, tipo de variable socioeconómica, escala de la variable 
socioeconómica (categórica o continua), coeficiente de regresión, tipo de 
coeficiente de regresión, media de la variable independiente, desviación 
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estándar de la variable independiente, error estándar del coeficiente de 
regresión, estadístico T, intervalos de confianza para el coeficiente de 
regresión y tamaño de la muestra. Toda esta información es útil para los 
análisis estadísticos del metaanálisis. 
Estudios identificados durante la revisión
Se identificaron 28 estudios, entre el 2000 y el 2014, que estiman la relación 
entre el nivel socioeconómico de las familias —individual y/o escolar— y 
el rendimiento de los estudiantes. Algunas características generales de los 
estudios identificados son los siguientes: 
- La mayoría de los estudios han sido publicados entre el 2000 y el 2009 (18 
de 28, 64%), mientras los restantes (10 de 28, 36%) fueron publicados 
en los últimos cinco años. 
- Casi la totalidad de los estudios (27 de 28, 96%) usan alguna medida de 
rendimiento relacionada con matemáticas, vocabulario o comprensión de 
lectura, mientras solo un estudio (4%) se ocupa de la relación del nivel 
socioeconómico con el rendimiento en ciencias.
- La mayoría de los estudios analizan el rendimiento de los estudiantes de 
primaria (19 de 28, 68%), seguido por los de secundaria (8 de 28, 29%) 
e inicial (2 de 28, 7%).13 
- Para medir el nivel socioeconómico, el 71% (20 de 28) de los estudios 
utilizan índices que resumen diferentes dimensiones del bienestar de 
las familias, mientras solo el 33% (9 de 28) usan distintas variables 
—educación de la madre, estatus ocupacional del padre, entre otros— 
de la familia para reflejar el nivel socioeconómico.14
13 Los porcentajes no suman 100% dado que hay un estudio de factores asociados por la UMC (2004a) que 
realiza el análisis tanto para primaria como para secundaria. Asimismo, en el caso de inicial y primaria, los 
estudios relacionados con cohortes de esas edades fueron categorizados como estudios de nivel primario.
14 Los porcentajes suman más de 100% dado que el estudio realizado por Caro y otros (2004) utiliza, en el 
ámbito individual, las variables relacionadas con la educación y ocupación de los padres para controlar 
el nivel socioeconómico de las familias; y en el ámbito de la escuela, un índice socioeconómico agregado 
para cada institución educativa.
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- El 93% (26 de 28) de los estudios cuenta con más de un efecto estimado 
del nivel socioeconómico, mientras que en el 7% (2 de 28) se aprecia un 
solo efecto.
- En cuanto a los efectos del nivel socioeconómico sobre el rendimiento, 
en 89% (25 de 28) de los estudios se encuentra un efecto positivo y 
significativo; y en 11% (3 de 26), no hay efecto significativo entre estas 
dos variables. 
El cuadro 2 muestra el alcance de los estudios incluidos para los análisis 
de la presente investigación.
 
Método de síntesis de los resultados
Para sintetizar los resultados encontrados en los diferentes estudios, se utilizó 
como método el metaanálisis. Está es una herramienta estadística que permite 
integrar estudios que exploran una misma relación o intervención, a fin de 
estimar una magnitud promedio de esa relación basada en diferentes estudios 
empíricos ya desarrollados, ponderándolos de acuerdo con su precisión en 
estimar el efecto. 
Sin embargo, los estudios identificados no utilizan necesariamente 
la misma métrica o variables para analizar la relación de interés —nivel 
socioeconómico y rendimiento—, lo que determina que sus efectos no 
se puedan comparar directamente. Para poder compararlos, es necesario 
transformar los efectos de la relación de interés de cada estudio en una 
métrica común (Glass y otros 1981, Littell y otros 2008). 
Existen diferentes tamaños del efecto que se pueden considerar: 
diferencia promedio estandarizada, coeficiente de correlación, ratio de riesgo 
relativo, entre otros. Para el presente estudio, se utiliza como tamaño del 
efecto el coeficiente de correlación calculado a partir del estadístico t asociado 
a cada coeficiente de regresión reportado en los estudios identificados.15 La 
15 Cabe señalar que el coeficiente de correlación calculado es similar a una correlación parcial, dado que 
proviene de modelos de regresión en los que se han incluido otras variables de control que están asociadas 
al rendimiento de los estudiantes. Asimismo, en los casos en que los estudios reportaban no tener efecto 
y no se contaba con el error o p-value, se procedió a imputar el p-value con 0,50.  
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fórmula para el cálculo del coeficiente de correlación es la siguiente (Field 
2005, Borenstein y otros 2009):
Donde:
t : estadístico t asociado a cada coeficiente de regresión
N: tamaño de la muestra sobre la cual se calculó el efecto
k: número de regresores incluidos en el modelo de regresión
Sin embargo, Borenstein y otros (2009) plantean que usar la correlación 
como tamaño del efecto no es adecuado debido a que la varianza depende de 
la magnitud de la correlación.16 Por este motivo, plantean el uso del índice 
z de Fisher,17 que se obtiene mediante la siguiente fórmula:
Asimismo, el error estándar del z de Fisher se obtiene mediante la 
siguiente formula:
Así, una vez estandarizada la métrica de cada uno de los efectos, se 
estimó el promedio global de acuerdo con diferentes cortes o características 
de los estudios. Para realizar esto, se utilizó tanto el modelo de efectos fijos 
como el de efectos aleatorios, con el fin de llevar a cabo una interpretación 
más amplia de los resultados (Cooper y otros 2009). El modelo de efectos 
fijos asume que existe un único valor poblacional (efecto real común) para el 
16 La varianza es 
17 Está transformación solo es válida para el caso de coeficientes de correlación.
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tamaño del efecto del nivel socioeconómico sobre el rendimiento académico 
de los estudiantes; por su parte, el modelo de efectos aleatorios asume que 
existe una distribución de tamaños del efecto, y que hay diferentes valores 
poblacionales que permiten observar el efecto del rendimiento académico 
de los estudiantes (figura 3).18
Figura 3
Modelo de efectos fijos y aleatorios en el metaanálisis
Para el cálculo de los pesos de cada uno de los estudios —en ambos 
modelos— se usa la inversa de la varianza, lo cual permite otorgar un mayor 
peso a los estudios que muestran una mayor precisión en su estimación de 
los efectos. Finalmente, se considera un modelo de efectos aleatorios debido 
a la heterogeneidad en las muestras, ya sea por los niveles educativos, grupos 
de edad, entre otros. 
Finalmente, los metaanálisis suelen enfrentar problemas de sesgo a causa 
de la posible omisión de estudios relevantes, pues no todas las investigaciones 
sobre el tema que se está analizando han sido publicadas. La razón para que 







común Promedio de los




18 En el anexo 3 se ofrece un alcance de las fórmulas para el cálculo de los tamaños de efecto basado en un 
modelo de efectos fijos y efectos aleatorios.
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no se hayan publicado es, en la mayoría de los casos, la falta de significancia 
estadística de sus efectos; por este motivo, no son considerados como parte 
de la literatura académica. Una forma de detectar problemas de sesgo en las 
publicaciones es mediante el test de asimetría de Egger (Egger y otros 1997). 
Este test consiste en realizar un análisis de regresión entre la precisión de 
los estudios (variable independiente) y el tamaño del efecto estandarizado 
(variable dependiente). Si se presentan situaciones en las que hay más 
estudios pequeños que estudios grandes, entonces estos estudios deben ser 
ponderados por la inversa de la varianza del efecto estimado. El grado de 
asimetría es medido utilizando el intercepto de la regresión; si la línea de 
regresión se origina en el eje cero (Y = 0), quiere decir que no hay sesgo 
de publicación; en otras palabras, si está ubicado lejos del cero, sí presenta 
problemas de asimetría o sesgo. 
7. Resultados
La medición del nivel socioeconómico de las familias y la escuela
El primer aspecto que se indagó es el relacionado con cómo se mide el nivel 
socioeconómico en los diferentes estudios incluidos en el presente trabajo.19 
Durante la codificación, se pudo apreciar que la mayoría de los estudios 
utilizan medidas compuestas del nivel socioeconómico (20 de 28, 71%), 
siendo los estudios desarrollados en los primeros años (década del 2000) 
aquellos que menos utilizan este tipo de indicadores. Este aspecto evidencia 
que el uso de indicadores compuestos es una práctica reciente y que las 
investigaciones en educación tratan de usar indicadores que capturen las 
diferentes dimensiones del bienestar de la familia, como se pudo apreciar 
en la revisión de la literatura. 
19 Para mayor detalle, ver el anexo 1.
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Las medidas compuestas del nivel socioeconómico varían entre estudios, 
siendo más común encontrar índices que combinan solo las dimensiones 
económicas —por ejemplo, número de activos durables en el hogar— y 
sociales —por ejemplo, estatus ocupacional o nivel educativo de los padres— 
de los padres de los estudiantes. Mientras, otros estudios incluyen entre 
los índices compuestos la dimensión cultural al interior del hogar —por 
ejemplo, tenencia de libros de poesía— o los recursos educativos en el 
hogar —por ejemplo, contar con un espacio para estudiar— para estimar 
el nivel socioeconómico de los estudiantes; estos estudios son los que se han 
elaborado con las bases de datos de evaluaciones internacionales o regionales 
estandarizadas. En el caso de los estudios locales, las dimensiones usadas son 
principalmente la económica y la social. 
En cuanto a la metodología utilizada para la elaboración de estos índices, 
la mayoría de estudios recurre al análisis de componentes principales, con 
la finalidad de resumir las variables que reflejan el nivel socioeconómico en 
una sola, que resulta de la combinación lineal de ellas (Unidad de Medición 
de la Calidad Educativa 2004a y 2006, Cueto y otros 2006, Miranda 2008). 
Mientras, otros estudios utilizan medidas más clásicas para combinar las 
diferentes dimensiones de bienestar dentro del hogar, como recurrir a un 
promedio simple de la normalización o estandarización de los puntajes 
en cada una de las dimensiones consideradas (López 2014; Cueto y otros 
2014). En este sentido, se ha podido apreciar que los estudios analizados 
vienen empleando metodologías adecuadas para resumir las variables que 
reflejan el nivel socioeconómico de las familias, a la vez que reducen posibles 
problemas de estimación al no incluir en un mismo modelo variables que 
pueden estar altamente correlacionadas. 
Finalmente, diferentes estudios incluyen medidas del nivel socioeco-
nómico de la escuela o institución educativa; sin embargo, casi la totalidad 
de estudios que incluyen esta variable en el nivel de la escuela lo hacen pro-
mediando el índice del nivel individual. Esto determina que se pueda estar 
sub- o sobreestimando el efecto del nivel socioeconómico o de la composición 
socioeconómica del alumnado en la escuela, dado que se estima el efecto de 
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la escuela en función de un solo grado o sección. Uno de los pocos estudios 
revisados que desarrolla una medida en el ámbito de la escuela y que busca 
expresar el nivel socioeconómico de esta es Guadalupe y otros (2013). En 
dicho estudio, los autores utilizan información administrativa para construir 
un índice que refleja el acceso a servicios básicos, la adecuada infraestructura 
escolar y contar con diferentes instalaciones escolares, y encuentran que existe 
una relación positiva y significativa con el rendimiento de los estudiantes 
de segundo grado, tanto en matemática como en comprensión de lectura. 
El efecto promedio del nivel socioeconómico en el rendimiento
El segundo aspecto que se analizó es el efecto promedio del nivel 
socioeconómico de los estudiantes en el rendimiento. Así, mediante la 
revisión sistemática se pudo identificar 28 estudios que cumplían con los 
requisitos de información necesaria para poder ser transformados en una 
métrica común. Como se mencionó, al interior de cada estudio se pudo 
identificar más de un tamaño de efecto, lo que genera que el número total 
de efectos identificados sea 132.20
El cuadro 3 presenta los resultados de combinar los diferentes efectos, 
ya sea en forma global como de acuerdo con distintas características 
codificadas de los estudios debido a su heterogeneidad. Se aprecia que todas 
las correlaciones son positivas y significativas, con excepción de la relación 
cuando se usan habilidades cognitivas como dependiente. Por otro lado, se 
observa que no hay mayores diferencias en el efecto promedio si se usa un 
modelo de efectos fijos o aleatorios. Por último, se ve que el efecto del nivel 
socioeconómico de los estudiantes es menor que el efecto de la composición 
socioeconómica de la escuela, puesto que este último es siete veces el efecto 
del primero. 
20 En el anexo 2 se brindan detalles de los efectos identificados en cada estudio, a la vez que los pesos usados 
para el cálculo del efecto promedio tanto para el modelo de efectos fijos como aleatorios.
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En cuanto al efecto promedio del nivel socioeconómico en el nivel 
individual, se aprecia que es de 0,03 desviaciones estándar y que no existen 
mayores diferencias en los efectos promedio por tipo de variable dependiente, 
índice usado para medir el nivel socioeconómico o metodología empleada para 
estimar los efectos en cada estudio. Sin embargo, sí se apreciaron diferencias 
por niveles educativos, siendo mayor el efecto de las familias en el rendimiento 
en inicial (0,09 D. E.), a diferencia de primaria (0,03 D. E.) o secundaria 
(0,02 D. E.), donde los efectos son casi similares. El tipo de muestra influye 
en la magnitud del efecto; se aprecia que estudios con muestras representativas 
tienen un menor efecto (0,03 D. E.) que los estudios de caso (0,06 D. E.). 
Finalmente, se aprecia que existen diferencias según el periodo en el que se 
realizó el estudio: los que se llevaron a cabo durante los últimos 10 años son 
los que mayor efecto presentan. 
En cuanto al efecto promedio de la composición socioeconómica de la 
escuela en el rendimiento, se observa que el efecto promedio es de 0,21 D. 
E., no apreciándose mayores diferencias en el efecto promedio por niveles 
educativos. Sin embargo, se registran diferencias por área del currículo 
evaluada, siendo mayor este cuando la variable dependiente es comunicación 
o comprensión de lectura (0,24 D. E.) que matemática (0,18 D. E.) o ciencias 
(0,16 D. E.). El tipo de metodología influye en el tamaño del efecto, pues 
este es menor cuando se emplean los modelos jerárquicos multinivel (0,18 
D. E.) que cuando se usan modelos de regresión lineal multivariada con o 
sin ajuste por clúster o modelos de efectos aleatorios (0,37 D. E.). En cuanto 
al tipo de muestra, al igual que a nivel individual, se observa que los efectos 
son menores en muestras representativas (0,20 D. E.) que en estudios de 
caso (0,33 D. E.). Finalmente, al ver los efectos promedio por periodos, se 
constata que el efecto promedio de la composición socioeconómica de la 
escuela se incrementa con el transcurso del tiempo: a inicios de la década 
del 2000 era de 0,13 D. E., mientras que a inicios de la década del 2010 
pasó a ser de 0,28 D. E.
Finalmente, se revisaron posibles sesgos de publicación en el efecto 
promedio del nivel socioeconómico, tanto en el ámbito individual como en 
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el de la escuela, para lo cual se usó el test de Egger (1997). Los resultados 
de este test indican que para el efecto en el ámbito individual existe cierto 
de sesgo de publicación (t = 4,99, p = 0,0), mientras que en el ámbito de la 
escuela no se observa presencia de sesgo de publicación (t = 0,58, p = 0,57). 
Esta presencia de sesgo de publicación en el nivel individual se puede deber 
a la propia heterogeneidad de los estudios analizados, motivo por el cual 
se corre una metarregresión21 en la que se estima el efecto promedio en el 
ámbito individual condicionado a diferentes características de los estudios 
analizados. Los resultados muestran que sí existen diferencias de acuerdo 
con el nivel educativo y en el periodo en el que se analizan los efectos, y al 
final el tamaño del efecto promedio del nivel socioeconómico en el ámbito 
individual es de 0,04 D. E. 
8. Conclusiones
La finalidad de este trabajo es dar un alcance sobre los indicadores de nivel 
socioeconómico que se vienen usando en los estudios de investigación 
educativa en nuestro país, a la vez que estimar un efecto global del nivel 
socioeconómico en el rendimiento de los estudiantes, tanto en el ámbito 
individual como en el escolar. Los resultados muestran que, durante los 
últimos 10 años, los estudios han utilizado cada vez más índices compuestos 
que miden diferentes dimensiones del bienestar al interior del hogar. Este 
aspecto es positivo, dado que medidas compuestas y que reflejan diferentes 
dimensiones del bienestar dentro del hogar permiten contar con una medida 
más confiable del constructo que se quiere calcular, a diferencia de usar solo 
un indicador como es la educación de la madre o su estatus ocupacional. 
Asimismo, permite reducir los problemas de colinealidad (Dascalu y Cozma 
2000), dado que no se utilizan variables altamente correlacionadas, como 
sería el caso de poner en un mismo modelo el nivel educativo y el estatus 
21 Para los resultados, véase el anexo 4.
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ocupacional de los padres, lo que originaría problemas con la estimación de 
los errores estándar debido a la alta correlación entre las variables. 
En cuanto a las variables que componen cada una de las dimensiones del 
nivel socioeconómico, en la dimensión económica se ha podido observar que 
casi la totalidad de estudios usan variables que reflejan el acceso a servicios 
básicos en la vivienda —electricidad, agua y desagüe—, la tenencia de 
activos durables y la calidad de la vivienda. Sin embargo, dado el desarrollo 
económico en nuestro país, el acceso a servicios básicos como la electricidad, 
el agua y el desagüe no son necesariamente variables que permitan discriminar 
de manera adecuada el nivel de bienestar de las familias, puesto que solo 
podrían estar reflejando diferencias entre las áreas urbanas y rurales. Por 
este motivo, es necesario comenzar a incorporar indicadores que expresen 
la calidad del acceso a estos servicios, de forma que se pueda discriminar 
mejor el nivel de bienestar de las familias incluso al interior de zonas urbanas. 
En cuanto a la dimensión cultural, se aprecia que se usan variables 
relacionadas con la tenencia de libros o materiales educativos en la vivienda, 
o la cantidad de estos; y, en algunos casos, si el estudiante cuenta con un 
espacio para estudiar. Así, se aprecia que los estudios que incluyen esta 
dimensión usan variables que reflejan un solo aspecto del capital cultural 
de las familias, como es la conexión con bienes educativos, mientras dejan 
de lado las mediciones sobre aspectos como las actitudes de los padres hacia 
la educación, o la conexión que tienen con la escuela u otras instituciones 
educativas, que contribuirían a evidenciar con mayor precisión el capital 
cultural de las familias (Grenfell y James 1998). 
Un aspecto que resulta interesante es el tamaño del efecto del nivel 
socioeconómico de la escuela en el rendimiento de los estudiantes. Se puede 
apreciar que la composición social del alumnado tiene un efecto significativo 
en el rendimiento e incluso es mayor que en el nivel individual —casi siete 
veces más en promedio—. Este dato puede estar reflejando que las escuelas 
son espacios de segregación socioeconómica (Benavides y otros 2014, Cueto 
y otros 2016). Sin embargo, esta medida puede estar siendo subestimada, 
dado que se mide en función de un solo grado o aula dentro de cada 
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institución educativa. Así, es necesario desarrollar indicadores para medir el 
nivel socioeconómico en el ámbito de la escuela o institución educativa, de 
forma tal que se pueda contar con medidas precisas acerca de los niveles de 
segregación económica en nuestro sistema educativo, dato importante por 
las consecuencias negativas que tiene en los aprendizajes de los estudiantes. 
En cuanto al tamaño del efecto, se puede apreciar que este es pequeño, 
a diferencia de los estudios desarrollados por White (1982) y Sirin (2005) 
en Estados Unidos. Sin embargo, los efectos estimados en este estudio, a 
diferencia de estudios previos, toman en consideración el efecto de otras 
variables asociadas con el rendimiento de los estudiantes. Por otro lado, se 
puede apreciar que el efecto del nivel socioeconómico es consistente en casi 
todos los cortes utilizados, puesto que se mantiene positiva y estadísticamente 
significativo. Asimismo, se observa que existen diferencias marcadas en el 
tamaño del efecto, tanto en el nivel individual como en el escolar. 
-  En el nivel individual, se pudo apreciar que en inicial se presenta el mayor 
tamaño del efecto del nivel socioeconómico de las familias (0,09 D. E.), a 
diferencia de primaria (0,03 D. E.) y secundaria (0,02 D. E.). Este dato 
podría estar mostrando que conforme el estudiante progresa en el sistema 
educativo, el peso de las familias en explicar la variabilidad del rendimiento 
se reduce, y es la escuela la que juega un rol más importante. Asimismo, 
en el nivel individual, se observó que el tipo de muestra usada influye en 
el tamaño del efecto; los estudios que usan muestras representativas o con 
inferencia, ya sea nacional o regional, son los que presentan un menor 
tamaño del efecto (0,03 D. E.), a diferencia de los estudios de caso (0,06 
D. E.). Este aspecto se debe tomar en consideración al momento de 
interpretar los efectos encontrados tanto en el nivel individual como 
en el escolar, dado que se puede estar sobredimensionando el efecto de 
diferentes variables. 
-  En el nivel de la escuela, se pudo apreciar que la composición 
socioeconómica de los estudiantes tiene un peso fuerte para explicar las 
diferencias en el rendimiento de los estudiantes. La estimación de los 
efectos promedio de la composición socioeconómica de los estudiantes 
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en el rendimiento muestra dos aspectos importantes. Primero, que se 
deben usar los métodos adecuados para estimar estos efectos; si no se 
usan metodologías como los modelos jerárquicos multinivel, se corre el 
riesgo de sobredimensionar el efecto. Segundo, durante los últimos años, 
el efecto promedio de la composición socioeconómica de los estudiantes 
se ha incrementado; de acuerdo con las estimaciones realizadas, pasó de 
ser 0,13 D. E. en promedio a inicios de la década del 2000 a 0,28 D. E. 
en promedio a inicios de la década del 2010. Puede ser que este aspecto 
guarde relación con los hallazgos que vienen realizando los estudios 
de segregación escolar para el caso peruano (Benavides y otros 2014, 
Cueto y otros 2016), en los que se plantea que el sistema educativo se 
está convirtiendo en un sistema segregado, en el cual los niños de un 
mismo origen social comparten la misma escuela. 
De esta manera, se puede apreciar que el nivel socioeconómico —tanto 
en el ámbito individual como en el de la escuela— es una variable clave 
para explicar el rendimiento de los estudiantes peruanos. Por este motivo, 
toda investigación que analice los resultados académicos de los estudiantes 
debe considerar esta variable como un control para evitar cualquier efecto 
espurio en las relaciones que está explorando. 
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Anexo 2. Tamaño de los efectos por estudio asumiendo efectos fijos
Cuadro A-2
Tamaño de los efectos para cada estudio incluido en los análisis
                                                 Efectos fijos                                 Efectos aleatorios
 ES           Intervalo de  % peso  ES         Intervalo de % peso
                confianza                 confianza
  Inf. Sup.     Inf. Sup. 
Caro y otros 2004 0,010 -0,019 0,040 1,160   0,010 -0,019 0,040 1,330
Caro y otros 2004 0,029 0,000 0,059 1,160   0,029 0,000 0,059 1,330
Caro y otros 2004 0,029 0,000 0,059 1,160   0,029 0,000 0,059 1,330
UMC 2006 0,051 0,033 0,070 2,920   0,051 0,033 0,070 1,610
UMC 2006 0,059 0,040 0,077 2,920   0,059 0,040 0,077 1,610
Agüero y otros 2004 0,016 -0,003 0,035 2,780   0,016 -0,003 0,035 1,590
Agüero y otros 2004 0,014 -0,005 0,033 2,780   0,014 -0,005 0,033 1,590
Agüero y otros 2004 0,034 0,015 0,053 2,780   0,034 0,015 0,053 1,590
Agüero y otros 2004 0,036 0,017 0,055 2,780   0,036 0,017 0,055 1,590
Agüero y otros 2004 0,012 -0,007 0,031 2,780   0,012 -0,007 0,031 1,590
Agüero y otros 2004 0,008 -0,011 0,027 2,780   0,008 -0,011 0,027 1,590
Agüero y otros 2004 0,032 0,013 0,051 2,780   0,032 0,013 0,051 1,590
Agüero y otros 2004 0,028 0,009 0,047 2,780   0,028 0,009 0,047 1,590
Agüero y otros 2004 0,015 -0,014 0,044 1,200   0,015 -0,014 0,044 1,340
Agüero y otros 2004 0,006 -0,023 0,035 1,200   0,006 -0,023 0,035 1,340
Agüero y otros 2004 0,014 -0,015 0,043 1,200   0,014 -0,015 0,043 1,340
Agüero y otros 2004 0,035 0,006 0,064 1,200   0,035 0,006 0,064 1,340
Agüero y otros 2004 0,035 0,006 0,064 1,200   0,035 0,006 0,064 1,340
Agüero y otros 2004 0,017 -0,012 0,046 1,200   0,017 -0,012 0,046 1,340
Agüero y otros 2004 0,021 -0,008 0,050 1,200   0,021 -0,008 0,050 1,340
Agüero y otros 2004 0,007 -0,022 0,036 1,200   0,007 -0,022 0,036 1,340
UMC 2004b 0,010 -0,019 0,040 1,160   0,010 -0,019 0,040 1,330
UMC 2004b 0,010 -0,019 0,040 1,160   0,010 -0,019 0,040 1,330
Beltrán y otros 2011 0,031 0,007 0,054 1,850   0,031 0,007 0,054 1,490
Beltrán y otros 2011 0,031 0,007 0,054 1,850   0,031 0,007 0,054 1,490
Cueto y otros 2010 0,121 -0,005 0,247 0,060   0,121 -0,005 0,247 0,220
Cueto y otros 2010 0,052 -0,074 0,178 0,060   0,052 -0,074 0,178 0,220
Miranda 2008 0,059 0,040 0,077 2,920   0,059 0,040 0,077 1,610
Sánchez 2009 0,053 0,007 0,098 0,490   0,053 0,007 0,098 0,950
Sánchez 2009 0,123 0,078 0,168 0,490   0,123 0,078 0,168 0,950
Sánchez 2009 0,107 0,061 0,152 0,490   0,107 0,061 0,152 0,950
Sánchez 2009 0,058 0,009 0,107 0,420   0,058 0,009 0,107 0,880
Sánchez 2009 0,121 0,072 0,170 0,420   0,121 0,072 0,170 0,880
Sánchez 2009 0,094 0,045 0,143 0,420   0,094 0,045 0,143 0,880
UMC 2013 0,128 0,092 0,163 0,790   0,128 0,092 0,163 1,160
UMC 2013 0,043 0,007 0,078 0,790   0,043 0,007 0,078 1,160
UMC 2004a 0,026 0,000 0,052 1,500   0,026 0,000 0,052 1,420
UMC 2004a 0,026 0,000 0,052 1,500   0,026 0,000 0,052 1,420
UMC 2004a 0,006 -0,011 0,023 3,520   0,006 -0,011 0,023 1,640
UMC 2004a 0,006 -0,011 0,023 3,520   0,006 -0,011 0,023 1,640
Cueto y otros 2000 0,008 -0,073 0,089 0,150   0,008 -0,073 0,089 0,460 
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                                                 Efectos fijos                                 Efectos aleatorios
 ES           Intervalo de  % peso  ES         Intervalo de % peso
                confianza                 confianza
  Inf. Sup.     Inf. Sup. 
Cueto y otros 2000 0,017 -0,064 0,098 0,150   0,017 -0,064 0,098 0,460
Cueto y otros 2000 0,010 -0,071 0,091 0,150   0,010 -0,071 0,091 0,460
Cueto y otros 2000 0,062 -0,019 0,143 0,150   0,062 -0,019 0,143 0,460
Cueto y otros 2000 0,035 -0,046 0,116 0,150   0,035 -0,046 0,116 0,460
Cueto y otros 2000 0,028 -0,052 0,109 0,150   0,028 -0,052 0,109 0,460
Cueto y otros 2000 0,008 -0,073 0,089 0,150   0,008 -0,073 0,089 0,460
Cueto y otros 2000 0,017 -0,064 0,097 0,150   0,017 -0,064 0,097 0,460
Cueto 2000 0,011 -0,088 0,109 0,100   0,011 -0,088 0,109 0,330
Cueto 2000 0,068 -0,031 0,166 0,100   0,068 -0,031 0,166 0,330
Cueto 2000 0,073 -0,022 0,168 0,110   0,073 -0,022 0,168 0,360
Cueto 2000 0,013 -0,082 0,109 0,110   0,013 -0,082 0,109 0,360
Benavides 2002 0,017 0,000 0,035 3,370   0,017 0,000 0,035 1,640
Cueto y otros 2003 0,089 -0,029 0,208 0,070   0,089 -0,029 0,208 0,250
Cueto y otros 2003 0,099 -0,019 0,218 0,070   0,099 -0,019 0,218 0,250
UMC 2004c 0,016 -0,001 0,034 3,280   0,016 -0,001 0,034 1,630
Cueto y otros 2004 0,057 -0,014 0,127 0,200   0,057 -0,014 0,127 0,560
Cueto y otros 2004 0,040 -0,031 0,110 0,200   0,040 -0,031 0,110 0,560
Valdivia 2003 0,111 0,056 0,165 0,340   0,111 0,056 0,165 0,780
Valdivia 2003 0,128 0,076 0,180 0,380   0,128 0,076 0,180 0,830
Valdivia 2003 0,111 0,037 0,184 0,190   0,111 0,037 0,184 0,530
Valdivia 2003 0,081 0,029 0,133 0,370   0,081 0,029 0,133 0,820
Valdivia 2003 0,039 -0,037 0,115 0,170   0,039 -0,037 0,115 0,500
Valdivia 2003 0,037 -0,038 0,112 0,180   0,037 -0,038 0,112 0,520
Valdivia 2003 0,068 -0,005 0,141 0,190   0,068 -0,005 0,141 0,530
Valdivia 2003 0,079 0,028 0,131 0,380   0,079 0,028 0,131 0,830
Cueto y otros 2006 0,012 -0,040 0,064 0,370   0,012 -0,040 0,064 0,820
Cueto y otros 2006 0,012 -0,040 0,064 0,370   0,012 -0,040 0,064 0,820
Cueto y otros 2006 0,082 0,030 0,134 0,370   0,082 0,030 0,134 0,820
Cueto y otros 2006 0,082 0,030 0,134 0,370   0,082 0,030 0,134 0,820
Basurto y otros 2011 0,032 -0,004 0,067 0,790   0,032 -0,004 0,067 1,170
Basurto y otros 2011 0,040 0,004 0,076 0,790   0,040 0,004 0,076 1,170
Basurto y otros 2011 0,060 0,007 0,112 0,370   0,060 0,007 0,112 0,810
Basurto y otros 2011 0,051 -0,001 0,104 0,370   0,051 -0,001 0,104 0,810
Freire y otros 2014 0,057 -0,033 0,148 0,120   0,057 -0,033 0,148 0,380
Freire y otros 2014 0,096 0,007 0,184 0,130   0,096 0,007 0,184 0,400
López 2014 0,168 0,121 0,215 0,460   0,168 0,121 0,215 0,920
López 2014 0,130 0,083 0,177 0,460   0,130 0,083 0,177 0,920
López 2014 0,147 0,097 0,196 0,410   0,147 0,097 0,196 0,870
López 2014 0,120 0,070 0,169 0,410   0,120 0,070 0,169 0,870
Arteaga y otros 2014 0,028 -0,066 0,122 0,110   0,028 -0,066 0,122 0,360
Arteaga y otros 2014 0,024 -0,032 0,081 0,320   0,024 -0,032 0,081 0,750
Arteaga y otros 2014 0,072 -0,022 0,166 0,110   0,072 -0,022 0,166 0,360
Arteaga y otros 2014 0,087 0,031 0,144 0,320   0,087 0,031 0,144 0,750
Arteaga y otros 2014 0,026 -0,068 0,121 0,110   0,026 -0,068 0,121 0,360
Arteaga y otros 2014 0,024 -0,033 0,081 0,310   0,024 -0,033 0,081 0,740
Arteaga y otros 2014 0,066 -0,028 0,161 0,110   0,066 -0,028 0,161 0,360
Arteaga y otros 2014 0,056 0,000 0,113 0,310   0,056 0,000 0,113 0,740
LLECE 2010 0,029 0,000 0,058 1,220   0,029 0,000 0,058 1,340
LLECE 2010 0,029 0,000 0,058 1,180   0,029 0,000 0,058 1,330


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                                                 Efectos fijos                                 Efectos aleatorios
 ES           Intervalo de  % peso  ES         Intervalo de % peso
                confianza                 confianza
  Inf. Sup.     Inf. Sup. 
LLECE 2010 0,028 0,000 0,057 1,250   0,028 0,000 0,057 1,350
LLECE 2010 0,029 0,000 0,058 1,210   0,029 0,000 0,058 1,340
LLECE 2010 0,029 0,000 0,058 1,200   0,029 0,000 0,058 1,340
Caro 2003 0,031 -0,006 0,069 0,730   0,031 -0,006 0,069 1,130
Caro 2003 0,028 0,000 0,056 1,280   0,028 0,000 0,056 1,360
Guadalupe y otros 2013 0,022 0,002 0,041 2,630   0,022 0,002 0,041 1,580
Guadalupe y otros 2013 0,003 -0,017 0,023 2,510   0,003 -0,017 0,023 1,570
Cueto y otros 2014 0,155 -0,046 0,356 0,020   0,155 -0,046 0,356 0,090
Duarte y otros 2010 0,037 0,009 0,066 1,250   0,037 0,009 0,066 1,350
Duarte y otros 2010 0,049 0,020 0,078 1,200   0,049 0,020 0,078 1,340
Duarte y otros 2010 0,049 0,020 0,078 1,180   0,049 0,020 0,078 1,330
I-V pooled ES 0,033 0,029 0,036 100,000   0,042 0,035 0,048 100,000
 
Anexo 3. Los modelos de efectos fijos y aleatorios para estimar el
tamaño del efecto promedio entre estudios
Modelo de efectos fijos
En el modelo de efectos fijos, las diferencias entre los tamaños del efecto de 
los diferentes estudios se deben a la varianza intraestudio V(Ti), siendo Ti 
el i-ésimo (i = 1, …, k) tamaño del efecto23 de un conjunto de k tamaños 
de efectos independientes. Para el caso de modelos de efectos fijos, se asume 
un efecto poblacional o global fijo, θ, y un término de error aleatorio, εi.
Ti = θ + εi
Este efecto poblacional se estima como un promedio ponderado de los 
efectos individuales de cada estudio:

23 Ti se entiende como el tamaño de efecto en cualquiera de sus formas (diferencia promedio estandarizada, 
odds ratio, coeficiente de regresión, etcétera).
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Donde wi son obtenidos del inverso de la varianza de la estimación Ti:
Asimismo, la varianza del tamaño del efecto medio está dada de la 
siguiente manera:
Si asumimos que Tˆ        sigue una distribución normal, entonces podemos 
calcular el intervalo de confianza:
Modelo de efectos aleatorios
En el modelo de efectos aleatorios, el efecto T*i está compuesto por tres 
términos:
T*i = μ + εi + ζi
Donde μ es el efecto real promedio, εi es la variación intraestudios y ζi 
es la variación interestudios que sigue una distribución normal (N (0, τ²)). 
Al igual que en el caso de efectos fijos, el efecto global se estima como 
un promedio ponderado de los estimadores de cada estudio:
Pero la ponderación wi*, para este tipo de modelo, se calcula como el 
inverso de la suma de la varianza de intraestudio y la varianza interestudio:
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Y la varianza del tamaño del efecto medio es la siguiente:
Del mismo modo que en el modelo de efectos fijos, si asumimos que 
Tˆ     * sigue una distribución normal, entonces podemos calcular el intervalo 
de confianza:
 Anexo 4. Análisis de regresión
Coeficientes estimados de la metarregresión para el efecto del nivel 
socioeconómico sobre el rendimiento por nivel de análisis.
                        Nivel individual
  z se (z)  
Efecto promedio 0,04 (0,02) *
Área evaluada (ref. comunicación)      
  Matemática 0,00 (0,00)  
Nivel educativo (ref. secundaria)      
  Inicial 0,05 (0,02) **
  Primaria 0,01 (0,01) +
Tipo de muestra (ref. estudio de caso)      
  Representativa -0,01 (0,01)  
Metodología (ref. HLM)      
  Otra 0,00 (0,01)  
Quinquenio (ref. 2010-2014)      
  2000-2004 -0,01 (0,01)  




***p < 0,001, **p < 0,01, *p < 0,05, + p <0,10
Nota: Se corrigieron los errores estándar tomando en cuenta la agrupación de los efectos estimados por 
estudio. Asimismo, se usó como peso para todas las observaciones la inversa del error estándar (se) de 
cada efecto estimado al cuadrado.
Capítulo 4
Atención y educación de la primera infancia 
en el Perú: avances y retos pendientes 
Gabriela Guerrero y Flavia Demarini1
Resumen
Los primeros años de vida son fundamentales. Sin embargo, no todos los 
niños están expuestos a experiencias tempranas que les permitan alcanzar su 
máximo potencial de desarrollo. Cuando ingresan a la educación primaria, 
ya son evidentes las brechas en cuanto al nivel de desarrollo entre niños de 
diferente nivel socioeconómico. Los programas de atención y educación de la 
primera infancia (AEPI) tienen por objetivo promover el desarrollo óptimo 
de los niños, brindándoles una atención integral que abarca nutrición, higiene 
y promoción del desarrollo cognitivo y socioafectivo; estos programas suelen 
tener un efecto preventivo y compensador de las desigualdades educativas 
y sociales. 
Este texto revisa los principales modelos de AEPI a la luz de la evidencia 
internacional y nacional disponible acerca de su efectividad. Durante las 
últimas décadas, la AEPI ha progresado mucho en el país. Destacan, como 
aspectos positivos, el reconocimiento de la primera infancia como una 
prioridad del Estado en varios documentos de política vigentes, así como el 
incremento en las tasas de cobertura en educación inicial, sobre todo en el 
caso de niños de 4 y 5 años, y el hecho de que esto se haya logrado sin que 
actualmente se observen brechas de género. 
1 Agradecemos el valioso apoyo de Miguel Figallo en el procesamiento de los datos del Censo Escolar y la 
Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) presentados en este capítulo. También agradecemos a Maribel 
Cormack y César Vigo, con quienes tuvimos interesantes conversaciones sobre la historia de la educación 
inicial en el país mientras escribíamos este texto. Nuestro agradecimiento, asimismo, a los especialistas de la 
Unidad de Planeamiento y Presupuesto (UPP) del Ministerio de Educación (Minedu) que compartieron 
con nosotras información actual sobre el proceso de reconversión de programas no escolarizados de 
educación inicial (Pronoei) a instituciones educativas de inicial (IEI) descrito al final de este capítulo.
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Para seguir mejorando, se propone la necesidad de hacer frente a tres 
retos: la ampliación del acceso a programas AEPI de calidad para niños de 
0 a 2 años, la mejora de la calidad de la oferta de educación inicial para 
niños de 3 a 5 años, y la implementación de un sistema de evaluación del 
desarrollo infantil a nivel nacional.
Introducción 
Los primeros años de vida son fundamentales. Durante ese periodo, el 
cerebro se desarrolla más rápido que nunca y se estima que cada segundo se 
forman 700 nuevas conexiones neuronales (Shonkoff y otros 2009). A los 
3 años de edad, el cerebro de un niño es dos veces más activo que el de un 
adulto (Brotherson 2009). Los dos factores críticos para el desarrollo del 
cerebro de un niño son las experiencias tempranas, y la interacción con el 
ambiente físico y social que lo rodea. 
Sin embargo, no todos los niños2 están expuestos a experiencias 
tempranas que les permitan alcanzar su máximo potencial de desarrollo 
durante esta etapa de su vida. Cuando ingresan a la educación primaria, a los 
6 años, ya son evidentes las brechas en cuanto al nivel de desarrollo entre niños 
de bajo nivel socioeconómico y sus pares de mejor nivel socioeconómico. La 
evaluación realizada por el Proyecto Regional de Indicadores de Desarrollo 
Infantil (PRIDI)3 identifica que cuando un niño ubicado en el quintil más 
bajo del índice de riqueza cumple 5 años, su desarrollo está detrás del de sus 
pares ubicados en el quintil más alto por 2 meses en la dimensión cognitiva, 
9 meses en la motricidad, y 16 meses en lenguaje y comunicación (Verdisco 
y otros 2015). 
Estas diferencias tempranas, relacionadas con el nivel socioeconómico y 
la estimulación brindada por los padres en el hogar, se vuelven más marcadas 
2 Para facilitar la lectura del capítulo, se usan las palabras niño o niños para referirse a niñas y niños, sin que 
esto constituya una omisión o discriminación de género.
3 Proyecto financiado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en cuatro países de la región: Costa 
Rica, Nicaragua, Paraguay y Perú. 
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cuando los niños tienen experiencias tempranas de escolaridad (antes de la 
primaria). La acumulación de estas diferencias iniciales conduce a que los 
niños tengan diversos niveles de preparación para afrontar las demandas 
escolares. Desde edades tempranas, se produce una brecha que empieza a 
generar diferencias en el desarrollo ulterior de los niños (Myers 1992, Paris 
y otros 2006). 
Dado que los primeros años de vida de los niños marcan su futuro, es 
importante invertir en ellos para lograr un desarrollo integral. Los programas 
o servicios orientados a promover el desarrollo infantil temprano ofrecen un 
abanico amplio de formas de apoyo a los niños y sus familias en diferentes 
áreas: salud y nutrición —por ejemplo, servicios de vacunación, promoción 
de la lactancia materna, suplementación nutricional, entre otros—, 
protección social —por ejemplo, programas de registro de nacimiento o 
programas orientados a reducir el abuso infantil y la negligencia—, bienestar 
—por ejemplo, programas de transferencias condicionadas—, y aprendizaje 
temprano y educación —por ejemplo, programas de crianza o programas 
de educación inicial— (Britto, Yoshikawa y Boller 2011). 
Este capítulo está enfocado en los programas educativos orientados a la 
primera infancia. Tal como señala la Unesco, el aprendizaje comienza desde 
el nacimiento, y el componente educativo durante la primera infancia es 
fundamental, dado su efecto preventivo y compensador de las dificultades de 
aprendizaje y desarrollo, así como de las desigualdades educativas y sociales 
(Unesco 2010: 27). 
El objetivo de este capítulo es brindar un panorama de la AEPI en el 
Perú, a partir de la revisión de los principales programas dirigidos a niños 
menores de 6 años. El capítulo incluye una revisión de los principales 
modelos de AEPI a la luz de la evidencia internacional y nacional disponible 
acerca de su efectividad. Aunque la primera infancia involucra la etapa del 
desarrollo que va desde el momento de la gestación hasta la culminación de 
la educación inicial —agrupa a niños entre 0 y 6 años de edad—, el principal 
foco de atención de los programas de AEPI ha estado puesto en los años 
inmediatamente anteriores al ingreso a la educación primaria —3 a 5 años 
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de edad—. Sin embargo, los programas para la infancia más temprana —0 
a 2 años de edad— son igualmente cruciales. Este capítulo se enfoca en 
ambos grupos de edad. 
El texto está organizado en cuatro secciones, además de la introducción. 
En la primera se revisan los principales modelos de atención educativa a 
la primera infancia y la evidencia internacional acerca de ellos. La segunda 
presenta los principales programas educativos orientados a niños menores 
de 6 años en el país y en la tercera se revisa la evidencia disponible acerca de 
su efectividad. Finalmente, la sección 4 ofrece las conclusiones del capítulo, 
así como recomendaciones de política orientadas a mejorar la educación de 
la primera infancia en el país.
1.  Modelos de AEPI4
Los programas de AEPI promueven el desarrollo óptimo de los niños. Para 
lograr dicho fin, los atienden de manera integral, preocupándose por su 
nutrición, higiene, desarrollo cognitivo, social y afectivo desde que nacen 
hasta que ingresan a la escuela (Unesco 2006). Los programas de AEPI 
se destinan a dos grupos de edad: los dirigidos a niños menores de 3 años 
y los dirigidos a niños de 3 a 6 años, edad en la que suelen ingresar a la 
educación primaria. 
Los programas dirigidos a niños menores de 3 años pueden clasificarse 
principalmente en dos tipos, según su forma de entrega: a) programas basados 
en centros y b) programas basados en el hogar (Myers 1993, Unesco 2006, 
Engle y otros 2007).5
Los programas basados en centros se caracterizan por trabajar 
directamente con los niños. Aquí se encuentran los centros de cuidado de 
4 Esta sección del capítulo está basada en Guerrero y León (2011).
5 Este acápite está enfocado en presentar los dos principales modelos de atención para programas AEPI: 
basados en centro y basados en el hogar. Cabe reconocer, sin embargo, que existen alternativas adicionales 
de programas orientados a la primera infancia, como por ejemplo programas de educación temprana a 
través de medios indirectos como la radio o la televisión. Su revisión escapa al foco de este capítulo, que 
está centrado en los modelos de atención que han predominado en el país.
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menores, como, por ejemplo, las cunas. Los niños suelen estar organizados 
en grupos según algún criterio —edad, por ejemplo— y, por lo general, son 
atendidos por profesionales de la educación o de la salud. Los programas 
basados en centros pueden ser formales (escolarizados) cuando son atendidos 
por profesionales o no formales (no escolarizados), también llamados 
comunitarios, cuando el cuidado y la atención de los niños está a cargo 
de una persona de la misma comunidad que no cuenta con formación 
profesional —aunque en la mayoría de los casos esta persona es supervisada 
por un profesional—. El trabajo con paraprofesionales o miembros de la 
comunidad es menos costoso y también puede tener resultados positivos 
(Peacock y otros 2013).
En el caso de los programas basados en el hogar, se trabaja directamente 
con los padres buscando mejorar sus prácticas de crianza. Esto se logra 
mediante visitas al hogar y/o sesiones grupales —en algún centro 
comunitario— en las que los padres reciben información teórica y práctica 
que les permita enriquecer sus interacciones con sus hijos, de tal manera 
que puedan brindarles una atención adecuada y mejores oportunidades de 
desarrollo. Es una oportunidad para involucrar a toda la familia, brindar un 
servicio personalizado, permitir al visitante observar el ambiente y, de este 
modo, reconocer las necesidades propias de la familia y crear un vínculo con 
ella (McDonald, Moore y Goldfeld 2012). Algunas visitas pueden incluir 
asesoría en seguridad, provisión de materiales para usar con los niños o el 
modelado de interacciones positivas con el niño por el visitador (Sweet y 
Appelbaum 2004, Boller y otros 2010).
Generalmente, en esta modalidad los programas comienzan en la 
etapa del embarazo y duran hasta que el niño tiene 2 años, pero también se 
pueden prolongar hasta los 5 o 6 años de edad (Kotliarenco y otros 2010). 
La frecuencia de las visitas o reuniones va a depender de las necesidades 
de los niños y las familias, y puede variar entre una vez por semana y una 
vez al mes. Esta modalidad puede ser llevada a cabo por un profesional de 
la salud —tradicionalmente enfermeras—, un profesional de las ciencias 
sociales —como un psicólogo o trabajador social— o una persona de la 
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comunidad —no profesional— capacitada para esa tarea. Este es un tema 
controversial, pues los programas con más efectividad son aquellos atendidos 
por profesionales; sin embargo, los costos de estos trabajadores pueden ser 
muy altos. 
Los programas AEPI dirigidos a niños de 3 a 5 años están basados en 
centros y se distinguen dos modalidades: programas formales o escolarizados 
y programas no formales o no escolarizados. En la modalidad escolarizada
  se ubican los modelos clásicos de atención que pueden funcionar 
en establecimientos específicos para tal fin o en aulas dentro de las 
escuelas de educación básica. Esta modalidad de atención está a cargo 
de docentes y sus actividades se ajustan a un currículo, regulaciones y 
orientaciones de carácter nacional. El tipo de atención que se otorga 
cubre generalmente áreas relacionadas con necesidades básicas, tales 
como alimentación, salud y cuidado físico, junto con las propiamente 
educativas (Unesco 2010: 30). 
Por otro lado, los programas no escolarizados son:
  Aquellos que se desarrollan en ámbitos no escolarizados y tienen una 
mayor flexibilidad en su organización y funcionamiento […]. Estos 
programas suelen ser más variados y no necesariamente se ajustan a 
una pauta curricular general, suelen estar a cargo de promotores o 
voluntarios, agentes comunales, madres y padres, que generalmente 
tienen estudios de primaria o secundaria. Estos agentes educativos 
que son partícipes de la cultura, valores y costumbres del lugar donde 
se desarrolla el programa, pueden brindar una atención y educación 
culturalmente pertinente a los niños y niñas, pero también se encuentran 
situaciones de aculturización en las que se aplican modelos simplistas 
que están lejos de brindar una educación inicial potente y actualizada. 
Estas modalidades no formales se dirigen también de forma especial 
a los grupos en situación de desventaja y de zonas rurales o dispersas 
(Unesco 2010: 30-31). 
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1.1. Evidencia internacional sobre la efectividad de esos modelos 
Durante mucho tiempo, la principal fuente de evidencia acerca de la 
efectividad de intervenciones en la primera infancia fueron estudios 
provenientes de Estados Unidos, realizados con el fin de evaluar, utilizando 
diseños experimentales o cuasi experimentales, programas emblemáticos 
basados en centros, tales como High Scope Perry Preschool, Abecedarian 
Project, Head Start y Early Head Start.
Dichos estudios encontraron efectos positivos de estos programas 
en diversas dimensiones del desarrollo y en los resultados educativos de 
los beneficiarios. La evaluación del programa Early Head Start encontró 
mejoras tanto en el desarrollo cognitivo y de lenguaje de los niños como 
en su desarrollo socioemocional (U. S. Department of Health and Human 
Services 2002), mientras que la evaluación del Abecedarian Project mostró 
resultados positivos en el coeficiente intelectual de los participantes, siendo 
mayor el efecto entre niños que provenían de hogares pobres y con padres 
menos educados (Barnett 1995, Currie 2001). Respecto a la mejora en los 
resultados educativos, la evaluación de Head Start mostró un incremento 
del rendimiento a largo plazo (Barnett 1995, Currie 2001), mientras que la 
evaluación de High Scope Perry Preschool encontró un efecto positivo en la 
tasa de culminación de secundaria (Schweinhart y otros 2005, Schweinhart 
2007). También se encontró una menor propensión a involucrarse en 
conductas delictivas, especialmente en aquellos que participaron en este 
programa durante sus primeros años de vida (Schweinhart y otros 2005, 
Schweinhart 2007).
Respecto a los programas de visitas domiciliarias, uno emblemático es 
el que empezó en Jamaica en 1973 con el objetivo de ayudar a las madres 
a promover el desarrollo de sus hijos. La intervención ha sido evaluada 
rigurosamente y ha tenido varios estudios de seguimiento para observar los 
efectos del programa a largo plazo. La última evaluación, realizada cuando los 
beneficiarios tenían 22 años, encontró que los niños que recibieron las visitas 
mostraron mayor coeficiente intelectual, mejor rendimiento en pruebas de 
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matemática y lectura, niveles más altos de escolaridad, menores niveles de 
depresión, menores niveles de conducta violenta e ingresos mensuales 25% 
más altos (Grantham-Mcgregor y Walker 2015).
Sweet y Appelbaum (2004) realizaron un metaanálisis de 60 programas 
de visitas domiciliarias en Estados Unidos con el propósito de estudiar su 
efectividad, y encontraron que los niños que participaron en estos programas 
mostraron mejor desarrollo cognitivo y socioemocional que sus pares en el 
grupo control. Sin embargo, los resultados acerca de qué características de 
los programas estaban relacionadas con el tamaño del efecto del programa 
no fueron concluyentes. 
En el contexto latinoamericano, existen varias experiencias de programas 
de AEPI. Sin embargo, no todos han sido evaluados usando sólidos diseños de 
investigación que permitan aislar el efecto del programa. Entre las evaluaciones 
rigurosas disponibles, destaca la del programa Hogares Comunitarios de 
Bienestar (HCB) en Colombia, que brindan atención integral —salud, 
nutrición y educación— a niños de 0 a 6 años de edad y sus familias, y están 
a cargo de una madre comunitaria que atiende a los niños en su propio 
hogar. Usando una técnica de emparejamiento, la evaluación encontró efectos 
positivos en el estado nutricional de los niños y en su desarrollo cognitivo. 
También encontró efectos de mediano plazo medidos como ganancias en las 
pruebas estandarizadas en quinto grado de primaria y mejoras significativas 
en el desarrollo psicosocial de los participantes (Bernal y otros 2009).
Engle y otros (2007) realizaron una revisión sistemática de intervenciones 
de calidad en la primera infancia para niños de contextos pobres de países en 
desarrollo, y concluyeron que las intervenciones más efectivas son aquellas 
que se introducen en los primeros años de vida, proveen experiencias directas 
de aprendizaje tanto a los niños como a sus familias, están focalizadas en niños 
más pequeños y de contextos pobres, tienen una duración prolongada, son 
de alta calidad e intensidad —varios días a la semana— y están integradas 
a servicios más amplios de apoyo familiar, salud, nutrición y/o educación. 
Más allá de los resultados de las evaluaciones de estos programas 
emblemáticos, la literatura especializada señala claramente que, en términos 
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de desarrollo cognitivo, los niños que asisten a un centro preescolar obtienen 
mejores resultados que aquellos que permanecen en casa (Meyers y otros 
2003, NICHD 2002, Paris y otros 2006, Loeb y otros 2004). Este efecto 
es particularmente grande para niños provenientes de contextos de riesgo 
que asisten a un centro o preescolar (Meyers y otros 2003). 
Adicionalmente, la educación inicial tiene un beneficio en el 
rendimiento académico. Los niños que han asistido a educación inicial 
muestran un mejor rendimiento durante la primaria (Berlinski, Galiani 
y Gertler 2006, Reveco y Mella 1999), e inclusive en secundaria (Bos, 
Ganimian y Vegas 2014; Carneiro y Heckman 2003). 
Los beneficios de la educación inicial solo son posibles cuando los 
servicios ofrecidos son de calidad (Berlinski y Schady 2015). La calidad 
de un jardín infantil está estrechamente ligada a la calidad de la cuidadora 
que está a cargo de los niños. De acuerdo con Love, Schochet y Meckstroth 
(1996), citados en Berlinski y Schady (2015), en centros de alta calidad, los 
cuidadores estimulan a los niños para que participen activamente en diversas 
tareas, mantienen interacciones frecuentes y positivas con ellos, responden 
con prontitud a las preguntas o demandas de los niños, y los estimulan 
para que hablen de sus experiencias, sentimientos e ideas. Aunque se cuenta 
con buena información acerca de las características clave de los programas 
eficaces, estas no son necesariamente las que se reproducen en los servicios 
públicos, debido principalmente a limitaciones presupuestales. Como lo 
señalan Siraj-Blatchford y Woodhead (2009), los desafíos de la calidad son 
particularmente duros en los contextos carentes de recursos, donde estos 
programas corren el riesgo de ser considerados un lujo inalcanzable, en lugar 
de un servicio básico esencial.
2.  La AEPI en el Perú
Esta sección presenta un panorama general de la educación de la primera 
infancia en el país, repasando brevemente su historia y describiendo los 
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principales programas (modelos de atención) dirigidos a este grupo de edad, 
así como la evolución en su cobertura. 
2.1. Breve historia de la educación de la primera infancia en el Perú
Los orígenes de la atención a niños menores de 6 años en el Perú se remontan 
a 1896, cuando Juana Alarco de Dammert, mediante la Fundación de la 
Sociedad Auxiliadora de la Infancia, crea la cuna maternal de la referida 
sociedad —dirigida a familias de escasos recursos— y, posteriormente, en 
1902, funda la primera cuna infantil privada Los Naranjos, para atender a 
los hijos de las madres obreras en los Barrios Altos. Ese mismo año, Elvira 
García y García crea el primer kindergarten privado.6 
En 1930, la educación inicial fue reconocida oficialmente por el Estado 
peruano, cuando el entonces presidente Augusto B. Leguía crea, mediante 
resolución suprema, el primer jardín de la infancia estatal para niños menores 
de 5 años (R. S. 589-1930), y al año siguiente, en 1931, Victoria y Emilia 
Barcia Boniffatti fundan el primer jardín de la infancia en el Parque de la 
Reserva en Lima, en donde se atendía a niños de 4 y 5 años.7
La experiencia de Cáritas en zonas rurales de Puno a fines de la década 
de 1960 fue también un hito importante en la historia de la atención a 
menores de 6 años en el país, pues se crean los wawa wasis/wawa utas 
—‘casa de niños’ en quechua y aimara, respectivamente—. Se trataba de un 
programa que ofrecía una atención integral a los niños, al brindarles cuidados 
alimentarios y de salud, actividades recreativas y actividades formativas. El 
programa funcionaba con apoyo de la comunidad y era implementado por 
un promotor con la supervisión de un docente coordinador (Cáritas 2005).
Recién en 1972, la educación inicial es reconocida en el Perú como un 
nivel educativo. La Ley General de Educación 19326 crea oficialmente el 
nivel de inicial para atender a los niños desde el nacimiento hasta los 5 años. 
6 http://inversionenlainfancia.net/blog/entrada/noticia/164/0.
7 http://blog.derrama.org.pe/25-de-mayo-dia-de-la-educacion-inicial-en-el-peru/.
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Uno de los aspectos más importantes de esta ley es reconocer la importancia 
de atender de manera integral al niño desde el nacimiento, contando con la 
participación de la familia en el proceso de desarrollo. Asimismo, se señala 
que la acción comunitaria es necesaria para desarrollar las potencialidades 
del niño. Aunque se crea el nivel inicial, este no recibe carácter obligatorio, 
sino que se establece que el acceso a educación inicial es libre y se realiza 
mediante los centros de educación inicial como cunas y jardines de niños, 
programas no escolarizados dirigidos a niños que no son atendidos en 
los centros de educación inicial y, finalmente, mediante los programas de 
educación familiar para los padres y miembros de la comunidad (Ministerio 
de Educación del Perú 2003).
En 1973 se inicia el proceso de institucionalización del programa 
Wawa Wasis/Wawa Utas de Cáritas, que es adoptado por el Ministerio de 
Educación del Perú (Minedu), a fin de expandir la cobertura de educación 
inicial especialmente en zonas rurales. Este es el origen de los programas 
no escolarizados ofrecidos por el Ministerio. En un primer momento, se 
conoció a esta experiencia como Proyecto Experimental de Educación Inicial 
No Escolarizada (Propedeine) y posteriormente este modelo de servicio se 
convirtió en lo que hasta hoy conocemos como Programa No Escolarizado 
de Educación Inicial (Pronoei) (Cáritas 2005).
En 1977 la Dirección de Educación Inicial del Minedu es elevada a la 
categoría de Dirección General, situación que le permite manejar un mayor 
presupuesto para la expansión de cobertura. Entre finales de la década de 
1970 y la de 1980, el Minedu, con apoyo de la cooperación internacional, 
desarrolla un conjunto de programas no escolarizados para atender a los niños 
y sus familias. Nacen así el Programa Integral de Estimulación Temprana 
con base en la Familia (Pietbaf ) en 1982 —a partir de una adaptación al 
contexto peruano del programa Portage de Estados Unidos— y el Programa 
de Atención Integral a Grupos de Madres y Padres (Paigruma) en 1987 
(Ministerio de Educación del Perú y Fundación Bernard Van Leer 1997). 
Ambos programas trabajan con niños y padres mediante visitas domiciliarias 
(Pietbaf ) o reuniones grupales con ellos (Paigruma). 
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En 1993, el Minedu, con el apoyo técnico y financiero de Unicef y 
luego del BID, inicia el proyecto Wawa Wasi como un modelo de atención 
integral a niños menores de 4 años, denominado Hogares Educativos 
Comunitarios. Este programa, que recogía la experiencia comunitaria de 
Cáritas en Puno, le permitió al sector ampliar la cobertura de la atención a 
niños de esas edades. En octubre de 1996 se crea el Ministerio de Promoción 
de la Mujer y Desarrollo Humano (Promudeh) —que luego se convertiría 
en el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (Mimdes)— y este programa 
es transferido a ese sector, en el que se amplía progresivamente su cobertura 
y se convierte en el Programa Nacional Wawa Wasi (PNWW). En el 2011, el 
entonces presidente Humala anuncia la creación, sobre la base del PNWW, 
del programa Cuna Más, que es nuevamente transferido al Ministerio de 
Desarrollo e Inclusión Social (Midis), el cual viene ejecutándolo desde 
entonces. 
Justo en la época en que se transfiere el PNWW al Promudeh, ocurre 
un cambio importante en el Minedu, pues durante el segundo Gobierno 
de Fujimori hubo una reorganización del sector que le quitó a la educación 
inicial el carácter de dirección general. Luego de la transferencia del PNWW, 
durante la segunda mitad de 1990 el Minedu creó otros programas, como 
modelos de atención no escolarizada a niños menores de 3 años: el Programa 
Integral de Educación Temprana (PIET), que funcionaba como ludoteca, 
y las salas de educación temprana (SET), que funcionaban como cunas. En 
el diagrama 1 se presenta una línea del tiempo que ilustra gráficamente los 
hitos más importantes de la historia de la atención a niños menores de 6 
años en el Perú.
Hasta inicios de la década de 1990, el Minedu8 era el único responsable 
de la atención educativa de los niños menores de 6 años, y desde 1996 
comparte la responsabilidad de la atención educativa de los niños menores de 
8 En la actualidad, las políticas educativas del Minedu tienen como referente el Proyecto Educativo Nacional 
(PEN) al 2021, que considera a la primera infancia como prioridad nacional. Para una crianza sana y 
estimulante, el sector debe apoyar a la familia, promover entornos comunitarios saludables y promover 
un óptimo desarrollo educativo del potencial humano desde la infancia. Disponible en http://www.cne.
gob.pe/docs/cne-pen/PEN-Oficial.pdf.
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3 años con el sector de Desarrollo Social —actualmente es el Midis9 y 10—. 
Sin embargo, ninguno de estos dos sectores ejerce la rectoría referente a la 
dirección, formulación y supervisión de las políticas, planes y programas 
relacionados con la atención integral del niño y el adolescente. En 1995 se 
creó el Sistema de Atención Integral al Niño y Adolescente (Snaina), con 
el fin de orientar, integrar, coordinar, supervisar y evaluar todas las acciones 
destinadas a la atención integral de niños y adolescentes. En 1996 el Mimdes 
—hoy Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP)— fue 
designado ente rector del Snaina y sobre esta base, en el 2002, se lanzó el 
Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia (PNAIA), como 
documento marco de políticas públicas nacionales a favor de la niñez y la 
adolescencia —su versión más reciente está vigente hasta el 202111—. Sin 
embargo, consolidar la autoridad en temas de infancia sigue siendo una tarea 
pendiente del Snaina. 
 
2.2. Principales programas de AEPI en la actualidad 
Los programas educativos están organizados según las edades de los niños. En 
el caso de los niños de 0 a 2 años, el principal sector responsable es el Midis, 
mediante el programa Cuna Más, que atiende en dos modalidades: servicio 
de cuidado diurno (modelo basado en centro) y servicio de acompañamiento 
a familias (modelo basado en el hogar). En ambos casos, las responsables de 
la atención son cuidadoras o facilitadoras capacitadas por el programa para 
realizar esta tarea; es decir, es un programa comunitario. El sector Educación 
sigue operando programas orientados a niños de estas edades, pero atiende a 
9 Hoy en día, el Midis lidera la Estrategia Nacional de Desarrollo e Inclusión Social Incluir para Crecer, uno 
de cuyos ejes es el desarrollo infantil temprano y en cuyo marco se inserta el programa Cuna Más. Disponible 
en http://www.midis.gob.pe/files/estrategianacionaldedesarrolloeinclusinsocialincluirparacrecer.pdf.
10 En un inicio, los sectores Mujer y Desarrollo Social estaban combinados en un solo ministerio, el Mimdes 
(antes Promudeh). Luego se separaron y quedaron por una parte el Midis (Desarrollo Social) y por otra 
el MIMP (Mujer).
11 Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2012-2021. Disponible en http://www.mimp.
gob.pe/webs/mimp/pnaia/pdf/Documento_PNAIA.pdf.
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un porcentaje muy reducido de esta población objetivo. Existen programas 
en ambas modalidades. Por un lado, hay programas basados en centros 
que pueden ser escolarizados —como las cunas—, donde la atención está a 
cargo de una docente, o no escolarizados —como los programas integrales 
de educación temprana (PIET) o salas de educación temprana (SET)—, 
donde la atención está a cargo de una promotora capacitada por el Minedu. 
También existe una oferta limitada de programas basados en el hogar, como 
Pietbaf y Paigruma. Estas intervenciones cumplieron el propósito de acercar 
un servicio educativo a poblaciones que no lo tenían disponible, pero no 
fueron estrategias diseñadas con metas a largo plazo ni con un plan para 
escalamiento a nivel nacional, lo que explica el número limitado de niños 
que atienden. En el cuadro 1 se presenta una breve descripción de cada uno 
de estos programas. 
En relación con el sector Educación, cabe resaltar que el Minedu ha 
reorganizado recientemente su oferta de programas no escolarizados de 
ciclo I del nivel inicial (Ministerio de Educación del Perú 2015). Ahora los 
programas no escolarizados son de dos tipos: Pronoei de ciclo I de entorno 
comunitario, que agrupa a SET, PIET y ludotecas; y Pronoei de ciclo I de 
entorno familiar, que agrupa al Pietbaf y al Paigruma.
En el caso de los niños de 3 a 5 años, los programas educativos son 
brindados exclusivamente por el Minedu y corresponden al ciclo II de 
educación inicial, que con la Ley General de Educación vigente (2004) 
tienen carácter obligatorio, al igual que el resto de la educación básica. Se 
ofrecen programas en dos modalidades: jardines (escolarizada) y Pronoei 
(no escolarizada). 
Aunque durante muchos años ambas modalidades han sido ofrecidas 
en un esquema de programa basado en centros, recientemente el Minedu 
—mediante la Resolución Viceministerial 036-2015-Minedu, del 13 de 
julio del 2015)— reordenó la oferta de los servicios no escolarizados, que 
en adelante contemplarán, además, Pronoei de ciclo II de entorno familiar 
en el caso de poblaciones en zonas dispersas. En el cuadro 2 se presenta una 
breve descripción de estos programas. 
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El foco de esta revisión está puesto en conocer los modelos de atención 
a niños menores de 6 años planteados desde el Estado. Si bien estos modelos 
de atención están vigentes, es importante destacar que, desde hace unos años, 
el Minedu y el Midis mantienen sus programas de primera infancia en una 
lógica de programas presupuestales (antes programas estratégicos). En el caso 
del Minedu, los programas presupuestales orientados a mejorar la cobertura 
y la calidad de la educación inicial son el de acceso y el PELA (logros de 
aprendizaje), respectivamente, mientras que en el Midis destaca el programa 
presupuestal Cuna Más, orientado a mejorar el nivel de desarrollo infantil 
de los niños menores de 3 años. Este es un cambio trascendental en el modo 
de hacer política pública, pues establece con claridad la responsabilidad del 
Estado en asegurar el impacto del servicio (resultados) en los beneficiarios 
de los programas. 
2.3. Evolución del acceso a la educación inicial en el Perú
El Perú ha observado notorios progresos en materia del acceso de niños de 3 
a 5 años a la educación inicial. Como se observa en el gráfico 1 (figura de la 
izquierda), mientras que en 1998 solo 34,7% de la población de 3 a 5 años 
accedía a un programa de educación inicial —público o privado—, para el 
2014 ese porcentaje se había incrementado en más del doble (86,3%). Sin 
embargo, como se puede ver en la figura de la derecha del mismo gráfico, 
esta mejora en el acceso ha ocurrido principalmente entre los niños de 4 
y 5 años de edad, entre los cuales la cobertura en el 2014 fue de 92,8% y 
96%, respectivamente. No ha ocurrido lo mismo con el acceso a educación 
inicial para niños de 3 años, pues la tasa de cobertura para ese mismo año 
fue solo 70%.
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Gráfico 1
Evolución del acceso (1998-2014) a programas de atención
y educación para niños menores de 6 años
Fuentes: Minedu (censo escolar), Guerrero y Sugimaru (2010), MIMP (Compendio Estadístico), Midis e INEI.
Elaboración propia.
Nota 1: La cobertura se mide como el cálculo de los que asisten a los programas evaluados sobre el total de 
la población de dicha edad. La población fue tomada sobre la base de estimaciones del INEI para cada año.
Nota 2. Datos de 0 a 2 años incluyen a niños que acceden a los programas Cuna Más y Wawa Wasi.
Nota 3: La información del grupo de 0 a 2 años empieza en el 2001 debido a que a partir de ese momento se 
cuenta con información de beneficiarios de los programas de Cuna Más y Wawa Wasi. En el 2003 no hubo 
censo escolar.
La imagen es completamente distinta cuando se observa el acceso a 
programas de atención y educación dirigidos a niños de 0 a 2 años. Los datos 
presentados en el gráfico 1 (figura de la izquierda) toman en cuenta tanto los 
programas del sector Educación —públicos o privados— como del sector 
Desarrollo Social (Cuna Más). Tal como se observa en el gráfico 1, entre el 
2001 y el 2014, el acceso en el Perú de programas dirigidos a menores de 
0 a 2 años solo creció de 3,8% a 11,3%. La creación del programa Cuna 
Más en el 2012 no parece haber logrado el impulso esperado en términos de 
ampliar la atención a niños menores de 3 años en el país. Cabe resaltar, sin 
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a niños menores de 3 años no tienen carácter obligatorio y de ningún modo 
se aspira a una cobertura del 100%. Deben participar en ellos solo aquellos 
niños —y sus familias— que, de lo contrario, no alcanzarían su máximo 
potencial de desarrollo. En la sección 4 se ahonda más sobre este punto. 
No solo es importante monitorear la evolución de las tasas de cobertura 
en general, sino observar si existen brechas en el acceso a programas de 
atención y educación de la primera infancia según sexo, área de residencia 
—urbana o rural— y lengua de los niños —castellano o lengua diferente del 
castellano—. Los gráficos 2, 3 y 4 presentan información en este sentido. 
Sin embargo, es importante hacer dos aclaraciones. Primero, este ejercicio 
se hace solo para programas de 0 a 2 y de 3 a 5 años ofrecidos por el sector 
Educación —tanto públicos como privados— y la información proviene 
del Censo Escolar.12 La información de cobertura del programa Cuna 
Más desagregada por sexo, área y lengua no está disponible públicamente. 
Segundo, en el caso del gráfico 4 —sobre diferencias en la participación 
según lengua—, solo se reportan datos para programas de 3 a 5 años, pues 
el dato de lengua no está disponible para edades menores.
Respecto a la participación en programas dirigidos a niños de 0 a 2 
años, no existen diferencias por sexo —5% y 4,9% para niñas y niños, 
respectivamente, en el 2014— en programas del sector Educación, tal como 
se observa en el gráfico 2. En relación con los programas para niños de 3 a 
5 años, si bien a inicios de este siglo había algunas diferencias en el acceso 
a favor de los varones, en la actualidad (2014) las tasas de participación 
son similares (86% para niñas y 86,6% para niños). Sin embargo, sí se 
observan diferencias en el acceso a educación inicial según área de residencia. 
Si bien la cobertura en zonas rurales para niños de 3 a 5 años ha tenido 
un incremento notable entre 1998 (23,5%) y el 2014 (73,8%), todavía es 
considerablemente menor que la cobertura en zonas urbanas para ese mismo 
12 Los datos del sector Educación consideran la participación de niños de 0 a 5 años en programas públicos 
y privados. De los niños de 0 a 2 años que asisten a un programa, 20% asiste a uno privado; y 80%, a 
uno público. En el caso de los niños de 3 a 5 que asisten a inicial, 31% lo hacen en un centro privado; y 
69%, en uno público.   
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Gráfico 2
Evolución del acceso (1998-2014) a programas de atención y
educación para niños de 0 a 2 años (izquierda) y de 3 a 5 años
(derecha) en el Perú, según sexo (solo sector Educación) 
 
Fuentes: Minedu (censo escolar), Enaho, INEI y CPV (2007).
Elaboración propia.
Nota 1: La cobertura se mide como el cálculo de los que asisten a los programas evaluados sobre el total de la 
población del grupo evaluado. La población fue tomada sobre la base de estimaciones de la Enaho para cada 
año, pero corregida por un factor de expansión que varía solo en función de la edad y que fue elaborado a partir 
de las estimaciones poblacionales del INEI para cada grupo de edad. 
Nota 2: No se consideró 1999 por no contarse con acceso a los datos del censo escolar de ese año. El 2000 fue 








































grupo de edad (89,6% en el 2014). En el caso de programas de 0 a 2 años, 
el acceso es bajo en general, pero igual es posible observar una diferencia a 
favor de las zonas urbanas.
Finalmente, en relación con la diferencia en la participación de 
acuerdo con la lengua que hablan los estudiantes, el gráfico 4 muestra que 
la participación de niños que hablan castellano es considerablemente mayor 
que la de sus pares que hablan una lengua originaria. Con el aumento en la 
cobertura entre el 2006 y el 2014, la brecha ha tendido a consolidarse en 
lugar de cerrarse. Para el 2014, mientras que la cobertura para niños con 









































Evolución del acceso (1998-2014) a programas de atención y
educación para niños de 0 a 2 años (izquierda) y de 3 a 5 años
(derecha) en el Perú, según área (solo sector Educación)
 
Fuentes: Minedu (censo escolar), Enaho, INEI y CPV (2007).
Elaboración propia.
Nota 1: La cobertura se mide como el cálculo de los que asisten a los programas evaluados sobre el total de la 
población del grupo evaluado. La población fue tomada sobre la base de estimaciones de la Enaho para cada 
año, pero corregida por un factor de expansión que varía solo en función de la edad y que fue elaborado a partir 
de las estimaciones poblacionales del INEI para cada grupo etario.
Nota 2: Los datos del censo escolar computan la ruralidad en función de la ubicación de los colegios, mientras 
que la Enaho lo hace a partir de la localización del hogar entrevistado. Para solucionar esta diferencia, se creó 
un criterio de ruralidad sobre la base del porcentaje de población rural que vivía en cada distrito del país según 
el Censo de Población y Vivienda del 2007. Se clasificó un distrito como rural —y por ende a sus escuelas— 
si el 50% o más de sus habitantes eran pobladores rurales. Para probar la robustez del indicador variamos el 
benchmark de 50% a 30% —tasa aproximada de población rural en el país— y los resultados fueron muy 
similares a los presentados. 
Nota 3: No se consideró 1999 porque no se contaba con acceso a los datos del censo escolar de ese año. El del 
2000 fue dejado de lado por presentar valores inconsistentes. Por último, el año 2003 no hubo censo escolar. 
lengua castellana era de 89,1%, la cobertura para sus pares con una lengua 
diferente del castellano era de 62%. 
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Gráfico 4
Evolución del acceso (2006-2014) a programas de atención y
educación para niños de 3 a 5 años en Perú, según lengua
(solo sector Educación)
 
Fuentes: Minedu (censo escolar), Enaho, INEI y CPV (2007).
Elaboración propia.
Nota 1: La cobertura se mide como el cálculo de los que asisten a los programas evaluados sobre el total de la 
población del grupo evaluado. La población fue tomada sobre la base de estimaciones de la Enaho para cada 
año, pero corregida por un factor de expansión que varía solo en función de la edad y que fue elaborado a partir 
de las estimaciones poblacionales del INEI para cada grupo etario.
3.  Evaluaciones de programas de AEPI en el Perú: ¿qué sabemos acerca 
de su efectividad?
Poco se sabe acerca de la efectividad de los programas educativos para niños 
menores de 3 años que se realizan en nuestro país, pues la mayoría no han 
contado con una evaluación de impacto o no han sido evaluados usando 
diseños sólidos que permitan aislar el efecto del programa y eliminar fuentes 
de sesgo.
Entre los pocos estudios disponibles, se encuentra la evaluación del 
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marco del estudio Niños del Milenio. Usando un método de emparejamiento 
(propensity score matching), encontraron que niños que asistieron a un wawa 
wasi tienen similares indicadores en motricidad, lenguaje y coordinación 
que otros de similares características socioeconómicas y demográficas que 
permanecieron en casa. Aunque se trata de un diseño de evaluación adecuado, 
la muestra del estudio fue relativamente pequeña, lo que constituye una 
limitación. 
Respecto al servicio de cuidado diurno del programa Cuna Más, se 
encuentra actualmente en curso una evaluación de impacto coordinada por 
el Midis con el apoyo técnico del BID. El diseño de la evaluación contempla 
una línea de base y la comparación del grupo de tratamiento con un grupo de 
control. Lo que sí está disponible es información acerca de la calidad de los 
servicios en los centros Cuna Más. Berlinsky y Schady (2015), con datos de 
la línea de base antes referida, reportan que un centro Cuna Más promedio 
tiene una puntuación de 3,6 en la Escala de Calificación del Ambiente de la 
Infancia Temprana (ITERS por sus siglas en inglés), lo que corresponde a una 
calidad mínima en una escala en la que 7 es el puntaje máximo (excelente). 
Las puntuaciones del Sistema de Calificación para la Evaluación en el Aula 
(CLASS por sus siglas en inglés) también son desalentadoras. Los centros con 
mejores resultados presentaron una puntuación de 2,3 (mala calidad), lo que 
indica ausencia de un entorno favorable para la promoción de habilidades 
cognitivas y de preparación escolar. 
Con relación al Servicio de Acompañamiento a Familias (SAF) del 
programa Cuna Más, a fines del 2016 se presentaron los resultados de la 
evaluación de impacto coordinada por el MEF con apoyo técnico del BID. 
Se trata de una evaluación con diseño experimental, pues se aprovechó 
la expansión gradual del SAF para utilizar una asignación aleatoria al 
tratamiento a nivel de distrito. Los resultados de la evaluación muestran 
que el SAF tiene impactos significativos sobre el desarrollo en las áreas 
cognitiva, de comunicación, de motricidad fina y personal-social, aunque 
los resultados más robustos y significativos se observan en las dos primeras 
áreas mencionadas. La magnitud del impacto del programa se encuentra 
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entre 0,094 y 0,122 desviaciones estándar para las áreas en las que es 
significativo. La evaluación encuentra que si bien el SAF ha logrado resultados 
importantes, es necesario mejorar la calidad de las visitas domiciliarias 
mediante una mayor preparación de las facilitadoras (Araujo y otros 2016). 
Respecto al servicio de acompañamiento a familias de Cuna Más, 
también está disponible una evaluación del impacto del servicio en la 
calidad de la estimulación que los padres proveen a sus hijos (Castro 2014). 
Los resultados revelan que existe un efecto positivo y estadísticamente 
significativo en la calidad del ambiente del hogar y en la variedad de 
actividades lúdicas que los padres o cuidadores ofrecen a sus niños. Los 
análisis también muestran que las restricciones que limitan la efectividad 
del programa están relacionadas con el nivel de bienestar económico de las 
familias y no con el nivel educativo de los padres; es decir, niveles bajos de 
bienestar económico pueden determinar que la intervención sea inefectiva.
En el caso de los programas educativos para niños de 3 a 5 años en 
el Perú, existe un mayor número de estudios que evalúan el impacto de 
la educación inicial en el desarrollo de los niños o en su rendimiento en 
la escuela. Un análisis de estos estudios en su conjunto deja tres grandes 
conclusiones. La primera es que la asistencia a la educación inicial está 
asociada con un mejor rendimiento durante la educación primaria (Basurto 
y Gonzales 2011; Beltrán y Seinfeld 2012; Cueto, León y Muñoz 2014; Díaz 
2006; Treviño y otros 2015) y secundaria (Bos, Ganimian y Vegas 2014). 
Beltrán y Seinfeld (2012), usando datos de la ECE 2008, encuentran que 
asistir a inicial es el segundo factor más importante del rendimiento de los 
estudiantes de segundo grado en comprensión de textos —solo después 
de la gestión de la escuela— y que está asociado a un incremento del 34% 
del puntaje esperado en la prueba de comprensión de textos. Previamente, 
Basurto y Gonzales (2011) habían reportado resultados similares también 
sobre la base de datos de la ECE. 
Por otro lado, el estudio longitudinal Niños del Milenio también reporta 
efectos positivos de la asistencia a inicial en habilidades numéricas y verbales 
de los estudiantes durante la primaria. El estudio de Díaz (2006) encuentra 
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un efecto positivo de la asistencia a educación inicial en la asistencia a 
educación primaria en el grado esperado para la edad y en habilidades de 
escritura y matemática de los niños de la cohorte mayor del estudio a los 
8 años. Cueto, León y Muñoz (2014) analizan datos de la cohorte menor 
del estudio y encuentran un efecto positivo de la asistencia a inicial entre 
los 3 y 5 años, tanto en las habilidades verbales como en el rendimiento en 
matemática de los estudiantes a los 8 años de edad. 
Evaluaciones internacionales como el Tercer Estudio Regional 
Comparativo y Explicativo (TERCE)13 también han encontrado una fuerte 
asociación entre la asistencia a educación preescolar entre los 4 y 6 años de 
edad y el desempeño académico en la primaria en las tres áreas evaluadas 
—lectura, matemática y ciencia—. Específicamente en el Perú, los estudiantes 
que asistieron a preescolar obtienen entre 10 y 24 puntos más que aquellos que 
no lo hicieron, una vez considerada la influencia del nivel socioeconómico, y 
dependiendo del grado y el área evaluada. La asociación de mayor magnitud 
se encuentra en matemática en sexto grado, en que la diferencia es de 24 
puntos —casi un cuarto de desviación estándar— (Treviño y otros 2015).14
Los efectos de la asistencia a inicial parecen sostenerse en el tiempo. 
Bos, Ganimian y Vegas (2014) analizaron los datos de PISA en el 2012 
y encontraron que, en todos los países de la región, a los estudiantes les 
va mejor en matemática si tuvieron uno o más años de educación inicial. 
Específicamente en el Perú, si se compara el puntaje en matemática de los 
alumnos que tuvieron acceso a más de un año de inicial con los que no 
tuvieron acceso, los primeros se desempeñan más de un año de escolaridad 
mejor —56 puntos de ventaja en la prueba—. Esta ventaja sigue siendo 
estadísticamente significativa, aunque menor, si se compara a alumnos con 
un año o menos de preescolar con aquellos que nunca asistieron.
La segunda conclusión apunta a la existencia de efectos heterogéneos 
de la asistencia a educación inicial. Beltrán y Seinfeld (2012) mostraron que 
13 En el TERCE se aplicaron pruebas estandarizadas de evaluación de aprendizajes a estudiantes de primaria 
en 15 países de la región, incluido el Perú, más el estado de Nuevo León en México.
14 Para todas las áreas, la media fue fijada en 700 puntos; y la desviación típica, en 100 puntos. 
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el impacto de la educación inicial es diferente entre grupos sociales. Para 
los estudiantes que habitan en la sierra y la selva, cuya lengua materna es 
originaria y que viven en un hogar pobre, la asistencia a educación inicial no 
tiene mayor efecto —o el efecto es nulo— en su rendimiento en primaria. 
De acuerdo con el estudio, esto se debe principalmente a que la educación 
inicial a la que acceden presenta importantes limitaciones en términos de 
recursos pedagógicos, físicos y humanos, y a la falta de adecuación de los 
programas a las necesidades educativas de esos grupos sociales. Los efectos 
heterogéneos de la asistencia a educación inicial también habían sido 
señalados previamente por Basurto y Gonzales (2011), quienes encontraron 
que el efecto de la educación inicial era menor para estudiantes con madres 
menos educadas. En relación con este tema, cabe resaltar que no es solo 
que los estudiantes de determinadas características se benefician menos de 
la educación inicial, sino que estas características están incluso asociadas a 
sus posibilidades de acceder a educación inicial. El estudio de Cueto, León 
y Muñoz (2014) encuentra que es menos probable que asistan a inicial los 
niños cuyas madres son menos educadas y/o que hablan una lengua indígena. 
Lo anterior evidencia que incluso antes de iniciar la escuela, los niños no 
han tenido las mismas oportunidades educativas, debido, en parte, a los 
antecedentes socioeconómicos de sus familias.
Finalmente, la tercera conclusión es que en aquellos estudios en los 
que se comparan los resultados de diferentes modalidades de educación 
inicial —centro educativo inicial (CEI)15 versus Pronoei—, los resultados 
favorecen consistentemente a los estudiantes de CEI (escolarizada), tanto si 
se mide el desarrollo psicomotor (Guerrero y otros 2009) como los logros de 
aprendizaje en el nivel inicial (Unidad de Medición de la Calidad Educativa 
2013) o el rendimiento en primaria (Cueto y Díaz 1999, Díaz 2006). 
Guerrero y otros (2009) evaluaron el impacto de la participación en CEI y 
Pronoei sobre el desarrollo psicomotor —evaluado con el Test de Desarrollo 
Psicomotor— de niños de 3 a 5 años de edad de tres regiones del Perú: 
15 Actualmente llamados institución educativa de inicial (IEI).
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Ayacucho, Huancavelica y Huánuco. Encontraron que en las subescalas de 
Coordinación y Lenguaje, así como en la escala total del test, existe un efecto 
positivo y significativo de la asistencia a un CEI o Pronoei. En el caso de 
la subescala de motricidad, solo se encontraron diferencias estadísticamente 
significativas a favor de los que asisten a un CEI. Los resultados muestran que 
el efecto de asistir a un CEI es mayor, alrededor de un tercio de desviación 
estándar, comparado con solo un quinto o menos de desviación estándar 
en el caso del Pronoei. 
Las diferencias en resultados entre CEI y Pronoei también han sido 
documentadas por un estudio realizado por la Oficina de Medición de la 
Calidad de los Aprendizajes (UMC) —anteriormente llamada Unidad de 
Medición de la Calidad Educativa— para evaluar los aprendizajes de niños 
de 5 años de edad que asistían a educación inicial en las áreas de matemática, 
comunicación y personal social (UMC 2013). Como parte del estudio, se 
evaluaron algunas capacidades de las áreas de matemática, comunicación 
y personal-social en una muestra de 3520 estudiantes a nivel nacional. El 
estudio encontró que el desempeño de los estudiantes fue bajo en general, 
especialmente en las áreas de matemática —solo 14,3% de los estudiantes 
estaban en el nivel esperado para su edad— y comunicación — solo el 10,1% 
estaban en el nivel esperado—. Sin embargo, se observaron diferencias en 
resultados entre ambas modalidades, pues los niños que asistían a CEI tenían, 
en promedio, un mejor desempeño en matemática y en comunicación que 
los niños que asistían a Pronoei. 
Por último, también existe evidencia del efecto diferenciado de la asistencia 
a CEI y Pronoei en el rendimiento durante la primaria. Cueto y Díaz (1999) 
estudiaron la relación entre la asistencia a educación inicial y el rendimiento 
académico de los estudiantes en primer grado de primaria —según los registros 
de notas de las escuelas— y encontraron que los niños que asistieron a un CEI 
se desempeñan mejor tanto en matemática como en lenguaje en comparación 
con sus pares que no asistieron a educación inicial. Sin embargo, en el caso 
de los estudiantes que fueron a un Pronoei, no encontraron diferencias 
estadísticamente significativas entre su desempeño en ambas áreas y el de sus 
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pares que no asistieron a inicial. En la misma línea que el estudio anterior, Díaz 
(2006) comparó los efectos de la asistencia a CEI y a Pronoei, y encontró 
efectos sobre las tres variables de resultado — asistencia a educación primaria 
en el grado esperado para la edad, habilidades de escritura y rendimiento en 
matemática— únicamente en el caso de la asistencia a programas escolarizados. 
Adicionalmente, el estudio encuentra que los beneficios de la asistencia a un 
CEI se materializan solo cuando la exposición del niño al programa educativo 
ha sido prolongada (tres o más años).
 
4.  Conclusiones 
La atención y educación de la primera infancia en el país ha progresado 
mucho durante las últimas décadas. Entre los aspectos positivos destacan 
el reconocimiento de la primera infancia como una prioridad del Estado y 
las políticas públicas en varios documentos de política vigentes, tales como 
el Pnaia, el PEN y la Estrategia Incluir para Crecer, entre otros, que guían 
actualmente el trabajo de diversos sectores del Estado a favor de los niños 
menores de 6 años en el país. También es un aspecto positivo el incremento 
en las tasas de cobertura en educación inicial, especialmente en el caso de 
niños de 4 y 5 años, y el hecho de que esto se haya logrado sin que, en la 
actualidad, se observen brechas por sexo en la participación en programas de 
educación inicial. Para seguir mejorando, es necesario hacer frente a algunos 
retos que han sido identificados y descritos en este capítulo, principalmente 
tres — aunque probablemente cada uno de ellos tenga varias aristas—. 
Reto 1: Ampliar el acceso a programas AEPI de calidad para niños 
menores de 3 años
Estudios previos muestran que cuando los niños ingresan a la primaria, 
ya son evidentes las brechas en el nivel de desarrollo entre los de nivel 
socioeconómico bajo y sus pares en mejor situación, diferencias que están 
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relacionadas con el nivel socioeconómico de sus familias y la estimulación 
brindada por sus padres en el hogar. Es justamente a esos niños en situación 
de desventaja a quienes el Estado debe proveerles programas de AEPI antes 
de los 3 años, a fin de nivelar el piso antes de su ingreso al sistema educativo. 
Aunque en el Perú el número de niños atendidos por programas de AEPI 
dirigidos a menores de 3 años ha ido en aumento —especialmente en los 
últimos tres años—, el porcentaje de la población que está siendo atendida 
es aún muy bajo: solo 11,3% de niños menores de 3 años participan en un 
programa de AEPI. 
La pregunta que surge es si todos los niños de estas edades tendrían que 
ser atendidos por un programa AEPI necesariamente. La respuesta es que no. 
Un niño que en su hogar cuenta con un ambiente favorable e interacciones 
positivas con sus padres o cuidadores, que estimulan su desarrollo, puede no 
asistir a un programa AEPI antes de los 3 años y aun así alcanzar su máximo 
potencial de desarrollo. ¿Quiénes sí lo necesitan, entonces? Aquellos niños 
que viven en situación de pobreza y pobreza extrema, y que, debido a las 
limitaciones de su entorno físico y social, corren el riesgo de no alcanzar su 
máximo potencial de desarrollo. Según datos del INEI para el 2014, uno 
de cada tres niños de 0 a 2 años vive en condición de pobreza o pobreza 
extrema. Resulta claro, entonces, que es necesario ampliar la cobertura de 
estos programas, y bastante. 
La siguiente pregunta que surge naturalmente es quién tiene la 
responsabilidad de ampliar la escala de los programas para niños menores 
de 3 años y qué modelo de atención es el que debe escalarse. La información 
presentada en la sección 3 de este capítulo muestra que, en el Perú, la 
atención y educación de los niños menores de 3 años es responsabilidad 
de más de un sector desde 1996. Pese a que Cuna Más —el programa 
de mayor cobertura para estas edades— es responsabilidad del Midis, el 
Minedu aún gestiona algunos programas dirigidos a estos niños, aunque 
con muy poco presupuesto, mientras que la rectoría en temas de infancia 
no recae en ninguno de estos dos sectores sino en el sector Mujer, al que 
está adscrito el Snaina. 
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Existe evidencia, para el caso peruano, acerca de cómo los diferentes 
sectores16 han intentado desarrollar y llevar a cabo sus propios programas 
sin coordinar con otros (Guerrero, Sugimaru y Cueto 2010 analizan más 
en detalle este tema). La literatura presentada en este capítulo sugiere que 
la mejor manera de promover el desarrollo infantil es mediante la atención 
integral de la primera infancia, que consiste en brindarles a los niños 
simultáneamente atención en salud, nutrición, educación y apoyo familiar 
—prácticas de crianza— (Engle y otros 2007). Un enfoque integral requiere 
necesariamente, desde el lado de la gestión, un trabajo coordinado entre 
sectores. Por lo tanto, es necesario trabajar desde el Estado para superar el 
reto de la intersectorialidad. 
En su balance del 2013 respecto a los logros en relación con el PEN, 
el Consejo Nacional de Educación (2014: 59) sugería que, para resolver 
este tema, se creara una Autoridad Nacional para la Infancia, de modo que 
se alinearan las políticas de todos los sectores y se priorizara realmente a los 
niños menores de 6 años. Esta es, definitivamente, una opción interesante 
que ha sido adoptada en otros países, incluso de la región.17 Sin embargo, 
como sostiene Cueto (2011: 20), esta autoridad no debería ser solo simbólica, 
sino de alguna forma «tener dientes»; es decir, ser una verdadera autoridad 
para aprobar planes coordinados y presupuestos que, si bien pueden quedar 
en los ministerios en los que existen ahora, estén planificados de forma que 
generen sinergia. Carecer del mandato para planificar y aprobar presupuestos 
es claramente uno de los motivos principales por los que el Snaina no ha 
podido ejercer la rectoría en temas de infancia.
Respecto a los modelos de atención para niños menores de 3 años, 
el diseño de Cuna Más —principal programa en la actualidad— parece, 
en principio alineado con lo que la literatura especializada (por ejemplo, 
Engle y otros 2007) recomienda para programas de esta naturaleza, tanto 
16 Además de Educación y Desarrollo Social, el sector Salud también cuenta con una serie de programas 
importantes dirigidos a la primera infancia, como, por ejemplo, el CRED.
17 En Colombia, por ejemplo, existe el Sistema Nacional de Bienestar Familiar —a cargo del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar—, que coordina y articula a todos los agentes e instancias responsables 
de la protección social de niños, niñas y adolescentes.
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en la modalidad de cuidado diurno como de acompañamiento a familias. 
Ya están disponibles los resultados de la evaluación de SAF y próximamente 
debería contarse con los resultados de la evaluación del servicio de cuidado 
diurno. Ambos son claves para tomar decisiones sobre la escalabilidad de 
estos servicios, y servirán para justificar las inversiones necesarias, así como 
para mejorar la calidad de los servicios. Como se ha dicho previamente, 
garantizar la calidad de los programas, sobre todo de aquellos que atienden 
a la población más vulnerable, es fundamental para que los programas de 
AEPI cumplan su rol de cerrar brechas sociales. Es importante asegurar que 
las personas que atienden a los niños sean seleccionadas de acuerdo con un 
perfil, que reciban una certificación antes de empezar su trabajo —así como 
formación en servicio durante la realización de este—, que cuenten con 
supervisión efectiva, y que su desempeño sea constantemente evaluado para 
demostrar que cumplen con los estándares establecidos por el programa. 
Asimismo, es clave que los programas siempre tomen en consideración y 
respeten las diferencias culturales de las poblaciones a las que atienden.
Reto 2: Mejorar la calidad de la oferta de educación inicial para niños 
de 3 a 5 años
Los progresos en materia de acceso a la educación inicial son innegables: 
hoy en día, más del 90% de los niños de 4 y 5 años asisten a un programa 
de educación inicial. Estas buenas noticias, sin embargo, no deben hacernos 
perder de vista que existen aún algunos pendientes, principalmente a) 
incrementar el acceso a la educación inicial de los niños de 3 años y b) 
reducir las brechas en el acceso generadas por área de residencia y lengua 
de los estudiantes. 
 Sin embargo, el tema de fondo en relación con la educación inicial 
para niños de 3 a 5 años es la urgente necesidad de mejorar la calidad de la 
oferta. La evidencia internacional y nacional a favor de la educación inicial 
es clara: hay una asociación positiva y fuerte entre la asistencia a un centro 
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de educación preescolar y el rendimiento académico en la escuela, pero 
para que los efectos se materialicen, son requisitos necesarios la calidad del 
programa y una exposición prolongada.
Específicamente en relación con el caso peruano, más de un estudio ha 
comparado el efecto de asistir a un programa de inicial escolarizado (CEI18) 
y no escolarizado (Pronoei). La evidencia revisada en la sección anterior 
de este texto es clara en señalar que no existe efecto de la asistencia a un 
Pronoei ni en el desarrollo infantil ni en el rendimiento académico durante 
la escuela. Adicionalmente, se sabe que el impacto de la educación inicial es 
diferente entre grupos sociales: para los estudiantes que habitan en la sierra 
y la selva, que hablan una lengua materna diferente del castellano, y que 
viven en un hogar pobre, la asistencia a educación inicial no tiene mayor 
efecto en su rendimiento en la escuela. El motivo principal parece ser que 
esos grupos acceden a programas de inicial de muy pobre calidad.
La necesidad de repensar la oferta de los Pronoei cae por su propio 
peso. Este no es un tema reciente sino, más bien, un reto pendiente desde 
hace varios años. El PEN (Consejo Nacional de Educación 2007: 55) 
señala, al respecto, que es necesario reestructurar «los Pronoei sobre la 
base de estándares de calidad de servicio, como oferta complementaria y 
no sustitutoria de la educación inicial escolarizada». La existencia de los 
Pronoei a menudo se ha justificado aduciendo que implementar IEI en 
zonas de poca densidad sería muy caro y, por tanto, los Pronoei son una 
forma de ofrecer el servicio a un menor costo. Las principales razones de 
los costos más bajos son que a las promotoras se les paga menos que a las 
docentes especializadas en inicial y que se pide a las comunidades que cedan 
un local para el servicio. 
Desde el principio de equidad descrito al inicio de este capítulo —prin-
cipio que deben seguir los programas AEPI a fin de lograr el objetivo de cerrar 
brechas sociales creadas en los primeros años de vida de los niños—, el argu-
mento anterior es totalmente inaceptable. Se está ofreciendo una educación 
inicial mediante Pronoei precisamente a las poblaciones con menores recursos, 
18 Actualmente llamados IEI.
197Atención y educación de la primera infancia en el Perú: avances y retos pendientes
sobre todo en zonas rurales. Si el objetivo último fuera nivelar el piso a favor de 
los niños de contextos menos favorecidos, lo que debería ocurrir es exactamente 
lo contrario: la inversión del Estado en zonas de mayor pobreza —sobre todo 
rurales— debería ser mayor que la de zonas urbanas. Los servicios educativos 
en zonas rurales o de pobreza requerirían contar con, al menos, una docente de 
inicial muy bien capacitada, y con los materiales necesarios y pertinentes para 
su trabajo. Esto supone cambiar la naturaleza no escolarizada de los Pronoei 
para convertirlos en instituciones de educación inicial de primer nivel que 
funcionen en contextos de alta pobreza. Un programa como Pronoei puede 
«ahorrar» dinero al Estado en el corto plazo por las razones antes señaladas; sin 
embargo, es una inversión cuya pobre calidad determinará que difícilmente 
se puedan obtener retornos en el largo plazo. 
Desde hace unos años, el Minedu viene avanzando en replantear 
los Pronoei. En la actualidad, se está implementando una estrategia de 
formalización progresiva de los programas existentes en zonas urbanas 
principalmente, en la que se los transforma en instituciones escolarizadas 
(IEI) y se asume total responsabilidad presupuestal por estos.19 De acuerdo 
con información brindada por la Unidad de Planeamiento y Planificación 
(UPP) del Minedu,20 1273 Pronoei —45% de los cuales son urbanos— 
se han convertido en IEI durante el 2016. Actualmente, existe una lista de 
2044 Pronoei cuya situación se está evaluando para ver cuán factible es su 
conversión en IEI durante el 2017; el 17% de estos Pronoei son urbanos 
y el 13%, periurbanos. Una limitación que enfrenta el sector respecto al 
proceso de conversión es la disponibilidad de terrenos donde implementar 
IEI, pues como se ha señalado (nota 19), los Pronoei funcionan en espacios 
que no pertenecen al sector Educación, y en tanto no se garantice que el 
terreno es de propiedad del Estado, no podrán convertirse en IEI. Otra 
limitación es el número mínimo de niños requerido para ofrecer el servicio: 
19 Mientras son Pronoei, la comunidad se hace cargo tanto del local como del servicio de una promotora, 
que solo recibe una propina. Cuando pasa a ser IEI, es el Estado el que debe proporcionar el local y pagar 
un sueldo a una docente.
20 Las autoras agradecen la colaboración de los especialistas de UPP que compartieron esta información 
para incluirla en el capítulo.
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el Pronoei atiende a una población menor que la estipulada en la norma de 
racionalización 1825, y en la medida en que no demuestre que su demanda 
supera los 15 alumnos —número mínimo para zonas rurales—, no podrá ser 
convertido en IEI. De cara al futuro, es importante que el sector continúe 
con esta tarea en todas las zonas del país, a fin de garantizar programas 
de calidad para todos los niños, asegurando y asignando el presupuesto 
necesario para ello. 
Reto 3: Implementar un sistema nacional de evaluación del desarrollo 
infantil
En la actualidad existen documentos de política que identifican claramente 
la importancia de la primera infancia como periodo clave del desarrollo, y 
que fijan metas en relación con el aprendizaje y la educación de los niños 
menores de 6 años. Sin embargo, no existen los medios para medir el avance 
en el cumplimiento de las metas propuestas. 
A modo de ejemplo, el Pnaia contempla un sistema de monitoreo y 
evaluación llamado Simone, orientado a medir los avances en relación con 
el plan. Sin embargo, los indicadores más sólidos están vinculados a temas 
de salud, y en materia de desarrollo infantil y educación de la primera 
infancia, no hay medios para monitorear el avance más allá de tasas de 
acceso a educación inicial. 
Hasta la fecha, en el país no se dispone de una encuesta nacional 
que recoja información sobre el desarrollo de los niños, salvo en aspectos 
vinculados a salud y nutrición, que sí se recogen como parte de la Endes. 
Por ello, definitivamente es un reto pendiente implementar regularmente 
una encuesta de la niñez o la primera infancia a fin de conocer cómo 
están evolucionando los niveles de desarrollo de la población infantil.21 
Adicionalmente, la información disponible como parte de una encuesta de 
este tipo también puede ser usada para la evaluación de programas específicos. 
21 Al respecto, ver Fiszbein, Guerrero y Rojas 2016.
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Si bien el Midis ha presentado avances en esta dirección, aún se está 
lejos de institucionalizar un sistema de medición con estas características. La 
figura de una autoridad nacional para la infancia con capacidad de aprobar 
planes y presupuestos a favor de los niños menores de 6 años podría jugar 
un rol clave en la institucionalización de este tipo de sistemas en el país, de 
modo que trasciendan a los diferentes Gobiernos y gestiones.
Para terminar, ninguno de los tres retos planteados en este capítulo 
puede resolverse de inmediato. No solo existen limitaciones respecto a 
los recursos económicos —eventualmente, estos podrían asegurarse—, 
sino que los recursos humanos también son insuficientes. Por ejemplo, 
en el país no contamos —ni contaremos en el corto plazo— con personal 
calificado disponible y suficiente para sostener la ampliación de la cobertura 
de programas de AEPI de calidad dirigidos a niños menores de 3 años 
(particularmente en contextos de pobreza y pobreza extrema), y para cambiar 
el carácter «no formal» de los Pronoei y convertirlos en IEI que puedan 
ofrecer una educación de calidad a los niños de 3 a 5 años que están en 
situación de mayor vulnerabilidad. Es fundamental diseñar e implementar 
una estrategia que nos permita superar esta limitación en el mediano plazo. 
Únicamente así la atención y educación de la primera infancia constituirá 
una prioridad nacional no solo en la teoría sino también en la práctica. 
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Capítulo 5
Diez años Juntos: un balance de la 
investigación del impacto del programa de 
transferencias condicionadas del Perú sobre 
el capital humano1
Alan Sánchez y María Gracia Rodríguez
Resumen
El Programa Nacional de Apoyo Directo a los Más Pobres, Juntos, es el 
programa de transferencias condicionadas de dinero del Perú. Durante los 
últimos años, se han llevado a cabo una serie de evaluaciones de su impacto 
tanto sobre sus condicionalidades —uso de servicios de salud y educación— 
como sobre el capital humano de la población beneficiada. 
El objetivo del presente estudio es presentar una revisión y una síntesis 
de esta literatura, con énfasis en el impacto de Juntos en salud, nutrición, 
educación y trabajo infantil. Los hallazgos de la literatura se pueden resumir 
de la siguiente manera: a) el programa ha tenido un impacto sobre las 
condicionalidades y el gasto en alimentos y en educación; b) ha tenido 
un impacto positivo sobre el estado nutricional, fundamentalmente en la 
reducción de la desnutrición crónica severa, pero hay factores que inciden 
en este impacto, incluyendo la edad de la primera exposición; c) no ha 
tenido impacto sobre los aprendizajes; d) finalmente, se encuentran efectos 
sobre el trabajo infantil, no siempre de la naturaleza deseada. A partir de 
estos resultados, se genera una serie de recomendaciones —particularmente 
relacionadas con la articulación con otros programas del Estado— y se dan 
sugerencias para futuras evaluaciones.
1 Alan Sánchez agradece el apoyo financiero del Think Tank Initiative. Asimismo, los autores agradecen 
los comentarios de Norma Vidal y Álvaro Monge a una versión preliminar del presente documento, y 
también los comentarios de los participantes en la conferencia por los 35 años de GRADE. Los autores 
se responsabilizan por cualquier error u omisión.
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Introducción
En el 2015 se cumplieron 10 años del lanzamiento del programa de trans-
ferencias condicionadas Juntos, uno de los pilares del Gobierno peruano en 
la lucha contra la pobreza. Este programa realiza transferencias monetarias 
a hogares pobres, a condición de que estos cumplan una serie de requisitos 
relacionados con la asistencia a los siguientes servicios: a) controles prenatales 
para gestantes; b) controles de crecimiento y desarrollo (CRED) para niños 
y niñas durante los primeros tres años; c) asistencia a la escuela para niños, 
niñas y adolescentes. Su población objetivo está conformada por hogares en 
situación de pobreza, principalmente en zonas rurales de la sierra y la selva. 
En el 2014, según estadísticas oficiales, el programa contaba con 834 000 
hogares afiliados (Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social 2015). En 
términos presupuestales, en el 2012 el gasto total del programa representaba 
el equivalente al 0,13% del PBI, lo que lo convertía en el programa público 
más importante enfocado en la niñez e infancia del país (Alcázar y Sánchez 
2016). Durante dicho año, solo el gasto público destinado a alimentación 
escolar llegó a niveles similares. 
La implementación de este tipo de programas se puede racionalizar de 
dos maneras. En el corto plazo, permiten aliviar la pobreza monetaria de 
un modo focalizado, e incrementar el uso de los servicios públicos de salud 
y educación por parte de la población pobre. Además, en el largo plazo, se 
promueve la acumulación de capital humano, sentando las bases para romper 
con la transmisión generacional de la pobreza (Fizbein y Schady 2009, Correa 
2009). Dada su envergadura y objetivos, el estudio del impacto del programa 
Juntos ha concitado la atención de los hacedores de política y de la comunidad 
académica. Habiendo transcurrido 10 años, ¿qué balance de resultados se 
puede hacer? ¿Qué tipo de efectos ha tenido el programa sobre las variables 
meta asociadas a las condicionalidades? Más allá del cumplimiento de las 
condicionalidades, ¿hubo efectos sobre el capital humano y las dimensiones 
relacionadas? 
En este documento, revisamos la literatura académica producida 
durante los últimos años sobre el impacto del programa en niños, niñas 
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y adolescentes. El énfasis está puesto en aspectos relacionados con la 
acumulación de capital humano; por ello, nos enfocamos en las áreas de 
salud y nutrición, educación y trabajo infantil. El objetivo que se persigue es 
doble. Primero, hacer una síntesis de la evidencia obtenida por los diversos 
estudios cuantitativos, identificando además áreas donde aún es necesario 
llevar a cabo investigaciones. Segundo, generar recomendaciones para el 
programa a la luz de los resultados hallados. 
Un referente importante de este estudio es Aramburú (2010), cuyo 
objetivo fue hacer un metaanálisis de los estudios cuantitativos y cualitativos 
que evaluaron el programa. Sin embargo, el número de estudios disponibles 
en ese momento era muy limitado. Cabe mencionar que durante los últimos 
años se han llevado a cabo varias revisiones de los procesos del programa 
Juntos (véase Vargas 2011 y Presidencia del Consejo de Ministros 2011), 
pero no se ha hecho una revisión crítica de las evaluaciones de impacto 
realizadas. Este estudio busca llenar ese vacío, con un enfoque en capital 
humano. A 10 años del lanzamiento de Juntos, es importante desarrollar 
este tipo de balance de investigación, con el fin de contribuir a identificar 
las áreas prioritarias de mejora para el programa en los próximos años.
Cabe destacar que, así como Juntos, otros programas de transferencias 
condicionadas (PTC) vienen operando en América Latina, tales como 
Bolsa Familia en el Brasil, Chile Solidario en Chile, Familias en Acción 
en Colombia y Prospera2 en México. Estos programas son similares en 
términos de las condicionalidades asociadas al pago de las transferencias, 
aunque difieren en cuanto al monto y frecuencia de estas (véase el cuadro 
1). Otros PTC —como Red de Protección Social en Nicaragua— han 
sido descontinuados, y existen nuevos programas que se han basado en 
experiencias previas, tales como Solidaridad en República Dominicana. Se 
ha encontrado que, casi invariablemente, los PTC de la región tienen un 
efecto positivo sobre las condicionalidades asociadas al uso de servicios de 
salud materno-infantil, matrícula escolar y asistencia escolar (véase Fizbein y 
Schady 2009). Esta es una condición necesaria para que las políticas públicas 
2 Antes denominado programa Oportunidades/Progresa.
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ejerzan un impacto en la generación de capital humano. Sin embargo, para 
tener resultados duraderos, es importante determinar si estos programas 
tienen efectos en «resultados finales» de capital humano. En este sentido, la 
evidencia es menos clara. Manley y otros (2013) encuentran que muchos 
PTC a nivel mundial han tenido impactos nutricionales, pero muchos 
otros no. Asimismo, existe poca evidencia de que los PTC puedan lograr 
un impacto en dimensiones cognitivas y de aprendizajes. 
El cumplimiento de las condicionalidades puede contribuir a que los 
niños, niñas y adolescentes beneficiados obtengan mejores resultados en el 
mercado laboral en el futuro, particularmente si esto se traslada en más años 
de escolaridad. Más aún, aunque las metas actuales del programa Juntos están 
asociadas específicamente al cumplimiento de las condicionalidades, dada la 
naturaleza de estas es posible esperar impactos del programa en dimensiones 
tales como resultados nutricionales, aprendizajes y habilidades cognitivas. 
Sin embargo, no es evidente que esto tenga que ser así. 
1.  Características del programa Juntos
El Programa Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres, Juntos, se 
creó el 6 de abril del 2005 mediante Decreto Supremo 032-2005-PCM, 
modificado por el Decreto Supremo 062-2005-PCM y el Decreto Supremo 
012-2012-Midis. Inicialmente, el programa estuvo adscrito a la Presidencia 
del Consejo de Ministros (PCM). A partir del 2012, el programa fue asignado 
al Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social (Midis), en ese entonces de 
reciente creación. El programa orienta sus acciones a la reducción de la 
pobreza, a la generación de capital humano y a la reducción de la transmisión 
intergeneracional de la pobreza. El lanzamiento del programa se produjo 
tomando como referencia las experiencias favorables de otros programas de 
transferencias monetarias condicionadas, tales como Oportunidades (ahora 
Prospera) en México, y Bolsa Escola y Bolsa Alimentação en el Brasil. 
Los hogares beneficiados son hogares pobres conformados por una 
gestante y/o por una madre con hijos menores de 5 años y/o en edad escolar. 
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El programa otorga un pago único a las familias beneficiadas equivalente 
a 100 soles mensuales hasta fines del 2009 y 200 soles bimestrales a partir 
del 2010. La transferencia anualizada equivale a cerca del 13% del gasto 
monetario anual de las familias beneficiadas.3 
Si bien el programa no exige que la transferencia monetaria sea 
utilizada en alimentos o en bienes que beneficien directamente a los 
niños, dicha transferencia sí está condicionada al cumplimiento de ciertas 
corresponsabilidades. Las corresponsabilidades se han ido ajustando a través 
del tiempo, manteniendo un enfoque en salud y nutrición, y en educación. 
El eje central de las condicionalidades incluye a) asistencia a controles 
prenatales por parte de las gestantes; b) asistencia a CRED por parte de niños 
y niñas hasta por lo menos los tres primeros años; y c) matrícula y asistencia 
a la escuela primaria por parte de niños, niñas y adolescentes (Presidencia 
del Consejo de Ministros 2009).4 Desde el 2012-2013 se han añadido 
corresponsabilidades adicionales en los siguientes ámbitos: a) matrícula y 
asistencia a la educación inicial o programa no escolarizado de educación 
inicial (Pronoei) a partir de los 3 años, y b) matrícula y asistencia hasta los 
19 años o la culminación de la educación secundaria (lo que ocurra primero).5
Como referencia, la columna A del cuadro 2 reporta las condicionalidades 
vigentes durante los primeros años de operación del programa, mientras 
que la columna B reporta la versión vigente de las condicionalidades, 
aplicables desde el 2013. Cabe destacar que la manera más concreta en que 
se establecen las corresponsabilidades desde el 2013 no representa un menor 
nivel de compromiso del programa, sino un traslado de la responsabilidad 
a los sectores encargados de brindar los servicios. Así, por ejemplo, las 
normas del Ministerio de Salud (Minsa) señalan que el CRED, además de 
la evaluación y monitoreo del crecimiento, incluye verificación de vacunas, 
3 Estimaciones propias.
4 Inicialmente, había una corresponsabilidad adicional referida a la necesidad de que los beneficiarios 
cuenten con DNI. Esta condición ya no se explicita, lo que refleja tanto los avances alcanzados en términos 
del registro e identificación de la población en general —y la población pobre en particular— como la 
necesidad de los hogares de contar con esta identificación en primer lugar para ser considerados por el 
programa.
5 Véase la Resolución de Dirección Ejecutiva 42-2013-Midis-PNADP-DE.
214 Alan Sánchez y María Gracia Rodríguez
Ámbito                            Miembro objetivo y corresponsabilidad
 A: En el 2008 B: Desde el 2013
Salud y Gestantes Gestantes
nutrición •	Controles	pre	y	postnatales,	esquema	 •	Acudir	al	establecimiento	de	salud	para
    completo de vacunación, suplemento   el control prenatal mensual.
    de  sulfato ferroso y ácido fólico, y
    asistencia a charlas de nutrición, salud
    reproductiva  y preparación de
    alimentos.   
 Niños de 6 meses a 3 años  Niños y niñas de 0 a 36 meses
	 •	Participación	en	el	Programa	de	 •	Acudir	al	establecimiento	de	salud	para
   Complementación Alimentaria para   los CRED señalados en los protocolos
   Grupos en Mayor Riesgo (Pacfo)   de atención primaria en salud. 
   (recepción de papilla y participación de
   las madres en capacitación).  
 Niños de hasta 5 años
	 •	Esquema	completo	de	vacunación,
   suplemento de sulfato ferroso, CRED,
   desparasitación. Salud ambiental:
   viviendas con agua segura.  
Educación Niños de 6 a 14 años que no han Niños, niñas, adolescentes y jóvenes de
 completado la primaria: 6 a 19 años (o que no hayan completado
	 •	Exigencia	de	asistencia	al	 la secundaria) 
   establecimiento educacional el 85% de •	Asistir	a	las	clases	y	tener	como	máximo
   los días en que se realizan actividades   tres faltas injustificadas por mes.
   educativas.   
  Niños y niñas de 3 a 6 años 
	 	 •	Asistir	a	las	clases	en	la	institución	de	
    educación inicial o Pronoei y tener 
    como máximo tres faltas injustificadas 
    por mes. 
Identidad	 •	Obtención	del	DNI.	 
Fuente: Presidencia del Consejo de Ministros (2009) y Resolución de Dirección Ejecutiva 
42-2013-Midis-PNADP-DE.
Cuadro 2
Corresponsabilidades del programa Juntos
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suplementación con hierro, suplementación con vitamina A —en zonas 
priorizadas—, desparasitación, consejería para madres, entre otros aspectos.
a) Expansión geográfica del programa
Desde el 2005, el programa ha ido incrementando su cobertura geográfica 
de manera paulatina. En particular, el programa Juntos ha ido migrando 
desde el cinturón de pobreza de la sierra sur, donde se inició, al resto de 
la sierra y a la selva. Así, los primeros 110 distritos en los que intervino el 
programa —70 en los últimos meses del 2005 y 40 en el primer trimestre 
del 2006— se encuentran en los departamentos de Apurímac, Ayacucho, 
Huancavelica y Huánuco. Luego, a mediados del 2006 se añadieron al 
programa 210 distritos y 5 departamentos: Áncash, Cajamarca, Junín, La 
Libertad y Puno. En el 2007 se sumaron 318 distritos y los departamentos 
de Amazonas, Cusco, Loreto, Pasco y Piura, y así se conformó un total 
de 638 distritos que recibieron acceso al programa durante la primera 
expansión. La segunda expansión a nivel distrital se produjo a partir del 
2011. Ese año se creó el Midis,6 y el programa Juntos fue transferido de la 
Presidencia del Consejo de Ministros (PCM) al Midis.7 Hacia finales del 
2014, la cobertura de Juntos alcanzó un total de 1143 distritos, localizados 
en 15 departamentos.8 En el 2014 se incorporó también el departamento 
de San Martín, con lo que aumentó la cobertura en la selva.
Con respecto al número de hogares beneficiados, en el primer año de 
operaciones el programa benefició a aproximadamente 23 000 familias. 
Los dos años siguientes, el total de hogares beneficiarios fue de 164 000 y 
373 000, respectivamente. En el periodo 2008-2011, el número de hogares 
beneficiarios estuvo entre 440 000 y 500 000. Es a partir del 2012 que se 
empieza a observar una nueva tendencia creciente en el número de hogares 
6 Ley 29792.
7 Mediante Resolución Suprema 004-2012-PCM, Juntos fue adscrito como Unidad Ejecutora del Pliego 
Midis.
8 Amazonas, Áncash, Apurímac, Ayacucho, Cajamarca, Cusco, Huancavelica, Huánuco, Junín, La Libertad, 
Loreto, Pasco, Piura, Puno y San Martín.
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Gráfico 1
Evolución del número de distritos beneficiarios del programa Juntos
 
Fuente: Programa Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres, Juntos. Unidad de 
Planeamiento y Presupuesto.
Gráfico 2
Evolución del número de hogares afiliados al programa Juntos
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afiliados. A finales del 2014, Juntos llegó a 834 000 familias. En términos de 
la localización geográfica de los hogares beneficiados, en el 2014, el 29% de 
familias beneficiadas se encontraban en la sierra centro; el 22%, en la sierra 
sur; el 22%, en la sierra norte; el 19%, en la selva; y el 8%, en la costa.9 
b) Focalización del programa
El proceso de selección de los beneficiarios de Juntos tiene dos etapas. La 
primera se refiere a la selección geográfica, la cual determina los distritos 
en los que interviene el programa; la segunda etapa se refiere a la selección 
de los hogares dentro de cada distrito elegible. Técnicamente, existe una 
tercera etapa de verificación comunal, con el doble objetivo de evitar tanto 
filtraciones como la subcobertura. El objetivo es seleccionar a hogares 
pobres que residan en distritos pobres. Siguiendo este principio, los criterios 
específicos se han ido actualizando con el tiempo, reflejando tanto los 
cambios en las estrategias de lucha contra la pobreza del país y la necesidad de 
articular los programas sociales, como, en parte, cambios en las instituciones 
a cargo de la focalización. A grandes rasgos, es posible distinguir la «primera 
expansión», del 2005 al 2007, durante la cual el proceso de focalización fue 
propuesto al programa Juntos por el Ministerio de Economía y Finanzas 
(MEF) en colaboración con el Instituto Nacional de Estadística e Informática 
(INEI), y la «segunda expansión», que comenzó en el 2011, durante la cual 
el Midis determinó los criterios de focalización.
El proceso de selección durante la «primera expansión» es descrito 
en detalle en Linares García (2009). En este caso, para la selección de 
distritos se elaboró un índice de pobreza distrital calculado a partir de los 
siguientes factores: porcentaje de hogares con dos o más necesidades básicas 
insatisfechas, brecha de pobreza, tasa de desnutrición crónica, tasa de pobreza 
extrema e incidencia de violencia política. El índice de pobreza distrital se 
9 Estimaciones propias a partir de información de la Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) 2014.
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creó como una ponderación simple de los factores mencionados. Luego, se 
ordenó los distritos según dicho índice, de mayor a menor nivel de pobreza, 
y se estableció que los primeros distritos en ser servidos serían los más pobres 
—con algunas excepciones puntuales—.10 A partir de este procedimiento, se 
llegó a incluir 638 distritos de manera escalonada durante el 2005, el 2006 y 
el 2007. En los distritos seleccionados, el INEI procedió a realizar barridos 
censales, administrando una ficha socioeconómica similar a la utilizada por 
el Sistema de Focalización de Hogares (Sisfoh). A partir de la información 
recogida, se determinó un umbral para distinguir entre hogares pobres y 
no pobres, preseleccionando para el programa solo a los hogares pobres que 
tuviesen al menos un miembro objetivo —madre gestante, niños, niñas o 
adolescentes hasta los 14 años—. Finalmente, la lista de preseleccionados 
se validó con la participación de una asamblea comunal de validación. Si 
bien durante el 2008 y 2009 no se incluyeron nuevos distritos al programa, 
se realizó un proceso de «intensificación» con el fin de incluir a un mayor 
número de beneficiarios dentro de los distritos seleccionados. Esto se llevó 
a cabo en línea con la Estrategia Nacional Crecer, creada con el fin de que 
exista una mayor articulación entre los programas sociales para la reducción 
de la desnutrición crónica. Entre otras medidas, se optó por dar acceso 
universal al programa en distritos pequeños con niveles de pobreza de 50% 
o más y niveles de desnutrición infantil de 30% o más.
Para la «segunda expansión» del programa, ocurrida a partir del 2011, se 
hicieron algunas modificaciones en los criterios de focalización utilizados para 
seleccionar nuevos distritos y hogares, las cuales están resumidas en el Manual 
de operaciones 2011-2013. Según este manual, se tomaron en consideración 
los siguientes criterios de manera secuencial: a) distritos seleccionados según 
un índice ponderado geográfico que considera el nivel de pobreza del distrito, 
la tasa de desnutrición crónica infantil en menores de 5 años y el número 
de niños menores de 3 años; b) distritos considerados como prioritarios en 
10 Se hizo excepciones en los casos en los que el número de distritos atendidos en determinado departamento 
era muy bajo. En estos casos, se optó por excluir estos distritos y reemplazarlos por distritos pobres ubicados 
en departamentos con un gran número de distritos seleccionados. 
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la estrategia nacional Crecer, principalmente en zonas rurales; c) distritos 
con más del 50% de su población en situación de pobreza. Luego, dentro 
de cada distrito se escogió a los hogares clasificados como pobres extremos o 
pobres de acuerdo con el punto de corte establecido por el algoritmo vigente 
del Sisfoh y que tuvieran al menos un miembro objetivo: madre gestante, 
niños, niñas o adolescentes de hasta 19 años. 
Actualmente, distritos con tasas de pobreza de entre 40% y 50%, y que 
pertenecen a la zona rural, también son beneficiarios del programa debido 
a que el Decreto Supremo 009-2012-Midis amplió la cobertura de este.
2.  Impactos esperados del programa
El actual marco lógico, vigente desde el 2013, está disponible en el portal 
web del programa. Como referencia, el marco lógico que estuvo vigente 
en el Plan Operativo Institucional del 2010 puede encontrarse en Vargas 
(2011). Ambas versiones se reportan en el cuadro A.2 del anexo. Los 
cambios en los indicadores de seguimiento reflejan tanto la inclusión de 
nuevas condicionalidades como cambios en las prioridades de las políticas 
sociales. Así, por ejemplo, la casi universalización en el acceso a la educación 
primaria determina que sea menos relevante hacer un seguimiento de la 
asistencia en el nivel primaria, e implica enfocarse más bien en la asistencia 
en el nivel secundaria. 
En el ámbito de salud y nutrición, el programa ha mantenido un 
seguimiento a indicadores de asistencia a controles prenatales y CRED. 
Algo que cabe destacar es que el marco lógico previo incluía indicadores 
relacionados con la desnutrición crónica infantil y el consumo de alimentos 
de alto valor nutritivo en el hogar, algo que se ha descontinuado en el marco 
actual. 
En el ámbito de la educación, se ha pasado de tener como meta 
indicadores de asistencia a la educación básica regular a tener como meta 
indicadores de deserción escolar en el nivel secundaria, y se han incorporado 
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metas de asistencia a la preescuela para niños de 3 a 5 años. Asimismo, se 
ha pasado de contar con un indicador de «porcentaje de niños con la edad 
correcta para el grado» a contar con un indicador de «porcentaje de niños 
de 6 años que están cursando el primer grado de primaria». 
Si bien el programa actualmente no se ha planteado metas específicas 
en términos de mejorar los resultados nutricionales y de aprendizajes, así 
como tampoco de reducción del trabajo infantil, dada la naturaleza de las 
condicionalidades es posible esperar impactos en estas áreas. Los controles 
prenatales y CRED, así como la transferencia monetaria, pueden generar 
un impacto directo en el estado nutricional del niño. Por su parte, la 
obligatoriedad de la asistencia escolar, en combinación con las inversiones 
tempranas en salud y nutrición, sugieren que puede presentarse un efecto 
en los aprendizajes, debido al mayor tiempo que el niño pasa en la escuela; 
a las complementariedades entre salud, nutrición y aprendizajes; así como 
a la transferencia y su impacto en los gastos en educación. Asimismo, es 
importante destacar que el marco lógico previo del programa sí incluía la 
prevalencia de la desnutrición crónica infantil como indicador. Por todos 
estos motivos, se justifica que varios de los estudios que han evaluado el 
impacto de Juntos hayan tratado de ir más allá de las condicionalidades 
con el fin de determinar si el programa tuvo un efecto en la acumulación 
de capital humano. 
3.  Metodologías utilizadas y fuentes de información
Desde el punto de vista metodológico, la regla de oro para la evaluación 
cuantitativa del impacto de programas públicos es el diseño aleatorizado. 
Una adecuada aleatorización en el acceso al programa garantiza que el 
grupo que recibe los beneficios (grupo de tratamiento) sea estrictamente 
comparable con aquel que no los recibe (grupo de control), de manera que 
la comparación entre ambos grupos proporciona información con respecto al 
impacto causal del programa. Esta estrategia ha sido utilizada, por ejemplo, 
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para evaluar PTC tales como Oportunidades (Progresa) en México y Red 
de Protección Social, en Nicaragua. Cabe destacar que la aleatorización en 
el acceso a estos programas es, típicamente, de carácter temporal; más allá 
del corto plazo, todos los hogares elegibles deberían ser capaces de acceder 
al programa. 
Como resulta claro, la selección de los hogares beneficiados por el 
programa Juntos no fue aleatoria, por lo cual una evaluación que compare los 
hogares beneficiarios versus los no beneficiarios llevaría a una serie de sesgos, 
ya que los hogares no beneficiarios son en su mayoría no pobres. Por ello, 
para realizar la evaluación, los estudios disponibles recurrieron a métodos 
no experimentales de evaluación de impacto. Estos métodos incluyen a) 
diferencias en diferencias, método mediante el cual el grupo de beneficiarios 
se compara con un grupo de no beneficiarios razonablemente similar, lo que 
permite obtener resultados robustos en la medida en que las diferencias entre 
ambos grupos sean fijas en el tiempo; b) técnicas de matching mediante las 
cuales cada uno de los hogares (individuos) beneficiados se compara con 
hogares (individuos) similares en una serie de características observables que, 
a su vez, determinan el acceso al programa; c) variables instrumentales, que 
consiste en identificar una variable que determine el acceso al programa, 
pero que no esté correlacionada con características no observables del hogar. 
Como se verá en la siguiente sección, todos los estudios disponibles han 
tenido que recurrir a uno —o a más de uno— de estos métodos.
En términos de las fuentes de información utilizadas, las tres bases 
de datos disponibles para evaluar el impacto del programa son la Encuesta 
Nacional de Hogares (Enaho), la Encuesta Nacional Demográfica y de 
Salud (Endes) y la encuesta de Niños del Milenio (NdM). La Enaho y la 
Endes son encuestas oficiales implementadas por el INEI. Ambas tienen 
representatividad nacional y se administran de forma anual —desde el 2008 
en el caso de la Endes—. La población objetivo son los hogares peruanos en 
el caso de la Enaho y las mujeres en edad reproductiva en todo el país en el de 
la Endes. En el caso de NdM, este es un estudio longitudinal de cuatro países 
(Young Lives study) financiado por el Ministerio de Desarrollo del Gobierno 
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de Reino Unido, implementado en el Perú por GRADE y el Instituto de 
Investigación Nutricional con la administración de la Universidad de Oxford. 
NdM es una encuesta representativa de hogares con niños nacidos entre el 
2001 y el 2002, que excluye los hogares del 5% de distritos más ricos del 
país. Estos niños han sido visitados en cuatro ocasiones: en el 2002 (entre 
6 y 18 meses), en el 2006 (entre 4 y 5 años), en el 2009 (entre 7 y 8 años) 
y en el 2013 (entre 11 y 12 años). 
Cabe destacar que si bien Juntos comenzó a implementarse desde el 
2005, en las encuestas mencionadas hubo un rezago en la inclusión específica 
de preguntas que permitieran identificar si el hogar era beneficiado por 
el programa. En el caso de Enaho, el identificador de Juntos se incluyó 
a partir del 2006; en el de Endes, a partir del 2008; y en el de NdM, a 
partir de la ronda 3 en el 2009, aunque en este último caso se incluyó una 
pregunta retrospectiva con el fin de determinar a partir de qué fecha (año 
y mes) el hogar comenzó a ser beneficiado. El último punto que se debe 
destacar es que, debido a las características del diseño, la gran mayoría de 
niños seguidos en el estudio de NdM fueron beneficiados por el programa 
cuando ya habían pasado la etapa de la infancia temprana —los primeros 
tres años de vida—, algo que tiene implicancias para el análisis y a lo cual 
se volverá más adelante.
4.  Estudios seleccionados para la revisión
La revisión de la literatura realizada tuvo como objetivo identificar estudios 
cuantitativos que hayan utilizado metodologías de evaluación de impacto 
para evaluar el impacto del programa Juntos en dimensiones asociadas 
a la acumulación de capital humano durante la niñez y adolescencia. Se 
consideraron estudios publicados en revistas especializadas, libros y series 
de documentos de trabajo. 
Se utilizaron tres formas de búsqueda. En primer lugar, se revisaron los 
listados de publicaciones disponibles en las páginas web de las 47 instituciones 
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de investigación —universidades, centros de investigación y think tanks— 
pertenecientes al Consorcio de Investigación Económica y Social (CIES), 
pues este congrega a las instituciones científicas más importantes del país en 
el ámbito de las ciencias sociales; además, se revisaron las páginas web del 
Banco Central de Reserva del Perú y de la Asociación Peruana de Economía.11 
En segundo lugar, se revisaron las páginas web del estudio NdM12 (Young 
Lives)13 y de Juntos, pues ambas entidades divulgan estudios realizados sobre 
este programa —en el caso de NdM, de las investigaciones que utilizan 
datos de dicho estudio—. Finalmente, se emplearon buscadores en línea 
—Google, JSTOR y Google Scholar— para asegurar la inclusión de todos 
los estudios relevantes.14 A partir de estas tres herramientas de búsqueda, se 
identificaron 18 estudios cuantitativos (cuadro A.1 del anexo), de los cuales 
10 cumplen el criterio de enfocarse en resultados de capital humano (cuadro 
3).15 Cinco de los estudios disponibles han utilizado los datos de NdM, tres 
han trabajado con datos de la Enaho y dos con datos de la Endes. Como 
se observa en el cuadro 3, los estudios disponibles evalúan principalmente 
el impacto de la «primera expansión» de Juntos, ocurrida entre el 2005 y el 
2007. Así, la mayoría de estudios midió los resultados del programa entre 
el 2007 y el 2009. 
a) Aspectos metodológicos de los estudios seleccionados
Una manera de clasificar los estudios seleccionados es según las temáticas 
abarcadas. El primer estudio, uno de los más amplios temáticamente, es 
11 Con este criterio se hallaron los estudios de García (2015), Sánchez y Jaramillo (2012), Escobal y Benites 
(2012), y Perova y Vakis (2012).
12 Disponible en www.ninosdelmilenio.org y www.younglives.org.uk
13 Con este criterio se encontraron los estudios de Andersen y otros (2015), Johansson y Rondeau (2015), 
y Gahlaut (2011).
14 En Google, JSTOR y Google Scholar se buscaron los términos Juntos + health + nutrition, Juntos + salud 
+ nutrición y Juntos + educación. 
15 Además de los 10 estudios seleccionados, cabe destacar que hay una serie de investigaciones que han evaluado 
el impacto de Juntos exclusivamente sobre resultados del mercado laboral en miembros del hogar mayores 
de edad. Estos estudios no se han incluido en la presente revisión porque no coindicen con los criterios 
mencionados; sin embargo, algunos de sus hallazgos se tendrán en cuenta en la sección de discusión.
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Perova y Vakis (2009) (en adelante Perova y Vakis I). Los autores evalúan 
el impacto del programa sobre la pobreza, el consumo, el mercado laboral, 
la salud, la educación y el trabajo infantil utilizando datos de la Enaho. 
Este estudio fue actualizado en Perova y Vakis (2012) (en adelante, Perova 
y Vakis II), que además analiza aspectos relacionados con la importancia del 
tiempo de exposición al programa Juntos. En el caso de la salud y educación 
del niño, ambos estudios evalúan el impacto sobre el acceso a los controles 
prenatales, los controles de salud postnatales, la probabilidad de recibir 
vacunas, la matrícula y la asistencia escolar. Asimismo, Perova y Vakis (I) 
analizó indicadores antropométricos (talla-por-edad, peso-por-edad) y niveles 
de anemia para una submuestra específica del último trimestre de la Enaho 
del 2007. En lo que respecta al nivel de consumo, en ambos textos se analiza 
el impacto en el consumo total de alimentos; y, además, en Perova y Vakis 
(I) se distingue según tipo de alimentos. Dada su amplitud temática, ambos 
estudios son importantes referencias. 
El siguiente estudio en orden de publicación fue Gahlaut (2011), 
un trabajo de tesis que utilizó datos de NdM para evaluar el impacto del 
programa sobre el trabajo infantil, la matrícula escolar y los resultados de 
salud del niño (talla-por-edad, índice de masa corporal). Luego, Escobal y 
Benites (2012) utilizaron datos de NdM y se enfocaron en evaluar el impacto 
sobre el consumo e ingreso del hogar; uso del tiempo y talla-por-edad del 
niño; sentimientos, percepciones y actitudes de la madre y del niño. 
Los estudios posteriores trataron temas más específicos. Sánchez y 
Jaramillo (2012) se concentraron en salud y nutrición infantil. Los autores 
utilizaron datos de la Endes para medir el impacto del programa sobre la 
probabilidad de haber recibido todas las vacunas, talla-por-edad, desnutrición 
crónica y desnutrición crónica severa. Díaz y Saldarriaga (2014) utilizaron 
datos de la Endes con el objetivo de medir el impacto del programa sobre 
el peso al nacer. Este estudio también hace un análisis detallado del impacto 
del programa sobre el tipo de servicios prenatales que la madre gestante 
recibe. En su trabajo de tesis, Johansson y Rondeau (2015) utilizaron datos 
de NdM para volver a revisar el impacto sobre trabajo infantil. Andersen y 
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otros (2015) utilizaron la misma base de datos para evaluar el impacto sobre 
talla-por-edad, desnutrición crónica, peso-por-edad, índice de masa corporal 
y logro cognitivo medido con el test de vocabulario en imágenes Peabody 
(PPVT por sus siglas en inglés). García (2015) utilizó datos de Enaho para 
volver a revisar el impacto del programa sobre el consumo total y por rubros. 
Finalmente, Sánchez y otros (2016) utilizaron datos de NdM para estudiar 
la importancia de la edad de la exposición sobre talla-por-edad, desnutrición 
crónica, desnutrición crónica severa y logro cognitivo (PPVT).
Más allá de los temas tratados, desde el punto de vista metodológico, 
una manera de distinguir entre los estudios es en función de si cuentan o 
no con una línea de base. Con una línea de base se puede implementar una 
estrategia de doble diferencia, lo que permite explotar el hecho de que un 
grupo de beneficiarios y otro de no beneficiarios sean observados antes y 
después del programa, para controlar por tendencias comunes en ambos 
grupos. La línea de base se puede implementar con datos de panel a nivel 
individual, así como con datos de panel a nivel distrital. En el caso de NdM, 
para ciertas variables es posible construir una línea de base, pues los niños 
fueron observados por primera vez en el 2002, tres años antes del inicio del 
programa, y, al momento de la segunda ronda, en el 2006, la mayoría de 
hogares beneficiados aún no recibían la transferencia. En el caso de la Enaho 
también existe una submuestra panel de hogares que es observada antes del 
inicio de Juntos, aunque la muestra es relativamente pequeña. En el caso 
de Endes no existe un panel de hogares o de niños, aunque sí se observan 
resultados para hermanos biológicos, lo que permite hacer comparaciones 
intrahogar o entre-hermanos. Asimismo, cabe precisar que, en principio, en 
todos los casos es posible crear un panel de datos a nivel distrital. 
Tomando en cuenta estos aspectos, notamos que los estudios que 
carecen de una línea de base son Perova y Vakis (I) y (II), y Johansson y 
Rondeau (2015). En cuatro de los cinco estudios que han utilizado datos 
de NdM (Andersen y otros 2015, Escobal y Benites 2012, Gahlaut 2011, 
y Sánchez y otros 2016) se construyeron líneas de base a partir de datos 
de panel individual, aunque en el caso de Gahlaut esto solo se hizo para 
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variables asociadas al estado nutricional. De los estudios que utilizaron datos 
de la Enaho, solo García (2015) usó una línea de base con datos de panel 
individual. Finalmente, los dos estudios que utilizan datos de la Endes 
(Sánchez y Jaramillo 2012, y Díaz y Saldarriaga 2014) usaron pseudopaneles 
de distritos no balanceados y, además, explotaron la disponibilidad de datos 
para hermanos biológicos para hacer comparaciones intrahogar o entre-
hermanos.
Otro criterio para diferenciar los estudios es si utilizaron estrategias 
de matching (emparejamiento), en particular propensity score matching, 
una técnica no paramétrica de uso común en la literatura de evaluación de 
programas sociales, que permite comparar hogares tratados con hogares no 
tratados estadísticamente similares («gemelos estadísticos»). Esta estrategia 
se ha usado sobre todo en estudios enfocados en resultados nutricionales 
(Andersen y otros 2015; Escobal y Benites 2012; Sánchez y Jaramillo 2012). 
Una variante de esta estrategia es estimar un modelo lineal e incluir como 
variable de control la probabilidad de que el hogar esté afiliado al programa 
(el propensity score). Esta ruta es seguida por Perova y Vakis (I) y Johansson 
y Rondeau (2015). 
Es importante mencionar que las estrategias de doble diferencia y 
emparejamiento se pueden combinar con el fin de obtener resultados más 
robustos, pues permiten comparar la evolución de un grupo tratado por el 
programa con la de un grupo no tratado estadísticamente comparable. Solo 
dos de los estudios analizados (Andersen y otros 2015, Sánchez y Jaramillo 
2012) hacen uso de esta estrategia mixta. 
Además de las estrategias de doble diferencia y emparejamiento, Perova 
y Vakis (II) proponen el uso de una estrategia de variables instrumentales. 
En particular, los autores explotan diferencias en la fecha del lanzamiento 
del programa a nivel distrital y diferencias en las fechas de entrevista de los 
hogares en la Enaho para identificar el efecto del programa. Al hacer esto, 
en esencia comparan dos tipos de hogares: aquellos que, al momento de ser 
encuestados, recibían la transferencia con otros de los mismos distritos que, 













































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































A manera de síntesis, es posible afirmar que 9 de los 10 estudios 
seleccionados aplicaron estrategias estándar para controlar por la selección 
en el programa. La excepción son los resultados de Gahlaut para trabajo 
infantil y matrícula escolar, en los que no se incluyó ningún tipo de control 
por selección al programa. Estos son los resultados menos robustos de los 
aquí revisados, pues no cuentan con un contrafactual adecuado. Asimismo, 
una desventaja de los estudios de Johansson y Rondeau (2015) y de Perova 
y Vakis (I) es que no cuentan con una línea de base; si bien controlan por 
selección, lo hacen estimando un modelo lineal e incluyendo como variable 
de control la probabilidad de que el hogar esté afiliado al programa, estrategia 
que se considera menos flexible si se la compara con una estimación de 
propensity score matching estándar (véase Angrist y Pischke 2009). 
Finalmente, cabe destacar que tres de los estudios seleccionados han sido 
publicados en revistas especializadas con revisión de colegas (peer review), 
dos de los cuales aplican una estrategia combinada de doble diferencia y 
emparejamiento (Sánchez y Jaramillo 2012, y Andersen y otros 2015), y 
uno aplica una estrategia de variables instrumentales (Perova y Vakis II). 
5.  Revisión del impacto de Juntos en la salud y la nutrición
Al abordar el impacto sobre salud y nutrición, un aspecto que se debe 
destacar es que el estado nutricional de los niños peruanos menores de 5 
años ha mejorado sustancialmente durante la última década, tanto en hogares 
pobres afiliados como no afiliados. Esto es parte de una tendencia nacional, 
relacionada con factores tales como el impacto del crecimiento económico 
sobre el acceso al empleo e ingreso de los hogares pobres, mejoras en el 
acceso a servicios básicos —incluyendo agua potable y desagüe—, entre 
otros aspectos. Así, lo que está en discusión no es si los hogares afiliados 
al programa Juntos han mejorado en esta dimensión, sino si esta mejora 
se debe al programa Juntos o a otros factores. En esta sección, primero se 
identifican los efectos del programa sobre las condicionalidades asociadas a 
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salud, y luego se procede a identificar los resultados hallados en la literatura 
local sobre el impacto del programa en el estado de salud. 
a) Acceso a servicios de salud
Los estudios que han abordado el tema de la asistencia de niños menores 
de 5 años han utilizado datos de la Enaho y de la Endes. Según Perova y 
Vakis (I), la probabilidad de que un niño menor de 5 años haya sido llevado 
a un control de salud en los últimos tres meses aumentó en 37 puntos 
porcentuales (p. p.) debido al programa Juntos, y llegó a alrededor del 85%. 
Por su parte, con datos más actualizados, Perova y Vakis (II) hallaron que la 
misma probabilidad aumentó en 69 p. p., y llegó virtualmente al 100% de 
cobertura entre los tratados. Cabe mencionar que si bien estos resultados 
son sumamente alentadores, la Enaho no incluye una pregunta específica 
sobre la asistencia del niño a los CRED, por lo que no queda claro el tipo 
de atención que recibió en estos casos.
Cuadro 4-A
Efecto marginal de Juntos sobre la asistencia a servicios de salud
Estudio Grupo etario Asistencia a controles de salud (últimos tres meses)    
  Promedio      Según tiempo de exposición al programa    
Perova y Vakis (I) 0-5 años Todos   < 1 año       13-15 meses 
  37,0*    40,0*            47,0*     
Perova y Vakis (II) 0-5 años Todos   1-2 años         2-3 años  3-5 años






Efecto marginal de Juntos sobre las vacunas recibidas
Estudio Grupo etario Probabilidad de recibir vacunas (últimos tres meses)
  Promedio Según tiempo de exposición al programa
Perova y Vakis (I) 0-5 años Todos    < 1 año        13-15 meses 
  7,0**        0,0            -11,0**  
Perova y Vakis (II) 0-5 años Todos    1-2 años         2-3 años 3-5 años




Un aspecto estrechamente vinculado a la asistencia a controles de salud 
son las vacunas recibidas por el niño. Perova y Vakis (I) hallaron que la 
probabilidad de que un niño haya recibido una vacuna en los últimos tres 
meses aumentó en 7 puntos porcentuales. Al analizar esta misma variable, 
Perova y Vakis (II) no hallaron un efecto en promedio; sin embargo, el efecto 
es positivo y estadísticamente significativo para todos los subgrupos cuando 
el impacto se desagrega según tiempo de exposición al programa, con un 
coeficiente de entre 10 y 19 p. p. Con datos de la Endes es posible ir más 
allá y analizar la probabilidad de que un niño haya recibido determinadas 
vacunas —BCG 1, 2 y 3; DPT 1, 2 y 3; y antisarampionosa—. Al respecto, 
Sánchez y Jaramillo (2012) utilizaron datos de Endes y encontraron que el 
número de vacunas recibidas por los niños de 3 a 5 años aumentó de manera 
estadísticamente significativa en el 2009 y el 2010 (incremento marginal de 
0,4 y 0,8 vacunas, respectivamente).
También se ha analizado el impacto del programa sobre el uso de los 
servicios prenatales por parte de la mujer gestante. Perova y Vakis (II), y 
Díaz y Saldarriaga (2014), analizaron este aspecto.16 Perova y Vakis (II) 
hallaron que la probabilidad de que el parto haya sido asistido por un 
médico se incrementó en 90 p. p. gracias al programa. Por su parte, Díaz 
16 Perova y Vakis (I) también lo analizan, pero para estas variables en particular, el tamaño de la muestra es 
limitado, por lo que este punto se excluye de la discusión.
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y Saldarriaga (2014) utilizaron datos de Endes y encontraron que tanto la 
asistencia a controles prenatales como el número de controles a los que se 
asistió aumentó como consecuencia del programa. Sin embargo, en este caso 
ellos no encontraron un incremento en la probabilidad de que las mujeres 
hayan sido asistidas por personal médico durante el parto.
Tomando estos resultados, la evidencia sugiere que, en general, sí 
se produjo una mejora en el uso de los servicios de salud por parte de la 
población beneficiada. Por otro lado, existe un déficit en la literatura, pues 
no se sabe exactamente qué tipo de servicios reciben los niños que asisten 
en los CRED. Volveremos a ello más adelante. 
b) Resultados nutricionales
Respecto al posible impacto de Juntos en el estado nutricional, los estudios 
disponibles se han enfocado en los siguientes resultados del niño: hemoglobina, 
peso al nacer, puntaje Z-score de talla-por-edad, retardo en el crecimiento 
(desnutrición crónica), retardo en el crecimiento severo (desnutrición crónica 
severa) y puntaje Z-score de peso-por-edad. La variable peso-al-nacer permite 
aproximar el estado nutricional del niño al momento del nacimiento. Por su 
parte, las variables talla-por-edad y las asociadas al retardo en el crecimiento 
son informativas del estado nutricional del niño. En particular, el porcentaje 
de niños con un Z-score de talla-por-edad por debajo de -2 permite aproximar 
la prevalencia de desnutrición crónica total, mientras que el porcentaje de 
niños con un Z-score por debajo de -3 permite aproximar la prevalencia de 
desnutrición crónica severa. La Endes recolecta información a nivel nacional 
de la talla y peso de todos los niños menores de 5 años (hasta tres niños por 
hogar). Aunque por su construcción la Enaho no recolecta esta información, 
sí se obtuvo de manera puntual en el último trimestre del 2007 (también para 
niños menores de 5 años). Asimismo, el estudio Niños del Milenio recolectó 
esta información para su cohorte de seguimiento cuando los menores tenían 
1-2 años (2002), 4-5 años (2006) y 7-8 años (2009).
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Cuadro 4-C
Efecto de Juntos en el estado nutricional
Estudio Grupo etario  Resultados
  Talla-por-edad Desnutrición Desnutrición
  (z-score) crónica crónica severa
Perova y Vakis (I) 0-5 años -0,16 - -
Perova y Vakis (II) 0-5 años - - -
Gahlaut (2011) 7-8 años 0,288* - -
Sánchez y 
Jaramillo (2012) 0-5 años 0,131* -3,5 -8,4**
Escobal y Benites 
(2012) 7-8 años -0,06 (PSM) 11,0 (PSM) -   
  0,14 (DD) 
Andersen y otros
(2015) 7-8 años 
 Participación en Promedio: 0,14 Promedio: -18.3* -
 el programa >= Niñas: -0,18 Niñas: -19.0* 
 2 años Niños: 0,43** Niños: -14.1  
 Participación en Promedio: 0,12 Promedio: -8.0
 el programa < Niñas: -0,069 Niñas: 4.0
 2 años Niños: 0,52*** Niños: -18.2* 
Sánchez y otros  
(2016) 7-8 años 
 Expuesto entre 0,012 6,5 -2,8
 4-7 años 




del puntaje z de talla-por-edad. 
•	En	el	caso	de	desnutrición	crónica	y	desnutrición	crónica	severa,	el	efecto	marginal	del	programa	
está expresado en puntos porcentuales.
•	*,	**	y	***	denotan	significancia	al	nivel	del	10%,	5%	y	1%,	respectivamente.
La variable que ha sido revisada por la mayor cantidad de estudios es 
el indicador de talla-por-edad, lo que refleja el hecho de que el principal 
problema entre los niños peruanos es la desnutrición crónica. Los resultados 
de estos estudios se resumen en el cuadro 4-C. El primer estudio que evaluó 
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el impacto nutricional de Juntos fue Perova y Vakis (I). Ellos no hallaron 
ningún impacto en talla-por-edad. Sin embargo, en este caso los autores 
evaluaron resultados utilizando datos del último trimestre de la Enaho 
2007, aproximadamente un año después de que un amplio número de 
distritos fueran introducidos al programa. Perova y Vakis (II) no actualizan 
resultados para esta variable. 
Cuatro estudios posteriores se han enfocado en resultados nutricionales 
observados entre el 2009 y el 2010, uno utilizando datos de la Endes 
(Sánchez y Jaramillo 2012) y tres con datos de NdM (Escobal y Benites 
2012, Gahlaut 2011 y Andersen y otros 2015). De estos, Sánchez y Jaramillo, 
y Gahlaut, encuentran un efecto promedio positivo en talla-por-edad (de 
0,13 y 0,29 desviaciones estándar, respectivamente), mientras que Escobal y 
Benites, así como Andersen y otros, no encuentran un efecto positivo para el 
promedio. Sin embargo, este último encontró un efecto positivo para niños 
en talla-por-edad (de entre 0,4 y 0,5 desviaciones estándar). 
De los estudios mencionados, solo algunos analizaron el impacto del 
programa sobre el indicador de desnutrición crónica. Sánchez y Jaramillo 
(2012) hallaron que Juntos redujo la desnutrición crónica severa (en 8,4 
puntos porcentuales), pero no la desnutrición crónica, lo que sugiere que 
el programa tuvo efectos principalmente en el grupo que estaba peor desde 
el punto de vista nutricional (retardo de crecimiento severo). Por su parte, 
Andersen y otros (2015) encontraron que la desnutrición crónica sí se redujo 
entre los beneficiados por el programa entre dos y tres años (en 18,3 puntos 
porcentuales), mas no entre los beneficiados menos de dos años. Estos autores 
no analizaron el impacto en desnutrición crónica severa.
Una diferencia importante entre estos estudios es la edad de exposición 
al programa Juntos en los niños de los hogares analizados. En el caso de 
Sánchez y Jaramillo (2012), ellos evalúan los efectos del programa en cohortes 
de niños nacidos entre el 2003 y el 2010, de manera que muchos de estos 
menores fueron beneficiados desde la infancia temprana, mientras que los 
estudios que han utilizado datos de NdM se enfocan en una cohorte de niños 
nacidos entre el 2001 y el 2002, que por lo tanto se beneficiaron después 
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de sus tres primeros años de vida. Así, la diferencia en los resultados podría 
deberse a diferencias en la edad de exposición. 
Al respecto, Sánchez y otros (2016) utilizan datos recientes de la ronda 
4 de NdM. Ellos comparan el impacto de la exposición a Juntos sobre la 
cohorte de niños nacidos entre el 2001 y el 2002 —analizada en los estudios 
previos— con el impacto análogo entre los hermanos menores de estos niños 
nacidos entre el 2004 y el 2007. Los autores encuentran que el impacto 
promedio del programa fue positivo solo para los niños beneficiados por el 
programa Juntos durante los primeros tres años. En particular, la desnutrición 
crónica severa se redujo en 13,7 puntos porcentuales entre los hermanos 
beneficiados durante los primeros tres años de vida, mas no entre aquellos 
beneficiados en edad posterior.
Respecto a otros resultados nutricionales, Díaz y Saldarriaga (2014) 
no hallaron un impacto del programa sobre el peso al nacer de los niños 
beneficiados. Por su parte, Perova y Vakis (I) tampoco encontraron un efecto 
en los niveles de hemoglobina. 
Al margen de posibles diferencias en la metodología de estos estudios, 
lo que los resultados sugieren es que no es evidente que el programa haya 
tenido efectos nutricionales para todos los niños beneficiados. Aspectos tales 
como la edad de exposición, el tiempo de exposición, el sexo del niño y el 
grado de severidad en el retardo del crecimiento del niño en la línea de base 
son relevantes para entender los efectos del programa. 
c) Mecanismos de transmisión
En el caso de talla-por-edad y desnutrición crónica, para las cuales se han 
detectado algunos efectos positivos, un posible canal es el de un cambio en 
la dieta de los hogares beneficiados por el programa. Al respecto, cuatro 
estudios abordan el impacto del programa Juntos sobre el gasto en alimentos 
de los hogares. Perova y Vakis (I y II) y García (2015) llevan a cabo este 
análisis utilizando datos de la Enaho, mientras que Escobal y Benites (2012) 
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utilizaron datos de NdM. Perova y Vakis (I) fueron los primeros en calcular 
el impacto de Juntos sobre el gasto en alimentos de los hogares. Estos autores 
encontraron que el gasto mensual per cápita en alimentos aumentó en 34%, 
lo que, dado el promedio de gasto de los hogares de la muestra, representó un 
aumento de 15 soles en el gasto per cápita. En el caso de Perova y Vakis (II), 
los autores estimaron un impacto en la misma variable de 15% —equivalente 
a un aumento de 8 soles en el gasto per cápita—, algo menor que el primero 
estimado, pero cuya magnitud es aún importante. Escobal y Benites (2012) no 
encontraron ningún impacto del programa sobre el gasto total en alimentos, 
mientras que García (2015) halló que el gasto en alimentos aumentó en 147% 
como consecuencia del programa. De estos estudios, solo Perova y Vakis I 
reportan de manera sistemática el impacto del programa en los distintos 
rubros de alimentos. A grandes rasgos, ellos identifican un aumento en la gran 
mayoría de rubros, excepto en los de carne, mariscos, leche, queso y huevos, 
en los cuales no se encuentra efecto. Asimismo, identifican una reducción en 
el consumo de bebidas alcohólicas y de alimentos fuera del hogar.
Más allá del impacto de Juntos en el gasto en alimentos, cabe destacar 
que aún no se cuenta con evidencia cuantitativa sobre el impacto del 
programa en prácticas alimenticias —por ejemplo, el tipo de alimentación 
complementaria que recibe el niño, la duración de la lactancia materna— 
ni en la prevalencia de la diarrea, aspectos que, a su vez, pueden tener un 
efecto sobre el estado nutricional. En tal sentido, la evidencia con la que se 
cuenta respecto a los canales a través de los cuales el programa podría tener 
un efecto sobre el estado nutricional es aún limitada. 
Por otro lado, ninguno de los estudios disponibles aborda el hecho de 
que todos los afiliados a Juntos son también afiliados al Seguro Integral de 
Salud (SIS). Es posible que parte de los efectos actualmente atribuidos a 
Juntos sean, en realidad, una consecuencia de la afiliación al SIS.
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6.  Revisión del impacto de Juntos en la matrícula y la asistencia escolar, 
el logro cognitivo y el trabajo infantil
a) Matrícula y asistencia escolar
En el ámbito del uso de los servicios de educación, la matrícula escolar y la 
asistencia escolar son dimensiones claves asociadas tanto al cumplimiento 
de las condicionalidades del programa como a sus posibles efectos de largo 
plazo sobre los individuos beneficiados. El impacto del programa en estas 
dimensiones ha sido analizado por Perova y Vakis I y II, utilizando datos 
de la Enaho del 2006 al 2009 para niños de 6 a 14 años. Los niveles de 
matrícula en las muestras analizadas eran de alrededor del 75%, mientras que 
la asistencia escolar entre los matriculados era de aproximadamente el 85%. 
En el caso de la matrícula escolar, utilizando datos de la Enaho, Perova 
y Vakis (I) encontraron un efecto de 4 puntos porcentuales en la matrícula, 
similar para niños y niñas. Por su parte, Perova y Vakis II analizaron la misma 
variable y no encontraron un efecto promedio en este caso. Sin embargo, 
cabe destacar que este estudio encuentra evidencia de un efecto en los 
hogares beneficiados entre 2-3 años y 3-5 años, de 8 puntos porcentuales 
en ambos casos.17
En el caso de la asistencia escolar, esta se mide en términos de si el 
niño estaba asistiendo a la escuela en el momento en que se aplicaba la 
encuesta, condicionado a que estuviera matriculado. Perova y Vakis (I) no 
hallan un efecto promedio del programa Juntos sobre la asistencia, mientras 
que Perova y Vakis (II) sí lo encuentran. Cabe destacar que la magnitud del 
efecto es importante, pues incrementa la probabilidad de asistencia escolar 
en 25 puntos porcentuales. 
17 Aunque es posible que los efectos hallados en el segundo estudio reflejen la importancia del tiempo de 
exposición de los hogares al programa, cabe destacar que, por construcción, los hogares beneficiados por el 
programa por más tiempo son los ubicados en los distritos más pobres del país y son los que mayormente 
analizan Perova y Vakis (I), por lo que no queda claro si el efecto según tiempo de exposición hallado se 
debe también al hecho de que los hogares expuestos por más tiempo eran también los más pobres.   
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Tanto en matrícula como en asistencia, más allá de los efectos promedio, 
lo que es importante es determinar si el efecto del programa es mayor —o 
menor— en determinados momentos de la educación básica, tales como el 
inicio de la primaria, la transición de la primaria a la secundaria, o el fin de 
la educación básica. Únicamente Perova y Vakis (I) analizan esta dimensión 
y estiman efectos específicos por edades, de 6 a 14 años (9 coeficientes). Al 
hacer esto, ellos encuentran un efecto positivo en la matrícula para niños de 
6 y 7 años (de 11 y 10 puntos porcentuales, respectivamente). Asimismo, 
encuentran un efecto positivo en asistencia escolar para este mismo rango 
de edad (de 12 y 13 puntos porcentuales, respectivamente). En tal sentido, 
los efectos hallados solo parecen haber beneficiado a los niños que estaban 
iniciando la educación primaria. Una posible explicación del resultado 
hallado es que el costo de oportunidad de cumplir con las condicionalidades 
del programa —en términos de trabajo infantil— es relativamente menor 
para niños que aún no están en edad de trabajar. 
Cuadro 5-A
Efecto marginal de Juntos sobre la matrícula y la asistencia
Estudio Grupo etario  Resultados
  Tasa de matrícula escolar 
  Promedio Según tiempo de exposición
Perova y Vakis (I) 6-14 años Todos < 1 año 13-15 meses
  4,0*** 8,0*** 14,0*** 
Perova y Vakis (II) 6-14 años Todos 1-2 años 2-3 años 3-5 años
  6,0 1,0 8,0*** 8,0***
  Tasa de matrícula escolar 
  Promedio Según tiempo de exposición
Perova y Vakis (I) 6-14 años Todos < 1 año 13-15 meses 
  1,0 3,0* 9,0*** 
Perova y Vakis (II) 6-14 años Todos 1-2 años 2-3 años 3-5 años






En el caso de logro cognitivo, esta dimensión únicamente ha sido evaluada 
utilizando datos del estudio NdM, con un enfoque en los resultados del 
test de vocabulario Peabody para niños de 7 y 8 años en el momento en 
que fueron observados. Andersen y otros (2015) evaluaron el impacto del 
programa de niños beneficiados por el programa después de la infancia 
temprana, mientras que Sánchez y otros (2016) extendieron el análisis para 
niños observados a la misma edad, pero beneficiados durante sus primeros 
tres años de vida. Ninguno de estos estudios halló un impacto del programa 
en estas dimensiones. A la luz de los resultados de la literatura internacional 
relacionados con el impacto cognitivo de programas de transferencias 
condicionadas, este resultado no es del todo sorprendente. Dado que el 
programa sí tiene un impacto en la matrícula y asistencia escolar de niños de 
6 y 7 años, lo que posiblemente reflejan los resultados hallados son déficits 
en la calidad de la educación de nivel primaria en el Perú.
c) Mecanismos de transmisión
En lo que se refiere al gasto en educación, únicamente Perova y Vakis (I) y 
García (2015) analizan este aspecto. En el primer caso, se desagrega el gasto 
en uniformes escolares, matrícula, y libros y otros suministros. En el agregado 
no se encuentra un efecto, aunque en el nivel de rubros se identifica un 
incremento en el gasto en uniformes que se contrarresta por una reducción 
en el gasto en matrícula escolar. En el caso de García, el autor encuentra que 
el gasto en educación aumentó en un 47% como consecuencia del programa, 
aunque no precisa la composición de este gasto.
d) Trabajo infantil
La dimensión de trabajo infantil ha sido evaluada por diversos estudios. 
Perova y Vakis (I) y (II) utilizaron datos de la Enaho para niños de 6 a 14 
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años, considerando el impacto del programa sobre la probabilidad de que 
hubieran trabajado la semana anterior. Por su parte, Escobal y Benites (2012), 
Gahlaut (2011), y Johansson y Rondeau (2015), utilizaron datos de NdM 
para niños de 7 a 8 años. Escobal y Benites se enfocan en el número de horas 
destinadas a trabajos remunerados y no remunerados, mientras que los otros 
dos estudios evaluaron el impacto sobre la probabilidad de haber tenido un 
trabajo remunerado o no remunerado durante el último año. 
En esta dimensión, los resultados hallados son inesperados. En el 
caso de Perova y Vakis (I y II), ambos estudios encuentran un incremento 
en la probabilidad de haber trabajado en la semana previa asociado a la 
afiliación al programa. De manera similar a lo que se observó para el caso 
de la matrícula escolar, Perova y Vakis (I) encuentran un efecto positivo en 
toda la muestra (de 5 puntos porcentuales), mientras que Perova y Vakis 
(II) hallan este efecto solo para los niños de hogares beneficiados entre 
24 y 36 meses, y por más de 36 meses (de 3 y 13 puntos porcentuales, 
respectivamente). Por su parte, tanto Escobal y Benites como Johansson y 
Rondeau detectaron un incremento en la probabilidad de tener un trabajo no 
remunerado en conjunto con una reducción en la probabilidad de tener un 
trabajo remunerado (no significativo en el caso de Johansson y Rondeau). La 
magnitud del aumento en la probabilidad de tener un trabajo no remunerado 
es importante, de 23 y 52 puntos porcentuales según Escobal y Benites, y 
Johansson y Rondeau, respectivamente. Este aumento es proporcionalmente 
mayor respecto a la reducción en el trabajo remunerado. 
Al hacer un análisis diferenciado por género, Johansson y Rondeau 
encuentran que el efecto se observa en particular para niños. A diferencia 
de estos dos estudios, Gahlaut encuentra un aumento en la probabilidad 
de realizar un trabajo remunerado. Sin embargo, es importante mencionar 
que, para este resultado en particular, Gahlaut no controla explícitamente 
por selección en el programa, por lo que el resultado podría estar reflejando 
diferencias intrínsecas en los niveles de trabajo infantil entre hogares tratados 
y no tratados.
Tomando el resultado de estos estudios en conjunto, los hallazgos 
sugieren que los niños beneficiados por el programa tienen una mayor 
241Diez años Juntos
Cuadro 5-B
Efecto marginal de Juntos en el trabajo infantil
Estudio Grupo etario Resultado  
  Trabajó la semana previa
Perova y Vakis I 6-14 años Todos <12 meses 13-15 meses
  5,0** 6,0*** 5,0*
Perova y Vakis II 6-14 años Todos 1-2 años 2-3 años 3-5 años
  17,0 -0,0*** 3,0* 13,0***
  Hace trabajo remunerado
Gahlaut 7-8 años 35,5**
Johansson y 7-8 años -7,6
Rondeau (2015)
  Hace trabajo no remunerado
Johansson y 7-8 años 51,2***
Rondeau (2015) 
  Trabajo remunerado (número de horas)
Escobal y 7-8 años PSM: -9,55***
Benites (2012)  DD: -9,55***
  Trabajo no remunerado (número de horas)
Escobal y 7-8 años PSM: 22,79**
Benites (2012)  DD: 13,51
Notas: 
•	Efectos	marginales	expresados	en	puntos	porcentuales,	salvo	en	el	caso	de	número	de	horas.
•	 PSM:	 se	 utilizó	 el	método	 propensity	 score	matching.	DD:	 se	 utilizó	 el	método	 de	 doble	
diferencia.
•	*,	**,	***	denotan	significancia	al	nivel	de	10%,	5%	y	1%,	respectivamente.
probabilidad de trabajar, lo que posiblemente se debe a una reasignación 
del trabajo remunerado hacia el trabajo no remunerado. Por la naturaleza 
del trabajo no remunerado, es posible que este se realice dentro del hogar, 
algo sugerido por Johansson y Rondeau.
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7.  Discusión de los hallazgos y recomendaciones de política
De lo analizado hasta aquí resaltan cinco aspectos: a) el programa Juntos 
ha tenido un impacto sobre las condicionalidades —asistencia a centros 
de salud para niños menores de 5 años y gestantes, matrícula y asistencia 
escolar—; b) los hogares beneficiados reportan gastar más en alimentos y en 
educación; c) es claro que el programa ha tenido un impacto positivo sobre 
el estado nutricional; sin embargo, hay factores que inciden en su impacto: 
en particular, la edad de la primera exposición parece ser fundamental, y es 
más fácil reducir la desnutrición crónica cuando esta es severa; d) el programa 
no ha tenido un impacto sobre el aprendizaje de los niños, medido este en 
términos de desarrollo del vocabulario; y e) el trabajo infantil remunerado 
parece haberse reducido; sin embargo el trabajo no remunerado al parecer 
ha aumentado. 
El análisis también sugiere que quedan aún áreas en las cuales los 
estudios cuantitativos adicionales podrían ayudar a dilucidar los impactos del 
programa: a) tipo de servicios de salud que reciben los niños y niñas menores 
de 36 meses durante sus CRED, así como la frecuencia de estos controles, lo 
cual puede hacerse con datos de la Endes; b) asistencia a educación inicial; 
c) progresión escolar de niños, niñas y adolescentes —probabilidad de tener 
la edad adecuada para el grado, probabilidad de terminar la primaria y la 
secundaria, entre otros—; y d) impacto en los aprendizajes; por ejemplo, 
utilizando información de rendimiento en comunicación y matemáticas de 
las Encuestas Censales de Estudiantes. 
Además de los cuatro puntos mencionados, un quinto aspecto e) es 
que la evidencia disponible está asociada a la primera expansión de Juntos, 
ocurrida entre el 2005 y el 2007-2009. Aún no hay evidencia sobre el impacto 
de la segunda expansión, ocurrida a partir del 2011. Cabe destacar que para 
evaluar el impacto de la segunda expansión de Juntos es posible que sea 
necesario llevar a cabo estudios a medida con un muestreo específicamente 
diseñado para garantizar el número de observaciones requeridas para evaluar 
este impacto. Esto es así porque a medida que el programa tiene una mayor 
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cobertura geográfica, el número de hogares pobres que no acceden a las 
transferencias condicionadas en el país es cada vez más pequeño, lo cual 
dificulta llevar a cabo evaluaciones del programa con datos de encuestas 
tales como Endes y Enaho. 
Más allá de la agenda de investigación pendiente, a continuación 
mencionamos cuatro aspectos de política que se derivan de este balance de 
investigación.
En primer lugar, resulta fundamental encontrar maneras de que Juntos 
pueda tener un efecto inequívoco sobre la desnutrición crónica, en lugar de 
solo desnutrición crónica severa. Se puede ser más audaz en la lucha contra 
la desnutrición crónica mediante la inclusión de un componente nutricional 
—alimentos fortificados— en zonas de inseguridad alimentaria. Esta acción 
se podría realizar de manera articulada con programas alimentarios existentes 
o nuevos, con el fin de aliviar la complejidad logística de incluir este tipo 
de componente. 
En segundo lugar, aunque puede entenderse como algo muy ambicioso, 
consideramos que Juntos debe comenzar a jugar un papel que no solo se 
refiera a asegurar que niños y niñas asistan al colegio y culminen la educación 
básica, sino también que incremente el logro educativo. Es cierto que para 
conseguir que las condicionalidades tengan como efecto una mejora en los 
resultados de los niños beneficiados la sola asistencia no es suficiente; el 
Estado debe invertir más en los servicios ofrecidos en los distritos Juntos. Este 
reto ha sido reconocido desde el inicio por los encargados de implementar 
el programa, pero no por ello se puede dejar de mencionarlo (Presidencia 
del Consejo de Ministros 2009). Por ejemplo, es destacable que se haya 
incluido como parte de las condicionalidades la asistencia a la educación 
inicial de niños de 3 a 5 años, pues haber concurrido a la preescuela es un 
determinante importante del logro educativo y cognitivo (León y otros 
2016). Sin embargo, para que la asistencia a la preescuela tenga un efecto, 
los Pronoei deben ponerse a la par de la calidad de la educación ofrecida 
por los jardines. Otras iniciativas —tales como las de Soporte Pedagógico— 
podrían también dar prioridad a los distritos Juntos. 
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En tercer lugar, y relacionado con lo anterior, se debe continuar 
buscando sinergias entre Juntos y los programas focalizados en hogares 
pobres, en particular aquellos relacionados con servicios de guardería y 
estimulación temprana —por ejemplo, con Cuna Más—. Este tipo de 
complementariedades es clave para garantizar que las inversiones en salud y 
nutrición durante la primera infancia que el programa promueve se traduzcan 
en un mejor rendimiento en el colegio y en mayores habilidades cognitivas 
y socioemocionales. Dada la escala del programa, con cerca de un millón de 
hogares beneficiados, se puede pensar en este programa como una plataforma 
a la cual se deben ir articulando los programas de infancia focalizados. 
En cuarto lugar, los resultados de los estudios que actualmente viene 
desarrollando el Midis sobre el impacto de pasar de un sistema de pago único 
a uno de pago diferenciado —según el número de niños en el hogar y el 
grado educativo cursado por estos— serán útiles para evaluar la eficacia de 
este tipo de estrategias. En principio, un sistema de pago diferenciado podría 
ayudar a reducir la deserción escolar a nivel secundaria y a incrementar la 
probabilidad de completar la educación básica, con el consiguiente aumento 
en el ingreso esperado en el mercado laboral.
Así pues, a 10 años del inicio de Juntos, es mucho lo que se ha avanzado 
en términos de acceso a servicios de salud y educación, en términos de gasto 
en salud y educación por parte de los hogares, y en términos de la lucha 
contra la desnutrición crónica. En los próximos años, además de extender 
la cobertura del programa a las últimas zonas de pobreza no cubiertas, es 
importante considerar de qué manera Juntos puede contribuir a erradicar la 
desnutrición crónica y a mejorar los niveles de aprendizaje de niños, niñas 
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Anexo
Cuadro A-1
Estudios cuantitativos sobre Juntos
 Autores Título Tema
1 Alcázar y Espinoza Impacto del programa Juntos sobre el Empoderamiento
 (2014) empoderamiento de la mujer 
2 Andersen y otros Participation in the Juntos conditional cash Salud, nutrición y
 (2015) transfer program in Peru is associated with educación
  changes in child anthropometric status but not
  language development or school achievement 
3 Camacho (2014) The Effects of Conditional Cash Transfers on Empoderamiento
  Social Engagement and Trust in Institutions:
  Evidence from Peru's Juntos Programme 
4 Dasso y Fernández Temptation goods and conditional cash Niveles de consumo
 (2014) transfers in Peru  
5 Del Pozo y Guzmán Efectos de las transferencias monetarias Inversión
 (2011) condicionadas en la inversión productiva de productiva y
  los hogares rurales en el Perú. producción agrícola
6 Díaz y Saldarriaga Efectos del Programa de Transferencias Salud y nutrición
 (2014) Condicionadas Juntos en el peso al nacer de
  los niños 
7 Escobal y Benites Algunos impactos del programa Juntos en el Niveles de consumo,
 (2012) bienestar de los niños: evidencia basada en mercado laboral,
  el estudio Niños del Milenio salud y educación
8 Fernández y Do benefit recipients change their labor supply Mercado laboral
 Saldarriaga (2014) after receiving the cash transfer? Evidence from
  the Peruvian Juntos program 
9 Gahlaut (2011) An Analysis of the Juntos Cash-Transfer Salud y educación
  Programme in Peru, with special emphasis on
  child outcomes 
10 García (2015) The consumption of households goods, Niveles de consumo
  bargaining power, and their relationship with
  a conditional cash transfer program in Peru 
11 Johansson y Cash for class-an investigation into child labour Mercado laboral
 Rondeau (2015) and enrolment subsidies in Peru 
12 Perova (2010) Buying votes or fostering civic conscientiousness? Participación
  How do conditional cash transfer affect civic electoral
  participation? 
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 Autores Título Tema
13 Perova (2010) Buying out of abuse-how changes in women's Empoderamiento y
  income affect domestic violence violencia doméstica
14 Perova y Vakis El impacto y potencial del programa Juntos en Niveles de consumo, 
 (2009) el Perú: evidencia de una evaluación no mercado laboral,
  experimental salud, nutrición y  
   educación
15 Perova y Vakis Five years in Juntos: new evidence on the Niveles de consumo,
 (2012) program’s short and long term impacts salud y educación
16 Sánchez y otros Impact of Juntos conditional cash transfer Salud, nutrición
 (2016) program on nutritional and cognitive outcomes y educación
  in Peru: does the age of exposure matter? 
17 Sánchez y Jaramillo Impacto del programa Juntos sobre nutrición Salud y nutrición
 (2012) temprana 
18 Zegarra (2015) Efectos dinámicos del programa Juntos en Mercado laboral
  decisiones productivas de los hogares rurales
  del Perú 
Cuadro A-2
Marco lógico del programa Juntos
Marco lógico 2010  Marco lógico
(Presidencia del Consejo de Ministros 2011) Portal web, 2013
Indicadores selectos* Indicadores selectos*
•	Severidad	de	la	pobreza	y	extrema	pobreza.	 •	Brecha	de	la	pobreza.
•	Prevalencia	de	la	desnutrición	crónica	 •	Incidencia	de	la	pobreza.
   infantil.
•	Porcentaje	de	niños	menores	de	3	años
   beneficiarios del programa cuyo crecimiento
   es adecuado (peso y talla).
•	Porcentaje	de	hogares	que	han	incrementado
   el consumo de alimentos de alto valor
   nutritivo (carnes, verduras, hortalizas y
   frutas). 
•	Porcentaje	de	gestantes	beneficiarias	con	 •	Porcentaje	de	mujeres	de	hogares	usuarios	de	Juntos
  controles prenatales completos de acuerdo con   que en el último nacimiento, en los cinco años 
  las normas establecidas por el sector Salud.    antes de la encuesta, recibieron seis o más controles 
   prenatales.
•	Porcentaje	de	niños	beneficiarios	con	CRED	 •	Porcentaje	de	niños	menores	de	36	meses	de
  completo de acuerdo con las normas   hogares usuarios de Juntos que asisten al menos
  establecidas por el sector Salud.   al 80% de los CRED según normas del sector 
   Salud.


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Marco lógico 2010  Marco lógico
(Presidencia del Consejo de Ministros 2011) Portal web, 2013
Indicadores selectos* Indicadores selectos*
•	Porcentaje	de	niños	beneficiarios	en	el	grado	 •	Porcentaje	de	niños	en	edad	preescolar	(3-5
  adecuado a la edad normativa del sector    años) de hogares usuarios de Juntos que asisten
  Educación.    a servicios de educación inicial.
•	Porcentaje	de	niños	mayores	de	3	años	 •	Porcentaje	de	niños	de	hogares	usuarios	de
  beneficiarios del programa que asisten    Juntos que tienen 6 años de edad y cursan por
  regularmente al tercer ciclo de educación    primera vez el primer grado del nivel primario
  básica regular.    de educación básica regular, respecto al total
    de niños de hogares usuarios Juntos de 6 años
    de edad.
	 •	Tasa	de	deserción	escolar	de	niños	y	adolescentes	
    de hogares usuarios de Juntos que culminaron 
    el nivel primario de educación básica regular el 
    año anterior.
	 •	Tasa	de	deserción	escolar	del	nivel	secundario	
    en hogares usuarios de Juntos.
Fuentes: Vargas (2011) y el portal web de la PCM. 
* En el caso del marco lógico 2010, se reportan indicadores de impacto, indicadores de efecto e 
indicadores de producto asociados al acceso y uso de los servicios de salud, nutrición y educación, y 
se excluyen los dos indicadores asociados a la entrega de transferencias. En el caso del marco lógico 
2013, se reportan indicadores de resultado final y resultado específico, y se excluyen indicadores 
de producto y actividades. 
Capítulo 6
Algunas reflexiones sobre los programas 
alimentarios y nutricionales: cambios y 
retos durante la última década 
Lorena Alcázar1
Resumen
Este texto analiza la situación de los programas sociales alimentarios y 
nutricionales a la luz de lo observado y aprendido durante la última década 
en el país, e identifica los principales retos que aún se enfrentan. 
Se retoma el estudio ¿Por qué no funcionan los programas alimentarios y 
nutricionales en el Perú? (Alcázar 2007) para revisar cómo han cambiado, y 
la efectividad de estos cambios. Se encuentra que, si bien se han producido 
avances, estos han sido insuficientes para enfrentar la anemia y la desnutrición 
infantil. 
Se ha avanzado en especial en la articulación de los programas y en la 
estrategia en torno a la creación del Ministerio de Desarrollo e Inclusión 
Social (Midis). No se ha hecho mucho en relación con los programas 
asistencialistas. En cuanto a programas de alimentación escolar, Qali Warma 
ha logrado importantes mejoras en términos de sus procesos y otros aspectos, 
como la calidad de las raciones que distribuye; sin embargo, enfrenta aún 
grandes retos, en particular para llegar más y mejor a zonas rurales y remotas. 
Además, este programa consume una enorme parte del presupuesto, pero las 
expectativas en cuanto a su impacto en el desarrollo de los niños no son claras. 
Por otro lado, la articulación intersectorial para la lucha contra la 
desnutrición infantil se ha visto reforzada por la priorización de intervenciones 
según resultados, así como por la inversión en infraestructura, vacunas y 
controles. No obstante, aún existen importantes desafíos relacionados con 
1 Con la valiosa colaboración de Cristina Glave Barrantes. Agradecemos los pertinentes comentarios de 
Norma Vidal y Pablo Lavado. 
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la adecuada y suficiente entrega de suplementos nutricionales, así como con 
la mejora de la cobertura y calidad de los servicios de salud, de la consejería 
y de la educación nutricional. Otro de los principales retos es adecuar las 
intervenciones, de manera efectiva y articulada, para que se atienda mejor 
las diferentes realidades del país.
Introducción
Si bien durante la última década el Perú ha experimentado una etapa de 
prosperidad económica y reducción de la pobreza, aún existe una significativa 
tasa de desnutrición crónica infantil —uno de cada siete niños es desnutrido, 
más aún en zonas como el norte de Piura, Cajamarca, Amazonas y Loreto, 
donde llega a uno de cada tres— y de anemia —a nivel nacional, uno de 
cada tres niños es anémico—, e incluso esta última se ha incrementado. 
Llama la atención que el país enfrente aún esa problemática, cuando 
durante los últimos años se ha observado un importante crecimiento 
económico y un incremento del gasto social —de 3000 millones en el 2010 
a 5000 millones en el 2015—, y se han implementado grandes cambios en 
la política social. Estos han incluido la creación del Midis en el 2012, la 
desaparición de algunos programas y el surgimiento de otros, así como el 
anuncio de una nueva estrategia de lucha contra la desnutrición. 
La política social del país se ha caracterizado por incluir una serie 
de programas alimentarios y nutricionales, en muchos casos importantes 
en términos de presupuesto y de cobertura, y varias veces con objetivos 
sobrepuestos y debilidades de diseño e implementación. Con el tiempo, 
varios de estos programas se han adaptado a nuevos contextos y han 
mejorado, aunque aún persisten importantes deficiencias. Así, al inicio, la 
mayoría de programas sociales eran de corte asistencialista y de lucha contra 
la pobreza, como uno de lo más icónicos y antiguos en esta línea, el programa 
Vaso de Leche (VdL). Luego se fueron creando programas de alimentación 
escolar —desayunos y almuerzos escolares del Fondo de Cooperación para 
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el Desarrollo Social (Foncodes) y del Programa Nacional de Asistencia 
Alimentaria (Pronaa)— y de complementación alimentaria, como los 
comedores populares. Y más tarde, otros con objetivos más propiamente 
nutricionales, como el Programa de Complementación Alimentaria para 
Grupos en Mayor Riesgo (Pacfo).
En la actualidad, se observa un consenso —tanto en el ámbito 
internacional como en el nacional— sobre la conveniencia de alejarse 
de programas asistencialistas y concentrarse, más bien, en luchar contra 
la desnutrición y la pobreza con un enfoque integral, con programas 
más articulados y poniendo el énfasis en el desarrollo de capital humano 
(Beaton y Ghassemi 1982, Banco Mundial 2013). En el Perú, durante 
la última década se han observado avances de la política social en esta 
línea: primero, la creación y expansión del Programa Nacional de Apoyo 
Directo a los Más Pobres (Juntos) en el 2005; luego, la creación del Midis 
(2011), la eliminación del Pronaa y la creación de Qali Warma (2012), 
la implementación de la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional (2013), y la creación de programas productivos articulados 
como Haku Wiñay, entre otros.
En este contexto, surgen preguntas como las siguientes: ¿qué ha ocurrido 
con los programas de carácter asistencialista, como el Vaso de Leche y 
Comedores Populares? ¿Se han superado los problemas de los programas 
de alimentación escolar como Desayunos Escolares y Almuerzos Escolares? 
¿Se cuenta ya con programas o políticas suficientes para luchar contra la 
desnutrición y anemia infantil? El presente documento revisa los cambios en 
los programas sociales alimentarios y nutricionales a la luz de lo observado 
y aprendido durante la última década, y plantea algunas reflexiones sobre 
los retos que todavía se enfrentan. 
Se busca retomar el estudio ¿Por qué no funcionan los programas 
alimentarios y nutricionales en el Perú? (Alcázar 2007) —en el que se 
identifican serias deficiencias en su diseño e implementación—, junto con 
el balance realizado hace tres años sobre los riesgos y oportunidades de la 
reforma de estos programas (Alcázar 2012). El objetivo es revisar cómo han 
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cambiado, cuán efectivos han sido estos cambios y qué retos enfrentan estos 
programas en la actualidad. 
Primero, se ofrece una mirada general de la evolución de los indicadores 
y el gasto en estos programas. Luego, se presentan unas breves conclusiones 
acerca de la literatura y el contexto internacional. Las siguientes secciones se 
dedican a analizar la política social en lo referido a los programas alimentarios y 
nutricionales, a la luz de la evidencia internacional y de los estudios previos. Se 
estudia su evolución durante la última década y si los cambios observados han 
sido o no efectivos, para lo cual se identifican los avances y retos en cada caso.
1.  Evolución de los indicadores y el gasto en programas alimentarios 
y nutricionales
Durante la última década, el Perú ha experimentado un crecimiento 
sostenido de alrededor del 6% en promedio anual,2 el cual lo ha colocado en 
una posición privilegiada en América Latina. Si bien este crecimiento vino 
acompañado por una significativa reducción de la pobreza —de 56% en el 
2005 a 28% en el 2011 y a 23% en el 20143 —, esta sigue siendo un problema 
pendiente, pues las cifras anteriores esconden mucha heterogeneidad. Así, 
de acuerdo con el informe técnico de pobreza 2014 del Instituto Nacional 
de Estadística e Informática (INEI), ese año la incidencia de la pobreza en 
Amazonas, Ayacucho, Cajamarca y Huancavelica alcanzaba alrededor de 
50%; en Ica fue 5%; y en Arequipa y Madre de Dios, 7%. 
A su vez, un problema relacionado con la pobreza, que repercute 
negativamente a lo largo de toda la vida de quienes lo padecen, es la 
desnutrición crónica infantil (DCI). Entre el 2007 y el 2015, esta se redujo 
a nivel nacional. Sin embargo, las tasas siguen siendo altas: en el 2013, en el 
Perú fue de 17,5%, mientras que Chile era de 1,8%; y en Estados Unidos, 
de 2,1%. El promedio en América Latina en el 2014 fue 10,7%.4
2 Series estadísticas históricas del Banco Central de Reserva del Perú.
3 INEI: Evolución de la pobreza 2004-2010 y 2009-2014. 
4 World Bank: World DataBank: health nutrition and population statistics. 
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Al igual que en el caso de la pobreza, en el Perú existe una alta hete-
rogeneidad por regiones. Apurímac, Amazonas, Cajamarca, Piura y Loreto 
sufren tasa elevadas de DCI, de alrededor del 29% (2013), mientras que 
en Lima, Ica, Arequipa, Tacna y Moquegua las tasas son de solo alrededor 
del 6% (2013). 
Asociada a la desnutrición, la deficiencia de micronutrientes en niños 
y niñas menores de cinco años, reflejada en la anemia, también presenta 
importantes efectos negativos a lo largo de la vida. La anemia sigue 
representando un gran reto, pues el 34% de los niños menores de cinco años 
la padecen en el Perú. La enfermedad se ha incrementado desde el 2011, 
año en el que estuvo en el punto más bajo, 30,7%.
La DCI ha disminuido como un efecto combinado del crecimiento 
económico, las políticas del Programa Articulado Nutricional (PAN) y las 
características de la madre, el niño y el hogar (Alcázar y otros 2015). En el 
nivel nacional, se encontró que los factores relevantes son el crecimiento 
económico local, que explica la mayor parte de la reducción de la DCI (el 
Gráfico 1
 Persistencia de la anemia y la desnutrición crónica en niños y pobreza
 
Fuentes: Centro Nacional de Alimentación y Nutrición (2014) e Instituto Nacional de 
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44%), seguido por las variables vinculadas al PAN (explican el 16%) y las 
características de la madre, como su educación alimentaria (15%). En el caso 
del PAN, las intervenciones con mayor impacto en la reducción de la DCI son 
la vacunación completa y los controles de crecimiento y desarrollo (CRED).
Durante las últimas décadas, los indicadores de DCI se han mantenido 
relativamente constantes; solo a partir del 2007 se observa una reducción 
sostenida, pues desde ese año caen 10 puntos porcentuales (17,5% DCI 
en el 2013 de acuerdo con la Endes). Sin embargo, como se aprecia en el 
gráfico 2, hay una gran heterogeneidad por regiones, así como entre las zonas 
urbanas y rurales; es decir, entre la costa, la sierra rural y la selva rural. Tanto 
en las zonas urbanas como en la costa, la prevalencia de la DCI es menor, de 
alrededor del 15% —que se reduce hasta el 10% para el 2011—, mientras 
que en zonas rurales —en especial de la sierra y selva—, es de alrededor 
del 40%. En todas las regiones se muestra una reducción de este indicador, 
excepto en la selva rural.
Gráfico 2
Evolución de la DCI en menores de 5 años, 2007-2011 
Patrón de la Organización Mundial de la Salud (OMS)
 
Fuente: Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) 2011. 
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En cambio, la anemia alcanza a casi el 50% de los niños y niñas 
del Perú, y no solo no se ha reducido, sino que del 2011 al 2012 se ha 
incrementado. Los costos económicos asociados a la anemia, calculados 
para el 2011, representan en el Perú el 0,62% del PBI (Alcázar 2012). El 
costo más importante es la pérdida cognitiva que genera la anemia, que 
representa alrededor de 0,33% del PBI (Alcázar 2012). Para el 2011, los 
costos asociados a la DCI representaban 2,2% del PBI. Hay que subrayar 
que los costos de prevención y reducción tanto de la DCI como de la anemia 
son mucho menores que los que generan estas enfermedades (Alderman y 
Mustafa 2013, Alcázar 2012).
En este contexto, desde hace décadas, el Estado viene destinando 
importantes recursos a combatir los problemas alimentarios y nutricionales 
de la población. En términos reales, el gasto en programas alimentarios5 se 
mantuvo relativamente constante hasta el 2007. En el 2007, el 2010, el 2014 
y el 2015 el gasto se incrementó considerablemente: en el 2007 y el 2010, 
los incrementos representaron valores atípicos, mientras que el mayor gasto 
del 2014 y el 2015 podría estar mostrando una nueva tendencia, pues se 
pasó de gastar alrededor de 600 millones de soles a más de 1000 millones. 
A su vez, cabe resaltar que si bien en términos relativos el porcentaje del 
gasto social básico6 destinado a programas alimentarios y nutricionales se 
redujo paulatinamente del 2003 al 2010 (gráfico 3), a partir del 2012 ha 
mostrado un incremento significativo: en el 2013 se observa una caída 
temporal —como consecuencia de la reestructuración de la política social 
con la creación del Midis—, pero en el 2015 llega a ser casi el doble (29%) 
de lo que fue en el 2000 (15%).
En el 2005, el gasto en programas alimentarios y nutricionales estaba 
concentrado en cuatro grandes programas, como se observa en el gráfico 4. 
El primero es el VdL, creado en 1985 y que durante muchos años 
fue el más importante, que concentró hasta el 41% del gasto total de los 
5 El gasto en programas alimentarios se refiere al Presupuesto Institucional Modificado (PIM) anual, 
destinado a los programas con objetivos nutricionales y alimentarios en el Perú.
6 El gasto social básico se refiere al PIM anual en gastos destinados a la protección social y distintos programas 
de alimentación, alivio de pobreza, atención de niños, entre otros.
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programas alimentarios. En el 2014, el VdL abarcaba un poco más de un 
quinto del gasto total de los programas alimentarios. 
Los otros tres programas estaban coordinados por el Pronaa hasta 
el 2012; en la actualidad, cada uno se maneja en una instancia del Estado 
distinta, tal como se explica en las secciones siguientes. Uno de ellos era el 
Pacfo, posteriormente Programa Integral Nutricional (PIN) infantil, cuyo 
objetivo era atender a los menores de tres años y a mujeres gestantes; en el 
2011, llegó a representar el 21% del gasto en programas alimentarios. El otro 
programa importante era el PIN Preescolar y Escolar, previamente llamado 
Desayunos Escolares, que creció del 23% del gasto en programas alimentarios 
en el 2005 al 29% en el 2011, pero luego fue reorganizado en un nuevo 
programa, Qali Warma, que durante los últimos años ha recibido un gran 
impulso, puesto que ha llegado a representar el 60% del gasto en programas 
alimentarios en el 2014. Finalmente, el último programa importante era 
Gráfico 3
Gasto en programas alimentarios y nutricionales
(como porcentaje del gasto social básico)
 
Fuente: Sistema Integrado de Administración Financiera (SIAF)
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Comedores Populares, dirigido a toda la población en estado de pobreza; 
este tenía un peso del 12% en el 2005, pero en el 2014 representaba tan 
solo el 4%.
Gráfico 4
Distribución del gasto en programas alimentarios, 2005 y 2014
 
 
Pacfo: Programa de Complementación Alimentaria para Grupos en Mayor Riesgo. 
PANTBC: Programa de Alimentación y Nutrición para el Paciente Ambulatorio con TBC y su Familia.
Otros programas: Incluye el programa de Hogares y Albergue, y el Programa de Alimentación y 
Nutrición de la Familia en Alto Riesgo (Panfar). 
Fuente: SIAF. 
Elaboración propia.
Durante la última década, han destacado algunos cambios importantes 
en los programas alimentarios, que se mencionan a continuación. 
El primero fue un proceso de reforma basado en la creación de la 
Estrategia Crecer (D. S. 055-2007-PCM), que fusionó varios programas 
(cuadro 1); sin embargo, no hubo mayores cambios significativos en su diseño 
ni se logró una verdadera articulación entre ellos. La fusión de programas se 
realizó entre aquellos que tenían un objetivo claramente común. Por ello, 
VdL Desayunos escolares P Comedores Populares Otros programas













se creó el PIN, integrado por el PIN Infantil —ex Pacfo y ex Programa de 
Alimentación y Nutrición de la Familia en Alto Riesgo (Panfar)— y el PIN 
Escolar, que surgió de la fusión de los programas Comedores Infantiles, y 
Desayunos y Almuerzos Escolares.
Otro cambio importante fue que, en el 2008, en el marco del presupuesto 
por resultados, se creó el PAN, cuyo principal objetivo era la reducción de la 
DCI mediante una serie de intervenciones. El PAN se encarga de articular 
la inversión destinada a distribuir y atender la vacunación de niños y niñas, 
entregar suplementos nutricionales, mejorar la infraestructura de los puestos 
de salud, agua y saneamiento, entre otras intervenciones y actividades 
relacionadas. Esta fue una nueva modalidad de hacer política social, ya 
que, con un objetivo específico y varias intervenciones, se monitorean los 
resultados obtenidos y sobre esa base se asigna el presupuesto, buscando 
asegurar de esta manera la efectividad de las intervenciones. 
El tercer cambio, de mayor repercusión quizá, fue la creación del Midis 
en el 2012 (Ley 29792), con el objetivo de mejorar la calidad de vida de la 
población en pobreza. Este nuevo ministerio concentró el gasto social en cuatro 
programas principales —Juntos, Cuna Más, Pensión 65 y Qali Warma— e 
inició la Estrategia Incluir para Crecer. Debido a esta reestructuración se 
cerró el Pronaa (D. S. 007-2012-Midis) y, con ello, el PIN Infantil y el PIN 
Escolar, que formaban parte de dicho programa. Al cerrarse el PIN Preescolar 
y Escolar, se creó Qali Warma (D. S. 008-2012-Midis), que consiste en la 
entrega de desayunos y almuerzos escolares, pero con una modalidad diferente, 
como se explicará más adelante. Por otro lado, con el cierre del PIN Infantil 
no se creó un nuevo programa, sino que se centraron los esfuerzos para la 
reducción de la DCI en una estrategia articulada en el marco del programa 
presupuestal PAN.
Este cambio es importante para la historia de los programas alimentarios 
y nutricionales en el país, dado que, anteriormente, habían estado dispersos 
y carecían de una estrategia articulada multisectorialmente, pese a esfuerzos 
previos como la estrategia Crecer de la Presidencia del Consejo de Ministros 
(PCM) en el 2007. 
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La creación del Midis contribuye a la construcción de una política 
social con una mirada intersectorial. Asimismo, esta visión toma en cuenta 
el ciclo de vida: de los 0 a los 3 años de edad, se preocupa por la nutrición 
infantil; de los 0 a los 5 años, presenta el eje del desarrollo infantil temprano; 
de los 6 a los 17, busca el desarrollo integral de la niñez y la adolescencia; 
de los 18 a los 64 años, presenta el eje de inclusión económica; y para las 
personas mayores de 65, se preocupa por la protección del adulto mayor.7 
Cada eje cuenta con un marco lógico en el que se articulan los sectores 
Salud, Educación, Desarrollo e Inclusión Social y Agricultura, así como los 
gobiernos regionales y locales.8 
En este contexto de buscar una mayor articulación, existe aún una 
serie de programas alimentarios y nutricionales no siempre suficientemente 
articulados, como veremos más adelante. Según los objetivos que persiguen 
y las edades que atienden, se pueden clasificar en tres grandes grupos. En 
primer lugar, están los programas vinculados mediante el PAN,9 que buscan 
elevar el nivel nutricional; están dirigidos a las edades más problemáticas de 
desnutrición, desde la gestación hasta los 3 años. En segundo lugar, están 
los programas de alimentación escolar articulados en torno a Qali Warma.10 
Por último, están los programas asistencialistas, que representaron una 
importante proporción del gasto durante las décadas de 1990 y del 2000, 
pero que, debido a los problemas que se explicarán en la respectiva sección, 
ya no forman parte de la estrategia intersectorial. 
Las siguientes secciones están dedicadas a desarrollar el conocimiento 
sobre estos programas, tanto lo que indica la literatura y la evidencia 
internacional como su experiencia y evolución en el Perú. 
7 Véase http://incluirparacrecer.midis.gob.pe/resultados.php, consultado el 26 de mayo del 2016.
8 Véase http://incluirparacrecer.midis.gob.pe/descargas/MODELO%20LOGICO%20EJE%2001.pdf, 
consultado el 26 de mayo del 2016.
9 En la sección 6 se amplía la información sobre el PAN.
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2.  ¿Qué sabemos sobre el funcionamiento de los programas alimentarios 
y nutricionales en el contexto internacional?
De acuerdo con la literatura internacional, para facilitar el análisis podemos 
agrupar los programas alimentarios y nutricionales en tres grandes tipos: los 
asistencialistas, los nutricionales y los de alimentación escolar. 
•	 	 Los	asistencialistas	están	basados	en	la	provisión	de	alimentos	habitual-
mente a personas de bajos recursos, niños y mujeres embarazadas. Por 
lo general incluyen un objetivo nutricional, pero surgen sobre todo para 
aliviar la pobreza y reducir las brechas de desigualdad en la población 
con inseguridad alimentaria. 
•	 	 Los	programas	nutricionales,	a	diferencia	de	los	asistencialistas,	están	
enfocados en mejorar el nivel nutricional, generalmente de la población 
infantil y de las mujeres embarazadas. Su principal característica es 
la entrega de alimentos fortificados o suplementos nutricionales a la 
población objetivo. 
•	 	 Finalmente,	los	programas	de	alimentación	escolar	podrían	pertenecer	
a los dos grupos anteriores, pero por su prevalencia y características 
especiales se pueden considerar un grupo en sí mismo. Consisten en 
la entrega de alimentos en la escuela para promover la asistencia a esta, 
aliviar el hambre de corto plazo y, de esta manera, aportar al aprendizaje 
de los alumnos (Buhl 2010, Miller 1999, World Food Programme 
2004). En muchos casos, tienen también objetivos nutricionales y, 
como parte del programa, entregan alimentos fortificados o suplementos 
nutricionales. 
Con el paso de los años, sobre la base de diversos estudios y evaluaciones 
de los diferentes tipos de programas, se ha producido una tendencia positiva 
hacia mantener, promover y ampliar los programas nutricionales y escolares, 
lo que supone alejarse de los asistencialistas. Así, estos últimos han perdido 
apoyo, ya que la evidencia empírica muestra que no tienen impacto nutricional 
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ni constituyen una forma efectiva de combatir la pobreza (Beaton y Ghassemi 
1982, Adelman y otros 2008). Beaton y Ghassemi (1982) encuentran que si 
bien los programas asistencialistas de entrega de alimentos podrían mejorar la 
situación de la población objetivo —dado que esta entrega es gratuita—, en sí 
mismos no representan una solución ni a los problemas nutricionales ni a los 
de pobreza que enfrenta la población de los países en desarrollo. Por ejemplo, 
Beaton y Ghassemi (1982) encuentran que los efectos de los programas de 
entrega de leche —bastante comunes en este grupo— en un sector importante 
de su población objetivo —los niños que toman leche materna— pueden 
variar significativamente de acuerdo con las diferencias culturales, pues 
dependen de si consumir comida complementaria a la leche materna es o 
no una práctica cultural común. Adicionalmente, la evidencia indica que los 
niveles de subcobertura y filtración de este tipo de programas son elevados. A 
pesar de que estos programas suelen ser grandes, no llegan a los segmentos de 
la población que realmente los necesitan, lo que los convierte en inefectivos. 
Lo que es más importante aún es que los especialistas concluyen que los 
objetivos de los programas asistencialistas se sobreponen con los de alivio de 
la pobreza. Por ello, si lo que se busca es incrementar la efectividad, se debería 
diseñar un programa de redistribución de dinero y focalizarlo directamente 
en los hogares, y no mediante localidades o grupos de madres. 
Durante la última década, se han implementado programas de 
transferencias condicionadas de dinero en muchísimos países en desarrollo: 
México, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Honduras, Nicaragua, etcétera. 
Esta experiencia ha mostrado que, en términos de alivio de la pobreza, 
los programas de transferencia de dinero son más efectivos que los de 
distribución de alimentos (Banco Mundial 2013); además, también tienen 
efectos en la educación —matrícula y asistencia escolar (Hasan 2010, Dubois 
y otros 2012, Saavedra y García 2012)— y la salud —chequeos médicos y 
nutrición (Legarde y otros 2009, Shei y otros 2014, Glassman y otros 2013, 
Leroy y otros 2009)—. 
Si bien este tipo de programas surgen como respuesta a los problemas 
de los asistencialistas —habitualmente de entrega de alimentos—, en la 
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mayoría de los casos se instalan en forma paralela a ellos, como en el Perú 
y en México. En el primer caso, el programa Juntos se inició en el 2005, en 
paralelo con los programas existentes de entrega de alimentos, como el VdL y 
Comedores Populares; y en México, el programa de transferencias Progresa-
Oportunidades creció a la par que el Programa Tortilla —de subsidio a la 
tortilla—, que aún sigue vigente.11
Por otra parte, si bien los programas nutricionales son cada vez más 
impulsados, tanto en la literatura como en la práctica, han generado varios 
debates claves, en particular en torno a cómo y qué entregar; asimismo, se 
pone el énfasis en el objetivo de que sean articulados intersectorialmente 
(Banco Mundial 2013). Así, uno de los elementos clave para maximizar 
los efectos en la nutrición es que se articulen varios sectores —desde los 
ministerios de salud, educación, protección social, agricultura, entre otros— 
para lograr los objetivos planteados, pero sin dejar de establecer metas claras 
para el seguimiento dentro de cada sector, y así poder fiscalizar. 
El Banco Mundial (2013), a su vez, indica que la malnutrición y la 
anemia pueden disminuir el crecimiento económico de un país, pero en 
una muy pequeña proporción. Para lograr objetivos nutricionales a nivel 
nacional, es necesario que existan programas nutricionales que entreguen 
alimentos fortificados y micronutrientes, y, en particular, brinden educación 
nutricional a las familias. En esta línea, el Programa Mundial de Alimentos 
y Unicef (2013), indica que los programas nutricionales de fortificación de 
los alimentos, en particular con micronutrientes en polvo, han sido efectivos 
para reducir la anemia y la deficiencia de hierro.
11 Tanto Progresa (México) como Juntos (Perú) son programas de transferencias condicionadas que 
empezaron a operar a la par que los programas correspondientes de entrega de alimentos. El Programa 
Tortilla en México funciona como subsidio al consumo de tortilla desde 1986; en la década de 1990 se 
realizaron intentos por mejorar la focalización y el seguimiento de los beneficiarios mediante un código 
de barras por beneficiario, y para el 2000 las operaciones se transfirieron a una empresa privada, Liconsa 
S. A. Una evaluación del programa muestra un efecto positivo, así como un incremento del ingreso y el 
ahorro (Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey 2002), pero este es un efecto que 
se sobrepone con el de las transferencias. A su vez, Progresa se fue modernizando y hasta el día de hoy 
continúa. En el caso peruano, Juntos fue creado en el 2005 a la par que otros programas de entrega de 
alimentos; estos aún operan —el VdL y CP—, pero son encargados a cada municipalidad y no representan 
una parte importante de las estrategias de política social. 
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Asimismo, está planteado el debate sobre cómo medir los resultados de 
estos programas. Beaton y Ghassemi (1982) indican que la efectividad de los 
programas con objetivos específicamente nutricionales varía si los resultados 
se miden por medidas antropométricas o por índices de morbilidad. Además, 
también varían según su grado de aceptación en el contexto familiar y de la 
comunidad; es decir, los resultados dependen de las tradiciones culturales 
de cada localidad. 
Experiencias internacionales muestran que existen dos alternativas: 
a) repartir alimentos tradicionales de gran aceptabilidad y menor costo; 
o b) repartir alimentos especialmente preparados, de mayor contenido 
nutricional, pero menor aceptación. La respuesta es que, debido a la altísima 
dilución en el hogar de los primeros, así como al mínimo o inexistente 
efecto que logran en el estado nutricional de los beneficiarios, es preferible 
distribuir alimentos especialmente preparados (Lorge Rogers y Coates, 
2002). Se concluye, entonces, que el reto es lograr un producto de buena 
aceptabilidad y adecuado valor nutricional, y que al mismo tiempo sea bien 
aceptado por los beneficiarios
Si bien en la literatura hay consenso sobre varios aspectos —como 
la necesidad de enfrentar la desnutrición mediante una estrategia 
multisectorial—, aún se debate si la capacitación de las familias debe estar a 
cargo de los centros de salud o de la comunidad, a qué miembros de la familia 
se debe enseñar, la regularidad de la entrega de los alimentos fortificados o 
micronutrientes, y las características de su preparación y consumo. Por un lado, 
se reconoce la importancia de la capacitación, pero se enfatiza en que esta es 
insuficiente cuando se trata de hogares con inseguridad alimentaria. Por otro 
lado, se puede optar por solamente entregar micronutrientes —incluyendo 
la capacitación para preparar los alimentos— o acompañar esta entrega con 
programas de transferencias condicionadas para que puedan adquirir alimentos 
(Behrman y Hoddinott 2001). 
Como ya se mencionó, tanto el Banco Mundial (2013) como el 
Programa Mundial de Alimentos y Unicef (2013) indican que los programas 
nutricionales deben enfocarse en entregar micronutrientes, pero que se debe 
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ofrecer también educación nutricional. En cualquier caso, los estudios y 
evaluaciones muestran la importancia de asegurar el consumo completo de 
los alimentos fortificados o micronutrientes por parte de los niños; es decir, 
se debe garantizar tanto que estos alimentos sean aceptados por los niños 
como que no se diluyan entre el resto de los miembros del hogar. 
En esta línea, Beaton y Ghassemi (1982) explican que existe un consenso 
general acerca de que los programas nutricionales y de alimentación escolar 
generan mayores efectos cuando se complementan con controles de salud y 
tratamientos adecuados, lo cual se refleja en la reducción de la morbilidad 
infantil. Además, existe evidencia sobre el impacto de la educación 
nutricional de la madre en la nutrición de los niños y niñas (Alcázar y otros 
2011, Thomas y Enríquez 1990, Schultz 1984); la evidencia recogida por 
estos estudios demuestra que mientras mayor conocimiento tenga la madre, 
los hijos tendrán mayor probabilidad de estar mejor nutridos y alimentados. 
Por ello, es clave lograr una estrategia mixta tanto de capacitación como de 
disponibilidad de micronutrientes, además del complemento integrado de 
servicios de salud y saneamiento adecuados. De este modo se pueden lograr 
mayores beneficios en hogares con inseguridad alimentaria, mediante la suma 
de educación alimentaria, programa de transferencia condicionada y entrega 
de alimentos fortificados o micronutrientes (Behrman y Hoddinott 2001).
Por otra parte, los programas de alimentación escolar (PAE) son 
apoyados por la evidencia internacional, pero no hay consenso respecto 
a su posible impacto nutricional ni a sus posibilidades de lograr objetivos 
educativos. Además, existen dudas y debates sobre dónde focalizar, si en 
los niños más pobres o en toda la escuela o los distritos, y sobre qué se 
debe entregar en las escuelas, si solo alimentos o también componentes 
nutricionales (Alderman y Bundy 2011). 
Con respecto a los impactos de los PAE en la salud y la educación, 
Alderman y Bundy (2011) sostienen que, promoviendo la asistencia a la 
escuela, y atendiendo el hambre crónica y las deficiencias de micronutrientes, 
se puede incrementar el nivel de atención de los niños en la escuela y así 
mejorar su aprendizaje. Por el lado de la salud, se considera que los PAE 
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son una transferencia en especies condicionada a la asistencia escolar, que 
genera una reasignación de recursos en los hogares de los beneficiados (Banco 
Mundial 2013). Sin embargo, no son la mejor opción para combatir la 
desnutrición debido a que la edad crítica para intervenir es desde la gestación 
hasta los 2 años, y no en la edad escolar (Alderman y Bundy 2011).
Pero a pesar de las dudas, estos programas han ganado importancia tanto 
en el ámbito internacional como nacional. Levinger (1986) indica que los 
PAE se han vuelto populares no solo en Estados Unidos, sino también en los 
países en desarrollo, porque buscan lograr, generalmente, tres objetivos: a) 
incrementar la matrícula y la asistencia escolar, b) mejorar el nivel nutricional 
de los escolares y c) elevar su rendimiento académico y cognitivo. El logro 
de estos objetivos depende de cómo se diseñan y ejecutan estos programas, 
así como del contexto y las condiciones de donde se implementen. Levinger 
(1986) señala que, según el caso, se entrega desde una pequeña lonchera hasta 
un desayuno y almuerzo completos. El autor realiza una sistematización de 
los programas existentes en distintos países —Colombia, Filipinas, Ghana, 
Haití, Honduras, India, Indonesia, Kenya, Malasia, República Dominicana 
y Sri Lanka— y sus respectivas evaluaciones, y luego ofrece recomendaciones 
para potenciar los resultados y alcanzar los objetivos de estos programas. 
Por su parte, Lockheed y Verspoor (1991) señalan que los PAE son 
una herramienta para mejorar el desempeño de los estudiantes en las 
escuelas pobres de los países en desarrollo. No obstante, como Levinger 
(1986), sostienen que los logros de estos programas dependen de su diseño 
y ejecución. Así, para lograr objetivos nutricionales, es necesario entregar 
alimentos fortificados con micronutrientes y de alto contenido calórico 
(Kruger y otros 1996, Powell y otros 1998), pero no todos los PAE los 
ofrecen. Un programa diseñado para entregar alimentos fortificados en las 
escuelas tiene efectos positivos en la reducción de problemas nutricionales 
como la anemia, y de este modo mejora el rendimiento educativo y la 
productividad en el largo plazo (Haas y Brownlie 2001, Basta y otros 1979). 
Además, los PAE deben estar acompañados por una enseñanza de calidad 
en las escuelas. 
271Algunas reflexiones sobre los programas alimentarios y nutricionales
Alderman y Bundy (2011) cuestionan la efectividad de estos programas. 
Señalan que si bien los PAE pueden lograr efectos parciales tanto en 
educación como en salud, se yuxtaponen con otras iniciativas más efectivas, 
como los programas de transferencias condicionadas. Asimismo, señalan 
que estos programas pueden tener efectos positivos en los indicadores de 
desempeño educativo, pero siempre y cuando se combinen con programas 
de mejora de la calidad educativa e incluyan micronutrientes y/o alimentos 
de alto contenido nutricional en las dosis y los horarios adecuados.
A continuación, se realiza un balance de cómo han evolucionado los 
programas en el Perú según la clasificación descrita previamente y los retos 
aún presentes.
 
3.  Los programas alimentarios asistencialistas en el Perú
Aunque los programas asistencialistas —particularmente el VdL y CP— 
existían desde 1985, alcanzaron mucha importancia en la década de 1990, 
como respuesta a la crisis económica y la prevalencia de la pobreza, sumada 
a problemas nutricionales que caracterizaron esa etapa. Estos dos programas 
surgieron con objetivos muy similares, asociados a la reducción de la pobreza: 
el VdL, para mejorar la calidad de vida de los segmentos más pobres de la 
población; y los CP, para brindar seguridad alimentaria a la población en 
extrema pobreza. A su vez, ambos dependían —y aún dependen— de grupos 
de madres que se encargan de su funcionamiento —esto es, de recoger y 
distribuir los alimentos del programa en cada localidad—, aunque con 
diferencias importantes. 
En particular, en el caso de los CP, las madres encargadas complementan 
los alimentos que se les entrega y los preparan, y pueden cobrar por su trabajo 
a una parte de los beneficiarios. 
Durante la década de estudio —y en realidad desde su inicio—, el VdL 
fue administrado por cada municipalidad o gobierno local, mientras que los 
CP eran administrados por el Pronaa. A partir del 2003, durante el Gobierno 
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de Alejandro Toledo, se inició el proceso de su descentralización —Ley 
27783, Ley de Bases de Descentralización y Directiva 023-2004-Mimdes—, 
mediante el cual cada municipalidad provincial pasó a gestionar el programa. 
Sin embargo, Lima se quedó a cargo del Pronaa.
Desde su inicio y a lo largo de su desempeño, estos programas han 
presentado una serie de deficiencias y han sido objeto de muchos estudios 
que las han evidenciado. En el caso del VdL, varios estudios de alcance 
nacional (Alcázar y otros 2003, Gajate e Inurritegui 2002, Stifel y Alderman 
2003) identificaron problemas de focalización y de pérdidas de los recursos 
asignados debido a las ineficiencias del programa y la corrupción. Ambos 
programas, y en particular el de CP, han sido, además, utilizados con fines 
políticos (Portocarrero y Romero 2000). A su vez, los programas carecen 
de un diseño técnico (Alcázar 2007); el Banco Mundial (2005) señala que 
CP es el que peor focaliza.
Por otra parte, ambos programas sufren de un problema clave: no logran 
cumplir sus objetivos, en particular en términos de resultados nutricionales. 
Alcázar (2007) sostiene que este resultado era previsible debido a que las 
características nutricionales de los productos y la cantidad entregada por ración 
no son las requeridas para elevar los niveles nutricionales. Se tiene, así, que no 
cumplen con sus objetivos nutricionales ni son efectivos mecanismos de lucha 
contra la pobreza, por cuanto adolecen de serios problemas de focalización y 
enfrentan importantes fugas e ineficiencias. Por ejemplo, Alcázar (2012) señala 
que tanto el programa VdL como el de CP presentaban filtración (55,3% y 
53,5% respectivamente) y subcobertura (50,1% y 90,8% respectivamente). 
Asimismo, Alcázar y otros (2003) identifican fuga de recursos para cada nivel 
de transferencia, desde el Gobierno central hasta la municipalidad (0,06% en 
Lima y 0,02% en el resto del país), dentro de la municipalidad (3% en Lima 
y 0,62% en el resto del país), de la municipalidad a los comités de madres del 
VdL (10% en Lima y 3% en el resto del Perú), de los comités a los hogares 
(34% urbano, 40% en capitales provinciales y 29% en distritos grandes) y, 
finalmente, dentro de los hogares de los beneficiarios del programa VdL (60% 
de la ración se distribuye entre los miembros del hogar).
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Debido a la difusión de los problemas de los programas, en el 2010, 
la Contraloría de la República realizó un intenso proceso de supervisión y 
elaboró un informe de evaluación del desempeño del programa VdL. En 
este documento se señala, entre otros problemas, que, según la Ley 27470 
(numeral 4.2 del artículo 2), «Cada municipalidad es responsable de definir 
el tipo de alimento con el cual ejecuta el Programa del Vaso de Leche […] 
debiendo buscar la eficiencia en la utilización de producto y ejecución 
del gasto». Sin embargo, debido a la autonomía con la que cuenta cada 
municipalidad para definir las raciones, estas no contienen un mínimo ni 
un máximo de requerimientos calóricos y hay diferencias significativas entre 
los alimentos entregados en cada localidad. Además, las raciones varían día 
a día, y no siempre cumplen con la cantidad establecida por el Ministerio 
de Salud (Minsa) (Resolución Ministerial 711-2002-SA/DM). 
El programa de CP fue administrado por el Pronaa desde 1992 
(Decreto Supremo 020-92-PCM) y gestionado por la PCM. En 1996, el 
Pronaa pasó a ser manejado por el Ministerio de Promoción de la Mujer y 
del Desarrollo Humano (Promudeh) (Decreto Legislativo 866), que a partir 
del 2002 pasó a llamarse Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
(Mimdes) (Decreto Supremo 008-2002-Mimdes). Finalmente, en el 
2012 los programas del Pronaa pasaron al Midis (Resolución Ministerial 
163-2012-Midis) con el nombre de Programas de Complementación 
Alimentaria, y el Pronaa se disolvió. A la par de la reestructuración y 
cambio del Promudeh al Mimdes, en el 2003 se inició un proceso de 
descentralización (Ley 27783, Ley de Bases de Descentralización y Directiva 
023-2004-Mimdes) mediante el que se transfirieron funciones a los gobiernos 
regionales y locales, mientras Lima se mantuvo en la administración central 
del Pronaa. Hasta hoy, estos programas siguen respaldándose en los comités 
de madres de cada localidad para realizar el recojo, la preparación y la 
distribución de los alimentos. Estos programas forman parte del Programa de 
Complementación Alimentaria (PCA) junto con el Programa de Alimentación 
y Nutrición para el Paciente con Tuberculosis y Familia (Pantbc), Alimentos 
por Trabajo, y Hogares y Albergues. Existen escasos estudios actualizados 
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12 La Ley 29792, de creación del Midis, determina como una de sus funciones el «diseño y gestión de los 
registros y bases de datos de los programas sociales, de identificación, selección y registro de beneficiarios 
y otros registros que se creen».
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sobre el funcionamiento de los CP; los últimos —Vásquez (2006) y Alcázar 
(2007)— se realizaron previamente a la reforma del 2012 y la creación del 
Midis, y en ellos se siguen identificando problemas graves de focalización 
como los que se han mencionado. 
Lo resaltante es que, a pesar de estas deficiencias, ninguno de los dos 
programas ha sufrido mayores cambios de diseño e incluso de presupuesto. 
Las únicas modificaciones son la ya mencionada descentralización de los 
CP desde el 2003 hacia los gobiernos provinciales y, en el caso del VdL, el 
mayor rol supervisor de la Contraloría General de la República (Directiva 
05-2008-CG/PSC, «Información a ser recibida por la Contraloría General de 
la República con relación al gasto y ración del programa del Vaso de Leche») 
y el intento de mejora de su focalización desde el Midis12 (Ley 29792). 
En cuanto a los recursos asignados a estos programas, mientras que en 
el 2005 el VdL representaba el 40,5% del presupuesto dirigido a programas 
alimentarios, para el 2014 esta cifra había descendido al 21%. No obstante, 
en términos absolutos, el presupuesto asignado a este programa se ha 
mantenido relativamente constante, e incluso experimentó un pequeño 
aumento de 247 a 260 millones de soles entre el 2005 y el 2014. Lo que ha 
ocurrido es una significativa disminución del peso que tiene este programa 
en relación con los demás programas alimentarios y nutricionales. Por otro 
lado, el presupuesto de CP en el 2005 representaba el 11,8% del presupuesto 
dirigido a programas alimentarios, y este porcentaje se mantuvo hasta el 
2011; sin embargo, en el 2014 la importancia relativa de los CP se redujo 
y pasó a representar solo el 4% del presupuesto. En términos absolutos, en 
el 2005 se destinaban al CP cerca de 88 millones de soles, y para el 2013 
y 2014, alrededor de 68 millones. En cuanto a presupuesto, el VdL es más 
importante que los CP, probablemente debido a que estos últimos tienen 
menor cobertura, ya que atienden principalmente en zonas urbanas.
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Estos programas asistencialistas han perdido importancia en términos 
relativos, pero a pesar de las enormes deficiencias encontradas y del consenso 
acerca de su escasa efectividad —basado en la evidencia internacional—, se 
mantienen y siguen recibiendo importantes recursos. Es interesante notar 
que, en el discurso y las estrategias de lucha contra la pobreza y desnutrición 
de los últimos años, estos programas han sido dejados de lado por la mirada 
sociopolítica. Por ejemplo, no se los incluye en las principales estrategias 
para la inclusión social, como sí están Incluir para Crecer, articulado por 
el Midis, y la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional 
2013-2021. Solo reciben una mención menor en referencia al escaso acceso 
de la población vulnerable a programas con objetivos nutricionales y de 
seguridad alimentaria. Sin embargo, las autoridades no han logrado, o 
han carecido de la voluntad o capacidad política, como para eliminarlos o 
reformarlos. Al parecer, se han dejado para que los gobiernos subnacionales 
decidan qué hacer con ellos, pero mientras tanto aún se les destina una 
importante cantidad de recursos.
4.  Programas de alimentación escolar en el Perú
La evidencia internacional muestra que estos programas buscan lograr alguno o 
varios de los tres objetivos siguientes: incremento de la matrícula y la asistencia 
escolar, mejora del nivel nutricional de los niños en la escuela, y mejora del 
rendimiento académico y cognitivo de los niños. Sin embargo, el logro de estos 
objetivos depende del diseño e implementación en cada caso (Levinger 1986). 
En el Perú, en 1992 fueron creados paralelamente varios programas 
de desayunos y almuerzos escolares, en una coyuntura en la que se volvían 
populares en los países en desarrollo (Levinger 1986). Surgieron con el 
objetivo de mejorar los aprendizajes, la atención en clase y la asistencia a la 
escuela. Así, en la década de 1990 coexistían programas destinados a atender 
con alimentación las escuelas públicas de educación inicial y primaria; 
algunos estaban administrados por Pronaa, y otros, por Foncodes. Estos 
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programas fueron creciendo cada año en cuanto al número de alumnos 
beneficiados, así como al presupuesto asignado (Cueto y Chinen 2001). 
Para la década del 2000, la superposición de los programas era un 
problema que se agravaba a medida que se destinaban más recursos a los 
programas de alimentación escolar. Alcázar (2007) indica que la duplicación 
de beneficiarios, tanto de los desayunos escolares como de los almuerzos, 
llegó al 12%, pero también había duplicación con otros programas de 
distintos objetivos, como el VdL, los CP y los comedores infantiles. A su 
vez, según la población objetivo, Alcázar (2007) identificó un 24,2% de 
filtración y un 66,41% de subcobertura para el programa de desayuno 
y alimentación escolar. Pero a pesar de ello, en el 2005, en términos de 
presupuesto, los programas de desayunos y almuerzos escolares, y comedores 
infantiles, representaban el 30% del presupuesto en programas alimentarios 
y nutricionales. Por eso se planteó su fusión en el PIN con un componente 
específicamente dirigido a atender a los niños en las etapas preescolar y 
escolar (primaria).
Así, el PIN Escolar se creó en el 2006 de la fusión de los programas de 
desayunos escolares, almuerzos escolares y comedores infantiles, y pasó a ser 
administrado por el Pronaa (R. D. 395-2006-Mimdes-Pronaa). El objetivo 
del PIN Escolar era contribuir a mejorar el nivel nutricional de la población 
en edad escolar, prioritariamente en zonas con alta tasa de desnutrición 
infantil y situación de pobreza, lo que conlleva a mejorar su capacidad de 
aprendizaje y asistencia a la escuela. Este programa era uno de los principales 
de la Estrategia Crecer del proceso de reforma del 2007. Sin embargo, más 
allá de la fusión de los programas, el diseño e implementación del PIN 
Escolar no experimentó cambios importantes (Beltrán y Seinfeld 2009).
En el momento en que se creó el Midis y se inició la reforma de los 
programas de alimentación y nutrición, los principales problemas del PIN 
Escolar heredado eran los siguientes (Alcázar 2012): 
•	 	 No	 ofrecía	 una	 ración	 costo	 efectiva.	 Por	 ejemplo,	 se	 entregaba	 la	
leche ultrapasteurizada (UHT por sus siglas en inglés, ultra-high 
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temperature), más costosa que otras alternativas, pero que no tiene un 
mayor contenido nutricional. 
•	 	 La	aceptabilidad	de	los	productos	enfrentaba	serios	problemas	en	las	
distintas zonas, ya que no solo se repetían todos los días, sino que no 
eran productos locales ni les agradaban a los estudiantes. 
•	 	 Los	 procesos	 de	 adquisición	 del	 PIN	Escolar,	 al	 igual	 que	 los	 de	
los demás programas del Pronaa, sufrían graves deficiencias, que 
respondían en gran medida a la legislación. Las normas que regían las 
compras del Pronaa llevaban a la generación de monopolios locales 
y, por consiguiente, a que se elevaran los precios de las raciones. 
•	 	 No	se	contaba	con	criterios	de	focalización,	sino	que	se	atendía	por	
inercia a las instituciones educativas que, en su momento, habían 
logrado ser incluidas. En el 2011, se llegó a niveles del 49% de 
subcobertura y del 54% de filtración.13 
•	 	 No	se	distribuían	suficientes	raciones	para	todos	 los	alumnos	de	 las	
instituciones educativas que se atendía, por lo que los encargados 
optaban por entregar menos alimentos por ración o por cubrir menor 
número de días. 
•	 	 Había	mucha	 variabilidad	 en	 las	 raciones	 que	 se	 distribuían	 entre	
regiones en cuanto a contenidos y costos, y estas diferencias no 
respondían a ningún criterio determinado. De hecho, generaban mayor 
inequidad. Así, por ejemplo, Lima recibía la ración más cara, de 1,10 
soles, mientras que Amazonas o Cajamarca recibían raciones de menos 
de 0,70 soles.
Los problemas e ineficiencias eran tantos que en el 2012 se optó por 
cerrar el PIN Escolar para reestructurarlo y abrir el programa Qali Warma.
13 Según datos de la Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) 2011, cálculo elaborado por Alcázar (2012).
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Actualmente, el programa de alimentación escolar del Perú es Qali Warma, 
que fue creado en el 2012 bajo la administración del Midis con tres objetivos: 
garantizar el servicio alimentario durante todo el año escolar; promover 
mejores hábitos de alimentación en los usuarios; y contribuir a la mejora de 
la atención en clase, favoreciendo la asistencia y permanencia en la escuela, 
que es un objetivo compartido con el programa Juntos. 
Qali Warma cuenta con dos componentes. El primero es el componente 
alimentario, que busca la provisión de alimentos de calidad y adecuados a los 
hábitos de consumo locales. En el marco de este componente, a los quintiles 1 
y 2 se les entregan desayunos y almuerzos, mientras que a los quintiles 3, 4 y 
5, solo desayunos. En las zonas rurales, se realiza una compra de «productos» 
para que cada institución educativa prepare las raciones, mientras que en las 
urbanas se entregan las raciones ya preparadas. 
Asimismo, el programa tiene un esquema de cogestión según el cual 
el menú de cada localidad es planificado por un Comité de Alimentación 
Escolar conformado por padres y actores del programa y la escuela. Los 
menús deben cumplir las condiciones impuestas por el Centro Nacional de 
Alimentación y Nutrición (Cenan) y el Programa Mundial de Alimentos 
(PMA) para determinar el contenido calórico y nutricional del menú. Cabe 
mencionar que Qali Warma no tiene un objetivo nutricional per se, sino 
que se enfoca en proveer alimentación y promover prácticas alimentarias 
saludables; también busca mejorar la atención en clase, al reducir el hambre 
de corto plazo. Para acompañar al componente alimentario, desde el Midis 
se ha diseñado la campaña Adopta una Cocina Escolar,14 orientada a mejorar 
las condiciones de las cocinas en las escuelas para que el programa pueda 
proveer un servicio adecuado.
El segundo componente es el educativo. Este está diseñado para 
promover mejores hábitos alimentarios en los niños y niñas mediante 
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capacitación, asistencia técnica y herramientas educativas locales. Sin 
embargo, este componente aún no tiene presupuesto asignado ni ejecutado 
para el 2014 ni el 2015.15 En el 2014, solo el 0,3% del presupuesto asignado 
al programa fue destinado a la conformación de los comités de compra y la 
asistencia técnica de estos y de las unidades territoriales. La asistencia técnica 
se brinda solo a los comités de compra, aún no se amplía a las herramientas 
educativas diseñadas; esto problema se arrastra desde el PIN Escolar, cuyo 
componente educativo era casi inexistente.
El programa surgió en el 2014 con un presupuesto de 1 021 582 324 
soles, que para inicios del 2016 ya había crecido a 1 479 678 077 soles. 
En cuanto a cobertura, en el 2015 logró atender a 3,5 millones de niños y 
niñas,16 y llegó a representar el 70% del gasto en programas alimentarios y 
el 22% del gasto social. 
Dada la importancia de QW en la política social para mejorar las 
condiciones de salud y educación de los niños en edad preescolar y escolar, 
así como en términos presupuestales, cabe preguntarse qué resultados se 
pueden esperar del programa, y si efectivamente ha superado los problemas 
que presentaba el PIN Escolar y por los que se decidió la reforma. 
En el cuadro 2 se muestran los problemas del PIN Preescolar y Escolar, 
y se comparan con la evidencia que hasta el momento se tiene sobre QW. 
Respecto al problema de adquisiciones de la legislación del Pronaa, 
QW planteó un sistema basado en la tercerización en cada localidad; esta es 
una de las principales características de la cadena de valor de este programa. 
QW funciona mediante la articulación del Comité de Alimentación Escolar 
(CAE), el Comité de Compra (CC), los proveedores, el Estado y la sociedad 
civil. El CC de cada comunidad focalizada por QW se encarga de seleccionar 
y contratar a los proveedores que brindarán los servicios; los proveedores, 
en coordinación con el CC, se encargan de la producción —en el caso de 
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también de la distribución coordinada con los CAE de cada comunidad; 
por último, los CAE se encargan de la entrega y recepción de los alimentos 
en las escuelas (Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y 
la Alimentación, FAO por sus siglas en inglés, 2013).
Al tercerizar el proceso de compra, se busca obtener los mejores 
productos y servicios adecuados a cada comunidad, ya que cada CC va a 
aprobarlos. Se espera que esta medida represente una mejora para el Pronaa 
debido a que cada CC selecciona y evalúa a su proveedor, con lo cual se reduce 
el espacio para los monopolios y los problemas y denuncias que conllevan.17 
De igual forma, con el nuevo proceso de compra el Estado debe brindar 
supervisión y asistencia técnica a los CC, los CAE y los proveedores. Pero 
si bien una vez superadas las denuncias y los problemas iniciales el sistema 
parece estar operando adecuadamente, es clave realizar investigaciones en 
profundidad respecto a la efectividad de estos procesos, y comprobar que 
no se han generado monopolios en el ámbito local.
En cuanto al último punto del cuadro 2, las diferencias en contenido y 
costos entre regiones constituyen, quizá, el reto pendiente más importante 
de la implementación del programa. Para dar más luces sobre este punto, se 
compararon los costos de las raciones asignadas a diferentes zonas del país 
con el objetivo de comprobar si la asignación de recursos por regiones y zonas 
es, por lo menos, equitativa. Para ello, se buscó un precio referencial de la 
ración por niño-niña en la información del proceso de compra del 2016 
presentada por el Midis-QW (Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social 
2015). Los precios promedio de raciones consignados en dicha información 
distinguen, para cada región, si es un servicio por productos —en las zonas 
rurales o remotas— o por ración preparada —en las zonas urbanas—. Luego 
se compararon los costos de las raciones en algunas regiones seleccionadas de 
la costa, sierra y la selva —Amazonas, Ayacucho, Cajamarca, Lima, Loreto, 
Moquegua y Puno— que representan el gasto por ración, como aproximación 




El cuadro 3 presenta, además, la tasa de desnutrición de cada región 
como referencia de las necesidades de cada una de ellas. Cabe enfatizar 
que estas son estimaciones simples basadas en la información disponible, 
por lo que se recomienda realizar un estudio con mayor profundidad, que 
identifique los otros factores que afectan estos precios referenciales como 
precios locales, costo de distribución o escasez.
Cuadro 3
Promedio regional de los valores de raciones
(para el proceso de compra del 2016)
Región Urbano Rural/remota Prevalencia
  (raciones preparadas) (productos) DCI
Amazonas 2,07 1,41 Alta
Ayacucho - 1,87 Mediana
Cajamarca 1,96 1,27 Alta
Lima  2,00 1,62 Baja
Loreto  2,04 1,51 Mediana
Moquegua 1,97 1,75 Baja
Puno  1,40 1,68 Mediana
Fuente: QW-Midis. 
Elaboración propia.
En el cuadro 3 se aprecian algunas diferencias de gasto por ración entre 
regiones, y entre las zonas urbanas y rurales al interior de cada una de ellas, 
que llaman la atención. Así, en Amazonas, en las zonas urbanas el precio de 
la ración es elevado, mientras que en sus zonas rurales y remotas es mucho 
menor. Similarmente, Cajamarca tiene alta prevalencia de DCI, y la ración de 
las zonas urbanas tiene un costo elevado, pero en las rurales el costo por ración 
es bajo. Por otro lado, los niños y niñas de Lima y Moquegua —regiones 
con índices más bajos de desnutrición— reciben raciones relativamente 
más costosas; es más: en estas regiones, los niños y niñas de las zonas más 
necesitadas reciben raciones de menor costo. 
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En general, llama la atención que los precios de las raciones compradas 
en las regiones más necesitadas, y en todos los casos en las zonas rurales y 
remotas, sean menores que los de sus contrapartes, cuando lo deseable sería 
que QW asigne más recursos por niño en estas zonas. Por eso es importante 
analizar más este tema, y comparar la calidad y cantidad de lo que reciben 
los niños en cada caso. 
Además, QW enfrenta otros retos, como mejorar la infraestructura de 
las escuelas para que puedan almacenar y preparar alimentos adecuadamente. 
En particular, para la compra de productos en zonas rurales y remotas, es 
esencial que las escuelas cuenten con la capacidad de almacenar y preparar 
los alimentos cumpliendo con las medidas sanitarias, para evitar infecciones. 
También es importante mejorar la capacitación y articulación con los padres 
de familia, en particular en las zonas rurales, donde son ellos quienes preparan 
las raciones. En estas zonas, al igual que en programas asistencialistas como 
CP, el éxito de QW recae en gran parte en el aporte de los padres de familia.
En este contexto, es pertinente preguntarse si, a la luz de la evidencia 
internacional y de la revisión de sus características principales, QW es 
la mejor inversión para mejorar el desempeño educativo de los niños. 
La pregunta es pertinente porque mejorar los índices de desnutrición y 
anemia de los niños y niñas en edad escolar no es un objetivo explícito del 
programa; para ello, en todo caso, sería necesario que QW incluya la entrega 
de alimentos fortificados. 
Con relación a los resultados del programa en términos de educación, 
las expectativas de impactos no son muy altas. Por un lado, la evidencia 
internacional apunta a que los programas de alimentación escolar mejoran 
los indicadores de matrícula y asistencia a la escuela, ya que funcionan 
como una transferencia en especie. Existe evidencia de logro en materia de 
asistencia, pero en particular en países con tasas de cobertura menores que las 
del Perú (Alderman y Bundy 2011, Jukes y otros 2007, Kirstjansson y otros 
2007). Ello, sumado a que este objetivo se comparte con el del programa de 
transferencias condicionadas Juntos, parece indicar que será difícil obtener 
un impacto significativo de QW en asistencia. Las expectativas de logros en 
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términos de matrícula son mayores en la educación preescolar, en la que las 
tasas de cobertura y asistencia son mucho menores. Por ello, es importante 
focalizar los esfuerzos de QW en este grupo, en el que, además, se pueden 
esperar mayores logros también en términos nutricionales. 
Por otro lado, es posible esperar logros asociados específicamente al 
programa en mejoras del rendimiento escolar al reducir el hambre de corto 
plazo, y así mejorar la atención en clase. Sin embargo, esto solo ocurriría en 
los casos en los que el hambre de corto plazo es un problema significativo y 
si es que las raciones se distribuyen en el momento adecuado, esto es, antes 
de las clases. En todo caso, el análisis anterior es solo especulativo e indica 
únicamente la importancia de realizar una rigurosa evaluación de impacto 
de QW. Además, es necesario tomar en consideración que, recientemente, 
se logró cerrar el Pronaa y crear QW, por lo que la oportunidad de 
conseguir mayores cambios ha pasado, y ahora más bien toca mejorar la 
implementación y el diseño del programa. Para ello, por ejemplo, se debe 
asegurar la focalización y asignación de recursos en reducir brechas, y así 
llegar más y mejor a las zonas más necesitadas. 
5.  Programas de nutrición infantil en el Perú
Existe consenso, a partir de la evidencia internacional, en que se debe 
enfrentar los problemas de nutrición infantil con una intervención 
multisectorial y articulada, incluyendo la entrega de micronutrientes. Como 
ya se mencionó, tanto el Banco Mundial (2013) como el Programa Mundial 
de Alimentos y Unicef (2013) indican que, para hacer efectiva la lucha 
contra la desnutrición infantil y la anemia, los programas nutricionales deben 
enfocarse en entregar alimentos fortificados con micronutrientes, así como 
en realizar campañas de educación nutricional, en particular dirigidas a la 
madre (Alcázar y otros 2011, Thomas y otros 1990, Schultz 1984). 
La evidencia muestra también que para combatir la desnutrición, y 
más aún la anemia —en particular en zonas donde esta es todavía muy 
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alta, y donde la cobertura y calidad de los servicios de salud es débil—, se 
requiere mucho más que solo el crecimiento económico (Banco Mundial 
2013, Beltran y Seinfeld 2009, Alcázar y otros 2015). Suele suceder que en 
las zonas remotas, donde el problema nutricional es mayor, los programas 
llegan con menor intensidad; por ejemplo, en el PIN Escolar, las raciones 
para Cajamarca eran más baratas que las de Lima.
La DCI, la mala alimentación y la deficiente ingesta de nutrientes 
constituyen un problema de salud pública que afecta a miles de niños en 
el Perú, y que genera efectos perversos e irreversibles para las personas a lo 
largo de su vida, así como altos costos para la sociedad. Cuando se mejora la 
nutrición de un niño o niña, se reduce su riesgo de mortalidad; además, se 
construye capital humano para el futuro y se incrementa su productividad 
(Alderman y Mustafa 2013, Hoddinott y otros 2013). En esta línea, otro 
problema asociado a la malnutrición es la deficiencia de micronutrientes, 
en particular de hierro, mostrada como baja concentración de hemoglobina 
en la sangre y también conocida como anemia. Esta enfermedad presenta 
efectos muy negativos a lo largo de la vida; en los niños, incluye incremento 
de morbilidad y mortalidad, bajo rendimiento escolar, atrasos cognitivos y 
apatía, mientras que en los adultos se presenta con sensación de debilidad y 
fatiga, menor productividad y mayor riesgo de mortalidad materna (Banco 
Mundial 2013).
En el Perú, desde fines de la década de 1980 se implementaron varios 
programas para combatir la DCI y la anemia, con objetivos nutricionales 
para niños y niñas. Nos referimos básicamente a Pacfo y Panfar, ambos 
administrados por el Pronaa. Estos programas consistían, principalmente, 
en la entrega de una canasta alimentaria o de papilla a familias con niños 
menores de 3 años. Se aplicaban ciertos criterios de focalización, como el nivel 
de pobreza del departamento o si la familia estaba en riesgo de desnutrición. 
El Pacfo tenía el objetivo de prevenir la desnutrición en niños de 6 a 36 
meses de edad en los departamentos de mayor pobreza del país. El objetivo 
del Panfar era mejorar la nutrición de niños menores de 36 meses y de sus 
madres en zonas de extrema pobreza. Sin embargo, como señala Alcázar 
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provinciales. Sin embargo, este no se llegó a concretar.
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(2007), estos programas tenían baja cobertura y no estaban articulados con 
el sector Salud ni con los demás programas sociales.
En el proceso de fusión de programas, en el 2006 se creó el PIN como 
parte del Pronaa. El objetivo del PIN infantil era mejorar el nivel nutricional 
de niños menores de 36 meses y de sus madres en zonas de extrema pobreza.18 
Sin embargo, a pesar de las reformas, el programa continuaba adoleciendo de 
importantes problemas. Mediante algunos procesos de evaluación (Alcázar 
2012, Velásquez 2013), se identificaron serias deficiencias, como la baja 
aceptabilidad de la papilla, problemas en la gestión y distribución de los 
beneficios, mala calidad de los productos y monopolios de los distribuidores.
Por otra parte, a partir del 2008, el Minsa fortaleció los esfuerzos de lucha 
contra la anemia e implementó un programa de entrega de micronutrientes 
dirigido a niños de 6 a 36 meses, y articulado en el presupuesto del PAN. 
Este programa de entrega de multimicronutrientes (MMN) en «chispitas» de 
hierro, vitamina A, zinc, ácido fólico y ácido ascórbico (Instituto Nacional 
de Salud 2012) fue efectivo en reducir la prevalencia de anemia entre el 
2008 y el 2011. Sin embargo, enfrenta problemas de implementación que 
resultan en un incremento de los índices de anemia desde el 2012, como se 
mostró en el gráfico 2.
Como se comentó anteriormente, en el 2012 se cerró el Pronaa y, 
con ello, el PIN Infantil. Esto significó que el ya existente PAN empezara 
a ser usado como principal mecanismo articulador de intervenciones de 
la lucha contra la DCI, en el marco de una estrategia manejada desde el 
Midis, Incluir para Crecer. De esta manera, se dejó de entregar la papilla 
del PIN Infantil y, apoyándose en la articulación del presupuesto del 
PAN, se dirigieron los esfuerzos a fortalecer actividades del Minsa como 
la entrega de micronutrientes, la vacunación de niños, y el mejoramiento 
de infraestructura de agua y saneamiento, entre otros. Lo anterior supone 
que la estrategia de lucha contra la desnutrición del Perú está en línea con 
lo consensuado por la evidencia internacional: concentrar esfuerzos en una 
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intervención articulada. Sin embargo, la medida parece ser inefectiva en 
cuanto a la lucha contra la anemia, e insuficiente para combatir la DCI.
Las principales inversiones articuladas por el PAN son los CRED y 
las vacunas que reciben los niños y niñas. Estas actividades preventivas, 
para evitar que se desarrolle el problema nutricional (Cruzado 2012), han 
experimentado importantes mejoras. 
La tercera intervención que el PAN articula en su presupuesto, y que 
ha sido identificada como clave a partir de la evidencia internacional, es la 
entrega a niños y niñas de suplementos de hierro y vitamina A; en el caso 
de las gestantes, se les entrega hierro y ácido fólico. Sin embargo, este es el 
producto que presenta mayores problemas de cobertura y que cuenta con 
menores recursos. En el 2012, los niños y niñas con sus vacunas completas 
representaban el 82%, pero los que habían recibido un suplemento de hierro 
en los últimos siete días solo representaban el 21% (Velásquez 2013). En 
cuanto a las mujeres embarazadas, la brecha y la falta de inversión en el 
suplemento de hierro son aún mayores. Todo esto quiere decir que la falta 
de focalización y la baja cobertura de los programas previos de nutrición 
infantil aún no han sido superadas con la articulación de la nueva estrategia. 
Hasta el momento, esta medida no ha logrado reducir la brecha entre los 
niños que reciben suplementos nutricionales y los que no lo hacen.
Las diferencias en la cobertura de las distintas actividades se pueden 
explicar por las diferencias del presupuesto destinado a cada intervención. 
El PAN maneja una enorme cantidad de recursos —1 557 748 404 soles 
frente a 1 021 582 324 de QW para el 2015, según cifras del SIAF-MEF—. 
Sin embargo, el 25,36% de los recursos del PAN se destinan a la vacunación 
de los niños y el 15,99%, a los CRED, mientras que el 22,17% se destina 
a actividades de infraestructura de distintas regiones. Tan solo el 4,76% 
se invierte en entregar a los niños suplementos de hierro y de vitamina A, 
y la inversión en suplementos de hierro y ácido fólico para las gestantes 
únicamente llega al 3,37%. 
Asimismo, se identifican diferencias en la cobertura e inversión a nivel 
regional. Las regiones de la selva, donde los problemas de DCI son mayores, 
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son las que han recibido la menor inversión durante los últimos años. Según 
el SIAF-MEF, en el 2009, solo el 9,33% del presupuesto del PAN; en el 
2013, el 11,08%; y en el 2015, 13,3%. Por otro lado, en el 2009, para Lima 
Metropolitana y provincias —una de las regiones con menor prevalencia de 
DCI— se destinó el 28,33% del presupuesto del PAN, y del 2013 al 2015 
esta cifra se mantuvo estable alrededor del 19%.
En líneas generales, las acciones en el Perú parecen estar bien encaminadas 
con iniciativas intersectoriales como el PAN. Entre otras intervenciones, este 
programa invierte en infraestructura de acceso al agua y saneamiento, así 
como en centros de salud; asimismo, promueve los controles y la vacunación 
completa de niños y niñas, y entrega suplementos de nutrientes, como hierro 
y vitaminas. Sin embargo, aún no gasta lo suficiente en todos los ejes de 
intervención posibles; el mayor desafío parece ser enfrentar la anemia con 
los suplementos nutricionales necesarios. Además, aunque se ha avanzado 
mucho en la cobertura de servicios de salud, se requiere mejorar la gestión 
para lograr la máxima calidad de los servicios. Se necesita, asimismo, mayor 
inversión y estrategias-programas de saneamiento y acceso al agua dentro 
de las viviendas, en particular considerando la calidad. 
Persiste la necesidad de revisar la estrategia de intervenciones articulada 
por el PAN para incorporar otros condicionantes de la DCI en zonas rurales, 
como la inseguridad alimentaria, y proponer modelos de intervención 
adecuados a la realidad de cada región. La situación de la selva evidencia la 
necesidad de desarrollar políticas diferenciadas, ya que esta región, en la que 
el deterioro del estado nutricional de los niños es mayor, recibe una menor 
inversión que las demás regiones.
6.  Conclusiones
La economía del país ha crecido y se ha implementado una importante 
reforma de la política social, concretada en los programas alimentarios y 
nutricionales, a los que se han asignado importantes recursos. Sin embargo, 
todo esto no ha sido suficiente para enfrentar la anemia ni la desnutrición 
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infantil. El problema es mayor aún si se considera la alta heterogeneidad 
regional, en particular en el caso de la selva, donde aún no se observan 
mejoras significativas y la inversión de los programas es muy baja.
Durante los últimos años, se han presentado importantes cambios en 
los programas alimentarios y nutricionales; en especial, se ha desarrollado la 
articulación de los programas y la estrategia en torno a la creación del Midis. 
Si bien no se ha hecho mucho con relación a los programas asistencialistas, 
sí se ha avanzado en la reforma de los programas de alimentación escolar y 
de nutrición infantil. 
En cuanto a los programas de alimentación escolar, QW representa 
un giro hacia un programa que maneja muchos recursos y que cuenta 
con criterios más adecuados para definir qué alimentos se entregan a las 
escuelas, una mayor aceptabilidad de las raciones de cada localidad y un 
mejor sistema de distribución. Lo anterior va en línea con lo aprendido a 
partir de la evidencia internacional sobre este tipo de programas, pero aún 
no se cuenta con ninguna evaluación de impacto en nutrición y educación. 
Por otro lado, la articulación intersectorial para la lucha contra la 
desnutrición infantil se ha visto reforzada con el cierre del PIN Infantil 
y la concentración de esfuerzos en el PAN, que se ha concretado en la 
priorización de intervenciones según resultados, así como en la inversión 
en mejora de infraestructura, vacunas, controles y entrega de suplementos. 
No obstante, aún existen importantes brechas de inversión y cobertura que 
se deben atender.
Así, a pesar de las mejoras indicadas, a partir de la revisión realizada 
en el presente artículo se identifican los siguientes retos:
•	 	 Pese	a	sus	probadas	deficiencias	y	ausencia	de	impacto,	los	programas	
alimentarios asistencialistas —como el VdL y CP— continúan sin 
mayores cambios. Aunque no están incluidos en la mira de la política 
social del Gobierno, y pese a que su importancia relativa en términos 
de presupuesto ha disminuido, todavía reciben grandes recursos e 
inclusive han aumentado su presupuesto en términos absolutos. 
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•	 	 QW	fue	creado	para	superar	los	problemas	identificados	del	Pronaa 
y, efectivamente, ha logrado importantes mejoras. Sin embargo, 
enfrenta aún grandes retos, en particular llegar más y mejor a zonas 
rurales y remotas. Por otra parte, consume una enorme proporción del 
presupuesto, lo que no se justifica si se considera que es un programa 
que no proporcionará resultados nutricionales ni aportará de manera 
notable a los objetivos educacionales. Al respecto, se recomienda la 
elaboración de estudios sobre el costo-efectividad de la ración entregada 
y una evaluación rigurosa de su impacto. 
•	 	 El	 componente	 educativo	 de	QW	 prácticamente	 no	 está	 siendo	
ejecutado, ya que representa una mínima parte del presupuesto. Este 
problema se está arrastrando de los programas escolares anteriores, a 
pesar de la evidencia internacional que muestra la importancia de la 
mayor educación nutricional. 
•	 	 En	 la	 lucha	contra	 la	desnutrición	 infantil,	 los	planes	del	Gobierno	
están en la línea de lo que la evidencia internacional promueve, pero 
se mantienen desafíos importantes, como la necesidad de realizar una 
adecuada entrega de suplementos nutricionales, afinar la cobertura y 
calidad de los servicios de salud, ofrecer una buena consejería y mejorar 
los hábitos alimenticios. 
•	 	 Faltan	 intervenciones	 efectivas,	 tanto	 intersectoriales	 como	 inter-
gubernamentales, focalizadas y adecuadas a las diferentes realidades 
regionales. 
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Capítulo 7
Magnitudes, determinantes y consecuencias 
de la violencia infantil en los hogares: 
balance de investigación y de las 
intervenciones existentes
Martín Benavides y Jimena Stuart
Resumen
Este es un balance de la producción de investigación relacionada con la 
violencia infantil, así como de las principales políticas y programas destinados 
a prevenirla o disminuirla. El documento se inicia con una presentación de 
las definiciones más utilizadas en el tema, y luego se discuten los factores de 
riesgo más recurrentes. Se reseñan también las consecuencias de la violencia 
infantil identificadas por la literatura sobre la salud, la educación y las 
conductas. Finalmente, se plantea una breve discusión acerca de las políticas 
y los programas. En todos los temas, se incorporan las investigaciones 
producidas tanto en el exterior como en el Perú.
Introducción
En el Perú, la violencia infantil sigue siendo un problema de política pública 
no resuelto. A diferencia de otras problemáticas existentes en nuestro país, 
es poco lo que se ha podido mejorar con relación a este fenómeno: según la 
Encuesta Nacional Demográfica y de Salud Familiar (Endes), entre el 2000 
y el 2010 el porcentaje de madres que declararon que castigaban físicamente 
a sus hijos e hijas solo se había reducido seis puntos porcentuales (Benavides 
y León 2013).1 
1 El análisis de Benavides y León utilizó una muestra restringida de la Endes, uniendo el módulo de violencia 
contra la madre con el módulo de violencia infantil. Si no se hace esa restricción y se usan, además, los 
datos del 2014, la proporción de violencia reportada por la madre es menor tanto en el 2000 como en el 
2014. En el 2014 fue de aproximadamente 26%. 
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Los resultados de otros estudios que trabajaron con sus propias bases 
de datos han mostrado, a su vez, magnitudes importantes. El estudio de 
Bardales y Huallpa (2005), al indagar en la violencia en el entorno familiar 
en los distritos de San Martín, Cusco e Iquitos, encontró que el 69,2% de los 
niños y niñas manifestaron haber sido víctimas de maltrato físico, mientras 
que el 66,1%, de maltrato psicológico. Benavides, Risso y Veramendi (2011), 
en un estudio realizado en Lima, Huancavelica y Loreto, registraron que el 
36% de los niños menores de 8 años habían sido víctimas de violencia en 
el hogar, según lo reportado por sus madres. En el caso de los adolescentes, 
los estudios también registran una alta tasa de violencia. Bardales y Huallpa, 
en el estudio antes señalado, concluyeron que el 59,9% de los adolescentes 
habían sufrido maltrato físico, y el 68,3%, maltrato psicológico.2 Del mismo 
modo, Flores y Schirmer (2006), al observar la violencia intrafamiliar en la 
ciudad de Puno en un grupo de adolescentes embarazadas y en otro de no 
embarazadas, encontraron que el 63% y el 80% de ellas, respectivamente, 
habían sufrido violencia física. 
¿Cómo explicar esta alta prevalencia? ¿Qué causas están detrás de la 
reproducción de esta forma de violencia? ¿Qué consecuencias tiene y de 
qué manera se podrían orientar las políticas para prevenirla y reducirla? 
Este trabajo constituye un esfuerzo por intentar organizar el principal 
conocimiento generado alrededor de estas preguntas, específicamente en 
lo relacionado con la violencia contra los menores que se produce en el 
ámbito del hogar. 
1.  Definiendo la violencia infantil
¿Qué es la violencia infantil? ¿Cómo ha sido estudiada? Una de las formas 
más amplias para entender la violencia infantil deriva de la definición de 
violencia elaborada por la Organización Mundial de la Salud (OMS, o WHO 
2 Es importante notar que, en el caso de este último estudio, se pregunta directamente a los niños y niñas, 
a diferencia de los estudios que utilizan la Endes.
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por sus siglas en inglés), que señala que se trata del «uso intencional de la 
fuerza física o el poder, ya sea a modo de amenaza o uso efectivo, en contra 
de uno mismo, otra persona o contra un grupo o una comunidad, que cause 
o tenga altas probabilidades de causar lesiones, muerte, daño psicológico, 
trastornos del desarrollo o privaciones» (WHO en Dahlberg y Krug 2002: 5; 
traducción propia). Esta definición, aunque no ahonda en los diferentes tipos 
de violencia existentes, a partir de la lista de repercusiones que señala permite 
incorporar las distintas formas en las que la violencia se puede presentar. 
De este modo, y a pesar de que el uso de la palabra intencional sugeriría 
que tal definición no incorpora los actos de negligencia o de descuido, no 
deja de ser reconocida como una de las más abarcadoras. En este sentido, la 
violencia infantil haría referencia a todo tipo de conducta violenta dirigida 
contra los niños, niñas y adolescentes. 
De manera similar, las definiciones comúnmente utilizadas por las 
Naciones Unidas en sus estudios sobre violencia infantil —las cuales han 
sido construidas basándose en la definición de violencia del artículo 19 
de la Convención de los Derechos del Niño (CDN) y en la del estudio 
World Report on Violence and Health (Krug y otros 2002)— también se han 
caracterizado por su amplitud. Así, Pinheiro, en World Report on Violence 
Against Children (2006) —que constituye un referente por tratarse del primer 
estudio de las Naciones Unidas en tratar de manera integral y a escala global 
el tema de la violencia infantil—, señala que la violencia incluye «todas 
las formas de violencia física o mental, lesiones y abuso, descuido o trato 
negligente, maltrato o explotación, incluido el abuso sexual». Agrega a su 
vez que la violencia abarca «el uso intencional de la fuerza o el poder, ya sea 
a modo de amenaza o uso efectivo, en contra de un niño, por una persona 
o un grupo de personas, que cause o tenga altas probabilidades de causar un 
daño real o potencial en la salud, la supervivencia, el desarrollo o la dignidad 
de este» (Pinheiro 2006: 4; traducción propia).
Esta definición incorpora explícitamente el descuido y el trato 
negligente como formas de violencia. En este sentido, la intencionalidad ya 
no constituye un requisito para definir una acción violenta. Por su parte, el 
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Comité de los Derechos del Niño, en su Observación General 13 (2011), 
al momento de definir la violencia enfatizó que serán considerados como tal 
no solo el daño físico e intencional, sino también las formas no físicas y/o no 
intencionales. Además, con el fin de evitar que la definición se vuelva más 
un obstáculo que una herramienta para identificar y erradicar toda forma 
de agresión contra los niños, la Comisión señaló explícitamente que otros 
términos utilizados para describir los tipos de daños serán igualmente válidos. 
De este modo, de manera general se podría señalar que la expresión 
violencia infantil ha solido ser entendida como un término paraguas que 
incorpora cualquier tipo de acción —u omisión— que cause o tenga 
potencial de causar daño a los menores. Ahora bien, existen otros términos 
que también hacen referencia a las experiencias de victimización que sufren 
los niños. Si bien la mayor parte de la literatura ha usado comúnmente 
de manera indiferenciada los términos violencia, abuso y maltrato, las 
organizaciones referentes no siempre los han definido de la misma forma. 
El maltrato infantil, según la definición de la OMS, representa un tipo 
específico de violencia cuya característica principal reside en que se produce 
en el marco de una relación de responsabilidad, confianza o poder. Así, esta 
institución señala lo siguiente:
  El maltrato infantil se define como los abusos y la desatención de que 
son objeto los menores de 18 años, e incluye todos los tipos de maltrato 
físico o psicológico, abuso sexual, desatención, negligencia y explotación 
comercial o de otro tipo que causen o puedan causar un daño a la salud, 
desarrollo o dignidad del niño, o poner en peligro su supervivencia, en el 
contexto de una relación de responsabilidad, confianza o poder. La expo-
sición a la violencia de pareja también se incluye a veces entre las formas 
de maltrato infantil (Organización Mundial de la Salud 2016: s/n).
Si bien esta definición, al hacer explícitos los diferentes tipos de agresión 
contra los niños que se pueden producir, permite que se identifique y se 
visibilice mejor esta problemática, la acotación que indica que el maltrato 
infantil hace referencia únicamente a los abusos y desatenciones que ocurren 
«en el contexto de una relación de responsabilidad, confianza o poder» 
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determina que se entienda que este solo podrá generarse en entornos en los 
cuales los niños entablan este tipo de relaciones. Así, el término maltrato 
infantil ha solido usarse para hacer referencia a la violencia que ocurre en el 
marco del hogar, sin necesariamente considerar la violencia producida en 
ámbitos como la escuela o la calle. Esto se puede apreciar en varios estudios 
publicados por la OMS,3 en los que el término violencia juvenil se utiliza de 
manera diferenciada que el de maltrato infantil para analizar la violencia que 
involucra a jóvenes de 10 a 29 años y que ocurre fuera del hogar. En esta 
misma línea, en la página web de esta institución4 se señala que la violencia 
que experimentan los niños se divide en dos: el maltrato infantil, perpetrado 
por los padres y cuidadores contra los niños de 0 a 14 años, y la violencia, 
que ocurre en entornos comunitarios contra los adolescentes de 15 a 18 años. 
Sin embargo, a pesar de que la OMS ha marcado un precedente 
para el uso y el entendimiento del término maltrato infantil, la falta de 
un consenso alrededor de su definición ha producido que sea empleado 
de diversas maneras. Así, por ejemplo, en algunas ocasiones Naciones 
Unidas5 ha definido el maltrato infantil como las acciones u omisiones 
con la intención de hacer un daño inmediato a la persona agredida, con 
lo cual se diferencia del término violencia física y emocional,6 el cual, según 
señala esta institución, hace referencia a la violencia que las personas adultas 
ejercen con la intención de disciplinar. Es decir, la diferencia residiría en 
la intencionalidad. No obstante, esta definición de violencia difiere de las 
otras definiciones antes establecidas por las Naciones Unidas, en las cuales 
la intencionalidad de la acción no es un elemento que defina si esta será 
considerada como violencia o no.
3 Véase World Report on Violence and Health (Krug y otros 2002) o Global Status Report on Violence Prevention 
2014 (World Health Organization 2014).
4 Véase Online Q&A How can violence against children be prevented? (revisado en el 2013). Disponible en 
http://www.who.int/features/qa/44/en/ 
5 Véase Secretaría Regional para América Latina del Estudio de Violencia contra Niños, Niñas y Adolescentes 
(2006). La violencia contra niños, niñas y adolescentes. Informe de América Latina en el marco del Estudio 
Mundial de las Naciones Unidas. Nueva York: Naciones Unidas; Unicef Perú (s/f ). Violencia y maltrato 
infantil. Disponible en http://www.unicef.org/peru/spanish/protection_3226.htm Consultado el 13 de 
octubre del 2015. 
6 En tales publicaciones no definen al término violencia infantil en sí mismo.
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En el caso peruano, el Código de los Niños y Adolescentes establece 
que los niños, niñas y adolescentes tienen derecho al bueno trato (artículo 
3-A) y a que se respete su integridad moral, psíquica y física (artículo 4). 
La Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres 
y los Integrantes del Grupo Familiar, Ley 30364, entiende como violencia 
cualquier acción o conducta que causa muerte, daño, o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico, que se produce en el contexto de una relación de 
responsabilidad, confianza o poder (artículo 6). Asimismo, la recientemente 
aprobada Ley que Prohíbe el Uso del Castigo Físico y Humillante contra 
los Niños, Niñas y Adolescentes, Ley 30403, define el castigo físico como 
«el uso de la fuerza, en ejercicio de las potestades de crianza o educación, 
con la intención de causar algún grado de dolor o incomodidad corporal, 
con el fin de corregir, controlar o cambiar el comportamiento de los niños, 
niñas y adolescentes» (artículo 2).
¿Cómo se ha estudiado la violencia infantil?
La violencia infantil puede producirse en distintos ámbitos —el hogar y la 
familia, la escuela y los entornos educativos, las instituciones de salud y del 
sistema judicial, los lugares de trabajo y/o la comunidad (Pinheiro 2006)—, 
puede presentarse de diferentes formas —violencia física, psicológica, sexual, 
o negligencia o descuido—, puede ser ejecutada por diversas personas, e 
implicar diferentes niveles de severidad. Tradicionalmente, se ha priorizado 
el análisis de la violencia que ocurre en el hogar y en la escuela. Esto se 
entiende si consideramos que, debido a su bajo nivel de independencia, los 
niños suelen pasar la mayor parte de su tiempo en estos entornos (Pinheiro 
2006). Por otro lado, si bien han existido diferencias sobre cómo medir la 
violencia infantil,7 se ha considerado que resulta más apropiado enfocarse 
7 Cicchetti y Toth (2006) señalan que los problemas referidos a la construcción de formas estandarizadas de 
operacionalizar la violencia han girado alrededor de qué formas de crianza serán consideradas inaceptables, 
así como la falta de claridad sobre si enfocarse en el comportamiento del adulto o los efectos que tal acción 
ha tenido en los niños.
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en los actos que ponen en peligro la integridad del niño (Cicchetti y Toth 
2006). Los actos violentos se han solido diferenciar así, usualmente, en 
cuatro: físicos, psicológicos, sexuales y por negligencia. 
A nivel nacional, se ha seguido esta misma tendencia. Así, a pesar de 
que existen autores que han abordado la violencia que ocurre contra los 
niños en distintos espacios (Bardales y Huallpa 2005), de manera general los 
estudios sobre violencia infantil se han enfocado principalmente en el hogar 
(Benavides, Risso y Veramendi 2011; Benavides y León 2013; Benavides, 
León y Ponce de León 2015); Flores y Schirmer 2006; Morales y Singh 
2015; Oré y Diez Canseco 2011) y en la escuela (Oliveros y Barrientos 2007; 
Landázuri 2007; Oliveros y otros 2008; Amemiya, Oliveros y Barrientos 
2009; Rojas 2011).
Los estudios centrados en el hogar han analizado principalmente la 
violencia ejercida por los padres y las madres contra sus hijos e hijas como 
parte de los castigos que les infligen para disciplinarlos (Gage y Silvestre 
2010; Benavides y León 2013; Benavides, León y Ponce de León 2015; Oré 
y Diez Canseco 2011; Morales y Singh 2015; Benavides, Risso y Veramendi 
2011; Benavides, León, Ponce de León y Espezúa 2015). No obstante, si bien 
ha existido un sesgo a favor del análisis de la violencia física, otros estudios 
han analizado también la psicológica (Benavides, Risso y Veramendi 2011; 
Benavides, León, Ponce de León y Espezúa 2015). En estos casos, la variable 
se construyó considerando castigos que no implicaran contacto físico con 
el niño. Así, en el estudio de Benavides, León, Ponce de León y Espezúa 
(2015), se consideraron como violencia psicológica la reprimenda verbal, la 
privación de la alimentación, el encierro, el ignorar al hijo, el dejarlo fuera de 
la casa y el quitarle la ropa. En este sentido, a nivel local la negligencia como 
tal, al igual que la violencia sexual, han sido poco estudiadas en sí mismas.
Dado lo anterior, la variable de violencia contra los niños ha solido 
ser construida a partir de preguntas que indagaban en las formas en que los 
padres castigaban físicamente a sus hijos (Benavides y León 2013; Benavides, 
León y Ponce de León 2015; Morales y Singh 2015; Gage y Silvestre 2010). 
Otros estudios han analizado, además de la violencia física, la psicológica 
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(Benavides, Risso y Veramendi 2011; Benavides, León, Ponce de León y 
Espezúa 2015). En estos casos, la variable se construyó considerando castigos 
que no implicaran contacto físico con el niño. 
Es preciso señalar que la Endes, gracias a su módulo de violencia 
doméstica, se ha constituido en la principal base de datos para la realización 
de estudios cuantitativos sobre violencia infantil en el hogar (Gage y 
Silvestre 2010; Benavides y León 2013; Benavides, León, Ponce de León y 
Espezúa 2015; Morales y Singh 2015). Este módulo —que es respondido 
solo por mujeres de 15 a 49 años alguna vez unidas (casadas, convivientes, 
divorciadas, separadas o viudas) cuyos hijos vivan en el hogar— recopila 
información sobre las formas en que las mujeres y sus parejas reprenden a 
sus hijos. Así, se les pregunta a las madres «¿quién reprende o castiga a sus 
hijos en el hogar?», «¿de qué manera castiga su esposo/compañero a su(s) 
hijo(s)?» y «¿de qué manera castiga usted a su(s) hijo(s)?».8 No existe, en ese 
sentido, una tradición de estudios sobre violencia infantil en el hogar que 
tengan como unidad de observación directamente al niño. En general, la 
aproximación ha sido indirecta, principalmente a través de la madre.9 
2.  Factores de riesgo y violencia infantil 
¿Cómo se explica la violencia?
Desde hace ya varias décadas, la violencia ha dejado de ser explicada como un 
fenómeno cuya causa principal son los problemas patológicos del individuo 
o el consumo de drogas (Cohen y Swift 1993: 57). Así, los trabajos que 
proponían la existencia de múltiples factores que interactúan para que la 
violencia ocurra comenzaron a tomar fuerza desde inicios de la década 
8 Preguntas tomadas del cuestionario de la Endes 2014. 
9 Aunque, como se señaló al inicio, Bardales y Huallpa sí preguntaron directamente a los niños. La Encuesta 
Nacional de Relaciones Sociales (Enares), aplicada recientemente por el INEI, también pregunta a los 
niños y niñas.
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de 1990 (Cohen y Swift 1993: 60; Reiss y Roth 1993: 102). El modelo 
ecológico, basado en la teoría ecológica sobre el desarrollo de los individuos 
de Bronfenbrenner (1987),10 es la propuesta que, actualmente, cuenta con 
mayor validez para explicar las causas de la violencia desde una perspectiva 
multidimensional. Este modelo, utilizado tanto para entender la violencia 
de manera general (Krug y otros 2002) como los tipos específicos de esta 
—por ejemplo, la violencia contra la mujer (Heise 1998)—, sostiene que la 
violencia es producto de la combinación de múltiples factores que interactúan 
en diferentes niveles. 
En el reconocido estudio World Report on Violence and Health (Krug 
y otros 2002), el modelo adoptado sugiere que estos niveles son cuatro: el 
individual, el de la relación social inmediata en los hogares o en el grupo de 
pares, el de la comunidad y el de la sociedad. Así, se sugiere que el primer nivel 
examina las características del individuo que incrementan la probabilidad 
de que se convierta en víctima o perpetrador de violencia. El nivel de la 
relación social indaga en cómo las relaciones sociales próximas —como la 
relación entre pares, entre los miembros de la familia, etcétera— acrecientan 
el riesgo de que la violencia se produzca. El tercer nivel analiza el contexto 
en el que está inmersa la relación social —como el colegio, el lugar de 
trabajo, el vecindario, etcétera— e intenta identificar las características de 
estos entornos que están asociadas con la posibilidad de que las personas se 
conviertan en víctimas o perpetradores. Finalmente, el nivel societal examina 
los factores sociales más amplios que influyen en los niveles de violencia, 
es decir, los factores que crean un clima propicio para que esta suceda. En 
este último nivel se incluyen las normas culturales, las normas sociales, 
las leyes, el nivel educativo, la pobreza, las inequidades sociales, etcétera. 
En este sentido, guiadas por la teoría del modelo ecológico, las ideas que 
actualmente prevalecen rechazan que las causas de la violencia se encuentren 
únicamente en el individuo o en la estructura social, y más bien apuntan a 
una comprensión holística de este fenómeno.
10 Su versión original fue publicada a finales de la década de 1970. Véase Bronfenbrenner V. (1979). The 
Ecology of Human Development: Experiments by Nature and Design. Cambridge, MA: Harvard University 
Press.
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Frente a esa perspectiva, existe otra aproximación que señala más bien el 
carácter situacional de la producción de la violencia. Collins (2008) opina que 
la forma en que la violencia ha sido tradicionalmente explicada se encuentra 
muy lejos de predecirla. Sostiene que, si bien se han elaborado correlaciones 
entre ciertas variables y ciertos tipos de violencia, existen muchas personas 
que presentan las características predictivas y no son perpetradoras de 
violencia, mientras que hay otras que, a pesar de no presentar estas 
características, sí lo son. Así, desde una perspectiva microsociológica en la 
cual la violencia es una interacción social que se produce como resultado de 
una situación estructurada por la emoción, Collins se propone indagar en 
las características situacionales que determinan que la violencia ocurra. En 
este sentido, y en tanto se parte de la premisa de que el miedo y la tensión 
—emociones dominantes en las situaciones de confrontación que anteceden 
a la violencia— han de ser superados para que la violencia se produzca, esta 
propuesta se pregunta por los mecanismos que regulan, en el nivel situacional, 
el tránsito hacia las prácticas violentas. 
Los estudios realizados desde una perspectiva situacional consideran 
las particularidades de cada situación violenta, lo cual se refleja en los 
análisis que Collins hizo acerca de la violencia infantil. Así, dicho autor 
sostiene que las palmadas, bofetadas o golpes que los padres infligen a los 
niños pequeños suelen producirse en medio de dinámicas situacionales en 
las que la violencia se presenta como la forma de control inmediata más 
efectiva para los pequeños que aún no han aprendido a hablar ni a pensar 
racionalmente, y frente a quienes los controles materiales —tales como 
los permisos— no funcionan. Para el caso específico de la violencia que 
se produce cuando los niños lloran, ya sea porque tienen algún malestar o 
porque quieren obtener la atención de los adultos, Collins señala que esta 
implica un proceso en el cual el conflicto se ha ido acumulando —porque 
el niño llora muy a menudo, o porque en esa ocasión el llanto está siendo 
muy prolongado—, lo cual genera una tensión emocional que va escalando 
hasta que, finalmente, el padre termina agrediendo a su hijo. Asimismo, en 
general, Collins hace referencia a que el hecho de que la víctima sea más 
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débil —no solo en términos físicos, sino también emocionales— juega un 
rol importante para que la violencia contra los niños se produzca.
Sin embargo, la mayoría de los estudios en esta línea situacional solo 
han analizado la violencia urbana —es decir, los eventos criminales, el 
vandalismo, las peleas callejeras, entre otros (Katz 1988, Anderson 1999, 
Garot 2010, Auyero y Berti 2013)—, y han dejado de lado el análisis de la 
violencia infantil, y en general, de toda la violencia que ocurre en el ámbito 
doméstico. Los pocos estudios referidos a este espacio realizados desde una 
perspectiva situacional se han enfocado en indagar acerca del abuso que 
sufren las personas mayores por parte de sus cuidadores (Pillemer y Suitor 
1992, Steinmetz 2005). 
Factores de riesgo
¿Todos los niños, niñas y adolescentes tienen la misma probabilidad de ser 
víctimas de violencia? ¿Quiénes se encuentran en una situación de mayor 
vulnerabilidad? Estas son algunas de las preguntas que han guiado la reflexión 
sobre cómo se origina la violencia infantil. De este modo, y teniendo 
siempre en cuenta tanto la multicausalidad de la violencia como el modelo 
ecológico, diversos estudios han indagado acerca de los factores que generan 
que algunos niños se vuelvan más vulnerables que otros a la violencia, o, 
en otras palabras, los factores que incrementan la probabilidad de que la 
violencia ocurra. En este sentido, más que de las causas de la violencia, la 
literatura ha solido hablar de los factores de riesgo. 
Si bien se ha documentado que existe una gran cantidad de factores de 
riesgo, en esta oportunidad solo ahondaremos en tres de los principales según 
la literatura existente: la pobreza, la historia de violencia, y las actitudes y 
creencias positivas acerca de la violencia infantil. 
Diversos estudios han registrado una fuerte relación entre la pobreza y 
la violencia infantil. Pelton (1994), luego de revisar la literatura existente, 
encontró que existe una abrumadora evidencia de que la pobreza y los bajos 
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ingresos están fuertemente asociados con toda forma de abuso infantil y 
negligencia, así como con el nivel de severidad del maltrato. Casi 20 años 
más tarde, en lo que significó una actualización de este estudio a partir de una 
nueva revisión, Pelton (2015) encontró que la evidencia seguía mostrando 
una fuerte relación entre ambas variables. El estudio de Sedlak y otros (2010) 
—que usa datos de una encuesta nacionalmente representativa de Estados 
Unidos y mide el nivel socioeconómico a partir del nivel de ingresos, la 
participación de los miembros en algún programa de ayuda social y el nivel 
educativo de los padres— encontró que los niños que viven en hogares de 
menor nivel socioeconómico tienen significativamente más probabilidades 
de sufrir diversos tipos de maltrato. 
En el Perú, Benavides y León (2013), al indagar en cuáles de las variables 
de la madre y del hogar están asociados a la violencia infantil, encontraron 
que las mujeres que tienen mayor probabilidad de aplicar castigos físicos a 
sus hijos son las que presentan menores niveles de bienestar, variable medida 
a partir del número de activos en el hogar, la presencia de servicios básicos 
en la vivienda, la calidad de esta y el nivel de hacinamiento. Del mismo 
modo, el estudio realizado por Benavides y Agüero (s/f ) concluye que, en 
contextos de pobreza, en los cuales los niveles de violencia son más altos 
que los promedios nacionales, esta parece haberse institucionalizado como 
una norma que regula las relaciones al interior de las familias. 
Entre los mecanismos que se derivan de la pobreza para asociarse a 
la violencia infantil está el estrés. Diversos autores han concluido que las 
inadecuadas condiciones de vida, así como las dificultades materiales que 
conlleva la pobreza, se constituyen como estresores que afectan la calidad 
de la interacción entre padres e hijos, favoreciendo la irrupción del maltrato 
infantil (Pelton 1994, Ricketts y Daley 2009, McLoyd y otros 1994). El 
estudio de Whipple y Webster-Stratton (1991), que indaga en familias 
que tuvieron hijos con desórdenes de conducta, concluyó que las madres 
que reportaban mayores niveles de abuso físico contra sus hijos, además 
de presentar características socioeconómicas más desfavorables —menores 
niveles de ingresos, menores niveles educativos, entre otras—, presentaban 
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mayores niveles de estrés. De igual manera, Ricketts y Anderson (2008), 
usando una encuesta nacional jamaiquina que recopila información sobre 
prácticas parentales, encuentran que los padres que se encuentran por debajo 
de la línea de pobreza son los más proclives a aplicar castigos físicos a sus hijos 
y experimentan mayores niveles de estrés parental. Asimismo, se ha registrado 
que las carencias económicas favorecen el desarrollo de interacciones más 
conflictivas y hostiles entre padres e hijos (Bradley y Corwyn 2002, Conger 
y Donnellan 2007, Barker 2010).
El hacinamiento es otro mecanismo derivado de la pobreza, y 
relacionado con el estrés, que se asocia a la violencia infantil: en los hogares 
en los que el nivel de hacinamiento es mayor, la probabilidad de que exista 
violencia contra los niños también lo es (Youssef y otros 1998; Gage y 
Silvestre 2010; Benavides, Risso y Veramendi 2011; Saldarriaga 2012). 
Wachs (2009) sostiene que la evidencia muestra que vivir en condiciones de 
hacinamiento, además de incrementar el nivel de estrés psicológico de los 
niños y los adultos, aumenta las interacciones negativas entre los miembros 
de la familia. En el Perú, Ames (2013), al evaluar el proyecto de prevención 
«Allin wiñanapaq» (‘Para crecer bien’), ejecutado por la ONG Taller de 
Promoción Andina (Tadepa) en la provincia de Cangallo (Ayacucho), 
encontró que la reducción del estrés en las relaciones familiares —explicada 
a partir de intervenciones enfocadas en convertir la vivienda en un lugar más 
cómodo y ordenado, además de brindar información y orientación respecto 
a que es preferible dialogar en vez de golpear— ha disminuido la violencia 
en los hogares de las comunidades andinas intervenidas. 
La historia de violencia
La reproducción de la violencia está íntimamente ligada con lo que Widom 
(1989) denominó el «ciclo de la violencia», con lo cual hacía referencia a 
la transmisión intergeneracional de este fenómeno. Así, la evidencia señala 
que quienes han sido expuestos de niños a la violencia en sus hogares, 
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tanto de forma directa (han sido víctimas de ella) como indirecta (han sido 
testigos), tienden a convertirse en perpetradores de violencia contra sus hijos 
cuando crecen, de manera que la violencia se reproduce de generación en 
generación. De este modo, varios estudios han encontrado que, en el caso 
de las madres, el provenir de hogares con historias de violencia, es decir, 
donde fueron testigos de violencia doméstica y/o donde fueron víctimas de 
castigos físicos, aumentaba la probabilidad de que emplearan castigos físicos 
contra sus hijos (Tajima 2000, Flake 2005, Lunkenheimer y otros. 2006, 
Gage y Silvestre 2010, Benavides y León 2013).
Esta transmisión intergeneracional no se cumple únicamente para las 
madres, sino también para los padres (Wang y Xing 2014). El estudio de 
Heyman y Smith (2002) indica que, tanto para los padres como para las 
madres, el haber experimentado violencia en la familia de origen —haber sido 
víctimas de violencia infantil y/o haber sido testigos de violencia doméstica— 
aumentaba la probabilidad de que violentaran a los hijos. Los resultados 
de este mismo estudio muestran que las madres que fueron expuestas a 
ambos tipos de violencia en la familia de origen presentaban el doble de 
probabilidad de convertirse en perpetradoras de violencia física contra sus 
hijos, en comparación con las madres expuestas solo a un tipo de violencia.
 Cabe señalar que la reproducción intergeneracional de la violencia no 
se circunscribe únicamente al ámbito de la violencia infantil, sino también 
al de la violencia doméstica. Así, se ha registrado que las mujeres que fueron 
víctimas de violencia por parte de sus padres, así como aquellas cuyas madres 
eran agredidas por sus parejas, son más propensas a ser agredidas por sus 
propias parejas (Abramsky y otros 2011, Mora 2013, Ávila-Burgos y otros 
2009). Esta transmisión no afecta solo a las mujeres. Koenig y otros (2006), 
en un estudio que recogió información acerca de hombres casados de la India, 
han reportado que los esposos que fueron testigos de violencia doméstica 
en su niñez tenían mayores probabilidades de ejercer violencia contra sus 
parejas. Del mismo modo, el estudio de Franklin y Kercher (2012), cuya 
muestra estuvo conformada por ciudadanos aleatoriamente seleccionados de 
Texas, señala que, en el caso de los hombres, el haber experimentado violencia 
en la familia de origen —haber experimentado castigo físico o haber sido 
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testigo de violencia doméstica— incrementa la probabilidad de convertirse 
tanto en perpetrador como en víctima de violencia doméstica durante la 
adultez. El estudio longitudinal realizado por Ehrensaft y otros (2003), en 
el que se siguió a niños y niñas durante un periodo de 20 años, encuentra 
que la exposición a la violencia doméstica se constituye como un factor 
que incrementa la probabilidad de convertirse en perpetrador de violencia 
contra la pareja. Kwong y otros (2003), cuya muestra estuvo conformada 
por hombres y mujeres mayores de 19 años residentes de la ciudad de 
Vancouver, concluyeron que el haber crecido en un hogar violento, en el que 
existía violencia entre los padres y/o en el que se experimentó directamente 
la violencia, predecía la violencia marital tanto física como psicológica.
La transmisión intergeneracional de la violencia doméstica resulta 
particularmente preocupante si se tiene en cuenta la relación entre violencia 
doméstica y violencia infantil: se ha documentado que el hecho de que la 
madre sea víctima de violencia física por parte de su pareja constituye un 
factor que incrementa la probabilidad de que ella emplee violencia física para 
disciplinar a sus hijos e hijas (Benavides, Risso y Veramendi 2011; Taylor y 
otros 2009; Gage y Silvestre 2010; Benavides y León 2013; Benavides, León 
y Ponce de León 2015). En este sentido, los estudios han solido hablar de 
la coocurrencia de violencia, en referencia a la asociación positiva que existe 
entre la violencia de las madres contra sus hijos y la violencia doméstica. 
Actitudes y creencias acerca de la violencia infantil
Las estrategias de crianza que los padres utilizan para disciplinar a sus 
hijos e hijas están fuertemente relacionadas con cuáles son sus actitudes y 
creencias frente a estas prácticas. Por ello, distintos estudios han concluido 
que cuando el uso de la violencia como forma de disciplinar se encuentra 
justificado o legitimado entre los padres, la probabilidad de que ellos ejerzan 
violencia contra sus hijos es mayor (Jackson y otros 1999; Taylor y otros 
2011; Graziano y otros 1996; Durrant y otros 1999; Benavides y León 2013; 
Bower-Russa y otros 2001; Benavides, León y Veramendi s/f ). 
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El estudio de Jackson y otros (1999), que usa una muestra nacionalmente 
representativa de Estados Unidos de padres cuyos hijos tenían de 0 a 17 
años, encontró que los niños cuyos padres mostraban actitudes positivas 
hacia el castigo corporal tenían mayores probabilidades de ser castigados 
físicamente. Benavides y León (2013), en un estudio realizado utilizando 
la Endes 2000 y 2010, encontraron que las madres que consideraban que 
el castigo físico forma parte de la educación que los niños y las niñas deben 
recibir tenían mayores posibilidades de emplearlo contra sus hijos e hijas. 
Esta relación también fue identificada por Corral-Verdugo y otros (1995) 
en un estudio realizado en México; ellos encontraron que entre las madres 
que maltrataban a sus hijos, la creencia positiva sobre la utilidad del castigo 
era mayor en comparación con las madres del grupo control. 
Asimismo, existen diversos estudios que han indagado específicamente 
en la relación entre los palmazos y las actitudes y creencias alrededor de esta 
práctica, y han concluido que las madres que justifican o creen en la utilidad 
de aplicar palmazos a sus hijos e hijas tienen mayores probabilidades de 
llevarlos a la práctica (Vittrup y otros 2006, Socolar y Stein 1995, Holden 
y otros 1995). La asociación entre las actitudes positivas y el uso de las 
prácticas violentas se ha mantenido incluso luego de controlar por el nivel 
educativo de la madre. 
Esta relación resulta particularmente preocupante en nuestro país si 
consideramos que se ha documentado que la violencia aún sigue siendo 
considerada, de manera general, como una herramienta legítima y necesaria 
para disciplinar. Oré y Diez Canseco (2011), al explorar en los discursos 
asociados a la violencia infantil en cuatro comunidades de bajos ingresos 
ubicadas en diferentes regiones del Perú, encontraron que los padres, las 
madres y los niños consideran que la violencia es un instrumento de disciplina 
necesario para corregir comportamientos inadecuados, y para castigar o 
penalizar estas conductas. En esta misma línea, Benavides y Sarmiento 
(2014), al indagar en las características de la violencia que experimentan 
los niños en cuatro comunidades peruanas —dos urbanas y dos rurales—, 
encontraron que la violencia física contra los niños es perpetrada por padres 
y docentes, quienes consideran que esta resulta necesaria para disciplinarlos. 
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La historia de violencia familiar y las actitudes sobre la violencia son dos 
variables que, además de afectar independientemente a la violencia infantil, 
se encuentran fuertemente relacionadas (Bountain-Ricklefs y otros 1994, 
Rodríguez y Sutherland 1999). Taylor y otros (2011), en un estudio realizado 
en una zona metropolitana ubicada al sur de Estados Unidos, señalaron 
que las personas que habían sido castigadas físicamente con más frecuencia 
cuando eran niñas tenían actitudes más positivas hacia el castigo físico. 
Asimismo, Bower-Russa y otros (2001), al indagar en las historias de castigo 
que habían experimentado estudiantes de una universidad del medio oeste 
de Estados Unidos, concluyeron que haber experimentado determinadas 
formas de castigo durante la niñez se asociaba con una tendencia decreciente 
a considerar esa forma particular de disciplina como inapropiada. En el 
Perú, el estudio realizado por Burela y otros (2014), en el que se encuestó 
a personas mayores de 14 años, encontró que la aceptabilidad del uso del 
castigo físico en la crianza de niños es mayor entre las personas que fueron 
víctimas de violencia física durante la niñez. 
3.  Consecuencias de la violencia infantil
La violencia contra los niños, niñas y adolescentes genera diversos efectos 
negativos en las víctimas. Estos efectos implican daños contra el niño en 
el ámbito físico, fisiológico, psicológico y en el comportamiento, tanto 
en el corto como en el mediano y/o en el largo plazo. Si bien en el Perú 
la investigación sobre las consecuencias de la violencia infantil no es muy 
extensa, a nivel mundial este sí es un tema ampliamente estudiado. 
Impactos sobre la salud mental y física
Una serie de estudios han indagado en los impactos de la violencia infantil 
sobre la salud mental de las víctimas. Así, se señala que haber sufrido 
diversas formas de maltrato está relacionado con sufrir estrés postraumático, 
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depresión, ansiedad, disociación, entre otras alteraciones psicológicas 
(Bendixen y otros 1994, Fujiwara y otros 2010, Vranceanu y otros 2007, 
Lereya y otros 2015, Levendosky y otros 2002). El metaanálisis realizado 
por Norman y otros (2012), al indagar sobre las consecuencias en la salud 
mental del maltrato de tipo no sexual, encuentran que el haber sido víctima 
de violencia física, psicológica y/o de negligencia estaba fuertemente asociado 
con sufrir depresión, ansiedad y, en menor medida, desórdenes alimenticios. 
Las consecuencias del abuso sexual sobre la salud mental también 
han sido estudiadas. Briere y Elliott (1994) señalan que los niños que han 
sufrido abuso sexual, en comparación con los niños que no han tenido estas 
experiencias, presentan una mayor prevalencia de problemas psicológicos 
entre los que se encuentran el estrés postraumático, la distorsión cognitiva, la 
alteración del yo, la depresión, la ansiedad, entre otros. De manera particular, 
numerosos estudios han indagado en la depresión como consecuencia de 
la violencia infantil, y su conclusión es que el ser víctima de distintos tipos 
de maltrato durante la niñez incrementa el riesgo de sufrir depresión a lo 
largo de la vida (Batten y otros 2004, Nanni y otros 2012). Por otro lado, 
también se ha encontrado una relación entre la violencia infantil y los 
trastornos psicosomáticos. Así, los resultados del estudio de Bendixen y otros 
(1994) encuentran que el abuso sexual no solo estaba fuertemente asociado 
con sufrir problemas psicológicos, sino también con padecer trastornos 
psicosomáticos como migraña/dolor de cabeza, dolores e infecciones en los 
genitales, y dolor abdominal y muscular. 
La violencia infantil no solo tiene repercusiones negativas sobre la salud 
mental, sino también en la salud física y fisiológica de las víctimas. En este 
sentido, Batten y otros (2004) encontraron que, en el caso de las mujeres, 
existía una asociación significativa entre haber sido víctima de maltrato 
infantil y sufrir problemas cardiovasculares en la adultez. Por su parte, el 
estudio de Richardson y otros (2014) concluyó que, entre los adultos que 
habían experimentado maltrato físico y sexual en la niñez, existía una mayor 
probabilidad de padecer obesidad. Sin embargo, el metaanálisis llevado a 
cabo por Norman y otros (2012) sugiere una relación débil e inconsistente 
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entre haber sufrido maltrato en la niñez y padecer diversas enfermedades 
crónicas en la adultez, como problemas cardiovasculares, diabetes, obesidad, 
hipertensión, úlceras, migrañas y artritis. 
Al parecer, estos efectos no solo se presentan en el largo plazo. Ejemplo 
de esto son los estudios de Van Tilburg y otros (2010), y de Ribero y Sánchez 
(2004), que encontraron que los menores que habían sido objeto de alguna 
forma de maltrato tenían una mayor probabilidad de sufrir problemas 
gastrointestinales —como náuseas, vómitos y/o dolores abdominales— y 
problemas respiratorios, respectivamente. En el Perú, el reciente trabajo 
de Benavides, León, Ponce de León y Espezúa (2015) señala que aquellos 
niños cuyos padres ejercen violencia física contra ellos tienen una mayor 
probabilidad de sufrir diarrea.
Impactos sobre la conducta
Diversos estudios han registrado que las víctimas de violencia infantil 
tienen mayores probabilidades de presentar problemas de conducta (Wolfe 
y otros 2003, Blair y otros 2015, Meltzer y otros 2009, Normal y otros 
2012). Malinosky-Rummell y Hansen (1993) encontraron que las personas 
violentas tendían a reportar haber sufrido mayores tasas de violencia física 
en la niñez que las personas no violentas, y que los jóvenes que habían 
experimentado abuso físico tendían a presentar mayor comportamiento 
criminal que los jóvenes no abusados. Asimismo, se ha demostrado que 
las personas que fueron víctimas de violencia por parte sus padres tienen 
mayores probabilidades de emplear castigos físicos contra sus hijos (Tajima 
2000, Flake 2005, Lunkenheimer y otros 2006, Gage y Silvestre 2010, 
Benavides y León 2013). 
Por otra parte, se ha encontrado una fuerte asociación entre haber sido 
víctima de violencia infantil y haber desarrollado conductas y/o comporta-
mientos nocivos. De esta manera, se señala que haber sufrido violencia en la 
niñez está relacionado con el uso de drogas y con presentar problemas con 
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el alcohol (Norman y otros 2012), así como con el hábito de fumar (Anda y 
otros 1999). Asimismo, las autolesiones en personas víctimas han sido am-
pliamente estudiadas (Hawton y otros 2002, Hawton y otros 2012, Lereya 
y otros 2015). Wan y otros (2015), en una investigación realizada en China, 
señalan que los jóvenes que fueron víctimas de violencia física, psicológica 
y/o sexual durante la niñez, particularmente cuando esta había ocurrido en 
forma continua, se encontraban en mayor riesgo de autolesionarse. En esta 
línea, también se halló una fuerte relación entre la violencia infantil y los 
intentos de suicidio (Norman y otros 2012).
En menor medida, se ha registrado también que haber sido víctima de 
violencia infantil aumenta el riesgo de desarrollar otro tipo de problemas 
en el comportamiento. Por ejemplo, Briere y Elliott (1994) señalan una 
asociación importante entre el abuso sexual en la niñez y la presencia de 
dificultades para socializar. Por otro lado, se ha registrado que las víctimas 
de violencia infantil, no necesariamente de tipo sexual, tienen mayores 
probabilidades de presentar comportamientos sexuales de riesgo (Norman 
y otros 2012, Unicef 2014). 
Impactos sobre la educación y el desarrollo cognitivo
La evidencia internacional sostiene que la experiencia de violencia en la niñez 
tiene impactos negativos sobre el desempeño académico de la víctima, tanto 
en el corto como en el largo plazo (MacMillan y Hagan 2004, Paolucci y otros 
2001, Unicef 2014). El estudio realizado por Gilbert y otros (2009) en países 
de altos ingresos concluye que existe una asociación entre el maltrato infantil 
y los déficits a largo plazo en el rendimiento escolar. Del mismo modo, Slade 
y Wissow (2007) concluyeron que los jóvenes que habían sufrido maltrato 
infantil presentaban más probabilidades de alcanzar un bajo promedio de 
calificaciones y de tener problemas para completar las tareas para el hogar. 
Este bajo rendimiento podría estar relacionado con el menor desarrollo 
cognitivo registrado entre los niños que han experimentado violencia (Pears 
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y otros 2008). En este sentido, se ha señalado que la violencia durante los 
primeros años de vida resulta particularmente nociva, pues afecta a largo 
plazo el desarrollo neuronal y cognitivo del niño, lo cual tiene consecuencias 
en las áreas de lengua, inteligencia, memoria, entre otras (Kurst-Swanger 
y Petcosky 2003). Por otro lado, el bajo rendimiento también podría ser 
explicado por la relación existente entre este problema y los comportamientos 
agresivos sumados a la conducta antisocial (Palacios y Andrade 2007), los 
cuales son también consecuencias de la violencia infantil. En el Perú, Alcázar 
y Ocampo (2015) encuentran evidencia de que los niños mayores de 11 
años que han sido expuestos directamente a la violencia presentan mayores 
probabilidades de repetir el año. 
4.  Políticas e intervenciones
¿Cómo se ha enfrentado la violencia infantil?
Experiencia internacional 
Alrededor del mundo se han realizado intervenciones de diversa índole 
para combatir la violencia infantil. Así, se han llevado a cabo programas 
de apoyo a la familia, programas de capacitación para los profesionales de 
la salud, servicios para las víctimas, fortalecimiento del marco legal, entre 
otros (Runyan y otros 2002). Sin embargo, más allá de la multiplicidad 
de intervenciones desplegadas, tradicionalmente la mayoría de acciones 
realizadas han estado orientadas a incidir sobre los padres y las madres, 
quienes se han constituido como los principales perpetradores de violencia 
contra los niños en el hogar. Frecuentemente, estas intervenciones han solido 
enfocarse, de manera específica, en aquellos padres que se considera que 
tienen mayores probabilidades de ejercer violencia contra los niños. De este 
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modo, mientras en algunos casos los programas eran dirigidos a padres que 
habían agredido antes a sus hijos (Chaffin y otros 2004, MacMillan y otros 
2005), en otros casos se trabajaba con padres que presentaban características 
que los ponían en riesgo de convertirse en perpetradores de violencia (Duggan 
y otros 2004, Fergusson y otros 2005).
Entre las intervenciones más conocidas para hacerle frente a la violencia 
infantil encontramos los programas de visitas al hogar. En estos programas, a 
los padres se les provee información, apoyo y otros servicios para mejorar el 
funcionamiento de la familia. Si bien estas visitas —que implican la entrega 
de diversos servicios— pueden ser realizadas por distintos profesionales, 
comúnmente se trata de encuentros entre enfermeras que apoyan a madres 
de hijos pequeños (Olds y otros 1986, Olds y otros 1997, Eckenrode y 
otros 2000).
Los programas de visitas al hogar han sido ampliamente evaluados. Las 
múltiples evaluaciones realizadas dan cuenta de los impactos positivos que 
estos han generado. Diversos estudios han demostrado cómo las visitas al 
hogar mejoran las capacidades de las madres para criar a sus hijos, reduciendo 
las probabilidades de que los castiguen físicamente (Olds y otros 1986, 
Olds y otros 1997, Eckenrode y otros 2000, Mikton y Butchart 2009). Sin 
embargo, parece que estos impactos positivos no se aplican en todos los casos. 
Los resultados del estudio desarrollado por Olds y otros (1999) indican que 
este programa beneficia solo a las familias que, por sus características, se 
encuentran en mayor riesgo —bajos ingresos, madres solteras, etcétera—, 
pero provee muy poco beneficio a la población que no se encuentra en 
esta situación. Asimismo, MacLeod y Nelson (2000) han concluido que 
estos programas logran mejores efectos cuando se trabaja con personas de 
condiciones socioeconómicas mixtas que cuando se dirigen solo a personas 
de estatus socioeconómico bajo. 
Por otro lado, los programas de educación para los padres han buscado 
reducir la violencia infantil mediante la mejora de las habilidades y las prácticas 
de crianza y disciplina que ellos imparten a sus hijos. Estos programas han 
sido habitualmente desarrollados en grupo. Existen evaluaciones positivas 
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de estas intervenciones (Lundahl y otros 2006, Geeraert y otros 2004, 
Mikton y Butchart 2009). Por ejemplo, Wolfe y otros (1988), al evaluar un 
programa de intervención sobre madres que habían sido consideradas en 
riesgo, encontró que aquellas que fueron capacitadas en prácticas de crianza 
reportaron mejoras en sus habilidades para criar a sus hijos y una disminución 
de las posibilidades de maltratarlos en comparación con las madres que no 
recibieron la capacitación. 
Asimismo, existen terapias de interacción para padres e hijos. Estas 
intervenciones, si bien son parecidas a los programas de capacitación para 
los padres —pues buscan modificar la forma en que interactúan con sus 
hijos—, se diferencian en que son sesiones personalizadas en las cuales 
también participan los niños. Diversos estudios han probado la eficacia 
de estas terapias (Chaffin y otros 2004, Skowron y Reinemann 2005). 
Así, se ha encontrado que este programa, al disminuir los problemas de 
comportamiento de los niños y el nivel de estrés de los padres, ayuda a 
reducir la posibilidad de que los pequeños sean víctimas de abuso (Timmer 
y otros 2005).
La revisión de la literatura también da cuenta del desarrollo de varios 
programas para la prevención del abuso sexual, los cuales se han enfocado en 
educar a los niños y niñas sobre las formas de prevenirlo (MacMillan y otros 
2009). El estudio de Finkelhor y otros (1995) concluye que la instrucción 
en la escuela y en el hogar sobre cómo prevenir la violencia infantil tiene 
efectos positivos en la forma en que los niños reaccionan ante casos reales 
de violencia sexual. Así, por ejemplo, los niños que habían sido expuestos al 
programa escolar de prevención ante este tipo de violencia tenían mayores 
probabilidades de usar las estrategias de autoprotección que aprendieron en 
caso de verse expuestos a situaciones reales de riesgo. 
Aparte de estas intervenciones de carácter más específico, en general, 
en el mundo se han ido desarrollado progresivamente acciones que intentan 
modificar las normas sociales y legales existentes que permiten la reproducción 
y perpetuación de la violencia infantil (Butchart y otros 2006). Por ejemplo, 
se ha venido trabajando en fortalecer la legislación para sancionar la violencia 
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infantil: desde el 2007, distintos países de América Latina11 han venido 
aprobando leyes específicas destinadas a prohibir la aplicación de todo tipo 
de castigo físico contra los menores de edad. Asimismo, se han establecido 
una serie de medidas para mejorar el sistema de protección a favor de los 
niños víctimas. Estas medidas van desde una mejora en los servicios para la 
detección y la investigación de los casos de violencia hasta proporcionar a los 
niños una atención integral. Así, por ejemplo, diversos países han establecido 
leyes para obligar a los profesionales de salud, a los policías, a los maestros 
y/o a los vecinos a reportar a las autoridades correspondientes los casos de 
violencia infantil que hayan detectado (Runyan y otros 2002: 74).
Experiencia nacional
Intervenciones estatales
Las acciones desarrolladas por el Estado para hacer frente a esta problemática 
se han enfocado, por un lado, en fortalecer la legislación para sancionar la 
violencia; y por el otro, en mejorar el sistema de protección. En este sentido, 
desde inicios de la década de 1990 se han desarrollado y fortalecido una 
serie de instrumentos jurídicos en los que se han definido las medidas de 
prevención, protección y sanción necesarias, así como las funciones de las 
entidades correspondientes, para erradicar este fenómeno. 
El Código Penal12 ha venido experimentando una serie de modificaciones 
para fortalecer las sanciones contra la violencia infantil. Así, el hecho de que 
la víctima sea menor de edad se ha incluido como agravante en los casos de 
11 Los países latinoamericanos que han aprobado leyes para sancionar el castigo físico contra los niños, 
niñas y adolescentes son Uruguay (2007), Venezuela (2007), Costa Rica (2008), Honduras (2013), Brasil 
(2014), Argentina (2014), Bolivia (2014), Nicaragua (2015) y Perú (2015).
12 Código Penal. Decreto Legislativo 635. Publicado en 1991 en el diario oficial El Peruano. 
Disponible en http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=templates&fn=default-codpenal.
htm&vid=Ciclope:CLPdemo 
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lesiones leves13 y lesiones graves,14 las cuales constituyen delitos que incorporan 
todo daño a la integridad corporal, y a la salud física y mental de la persona. 
Para el caso de la violación sexual, en el artículo 173 se ha tipificado como 
un delito específico la violación sexual de un menor de edad, cuya pena va 
de 30 años a cadena perpetua. Asimismo, el Código Penal contiene una serie 
de medidas específicas para abordar la violencia infantil que se produce en el 
ámbito familiar. De esta manera, si bien la violencia familiar no está tipificada 
como un tipo de delito específico, sí se la considera como un agravante para el 
caso de lesiones leves y graves; además, la existencia de un vínculo familiar se 
constituye en un agravante para el caso de violencia sexual. Ya en diciembre del 
2015 se promulgó la Ley que Prohíbe el Uso del Castigo Físico y Humillante 
contra los Niños, Niñas y Adolescentes. 
Por otro lado, se han establecido y fortalecido una serie de medidas de 
protección para los menores víctimas de violencia en el hogar. Estas medidas 
se encuentran contenidas básicamente en el Nuevo Código de los Niños y 
Adolescentes15 y en la Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar,16 promulgados en el 
2000 y el 2015, respectivamente. En estos instrumentos, además de estable-
cerse que todo menor víctima de violencia por parte de cualquier integrante 
de su familia tiene derecho a recibir asistencia y protección integral, se seña-
lan las funciones y los procedimientos que las diversas instituciones deben 
seguir en casos de violencia familiar; asimismo, se especifican las medidas 
de protección inmediatas que debe recibir la víctima y los requerimientos 
para realizar la denuncia. 
13 Se consideran lesiones leves las que causan a otro un daño en el cuerpo o en la salud que requiera más de 
10 y menos de 30 días de asistencia o descanso, según prescripción facultativa.
14 Se consideran lesiones graves 1) las que ponen en peligro inminente la vida de la víctima; 2) las que mutilan 
un miembro u órgano principal del cuerpo o lo hacen impropio para su función, causan a una persona 
incapacidad para el trabajo, invalidez o anomalía psíquica permanente, o la desfiguran de manera grave y 
permanente; y 3) las que infieren cualquier otro daño a la integridad corporal, o a la salud física o mental 
de una persona, que requiera 30 o más días de asistencia o descanso, según prescripción facultativa.
15 Ley 27337. Código de los Niños y Adolescentes. Publicada en el 2000 en el diario oficial El 
Peruano. Disponible en http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=templates&fn=default-
codninosyadolescentes.htm&vid=Ciclope:CLPdemo 
16 Ley 30364. Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres y los Integrantes 
del Grupo Familiar. Publicada en el 2015 en el diario oficial El Peruano. Disponible en  http://www2.
congreso.gob.pe/Sicr/TraDocEstProc/Expvirt_2011.nsf/Repexpvir?OpenForm&Db=01212&View 
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Por otra parte, se han establecido y fortalecido una serie de centros 
especializados —como las Defensorías Municipales del Niño y del 
Adolescente (Demuna)17 o los Centros de Emergencia Mujer (CEM)18—, en 
los que además de promoverse los derechos de los niños, niñas y adolescentes, 
las víctimas de violencia pueden acudir para recibir atención, protección y/o 
asesoría con el fin de interponer la denuncia. Las instituciones de protección 
están jugando un papel importante, ya sea por la asesoría integral brindada 
en los CEM a las víctimas de violencia familiar —que ofrecen orientación 
psicológica y legal— o mediante el trabajo de las Demuna, que promueven y 
protegen los derechos de los niños, niñas y adolescentes, quienes denuncian 
ante las autoridades competentes —siempre que sea necesario— las faltas y 
delitos cometidos en su agravio. Así también, como parte de las medidas de 
protección establecidas, se han creado los Hogares de Refugio Temporal,19 
que acogen temporalmente a las víctimas de violencia familiar, brindándoles 
protección, albergue y alimentación.
No obstante, a pesar de los importantes avances que se han producido 
para mejorar el sistema de protección social, parecen existir dos problemas 
centrales que han evitado que estas medidas logren erradicar la violencia. 
Por un lado, si bien la promulgación de leyes que sancionen y prohíban 
las distintas formas de violencia contra los niños parecería ser una medida 
necesaria, no resulta suficiente: la experiencia de países como Uruguay y 
Venezuela parece confirmar que la sola implementación de estas leyes no logra 
erradicar el problema. Así, a pesar de que en el 2007 estos países aprobaron 
leyes que prohíben todo tipo de castigo físico y humillante contra los menores 
de edad, este tipo de violencia parece haberse incrementado.20 Por ello, en las 
 17 El Nuevo Código de los Niños y Adolescentes incorpora las Demuna como un servicio que funciona 
en los gobiernos locales, en las instituciones públicas y privadas, y en organizaciones de la sociedad civil, 
destinado a promover y proteger los derechos que la legislación reconoce a los niños y adolescentes.
18 Los CEM fueron creados en 1999 por Resolución Ministerial 216-99-Promudeh. Actualmente, los CEM 
constituyen el órgano operativo del Plan Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual (Ministerio de 
la Mujer y Desarrollo Social 2007: 24). 
19 Los Hogares de Refugio Temporal, creados en el 2004 mediante la Ley 28236, son lugares de acogida 
temporal para víctimas de violencia familiar, que brindan protección, albergue, alimentación y atención 
multidisciplinaria especializada, propiciando una recuperación integral.
20 Por ejemplo, en el caso del Uruguay se ha registrado que del 2011 al 2014 se incrementaron en más del 
100% los registros de situaciones de violencia contra niños, niñas y adolescentes (Sistema Integral de 
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observaciones finales de los informes que el Comité sobre los Derechos del 
Niño de las Naciones Unidas elaboró para cada uno de estos países21 y 22 se 
recomendó a sus Estados que, además de velar por la aplicación efectiva de 
dicha ley, formulen estrategias integrales para prevenir y combatir los malos 
tratos contra los niños, incluyendo programas de sensibilización y educación. 
Por otro lado, múltiples barreras impiden que el sistema de protección 
social funcione de manera adecuada. El estudio de Benavides, Bellatín, 
Sarmiento y Campana (2015), aunque centra su análisis en la violencia 
que sufren las mujeres, da cuenta de estas barreras. Así, al analizar el 
funcionamiento de las instituciones de protección en los contextos rurales 
peruanos, señala que las mujeres enfrentan una serie de barreras para acceder 
al sistema de justicia formal: la distancia geográfica entre los hogares y las 
instituciones de protección, la información insuficiente sobre las instituciones 
a las que podrían acudir, las barreras culturales y económicas para realizar la 
denuncia, la lentitud del sistema de las instituciones de protección, la falta de 
capacitación del personal y la ausencia de coordinación entre las instituciones 
locales de protección. Asimismo, encontró que existe una desconfianza 
generalizada respecto a la eficiencia de tales instituciones. 
Específicamente en el caso de las Demuna, las cuales se han constituido 
como la red especializada en niñez y adolescencia más grande del país,23 
Protección a la Infancia y a la Adolescencia contra la Violencia 2014: 34), en las cuales en 9 de cada 10 
situaciones el agresor era familiar del menor (Sistema Integral de Protección a la Infancia y a la Adolescencia 
contra la Violencia 2014: 45). En el caso de Venezuela, la situación fue similar. Los informes de los Centros 
Comunitarios de Aprendizaje (2014) registran un incremento del 32% del 2013 al 2014 en los casos 
de violencia registrados contra los niños, niñas y adolescentes; los casos de violencia familiar pasaron de 
representar el 6% del total al 8,8%. Asimismo, el número de homicidios aumentó en 9%, y casi el 5% 
de estos (44 casos) fueron homicidios por violencia familiar.
21 Comité de los Derechos del Niño (2015). Observaciones finales sobre los informes periódicos tercero a 
quinto combinados del Uruguay. Naciones Unidas, CRC/C/URY/CO/3-5. Disponible en http://www.
comitednu.org/wp-content/uploads/2015/04/OBSERVACIONES-FINALES-ESPA%C3%91OL-CRC.
pdf 
22 Comité de los Derechos del Niño (2014). Observaciones finales sobre los informes periódicos tercero a 
quinto combinados de la República Bolivariana de Venezuela. Naciones Unidas CRC/C/VEN/CO/3-5. 
Disponible en  http://www.cecodap.org.ve/descargables/derechosNNA/Comite_Derechos_Nino_ONU_
Recomendaciones_Vzla.pdf 
23 Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (2012). Plan Nacional de Acción por la Infancia y la 
Adolescencia 2012-2021 (PNAIA 2021). Disponible en http://www.mimp.gob.pe/webs/mimp/pnaia/
pdf/Documento_PNAIA.pdf, p. 26.
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existe una serie de barreras que impiden que los menores puedan hacer un 
uso efectivo de estas. Así, si bien las Demuna son relativamente conocidas 
(Benavides, Bellatín, Sarmiento y Campana 2015), solo una minoría de 
los niños que se encontraban en riesgo de ser víctimas accedieron a estas 
(Saldarriaga 2012). En esta misma línea, debido a su ubicación, las Demuna 
están menos disponibles para tres tipos de familias: las pobres, las indígenas 
y aquellas cuyas madres tienen menor nivel educativo. Así, las familias que 
hablan español o viven en las ciudades han sido más proclives a solicitar 
ayuda de las Demuna (Cueto y otros 2012, Saldarriaga 2012). Por otra 
parte, el informe de la Defensoría del Pueblo (2013) ha registrado en 
algunos responsables de las Demuna percepciones que permiten advertir 
estereotipos que pueden conllevar a tolerar ciertos grados de afectación 
contra los derechos de los niños.
En el caso de los CEM, se ha registrado que estos también presentan 
diversos problemas. Así, en el estudio de Benavides, Bellatín, Sarmiento y 
Campana (2015) se señala que, debido a que gran parte de la población 
de los contextos rurales desconoce su existencia y a que sus sedes se ubican 
lejos de donde viven las mujeres de las comunidades, los CEM tienen poca 
incidencia. Asimismo, un informe de la Defensoría realizado hace ya varios 
años (2009) señaló que solo un porcentaje muy pequeño de sus usuarios 
eran menores de 14 años; la gran mayoría de personas que solicitaron el 
servicio eran mujeres de 15 a 45 años.
Si bien el sistema de protección diseñado por el Estado se ha centrado 
más en las respuestas a la violencia que en la prevención, durante los últimos 
años se han comenzado a implementar estrategias que han recuperado el 
enfoque preventivo. Así, por ejemplo, se ha desarrollado la Estrategia de 
Prevención, Atención y Protección frente a la Violencia Familiar y Sexual 
en Zonas Rurales (2012), la cual busca fortalecer las redes institucionales y 
comunitarias, así como sensibilizar y desarrollar capacidades en la población 
para enfrentar la violencia familiar y sexual. Asimismo, como iniciativa para 
prevenir la violencia contra los más pequeños, entre el 2013 y el 2015 se 
desarrolló el proyecto piloto «Prácticas de crianza que promueven el buen 
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trato hacia niñas y niños de 3 a 5 años», el cual buscó que las niñas y los 
niños de esa franja de edad gocen de un ambiente familiar, educativo y 
comunitario libre de violencia, en el marco de una cultura de buen trato. 
Para ello, se desplegaron acciones destinadas a fortalecer las capacidades de los 
padres, madres o cuidadoras/es, docentes, facilitadoras comunitarias, niñas 
y niños; promover las habilidades de las niñas y niños para la expresión de 
sus necesidades, emociones, opiniones e intereses; intervenir en los hogares 
mediante visitas domiciliarias; articular espacios, actores y servicios; y 
difundir y comunicar mensajes preventivos. 
 
Intervenciones de la sociedad civil
De manera paralela, durante las últimas décadas, diversas organizaciones de la 
sociedad civil han venido implementando acciones para enfrentar la violencia 
infantil. Entre estas organizaciones podemos rescatar el trabajo realizado por 
Save the Children, el Centro de Desarrollo y Asesoría Psicosocial (Cedapp), 
Kusi Warma, el Centro de Estudios Sociales y Publicaciones (Cesip), Capital 
Humano y Social Alternativo (CHS), World Vision, Tadepa, el Instituto de 
Formación para Adolescentes y Niños Trabajadores (Infant), entre otras. 
En vez de enfocarse en brindar protección y asesoría a las víctimas, las 
acciones desplegadas por estas organizaciones, a diferencia de lo hecho por 
las instituciones públicas, han buscado principalmente prevenir la violencia 
infantil.24
Las intervenciones desplegadas por la sociedad civil se podrían dividir, 
de manera general, en dos. Por un lado, se ha buscado educar y sensibilizar 
a los actores directamente involucrados —agresores y víctimas— sobre 
esta problemática y sus consecuencias. Este tipo de acciones han estado 
enfocadas básicamente en a) cambiar las prácticas violentas que los padres 
24 Aunque algunas instituciones han desarrollado directamente intervenciones de protección. Tal es el caso 
de las Casas Hogares de Cedro y del proyecto «Atención y prevención de la violencia sexual infantil: 
abordaje terapéutico y en red» llevado a cabo por Cedapp.
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usan para disciplinar, y b) educar a los niños, niñas y adolescentes sobre 
sus derechos y sobre cómo hacerle frente a este problema. Como ejemplos 
de intervenciones que hayan desarrollado esfuerzos en esta línea, tenemos 
los proyectos «Protección a niños víctimas de maltrato infantil», «Acción 
en terreno para la prevención del maltrato infantil» y «Los niños toman el 
micrófono», llevados a cabo por Kusi Warma; «Proyecto de reducción de la 
violencia doméstica», de Plan Internacional; el programa «Región libre de 
violencia infantil», de World Vision Perú; el «Programa sinergias II: lucha 
contra el maltrato y el abuso sexual en Perú» y «Comunidades promotoras 
de derechos de la niñez y la adolescencia», del Cesip, entre otros. 
Por otro lado, otras acciones se han enfocado en mejorar el funcio-
namiento de los sistemas de protección. Así, básicamente se ha buscado 
brindarles asesoría a las autoridades locales y a los encargados de los centros 
especializados, con el fin de mejorar sus capacidades y la labor que realizan. 
Entre los proyectos que han desarrollado trabajos en esta línea, tenemos 
«Protección a niños y niñas víctimas de maltrato infantil en los distritos de 
Chorrillos y Ventanilla en Lima, Perú», implementado por Kusi Warma; 
«Protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes y fortalecimien-
to de los sistemas de protección nacional de la niñez, con componentes 
de prevención, atención y rehabilitación para casos de abuso, violencia y 
negligencia, en Ecuador y Perú» y «Desarrollo de capacidades con enfoque 
de género e interculturalidad en organizaciones de mujeres y niñas para la 
prevención y la atención integral a las víctimas de la violencia familiar en 
los distritos de Satipo, Mazamari y Pangoa de la región Junín» del Centro 
de Capacitación J. M. Arguedianos; y «Fortalecimiento del sistema nacional 
de protección para niños, niñas y adolescentes afectados por la violencia en 
el Perú» o «Infancia sin violencia», de Save The Children Perú.
Cabe señalar que, durante los últimos años, la sociedad civil ha 
desarrollado acciones de prevención enfocadas en utilizar mecanismos 
indirectos para empoderar a los niños y jóvenes en situación de vulnerabilidad 
mediante el desarrollo y el fortalecimiento de sus habilidades y capacidades, 
o la mejora de sus condiciones de vida. En esta línea, podemos destacar 
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proyectos como «Adolescentes en acción» y «Kullacoq warma», desarrollados 
por CHS e Infant, respectivamente. En el caso del primer proyecto, por 
ejemplo, se buscó prevenir y disminuir la explotación sexual de niños y 
adolescentes mediante capacitaciones para facilitar su inserción laboral en 
otros trabajos; mientras que, en el segundo, se buscó que los niños mejoraran 
sus logros de aprendizaje y sus habilidades socioemocionales, así como su 
calidad de vida, brindándoles servicios relacionados con la alimentación, la 
educación y la salud. Cabe señalar que la evaluación realizada por Benavides, 
León y Ponce de León (s/f ) del programa «Kullacoq warma» no encontró 
impactos sobre la violencia infantil, pero sí sobre la desaceleración del 
crecimiento de la violencia contra la mujer. Por otra parte, el proyecto «Allin 
wiñanapaq» (‘Para crecer bien’), desarrollado por la ONG Tadepa, constituye 
un buen ejemplo del impacto positivo que pueden tener intervenciones 
sobre las condiciones en el hogar. En este proyecto, el reordenamiento del 
espacio doméstico para hacerlo más agradable, junto con las orientaciones 
recibidas, influyó en la reducción del estrés en el hogar y en la disminución 
de la violencia contra los niños (Ames 2013). 
En todo caso, a pesar de los distintos esfuerzos desplegados tanto desde 
el Estado como desde la sociedad civil, así como de las mejoras —quizá 
explicadas por esas intervenciones—, en el Perú aún se registran altos niveles 
de violencia infantil. Salvo una o dos excepciones, en nuestro país se carece 
de evaluaciones de impacto de las intervenciones, por lo que solo se pueden 
plantear hipótesis acerca del porqué esto es así. 
La hipótesis que manejamos es que los niveles de violencia contra 
los niños y adolescentes se han mantenido por dos razones. La primera es 
que, en el mejor de los casos, las intervenciones solo han influido en dos 
de los factores de riesgo: la historia de violencia en el hogar, y las actitudes 
y creencias alrededor de la violencia. En general, las acciones desplegadas 
no han tomado en cuenta la pobreza y sus consecuencias, a pesar de que 
distintos estudios han señalado la fuerte relación existente entre esta y la 
violencia infantil. La segunda razón es que dichas intervenciones no suelen 
integrar los diversos factores de riesgo y suelen producirse de manera aislada. 
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Los programas de atención a la violencia doméstica cuya protagonista es la 
mujer no suelen integrarse con los programas cuyo protagonista es el niño. 
Los programas que buscan cambiar la norma social no tratan los mecanismos 
mediante los cuales la pobreza incide sobre la violencia. En general, se puede 
decir, entonces, que los programas no han considerado la totalidad de los 
factores de riesgo ni la actuación simultánea de estos. 
5.  Agenda de investigación para el país
No cabe duda de que, durante los últimos años, se han incrementado los 
estudios vinculados a la violencia infantil en los hogares. Ahora se sabe más 
sobre su magnitud, sus factores de riesgo y algunas de sus consecuencias. 
Sin embargo, en el conocimiento de esa problemática existen algunos vacíos 
que es necesario superar.
En primer lugar, es importante investigar más la violencia infantil 
desde una perspectiva situacional y contextual. Los estudios para explicar la 
violencia que han predominado se han enfocado en indagar en los factores 
individuales y familiares de riesgo que incrementan la probabilidad de 
que este fenómeno se produzca, pero en realidad se sabe muy poco acerca 
de las situaciones que promueven que esto ocurra. Esto habida cuenta de 
que existen personas que, a pesar de presentar los factores de riesgo, no 
se involucran en episodios violentos. ¿Cuáles son las situaciones que, en 
términos de Collins (2008), permiten que la violencia se inicie? Es preciso 
investigar más allá de las características de los individuos violentos para pasar 
a estudiar las características de las situaciones violentas y los contextos en los 
que operan. Esto revela la necesidad de realizar estudios de menor escala y 
con un mayor nivel de análisis, para poder capturar los detalles que rodean 
la situación violenta.
En segundo lugar, resulta necesario indagar más en los mecanismos 
mediante los cuales la pobreza se convierte en un determinante de la violencia 
infantil. La pobreza es un factor de riesgo central para los casos de violencia 
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en los hogares, pero sus mecanismos son poco conocidos. Si bien los estudios 
desarrollados han señalado al estrés como el mecanismo que media la relación 
entre la pobreza y la violencia, resulta necesario ahondar más en cómo se 
forja este vínculo. Solo entonces se podrán desarrollar medidas capaces de 
combatir adecuadamente este factor de riesgo y sus principales mecanismos. 
En tercer lugar, se propone desarrollar y evaluar intervenciones de 
prevención que articulen diferentes dimensiones y factores de riesgo. El 
principal esfuerzo del Estado ha consistido en mejorar los mecanismos 
de protección. Es importante ahora que los programas estatales transiten 
hacia la prevención, y que las intervenciones privadas consideren tanto los 
múltiples factores como la forma en que se interrelacionan para generar 
violencia. Así, las tareas de investigación deben vincularse cada vez más al 
diseño y evaluación de dichos programas estatales y no estatales. 
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La carrera docente en el Perú
Juan José Díaz y Hugo Ñopo1
Resumen
En este capítulo analizamos los avances recientes y retos pendientes en 
la carrera de los docentes en el Perú. Exploramos las condiciones de los 
estudiantes de docencia, de la formación inicial, del acceso a plazas y empleos, 
así como las condiciones laborales de los docentes. Para ello, revisamos tanto 
la literatura nacional como parte de la literatura latinoamericana, y revisamos 
datos de encuestas nacionales. 
La profesión docente es mayoritariamente femenina y pública, tiene una 
incidencia alta de trabajo a tiempo parcial, ha experimentado poco recambio 
generacional durante las últimas décadas, y presenta salarios seriamente 
rezagados frente a los de otros profesionales y técnicos en el país. Existen ligeras 
diferencias entre los docentes del segmento público y los del privado, pues 
los segundos son, en promedio, más jóvenes, pero sus salarios son más bajos. 
Los docentes constituyen un elemento fundamental de la calidad 
educativa. Para mejorarla, es necesario atraer la excelencia a la docencia, 
mejorando la formación inicial y en servicio, así como las condiciones en las 
que se desarrolla la vida profesional del docente. Por ello, el capítulo cierra 
con una propuesta para mejorar, gradualmente y en el marco de la carrera 
pública magisterial, el salario del docente, un factor clave de sus condiciones 
laborales.
1 Juan José Díaz y Hugo Ñopo son investigadores principales del Grupo de Análisis para el Desarrollo 
(GRADE). Ñopo participó en la elaboración de este documento mientras se desempeñaba como economista 
líder de la División de Educación del Banco Interamericano de Desarrollo (BID). Los autores reconocen el 
valioso apoyo de Ivan Bornacelly en el desarrollo de esta investigación. También agradecen los comentarios 
y sugerencias de Hugo Díaz y Jaime Saavedra.
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Introducción 
En las últimas décadas, en el Perú se ha producido un progreso notable en 
la cobertura educativa, especialmente en el nivel primario, que actualmente 
es casi universal. Se ha generado un nuevo orden de preocupaciones para la 
política educativa. Más allá de garantizar que existan escuelas para todos los 
estudiantes, se ha hecho palpable la necesidad de asegurar el buen aprendizaje. 
Por eso, en la literatura internacional se afianza un consenso acerca del papel 
central del docente en los sistemas educativos. 
Se ha documentado, en esta línea, que, en tan solo un año, un buen 
docente puede ser capaz de mejorar los desempeños de sus estudiantes no 
solamente en matemáticas y lenguaje, sino también en el funcionamiento 
ejecutivo, esto es, en la habilidad de los niños para regular sus pensamientos, 
acciones y emociones conducentes a un buen proceso de aprendizaje 
(Araujo y otros 2014). En el largo plazo, un buen docente puede ser capaz 
de mejorar varios indicadores del bienestar de sus estudiantes, comenzando 
por una menor incidencia de embarazos no deseados, un mayor acceso a 
la universidad, la elección de carreras de largo aliento, mejores salarios, 
vivienda en mejores vecindarios y más ahorro para la jubilación (Chetty y 
otros 2014). Encontrar las herramientas óptimas para atraer, seleccionar, 
formar, acompañar y promover a los buenos docentes ha adquirido especial 
importancia (Bruns y Luque 2014).
1.  Estudios previos en el Perú y la región
Hacia fines de la década de 1990, según un estudio comparativo de 
siete países de América Latina realizado por el BID (Navarro 2002),2 los 
docentes en ejercicio eran mayoritariamente mujeres, sus edades fluctuaban 
entre los 35 y 40 años, y cambiaban de escuela cada tres a cinco años 
en promedio. Alrededor de un tercio de los docentes tenía un segundo 
2 Se incluyen los casos de la Argentina, Chile, Guatemala, el Perú, República Dominicana, el Uruguay y 
Venezuela.
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trabajo, principalmente en otra escuela. La mayoría contaba con estudios de 
Educación y había recibido alguna capacitación en los últimos dos años. Por 
lo general, pertenecían a la clase media o media baja de sus respectivos países.
A partir del estudio comparativo de los casos analizados, Navarro logra 
un diagnóstico común —aunque con ciertos matices— acerca de los docentes 
en los diferentes países considerados en el estudio. Se constata que la baja 
calidad de la enseñanza en la región se agrava porque los estudiantes con 
mayores desventajas —entre ellos los de zonas rurales y de lengua originaria— 
son los más afectados. Dicho estudio coloca al docente en el centro de las 
mejoras de la calidad de la educación, pues es el factor fundamental que 
articula al resto de elementos que afectan la enseñanza y el aprendizaje. 
El diagnóstico encuentra que los docentes reciben una deficiente 
formación inicial y que, en el ejercicio de la profesión, carecen de apoyo 
pedagógico y supervisión adecuada. Al mismo tiempo, el ambiente de 
trabajo en el que se desempeñan es predominantemente insatisfactorio, y los 
programas o iniciativas de formación en servicio distan de ofrecer soluciones 
concretas a las limitaciones para la enseñanza. Además, la profesión docente 
no atrae a los estudiantes más talentosos que egresan de la secundaria, lo 
que genera mayores limitaciones para el futuro. Por otra parte, los sistemas 
de promoción, reconocimiento y evaluación son extremadamente rígidos, y 
pueden llegar a ser inoperantes, lo que conduce a que no se generen incentivos 
ni para los maestros que ya están en la carrera ni para los que podrían 
asimilarse a ella. A finales de la década de 1990, se identifican, asimismo, 
algunos temas críticos descuidados en los países de América Latina, como 
la certificación, el reclutamiento, el desarrollo profesional, la supervisión y 
la evaluación docente (Navarro 2002).
El nuevo siglo trae cambios en las políticas educativas de los países de 
América Latina, que giran hacia la centralidad del docente en el proceso 
educativo. Una muestra es el reciente estudio comparativo a partir de las 
pruebas del Programa Internacional para la Evaluación de Estudiantes (PISA 
por sus siglas en inglés) (Rivas 2015),3 en el que se sugiere que estos cambios 
3 El estudio comparativo de Rivera incluye los casos de la Argentina, el Brasil, Chile, Colombia, México, 
el Perú y el Uruguay.
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son, en parte, el resultado de la evidencia generada a partir de estas pruebas, 
que han posibilitado el análisis de sistemas educativos completos. Son varios 
los estudios que muestran claramente que la selección, la formación y la 
carrera profesional de los docentes constituyen el eje principal de mejora 
de los aprendizajes.
El paso hacia políticas centradas en los docentes dejó en el camino 
otros temas que tuvieron mayor énfasis en la década de 1990, tales como 
las políticas de municipalización o de gestión privada de las escuelas (Rivas 
2015). La evidencia generada por estudios que utilizan pruebas estandarizadas 
de rendimiento de estudiantes en varios países de la región muestra que, 
en promedio, las escuelas de gestión pública y privada obtienen resultados 
similares. Así, por ejemplo, el estudio de Duarte, Bos y Moreno (2010) 
mostró que la ventaja a favor de las escuelas privadas o municipales respecto 
a las escuelas públicas en las pruebas estandarizadas para estudiantes del 
Segundo Estudio Regional Comparativo y Explicativo (SERCE) desaparece 
una vez que se considera el estatus socioeconómico.4
En el caso particular del Perú, a mediados de la década del 2000 se inició 
un proceso de cambio de normativas y de políticas educativas que coloca al 
docente como uno de los pilares de la calidad de la educación. En el 2007 
se sancionó la Ley de Carrera Pública Magisterial, que luego, en el 2012, se 
revisó y mejoró con la Ley de Reforma Magisterial. Aunque perfectible, esta 
legislación promueve el desarrollo profesional de los docentes, estableciendo 
criterios de selección y promoción en la carrera pública basados en el 
desempeño y la evaluación permanente. Se transita de un sistema en el que 
el tiempo de servicio era el factor principal que determinaba el progreso en 
la carrera hacia otro en el cual el mérito y el desempeño constituyen el eje 
fundamental. 
4 En el Perú, este tema merece mayor investigación. La comparación entre el rendimiento de los escolares de 
segundo grado de instituciones educativas estatales y no estatales en la Evaluación Censal de Estudiantes 
(ECE) favorece a las no estatales. Sin embargo, es probable que estas diferencias se originen en el nivel 
socioeconómico de los estudiantes y de las escuelas. Así, por ejemplo, al comparar los puntajes según 
distritos de Lima Metropolitana se encuentra que, en aquellos de mayor nivel socioeconómico, los 
estudiantes de escuelas no estatales obtienen mayores puntajes que los de las estatales, pero para los 
distritos ubicados en el otro extremo las diferencias se reducen o los puntajes son mayores en escuelas 
estatales. Al mismo tiempo, Lavado y otros (2014) muestran evidencia robusta de mejores rendimientos 
en las escuelas Fe y Alegría frente a otras escuelas.
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Adicionalmente, durante los últimos años se están implementando 
acciones de política en tres pilares complementarios al de la revalorización 
del maestro: la mejora de los aprendizajes de los estudiantes, la mejora en la 
gestión educativa —que involucra al Ministerio de Educación (Minedu), 
a las instancias subnacionales y principalmente a las escuelas—, y la 
recuperación y mejora de la infraestructura educativa. 
En las siguientes páginas se presenta una revisión de los estudios y 
las medidas de política educativas que permiten mostrar el derrotero de la 
profesión docente durante las últimas dos décadas. La selección de temas 
es ad hoc y en ningún caso exhaustiva. 
Formación inicial
Hasta el 2005, la mayor parte de los docentes se formaba en los institutos 
pedagógicos. Pero durante los últimos 10 años, la situación cambió de manera 
dramática. Así, por ejemplo, cifras para 1997 reportadas por Díaz y Saavedra 
(2000) muestran que mientras la matrícula en formación docente en los 
institutos pedagógicos ascendía a 104 620 estudiantes, en las universidades 
era de 43 441 estudiantes. 
Se resaltan tres tendencias. Primero, con la sanción del D. L. 882 de 1996 
—que permitió la participación privada con fines de lucro en la provisión 
de servicios de educación—, se aceleró la expansión tanto del número de 
institutos superiores pedagógicos (ISP) privados como de la matrícula en 
estos, al tiempo que se reducía la matrícula en los institutos públicos. Hacia 
el 2005, la mayor parte de la matrícula en los ISP —alrededor del 53%— era 
privada (Díaz 2008). Segundo, a partir del 2002, la matrícula total, pública 
y privada, empieza a decrecer luego de 20 años de expansión (Díaz 2008). 
Tercero, al tiempo que la matrícula en los ISP decrecía, se incrementaba la 
de las facultades de Educación de las universidades. Actualmente, la mayoría 
de los docentes se forman en universidades. 
Durante el segundo gobierno de García se implementaron varias accio-
nes vinculadas a la formación inicial del docente. Ante la caótica situación 
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de la calidad de la formación inicial en los ISP, en el 2007 el Minedu esta-
bleció un examen de admisión único a nivel nacional y una nota mínima de 
ingreso equivalente a 14 puntos en las pruebas de selección. Sin embargo, no 
se implementó ninguna medida similar para las universidades que ofrecían 
la carrera de Educación. La consecuencia directa fue la caída del número 
de ingresantes a los ISP (Díaz 2008, Ugarte y Martínez 2011). A su vez, se 
suspendió la creación de nuevas facultades, escuelas, filiales o programas que 
brindaran el título profesional o grado académico en Educación (Uccelli 
2008, Cuenca 2012). De este modo, se reforzó la tendencia de reducción 
de la matrícula en los ISP y su incremento en las universidades.
La apuesta por mejorar la calidad mediante la acreditación y 
certificación emprendida a partir del 2006 apuntaba en la dirección correcta. 
Lamentablemente, fueron escasos los avances logrados por el Consejo de 
Evaluación, Acreditación y Certificación de la Calidad de la Educación 
Superior no Universitaria (Coneaces) y la Comisión Nacional de Evaluación 
y Acreditación Universitaria (Coneau) —ambos organismos integrantes del 
Sistema Nacional de Evaluación, Acreditación y Certificación de la Calidad 
Educativa (Sineace)— para garantizar estándares de calidad en la formación 
en los institutos superiores y en las universidades (Consejo Nacional de 
Educación 2012). Hasta el 2015, fueron pocos los institutos y facultades 
de Educación acreditados, y no hay evidencias sistemáticas acerca de si esto 
trajo consigo mejoras en la formación de los docentes. Por el contrario, la 
situación en algunas universidades sería poco alentadora con una oferta 
formativa que funciona en condiciones precarias, en particular debido a la 
proliferación de las sedes y filiales universitarias (Depaz 2006).
La evidencia disponible acerca de la enseñanza en las instituciones de 
formación docente sugiere que, aunque se han producido mejoras, aún queda 
mucho por avanzar. Hacia mediados de la década de 1990, Arregui, Hunt y 
Díaz (1996) encontraron que la selectividad de los estudiantes de docencia 
en los institutos y universidades era bastante laxa; las menos selectivas, en 
comparación con las universidades, eran las instituciones privadas, las de 
creación más reciente y los institutos. Aunque el estudio no analiza los 
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resultados de la formación, es de suponer que la escasa selectividad influye 
de manera perjudicial. Las encuestas y observaciones de aula que se aplicaron 
mostraron que los formadores de docentes contaban con escaso material que 
transmitir a sus estudiantes, presentaban dificultades para comunicar los 
conceptos, la mayoría carecía de un programa de clases bien estructurado 
o que guardara una secuencia lógica, y cuando perdían horas de clase, estas 
casi nunca se recuperaban. Más que el currículo de formación magisterial, 
lo defectuoso en la formación inicial docente era la manera en que este se 
aplicaba. 
Por su parte Oliart (1996), a partir de un estudio en dos instituciones 
de formación docente, encontró también deficiencias y limitaciones en la 
formación. Halló, asimismo, que el clima institucional se caracterizaba por 
una relación autoritaria de los formadores hacia sus alumnos. Esta misma 
estructura se reproducía más tarde en las escuelas. 
Más recientemente, el estudio cualitativo de observaciones de aula 
en cinco institutos realizado por Ames y Uccelli (2008) encuentra algunos 
elementos que merecen resaltarse. Una formación que puede describirse 
como escolarizada, muy similar a la que se observa en una escuela de 
educación básica, con demasiado énfasis en las formas antes que en los 
conocimientos. A diferencia de lo hallado en los estudios de Oliart y de 
Arregui, Hunt y Díaz, Ames y Uccelli encuentran un buen uso de los tiempos, 
sin pérdidas de clases, lo que permite alcanzar los contenidos establecidos. Sin 
embargo, y aunque las clases tienen una estructura y organización adecuadas, 
observan que los contenidos de los cursos son muy básicos, con una gran 
variedad de temas que son abordados de manera superficial y ausencia de 
incentivos para profundizarlos. El material académico utilizado proviene 
casi exclusivamente de separatas sin mayores referencias bibliográficas y, 
en muchos casos, presenta contenidos resumidos de otras publicaciones o 
reproducciones textuales aparentemente copiadas de las fuentes, pero que 
no guardan coherencia de conjunto en la separata; además, algunos textos 
presentan contenidos equivocados. Otro aspecto relevante es que a los 
futuros maestros se los prepara para la docencia en zonas urbanas, en escuelas 
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polidocentes, sin tomar en consideración que muchos de ellos ejercerán la 
docencia en zonas rurales, en escuelas unidocentes o multigrado. 
El documento Balance y recomendaciones 2014, del CNE, señala que, 
aunque se ha avanzado en controlar la situación en los ISP estatales que se 
rigen por la normativa del Minedu, aún queda como tarea lograr avances en 
la calidad de la formación ofrecida en los ISP privados y en las facultades de 
Educación de las universidades. En estas últimas, una dificultad adicional es 
la mal entendida autonomía universitaria, que impide al Minedu cumplir 
con las funciones normativas y reguladoras, como sí ocurre en el caso de 
los ISP. Así, no se cuenta, por ejemplo, con mediciones de los aprendizajes 
de los estudiantes de Pedagogía de los ISP privados ni de las facultades de 
Educación, lo que permitiría guiar las áreas en las que se requiere prestar 
mayor atención. Esto es algo con lo que países vecinos sí cuentan —ver el 
caso de Colombia en Balcázar y Ñopo (2016)—. Un avance en tal sentido es 
la Prueba Nacional de Egreso aplicada a estudiantes de los ISP desde el 2013 
por el Minedu. Esta evaluación genera información de retroalimentación 
relevante para mejorar las estrategias de formación docente. El reto pendiente 
es asegurar que esta evaluación efectivamente cubra al universo de ISP y 
facultades de Educación. 
Por otro lado, el documento del CNE recomienda avanzar en la 
calificación de los formadores de docentes. En particular, resalta la necesidad 
de mejorar su calidad e identifica dos limitaciones que deben atenderse. 
La primera es que, a diferencia de los docentes de educación básica, los 
formadores de docentes no cuentan con una carrera que promueva su 
desarrollo profesional y garantice una remuneración adecuada. La segunda 
es que los formadores no tienen prioridad en las acciones de actualización 
y perfeccionamiento. 
En el Gobierno de Humala, y en parte como respuesta a las limitaciones 
del Sineace para avanzar en la mejora de la calidad mediante la acreditación, 
se emprendió la reforma de la legislación que rige a las universidades, se 
instauró la Superintendencia Nacional de Universidades —en reemplazo 
de la Asamblea Nacional de Rectores—, y está en curso la reforma de la 
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legislación que regirá a los institutos de educación superior no universitaria.5 
Los efectos de estos cambios, que afectan la calidad de la formación inicial, 
deberán analizarse durante los años siguientes.
Satisfacción con la carrera docente e incentivos
A partir de la exploración de datos del 2009 para docentes de sexto grado 
de primaria recogidos en el estudio SERCE en una muestra de países de 
Latinoamérica y el Caribe (LAC), Murillo y Román (2012) encontraron 
que los docentes peruanos mostraban los menores niveles de satisfacción 
profesional frente a sus pares de la región. Asimismo, eran los que, en mayor 
proporción, querían cambiar de escuela, y los que dedicaban la menor parte 
de su tiempo a actividades como planificar y preparar sus clases, corregir 
evaluaciones de sus estudiantes o reunirse con sus colegas.
Entre los países que participaron en el SERCE, se recogió información 
sobre la satisfacción en 15 aspectos relacionados con el trabajo de los 
docentes.6 En todos ellos, los docentes peruanos muestran menor satisfacción 
que el promedio de los otros países. En particular, los menores niveles de 
satisfacción se asocian al apoyo de las autoridades educativas, del director 
y de sus colegas a su labor como docentes; también destacan, entre los 
aspectos con menor nivel de satisfacción, el reconocimiento por su trabajo, 
el vínculo con la comunidad, la libertad para realizar su trabajo y la relación 
con los otros docentes en las instituciones educativas en las que trabajan. 
Si bien el nivel de satisfacción con el salario también fue menor entre los 
docentes peruanos, este factor no figura entre los 10 con mayor nivel de 
5 Los institutos de educación superior no universitaria pueden ser de tres tipos: instituto superior tecnológico 
(IST), instituto superior pedagógico (ISP) y escuelas de formación artística.
6 Los aspectos sobre los que se recogió información en SERCE son los siguientes: el salario; la posibilidad de 
desarrollo profesional; la relación con sus colegas docentes, estudiantes, padres de familia y la comunidad; 
el apoyo recibido en temas pedagógicos tanto por parte de la dirección del centro educativo como de las 
autoridades educativas; la libertad para realizar su trabajo; el apoyo de sus colegas; el respeto mostrado 
por los estudiantes en el aula; el reconocimiento del director por su trabajo; las oportunidades de trabajo 
en equipo con sus colegas; y su trabajo dentro del aula.
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discrepancia respecto a otros países. Por otro lado, se encuentra que el 49% 
de los docentes peruanos cambiaría de escuela si pudiese hacerlo, frente 
al 22% en el promedio de países del estudio. La situación es bastante más 
crítica en las zonas rurales, donde el 71% de los docentes peruanos quisieran 
cambiar de escuela, frente al 32% para el promedio de países en el estudio.
Falus y Goldberg (2011) aportan evidencia complementaria que explica 
los mayores niveles de insatisfacción en el Perú y el porqué tantos docentes 
cambiarían de escuela si pudiesen hacerlo. Con los datos de SERCE para el 
2009, encuentran que una gran proporción de docentes en el Perú residen 
en una localidad distinta de aquella en la que se ubica la escuela donde 
trabajan. Para el total de docentes, los datos muestran que, en el Perú, el 
57% de los docentes residen en una localidad distinta de donde enseñan, 
mientras que para los docentes de escuelas rurales la cifra aumenta al 74%. 
Aunque estos porcentajes son más altos que los que se encuentra para el 
promedio de los países de América Latina y el Caribe, son similares que los 
de Costa Rica, Guatemala, México y Panamá, en donde la disconformidad 
no es tan elevada y menos docentes cambiarían de escuela. 
Probablemente, una explicación más apropiada radique en las 
condiciones familiares y de las localidades en las que trabajan los docentes. 
Utilizando información de una encuesta administrada a nivel nacional en el 
2000, Alcázar y Pollarolo (2001) encontraron que el factor más relevante para 
la disconformidad de los docentes es estar lejos de sus familiares, lo que está 
relacionado con las condiciones de los servicios públicos de la localidad donde 
trabajan y con la lejanía con respecto a la capital provincial. La principal 
razón por la cual las familias no residían en las localidades en las que los 
docentes enseñaban era que estos lugares no ofrecían las oportunidades ni las 
comodidades a las que los profesores aspiraban para sus familiares. Aunque 
los datos del estudio se recogieron con nueve años de anterioridad respecto 
a los de SERCE, es probable que estos factores continúen siendo relevantes. 
No se han encontrado estudios más recientes sobre estos temas que 
permitan explorar la relación entre conformidad/disconformidad de los 
docentes con el ejercicio de su profesión y los factores que mejor la expliquen. 
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Es un área que requiere mayor investigación que ayude a identificar los 
incentivos a los que responden los docentes —más allá de la estabilidad 
laboral y la remuneración— y que pueden generar cambios para mejorar la 
calidad de la enseñanza. Es importante también que la nueva evidencia que 
se genere vaya más allá del análisis de lo que los docentes dicen querer o 
preferir. El análisis que utilice datos administrativos o experimentales puede 
aportar mayores luces.
El acceso a la carrera pública
Durante la década de 1990 y hasta mediados de la del 2000 se accedía a la 
carrera pública mediante concursos convocados por el Minedu, que eran 
gestionados por comités descentralizados en las direcciones regionales de 
educación (DRE) o las unidades de gestión educativa local (UGEL). 
Al margen de la normativa general, los procesos de contratación 
de docentes durante la mayor parte de la década de 1990 se manejaron 
centralizadamente, con la supervisión del Ministerio de Economía y 
Finanzas (MEF), debido a las severas restricciones fiscales que enfrentaba 
el país. En la práctica, el ingreso a la carrera pública estuvo cerrado durante 
esa década para contener el nivel de gasto corriente del Estado (Alcázar y 
Pollarolo 2001). Esto, a su vez, estuvo asociado a continuos cambios de 
los dispositivos legales para la contratación de docentes temporales, lo que 
introdujo discrecionalidad y falta de transparencia (Alcázar y Pollarolo 2001, 
Díaz y Saavedra 2000).
A partir de la sanción de la Ley de Carrera Pública Magisterial y de la 
Reforma Magisterial, el acceso a la carrera se produce mediante concursos 
públicos gestionados por el Minedu, el más reciente de los cuales se realizó 
en el 2015 (RM 271-2015-Minedu). Los concursos tienen dos etapas. En la 
primera, de ámbito nacional y carácter clasificatorio, los postulantes rinden 
una Prueba Única Nacional estandarizada que evalúa áreas de razonamiento 
lógico-matemático, comunicación, pedagogía, temas de especialidad y de 
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conocimientos generales. Quienes superan el puntaje mínimo establecido 
quedan aptos para participar en la segunda etapa. En la segunda, de ámbito 
descentralizado, se evalúa la trayectoria profesional del docente y su capacidad 
didáctica mediante la observación de una clase modelo, una entrevista y la 
revisión de los documentos que acreditan la trayectoria profesional. Quienes 
superan los puntajes mínimos eligen, en orden de mérito, las plazas vacantes 
para su grupo de inscripción en las instituciones educativas a las que desean 
acceder. En el caso de las escuelas polidocentes completas, la evaluación se 
realiza en las propias escuelas con vacantes disponibles y está a cargo de un 
comité de evaluación. En las escuelas multigrado y unidocentes, la institución 
responsable es la UGEL o DRE de la que depende la escuela. 
Entre las medidas implementadas para atraer a los mejores cuadros a 
la carrera pública magisterial está el incentivo otorgado a quienes ocupen 
el tercio superior en el orden de mérito de los concursos públicos. Consiste 
en un bono de S/.18 000 que se entrega en tres armadas anuales de S/.6000 
(artículo 22 de la Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 
2015).
La evaluación como insumo necesario
Uno de los cambios más relevantes de la última década es haber instaurado 
la evaluación como un elemento necesario para mejorar la calidad educativa. 
Durante el segundo Gobierno de Alan García, se empezó a utilizar 
evaluaciones para medir los aprendizajes de los estudiantes de educación 
básica, así como el desempeño de los docentes en los procesos de ingreso 
y ascensos en la carrera pública (Uccelli 2008, Cuenca 2012, Ugarte y 
Martínez 2011).
Como señala Cuenca (2012), por la manera en que se introdujeron, las 
evaluaciones del desempeño de docentes se asociaron casi exclusivamente 
a la implementación de la carrera pública magisterial. Por otro lado, estas 
evaluaciones se concentraron solo en medir conocimientos en áreas de 
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comunicación, matemáticas y de otras disciplinas de especialidad, y en 
temas de pedagogía, antes que en evaluar de manera más comprensiva el 
desempeño del docente, un concepto mucho más amplio que el de manejo 
de conocimientos. El mismo autor señala que falta avanzar hacia un consenso 
de lo que significa buena docencia, así como establecer los criterios que 
permitan evaluar de manera más apropiada el desempeño de los docentes. 
Sin embargo, en los concursos más recientes de ingreso a la carrera docente, 
durante la primera etapa las evaluaciones nacionales siguen utilizando este 
modelo enfocado en conocimientos, que se complementa con una etapa de 
evaluación descentralizada en la que se considera la trayectoria del docente 
y su desempeño en aula. 
El proceso de instauración de las evaluaciones se caracterizó por un 
enfrentamiento político entre el Gobierno y los intereses del sindicato 
de maestros, que dejó en medio del conflicto a los docentes, quienes no 
tuvieron una voz que realmente los representara (Uccelli 2008). Sin embargo, 
el Minedu logró implementar las primeras evaluaciones nacionales a 
estudiantes en el 2006 y a docentes en el 2007. Los resultados mostraron, 
por un lado, niveles muy bajos de rendimiento de los estudiantes en 
comunicación y matemáticas, y por otro, que la mayoría de los docentes 
evaluados desaprobaron la prueba. En el imaginario colectivo, la difusión 
de estos resultados colocaba al docente como «culpable» del estado de la 
educación, lo que generó el respaldo de los líderes de opinión y de la opinión 
pública al discurso y las medidas implementadas por el Gobierno. 
Si bien un clima de confrontación entre Gobierno y sindicato es, por 
lo general, la norma, vale resaltar que durante el régimen de Humala se 
reconoció que los docentes constituyen uno de los pilares fundamentales 
de la calidad de la educación; por ello, se puso en marcha un conjunto de 
acciones orientadas a revalorar la profesión docente. Por otro lado, aunque se 
ha empezado a internalizar que la evaluación es parte esencial de un sistema 
basado en el buen desempeño y el mérito, el aspecto más controversial en 
el debate acerca de esta radica en el uso de pruebas estandarizadas para 
llevarla a cabo.
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Sin embargo, aunque se sigue cuestionando los instrumentos, con el 
tiempo han mejorado tanto la elaboración de las pruebas como el manejo 
comunicacional del Minedu, con lo cual entre los docentes se ha generado 
mayor confianza en el proceso (Cuenca 2012). Al mismo tiempo, a pesar 
del cambio de Gobierno en el 2011, el Minedu ha continuado realizando 
los mismos procedimientos tanto para el ingreso como para los ascensos en 
la carrera, mostrando estabilidad y credibilidad en los procesos.
El perfil de los estudiantes de docencia en el Perú
El estudio de Díaz y Saavedra (2000), con información para finales de la 
década de 1990, encontró que los estudiantes de la carrera de Educación en 
Lima Metropolitana tenían, mayoritariamente, las siguientes características: 
eran mujeres, provenían de los estratos socioeconómicos medio y bajo, 
habían cursado la educación básica en escuelas públicas y se formaban como 
docentes en institutos pedagógicos. Una proporción importante de quienes 
estudiaban docencia eran migrantes, y por lo general tenían expectativas de 
alcanzar un alto estatus social mediante la profesión docente.
Como se muestra con mayor detalle más adelante en este documento, 
información reciente da cuenta de pocos cambios en estas características. 
El único dato destacado es la drástica reducción del número de estudiantes 
de institutos, ya que la tendencia es a que se formen mayoritariamente en 
universidades.
 
El salario como incentivo para atraer y retener a los mejores docentes
Aunque no son los únicos factores ni necesariamente los más importantes, 
tanto el nivel del salario medio del docente como la estructura remunerativa 
a lo largo de la carrera pública constituyen incentivos relevantes para atraer 
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cuadros a la docencia, así como para retener a quienes ya están incorporados 
al servicio.
Los bajos salarios en comparación con otras profesiones y las escasas 
posibilidades de mejoras remunerativas a lo largo de la trayectoria profesional 
desincentivan a los jóvenes —en particular a los más talentosos— a formarse 
como docentes, y al mismo tiempo desincentivan a los mejores docentes a 
permanecer en el magisterio. La evidencia de las encuestas de hogares muestra 
sistemáticamente que los docentes peruanos perciben ingresos inferiores que 
los de otros profesionales, aunque es verdad que trabajan menos horas. Esta 
situación no ha cambiado mucho entre fines de la década de 1990 (Díaz 
y Saavedra 2000) y lo que se observa en los datos más recientes para 2014 
(más adelante en este documento se presenta un análisis detallado de datos 
recientes).
Un aspecto clave de la remuneración docente es que el salario base, 
que da derecho a obligaciones y prestaciones sociales —como la pensión 
de jubilación—, se mantuvo fijo desde inicios de la década de 1990 hasta 
mediados de la del 2000. Así, alrededor del año 2000, casi el total de la 
remuneración de los docentes públicos estaba constituida por asignaciones y 
bonificaciones complementarias que no formaban parte de la remuneración 
base (Alcázar y Pollarolo 2001, Díaz y Saavedra 2000). Esto podría explicarse 
por la estrecha situación fiscal en la década de 1990 y la escasa atención al 
docente durante aquellos años. En la década del 2000, con el Gobierno de 
Toledo esta situación empezó a cambiar. 
Por otro lado, como muestran Mizala y Ñopo (2016), la brecha de 
ingresos entre los docentes y otros profesionales en el Perú es mayor que 
la observada en el promedio de varios países de América Latina, aun luego 
de considerar en la comparación características similares entre docentes y 
otros profesionales. Solo en Nicaragua se encuentran brechas salariales más 
grandes. 
En lo que se refiere a la estructura de las remuneraciones a lo largo de 
la carrera, con la Ley del Profesorado, previa a la Ley de Carrera Pública 
Magisterial, la estructura salarial era extremadamente comprimida. Los 
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docentes de las escalas más altas ganaban salarios no muy distintos que los 
de las escalas más bajas. Así, el crecimiento del salario a lo largo de la vida 
profesional del docente público era muy pequeño, lo que no incentivaba 
un mejor desempeño ni motivaba la actualización (Díaz y Saavedra 2000, 
Alcázar y Pollarolo 2001).
Por otro lado, los concursos para el ingreso y la promoción en la carrera 
se manejaban de manera centralizada, con muy poca o nula participación 
de los directores de las escuelas en las que se requerían docentes para cubrir 
plazas vacantes (Díaz y Saavedra 2000). En las escuelas privadas había un 
mejor manejo, ya que gozan de autonomía en la gestión. 
Mercados laborales de docentes
La distribución de los docentes en el territorio puede tener efectos sobre 
la calidad y equidad de la enseñanza. Por ejemplo, si los mejores docentes 
se ubican principalmente en zonas urbanas, se contribuye a acentuar las 
brechas entre estudiantes urbanos y rurales en detrimento de estos últimos. 
Entender los patrones y las dinámicas del emplazamiento de los docentes es, 
por tanto, relevante. Con énfasis temáticos diferentes, los estudios de Alcázar 
y Pollarolo (2001) y Jaramillo (2012) abordan estos aspectos. 
Alcázar y Pollarolo (2001) exploraron determinantes de disconformidad 
de los docentes vinculados al emplazamiento en el que desempeñan sus 
labores, con la finalidad de identificar los incentivos pecuniarios y no 
pecuniarios que podrían motivar a los docentes más capaces a aceptar 
plazas en zonas rurales o apartadas. Este estudio, que utilizó información 
de una encuesta con cobertura nacional, encontró que las condiciones 
y características locales en las que se ubican las escuelas son relevantes 
para entender la satisfacción de los docentes con su emplazamiento en el 
territorio. En particular, los cuatro aspectos más relevantes de conformidad 
de los docentes con el emplazamiento de la escuela en la que trabajan son 
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la cercanía a la familia y la pertenencia a la localidad, el acceso a servicios 
básicos, la distancia a la capital de provincia más cercana, y la inamovilidad.
El estudio de Jaramillo (2012) ha explorado de manera explícita la 
discusión acerca de si existe un único mercado laboral nacional de docentes 
o si, más bien, coexisten mercados locales. Asimismo, ha abordado las 
posibles implicancias —en cuanto a diseño e implementación— de políticas 
vinculadas a la formación, contratación y promoción de docentes a lo largo 
de su carrera profesional, al igual que el tipo de incentivos que motivarían 
a los docentes a trabajar en zonas rurales o apartadas. 
Este estudio utiliza datos de una encuesta en dos regiones del país 
que incluye información sobre la trayectoria laboral. El análisis descriptivo 
acerca del primer empleo de los docentes sugiere que sus mercados laborales 
se circunscriben a las fronteras regionales, que los docentes exhiben poca 
movilidad geográfica a lo largo de su carrera profesional, y que por lo general 
se establecen en las provincias en las que nacieron o en las que cursaron 
sus estudios de formación inicial. Sin embargo, de manera similar a la 
evidencia de Alcázar y Pollarolo (2001), y de Falus y Goldberg (2011), se 
encuentra también que una proporción no despreciable de docentes viven 
separados de sus familias, probablemente por restricciones desde el lado de 
la demanda de plazas docentes, que limitan la movilidad. Al estimar modelos 
de probabilidad que permiten controlar simultáneamente por características 
geográficas y de los docentes se encuentra que las primeras —asociadas al 
lugar de nacimiento o a donde se realizaron los estudios— tienen un alto 
poder explicativo en el emplazamiento de los docentes en su primer empleo. 
Una de las recomendaciones más relevantes del estudio de Jaramillo es 
que para promover la calidad de los docentes y la equidad de su distribución 
geográfica, deben enfatizarse aspectos vinculados al ámbito regional o local. 
En un contexto en el que los docentes prefieren permanecer en su región 
o provincia de nacimiento o de formación, los sistemas de incentivos para 
promover que los mejores se ubiquen en zonas rurales y apartadas deben 
ser compatibles con la preferencia por encontrar un trabajo cerca del lugar 
de nacimiento o formación. 
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Ausentismo docente y tiempo de instrucción
Reconociendo que el docente es uno de los factores más importantes del 
proceso educativo, su presencia en el aula, así como el uso que allí hace del 
tiempo disponible, son fundamentales para la enseñanza. 
El ausentismo docente en el Perú es bajo con relación a otros países, 
pero afecta de manera desproporcionada a las escuelas ubicadas en las 
zonas con mayor pobreza y más remotas. El estudio de Chaudhury y otros 
(2006), que compara tasas de ausentismo docente en escuelas primarias de 
varios países —Bangladesh, Ecuador, India, Indonesia, Perú y Uganda—, 
encuentra que en el nuestro la tasa alcanzaba el 11%, frente al 19% para 
el promedio de los países estudiados. Alcázar y otros (2006) estimaron una 
tasa nacional de ausentismo docente del 11% en escuelas primarias, pero 
que se incrementa al 15,6% en escuelas de zonas pobres y al 21,4% en 
escuelas de zonas remotas. Esto se traduce en una pérdida de 121 horas en 
el ámbito nacional, 172 horas en zonas de mayor pobreza y 235 horas en 
las zonas remotas. 
También encuentra que los principales factores relacionados con el 
ausentismo docente en las escuelas primarias en el Perú son las condiciones 
laborales —tanto en las escuelas como en las comunidades en las que estas se 
asientan—, así como la vinculación entre los docentes y la comunidad. Los 
mecanismos de monitoreo/vigilancia, y mayor participación de los padres y 
la comunidad en los procesos escolares, no están asociados a menores tasas 
de ausentismo docente. 
Por su parte, Cueto y otros (2008) evaluaron el impacto del programa 
Mejor Educación a través de más Tiempo en el Aula (META), que se 
implementó entre el 2003 y el 2004. Hallaron que los incentivos monetarios, 
así como los mecanismos de vigilancia orientados directamente a los docentes 
—introducidos por META—, reducen el ausentismo docente en zonas 
rurales. Sin embargo, la mayor cantidad de tiempo del docente en el aula 
no necesariamente se traduce en un mejor rendimiento de los estudiantes 
en pruebas de matemática o comunicación.
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La evidencia reciente presentada por Guerrero y León (2015) en 
zonas urbanas y rurales, a partir del estudio Niños del Milenio, sugiere que 
el liderazgo y ejemplo del director de escuela es el factor más claramente 
relacionado con el menor ausentismo docente. A diferencia del estudio de 
Cueto y otros, Guerrero y León observan que un menor nivel de ausentismo 
docente está asociado a un mejor rendimiento de los estudiantes en pruebas 
de matemática. 
En cuanto al uso del tiempo en el aula, Bruns y Luque (2014) presentan 
evidencia comparativa sobre este aspecto para escuelas de siete países de 
América Latina, incluido el Perú. Su estudio se basa en visitas no anunciadas 
a una muestra representativa de escuelas en cada país, realizadas entre el 
2009 y el 2013. Encuentran que, en promedio, se pierde alrededor de 20% 
del tiempo disponible, lo que equivale a un día de clase semanal. Además, 
del total de tiempo en clase, el dedicado a actividades académicas fluctuó 
entre el 52% en México y el 65% en Colombia —alrededor del 62% en el 
Perú—, muy por debajo del parámetro del 85% de buenas prácticas según 
el protocolo de observación de Stallings (Stallings y Knight 2003). Por 
otro lado, el tiempo dedicado a tareas ajenas a la clase fluctuó entre el 9% 
en México y el 13% en el Perú. En particular, en el Perú, la mayor parte 
del tiempo dedicado a tareas ajenas a la clase se explica por la ausencia del 
docente en el aula. Otro resultado relevante reportado por Burns y Luque 
es la gran heterogeneidad en el uso del tiempo en el aula entre escuelas de 
cada país. Este fluctúa entre menos del 20% —que equivale a cuatro días 
semanales sin instrucción— y cerca del 100%.
2.  Carrera docente 1998-2014 
En esta sección se describen diversas características de la profesión 
docente. Las preguntas que abordaremos son las siguientes: ¿quiénes son 
los estudiantes de Pedagogía?, ¿quiénes son los docentes? y ¿cuánto ganan 
y cómo se comparan sus salarios con los de otros profesionales en el país? 
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2.1. ¿Quiénes eligen ser docentes? Una mirada a los estudiantes de 
Pedagogía
Basándonos en información del Censo Universitario 2010, podemos 
establecer un perfil de los jóvenes que estudian Pedagogía frente al de 
quienes estudian otras carreras. La tabla 1 presenta estadísticas relevantes, 
distinguiendo entre estudiantes de instituciones terciarias públicas y privadas.
No sorprende constatar que la docencia es mayoritariamente femenina. 
En las instituciones públicas, dos de cada tres futuros docentes son mujeres; 
en las privadas, tres de cada cuatro. Solo en las carreras médicas es posible 
encontrar cifras comparables, lo que se explica en gran medida por la 
prevalencia de mujeres en carreras como Enfermería. En otras carreras, la 
presencia femenina es marcadamente menor.
En promedio, los estudiantes de Pedagogía son entre uno y cinco años 
mayores que los de otras carreras. Esto puede reflejar un ingreso tardío a 
los estudios terciarios, mayor repetición durante los años estudiantiles o 
menor carga académica por ciclo. Igualmente, podría suceder que los jóvenes 
primero intentan ingresar a carreras de mayor exigencia académica —o 
mayor prestigio— y, luego de algunos intentos fallidos, optan por postular 
a Pedagogía. Por otro lado, la hipótesis de que los estudiantes de Pedagogía 
toman menos créditos por ciclo académico sería concordante con el hecho 
de que la proporción de futuros docentes que, además de estudiar, trabajan 
es la más alta entre los estudiantes de diversas carreras. Otro dato importante 
es que la edad promedio de los estudiantes de Pedagogía es marcadamente 
mayor en las universidades e institutos privados
Casi el 14% de los estudiantes de Pedagogía que se forman en 
instituciones públicas y 22% de los que lo hacen en instituciones privadas 
reportan estar casados. Entre los estudiantes de otras profesiones, esta tasa 
está entre la mitad y un tercio de la que exhiben los futuros docentes. Por 
otra parte, uno de cada tres estudiantes de Pedagogía vive en un hogar 
distinto del de sus padres, y no se presentan diferencias notorias entre los 
estudiantes de instituciones públicas y privadas. Esta situación es menos 
marcada en otras profesiones. 
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Entre quienes asisten a instituciones públicas, aproximadamente 
un tercio lo hace en Lima y un tercio cursó secundaria en Lima. No 
hay diferencias marcadas entre los estudiantes de Pedagogía y el resto de 
estudiantes. Sin embargo, en las universidades privadas sí se observan 
diferencias. Si bien entre los futuros docentes también un tercio estudia en 
Lima y un tercio estudió secundaria en Lima, estas proporciones son más 
altas entre los estudiantes de otras carreras. 
Respecto del tipo de colegio de procedencia de los estudiantes de 
Pedagogía, tanto en las instituciones públicas como en las privadas la mayoría 
provienen de escuelas secundarias estatales. Este rasgo es menos marcado en 
las otras carreras, especialmente en las instituciones privadas. 
Como ya adelantamos, los futuros docentes tienden más a combinar sus 
estudios con el trabajo. Entre 40% y 50% de ellos reporta trabajar mientras 
estudia. Para los estudiantes de otras profesiones estas tasas son entre 10% 
y 20% menores. Sin embargo, el promedio de horas trabajadas por semana 
entre los futuros docentes es menor que el de sus pares que estudian otras 
profesiones. Esto es, si bien un mayor número de estudiantes de Pedagogía 
trabajan, en promedio lo hacen por menos horas. No existen diferencias 
importantes en las categorías ocupacionales de estos empleos. La mayoría 
son empleados u obreros.
La Encuesta Nacional de Docentes del 2014 permite explorar con 
mayor detalle la formación que siguieron quienes ahora se desempeñan como 
docentes. La tabla 2 muestra que la mayoría de ellos —especialmente los de 
escuelas privadas— provienen de escuelas secundarias urbanas. Casi todos los 
docentes de escuelas públicas estudiaron la secundaria en escuelas públicas 
también. Por otra parte, dos de cada tres mujeres y tres de cada cuatro 
hombres que enseñan en escuelas privadas estudiaron en escuelas públicas.
Respecto a la formación docente, resalta la casi total ausencia de 
hombres formados en educación inicial, tanto en escuelas públicas como 
privadas. La formación en primaria es mayoritariamente femenina; y la 
secundaria, masculina. Esta tendencia es más marcada entre quienes trabajan 
en escuelas privadas, en las que también hay una mayor proporción de 

















































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































375La carrera docente en el Perú
Tabla 2
Tipo de institución en la que cursó estudios básicos
y en la que estudió docencia (%)
                                Profesores en escuelas públicas           Profesores en escuelas privadas
 Hombre Mujer Hombre Mujer
Características del colegio donde realizó estudios de secundaria
Urbano 72,4 83,1 90,0 92,7
Público 97,1 92,3 77,5 67,0
Tipo
Unidocente 10,1 11,7 16,1 27,7
Multigrado 26,1 23,2 18,0 14,9
Polidocente 63,8 65,1 65,9 57,4
Características de la formación docente
Especialidad
Inicial 1,6 20,3 1,4 28,4
Primaria 42,9 46,9 21,0 45,0
Secundaria 55,5 32,8 77,6 26,7
Tipo
Universidad 40,3 41,1 62,3 52,7
Institución superior pedagógica 57,4 57,4 33,0 45,0
Escuelas de formación artística 1,9 0,9 1,5 0,4
Institución superior tecnológica 0,4 0,6 3,2 1,9
% de profesores que reportan haber
elegido su carrera por vocación 60,9 58,1 59,6 62,4
Fuente: Encuesta Nacional de Docentes 2014.
docentes que cuentan con formación universitaria, mientras en las escuelas 
públicas son más los docentes formados en institutos.
2.2. ¿Quiénes son los docentes y cuánto ganan? 
A continuación, se ofrece un breve perfil de los docentes en ejercicio en el Perú 
—distinguiendo entre los que trabajan en escuelas públicas y privadas— en 
comparación con otros profesionales. Para mantener comparabilidad con la 
subsección previa, el conjunto de profesiones comparables es el de contadores, 
abogados, médicos y otros profesionales. Se comparan datos de 1998 con los 
del 2014, ambos obtenidos de la Encuesta Nacional de Hogares (Enaho).
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Tal como sucede con los estudiantes de Pedagogía, la profesión docente 
es también mayoritariamente femenina, sobre todo en las escuelas privadas. 
Esta prevalencia femenina se incrementó durante el periodo 1998-2014, 
pero lo mismo pasó en todo el mercado de trabajo. 
Otra característica de los docentes, reportada en diferentes estudios, 
es la mayor edad. El docente promedio en la escuela pública ha envejecido 
notablemente: su edad promedio aumentó casi 10 años durante el periodo 
de 16 años analizado. En contraste, la edad promedio de los docentes de 
escuelas privadas casi no cambió, y la de los demás profesionales aumento solo 
un año. Este incremento en el promedio de edad refleja un escaso recambio 
generacional. Si en 1998 el 43% de los docentes de escuelas públicas tenían 
34 años de edad o menos, hacia el 2014 ese porcentaje había disminuido 
en 12%. En contraste, en 1998 el 21% de docentes en escuelas públicas 
tenían 45 años de edad o más, y para el 2014, ese porcentaje prácticamente 
se triplicó.7 Esta constatación abre preguntas y líneas de investigación acerca 
del nivel óptimo de recambio generacional que requeriría la docencia. 
Probablemente, el recambio en el sector privado de la docencia es muy alto; y 
en el sector público, muy bajo. Como resultado de estos análisis adicionales, 
se podría estudiar la conveniencia de establecer un programa de beneficios 
a la jubilación anticipada de ciertos segmentos del cuerpo docente.
Los docentes de escuelas públicas tienden a estar casados en mayor 
proporción que los docentes de escuelas privadas y los demás profesionales. 
Si bien tendían a vivir en hogares más numerosos y con más niños, esas 
diferencias desaparecieron para el 2014. 
Por otro lado, los docentes —tanto de escuelas públicas como 
privadas— han cursado más años de estudios que los demás profesionales. 
Esa diferencia se ha ampliado durante el periodo de análisis, probablemente 
como resultado de los incentivos a profesionalizarse de la carrera magisterial 
7 Se debe tener en cuenta, sin embargo, que en años recientes se ha producido una fuerte expansión de la 
oferta de educación básica privada (Balarin 2015). Las nuevas escuelas privadas probablemente contraten 
a docentes más jóvenes y con menos experiencia. Esta es también una línea de investigación que merece 
mayor atención.
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—para quienes se graduaron de institutos— o seguir estudios, más allá de 
los que conducen a la profesión, para ascender. 
El nivel socioeconómico del que provienen los maestros en el sistema 
público difiere del de los demás trabajadores. Son pocos los docentes que 
pertenecen a hogares ubicados en el quintil más alto de la distribución de 
ingresos.
Hay dinámicas laborales que vale la pena resaltar. La primera es respecto 
a las remuneraciones. Entre 1991 y el 2014, los salarios mensuales de los 
docentes de escuelas públicas mejoraron cerca del 40% —medidos en soles 
del 2009—, mientras que los de los docentes de escuelas privadas cayeron 
en 10%. Durante ese mismo período, los salarios de los trabajadores en 
profesiones comparables cayeron 3%. Pese a esta mejora, durante década 
y media, los salarios de los docentes de escuelas públicas aún están 20% 
por debajo de los que perciben quienes se desempeñan en profesiones 
comparables —contadores, abogados, médicos y otros profesionales—. Pero, 
como se muestra en el gráfico 2, más dramática aún es su ubicación en el 
percentil 20 de la distribución de salarios de profesionales y técnicos del país. 
Respecto a los salarios en la ocupación principal, también destaca que, 
cuando estos se miden no en términos mensuales sino por hora trabajada, los 
docentes de escuelas públicas ganan por encima de los demás profesionales. 
En la medida de salarios por hora, llama mucho la atención que los salarios 
de los docentes de escuelas privadas están muy deteriorados, pues ellos 
perciben un menor sueldo mensual aunque trabajan más horas por semana.8
El segundo elemento resaltante es la prevalencia del empleo secundario 
entre los docentes. Hacia 1998, esta ya era elevada entre los docentes de 
escuelas públicas; y entre los docentes de escuelas privadas, aumentó también 
del 12% al 21%. Hoy, uno de cada cuatro o uno de cada cinco docentes 
mantiene un empleo secundario. Esta situación se presenta menos entre los 
trabajadores de profesiones comparables.
8 Esto es compatible con un escenario en el que se incrementa la demanda por docentes jóvenes en el sector 
privado. Véase la nota anterior.
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Tabla 3
Características socioeconómicas de los docentes
(en escuelas públicas y privadas) y otros profesionales
      1998         2014 
                  Profesores  Contadores,                Profesores Contadores,
 Escuelas Escuelas abogados, Escuelas Escuelas abogados,
 públicas privadas médicos públicas privadas médicos
   y otros   y otros
   profesionales   profesionales
Características personales
Hombre (%) 40,6 35,1 61,5 38,5 27,8 55,3
Casado (%) 62,7 36,7 50,4 64,9 38,2 42,6
Edad promedio 38,6 35,7 34,2 46,1 35,8 35,5
Grupo de edad (%)
Menor de 24 años 7,6 16,7 17,5 1,1 12,2 22,1
De 25 a 34 años 36,5 42,9 38,1 10,5 38,8 32,8
De 35 a 44 años 34,6 15,3 28,0 29,4 29,6 20,8
De 45 a 54 años 19,8 22,3 13,1 39,4 14,4 14,6
Más de 55 años 1,4 2,8 3,3 19,5 4,9 9,6
Miembros del hogar 5,2 4,6 5,0 4,3 4,6 4,5
Número de niños en el hogar 2,6 2,5 2,3 1,9 2,0 2,0
En hogar con vivienda propia 84,9 78,6 86,5 92,4 90,4 88,9
Quintiles de ingreso del hogar (%)
Quintil 1 22,7 13,2 13,1 22,5 18,0 17,5
Quintil 2 22,8 8,0 16,6 27,6 25,4 18,3
Quintil 3 24,5 19,9 16,0 21,7 24,4 19,9
Quintil 4 20,7 39,6 18,7 17,4 17,2 21,6
Quintil 5 9,2 19,4 35,6 10,8 14,9 22,7
Años de educación 15,5 15,0 14,6 16,6 15,5 14,7
Características laborales
Empleo principal
Tiempo en el empleo actual (años)    16,1 3,4 5,0
Ingreso mensual (en soles del 2009) 914,1 1029,3 1619,5 1278,9 922,1 1570,1
Horas de trabajo semanales 27,3 30,8 46,0 23,6 29,6 41,9
Ingreso por hora (en soles del 2009) 6,0 6,3 6,8 15,7 8,6 12,0
Empleo secundario
Porcentaje con empleo secundario 28,5 12,3 18,9 27,7 20,7 13,4
Ingreso mensual (en soles del 2009) 546,3 534,2 856,5 594,8 633,7 867,8
Horas de trabajo semanales 15,4 23,8 13,2 16,3 12,7 12,9
Ingreso total* (en soles del 2009) 1327,8 1117,3 2646,4 1852,0 1597,0 2682,8
Horas de trabajo semanales 41,8 55,3 54,4 40,1 39,7 50,1
Fuente: Enaho 1998 y 2014.
*Ingreso total: incluye el ingreso del empleo principal y el empleo secundario.
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El tercer elemento que llama la atención en las dinámicas laborales 
de los docentes es que los ingresos totales, provenientes de las ocupaciones 
principal y secundaria, mejoraron tanto para los de escuelas públicas como 
para los de las privadas. Los ingresos totales de los trabajadores de otras 
profesiones, sin embargo, casi no cambiaron durante el mismo período.
Del mismo modo, la antigüedad en el trabajo es mucho mayor entre 
los docentes de escuelas públicas, lo que se explicaría por la estabilidad 
laboral en la carrera pública. Mientras ellos tienen un promedio de 16 años 
en sus empleos, los de escuelas privadas tienen solo 3 años —aunque esto 
puede ser reflejo, al menos en parte, de la relativamente reciente expansión 
de escuelas privadas—; y los demás profesionales, 5 años. Se corrobora en la 
tabla 4 que la mayoría de docentes de escuelas públicas cuentan con contratos 
indefinidos, mientras la mayoría de los de escuelas privadas tienen contratos 
Tabla 4
Distribución de docentes y otros profesionales por tipo de contrato
      2004         2014 
                      Profesores  Contadores,                    Profesores  Contadores,
 Escuelas Escuelas abogados, médicos y Escuelas Escuelas abogados, médicos y
 públicas privadas otros profesionales públicas privadas otros profesionales
Indefinido 82,3 11,9 28,9 74,8 9,7 24,9
Fijo 17,1 43,9 28,1 22,8 61,3 38,9
Otro contrato 0,2 18,9 11,2 2,4 12,0 13,5
Sin contrato 0,4 25,3 31,8 0,0 17,0 22,7
Distribución de profesores (en escuelas públicas y privadas)
y otros profesionales por tipo de contrato
      2004         2014 
                      Profesores  Contadores,                    Profesores  Contadores,
 Escuelas Escuelas abogados, médicos y Escuelas Escuelas abogados, médicos y
 públicas privadas otros profesionales públicas privadas otros profesionales
Indefinido 82,3 11,9 28,9 74,8 9,7 24,9
Fijo 17,1 43,9 28,1 22,8 61,3 38,9
Otro contrato 0,2 18,9 11,2 2,4 12,0 13,5
Sin contrato 0,4 25,3 31,8 0,0 17,0 22,7
Fuente: Enaho 2004 y 2014.
380 Juan José Díaz y Hugo Ñopo
de plazo fijo o definido. El resto de profesionales muestra una distribución 
menos concentrada entre los diversos tipos de contratos.
El gráfico 1 permite observar la evolución de los salarios de los docentes 
tanto de colegios públicos como privados, así como los de otros profesionales. 
Puede notarse una recuperación de los salarios de los docentes del sector 
público a partir del 2003. Sin embargo, puesta esta estadística en perspectiva, 
Mizala y Ñopo (2016) señalan, con datos regionales del 2007, que la brecha 
salarial entre los docentes y los demás profesionales en el Perú es una de las 
más altas de la región. Solo en Nicaragua estas brechas son más grandes. El 
reto de mejorar los salarios de los docentes es todavía enorme.
Gráfico 1
Ingreso mensual de los docentes y de otros profesionales
(expresado en nuevos soles del 2009)
      Fuente: Enaho 1998-2014.
El gráfico 2 muestra con mayor claridad el deterioro relativo del salario de 
los docentes entre el 2004 y el 2014. En el eje horizontal figuran los percentiles 
de la distribución del ingreso laboral de profesionales y técnicos, mientras que 
























































y otros profesionales. Profesores en colegios privados
Profesores en colegios públicos
381La carrera docente en el Perú
percentiles. Cada curva corresponde a un año particular. Como se observa, 
durante el periodo analizado los ingresos de todos los trabajadores mejoraron. 
Esto es, con el transcurso del tiempo, las curvas «se mueven» hacia arriba. 
Sin embargo, la posición relativa de los salarios de los docentes se deterioró 
durante el periodo. Dentro de la distribución de ingresos, los percentiles en 
los que se ubican los salarios de los docentes fueron cayendo. Hacia el inicio 
de este periodo, dichos salarios se ubicaban cerca del percentil 30; es decir, 
estaban por encima del 30% de los salarios de los trabajadores del país. En su 
mejor momento, llegaron a ubicarse hasta en el percentil 35. Sin embargo, 
hacia el final del mismo periodo este percentil cayó al 20. Los salarios de 
los docentes han mejorado, pero los salarios del resto mejoraron aún más. 
En términos relativos, la profesión docente se hizo cada vez menos atractiva 
salarialmente. Esta es una situación que requiere ser corregida. 
Gráfico 2
Crecimiento de los ingresos laborales de profesionales y técnicos
2004-2014
 
Fuente: Enaho 2004-2014. 
Nota: Los puntos denotan los salarios y la posición relativa de esos salarios para los docentes en 
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Otra mirada a la posición relativa de los salarios de los docentes que vale 
la pena resaltar es la siguiente: ¿cómo se ubican los salarios de los docentes 
en la distribución de ingresos de otros países? La tabla 5 muestra ese detalle 
para tres países de la región con contextos y datos comparables: Chile, Costa 
Rica y México. El mensaje es claro y contundente: la posición relativa de 
los salarios de los docentes en el Perú está muy por debajo de la posición 
relativa de los salarios de los docentes en esos otros países. 
3.  Mejorando la carrera docente en el Perú. Análisis y propuesta
Esta sección propone una ruta para mejorar los salarios de los docentes 
durante los próximos 15 años, compatible con un incremento del gasto 
público en educación hasta alcanzar 6% del PIB. Se empieza con una mirada 
detallada a los salarios en el sector público hasta el 2014, distinguiendo según 
tipos de contrato —nombrado/permanente y contratado/temporal—, las 
diversas escalas remunerativas y el número de horas semanales de dedicación.
3.1. Una mirada detallada al salario de los docentes del sector público
En diciembre del 2014, la planilla del sector público contaba con 322 036 
docentes, 70% de los cuales eran nombrados. Entre los nombrados, la gran 
mayoría (76%) se encontraban en las escalas remunerativas más bajas (I y 
II). Esto contrasta con la situación de los docentes contratados, pues 95% 
de ellos estaban ubicados en las escalas remunerativas más altas (E y F). En 
cierta medida, esto es reflejo de la relativamente reciente entrada en vigencia 
de la Ley de Carrera Pública Magisterial.
La gran mayoría de docentes —nombrados y contratados— trabajaba 
en jornadas de 30 horas semanales. No se aprecian diferencias sustanciales 
en jornadas de trabajo según escalas remunerativas. 
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Tabla 6
Docentes del sector público: número de docentes, remuneración 
anual, descuentos y remuneración neta 2014
(Montos expresados en nuevos soles)
  Personal permanente  
  Escala
 I-II III-IV V-VI
Número total de profesores 171 751 45 037 9753
     Profesores que trabajan 24 horas (%)* 1,2 0,5 0,1
     Profesores que trabajan 26 horas (%)* 26,7 6,1 1,5
     Profesores que trabajan 30 horas (%)* 42,9 11,2 2,0
     Profesores que trabajan 40 horas (%)* 5,0 2,1 4,3
          Porcentaje total por escala 75,8 19,9 4,3
  Ingreso promedio 
Profesores que trabajan 30 horas
Ingreso RIM** 1633 2060 2877
Ingreso mensual bruto 1721 2049 2747
Ingreso por asignaciones 239 205 205
Ingreso por compensación extraordinaria 81 150 0
Ingreso mensual neto 1481 1800 2373
  Personal contratado  
  Escala
 A-B C-D E-F
Número total de profesores 1628 3033 90 834
     Profesores que trabajan 24 horas (%)* 0,6 0,8 34,8
     Profesores que trabajan 30 horas (%)* 0,9 2,2 50,1
     Profesores que trabajan 40 horas (%)* 0,0 0,0 0,6
     Profesores que trabajan por horas (%)* 0,2 0,3 9,6
          Porcentaje total por escala 1,7 3,2 95,1
  Ingreso promedio 
Profesores que trabajan 30 horas
Ingreso RIM** 1102 1084 1187
Ingreso mensual bruto 1172 1198 1320
Ingreso por asignaciones 139 165 193
Ingreso mensual neto 968 996 1129
Fuente: SUP 2014. No incluye la Región Lambayeque.
*Como porcentaje del total de profesores por tipo de contrato.
** Remuneración íntegra mensual.
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Las diferencias salariales según escalas remunerativas son mucho más 
marcadas entre los docentes nombrados que entre los contratados. Entre los 
nombrados, un docente en escalas altas gana en promedio 60% más que uno 
en escalas bajas. Entre los contratados no hay diferencias estadísticamente 
significativas en los ingresos mensuales netos de los docentes de escalas bajas 
y medias, mientras que los docentes contratados de escalas altas ganan un 
17% más que el resto. Los incentivos monetarios para ascender dentro de las 
escalas remunerativas están más claramente marcados entre los nombrados 
y no tanto entre los contratados.
El valor de referencia a partir del cual se calcula el grueso de los salarios 
netos de los docentes es la remuneración íntegra mensual (RIM). Después de 
añadir asignaciones y compensaciones, así como de descontar impuestos de 
ley y retenciones, se obtiene el ingreso mensual neto al que hace referencia el 
párrafo anterior. Se debe notar que las asignaciones y compensaciones tienen 
un efecto igualador en los salarios de los docentes nombrados: aquellos que 
están en las escalas más altas reciben menos que el resto. Entre los docentes 
contratados, en contraste, las asignaciones y compensaciones están alineadas 
con la RIM; es decir, quienes están ubicados en las escalas más altas reciben 
más que el resto. 
3.2. Microsimulaciones para plantear diversos escenarios
Sobre la base de la estructura salarial expuesta en la sección anterior, a 
continuación se presentan algunos escenarios en los que se simula la expansión 
del salario promedio de los docentes públicos para los próximos 15 años. 
En primer lugar, en el gráfico 3, utilizando únicamente información 
de individuos en el mercado de trabajo peruano, se simula la evolución que 
debería tener el salario promedio de los docentes en caso de que se quiera 
hacer que, al final del periodo de simulación, este alcance a) el promedio 
de los salarios de otros profesionales y b) la mediana de los salarios de otros 
profesionales. 
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Gráfico 3
Evolución del salario proyectado de los docentes en el Perú.
Comparador: salarios de otros profesionales en el Perú
En segundo lugar, en el gráfico 4, pasando a una comparación 
internacional, se simula la evolución que debería tener el salario promedio 
de los docentes en caso de que se quiera que este alcance a) el promedio de 
los salarios de los docentes de LAC, b) el percentil 10 de los salarios de los 
docentes de los países que integran la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE), y c) el percentil 50 —esto es, la mediana— 
de los salarios de los docentes en los países de la OCDE.
Posteriormente, en los gráficos 5 y 6 se computa la masa salarial que 
se deriva en cada escenario de las microsimulaciones para cuantificar el 
costo total para el fisco de la propuesta en términos de porcentaje del PIB. 
Los detalles técnicos de estas microsimulaciones, así como una descripción 
detallada de los supuestos que están detrás de todos los cálculos, se muestran 
en el anexo.
Como puede apreciarse, dependiendo de cuánto se quiera incrementar 
el salario para contribuir a revalorar la carrera docente, el costo de mover 
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Gráfico 4
Evolución del salario proyectado de los docentes en el Perú. 
Comparador: salarios de docentes de otros países
 
Gráfico 5
Evolución del gasto proyectado de docentes en el Perú como % del PIB. 
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Gráfico 6
Evolución del gasto proyectado de docentes en el Perú como % del PIB. 
Comparador: salarios de docentes de otros países
los mercados de trabajo puede llegar hasta poco más del 6% del PIB. Este es 
el costo total que requeriríamos pagar si quisiéramos hacer que los salarios 
de los docentes lleguen a la mediana de los salarios de los profesionales en 
el país. Es evidente que este costo puede ser elevado. Es importante anotar 
que esa es la magnitud del reto. El rezago del salario de nuestros docentes 
es, dicho muy simplemente, grande. 
4.  Conclusiones y reflexiones 
El docente es un factor clave en el proceso educativo y, por lo tanto, debe 
estar en el centro de las mejoras de la calidad de la educación, ya que articula 
el resto de elementos que afectan la enseñanza y el aprendizaje. Evidencia 
internacional surgida no solo de las evaluaciones de rendimiento de los 
estudiantes, sino también de sus resultados después de la etapa escolar, resalta 
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En el Perú se han empezado a implementar acciones orientadas a mejorar 
la calidad de la educación, con énfasis en la mejora del cuerpo docente en el 
sector público. Entre los cambios más significativos se encuentra la sanción de 
una nueva Ley de la Carrera Pública Magisterial que enfatiza el desempeño 
y el mérito para acceder y avanzar en la carrera. Además, desde el 2013, 
el Minedu ha establecido cuatro pilares para lograr una mejor educación: 
aprendizaje, gestión, infraestructura y revalorización de la carrera docente. 
Mejorar el cuerpo docente en el sector público involucra acciones 
vinculadas a promover que los estudiantes más talentosos elijan la profesión 
docente, que los mejores docentes sean los que ingresen a la carrera pública 
y que permanezcan en ella aquellos que presentan un mejor desempeño. 
Sugerimos que lograr esto implica, al menos, tres ámbitos o líneas de 
trabajo. Primero, mejorar los salarios de los docentes públicos respecto a los 
de otros profesionales y lograr que la estructura salarial del docente público a 
lo largo de su trayectoria profesional sea compatible con la trayectoria salarial 
en profesiones similares. Esto no solo permitiría atraer a mejores estudiantes 
a la profesión, sino que también contribuiría a retener a los mejores docentes 
en la carrera. Segundo, identificar y utilizar aquellos incentivos pecuniarios y 
no pecuniarios que determinen que los profesores se sientan satisfechos con 
su profesión y su práctica docente, y que permitan también ubicar a buenos 
docentes en aquellas zonas donde más se requiere mejorar la calidad de la 
enseñanza —rurales, apartadas, con alta prevalencia de lenguas originarias—, 
para cerrar las brechas respecto a zonas más favorecidas —urbanas, de fácil 
acceso—. Tercero, avanzar en el desarrollo de un sistema de verificación, 
supervisión y evaluación. Tal sistema debería ser pertinente y oportuno, 
de forma tal que permita seleccionar a los mejores docentes para el ingreso 
a la carrera, así como promover a los docentes en carrera que muestren el 
mejor desempeño. 
La evidencia existente acerca de la formación inicial de los docentes 
se concentra casi exclusivamente en los institutos pedagógicos. Esto 
muestra que, aunque se han producido mejoras, la formación de docentes 
tiene un carácter escolarizado, con énfasis en las formas antes que en los 
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conocimientos, y que no promueve adecuadamente la investigación. Falta 
generar evidencia para la formación inicial en las universidades; esta es una 
línea de investigación que requiere mayor desarrollo. 
Un aspecto que hay que atender es el de los formadores de docentes. 
Es poco lo que se conoce acerca de la situación de los formadores —en 
especial en las universidades— y de cómo vienen desempeñando su práctica 
docente. En particular, el Consejo Nacional de Educación resalta que 
los formadores no cuentan con una carrera que promueva su desarrollo 
profesional, y que no se los ha priorizado en las acciones de actualización 
y perfeccionamiento.
A diferencia de lo que ocurría hasta hace unos 10 años, en la actualidad 
son más los docentes que se forman en las universidades que los que lo 
hacen en institutos pedagógicos. Así, avanzar en la mejora de la calidad de la 
formación inicial de los docentes involucra cada vez más analizar y atender la 
formación en las universidades. La mal entendida autonomía universitaria ha 
impedido supervisar y exigir una mejor calidad de la formación. Por otro lado, 
aunque la acreditación y certificación de la calidad educativa son elementos 
centrales tanto para la formación en los institutos pedagógicos como en las 
universidades, es aún poco lo que se ha avanzado en esta dirección. 
Al analizar el perfil de los maestros, se encontró que el cuerpo docente en 
el sector público no ha experimentado mucho recambio generacional. Esto sí 
ha ocurrido con los docentes en colegios privados. Mientras que entre 1998 
y el 2014 la edad promedio de los docentes públicos aumentó en 10 años, 
en el caso de los docentes de escuelas privadas prácticamente no cambió. Es 
probable que estos patrones se expliquen en parte por la estabilidad laboral 
que ofrece la carrera pública y por la reciente expansión de la oferta de escuelas 
privadas —en especial de bajo costo—, que incrementa la demanda por 
docentes jóvenes. Surge aquí un área de investigación acerca de la dinámica 
diferenciada del recambio generacional entre el sector público y el privado. 
Estas investigaciones adicionales podrían dar luces acerca de la conveniencia 
o no de programas de jubilación anticipada. Tomando en consideración los 
patrones demográficos de la población estudiantil, convendría también un 
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análisis de la configuración óptima de las redes escolares. Esto permitiría 
asignar la cantidad apropiada de profesores a cada escuela o red de escuelas. 
La satisfacción de los docentes está vinculada a la retención de los 
mejores en la carrera. Evidencia comparativa entre países de la región recogida 
en SERCE muestra que en el Perú los docentes presentan mayores niveles 
de insatisfacción que sus pares de la región. Si bien la satisfacción con el 
salario es menor, son otros los aspectos del trabajo en los que se encuentran 
menores niveles de satisfacción con relación a los docentes de otros países. 
Entre estos podemos citar el apoyo de las autoridades educativas, del 
director y de sus colegas a su labor como docentes; el reconocimiento por 
su trabajo; la relación con la comunidad; la libertad para realizar su trabajo; 
y la relación con los otros docentes de las instituciones educativas en las que 
trabajan. Evidencia generada a partir de SERCE y de un estudio de inicios 
de la década del 2000 muestra que muchos docentes desempeñan su labor 
en localidades diferentes de donde residen ellos o sus familiares. Se requiere 
mayor investigación, que identifique los incentivos a los que responden los 
docentes y que pueda generar cambios que permitan mejorar la calidad de 
la enseñanza. Es necesario también generar nueva evidencia sobre la base 
de datos administrativos o experimentales, que vayan más allá del análisis 
de lo que los docentes dicen querer o preferir. 
Una carrera pública en la que primen el buen desempeño y el mérito 
requiere un sistema de verificación, supervisión y evaluación pertinente 
y oportuno. Desde el 2007 se ha avanzado en establecer y reconocer la 
necesidad de la evaluación, tanto para los estudiantes de educación básica 
como para los docentes, con el fin de mejorar la calidad de la enseñanza y sus 
resultados. Es necesario avanzar en tales evaluaciones, más allá de las pruebas 
estandarizadas, de manera que se pueda identificar mejor el buen desempeño 
docente. Al mismo tiempo, se requiere también avanzar en vincular los 
resultados de la evaluación con los procesos de diseño e implementación de 
los programas de formación inicial y en servicio.
Por último, pero no menos importante, se requiere vincular tal sistema 
de verificación, supervisión y evaluación con un sistema de acompañamiento 
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e incentivos. En la comunidad educativa se viene generando consenso acerca 
de la efectividad del acompañamiento docente y su impacto en la motivación 
de los docentes. Es necesario contar con mayor investigación al respecto para 
entender mejor los detalles de la forma en que se generan estos resultados 
positivos. Respecto a los incentivos, por su parte, es importante subrayar 
que estos deben ser entendidos más allá de la mera connotación pecuniaria. 
El abanico de posibles incentivos para los docentes puede ser amplio. Es 
necesario explorar estas posibilidades con mayor detalle, entendiendo sus 
posibles impactos y la manera en que estos motivan a los profesores. Dicho 
esto, creemos que un incentivo fundamental para la profesión es incrementar 
su prestigio y para tal fin resulta prioritario mejorar los salarios de los 
docentes. Esperamos que la propuesta que ponemos en agenda con este 
documento sirva como base para la discusión acerca de la profesión docente 
que queremos sostener durante las próximas décadas.
 
393La carrera docente en el Perú
Referencias bibliográficas
Alcázar, Lorena y Pierina Pollarolo (2001). Alternativas para mejorar el sistema 
de bonificaciones a plazas docentes de zonas rurales y otras condiciones 
especiales. Lima: Instituto Apoyo.
Alcázar, Lorena; Halsey Rogers, Nazmul Chaudhury, Jeffrey Hammer, 
Michael Kremer y Karthik Muralidharan (2006). Why are teachers 
absent?: probing service delivery in Peruvian primary schools. 
International Journal of Educational Research, 45(3), 117-136.
Ames, Patricia, y Francesca Uccelli (2008). Formando futuros maestros: 
observando las aulas de institutos superiores pedagógicos públicos. 
En Martín Benavides (Ed). Análisis de programas, procesos y resultados 
educativos en el Perú: contribuciones para el debate (pp. 131-175). Lima: 
GRADE.
Araujo, Caridad; Pedro Carneiro, Yyannú Cruz-Aguayo y Norbert Schady 
(2014). A helping hand?: teacher quality and learning outcomes in 
kindergarten. Manuscrito no publicado, Yale University, Connecticut, 
USA.
Arregui, Patricia, Barbara Hunt y Hugo Díaz (1996). Problemas, perspectivas 
y requerimientos de la formación magisterial en el Perú. Informe final 
del diagnóstico elaborado a solicitud del Ministerio de Educación y 
la GTZ.
Balarin, María (2015). The default privatization of Peruvian education and the 
rise of low-fee private schools: better or worse opportunities for the poor? 
PERI Working Paper Series, 65. Open Society Foundations.
Balcázar, Felipe y Hugo Ñopo (2016). Broken gears: the value added of 
higher education on teachers’ academic achievement. Forthcoming, 
Higher Education.
Bruns, Barbara, y Javier Luque (2014). Docentes excelentes: cómo mejorar el 
aprendizaje en América Latina y el Caribe. Resumen. Washington, DC: 
Banco Mundial. 
394 Juan José Díaz y Hugo Ñopo
Chaudhury, Nazmul, Jeffrey Hammer, Michael Kremer, Karthik Muralidharan 
y Halsey Rogers (2006). Missing in action: teacher and health worker 
absence in developing countries. Journal of Economic Perspectives, 20(1), 
91-116. 
Chetty, Raj, John Friedman y Jonah Rockoff (2014). Measuring the impact 
of teachers I: evaluating bias in teacher value-added estimates. American 
Economic Review, 104(9), 2593-2632.
Consejo Nacional de Educación (2012). CNE Proyecto Educativo Nacional. 
Balance y recomendaciones 2012. Lima: Consejo Nacional de Educación. 
Cuenca, Ricardo (2012). ¿Mejores maestros?: balance de políticas docentes 2010-
2011. Proyecto USAID/PERÚ/SUMA. Insumos para el Diálogo, 11. 
Lima: Family Health International.
Cueto, Santiago; Máximo Torero, Juan León y José Deustua (2008). Asistencia 
docente y rendimiento escolar: el caso del programa META. Documento 
de Trabajo, 53. Lima: GRADE. 
Depaz, Zenón (Coord.) (2006). La universidad en el Perú: razones para una 
reforma universitaria. Informe 2006. Serie Cuadernos de Reflexión 
y Debate, VII. Lima: Ministerio de Educación. Dirección de 
Coordinación Universitaria.
Díaz, Hugo y Jaime Saavedra (2000). La carrera del maestro en el Perú: fac-
tores institucionales, incentivos económicos y desempeño. Documento de 
Trabajo, 32. Lima: GRADE.
Díaz, Juan José (2008). Educación superior en el Perú: tendencias de la 
demanda y la oferta. En Martín Benavides (Editor). Análisis de 
programas, procesos y resultados educativos en el Perú: contribuciones para 
el debate (pp. 83-129). Lima: GRADE. 
Duarte, Jesús; María Soledad Bos y Martín Moreno (2010). ¿Enseñan mejor 
las escuelas privadas en América Latina? Estudio comparativo usando 
los resultados del SERCE. Nota Técnica, 5. Washington, DC: Banco 
Interamericano de Desarrollo.
395La carrera docente en el Perú
Falus, Lucila y Mariela Goldberg (2011). Perfil de los docentes en América 
Latina. Cuaderno SITEAL, 9. Buenos Aires: IIPE-Unesco y OEI. 
Guerrero, Gabriela y Juan León (2015). Ausentismo docente en Perú: factores 
asociados y su efecto en el rendimiento. Revista Peruana de Investigación 
Educativa, 7, 31-68.
Jaramillo, Miguel (2012). The spatial geography of teacher labor markets: 
evidence from a developing country. Economics of Education Review, 
31(6), 984-995.
Lavado, Pablo; Santiago Cueto, Gustavo Yamada y Micaela Wensjoe (2014). 
El efecto de Fe y Alegría sobre el desempeño escolar en segundo de 
primaria: explotando el sorteo en el ingreso como experimento natural. 
Documento de Discusión, 1407. Lima: Centro de Investigación de la 
Universidad del Pacífico.
Mizala, Alejandra y Hugo Ñopo (2016). Measuring the relative pay of 
school teachers in Latin America 1997-2007. International Journal of 
Educational Development, 47, 20-32.
Murillo, Javier y Marcela Román (2012). Formación, motivación y 
condiciones laborales de los docentes de primaria en Perú. Revista 
Peruana de Investigación Educativa, 4, 7-42.
Navarro, Juan Carlos (Ed.) (2002). ¿Quiénes son los maestros?: carreras 
e incentivos docentes en América Latina. Washington, DC: Banco 
Interamericano de Desarrollo.
Oliart, Patricia (1996). ¿Amigos de los niños? Cultura académica en la formación 
del docente de primaria. Manuscrito no publicado, GRADE, Lima. 
Rivas, Axel (2015). América Latina después de PISA: lecciones aprendidas de la 
educación en siete países 2000-2015. Buenos Aires: CIPPEC. 
Stallings, Jane y Stephanie Knight (2003). Using the stallings observation system 
to investigate time on task in four countries. Manuscrito no publicado, 
Banco Mundial, Washington, DC.
396 Juan José Díaz y Hugo Ñopo
Uccelli, Francesca (2008). De espaldas al magisterio: ¿el Perú avanza? 
Argumentos: revista de análisis y crítica, 1. Recuperado de http://
revistaargumentos.iep.org.pe/articulos/de-espaldas-al-magisterio-el-
peru-avanza/
Ugarte, Darío y Jonathan Martínez (2011). Políticas de formación y 
desarrollo docente: balance y temas críticos. Proyecto USAID/PERÚ/
SUMA. Insumos para el Diálogo 2. Lima: Academy for Educational 
Development. 
 
397La carrera docente en el Perú
Anexo: Metodología para la proyección de salarios de docentes en Perú
Insumos
El modelo de proyección de salarios de los docentes se realiza tomando 
como insumo toda la información del Sistema Único de Planilla (SUP) 
suministrada por el Minedu9 y la Enaho. A partir de la planilla, se define 
la estructura del ingreso mensual y los ingresos adicionales que el docente 
percibe —asignaciones y compensaciones extraordinarias—, así como el 
volumen de docentes —nombrados y contratados— por escala, jornada 
laboral y rango de edad. Sobre la base de la Enaho se caracteriza la evolución 
y el comportamiento del ingreso mensual de los docentes —públicos y 
privados— y de los otros profesionales. 
Puntos de referencia y escenarios
Se establecen dos puntos de referencia principales para definir el salario 
objetivo: el salario de los docentes en otros países —OCDE y LAC— y 
el salario de otros profesionales en el Perú. Para el primero, se toma el 
salario anual de los docentes en instituciones públicas desagregado por el 
nivel educativo en el que enseñan.10 Para el segundo, se construye el salario 
promedio de otros profesionales usando la Enaho. Dentro de cada uno de 
estos puntos de referencia se establecieron los escenarios.
9 Reporte del Sistema Único de Planilla hasta diciembre del 2014.
10 Esto se basa en el reporte Education at a Glance 2013 de la OCDE. Para los países de LAC seleccionados 
se utilizan las encuestas de hogares de cada país. 
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Escenarios principales Subescenarios
Salario de docentes en otros países Salario promedio de los profesores de un grupo de países de
 LAC (Argentina, Chile y México)
 Salario de los profesores en el percentil 10 de los países de la  
 OCDE
 Salario de los profesores en el percentil 50 de los países de la  
 OCDE.
Salario de otros profesionales en el Perú Salario promedio de otros profesionales
 Salario promedio en el percentil 50 de otros profesionales
Supuestos y parámetros
Para llevar a cabo la proyección, se acota el análisis definiendo supuestos y 
parámetros manipulables por el hacedor de política. 
Los supuestos principales que se tienen en cuenta son los siguientes:
1.  Todos los profesores jóvenes que reemplazarían a los profesores que 
se jubilen se contratarían en las escalas 1 y 2 en las jornadas de mayor 
demanda (26 y 30 horas).
2.  Los jóvenes que se incorporen por ampliación de plazas serían contra-
tados en las escalas 1 y 2 en las jornadas de mayor demanda (26 y 30 
horas).
3.  El total de docentes contratados y nombrados se mantiene durante los 
años proyectados.
4.  Los salarios de los profesores de LAC y la OCDE crecen a la tasa de 
crecimiento de la región en el 2013 y se supone que crecerán a la misma 
tasa. 
Los parámetros definidos se presentan a continuación:
•	 	 Ajuste	del	salario	de	profesores	en	la	Enaho para hacerlo comparable 
con los salarios reportados en la planilla. En el momento de calcular el 
salario promedio de los docentes a partir de la Enaho se encuentra una 
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diferencia de S/.219 con respecto al ingreso reportado por los docentes 
nombrados en la planilla (S/.1714).
•	 	 Índice	de	precios	al	consumidor	(IPC)	del	Perú.
•	 	 Tasa	de	crecimiento	del	PIB	de	los	países	LAC	2015-2027.	Se	usa	el	


















y tipo de contratación.
•	 	 Proporción	de	docentes	nombrados	que	se	pensionarían.
Procedimiento
Conociendo la situación actual de los docentes en el Perú
El proceso de proyección de los salarios de los docentes en Perú se inicia 
analizando la estructura salarial y el volumen de docentes que se reporta en 
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la planilla. A partir de esta información se sabe que, en diciembre del 2014, 
un docente nombrado ganaba en promedio S/.1714, recibía asignaciones 
de S/. 206 y compensaciones de S/. 78. Este valor varía por escala y jornada 
laboral. En el caso de los docentes nombrados, hay cuatro jornadas —24, 26, 
30 y 40 horas— y 6 escalas de contratación. Para los docentes contratados 
es ligeramente distinto. Pueden ser contratados por jornadas de 24, 30 y 
40 horas o por horas específicas. De igual manera, los docentes contratados 
tienen 6 escalas. 
Por otro lado, haciendo uso de la Enaho se determina la evolución 
salarial de los docentes y otros profesionales en la última década. A partir de 
esto, se calcula la tasa de crecimiento salarial promedio de cada uno de estos 
dos grupos. También se analiza la distribución salarial de los profesionales 
y técnicos de la Enaho, y se calcula el salario promedio que se ubica en el 
percentil 50.
Construyendo el gradiente, definiendo el factor de suavización y el 
factor de evolución de los salarios
1.  Salarios de docentes en otros países
  El informe de la OCDE sobre salario de docentes permite clasificar los 
ingresos en dos grupos: docentes sin experiencia o en la etapa inicial de la 
carrera, comparables con las escalas 1, 2 y 3 del SUP, y los docentes con 
15 años de experiencia, comparables con las escalas 4, 5 y 6. Partiendo 
del salario reportado para el 2014 para ambos grupos, y teniendo en 
cuenta la tasa de crecimiento salarial de los docentes calculada a partir 
de la Enaho, se puede proyectar el salario hasta el 2027. 
  Por su parte, se calcula para el 2014 el salario promedio de los docentes 
en LAC11 y el salario de los profesores en el percentil 10 y 50 de los países 
de la OCDE. Para proyectar estos salarios, se usa la tasa de crecimiento 
de la región en el 2013. El ejercicio se replica para los docentes sin 
11 Para la Argentina, Chile y México.
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experiencia o en la etapa inicial, y para los docentes a los 15 años de 
experiencia. 
  A partir de estas series, se construye el gradiente que indica cuán grande 
es el salario de referencia proyectado —salario de los profesores en LAC 
o de la OCDE— con respecto al salario de los docentes en el 2014. Este 
gradiente representa la cantidad de veces que hace falta incrementar 
el salario promedio de un docente para alcanzar el valor del salario 
objetivo que se está planeando. Sin embargo, este factor es demasiado 
grande, lo cual lo hace políticamente inviable. Por lo tanto, se genera 
un factor de suavización ad hoc12 que indica cuánto se quiere igualar 
el salario de los docentes al salario objetivo. Al multiplicar este factor 
de suavización por el gradiente, se obtiene el factor de evolución de los 
salarios,13 que es el que finalmente se usa para la proyección. 
2.  Salario de otros profesionales en el Perú
  A partir de la información que se obtiene de la Enaho se calcula la tasa 
de crecimiento de los salarios de los docentes y otros profesionales. Con 
este valor se proyecta el salario de ambos grupos. Aquí nuevamente se 
calcula el gradiente, un factor de suavización, y por último se genera 
el factor de evolución de los salarios de los docentes con el objetivo de 
igualarlos al salario de los otros profesionales en el Perú.
Proyección de salarios
Utilizando como punto de partida la situación salarial de los docentes 
reportada por la planilla hasta diciembre del 2014 por jornada laboral y 
escala, se proyectan los ingresos, las asignaciones y las compensaciones. Se 
utiliza el factor de evolución de los salarios calculados anteriormente para 
cada uno de los escenarios posibles. Se hace la diferenciación por tipos de 
vinculación laboral (nombrados y contratados).
12 El factor de suavización queda como parámetro en el modelo.
13 Si el factor de suavización es igual a 1, el factor de evolución es igual al gradiente. 
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Proyección del número de docentes
La cantidad de docentes es proyectada sobre la base del reporte generado 
por SUP en el que se indica el número de docentes nombrados por rangos 
de edad, escala y jornada laboral. 
Inicialmente, se determina el número de docentes que se podrían 
pensionar. Se parte del supuesto de que hay una proporción de docentes 
que se retirarían a partir del 2021. Esta proporción variará según la escala 
y la jornada laboral, y quedará como parámetro para cada año proyectado 
y jornada-escala. 
Como se debe mantener el número de docentes contratados para cada 
año, la salida de docentes pensionados se compensa con la entrada de nuevos 
docentes (jóvenes) a las jornadas más demandadas o requeridas, que son las 
de 26 y 30 horas semanales.
Cálculo del gasto proyectado
Luego de obtener el salario proyectado para cada escenario y la proyección del 
número de docentes, se calcula el gasto total para cada año por jornada-escala. 
Este gasto total incluye el ingreso laboral, compensaciones y asignaciones. 
Cálculo del gasto agregado proyectado como porcentaje del PIB
Sobre la base del PIB proyectado, que crece con una tasa del 3%, se calcula el 
gasto total en salarios de los docentes como porcentaje del PIB. El gasto total 
se obtiene de multiplicar el salario proyectado para cada uno de los escenarios 
posibles y el número de docentes que se contrarían. La tasa de crecimiento 
esperada se definió de manera exógena, a partir del comportamiento de la 
economía en los últimos 10 años y de las expectativas de crecimiento del 
Gobierno al 2015.
Capítulo 9
Minería, Estado y comunidades: cambios 
institucionales en el último ciclo de 




El último ciclo de expansión extractiva minera en el Perú ha estado 
caracterizado por un vertiginoso crecimiento de la minería y por la 
multiplicación de escenarios de conflicto, tanto por el control de la extracción 
de recursos como por la renta extractiva. ¿Cuáles han sido las principales 
transformaciones políticas e institucionales que este ciclo de expansión 
extractiva ha producido en el Perú? ¿De qué manera estas transformaciones 
pueden explicar la conflictividad existente? A partir de estas preguntas, este 
artículo realiza un balance de la literatura producida sobre el tema, con 
énfasis en los aportes realizados desde GRADE.
El texto ordena la revisión bibliográfica en cinco secciones: en la 
primera se reseñan los cambios en las institucionalidades formales vinculadas 
principalmente a las reformas estructurales del Estado y el ingreso al país 
de las grandes corporaciones multinacionales mineras. En la segunda se 
registran los cambios en las instituciones informales o híbridas, tanto en el 
nivel estatal como en el privado, en el contexto del desarrollo extractivo. 
En la tercera sección se compilan las investigaciones que buscan explicar 
los cambios institucionales: sus agentes y contextos. En la cuarta se recogen 
las investigaciones que analizan los cambios institucionales como causas de 
transformación social. Por último, a manera de conclusiones, se presentan 
reflexiones finales vinculadas. 
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Introducción
A principios de la década de 1990, comenzó en el Perú un nuevo ciclo de 
expansión minera que está llegando a su fin. Este ciclo se ha caracterizado 
por un vertiginoso crecimiento sectorial —liderado por la gran minería— y 
por la multiplicación de escenarios de conflicto, tanto por el control de los 
recursos como por la renta extractiva. En este contexto, se ha producido 
una abundante literatura que, desde distintos planteamientos, ha analizado 
los efectos político-institucionales producidos por este ciclo de expansión 
extractiva. El presente artículo busca hacer un balance de la investigación 
en este tema, con énfasis en los aportes ofrecidos desde GRADE. 
Para este trabajo, definimos institución como el conjunto de reglas y 
procedimientos persistentes que estructuran —aunque no determinan— 
las relaciones socioeconómicas y políticas, así como las interacciones entre 
las personas y grupos sociales que conforman una sociedad (Lefwich 
2006). Las instituciones son reglas o convenciones que agrupan y 
coordinan prácticas sociales legitimadas socialmente (Douglas 1986), las 
cuales pueden clasificarse como formales o informales. Las primeras se 
entienden en términos de reglas formadas, transmitidas y reproducidas 
mediante canales ampliamente reconocidos como oficiales, mientras que 
las segundas se originan y reproducen en ámbitos no oficiales (Helmke 
y Levistky 2003). Sin embargo, en algunos casos los actores pueden 
combinar prácticas institucionales formales e informales, por lo que se 
podría pensar en un continuo institucional en el cual los actores escogen 
un curso de acción mediante la combinación de los recursos normativos 
y de los consuetudinarios, morales o tradicionales (Sindzingre 2004). 
Asimismo, las instituciones deben entenderse como reglas y procedimientos 
en constante ajuste y cambio a partir de contextos políticos y agentes 
de cambio específicos (Mahoney y Thelen 2010, Hall 2010). Nuestro 
balance se centra en los cambios institucionales que consideramos que se 
encuentran relacionados, directa o indirectamente, con el crecimiento del 
sector extractivo minero.
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En relación con el alcance geográfico y temporal de nuestro trabajo, este 
se centra en la compilación de investigaciones sobre cambios institucionales 
realizadas en el marco del último ciclo de expansión minera a gran escala en el 
Perú. Definimos dicho ciclo de expansión a partir de dos variables asociadas: 
los precios internacionales de los minerales y la inversión minera en el Perú. 
Según estos criterios, el último ciclo de expansión extractiva minera en el Perú 
ha comenzado a mediados de la década de 1990 y ha terminado a mediados 
de la presente década; es decir, se habla de un lapso de alrededor de 20 años. 
Es importante señalar que este ciclo extractivo ha coincidido, en términos 
político-económicos, con un periodo en el que los sucesivos Gobiernos han 
alcanzado cierto consenso en la decisión de impulsar el sector extractivo a 
gran escala —en particular el minero— desde un modelo de libre mercado o 
neoliberal. Asimismo, este ciclo ha estado caracterizado por la concentración 
de la inversión en el sector minero a gran escala y por la multiplicación 
de escenarios de conflictividad alrededor, principalmente, de los grandes 
proyectos mineros. Como vemos en el gráfico 1, pareciera haber una relación 
estrecha entre estos dos fenómenos a lo largo del ciclo de expansión. 
Gráfico 1
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El flujo de la inversión minera y la multiplicación de conflictos son, 
justamente, dos temas importantes que, como veremos en el artículo, han 
generado un conjunto de cambios institucionales. Su crecimiento paralelo 
es solo un ejemplo de la estrecha relación que existe entre las variables 
económicas y políticas al momento de identificar y explicar los cambios 
institucionales. 
En términos metodológicos, se han seguido tres pautas básicas para 
recopilar, ordenar y presentar las investigaciones. Para la recopilación, se han 
privilegiado las publicaciones en revistas indizadas y editoriales reconocidas 
sobre otro tipo de publicaciones académicas. La revisión se ha circunscrito 
a artículos académicos, por lo que ha excluido artículos periodísticos 
o de opinión. Asimismo, la revisión se ha circunscrito —con algunas 
excepciones— a estudios relacionados con el crecimiento de la gran minería 
en el Perú. Para ordenar y presentar los textos, se ha preferido seguir un orden 
por sectores, más que disciplinario o cronológico. Es decir, se presentan 
primero las referencias sobre cambios institucionales al interior del Estado, 
para luego abordar cambios en los distintos segmentos de la sociedad civil. 
Por ello, una misma investigación puede ser referida en distintas secciones 
del artículo, en la medida en que sus conclusiones aporten a la explicación 
de cambios en el sector analizado. 
El presente texto está dividido en cinco secciones. En la primera 
se reseñan los cambios en las institucionalidades formales vinculadas 
principalmente a las reformas estructurales del Estado y el ingreso al país de 
las grandes corporaciones multinacionales mineras. En la segunda sección 
se reseñan los cambios en instituciones informales o híbridas en el contexto 
del desarrollo extractivo. En la tercera se compilan las investigaciones sobre 
los agentes y el contexto de los cambios institucionales reseñados. La cuarta 
sección presenta las investigaciones que analizan los cambios institucionales. 
Por último, se ofrecen reflexiones finales, a manera de conclusiones.
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1.  La nueva institucionalidad formal
La generación de una nueva institucionalidad está íntimamente ligada 
al modelo de desarrollo extractivo que ha seguido el país durante las 
últimas décadas. En este modelo, el Estado funciona como el regulador 
socioeconómico y ambiental de un desarrollo impulsado desde el sector 
privado y en el contexto de una economía abierta de libre mercado. 
Reformas y nueva institucionalidad en el Estado
Con las reformas estructurales emprendidas por el Gobierno peruano en la 
década de 1990 se inició una reestructuración del Estado que busca generar 
una institucionalidad estatal más acorde con el modelo de desarrollo elegido. 
La construcción de esta nueva arquitectura estatal responde a modelos 
globales de Estado que eran hegemónicos en dicho periodo. En concordancia, 
se ha buscado establecer un conjunto de normas y procedimientos formales 
—es decir, nuevas instituciones formales por medio de la creación de nuevos 
organismos estatales (redefinición de funciones)— e implantar nuevos marcos 
legales (véase el cuadro 1). En particular, se buscó establecer o reforzar en el 
quehacer del Estado las institucionalidades que a continuación se describen. 
En primer lugar, las reformas buscaron mejorar el ambiente de inversión 
extractiva en el Perú, para lo cual se establecieron reglas de inversión más 
claras, estables y favorables para el sector privado. Por ejemplo, se creó la 
Agencia para la Promoción de la Inversión Privada (Proinversión) adscrita 
al Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), que en el ámbito extractivo 
minero asumió la función de encontrar inversores para las operaciones 
mineras privatizadas y los nuevos proyectos mineros. Asimismo, se repotenció 
el Instituto Geológico, Minero y Metalúrgico (Ingemmet), adscrito al 
Ministerio de Energía y Minas (MEM), con el fin de brindar mayor y mejor 
información al inversionista. Posteriormente, en el 2001, el Ingemmet 
absorbió al Instituto Nacional de Concesiones y Catastro Minero. En lo que 
respecta a la supervisión de la inversión, se creó el Organismo Supervisor de 
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la Inversión en Energía y Minería (Osinergming), adscrito al MEM, que 
luego asume la función supervisora de las inversiones mineras y petroleras.
En segundo lugar, a través de los años el Estado ha desarrollado un 
conjunto de organismos estatales para la regulación ambiental de las inver-
siones, en particular extractivas. Se adoptaron instrumentos de regulación 
ambiental para proyectos extractivos como los EIA, que fueron evaluados y 
aprobados por la Dirección de Asuntos Ambientales adscrita al Ministerio 
de Energía y Minas (DAA-Minem). Con la creación del Minam se creó 
también el OEFA y luego el Senace, que asume la evaluación y aprobación 
de los EIA. Asimismo, las funciones de regulación de la minería a pequeña 
escala se transfirieron a las Direcciones Regionales de Minería (DREM).
En tercer lugar, el Estado ha buscado generar una nueva normatividad, 
aunque de manera menos estructurada, en el plano social extractivo. En 
términos económicos, se ha buscado, a partir del canon minero, establecer 
reglas y procedimientos para la redistribución territorial de la renta 
minera, con el objetivo de fomentar e impulsar la inversión pública de 
manera descentralizada, en particular en los distritos, provincias y regiones 
productoras de minerales. El 50% del impuesto a la renta pagado por las 
empresas mineras va al fondo del canon, el cual se distribuye en porcentajes 
establecidos por ley. La inversión pública descentralizada con fondos del 
canon es supervisada por el Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP). 
En términos político-sociales, las iniciativas institucionales del Estado 
han estado enfocadas en prevenir, gestionar o mitigar la significativa 
conflictividad social que el desarrollo minero ha causado, en particular en 
las localidades productoras. Varias entidades estatales, como la PCM, han 
constituido unidades especiales para la prevención y gestión de los conflictos 
llamados «socioambientales». Asimismo, varios órganos públicos, como la 
Defensoría del Pueblo, han participado en la labor de visibilizar la aparición 
y el desarrollo de conflictos socioambientales. Con la reciente aprobación de 
la Ley de Consulta Previa a los Pueblos Indígenas —cuya Dirección se ha 
creado adscrita al también reciente Ministerio de Cultura— se ha buscado 
otro camino institucional para la prevención y resolución de conflictos; sin 
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Cuadro 1
Organismos estatales nuevos y repotenciados en el contexto
del ciclo extractivo
Nombre Funciones
Ministerio de Energía y Minas (MEM)
Dirección General de Minería Promoción, normalización y sanción de actividades
(funciones actuales desde el 2001) mineras.
Consejo de Minería (funciones actuales Última instancia sancionadora y control de la
desde el 2001) jurisprudencia minera.
Dirección de Fiscalización Minera Fiscalización del cumplimiento de los planes de exploración
(funciones actuales desde el 2001) y explotación.
Dirección de Asuntos Ambientales Evaluación y aprobación de los estudios de impacto
(funciones actuales desde el 2001 y ambiental (EIA).
reformado en el 2012) 
Osinergmin (1997). Sus funciones de Identificación y sanción de infracciones a las normas
fiscalización ambiental fueron transferidas operacionales y ambientales del sector minero.
al Organismo de Evaluación y
Fiscalización Ambiental (OEFA).  
Ingemmet (1978). En el 2007 absorbe al Administrar, y actualizar el catastro minero. Otorgar conce-
Instituto Nacional de Concesiones y siones mineras —salvo en el caso de la minería artesanal y
Catastro Minero. la pequeña minería, que es responsabilidad de las direcciones
 regionales— y cobrar por el derecho a los titulares.
Ministerio de Economía y Finanzas (MEF)
Superintendencia Nacional de Recaudación de impuestos. En el caso del sector, los
Administración Tributaria (Sunat) (1988) impuestos a la renta y regalías.
Agencia de Promoción de la Inversión Licitaciones de proyectos de inversión, firma de convenios
Privada (Proinversión) (1997)  de estabilidad jurídica y administración de las carteras de 
 proyectos de inversión minera. 
Ministerio del Ambiente (MinaM)
OEFA (2008). Desde el 2012, cabeza del Supervisión, fiscalización y sanción de la normativa
Servicio Nacional de Certificación ambiental.
Ambiental para las Inversiones Sostenibles
(Senace) 
Senace (2012) Aprobación de los EIA detallados (en el caso del sector mine-
 ría, aquellos necesarios para la explotación de yacimientos).
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embargo, este todavía no ha mostrado efectividad, al menos en lo relacionado 
con los conflictos socioambientales. 
En cuarto lugar, el Estado ha adoptado normas y procedimientos de 
acceso a la información con el objetivo de generar una mayor transparencia 
institucional. En varios ministerios y órganos públicos se han creado portales 
de transparencia donde se puede consultar información referida a los proyectos 
extractivos. Asimismo, con el impulso de iniciativas internacionales como la 
Iniciativa para la Transparencia de Recursos Extractivos (EITI por sus siglas 
en inglés), a la que el Gobierno peruano se encuentra adscrito, y el trabajo 
de organismos no gubernamentales como Propuesta Ciudadana o Revenue 
Watch, se ha logrado un mejor acceso ciudadano a la información pública, 
aunque dicha información continúe siendo limitada y poco estructurada. 
En resumen, el Estado ha impulsado un conjunto de reformas 
en su arquitectura y normatividad, con el fin de establecer nuevas 
institucionalidades. Dichas reformas se han aplicado en momentos distintos 
y sin guardar necesariamente una coherencia interna. Como nos muestran 
el gráfico 2 y el cuadro 1, las reformas vinculadas a los temas ambientales 
Nombre Funciones
Ministerio de Cultura
Dirección de Consulta Previa (2010) Elaboración y administración de la Base de Datos de Pueblos 
 Indígenas, aprobación de los planes y organización de las 
 consultas. 
Autónomo
Defensoría del Pueblo (1993) Observación, documentación y protección de los derechos 
 ciudadanos. 
Presidencia del Consejo de Ministros (PCM)
Oficina Nacional de Diálogo y Prevención y gestión de la conflictividad social, sobre
Sostenibilidad (ONDS) (2012) todo de la relacionada con la materia socioambiental. Oficina 
 reformada desde que se creó la Comisión Multisectorial de 
 Conflictos Sociales (en el 2006) y la Oficina de Gestión de 
 Conflictos Sociales (en el 2010).
Fuentes: www.minam.gob.pe, www.mincul.gob.pe y www.minem.gob.pe

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y sociales se desarrollaron con posterioridad a las vinculadas a la atracción 
de inversión privada, mientras las funciones de los organismos estatales no 
están necesariamente organizadas en una estructura claramente establecida. 
En el tema social, por ejemplo, la normatividad y organicidad del Estado 
es limitada, dispersa y aparentemente poco interconectada. Sin embargo, 
la cristalización de este impulso hacia una nueva institucionalidad debe 
ser entendida en relación con las nuevas prácticas y procedimientos que 
trajo, con la inversión, el sector extractivo dominante, es decir, las grandes 
corporaciones mineras. 
Nueva institucionalidad en el sector privado minero
Las empresas mineras que pasan a dominar el sector extractivo llegan al Perú 
trayendo un conjunto de principios y prácticas novedosas, que se agrupan 
bajo el concepto de responsabilidad social corporativa (RSC) (Castillo 2015). 
Si bien el marco general de la RSC ha sido desarrollado en los ámbitos 
globales de la industria minera —por lo que su análisis excede las pautas 
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de este balance de investigación—, existen varios estudios que dan cuenta 
del desarrollo e implementación de la RSC en suelo peruano, en particular 
como mecanismo para lograr licencia y paz social en los sitios de extracción. 
Los cambios pueden organizarse en tres grupos. En primer lugar, el 
desarrollo de las áreas de comunicación corporativa, con el fin de mejorar 
la imagen pública de la actividad minera. Las corporaciones mineras 
tomaron la iniciativa en establecer discursivamente, en las esferas públicas 
nacionales y regionales, las reglas y bondades del nuevo desarrollo minero 
a gran escala. El mensaje, que fue también adoptado como discurso oficial 
del Estado, fue el de «la nueva minería» o «minería responsable», para dar 
cuenta principalmente de las bondades de las prácticas ambientales y sociales 
de las grandes empresas (Castillo 2006, Damonte 2006). 
En segundo lugar, varios estudios han descrito los cambios organizativos 
e institucionales que se han producido al interior de las empresas con el fin 
de mejorar sus áreas ambientales y principalmente sociales (Pascó Font y 
otros 2001, Salas 2008, Gil 2009, Damonte 2008). En estos estudios se 
aprecia de qué manera las empresas van generando y desarrollando nuevas 
áreas y unidades de gestión social, como las áreas de relaciones comunitarias 
y de desarrollo comunitario. Se trata de un proceso de aprendizaje de 
prueba y error en el que las empresas comienzan a asumir responsabilidades, 
generalmente asociadas a la labor estatal, de manera autorregulada, es decir, 
sin guía o supervisión estatal. 
En este tema, los estudios de GRADE (Glave y Kuramoto 2007, 
Damonte 2008) muestran cómo las empresas han desarrollado y ensayado 
tres tipos de estructuras institucionales para lidiar con el tema del diseño 
e implementación de políticas sociales. El primero es el modelo ejecutor, 
en el que la empresa asume directamente la planificación y ejecución de 
los proyectos de desarrollo, los cuales son integrados —programática y 
administrativamente— al organigrama y mandato productivo de la empresa. 
El segundo es el modelo delegado, en el que la empresa contrata a instituciones 
privadas y estatales dedicadas al desarrollo, con el fin de asesorarse en 
la planificación y ejecutar los programas sociales. Por último, el modelo 
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fundación consiste en que la empresa crea una fundación cuyo objetivo es 
planificar y ejecutar —ya sea en forma directa o «tercerizada»—  programas 
de desarrollo. Cabe señalar que estos modelos no son excluyentes, y varias 
compañías han ensayado más de uno u optado por esquemas mixtos.
2.  Nueva institucionalidad informal o híbrida
La institucionalidad formal impulsada desde el Estado y las corporaciones 
mineras multinacionales no ha terminado de establecer los suficientes —o 
los más apropiados— canales institucionales para la estructuración del 
comportamiento de los actores sociales en los nuevos escenarios de desarrollo 
minero. En este contexto, ha surgido o se ha mantenido un conjunto de 
prácticas y procedimientos informales o híbridos —es decir, que integran 
prácticas formales e informales— que se han institucionalizado a escala 
local, regional y nacional. 
En particular, se han producido cambios institucionales en las formas 
en que las compañías mineras se relacionan con las comunidades del 
entorno. En este punto, algunos autores han analizado la manera en que las 
corporaciones mineras desarrollan y utilizan instrumentos técnicos, basados 
en un conocimiento experto, como estrategia para conseguir una mayor 
aceptación y colaboración de las comunidades de su entorno. Los trabajos 
de Himley (2013, 2014) acerca del proyecto Pierina analizan el uso, por 
parte de la empresa, de mecanismos regulatorios y de conocimiento experto 
para desarrollar programas de empleo temporal, así como mecanismos 
participativos de monitoreo ambiental estructurados desde el saber técnico 
empresarial. De esta manera, la empresa aparentemente busca «hacer pasar» 
formas de empleo precario como mecanismo de progreso material de la 
localidad, y mantener control sobre la regulación ambiental desde un marco 
aparentemente participativo y transparente. En una línea similar de análisis, 
Velásquez (2012) estudia cómo, en el Ecuador, la empresa Lam Gold utiliza 
instrumentos de evaluación de la calidad del agua en las cabeceras de una 
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exploración minera para establecer, sin certificación pública, «verdades» 
acerca de la relación minería-medioambiente, y así consolidar la instalación 
de las operaciones como medioambientalmente sostenibles.
En lo que respecta al plano local, varios trabajos se han centrado en 
los cambios producidos en las formas de representación política de las 
organizaciones rurales más representativas de los Andes peruanos: la 
comunidad y la ronda campesina en contextos de desarrollo minero a gran 
escala. Estos estudios muestran de qué manera las interacciones directas 
y asimétricas entre las organizaciones campesinas y las grandes empresas 
mineras han obligado a las autoridades comunales o ronderiles a asumir 
nuevas funciones, como negociar con las empresas el alquiler o la venta de 
tierras, o distribuir el capital financiero recibido de la empresa por la venta o 
compensación por el uso de recursos. Al verse en la necesidad de representar 
los intereses campesinos, las organizaciones comunales y ronderiles al 
parecer han cambiado de manera informal, pero sobre la base de sus 
atribuciones formales, sus reglas y procedimientos. Como consecuencia, la 
estructura institucional de dichas organizaciones se ha visto forzada a asumir 
nuevos desafíos, que podrían terminar fortaleciendo o desestructurando 
su legitimidad política (Salas 2010, Kang 2012, Gil 2009, Scurrah 2008, 
Burneo y Chaparro 2010).
Finalmente, se constata que existe un vacío de investigación sobre el 
tema de instituciones híbridas. Por ejemplo, faltan estudios sobre organismos 
regionales de control que, sin embargo, no están previstos en la ley, como 
las oficinas regionales para la supervisión de operaciones mineras a gran 
escala —atribución que no se ha descentralizado formalmente—. Asimismo, 
no se cuenta con suficientes estudios sobre la constitución de comités de 
defensa o mesas de diálogo como prácticas políticas institucionalizadas en 
el contexto de conflictos mineros, los cuales, teniendo una base formal, se 
rigen por procedimientos informales y contextualizados. 
415Minería, Estado y comunidades
3.  Agentes y contextos del cambio institucional
El cambio institucional debe ser entendido a partir de contextos políticos 
específicos y agentes de cambio (Mahoney y Thelen 2010). En el Perú, las 
causas y los agentes que originan los cambios reseñados son varios y por lo 
general están interrelacionados. Varios trabajos ponen el énfasis en el contexto 
político ideológico como marco explicativo de los cambios institucionales 
estatales vinculados al crecimiento extractivo minero corporativo. Como 
afirma Strange (1996), en el contexto del modelo neoliberal, el Estado 
puede haber retrocedido en su intervención política y económica a favor 
del desarrollo privado corporativo, o puede haberse adaptado para que su 
presencia favorezca los intereses privados corporativos (Harvey 2005). En 
ambas líneas explicativas, los cambios institucionales en el Estado estarían 
impulsados por los sectores extractivos, con el fin de mejorar las condiciones 
para la inversión privada en el sector.
En este contexto político peruano de consenso ideológico entre el 
Estado —sucesivos Gobiernos— y los sectores privados, en el que además, 
como señala Thorp (2012), ha existido una persistente confusión histórica de 
los intereses públicos, el debate entre los autores se centra en el peso que se le 
asigna a cada a cada tipo de actor social al momento de definir o influenciar 
los cambios institucionales en el Estado. Teniendo como premisa la débil 
institucionalidad al interior del Estado peruano, varios autores plantean 
la preeminencia de actores externos como agentes de cambio institucional 
(Lanegra 2008, Soria 2015, Szablowski 2007 y 2010). 
Sobre los actores sociales externos más influyentes para el cambio 
institucional en el Estado se mencionan tres. En primer lugar, los organismos 
y las normativas internacionales son los actores globales dominantes, que 
en opinión de algunos autores, definen el cambio institucional en el Estado 
peruano. Por ejemplo, Soria (2015) considera que las reformas estructurales 
para atraer la inversión, en particular la minera, han sido pautadas desde 
el Banco Mundial (BM), el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID). En esta línea, Lanegra (2008) 
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argumenta que los cambios institucionales ambientales han sido motivados 
por tratados —como el de libre comercio— y necesidades financieras del 
Estado. Las necesidades del Estado lo llevan a acoger, de manera muchas 
veces acrítica, las directivas diseñadas por organismos internacionales como 
el BM y el FMI. Por su parte, Szablowski (2010) muestra, en su estudio 
sobre la Consulta Previa Libre e Informada (CPLI), cómo los organismos 
multilaterales —como el BM— «empaquetan» políticas, según sus intereses, 
para que sean adoptadas acríticamente por Gobiernos como el peruano. 
En segundo lugar, las organizaciones de empresarios extractivos —como 
la Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía (SNMPE), o directamente 
los representantes de las corporaciones o empresas mineras— aparecen como 
actores claves para entender la adopción, el impulso o la resistencia en la 
implementación de cambios institucionales al interior del Estado. Durand 
(2015) considera que el Estado ha sido «capturado» por sectores empresariales, 
en particular extractivos. La tecnocracia encargada de diseñar e implementar 
los cambios institucionales sigue los intereses privados que, en el contexto 
político actual, se confunden con los públicos. El autor opina que esta captura 
se logra gracias a la práctica de «puerta giratoria», por medio de la cual los 
técnicos del sector privado ingresan al sector público como expertos, para 
luego regresar a sus empresas.  
Desde una perspectiva más abierta, la preeminencia política del sector 
privado sobre el público, así como la confusión entre los intereses privados 
y públicos en el quehacer del Estado, ha sido entendida más como una 
coincidencia de intereses a partir de un consenso político común. En 
este sentido, Urteaga (2013) y Damonte (2014) se refieren más bien a los 
mecanismos discursivos, técnicos y financieros por medio de los cuales 
los sectores privados han permeado la actuación del Estado. Desde esta 
perspectiva, los funcionarios públicos asumen que el conocimiento experto 
se encuentra en el sector privado corporativo, por los que muchas veces 
aceptan de manera acrítica sus planteamientos. 
En tercer lugar, la capacidad política de influenciar para que se produzcan 
cambios institucionales en el Estado peruano no parece ser monopolio de 
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los sectores privados corporativos. La movilización campesina en conflictos 
socioambientales, así como el trabajo de las ONG, han influido en el cambio 
institucional. Varios textos dan cuenta del impacto que tienen los conflictos 
en la institucionalidad del Estado (De Echave y otros 2009, Panfichi y 
Coronel 2011). Por ejemplo, el trabajo de Bebbington y otros (2008) muestra 
que los procesos de protesta pueden propiciar cambios institucionales 
en la gobernanza política de la exploración de recursos naturales, sobre 
todo en el nivel de participación en la toma de decisiones. No obstante, 
los movimientos sociales no logran propiciar cambios en las instituciones 
económicas vinculadas al desarrollo de actividades productivas con gran 
capacidad de generar renta y distribución local. Asimismo, los trabajos de 
Damonte (2014) y Scurrah (2008) sostienen que existe una relación directa 
entre la magnitud del conflicto y su capacidad de influencia. Si bien la 
Defensoría del Pueblo reporta cada año cientos de conflictos vinculados al 
desarrollo minero, solo unos cuantos se convierten en emblemáticos, como 
el de Tambo Grande (Paredes 2006) o el de Conga (Zavaleta 2014), que 
terminaron impulsando cambios en el quehacer del Estado. 
Por otro lado, también existen algunos trabajos que han puesto el 
énfasis en la creciente capacidad institucional del Estado y, por tanto, en 
su dinámica interna de cambio. Los estudios de Orihuela (2012, 2013), en 
los que se compara al Perú con Chile, afirman que, aunque tardíamente en 
comparación con el vecino del sur, el Estado peruano ha venido desarrollando 
su capacidad técnica. Los think thanks y otros centros profesionales han 
comenzado a influir en la política de los recursos naturales, creando algunos 
espacios de consenso técnico. En este caso, los cambios institucionales, 
aunque exógenos, producen desarrollos institucionales endógenos, como la 
constitución de una tecnocracia más independiente (Dargent 2014).
En resumen, se puede afirmar que los cambios institucionales al 
interior del Estado se han producido en un marco general neoliberal, con 
fuerte impulso por parte de actores exógenos al aparato estatal y procesos 
de aprendizaje endógenos. La arquitectura propuesta por los organismos 
multilaterales ha servido de guía para la creación de nuevos organismos del 
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Estado, y la implementación de nuevas prácticas y procedimientos que se 
han ido desarrollando internamente. Sin embargo, diversos actores locales, de 
acuerdo con sus intereses, han impulsado este marco global o se han resistido 
a él, lo que ha generado cuellos de botella y desigualdades al interior del 
aparato Estatal. Los sectores más influyentes —como el sector privado de 
gran minería— y los menos influyentes —como las organizaciones de base— 
han impulsado varias reformas y se han resistido a otras de acuerdo con los 
recursos políticos de los que disponen. El proceso de descentralización ha 
complejizado este escenario al extender una trama institucional estatal de por 
sí débil y crear nuevos espacios de confrontación de intereses políticos. Por 
ello, puede afirmarse que el Estado, como entidad, no se encuentra separado 
sino íntimamente ligado a la sociedad, esto es, a los sectores sociales y las 
fuerzas políticas. Como consecuencia, el aparato Estatal no es autónomo 
ni monolítico, sino que está sujeto a las desigualdades y presiones que la 
sociedad global, nacional y local le impone. 
4.  Análisis de los cambios institucionales
Los cambios en la arquitectura y las capacidades técnicas de ejecución 
del Estado van articulándose hasta prefigurar cambios institucionales 
significativos en el quehacer del Estado y su relación con la sociedad. Como 
señalan Skocpol y Pierson (2002), los cambios institucionales se hacen más 
evidentes cuando se observan de manera integrada, es decir, viendo la sinergia 
entre los distintos cambios en el sector público. En este punto, la literatura 
sobre el Perú ha combinado análisis sectoriales y generales.
Cambios institucionales en el quehacer estatal
En el ámbito económico de la distribución y uso de la renta extractiva, el 
análisis institucional se ha centrado en la creación del canon minero. Varios 
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autores han analizado el canon como una política de alivio a la pobreza, 
sin encontrar una relación positiva (Barrantes y otros 2005, De Echave 
2005a, Zegarra y otros 2007). La explicación para este fenómeno incluye 
generalmente la falta de capacidad institucional de los gobiernos locales para 
acceder y manejar los fondos del canon. Por otro lado, algunos trabajos han 
evaluado el canon como un mecanismo para paliar la conflictividad generada 
alrededor de los proyectos mineros. Nuevamente, las investigaciones muestran 
una relación negativa: a más fondos asignados, la conflictividad se diversifica 
y crece. Peor aún: el canon parece estar fomentando la institucionalización 
de nuevos espacios de conflicto por la captura local de los fondos (Arellano 
2011, Salas 2010, Damonte 2012b). En este sentido, la creación del canon 
es un ejemplo de un cambio en las reglas de juego desde el Estado, que ha 
tenido efectos institucionales negativos.
En el ámbito ambiental, la literatura sobre los cambios institucionales en 
el quehacer del Estado ha estado centrada en la creación del Minam. Antes 
de su creación, varios estudios coincidían en la debilidad de la instituciona-
lidad ambiental estatal (Lanegra 2008, Pulgar-Vidal 2008). Esta debilidad se 
expresaba principalmente tanto en la imposición de lógicas sectoriales sobre 
políticas ambientales integradas como en la escasa capacidad institucional 
y económica del Estado al momento de implementar políticas ambientales. 
Estos trabajos recomendaron la constitución de una autoridad ambiental, lo 
que se concretó con la creación del Minam. Sin embargo, los resultados insti-
tucionales de este cambio en la arquitectura del Estado están todavía por verse. 
Evaluaciones sobre el desarrollo institucional del Minam coinciden en señalar 
que este es aún incipiente por diversas razones, entre las que se encuentran 
la ausencia de apoyo político, la falta de técnicos y presupuestos adecuados 
para la implementación de los nuevos marcos institucionales, entre otras 
(Lanegra 2014, Glave y Barrantes 2010, Belausteguigoitia y Tolmos 2011). 
En esta línea, hay algunos trabajos que vinculan directamente los 
cambios ambientales al desarrollo extractivo. Orihuela (2013) nos muestra 
que el crecimiento económico minero en Chile y el Perú ha impulsado 
una profesionalización de los sectores vinculados a la extracción, como el 
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ambiental. De Echave (2012) ve en la priorización del sector extractivo 
una limitación al desarrollo institucional ambiental que, por consiguiente, 
se encuentra políticamente condicionado. Por su parte, Zavaleta (2014), 
en su trabajo sobre la utilización de los EIA en el contexto del conflicto 
minero de Conga (Cajamarca), analiza de qué manera una herramienta 
ambiental se convierte en un arma política. En lo que respecta a la política 
de ordenamiento territorial, Glave (2016) muestra cómo, en contextos de 
desarrollo extractivo, los actores locales no logran apropiarse de las políticas 
estatales debido a que la dinámica de la participación y representación política 
de las comunidades locales en la esfera de la planificación territorial muestra 
una muy limitada capacidad. 
En términos de propuestas alternativas para algunas iniciativas 
ambientales, Bebbington y Bury (2009) plantean que el monitoreo 
participativo y la zonificación económica ecológica (ZEE), entendidas como 
innovaciones institucionales estatales, pueden convertirse en mecanismos 
que contribuyan a mejorar los esquemas de gobernanza local de los recursos 
naturales, así como a encauzar la conflictividad alrededor de la explotación 
minera. Para ello consideran necesaria la participación empresarial y local 
bajo premisas epistémicas comunes. 
En el plano social, varios estudios muestran la relación entre los cambios 
institucionales en el Estado y la creciente importancia que ha adquirido el gran 
capital minero-empresarial. Se reconocen importantes avances institucionales 
en lo que se refiere al desarrollo de mecanismos de transparencia y consulta 
que incluyen al sector extractivo. Por un lado, la incorporación del Estado 
peruano a plataformas internacionales de vigilancia pública —como la EITI 
(Corrigan 2014)—, o el desarrollo de iniciativas de vigilancia pública desde 
ONG como Propuesta Ciudadana o Revenue Watch, han creado espacios 
y demandas institucionales para la transparencia en la información pública 
minero-extractiva. Asimismo, se ha producido un cambio institucional en 
los mecanismos de participación del Estado. Al desarrollo de mecanismos 
de participación específicos para la aprobación de proyectos mineros le ha 
seguido la regulación de la consulta previa para pueblos indígenas, como 
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prácticas de participación ciudadana que gradualmente se institucionalizan 
en el quehacer estatal (Damonte 2012a). 
Sin embargo, la ausencia de desarrollos institucionales mayores en la 
supervisión estatal local en sitios mineros lleva a algunos autores a describir 
una especie de «privatización» de la responsabilidad social estatal, es decir, 
la voluntad del Estado de incentivar una autorregulación privada sobre una 
pública en localidades mineras (Bebbington 2010, Gil 2009, Salas 2008, 
Damonte 2016a). Es justamente en este marco que las corporaciones mineras 
han implementado políticas de responsabilidad corporativa en sitios mineros. 
Sobre los efectos sociales del despliegue de prácticas de responsabilidad 
social corporativa, De Echave y otros (2009) hacen un análisis comparativo 
de distintos conflictos, y establecen una relación entre las estrategias de las 
empresas y la generación de escenarios de conflicto. En su estudio, reseña 
cinco tipos de estrategias, no mutuamente excluyentes: a) distribución de 
compensaciones en forma de obras y dones para las comunidades locales, 
b) promoción de planes de desarrollo local con la inserción del componente 
minero, c) establecimiento de mesas de concertación y negociación 
para gestionar el conflicto, d) manejo de información e inteligencia del 
espacio local para anticipar y mitigar la oposición, y e) estrategias reactivas 
coordinadas con la utilización de la Policía. 
En su estudio de caso sobre el proyecto Antamina, Kang (2012) también 
encuentra una relación entre la actuación de la empresa y la conflictividad. 
La autora argumenta que las intervenciones no deben verse como procesos 
unidireccionales (empresa-población), sino como campos de disputa de 
múltiples concepciones y prácticas en competencia. En este marco, la 
empresa, mediante su apelación a mecanismos y conocimiento técnico, 
pretende des-politizar las iniciativas de desarrollo. Sin embargo, el resultado 
es justamente el contrario: la politización de los actores del entorno local 
alrededor de estas iniciativas. Por último, Kamphuis (2011), en su estudio 
sobre la empresa de seguridad Forza —que brinda servicios a varias empresas 
mineras—, nos muestra la privatización del poder coercitivo en localidades 
mineras como producto, justamente, del despliegue de mecanismos de 
control privado y la creciente conflictividad.
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En esta línea, Bebbington (2010), en una investigación sobre el 
efecto institucional de las políticas de responsabilidad corporativa en el 
Estado, encuentra que el desarrollo de dichas políticas tiene dos efectos 
nocivos para la institucionalidad estatal: el reemplazo de la provisión de los 
servicios públicos, que deteriora la legitimidad del Estado en la localidad; 
y la interferencia de programas privados, que dificulta la capacidad del 
Estado de leer el entorno para construir mejores mecanismos institucionales 
de gestión de la conflictividad. Sin embargo, en un estudio comparativo 
entre el Perú, Bolivia y el Ecuador, el mismo autor advierte que si bien la 
preponderancia del sector privado derivada de un consenso ideológico puede 
explicar el papel del Estado en el control de la actividad y captura de la 
renta extractiva, existen tendencias regionales —como la inseguridad sobre 
la tenencia de recursos, el deterioro de dinámicas institucionales locales y 
nuevos clientelismos comunes a los tres países— que van más allá de signos 
ideológicos (Humpreys y Bebbington 2012). Así, la performance del Estado 
peruano en el sector extractivo parece explicarse solo en parte por la «captura» 
o preeminencia del sector privado.
Es interesante constatar que los cambios institucionales relacionados 
con el quehacer de las corporaciones no son homogéneos, y dependen de cada 
corporación y empresa en específico. Si bien existe un marco internacional 
de principios de RSC, este es de adscripción voluntaria: cada empresa decide 
adoptar e implementar o no los principios internacionales de RSC. En este 
contexto, Sanborn (2009), al analizar la performance de las empresas mineras 
chinas, nos muestra no solamente que esta difiere de empresa en empresa, 
sino también que es adaptativa a la regulación de cada país. Es decir, cada 
empresa china en singular ajusta su política de RSC a las exigencias y 
regulaciones públicas presentes en el país donde opera. 
Transformaciones institucionales en las localidades mineras 
Las transformaciones institucionales locales en contexto de desarrollos 
extractivos mineros en distintos países y épocas históricas han generado una 
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abundante literatura (Epstein 1992, Ferguson 1999, Ballard y Banks 2003). 
En el caso que nos compete, habría que remitirse a las transformaciones en 
las comunidades principalmente andinas, donde se han desarrollado grandes 
proyectos mineros en el contexto de un sistema de producción globalizado 
y un modelo neoliberal de desarrollo de mercado (Turner 2003). En este 
contexto, varios estudios han investigado transformaciones institucionales 
en relación con la representación política y la economía local campesina. 
En primer lugar, el nuevo marco institucional formal, informal e 
híbrido que emerge con el desarrollo extractivo minero parece haber 
influido significativamente en los cambios institucionales de las formas de 
representación política y de reproducción económica producidos en los 
ámbitos rurales andinos donde se han asentado los proyectos mineros. 
Por un lado, la presencia de nuevos actores políticos —ONG, 
federaciones, empresas, etcétera— y la dinámica de pagos, compensaciones 
y proyectos de desarrollo han afectado de manera visible a las instituciones 
políticas locales y sus formas de representatividad. Este nuevo contexto ha 
creado un conjunto de nuevos requerimientos y responsabilidades para 
instituciones y líderes campesinos, que no necesariamente están capacitados 
para asumirlos. En esta línea y espacio de estudio, Szablowski (2007) 
analiza la transnacionalización de normas y luchas campesinas a partir de 
la intervención del BM en una querella entre la localidad de San Marcos y 
la empresa Antamina por un proceso controvertido de reubicación.
Los trabajos de GRADE en este tema muestran los procesos de aprendizaje 
político de los líderes de las comunidades en el área de influencia directa del 
proyecto Antamina, quienes, con los años, desarrollan nuevos mecanismos 
institucionales de negociación con la empresa (Damonte 2008). En el caso 
del proyecto Las Bambas, la interacción con la empresa parece haber generado 
nuevos liderazgos que rompen con la división rural-urbana en la esfera política 
local, al ingresar con éxito desde el ámbito campesino a la competencia política 
urbana. Este hecho implica un conjunto de transformaciones en las formas 
institucionales de representación política campesina (Damonte 2016b). En 
esta línea, en un estudio en el área de influencia del proyecto Río Tinto, se 
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observa cómo las rondas campesinas terminan encargándose, en acuerdo con 
la empresa, de la distribución del empleo minero local, función inédita que 
pone en cuestión su legitimidad (Damonte y otros 2016). 
Por otro lado, varios estudios que se refieren a cambios institucionales 
en las unidades domésticas campesinas observan una dependencia mayor a 
fuentes de ingreso no tradicionales vinculadas al desarrollo minero (Damonte 
2008, Salas 2008, Gil 2009, De Echave 2005a, Bury 2005, Balvín y López 
2002). Esta transformación parece estar vinculada el desarrollo de proyectos 
mineros en dos aspectos. El primero, la reducción en el acceso de recursos 
locales como tierra o agua. Varios estudios de caso en proyectos mineros en el 
Perú muestran cómo las unidades productivas rurales ven mermado su acceso 
a la tierra —por la venta de esta a las operaciones mineras— y/o al agua de 
calidad, como producto de la contaminación. El segundo aspecto es la aparición 
de nuevos puestos de trabajo asalariado vinculados a la operación minera.
En este tema, Bury (2005) estudia el vínculo entre la expansión de la 
explotación de minera Yanacocha y las transformaciones en los medios de 
vida de las familias campesinas del entorno. Halla que las actividades de 
adquisición de tierra, inversión en infraestructura y demanda de servicios 
por parte de la mina han tenido un impacto en la mayor disponibilidad, 
por parte de las unidades domésticas, de capitales humanos —educación, 
entrenamiento técnico, salud— y productivos —activos financieros, ingresos 
monetarios—, mientras que ha deteriorado la disponibilidad de capitales 
naturales —recursos renovables y no renovables— y sociales —redes y 
organizaciones—.
Esta transformación en las unidades de producción campesina conlleva 
a procesos de precarización de la economía campesina y de dependencia del 
proyecto extractivo. Un conjunto de trabajos realizados desde GRADE nos 
muestran este fenómeno desde distintos ángulos. Por un lado, las nuevas 
fuentes de ingresos monetarios no son estables y dependen —directa o 
indirectamente— del proyecto minero (Damonte 2012b). Algo similar 
observan Ticci y Escobal (2015) cuando analizan cómo la inversión minera 
genera un flujo de inmigración importante, pero no una tasa significativa 
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de empleo. Por otro lado, los flujos monetarios muchas veces no son bien 
invertidos, lo que provoca procesos de descapitalización de las familias 
campesinas (Glave y Damonte 2002; Glave, Damonte e Irrunategui 2003). 
En este sentido, las unidades productivas campesinas parecen ser cada vez 
más dependientes para su reproducción de recursos monetarios provenientes 
de la minería. 
Conflictos y transformaciones institucionales
La multiplicación de conflictos durante el último ciclo extractivo ha traído 
consigo un conjunto de estudios que, en algunos casos, muestran cómo los 
conflictos socioambientales han servido para catalizar cambios institucionales 
en ámbitos locales (De Echave 2005b, Revesz y Diez 2006, Balvín y Follegatti 
2002, Paredes 2006, Scurrah 2008, Li 2009, Tanaka 2012). Los cambios 
pueden agruparse en dos temas interrelacionados: las formas de articulación 
de actores para la movilización y los repertorios desplegados para la protesta. 
El primer tema está estrechamente relacionado con la constitución de redes de 
articulación vertical entre actores con el fin de llegar a audiencia globales. A 
esta nueva forma de protesta se la ha denominado «glocal» —en la medida en 
que da cuenta de las interacciones entre actores locales y globales— o «política 
de escala» —en la medida en que implica que los espacios políticos se articulan 
en distintas escalas— (Swyngedouw 1997). En los análisis de conflictos, esto 
se traduce en la aparición de actores supralocales —como ONG, Gobiernos 
extranjeros, BM— en conflictos mineros entre comunidades campesinas y 
empresas mineras. 
Existen varios estudios que dan cuenta de este fenómeno. Scurrah 
(2008) analiza un conjunto de casos en los que se aprecia cómo, en escenarios 
conflictivos, los actores sociales locales van tomando conciencia de sus 
derechos. Aquí se aprecia la articulación entre distintos actores sociales, 
nacionales e internacionales, para la consecución de resultados políticos. 
Otro volumen comparativo es el de Henríquez (coordinadora, 2014), en el 
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que se analizan las estrategias seguidas por los actores de varios conflictos 
en el Perú y Bolivia. En este compendio, el artículo de Paredes (2014) sobre 
Tambo Grande resalta los cambios en las formas de movilización como 
fruto de las alianzas generadas entre actores locales y ONG nacionales y 
redes internacionales. Li (2009) también apela a la articulación de actores 
nacionales e internacionales a partir de una agenda mínima: defender el 
agua. Las divergencias entre los autores en este punto radican en el peso que 
se le asigna a cada actor al momento de explicar el desarrollo del conflicto, 
aunque en todos los casos se detectan lo que Tsing llama «fricciones» entre 
agendas globales y locales (Szablowski 2010, Tsing 2004). 
Sin embargo, la presencia de actores «externos» no parece implicar el 
reemplazo de formas locales de movilización. En realidad, la importancia de 
cada uno de los actores en conflicto dependerá de las dinámicas propias y 
singulares de cada conflicto. Con relación a las dinámicas de movilización, 
De Echave y otros (2009) realizan un análisis comparativo de cinco casos 
—Yanacocha, Antamina, Las Bambas, Tambogrande y Majaz— para 
argumentar que es posible categorizar cuatro escenarios de conflictividad a 
partir del cruce de dos variables: la percepción del impacto de las actividades 
mineras y las capacidades para el desenvolvimiento de acciones colectivas. A 
partir de esta tipología, los autores concluyen que la relación conflictividad-
protesta no es necesariamente idéntica, sino que depende del contexto 
institucional y social específico, y pueden existir entornos conflictivos sin una 
traducción en protesta social. Asimismo, Zavaleta (2014) analiza las causas 
histórico-estructurales que llevaron a la sociedad cajamarquina a mantener 
una postura antagónica con la empresa minera en el conflicto de Conga. 
Según el autor, estas causas dieron paso a la formación de grupos opositores, 
tanto rurales como urbanos, precariamente articulados durante el conflicto. 
El caso Tintaya (Reyna 2009, Zeisser 2015, De Echave 2015) ofrece un 
buen ejemplo de la presencia de formas locales y globales de movilización 
y conflicto. Aquí podemos observar la emergencia y las alianzas entre 
nuevos y viejos actores nacionales e internacionales como las comunidades 
campesinas, un conjunto de ONG, la empresa australiana y el Defensor 
427Minería, Estado y comunidades
del Pueblo de ese país. En este contexto, se desarrollaron nuevas formas 
de movilización y negociación que, finalmente, terminaron con la firma 
de acuerdos. Asimismo, la protesta violenta, seguida por la instalación de 
mesas de diálogo en Tintaya, da cuenta de una progresión muy usual en los 
conflictos socioambientales en el Perú. El caso Tintaya es un buen ejemplo 
de un conflicto emblemático que sirve como catalizador de un conjunto de 
cambios institucionales. 
El segundo tema se refiere a los repertorios de movilización. Por 
ejemplo, en el caso de Tambo Grande queda claro que los actores locales 
innovaron al momento de diseñar sus repertorios de lucha, incorporando 
instrumentos como página web y performances (Paredes 2006). Sin embargo, 
la adquisición de nuevos repertorios de protesta no significa el abandono 
de las antiguas. Damonte (2008) muestra, por ejemplo, cómo, con el fin de 
enfrentarse a la empresa minera, las comunidades reproducen, por medio 
de trabajos de memoria colectiva, formas campesinas de protesta utilizadas 
durante la reforma agraria. 
El balance de investigación sobre movilización y protesta de Paredes 
y De la Puente (2014) es una buena entrada al tema y aporta, además de 
una interesante cronología, un conjunto de reseñas que dan cuenta de 
innovaciones en la manera en que las poblaciones locales se movilizan en 
los conflictos socioambientales actuales. Este trabajo también identifica que 
en la literatura aún existe un vacío sobre las nuevas formas de negociación 
en contextos extractivos. Todavía no se ha escrito suficiente sobre la 
multiplicación de comités de defensa y mesas de diálogo en el Perú. Otro 
vacío en el tema de conflictos es la falta de estudios que analicen en qué 
medida la protesta violenta se va institucionalizando como vehículo efectivo 
de interacción con el Estado y las empresas. 
Finalmente, Franks y otros (2014) exploran la relación entre los 
conflictos medioambientales y la sostenibilidad de los proyectos mineros. 
Argumentan que, para las corporaciones, los conflictos medioambientales 
representan riesgos socioambientales que, para ser constructivamente 
gestionados, deben ser traducidos en mecanismos regulatorios endógenos a 
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las empresas mineras. Así, se detalla el rol de los esquemas de conversión del 
conflicto en costos, lo que permite un lenguaje de toma de decisiones más afín 
a las dinámicas corporativas. Se sugiere que, en un ejercicio comparativo, la 
inversión en instrumentos y cuadros que identifiquen y gestionen la fricción 
social alrededor de los riesgos socioambientales termina siendo menos costosa 
que un escenario de conflictividad instalada.
Sin embargo, como analiza Tanaka (2012), la reacción institucional del 
Estado frente a la presión social expresada en los conflictos ha sido limitada. 
El autor expone dos razones que, según su criterio, explican esta limitación. 
En primer lugar, las insuficiencias en la dotación de recursos financieros, 
logísticos y técnicos, así como de instrumentos de intervención —como 
protocolos y procedimientos— en las oficinas sectoriales ligadas a la gestión 
de conflictos, con excepción de la Defensoría del Pueblo, que en los últimos 
años ha logrado poner en marcha, con consistencia y continuidad, pautas 
de documentación y mediación. En segundo lugar, el desfase existente entre 
la gradual complejización de los conflictos y el desarrollo institucional del 
Estado para gestionarlos, lo que se evidencia en la ausencia de una reforma 
normativa del aparato público, así como en la incapacidad del sistema 
político —como partidos políticos y sindicatos— para proponer políticas 
públicas adecuadas. 
Cambio institucional y desarrollo: ¿la «maldición de los recursos»?
La generación de cambios institucionales significativos en el contexto del 
crecimiento extractivo minero ha llevado a algunos autores a analizar el 
caso peruano en el marco de un posible escenario de «maldición de los 
recursos». Esta frase se refiere a la situación de países que, contando con 
abundantes recursos naturales no renovables —como minerales o petróleo—, 
tienden a ser menos desarrollados que los países con menos recursos. Esta 
paradoja generalmente se explica por una variedad de factores, entre los que 
se mencionan procesos regresivos de desarrollo institucional. Así, algunos 
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trabajos sobre el cambio institucional vinculado al desarrollo extractivo han 
buscado analizar en qué medida se puede hablar de una «maldición de los 
recursos» en el caso peruano y andino en general. 
Desde una perspectiva de economía política, Thorp (2012) estudia 
los efectos económicos e institucionales de la «maldición de los recursos» 
en el Perú e identifica la interacción de tres instituciones que explican 
esta situación. La primera es el incremento de la centralización política 
en la costa y en Lima, lo que desarticula el origen de las rentas mineras (la 
sierra) con su posterior locación e inversión (las ciudades o el exterior). 
La segunda es la discriminación racial que, al operar como institución 
exclusiva, deteriora la distribución de recursos entre la población, y con 
ello, la formación de culturas empresariales que desenvuelvan caminos de 
diversificación. Y la última, la confusión de los intereses privados y públicos, 
que es un mecanismo institucional persistente y ligado al pobre desempeño 
modernizador de las industrias extractivas.
Siguiendo un análisis histórico-político similar, Paredes (2012) explora 
los efectos económicos e institucionales de la «maldición de los recursos» en 
Bolivia. Encuentra que este país ha mostrado muchos de los efectos asociados 
a la «maldición de los recursos» debido a la combinación, a inicios de la 
República, de una elite fragmentada y dependiente de las actividades rentistas 
con un Estado débil, lo que se tradujo en una inercia de largo plazo cuyo 
rasgo central era la poca capacidad del Estado de implementar políticas e 
instrumentos alrededor del uso de las rentas extractivas. 
Desde un enfoque de economía institucional, Orihuela (2013) afirma, 
para el caso del Perú y Chile, que las configuraciones institucionales 
resultantes de matrices económicas extractivas —las «enfermedades» que 
constituyen la «maldición de los recursos naturales»— no necesariamente 
se establecen como determinantes del comportamiento de las políticas 
públicas, sino como un campo en el que estas toman forma a partir de reglas 
e incentivos. De esta manera, si bien los arreglos institucionales han dirigido 
las tendencias hacia la existencia de prácticas rentistas, la actuación de centros 
de investigación e investigadores —ingenieros y economistas en Chile, 
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economistas en el Perú— logró establecer reglas de manejo macroeconómico 
fiscalmente razonables —como los fondos de compensación para sostener 
políticas contracíclicas—, a contrapelo de las inercias del extractivismo.
En un trabajo que repasa los efectos institucionales de la «maldición 
de los recursos» y su relación con la adopción de reformas para encaminar 
la conflictividad en el Perú, Bebbington y otros (2008) encuentran que, si 
bien los objetivos de reforma del sector son relativamente claros, el hecho 
de que, en coyunturas de conflictividad, la sostenibilidad del negocio se 
defina a partir de arreglos de corto y mediano plazo con los actores políticos 
y sociales atenta contra la adopción de mejores instituciones a largo plazo. 
El mismo autor afirma que el desarrollo extractivo en la región andina ha 
generado una mayor movilización y conflictividad, el cuestionamiento de 
la legitimidad de las instituciones y el debilitamiento de la esfera pública 
(Bebbington 2009). En esta línea, Viale y Monge (2012) afirman que, en 
contraposición con el escenario nacional, en las regiones mineras se está 
produciendo una «enfermedad chola», lo que determina que, efectivamente, 
en esas zonas se pueda hablar de un deterioro institucional. 
Por otro lado, estudios econométricos buscan establecer relaciones 
entre institucionalidades o formas de gobierno y la dependencia económica 
respecto a la exportación de recursos naturales en varios países, incluyendo 
el Perú. En esta línea, Corrigan (2014) encuentra que la EITI modera los 
efectos de la «maldición de los recursos» en los indicadores de PBI per cápita, 
efectividad de gobierno, efectividad de sanciones y calidad de regulación. 
Sin embargo, tiene un efecto débil en la mejora de los indicadores de 
transparencia y corrupción, y ningún efecto en la estabilidad política y la 
conflictividad. Mientras, Haber y Menaldo (2011) examinan la relación entre 
dependencia de recursos naturales y autoritarismo. Sus hallazgos apuntan a 
que los efectos de la dependencia de los recursos naturales en la aparición de 
autoritarismos son aleatorios, y algunos casos muestran un impacto favorable 
hacia la emergencia de instituciones democráticas. Esto a pesar de que, en 
algunos ciclos, las rentas extractivas sostuvieron regímenes autoritarios; sin 
embargo, en el largo plazo la relación no se hace evidente ni significativa. 
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5.  Conclusiones
En primer lugar, las investigaciones muestran un conjunto de cambios en la 
institucionalidad estatal vinculados al desarrollo extractivo. Un conjunto de 
organizaciones recientes ha inaugurado nuevas prácticas y procedimientos, 
principalmente en los sectores económicos, extractivos y ambientales. Junto 
a estas novedosas prácticas institucionalizadas, han surgido instituciones 
informales o híbridas que, en conjunto, muestran el nuevo contexto 
institucional generado a partir del desarrollo del último ciclo extractivo minero.
Sin embargo, estos cambios no han sido homogéneos. Algunos sectores, 
como el económico y el extractivo, han sido privilegiados, mientras el 
desarrollo de procedimientos tendientes a la extracción de capital ha recibido 
mayor atención que la institucionalidad de regulación ambiental y, sobre 
todo, social. Asimismo, se ha priorizado el desarrollo institucional en el 
Estado central por sobre el de otras escalas estatales, como las regiones. Este 
cambio institucional desigual y fragmentario nos muestra la diversidad de 
agendas y actores que compiten por liderar o resistir las transformaciones al 
interior del aparato estatal, que de ninguna manera puede entenderse como 
un ente monolítico o con una posición definida única y coherente. 
La mayoría de estudios encuentra que el modelo de desarrollo neoliberal 
ha enmarcado los cambios en el Estado. En este contexto, el debate se centra 
en el peso de los agentes: los organismos multilaterales y las corporaciones 
mineras son los que, al parecer, han moldeado el aparato y la política del 
Estado. Sin embargo, también existen estudios que sustentan la importancia 
de la profesionalización del Estado, o de la movilización social en forma de 
conflictos, como agentes de cambio institucional. En este tema, los estudios 
realizados desde GRADE han contribuido a analizar las características 
proextractivas de la institucionalidad estatal actual, así como las limitaciones 
que han tenido que afrontar las políticas de redistribución de renta minera 
y planificación territorial. 
En relación con el desarrollo institucional corporativo, la literatura nos 
muestra un conjunto de avances. Las corporaciones mineras no solamente 
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han traído consigo nuevas normas y procedimientos internacionales referidos 
a los principios de RSC, sino que han intentado ajustar esta institucionalidad 
al escenario peruano. Sin embargo, los estudios muestran que, como señala 
Warhurst (2001), las políticas corporativas todavía no alcanzan a fortalecer 
las premisas que identifican las intervenciones desarrollistas sostenibles, las 
cuales son definidas por las Naciones Unidas como inclusivas, equitativas, 
articuladas socialmente, prudentes y seguras (Bansal y Howard 1997). Los 
problemas principales son la falta de legitimidad por parte del quehacer 
de la empresa en cuestiones ligadas al desarrollo y la heterogeneidad en 
la institucionalidad corporativa. Las empresas tienen dificultades para 
asumir responsabilidades vinculadas al Estado y lo hacen sin ningún marco 
normativo que las unifique. 
Con respecto a los cambios institucionales en las localidades mineras, 
la literatura observa modificaciones en las formas de representación y 
movilización política, así como en la economía local. Los actores locales al 
parecer están buscando nuevos liderazgos, nuevas formas de movilización y 
negociación a fin de conseguir mejores condiciones y réditos en el escenario 
extractivo. Para algunos autores, esta transformación puede ser positiva, en la 
medida en que las organizaciones locales pueden articularse a redes de apoyo 
internacionales; para otros, la interacción no regulada con las empresas está 
creando más bien conflictos, divisiones internas y deterioro de los medios de 
vida. En este tema, se debería desarrollar más investigación sobre la manera 
en que las dinámicas e interdependencias institucionales locales se articulan 
a las dinámicas regionales y nacionales en contextos de globalización. 
En relación con los conflictos, como bien señalan Barron, Diprose y 
Woolcock (2006), estos están asociados a procesos acelerados de cambio, como 
los generados por los grandes proyectos mineros. La dimensión institucional 
de estas transformaciones está marcada por la falta de instituciones mediadoras 
y, en particular, por el pobre rendimiento del Estado. Como sostienen Revesz 
y Diez (2006) y Tanaka (2005), la ausencia de una política o de reglas claras 
sobre los derechos y la compensación a las poblaciones afectadas, así como la 
inexistencia de un rol regulador y mediador del Estado, son causas comunes 
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de conflictos en el Perú. Se ha tratado de superar estas ausencias por medio 
de la creación de instituciones locales como comités, mesas de diálogo, 
etcétera, en las que no solo la sociedad civil, sino también las empresas, han 
desempeñado un papel relevante. Sin embargo, las experiencias desarrolladas 
en este sentido no han resuelto el problema; peor aún, la protesta violenta 
corre el riesgo de convertirse en la única respuesta institucional efectiva para 
lograr que el Estado y las empresas presten atención a las demandas locales.
Por último, entre los autores existe cierto consenso que nos llevaría 
a afirmar que en el Perú no se ha consolidado un escenario de «maldición 
de los recursos», aunque se hayan desarrollado algunos de sus elementos. 
En todos los estudios, se muestra al desarrollo extractivo como el agente 
principal de cambios institucionales que nos podría acercar a la paradoja 
planteada desde esta teoría como una fuerte dependencia de la extracción 
primaria o una importancia política preponderante del sector extractivo. Sin 
embargo, varios autores resaltan que se han desarrollado contextos políticos 
y mecanismos institucionales que nos han prevenido de dicha «maldición».
434 Gerardo Damonte
Referencias bibliográficas
Arellano Yanguas, Javier (2011). Aggravating the resource curse: decentra-
lisation, mining and conflict in Peru. Journal of Development Studies, 
47(4), 617-638. 
Aste Daffos, Juan (1997). Transnacionalización de la minería peruana: problemas 
y posibilidades hacia el siglo XXI. Lima: Friedrich Ebert Stiftung. 
Ballard, Chris y Glenn Banks (2003). Resource wars: the anthropology of 
mining. Annual Review of Anthropology, 32, 287-313. 
Balvín, Doris y José Luis López Follegatti (2002). Medio ambiente, minería 
y sociedad: una mirada distinta. Lima: Labor. 
Bansal, Pratima y Elizabeth Howard (Eds.) (1997). Business and the natural 
environment. Oxford: Butterworth-Heinemann.
Barrantes, Roxana; Patricia Zárate y Anahí Durand (2005). «Te quiero, pero 
no»: minería, desarrollo y poblaciones locales. Lima: IEP y Oxfam. 
Barrón, Patrick; Rachael Diprose y Michael Woolcock (2006). Local conflicto 
and community development in Indonesia: assesing the impact of the 
Kecamatan Development Program. Working Paper, 4212. Washington, 
DC: Banco Mundial. 
Baviskar, Amita (1995). In the Belly of the River: tribal conflicts over development 
in the Narmada Valley. Delhi: Oxford University Press. 
Bebbington, Anthony (2010). Extractive industries and stunted states: 
conflict, responsability and institutional change in the Andes. En Ravi 
Raman y Ronnie D. Lipschutz (Eds.). Corporate social responsibility: 
discourses, practices and perspectives (pp. 97-115). London: Palgrave 
MacMillan.
Bebbington, Anthony (2009). Latin America: contesting extraction, 
producing geographies. Singapore Journal of Tropical Geography, 30(1), 
7-12.
435Minería, Estado y comunidades
Bebbington, Anthony y Jeffrey T. Bury (2009). Institutional challenges for 
mining and sustainability in Peru. Proceedings of the National Academy 
of Sciences of the United States of America, 106(41), 17296-301. 
Bebbington, Anthony; Leonith Hinojosa, Denise Humphreys Bebbington, 
María Luisa Burneo y Ximena Warnaars (2008). Contention and 
ambiguity: mining and the possibilities of development. Development 
and Change, 39(6), 965-992. 
Belausteguigoitia, Juan Carlos y Raúl Tolmos (2011). Sostenibilidad ambiental 
para el crecimiento económico y bienestar social. Lima: Banco Mundial.
Burneo, María Luisa y Anahí Chaparro (2010). Poder, comunidades 
campesinas e industria minera: el gobierno comunal y el acceso a los 
recursos en el caso de Michiquillay. Anthropologica, 28(28), 85-110. 
Bury, Jeffrey T. (2008). Transnational corporations and livelihood 
transformations in the Peruvian Andes: an actor-oriented political 
ecology. Human Organization, 67(3), 307-321.
Bury, Jeffrey T. (2005). Mining mountains: neoliberalism, land tenure, 
livelihoods, and the new Peruvian mining industry in Cajamarca. 
Environment and Planning A, 37(2), 221-239. Recuperado de http://
doi.org/10.1068/a371.
Castillo, Gerardo (2015). Transforming Andean space: local experiences of 
mining development in Peru (Tesis doctoral). Tesis para optar por el 
grado de doctor en Filosofía. University of Queensland. 
Castillo, Gerardo (2006). Se vende oro: la creación de espacios contestados en 
la promoción de la minería peruana. En María Eugenia Ulfe y Gisela 
E. Cánepa (Eds.). Mirando la esfera pública desde la cultura en el Perú 
(pp. 95-106). Lima: Concytec.
Corrigan, Caitlin C. (2014). Breaking the resource curse: transparency in 
the natural resource sector and the extractive industries transparency 
initiative. Resources Policy, 40, 17-30. 
436 Gerardo Damonte
Damonte, Gerardo (2016a). Política minera y conflicto en el Perú: el 
agotamiento de la política de autorregulación corporativa. Sociedad civil 
y política minera en América Latina. Quito: Instituto de Altos Estudios 
Nacionales.
Damonte, Gerardo (2016b). Transformación de la representatividad política 
local en contextos extractivos a gran escala en los Andes peruanos. 
En Gerardo Damonte y Manuel Glave (Eds.) Industrias extractivas 
y desarrollo rural territorial en los Andes peruanos. Los dilemas de la 
representación política y la capacidad de gestión para la descentralización 
(pp. 19-58). Lima: GRADE.
Damonte, Gerardo (2014). El modelo extractivo peruano: discursos, políticas 
y la reproducción de desigualdades sociales. En Barbara Gobel y Astrid 
Ulloa (Eds). Extractivismo minero en Colombia y América Latina (pp. 37-
73). Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, Ibero-Amerikanisches 
Institut y DesiguAldades.net.
Damonte, Gerardo (2012a). Managing conflict through consultation: Latin 
America’s experience. Economic Development, Extractive Industries 
and Conflict Management, Policy Brief 1. ELLA.
Damonte, Gerardo (2012b). Dinámicas rentistas: transformaciones 
institucionales en contextos de proyectos de gran minería. En Desarrollo 
rural y recursos naturales (pp. 95-122). Lima: GRADE.
Damonte, Gerardo (2008). Industrias extractivas, agricultura y uso de recursos 
naturales: el caso de la gran minería en el Perú. En Perú, el problema 
agrario en debate. sepIa XII (pp. 19-77). Lima: SEPIA.
Damonte, Gerardo (2006). Imágenes en negociación: la entrada de la nueva 
minería a la esfera pública nacional. En María Eugenia Ulfe y Gisela 
E. Cánepa (Eds.). Mirando la esfera pública desde la cultura en el Perú 
(pp. 79-93). Lima: Concytec.
Damonte, Gerardo; Manuel Glave y Rafael Barrio de Mendoza (2016). 
Los dilemas de la representación política y la capacidad de gestión 
437Minería, Estado y comunidades
territorial: conclusiones finales. En Gerardo Damonte y Manuel Glave 
(Eds.) Industrias extractivas y desarrollo rural territorial en los Andes 
peruanos. Los dilemas de la representación política y la capacidad de gestión 
para la descentralización (pp. 97-108). Lima: GRADE.
Dargent, Eduardo (2014). Technocracy and democracy in Latin America: the 
experts running government. Cambridge University Press. 
De Echave, José (2015). La minería en el sur andino: el caso de Cusco. Lima: 
CooperAcción. 
De Echave, José (2012). Se busca una política ambiental: gestión ambiental, 
conflictos sociales y retos pendientes. En OXFAM. Informe Perú 2011-
2012: pobreza, desigualdad y desarrollo en el Perú (pp. 34-43). Lima: 
OXFAM.
De Evache, José (2005a). Hacia una estimación de los efectos de la actividad 
minera en los índices de pobreza en el Perú. Lima: CooperAcción. 
De Echave, José (2005b). Los procesos de diálogo y la administración de conflictos 
en territorios de comunidades: el caso de la mina Tintaya en el Perú. Lima: 
CooperAcción. 
De Echave, José; Alejandro Diez, Ludwig Huber, Bruno Revesz, Xavier 
Lanata y Martín Tanaka (2009). Minería y conflicto social. Lima: IEP, 
CIPCA, CBC y CIES.
Douglas, Mary (1986). How institutions think. Syracuse: University Press.
Durand, Francisco (2015). Poder político y gobierno minero. Lima: Cooper- 
Acción. 
Elden, Stuart (2010). Land, terrain, territory. Progress in Human Geography, 
34(6), 799-817.
Epstein, Arnold L. (1992). Scenes from African urban life: collected Copperbelt 
papers. Edinburgh University Press.
Ferguson, James (1999). Expectations of modernity: myths and meanings 
of urban life on the Zambian Copperbelt. California: University of 
California Press.
438 Gerardo Damonte
Franks, Daniel M.; Rachel Davis, Anthony Bebbington, Saleen H. Ali, Deanna 
Kemp y Martin Scurrah (2014). Conflict translates environmental and 
social risk into business costs. Proceedings of the National Academy of 
Sciences, 111(21), 7576-7581. 
Gil, Vladimir (2009). Aterrizaje minero: cultura, conflicto, negociaciones y 
lecciones para el desarrollo desde la minería en Áncash, Perú. Lima: IEP.
Glave, Manuel (2016). Gestión territorial local e industrias extractivas: los 
casos de Querocoto (Cajamarca) y Challhuahuacho (Apurímac). 
En Gerardo Damonte y Manuel Glave (Eds.). Industrias extractivas 
y desarrollo rural territorial en los Andes peruanos: los dilemas de la 
representación política y la capacidad de gestión para la descentralización 
(pp. 79-96). Lima: GRADE.
Glave, Manuel y Roxana Barrantes (2010). Recursos naturales, medio ambien-
te y desarrollo: Perú 1970-2010. En José Rodríguez y Mario Tello (Eds.) 
Opciones de política económica en el Perú 2011-2015. Lima: PUCP. 
Glave, Manuel y Gerardo Damonte (2002). Evaluación independiente del 
programa de postreubicación de la compañía minera Antamina. Manus-
crito no publicado, GRADE, Lima. 
Glave, Manuel; Gerardo Damonte y M. Irrunategui (2003). Evaluación 
independiente del programa de postreubicación de la compañía minera 
Antamina. Manuscrito no publicado, GRADE, Lima.
Glave, Manuel y Juana Kuramoto (2007). La minería peruana: lo que sabemos 
y lo que aún nos falta por saber. En Investigación, políticas y desarrollo 
en el Perú (pp. 135-181). Lima: GRADE.
Guha, Ramachandra y Joan Martínez-Alier (1997). Varieties of environmen-
talism: essays North and South. London: Earthscan.
Haber, Stephen y Victor Menaldo (2011). Do natural resources fuel 
authoritarianism?: a reappraisal of the resource curse. American Political 
Science Review, 105(1), 1-26. 
Hall, Peter A. (2010). Historical institutionalism in rational and sociological 
perspective. En James Mahoney y Kathlenn Thelen (Eds.). Explaining 
439Minería, Estado y comunidades
institutional change: ambiguity, agency, and power (pp. 369-404). New 
York: Cambridge University Press.
Harvey, David (2005). A brief history of neoliberalism. Oxford: Oxford 
University Press.
Helmke, Gretchen y Steven Levistky (2003). Informal institutions and 
comparative politics: a research agenda. Working Paper, 307. Kellog 
Institute.
Henríquez, Narda (Coord.) (2014). Conflicto social en los Andes: protestas en 
el Perú y Bolivia. Lima: PUCP. 
Himley, Matthew (2014). Monitoring the impacts of extraction: science and 
participation in the governance of mining in Peru. Environment and 
Planning A, 46(5), 1068-1087. 
Himley, Matthew (2013). Regularizing extraction in Andean Peru: mining 
and social mobilization in an age of corporate social responsibility. 
Antipode, 45(2), 394-416. 
Hinojosa-Valencia, L. y Anthony Bebbington (2008). Struggles over territory 
and livelihood in neoliberalized environments: transnational mining 
companies and civil-society networks in the Andes. Documento de 
trabajo. Territorio, conflicto y desarrollo en los Andes. University of 
Manchester. 
Humphreys, Denise y Anthony Bebbington (2012). Post-what?: extractive 
industries, narratives of development and socio-environmental disputes 
across the (ostensibly changing) Andean region. En Havard Haarstad 
(Ed.) New political Spaces in Latin American natural resources government 
(pp. 17-37). New York: Palgrave McMillan.
Kamphuis, Charis (2011). La extracción de recursos mineros por empresas 
extranjeras y la privatización del poder coercitivo: un estudio de caso 
sobre la empresa de seguridad Forza. Apuntes, 38(68), 63-108. 
Kang, Jungwon (2012). Conceptualizing development in the Peruvian Andes: 
the case of the Compania Minera Antamina. Human Organization, 
71(3), 268-277. 
440 Gerardo Damonte
Lanegra, Iván (2014). Institucionalidad ambiental peruana. En Gerardo 
Damonte y Gisselle Vila (Eds.). Agenda de investigación en temas 
socioambientales en el Perú: una aproximación desde las ciencias sociales 
(pp. 29-46). Lima: PUCP. 
Lanegra, Iván (2008). El (ausente) Estado ambiental. Lima: UCCI. 
Lanegra, Iván y Beatriz Merino (2013). Consulta previa a los pueblos indígenas: 
el desafío del diálogo intercultural en el Perú. Lima: Centrum y GIS. 
Leftwich, Adrian (2006). What is politics?: the activity and its study. Cambridge: 
Polity Press.
Li, Fabiana (2009). Documenting accountability: environmental impact 
assessment in a Peruvian mining project. PoLAR: Political and Legal 
Anthropology Review, 32(2), 218-236.
Mahoney, James y Kathleen Thelen (2010). Explaining institutional change: 
ambiguity, agency, and power. New York: Cambridge University Press.
Martínez-Alier, Joan (2002). The environmentalism of the poor: a study of 
ecological conflicts and valuation. Cheltenham: Edward Elgar Publishing.
Menaldo, Victor (2015). The new political economy of natural resources in 
Latin America. Latin American Politics and Society, 57(1), 163-173. 
Muñoz, Ismael; Maritza Paredes y Rosemary Thorp (2007). Group inequalities 
and the nature and power of collective action: case studies from Peru. 
World Development, 35(11), 1929-1946.
Orihuela, José Carlos (2013). How do «Mineral-States» learn?: path-
dependence, networks, and policy change in the development of 
economic institutions. World Development, 43, 138-148. 
Orihuela, José Carlos (2012). Building and re-engineering «Good 
Governance» in Chile. En The developmental challenges of mining and 
oil lessons from Africa and Latin America (pp. 19-43). London: Palgrave 
Macmillan.
Panfichi, Aldo y Omar Coronel (2011). Los conflictos hídricos en el Perú 
2006-2010: una lectura panorámica. En Justicia hídrica: acumulación, 
conflicto y acción social (pp. 393-422). Lima: PUCP e IEP.
441Minería, Estado y comunidades
Paredes, Maritza (2014). La glocalización de las protestas mineras y las lecciones 
de Tambogrande. En Narda Henríquez (Coord.). Conflicto social en los 
Andes: protestas en el Perú y Bolivia (pp. 135-158). Lima: PUCP. 
Paredes, Maritza (2012). Shaping the State in the Andes: a comparative his-
torical analysis of mineral dependence in Bolivia, Chile and Peru (PhD 
dissertation). University of Oxford. 
Paredes, Maritza (2006). Discurso indígena y conflicto minero en el Perú. 
En Javier Iguiñiz, Javier Escobal y Carlos Iván Degregori (Eds.). Perú: 
el problema agrario en debate. sepIa XI (pp. 501-539). Lima: Sepia. 
Paredes, Maritza y Lorena de la Puente (2014). Protestas y negociaciones 
socioambientales. El caso de las industrias extractivas. En Gerardo 
Damonte y Gisselle Vila (Eds.). Agenda de investigación en temas 
socioambientales en el Perú: una aproximación desde las ciencias sociales 
(pp. 75-106). Lima: PUCP.
Pascó Font, Alberto; Gerardo Damonte, Alejandro Diez, Guillermo Salas y 
Ricardo Fort (2001). Perú: learning by doing. En Gary McMahon y 
Felix Remy (Eds.). Large mines and the community socioeconomic and 
environmental effects in Latin America, Canada and Spain (pp. 143-
197). Ottawa: World Bank y IDRC. 
Portocarrero Suárez, Felipe; Cynthia Sanborn y Luis Antonio Camacho 
(2007). Moviendo montañas: empresas, comunidades y ONG en las 
industrias extractivas. Lima: Universidad del Pacífico.
Pulgar-Vidal, Manuel (2008). Ministerio del Ambiente: un largo proceso 
de construcción de la institucionalidad ambiental en el Perú. Themis: 
Revista de Derecho, 56, 87-99. 
Revesz, Bruno y Alejandro Diez (2006). El triángulo sin cúpula (o los actores 
desregulados en los conflictos mineros). En Perú hoy: nuevos rostros en 
la escena nacional (pp. 49-88). Lima: DESCO. 
Reyna, I. (2009). Poder y conflictos mineros: caso Tintaya (Tesis de maestría). 
Mención: Relaciones Internacionales. Lima: Pontificia Universidad 
Católica del Perú. Escuela de Posgrado. 
442 Gerardo Damonte
Salas, Guillermo (2010). La embriaguez del canon minero: la política distrital 
en San Marcos a doce años de la presencia de Antamina. Anthropologica, 
28(28), 111-138.
Salas, Guillermo (2008). Dinámica social y minería: familias pastoras de puna 
y la presencia del proyecto Antamina (1997-2002). Lima: IEP.
Sanborn, Cynthia (2009). China Inc., las industrias extractivas y el Perú: 
un estudio exploratorio. En Cynthia A. Sanborn y Víctor Torres. La 
economía china y las industrias extractivas: desafíos para el Perú (pp. 
225-379). Lima: Universidad del Pacífico y CooperAcción.
Scurrah, Martín (2008). Defendiendo derechos y promoviendo cambios: el Estado, 
las empresas extractivas y las comunidades locales en el Perú. Lima: IEP. 
Sindzingre, Alice (2004, September). The relevance of the concepts of formality 
and informality: a theoretical appraisal. Ponencia presentada en EGDI-
WIDER Conference Unlocking Human Potential: Linking the 
Informal and Formal Sectors, Helsinki, Finland.
Skocpol, Theda y Paul Pierson (2002). Historical institutionalism in contem-
porary political science. En Ira Katznelson y Helen V. Milner. Political 
science: state of the discipline (pp. 693-721). New York: W. W. Norton.
Soria, Laura (2015). Country-study Peru on accountability of the budgeting 
process with revenue from the extractive industries. Lima: Societas. 
Strange, Susan (1996). The retreat of the state: the diffusion of power in the 
world economy. Cambridge: Cambridge University Press.
Swyngedouw, Erik (1997). Neither global nor local: ‘glocalization’and 
the politics of scale. En Kevin R. Cox (Ed.). Spaces of globalization: 
reasserting the power of the local (pp. 137-166). New York: The Guilford 
Press.
Szablowski, David (2010). Re-empaquetando el CLPI: las conexiones 
globales y el debate sobre el consentimiento indígena para la extracción 
industrial de recursos. Anthropologica, 28(28), 217-238. 
Szablowski, David (2007). Transnational law and local struggles: mining, 
communities and the World Bank. Portland, OR: Hart Publishing. 
443Minería, Estado y comunidades
Tanaka, Martín (2012). ¿Por qué el Estado no responde adecuadamente a 
los conflictos sociales? Y ¿qué hacer al respecto? Economía y Sociedad, 
79, 36-43.
Tanaka, Martín (2005). La importancia del Estado y de las instituciones. En 
Roxana Barrantes, Patricia Zárate y Anahí Durand (Eds.). «Te quiero, 
pero no»: minería, desarrollo y poblaciones locales (pp. 9-15). Lima: IEP 
y Oxfam. 
Thorp, Rosemary (2012). The challenges of mining-based development in 
Peru. En The developmental challenges of mining and oil lessons from 
Africa and Latin America (pp. 110-130). London: Palgrave McMillan.
Ticci, Elisa y Javier Escobal (2015). Extractive industries and local deve-
lopment in the Peruvian Highlands. Environment and Development 
Economics, 20(1), 101-126. 
Tsing, Anna L. (2004). Friction: an ethnography of global connection. Princeton 
University Press.
Turner, Terence (2003). Clase, cultura y capitalismo: perspectivas históricas 
y antropológicas de la globalización. En José Luis García y Ascensión 
Barañano (Coords.). Culturas en contacto: encuentros y desencuentros 
(pp. 65-110). Madrid: Ministerio de Educación, Cultura y Deporte. 
Subdirección General de Información y Publicaciones. 
Urteaga, Patricia (2013). Entre la abundancia y la escasez de agua: discursos, 
poder y biocombustibles en Piura, Perú. Debates en Sociología, 38, 
55-80.
Urteaga, Patricia (2011). Agua e industrias extractivas: cambios y continuidades 
en los Andes. Lima: IEP. 
Vanclay, Frank y Daniel Bronstein (Eds.) (1995). Environmental and social 
impact assessment. Chichester (UK): Wiley.
Velásquez, Teresa (2012). The science of corporate social responsibility 
(CSR): contamination and conflict in a mining project in the southern 
Ecuadorian Andes. Resources Policy, 37(2), 233-240. 
444 Gerardo Damonte
Viale, Claudia y Carlos Monge (2012). La enfermedad chola. Quehacer, 
185, 80-85.
Warhurst, Alyson (2001). Corporate citizenship and corporate social 
investment. Journal of Corporate Citizenship, 1(1), 57-73.
Zavaleta, Mauricio (2014). La batalla por los recursos en Cajamarca. Cuadernos 
de Trabajo, 18. Lima: PUCP. Departamento de Ciencias Sociales. 
Zegarra, Eduardo; José Carlos Orihuela y Maritza Paredes (2007). Minería 
y economía de los hogares en la sierra peruana: impactos y espacios de 
conflicto. Documento de Trabajo, 51. Lima: GRADE.
Zeisser, Marco (2015). La experiencia de la Mesa de Diálogo en Espinar 2012-
2013: ¿un nuevo modelo de gestión de conflicto socio ambiental? Lima: 
CooperAcción.
Capítulo 10
Cambio global, alta montaña y adaptación: 
una aproximación social y geográfica
Manuel Glave y Karla Vergara
Resumen
El presente estudio documenta los principales avances en tres ámbitos: 
el institucional, el de la generación de conocimiento científico y el de los 
proyectos de adaptación frente al cambio climático en el Perú. Asimismo, 
mediante un análisis de caso en la cordillera Blanca, se evidencian las posibles 
limitaciones que pueden enfrentar los proyectos de adaptación cuando se 
implementan desde una mirada sectorial carente de suficiente información 
física y social. 
A partir de estas evidencias, se discute la importancia de estudiar los 
ecosistemas de montaña desde el concepto de cambio global y se identifican 
tres retos para la adaptación efectiva en el Perú: a) compatibilizar las activida-
des productivas y los modos de vida con la realidad hidrológica; b) elaborar 
y ejecutar proyectos de adaptación que tomen en cuenta la realidad física y 
social en su ámbito de estudio, así como las realidades externas; y c) integrar 
investigaciones físicas y sociales en las políticas públicas. 
El análisis de estos retos promueve una reflexión espacial y temporal 
sobre la necesidad de contar con una política multisectorial peruana que no 
solo responda o implemente proyectos de adaptación tomando en cuenta las 
realidades y necesidades de las poblaciones de los ecosistemas de montaña, 
sino que también compatibilice los proyectos aguas abajo —proyectos de 
irrigación, suministros de agua potable para las ciudades, trasvases, entre 
otros— con la realidad hídrica de las cuencas, y los efectos actuales y futuros 
del cambio climático en los ecosistemas de montaña.
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Introducción
Desde que en el 2001 el Panel Intergubernamental de Expertos sobre Cambio 
Climático (IPCC) definiera el cambio climático como «una importante 
variación estadística en el estado medio de clima o variabilidad […] que 
puede deberse a procesos naturales internos o a un forzamiento externo, o 
a cambios antropógenos duraderos en la composición de la atmósfera o en 
el uso de la tierra»,1 se presentaron una serie de retos para los países que 
adoptaron y asumieron esa postura. Por un lado, los países denominados 
del primer mundo tienen que actuar sobre todo en la reducción de sus 
emisiones de dióxido de carbono (CO2) y en la búsqueda de nuevas 
tecnologías amigables con el medioambiente. Por otro lado, los países en vías 
de desarrollo tienen como meta principal la reducción de su vulnerabilidad 
y la adaptación a los cambios por efecto del cambio climático.
Por ello, la Comisión Nacional de Cambio Climático se ha planteado 
entre sus objetivos la mitigación y adaptación al cambio climático. Sobre la 
base de estudios y proyecciones científicas, se busca implementar diversos 
programas de mitigación como reforestación, forestación y bonos de 
carbono, así como capacitaciones y programas de adaptación con énfasis en 
las poblaciones pobres de alta montaña. Los ecosistemas de alta montaña 
son claves en el análisis de los efectos del cambio climático, pues no solo 
brindan información sobre la historia del clima mediante los testigos de 
hielo, sino que son una de las principales fuentes de recursos naturales, 
en especial de agua. Es en estos ecosistemas donde se puede apreciar con 
mayor intensidad el cambio climático, sobre todo mediante la tendencia y 
monitoreo del derretimiento glacial.
El Gobierno peruano ha manifestado su reconocimiento de la 
importancia de las montañas mediante acciones concretas. Al ser uno de los 
países partícipes de la Cumbre de la Tierra (1992), el Estado asumió una 
serie de compromisos para lograr el desarrollo sostenible, entre estos los 
relacionados con la montaña. Así, en la Conferencia de la Organización de 
1 IPCC (2001).
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las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible Río + 20 (2012), el país 
inauguró el Pabellón de Montañas, con el fin de destacar los ecosistemas de 
montaña y promover la discusión sobre su importancia en el abastecimiento 
de agua, la conservación de la diversidad biológica, la seguridad alimentaria 
y la adaptación al cambio climático. 
Asimismo, el Perú presentó el Informe país, documento que recopila 
los principales logros, avances y limitaciones en el cumplimiento de los 
compromisos asumidos en la Cumbre de la Tierra, así como las perspectivas 
y retos que tendrá en el futuro para lograr el desarrollo sostenible. En el 
punto 28 del «Resumen ejecutivo», se señala que «el Perú es un país de 
montañas y, en estos veinte años, ha registrado un proceso de recuperación 
y reconocimiento de las estrategias de manejo de los ecosistemas de 
alta montaña que desarrollan las comunidades andinas, asociado a la 
revalorización de la cultura, el conocimiento tradicional, la conservación 
y el uso de la agrobiodiversidad andina» (Ministerio del Ambiente 2012).
Efectivamente, el Estado peruano ha presentado avances significativos 
en lo que se refiere a los instrumentos de política y gestión sobre el cambio 
climático. La Tercera Comunicación Nacional sobre Cambio Climático 
(2016) y la nueva Estrategia Nacional ante el Cambio Climático (2015) 
muestran los avances en investigación y los esfuerzos por aplicar la 
transversalidad y la multisectorialidad en los proyectos de mitigación 
y adaptación. Sin embargo, en este último ámbito —sobre todo de las 
poblaciones localizadas en los ecosistemas de montaña—, está pendiente 
elaborar y aplicar estrategias y respuestas precisas de adaptación para las 
poblaciones alejadas, con pocos recursos económicos y que dependen de 
los elementos climáticos para realizar sus actividades.
Por ello, el objetivo de este documento es mostrar los avances que se 
han logrado en el Perú en el ámbito del conocimiento científico, las políticas 
y los proyectos con respecto a la adaptación frente al cambio climático. 
Asimismo, se busca evidenciar, mediante el concepto de cambio global, 
cómo los proyectos de adaptación ya impulsados pueden verse frenados 
por no incluir contextos que trascienden la localidad. De esta manera, se 
448 Manuel Glave y Karla Vergara
promoverá una reflexión espacial y temporal no solo en la implementación 
de proyectos de adaptación en ecosistemas de montaña, sino también en la 
elaboración de proyectos aguas abajo, tales como proyectos de irrigación, 
suministros de agua potable para las ciudades, trasvases, entre otros.
El documento se divide en tres partes. En la primera se resaltan los 
avances institucionales del Estado peruano en el tema de cambio climático 
y adaptación, se presenta un breve resumen de los aportes de investigación 
y se sistematizan los proyectos de adaptación aplicados en el Perú. En la 
segunda sección se reflexiona sobre los avances presentados y se discute la 
importancia del concepto de cambio global, las montañas y su investigación, 
con miras a comprender de manera integral la dinámica de transformación 
que implica el cambio climático tanto para estos ecosistemas como para 
los procesos o proyectos de adaptación. Finalmente, en la tercera y última 
sección se discuten algunos retos para implementar una nueva adaptación 
efectiva frente al cambio climático en los Andes peruanos.
 
1.  Avances institucionales, de investigación y adaptación en los 
ecosistemas de montaña en el Perú
El Ministerio del Ambiente (Minam) (2010a) señala que, en el Perú, el cambio 
climático genera los siguientes nueve efectos: a) Cambios en los patrones de 
lluvia, que traen como consecuencia sequías e inundaciones. b) La elevación del 
nivel del mar, cuyas principales afectaciones se relacionan con la disponibilidad 
de agua potable, el turismo y la pesca. c) El derretimiento de los glaciares, que 
ya ha generado la pérdida del 22% de su cobertura durante los últimos 35 años. 
d) Las olas de calor, que contribuyen a la expansión de enfermedades. e) El 
aumento de las temperaturas, que intensifica la expansión de plagas y el riesgo 
de que se produzcan incendios forestales. f ) El incremento de la frecuencia 
e intensidad de los desastres climáticos. g) La ocurrencia del evento de El 
Niño más frecuente e intenso. h) La sabanización del Amazonas, que podría 
producir millones de toneladas de CO2. i) La reducción de la biodiversidad y 
el aumento del número de especies en peligro de extinción.
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En este contexto, el Perú es un país altamente vulnerable al cambio 
climático, debido a factores estructurales exacerbados por la pobreza e 
inequidad, que se suman a la condición de vulnerabilidad existente en los 
ecosistemas de importancia global: a) zonas costeras bajas; b) zonas áridas 
y semiáridas; c) zonas expuestas a inundaciones, sequías y desertificación; 
d) ecosistemas montañosos frágiles; e) zonas propensas a desastres; f ) zonas de 
alta contaminación atmosférica urbana; y g) economías dependientes en gran 
medida de los ingresos generados por la producción y el uso de combustibles 
fósiles (Ministerio del Ambiente 2015). Sin embargo, el cambio climático no 
debería ser considerado como una situación generalizada de consecuencias 
negativas. Algunos estudios (Malleta 2009, Maletta y Maletta 2011) señalan 
potenciales impactos positivos, e incluso identifican experiencias positivas 
de las comunidades altoandinas frente a las variaciones climáticas (Vergara 
Rodríguez 2012). Por lo tanto, desde la investigación, se trata de una 
oportunidad para indagar los efectos locales negativos y positivos del cambio 
climático en los ecosistemas, las sociedades y sus actividades.
1.1. Avances desde el Estado peruano
En el Perú, el marco de implementación de los procesos de adaptación 
parte por determinar la población y sistemas que son vulnerables al cambio 
climático, y ante qué amenazas —sequías, heladas, etcétera— lo son. Una 
vez evaluada la vulnerabilidad, la adaptación es abordada a través de cuatro 
medios de implementación: a) institucionalidad y gobernanza, b) conciencia 
y fortalecimiento de capacidades, c) conocimiento científico y tecnología, y 
d) financiamiento (Ministerio del Ambiente 2016). En el Estado peruano se 
han producido avances significativos en adaptación como consecuencia de 
a) la integración de los conceptos de gestión de riesgos y cambio climático 
en las políticas e instrumentos de planificación e inversión en los diferentes 
sectores y niveles de gobierno, b) el desarrollo de la investigación, así como 
c) la generación de información física y social para implementar proyectos 
de adaptación.
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Avances en los documentos de gestión2
Durante la última década, se han venido desarrollando diversos instrumentos 
de política nacional, regional y sectorial relevantes para la adaptación al 
cambio climático (gráfico 1). El Perú, como país signatario de la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático (CMNUCC), 
viene implementado acciones en función de sus aportes y obligaciones a 
la gestión internacional del cambio climático (Ministerio del Ambiente 
2015). La Comisión Nacional de Cambio Climático (CNCC)3 coordina 
la implementación de la CMNUCC y del Protocolo de Montreal, realiza 
el seguimiento de los diversos sectores públicos y privados en la aplicación 
de la CMNUCC, y se encarga del diseño y seguimiento de la Estrategia 
Nacional de Cambio Climático (ENCC).
Gráfico 1
Documentos nacionales sobre la gestión
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2 Para mayor detalle, revisar la Estrategia Nacional ante el Cambio Climático (Ministerio del Ambiente 
2015) y la Tercera Comunicación Nacional del Perú a la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre 
Cambio Climático (Ministerio del Ambiente 2016).
3 Presidida en ese entonces por el Consejo Nacional del Ambiente (Conam) y ahora por el Minam.
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La CNCC tiene la responsabilidad de producir comunicaciones 
nacionales, que son documentos en los que se reportan las emisiones de 
nuestro país y las medidas previstas para mitigarlas. En el 2001 se elaboró la 
Primera Comunicación Nacional, en la que se describían las circunstancias 
nacionales; el inventario de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI); 
la reseña sobre el derecho ambiental en el Perú; las políticas, las medidas y 
los programas relacionados con el cambio climático —sobre vulnerabilidad y 
adaptación—; y la identificación de necesidades y limitaciones financieras y 
tecnológicas de las poblaciones vulnerables (Comisión Nacional de Cambio 
Climático 2001).
En el 2003 se elaboró la primera ENCC (Presidencia del Consejo de 
Ministros 2003), con el objetivo de que el Perú conozca su vulnerabilidad 
al cambio climático. Esto significa incorporar en sus políticas y planes de 
desarrollo las medidas de adaptación a los efectos adversos del cambio 
climático, que la población sea consciente de los riesgos y que el país mejore 
su competitividad. Esto último supone un manejo responsable de los 
recursos y de las emisiones de gases de efecto invernadero, sin comprometer 
el desarrollo sostenible.
En el 2010 se presentó la Segunda Comunicación Nacional sobre 
Cambio Climático (SCNCC), cuyos estudios fueron realizados sobre la base 
de la Primera Comunicación Nacional y el Programa de Fortalecimiento de 
Capacidades Nacionales para manejar el Impacto del Cambio Climático y 
la Contaminación del Aire (Proclim). De esta manera, el Minam buscó 
continuar con el proceso de fortalecimiento de las capacidades nacionales en el 
adecuado manejo de los recursos humanos, institucionales y financieros para 
enfrentar al cambio climático en áreas geográficas y ciudades priorizadas del 
país. Entre los temas más relevantes contenidos en la SCNCC se encuentra el 
Inventario nacional de gases de efecto invernadero, los avances en la mitigación 
y en la adaptación al cambio climático, y el estado de la vulnerabilidad del 
Perú a nivel local, regional y nacional. Otra información relevante es la 
presentación de escenarios climáticos a nivel nacional (proyecciones al 2030) 
y para las cuencas de los ríos Mantaro, Mayo, Santa y Urubamba (Ministerio 
del Ambiente 2010b).
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También en el 2010 se elaboró el PAAMCC, que describe la propuesta 
del Minam referente a programas, proyectos y acciones prioritarias de 
corto y mediano plazo frente al cambio climático, así como los objetivos 
estratégicos, líneas temáticas e indicadores generales para evaluar los avances 
del plan. En la «Temática 3: Adaptación al cambio climático» se señala que 
el Estado tiene un presupuesto destinado de 1 278 989 147 soles para 21 
proyectos de adaptación. Asimismo, se indica que existen 9 proyectos en 
ejecución —Promoviendo el Manejo Sostenible de la Tierra en Apurímac 
(MST-Apurímac), Proyecto Regional Andino de Adaptación al Cambio o 
Proyecto de Adaptación al Impacto del Retroceso Acelerado de Glaciares en 
los Andes Tropicales (PRAA), Programa de Adaptación al Cambio Climático 
(PACC), entre otros—, 11 en negociación y 5 como propuestas. Por último, 
se detallan los 45 proyectos de inversión pública sobre cambio climático, 
todos referidos a adaptación; de estos, 9 se encuentran en ejecución; 8, en 
formulación; 9, en evaluación; y 19, en situación viable (Ministerio del 
Ambiente 2010c).
En el 2012, se aprobó el Plan de Gestión de Riesgos y Adaptación al 
Cambio Climático en el Sector Agrario Periodo 2012-2021 (Plangracc-A). 
Este instrumento, producto del proceso participativo en las 24 regiones, 
proporciona un diagnóstico sobre gestión de riesgo de desastres (GRD) y 
adaptación al cambio climático (ACC) en el sector agrario. Además, contiene 
ejes, objetivos y acciones estratégicas para la reducción de los riesgos y 
vulnerabilidades, la generación de resiliencia y el desarrollo de medidas de 
adaptación frente al cambio climático en el sector (Ministerio de Agricultura 
2012). Los avances del Grupo de Trabajo Técnico de Seguridad Alimentaria y 
Cambio Climático (GTTSACC) sobre la implementación del Plangracc-A 
fueron difundidos hasta setiembre del 2014.
En el 2015, se elaboró una nueva Estrategia Nacional ante el Cambio 
Climático (ENCC), estructurada de acuerdo con la Política Nacional de 
Modernización de la Gestión Pública al 2021, como instrumento orientador 
y promotor de las acciones nacionales referentes al cambio climático. 
La ENCC suministra los lineamientos necesarios para que los sectores, 
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regiones e instituciones públicas la implementen a través de sus planes de 
acción. Asimismo, constituye el marco orientador para la formulación y el 
cumplimiento de las decisiones y compromisos internacionales en el marco 
de la CMNUCC, incluyendo la formulación de acciones de reducción de 
GEI y adaptación comprendidas en la Contribución Prevista y Determinada 
a Nivel Nacional (iNDC por sus siglas en inglés) (Ministerio del Ambiente 
2015). Por otro lado, en el proceso de descentralización nacional, el principal 
avance ha sido la formulación y conducción de las estrategias regionales de 
cambio climático (ERCC) por parte de los gobiernos regionales, de acuerdo 
con su Ley Orgánica (Ley 27867). Hasta junio del 2015, 16 regiones habían 
aprobado sus ERCC,4 55 se encontraban en proceso de formulación; y 6,6 
en proceso de actualización (Ministerio del Ambiente 2016).
En abril del 2016, se publicó la Tercera Comunicación Nacional sobre 
Cambio Climático (CNCC3), que incluye el Inventario Nacional de GEI 
con año base 2012, y los resultados de las actualizaciones de los inventarios 
de GEI con años base 2000, 2005 y 2010. También contiene un resumen 
de las medidas formuladas, adoptadas e implementadas por el Perú para la 
gestión y planificación de la reducción de emisiones de GEI. Una sección 
está dedicada al análisis de los avances en la institucionalidad y gobernanza, 
conciencia y fortalecimiento de capacidades, conocimiento científico 
y tecnología, y financiamiento para la adaptación al cambio climático. 
Asimismo, se sistematizan iniciativas y resultados de los proyectos de 
adaptación implementados. Por último, se detallan los temas pendientes para 
cada uno de los medios de implementación (Ministerio del Ambiente 2016).
En la actualidad, se encuentra en diseño y elaboración la Hoja de ruta del 
Plan Nacional de Adaptación. Este será el instrumento para el cumplimiento 
de los indicadores-meta establecidos en las contribuciones nacionales de 
adaptación al cambio climático; su objetivo general es lograr que se generen los 
mecanismos y lineamientos para la adaptación efectiva en el país. Igualmente, 
4 Amazonas, Apurímac, Arequipa, Ayacucho, Cajamarca, Cusco, Junín, Ica, Lambayeque, Lima 
Metropolitana, Loreto, La Libertad, Piura, Puno, Tacna y Ucayali.
5 Áncash, Lima Región, Madre de Dios, San Martín y Tumbes.
6 Amazonas, Ayacucho, La Libertad, Lambayeque, Piura y Puno.
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se están impulsando en las regiones acciones de implementación de sus 
ERCC; son pioneras las regiones de Apurímac y Cusco, que han elaborado 
sus planes de implementación y han logrado articular iniciativas de proyectos 
al presupuesto público. De igual forma, a nivel sectorial, el Minagri viene 
actualizando el Plangracc-A; el Ministerio de la Producción está formulando 
el Plan de Acción en Cambio Climático en el Sector Pesca y Acuicultura; y el 
Ministerio de Salud (Minsa) está en proceso de aprobación del Plan Integral 
de Mitigación y Adaptación frente a los efectos adversos del cambio climático 
en la salud pública (Ministerio del Ambiente 2016).
Avances en la generación de conocimiento físico y social
El desarrollo de conocimiento científico es clave, pues permite identificar 
los efectos actuales y proyectados del cambio climático. Para este último 
punto, es necesaria la construcción de escenarios climáticos, de tal manera 
que se pueda estimar la ocurrencia de los peligros, anticipar sus impactos 
y elaborar las evaluaciones de vulnerabilidad futura. «Las evaluaciones de 
vulnerabilidad actual, enmarcadas en un diagnóstico socioeconómico y 
ambiental, y futura permiten identificar quiénes son los más vulnerables, 
qué se debe proteger y cuáles son las amenazas actuales y futuras del cambio 
climático» (Ministerio del Ambiente 2016). Como resultado, se facilita la 
toma de decisiones informadas para reducir la vulnerabilidad y proponer 
respuestas de adaptación robustas con el fin de enfrentar los riesgos de los 
impactos del cambio climático y aprovechar sus impactos positivos.
A partir de la conformación de la CNCC en 1993, se inicia desde 
el Estado una línea de investigación para estudiar, analizar y actuar frente 
al cambio climático. Desde entonces, se han venido implementado 
iniciativas de diferentes entidades públicas en el marco de sus funciones y 
competencias, y con el apoyo financiero de la cooperación internacional. 
En esta línea, destacan ocho programas o proyectos que han contribuido 
sustancialmente al proceso de adaptación del país (tabla 1). Estas iniciativas 
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han permitido la elaboración de estudios físicos, escenarios climáticos, 
estudios socioeconómicos y ambientales —análisis de vulnerabilidad—, así 
como la implementación de estrategias de adaptación en diferentes escalas 
territoriales. Algunos de esos proyectos han aportado en la generación de 
un tipo de conocimiento —estudios físicos, escenarios climáticos o estudios 
socioeconómicos—, mientras que otros pocos han incluido más de uno (tabla 
A-1 del anexo). En estos últimos es donde el Estado ha implementado de 
manera concreta estrategias de adaptación (tabla 2).
1.2. Aportes desde la academia
Existe una larga tradición en investigación etnohistórica y arqueológica 
que muestra la capacidad de la población andina para manejar y gestionar 
su territorio. Las investigaciones de Murra (1975), Troll (1980) y Dollfus 
(1981), y la compilación editada por Masuda, Shimada y Morris (1985), son 
solo algunos de los trabajos que demuestran la persistencia de un modelo 
de organización social en los Andes peruanos alrededor de la gestión de la 
verticalidad y el aprovechamiento de la diversidad. Parte de esta nueva visión 
de las montañas como una condición de vida y como una potencialidad para 
el aprovechamiento de sus recursos —antes que como una restricción— es 
incorporada en el imaginario colectivo que sobre los Andes se ha construido 
en el Perú a partir del trabajo pionero de Pulgar-Vidal (2014) [publicado 
por primera vez en 1938].
A su vez, durante las últimas décadas, investigadores e instituciones 
internacionales han realizado estudios físicos y sociales sobre el cambio 
climático en nuestro país. Para poder ejemplarizar el nivel de aporte de 
estas investigaciones, se revisó la producción científica indexada desde el 
2000 hasta la actualidad en dos servidores: Science Direct e International 
Development Research Centre (IDRC). En ambos casos, la búsqueda fue 
delimitada por las palabras claves Climate Change, Perú y Andes, por el 
método de revisión por pares (peer reviewers) y por el ámbito geográfico 
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Perú. De los más de 400 textos encontrados, la gran mayoría corresponde 
a estudios en zonas costeras o sobre El Niño-Oscilación del Sur (ENOS), y 
74 publicaciones son estudios de cambio climático en zonas de montaña. 
Las 74 investigaciones se dividieron en 6 grandes temas, en función 
de la evaluación científica propuesta por Huggel y otros (2015): a) clima-
tología, b) recursos hídricos, c) agricultura y seguridad alimentaria, d) pe-
ligros naturales y riesgos, e) ecosistemas y, por último, f ) aspectos sociales, 
culturales, económicos y políticos. Como se ve en el gráfico 2, los artículos 
relacionados con recursos hídricos representan el 53% (39) del total de las 
investigaciones; les siguen los artículos que tienen como ejes temáticos los 
aspectos climatológicos, ecosistémicos, y de peligros y riesgos, cada uno de 
los cuales representa el 11% (8) del total de las publicaciones. Continúan las 
investigaciones relacionadas con los temas sociales, con 9% (7); y por último, 
se encuentran las investigaciones relacionadas con la seguridad alimentaria, 
que representan el 5% (4).
Gráfico 2
Investigaciones sobre cambio climático
en zonas de montaña en el Perú
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La mayoría de estudios relacionados con recursos hídricos y cambio 
climático son estudios glaciológicos que documentan cambios en los siguientes 
ámbitos: a) glaciares de los Andes (Dornbusch 2000, Weng y otros 2006, 
Vuille y otros 2008, Jomelli y otros 2009, Vimeux y otros 2009); b) cordilleras 
como la cordillera Blanca (Mark y Seltzer 2005, Silverio y Jaquet 2005, Vuille, 
Kaser y Juen 2008, Burns y Nolin 2014, Schauwecker y otros 2014), la del 
Vilcanota (Salzmann y otros 2013), la del Huaytapallana (López-Moreno 
y otros 2014), y las de Huayhuash y Raura (McFadden, Ramage y Rodbell 
2011); c) glaciares individuales (Herreros y otros 2009; Peduzzi, Herold y 
Silverio Torres 2010; Huh, Mark y Hopkinson 2012; Silverio y Jaquet 2012; 
Thompson y otros 2013; Emmer y otros 2015; Malone y otros 2015).
Otros estudios no solo documentan el acelerado retroceso glaciar, sino 
también los cambios hidrológicos que genera y su impacto en los medios 
de vida, especialmente en la cordillera Blanca (Kaser y otros 2003, Mark y 
otros 2010, Bury y otros 2011, Bury y otros 2013, Gordon y otros 2015, 
López-Moreno y otros 2016). Asimismo, otros estudios aplican modelos 
hidrológicos para estimar futuros cambios en los recursos hídricos (Juen y 
otros 2007, Winkler y otros 2009, Chevallier y otros 2011, Condom y otros 
2012, Andres y otros 2014). Además, hay estudios que documentan los 
problemas o conflictos alrededor del agua y sus implicancias (Fraser 2012, 
Lynch 2012, Carey, French y OBrien 2012; Roa-García y otros 2015). Por 
otro lado, hay algunos que motivan el trabajo y la política transdisciplinaria 
para el manejo adecuado del agua (Mark 2008, Carey y otros 2014).
En el campo del análisis de variables meteorológicas, cambios en el 
clima, modelos climáticos o predicciones, se encontraron ocho estudios. Dos 
realizan análisis históricos del clima —en especial de la temperatura— para 
comprender el comportamiento de las variables climáticas a lo largo del 
tiempo (Pepin y otros 2013, Sagredo, Rupper y Lowell 2014). Otro par de 
investigaciones se centran en analizar los comportamientos de las variables 
climáticas mediante imágenes satelitales: una analiza la precipitación en los 
Andes (Scheel y otros 2011); y la otra, la temperatura y humedad en una 
zona específica del Perú (Hofer y otros 2010). También se encontraron dos 
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estudios que presentan proyecciones climáticas regionales: uno de ellos 
para todo el territorio de los Andes (Urrutia y Vuille 2009) y el otro para el 
altiplano (Minvielle y Garreaud 2011). Por último, se hallaron dos estudios 
referidos a información climática en el Perú: uno proporciona una serie 
de tiempo histórica, así como herramientas y métodos para homogeneizar 
la información (Schwarb y otros 2011), mientras que el otro describe el 
proyecto Climandes y la pronta implementación de servicios climáticos en 
el Perú mediante el Senamhi (Rosas y otros 2016). 
Con respecto a los estudios relacionados con la susceptibilidad, los 
desencadenantes y los efectos de las amenazas, dos investigaciones están 
referidas al análisis del aumento de temperatura y su efecto en el desarrollo 
de epidemias o enfermedades a mayor altitud (Chinga-Alayo y otros 2004, 
Catenazzi y otros 2013). Un documento analiza el riesgo de erosión del suelo 
en la cuenca del Mantaro debido al cambio climático (Correa y otros 2016). 
Otros dos estudios tienen un componente de mapeo de riesgos o sistemas de 
alerta temprana (Schneider y otros 2014, Thouret y otros 2013). Otras dos 
investigaciones analizan la relación histórica entre la sociedad y los desastres 
(Carey 2005, Evans y otros 2009). Por último, se encontró un estudio que 
promueve un marco socioambiental integrado para la adaptación al cambio 
climático y la gestión del riesgo (Carery y otros 2012).
En la literatura referente a ecosistemas y cambio climático, se 
encontraron tres estudios que analizan los cambios en la distribución de aves, 
anuros e insectos frente al aumento de la temperatura (Seimon y otros 2007, 
Hoffman 2010, Ávalos y Hernández 2015). Otros tres estudios analizan la 
migración de la vegetación arbórea por efectos del cambio climático, y sus 
limitaciones para desarrollarse en las nuevas condiciones (Feeley y otros 2011; 
Lutz, Powell y Silman 2013; Rehm y Feeley 2013). Mediante un registro 
paleoecológico del lago Titicaca, una investigación estudió los efectos de este 
en el ambiente y su influencia frente al aumento futuro de la temperatura 
(Bush, Hanselman y Gosling 2010). Por último, un estudio se concentró 
en el diseño de estrategias de conservación de los bosques en el altiplano 
(Cuyckens y otros 2016).
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Tabla 2
Medidas de adaptación implementadas en el marco de los proyectos o 
programas del Estado con cooperación internacional
Iniciativa Medidas de adaptación implementadas
Proyecto	Regional	Andino	de	 •	Implementación	de	medidas	piloto	de	adaptación	en	gestión
Adaptación al Cambio Climático o    integrada de los recursos hídricos considerando el impacto del
Proyecto Adaptación al Impacto    retroceso glaciar.
del	Retroceso	Acelerado	de	 •	Instalación	de	estaciones	meteorológicas	para	el	monitoreo	del
Glaciares en los Andes    retroceso glaciar.
Tropicales (PRAA) (2007-2014). 
Programa	de	Adaptación	al	 •		Más	de	1200	familias	participaron	en	concursos	campesinos
Cambio Climático (PACC)     organizados por los gobiernos locales (municipios distritales) y
(fase 1: 2009 -2013;     las comunidades campesinas. Impacto focalizado en la adopción
fase 2: 2013-2016)     de buenas prácticas para la implementación de medidas de 
     adaptación. 
	 •		Hasta	diciembre	del	2012,	el	total	de	comunidades	campesinas	
     de las microcuencas Huacrahuacho (Cusco) y Mollebamba 
    (Apurímac) habían asumido acuerdos y acciones comunales para
    el tratamiento de quebradas tributarias, la mejora ambiental y
    el incremento de la capacidad de infiltración de las aguas, y habían 
    incidido también en sus autoridades locales para el financiamiento
    de proyectos vinculados. Se promovió el afianzamiento hídrico en 
    dos microcuencas andinas —Huacrahuacho en el Cusco y 
    Mollebamba en Apurímac—, mediante la habilitación de 205 
    qochas familiares y comunales.
	 •		Más	de	1000	profesionales	y	técnicos	de	instituciones	locales,	
     regionales —Cusco y Apurímac—, nacionales y líderes comunitarios 
     fortalecieron sus conocimientos, metodologías y uso de herramientas 
     para la gestión de la adaptación al cambio climático.
	 •		En	Cusco	y	Apurímac	se	formularon	estrategias	regionales	y	locales	
     frente al cambio climático, en forma participativa y descentralizada, 
     aprobadas por ordenanzas. Además, se movilizaron inversiones 
     públicas para la ACC y se conformaron esquemas funcionales para 
     la gestión transversal de la ACC en los gobiernos regionales de Cusco 
     y Apurímac.
Proyecto	Glaciares	 •		Diseño	e	instalación	del	Sistema	de	Alerta	Temprana	(SAT)	en
(fase 1: 2011-2015;     tiempo real.
fase	2:	2015-actualidad)	 •		Protocolo	de	acción,	definición	de	rutas	de	evacuación	y	
     ejecución de simulacros para Carhuaz, Áncash.
	 •		Sistema	de	Gestión	del	Riesgo	(SGR)	para	el	distrito	de	Santa	Teresa.
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Iniciativa Medidas de adaptación implementadas
Proyecto Inversión Pública Se constituyeron las siguientes instancias:
y	Adaptación	al	Cambio	 •		Red	de	cooperantes	en	el	Perú,	convocada	por	el	Minam con la
Climático (fase 1: 2011-2015)     participación de la cooperación internacional, que permitió impulsar 
     el fortalecimiento de capacidades para avanzar en la incorporación de 
      la gestión del riesgo en un contexto de cambio climático en la inversión 
     pública.
	 •		Red	Latinoamericana	de	Gestión	del	Riesgo	y	Cambio	Climático	en	la	
      Inversión Pública (GRICCIP), cuyo objetivo es desarrollar capacidades 
     técnicas para los procesos de inversión pública con enfoque sistémico 
     de gestión de riesgo y adaptación al cambio climático. Participan 
     Colombia, Costa Rica, Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Perú 
     y Uruguay; las expectativas fueron llegar a 15 miembros activos en el 
     2020.
	 •		Plataforma	virtual	para	la	gestión	del	conocimiento:	a)	desarrollo	de	
     un diplomado virtual dirigido a formuladores y evaluadores del SNIP, 
     con la Dirección General de Inversión Pública del Ministerio de 
     Economía y Finanzas, en alianza con la Universidad Internacional de 
     Costa Rica, b) Plataforma Digital de Información de Riesgos, que 




     las medidas del AbE: dos en Yauyos, Lima (Miraflores y Tanta) y una 
     en Jauja, Junín (Canchayllo). 
	 •		Incorporación	del	enfoque	EbA	en	planes	de	desarrollo	local	de	las	
     comunidades, el plan maestro de la reserva paisajística Nor Yauyos 
     Cochas, la ERCC de Junín y los lineamientos de Política de Inversión 
     Pública en Materia de Diversidad Biológica y Servicios Ecosistémicos.
Fuente: Minam (2016).
Adaptación propia.
Un número reducido de investigaciones se centran en temas socioeco-
nómicos, culturales, de política y seguridad alimentaria. Sobre esta última, 
se encontraron tres investigaciones que tratan sobre el cultivo de la papa y 
el saber local como estrategia de adaptación al cambio climático (Sanabria 
y Lhomme 2013, Valdivia-Díaz y otros 2015, Walshe y Argumedo 2016). 
Otros estudios se enfocan en recoger las percepciones y comportamientos 
de las poblaciones frente a los cambios en su medio (Young y Lipton 2006, 

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Brugger y otros 2013, Lennox y Gowdy 2014); incluso, algunos identifican 
o evalúan estrategias de adaptación (Byers 2007, Salzmann y otros 2009, 
Lee y otros 2014).
1.3. Prácticas espontáneas y proyectos de adaptación implementados
Como se mencionó anteriormente, el Estado peruano ha venido 
implementando iniciativas por medio de las diferentes entidades públicas y 
con el apoyo financiero de la cooperación internacional. Algunas han logrado 
implementar estrategias o proyectos de adaptación (tabla 2). 
Asimismo, para la elaboración de la CNCC3, el Minam registró 
112 iniciativas —programas, proyectos y acciones— que han abordado la 
adaptación y gestión del riesgo frente al cambio climático.7 Estas iniciativas 
abordan los sectores agricultura y seguridad alimentaria, recursos hídricos, 
bosques, biodiversidad, áreas protegidas, salud, pesca y ciudades. Asimismo, 
presentan diversos enfoques: la mayoría de iniciativas (23%) cuentan con 
un enfoque basado en comunidades, seguidas por las del enfoque en gestión 
del riesgo (21%), y luego por el de cuencas y ecosistemas (20% cada una).8 
Por otro lado, también es posible identificar adaptaciones espontáneas 
o buenas prácticas de la población local. El Minam, mediante el PACC y 
con el apoyo técnico-financiero de Cosude, organizó en el 2014 el concurso 
Buenas Prácticas frente al Cambio Climático en el Medio Rural. Mediante este 
concurso, se pudo registrar 149 prácticas para enfrentar el cambio climático 
en 22 regiones del Perú. Estas experiencias son iniciativas autónomas de 
comunidades campesinas y nativas, y pequeños productores, así como buenas 
prácticas desarrolladas con apoyo de alguna institución (gráfico 3).
7 Registro de iniciativas frente al cambio climático en el Perú (2009-2015) para la Tercera Comunicación 
Nacional de Cambio Climático.
8 Las iniciativas pueden ser consultadas en el anexo 1 de la CNCC3 (Ministerio del Ambiente 2016).
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Gráfico 3
Iniciativas de comunidades y pequeños productores
para enfrentar el cambio climático
 
        Fuente: Ministerio del Ambiente (2016).
          Elaboración propia.
2. Una visión holística de las sinergias
2.1. ¿Cuán efectivos son el marco institucional, los estudios científicos y 
los proyectos para la adaptación de las poblaciones de montaña del 
Perú?
Como se aprecia en el acápite anterior, existe un significativo avance en la 
producción de documentos y programas de gestión del cambio climático en 
tres ámbitos: a) el de las entidades públicas; b) el de la producción científica 
sobre los efectos del cambio climático tanto respecto a los recursos (Baraer y 
otros 2012, Bury y otros 2011, Bury y otros 2013, Mark y otros 2010, entre 
otros) como a las poblaciones de montaña (Young y Lipton 2006, Lennox y 
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Sin embargo, a excepción de los proyectos y programas en los que el 
Estado ha trabajado de manera transectorial y transdisciplinaria, la mayoría 
de proyectos de adaptación han sido muchas veces implementados con una 
mirada sectorial, sin la suficiente información física y social, y sin tener 
en cuenta la realidad territorial en la que se desenvuelven. Asimismo, el 
conocimiento generado no incluye un componente de incidencia política, o 
por lo menos de difusión, para los actores locales de las zonas en estudio. Estas 
situaciones generan que muchas veces se dupliquen esfuerzos o se pierdan 
recursos del Estado en aras de implementar proyectos de adaptación. Esta 
falta de visión holística a nivel nacional para enfrentar el cambio climático 
se evidencia en las partes altas y bajas de las cuencas hidrográficas.
En la cuenca del Santa, por ejemplo, los estudios realizados por Mark 
y otros (2010), Bury y otros (2011), Baraer y otros (2012), y Bury y otros 
(2013), evidencian la pérdida dramática de la masa glaciar en la cordillera 
Blanca, los cambios hidrológicos que involucra y su implicancia para la 
población local. Baraer y otros (2012) señalan que el retroceso glaciar en 
la cordillera Blanca resulta en impactos complejos sobre la hidrología de la 
cuenca superior del río Santa. Los resultados sugieren que siete de las nueve 
cuencas de estudio probablemente han cruzado un punto de transición 
crítico, y ahora exhiben disminución de la descarga en la estación seca. 
Además, indican que una vez que los glaciares se derritan por completo, 
la descarga anual será inferior a la presente entre 2% y 30%, dependiendo 
de la cuenca. Asimismo, señalan que la influencia del retroceso sobre la 
descarga será más pronunciada durante la estación seca que en otras épocas 
del año, y resaltan que en La Balsa —donde se mide la descarga de la parte 
superior del río Santa— podría conducir a una disminución del 30% de la 
descarga promedio.
Por otro lado, el estudio de Mark y otros (2010) identificó, mediante 
entrevistas en profundidad a hogares de las comunidades de las partes altas de 
las cuencas de Querococha y Quillcay —parte de la red hídrica del Santa—, 
que los hogares tienen problemas de acceso a recursos de subsistencia claves 
como la tierra y el agua. Además, obtuvo el dato de que la gran mayoría de 
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hogares perciben que el retroceso de los glaciares es acelerado, y que el cambio 
climático incrementa su vulnerabilidad porque ocurren modificaciones en el 
acceso a los recursos hídricos, la producción agropecuaria y la variabilidad 
climática. Por último, contradictoriamente a lo que los hogares señalan, el 
estudio indica que el derretimiento glaciar ha generado un aumento en la 
descarga y contribución de agua en los caudales de las cuencas estudiadas.
En la misma línea de investigación, Bury y otros (2011) comprueban 
una aceleración en el retroceso del glaciar Yanamarey con implicancias en 
el flujo de la corriente durante la última década, a medida que la capacidad 
de almacenamiento estacional del glaciar se ha degradado. Mediante una 
evaluación interdisciplinaria que vincula el cambio hidrológico con la 
vulnerabilidad de los medios de vida en la cuenca Yanamarey, el estudio 
encuentra que las percepciones locales concuerdan con la tendencia del 
retroceso de los glaciares y la variabilidad hidrológica estacional. Los 
resultados de las encuestas aplicadas en los hogares estudiados muestran 
que los cambios en los recursos de agua, el aumento de los fenómenos 
meteorológicos extremos y las amenazas climáticas al turismo son todos 
nuevos vectores de la vulnerabilidad en la economía doméstica.
Esta información se ve complementada por el estudio de Bury y otros 
(2013), el cual resalta que los cambios actuales y escenarios en la cuenca 
del río Santa no solo están asociados a factores físicos, sino que también los 
factores socioeconómicos juegan —y jugarán— un papel importante en el 
futuro de los recursos hídricos y su gobernanza. La investigación identifica 
como forzantes sociales claves del cambio a la agricultura de pequeña escala, 
la minería, el uso de agua potable, la energía hidroeléctrica y la irrigación 
costera. Asimismo, advierte que estos vectores de cambios ecológicos y 
sociales generan una gobernanza compleja y conflictiva de los recursos 
hídricos, pues a pesar de la recesión glaciar aguas arriba, paralelamente hay 
un desarrollo económico rápido y de alto consumo aguas abajo. Además, el 
estudio señala que, en un futuro próximo, la disponibilidad hidrológica de 
la cuenca del río Santa disminuirá y será más variable conforme los glaciares 
pierdan sus cumbres nevadas.
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La situación descrita para la cuenca del río Santa (cordillera Blanca) 
se repite en el Perú en diversas cuencas con origen glaciar del Pacífico: 
incompatibilidad de la realidad hídrica de la cuenca con la localización y el 
uso del agua por parte de sus diversos actores. En este contexto, el futuro 
exitoso de los proyectos de adaptación de las poblaciones de montaña, 
aguas arriba de la cuenca, puede verse limitado por el desarrollo económico 
intensivo basado en el uso del agua, aguas abajo, que no considera la 
disponibilidad y demandas actuales y futuras del recurso hídrico en el ámbito 
de toda la cuenca. Esto conlleva a que en el Perú se redefina el quehacer del 
Estado sobre lo que implica la mitigación y adaptación efectiva.
Por tanto, desde las políticas públicas se necesita una visión integral 
que responda a los efectos del cambio climático en función del territorio 
—como concepto que integra los aspectos físico, social, cultural y político— 
y no desde una propuesta sectorial. Y dado que no todos los cambios 
en el territorio tienen su origen en los cambios climáticos —sino que 
también pueden ser explicados por factores socioeconómicos, políticos y 
de mercado—, es preciso que la comunidad científica genere información 
ambiental, social y económica acerca de los Andes, que escasea hoy en día, 
y que es necesaria para implementar la adaptación (Huggel y otros 2015). 
Desde esta mirada holística, y con el fin de responder de manera efectiva a las 
tendencias globales y priorizar a los más vulnerables, se propone el concepto 
de cambio global y su análisis en los ecosistemas de montaña del Perú.
2.2. Cambio global
El cambio global es un concepto que agrupa una serie de dinámicas de 
transformación a escala planetaria, entre las cuales se encuentra el cambio 
climático. Así, el cambio global hace referencia a la suma de procesos de 
transformación a escala planetaria que tienen repercusiones significativas 
sobre el funcionamiento de la Tierra, que se expresan de maneras distintas y 
en diferentes escalas, ya sea afectando los componentes biofísicos —agua, aire, 
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suelos, biodiversidad—, alterando el comportamiento de las comunidades y 
ecosistemas y/o generando efectos en los sistemas socioeconómicos (Vergara 
Rodríguez 2012).
Dichas transformaciones se caracterizan por ser de naturaleza 
multivariada y no-lineal en sus orígenes y en sus impactos, y por tener 
mecanismos de retroalimentación y expresar comportamientos sinérgicos que 
dificultan su predicción mediante análisis no sistémicos (Centro de Cambio 
Global UC s. f.). Entonces, cuando hablamos de cambio global nos referimos 
tanto a las transformaciones causadas por la actividad humana como a las 
naturales, cuya característica común es la alteración de la capacidad de la 
Tierra para sustentar la vida.
De acuerdo con Vitousek (1994), son tres los componentes principales 
de este cambio que son irrefutables debido a que han sido ampliamente 
documentados y estudiados en diferentes ecosistemas a nivel global:
Población humana
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en la cobertura terrestre
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Gráfico 4
Componentes del cambio global
 
          Fuente: Vitousek (1994).
          Elaboración y traducción propia.
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a) El incremento de la concentración de dióxido de carbono en la 
 atmósfera.
b) La alteración del ciclo global de nitrógeno.
c) Cambios en la cobertura y/o uso de la tierra.
Asimismo, señala que los cambios de estos componentes a nivel global, junto 
con otros más, producen alteraciones climáticas y ecológicas significativas en 
el planeta (gráfico 4). Según señalan Torres y Gómez (2008), el cambio global 
es inevitable, pero los mecanismos que generan degradación —cambios de 
uso del suelo, pérdida de biodiversidad, el agujero de la capa de ozono— sí 
pueden reducirse.
En este marco de cambio global, el calentamiento global es el 
calentamiento observado del promedio mundial de temperatura desde 
mediados del siglo XX, debido muy probablemente a la combinación 
del incremento de las concentraciones de gases de efecto invernadero 
antropógenas y de otros forzamientos antropógenos (IPCC 2013). En su 
informe de síntesis, el IPCC (IPCC 2007) señala que «es probable que 
se haya experimentado un calentamiento antropógeno apreciable en los 
últimos cincuenta años, en promedio para cada continente (exceptuada la 
región antártica)». No obstante, es necesario precisar que el calentamiento 
global incluye procesos naturales y que las emisiones de GEI refuerzan este 
calentamiento y sus impactos.
El efecto invernadero es un fenómeno natural necesario para la vida 
en la Tierra. Sin una atmósfera, la temperatura superficial de la Tierra sería 
aproximadamente de -18° C y no tendríamos agua en forma líquida. Gracias 
a la atmósfera y a los GEI, que absorben la radiación de onda larga (calor) 
emitida por la superficie terrestre, la temperatura promedio del planeta es 
de aproximadamente 15° C. Esta absorción y reemisión de la radiación 
de onda larga producida por los GEI —principalmente vapor de agua, 
dióxido de carbono (CO2), metano y óxido nitroso— causa el aumento de 
la temperatura del planeta, fenómeno denominado efecto invernadero. Sin 
embargo, durante los últimos 200 años, en la era industrial, las actividades 
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humanas —quema de combustibles fósiles y la deforestación— han 
aumentado la concentración de GEI en la atmósfera a niveles mayores, 
en especial de CO2 y de gases fabricados, como los gases fluorados. Así, el 
hombre ha intervenido en el funcionamiento natural del efecto invernadero, 
transformándolo de un mecanismo esencial para la vida en la Tierra en un 
problema de contaminación complejo: el cambio climático (Comisión 
Nacional de Cambio Climático 2002).
El cambio climático no solo implica el calentamiento de la temperatura 
promedio mundial, sino que implica alteraciones en la composición de la 
atmósfera mundial y de sus fenómenos, lo que se suma a la variabilidad 
climática natural observada durante periodos comparables (Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 1992). Por 
lo anteriormente señalado, el cambio climático engloba el calentamiento 
global, pues no solo influye en la temperatura, sino en otras variables como 
la precipitación (Martín Vide 2008) (gráfico 5).
Gráfico 5
Cambio global, cambio climático y calentamiento global
 
          Fuente: Vergara Rodríguez (2012).
Cambio global Suma de procesos de transformación ambiental, social y
cultural que el planeta atraviesa actualmente, y sus















Cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad
humana, que altera la composición de la atmósfera mundial y que se
suma a la variabilidad climática natural observada durante periodos
comparables (Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio
Ambiente y el Desarrollo 1992).
Calentamiento global
Fenómeno observado que registra un aumento de la temperatura
promedio de la atmósfera terrestre y de los océanos, lo que provoca
un deshielo generalizado de nieves y hielos, y el aumento del
promedio mundial del nivel del mar (IPCC 2007).
Existen pruebas cientificas de que está vinculado al aumento de
GEI en la atmósfera (PNUD 2007).     
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Desde este enfoque, es importante resaltar la diferencia entre cambio 
climático y variabilidad climática. Esta última es uno de los términos 
fundamentales para hablar de adaptación, puesto que es natural del clima y 
está relacionada con los eventos meteorológicos extremos que ocurren con 
cierta periodicidad en la escala local y global (Montealegre 2004, USAID 
2007, Vásquez 2009). En este sentido, la variabilidad climática no representa 
un problema en sí, puesto que siempre ha existido una relación natural entre 
esta y las poblaciones (Montealegre 2004), en especial de alta montaña, ya 
que toda adaptación ambiental implica la existencia de cambios en el entorno 
(Ravines 1978, Torres y Gómez 2008). Sin embargo, en la escala global, 
el cambio climático puede incidir en algunos cambios microambientales y 
aumentar la vulnerabilidad de poblaciones ligadas a actividades dependientes 
del medio, como ocurre en las zonas rurales del Perú.
2.3. ¿Por qué pensar en cambio global y no en cambio climático?
De acuerdo con The International Geosphere-Biosphere Programme (Steffen 
y otros 2005) y Camill (2010), los humanos están teniendo un gran impacto 
en el medioambiente global mediante drivers o factores causantes como el 
crecimiento poblacional, el uso de energía, los cambios en el uso del suelo y 
la polución. Por ello, en el ámbito científico la preocupación está centrada en 
analizar estos drivers, los cambios antropogénicos que producen —como el 
cambio climático— y sus impactos en la salud, en los sistemas ecológicos, en 
la seguridad alimentaria, entre otros. Asimismo, también se busca identificar 
qué cambios son producto de fuerzas naturales como la variabilidad climática.
La importancia de hablar de cambio global, y no solo de cambio 
climático, es que el concepto de cambio global es un «[…] concepto integrador 
que resalta la relación entre distintas problemáticas. No es posible pensar que 
los problemas ambientales están desvinculados de los sociales, económicos 
o culturales, todos se intercomunican e influyen» (Torres y Gómez 2008). 
Abordar los problemas actuales desde el enfoque de cambio global implica 
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un esfuerzo multidisciplinario desde las ciencias físicas —climatología, 
oceanografía, geología, etcétera—, biológicas —evolución, fisiología, ecología, 
etcétera—, y humanas y sociales —geografía, arqueología, sociología, 
antropología, economía, entre otras—. Implica también una solución conjunta 
desarrollada por actores científicos y no científicos; es decir, las alternativas o 
soluciones deben ser proporcionadas sobre la base de una interacción constante 
de los científicos físicos y sociales, la población involucrada y las personas que 
toman decisiones (Huggel y otros 2015).
2.4. ¿Por qué pensar en los ecosistemas de montaña y el cambio global?
Desde finales del siglo XVIII, las montañas fueron reconocidas como fuentes 
importantes de conocimiento por investigadores como Horace Bénédict de 
Saussure —quien escaló e investigó el Mont Blanc en 1787—, Alexander von 
Humboldt —quien investigó el medioambiente en su intento de ascender el 
Chimborazo en 1802— y Carl Troll —quien fundó Geographical Union's 
Commission on High-altitude Geoecology en 1968— (Messerli 2012). Al 
ser ambientes poco conocidos, las montañas proporcionaban información 
sobre la variabilidad de procesos físicos y ecológicos, y al mismo tiempo 
ofrecían a los investigadores oportunidades para explorar, medir y probar 
nuevos instrumentos (Mark 2015).
Sin embargo, fue a partir de la década de 1970 que se tomó conciencia 
de la creciente incidencia de las actividades humanas sobre el medioambiente 
y se produjeron tres impulsos científicos y políticos a nivel mundial, decisivos 
para el medioambiente y las montañas del mundo (Messerli 2012). En primer 
lugar, la fundación del programa Man and the Biosphere (1971) de la Unesco 
y su proyecto 6, denominado «Impacto de las actividades humanas en los 
ecosistemas de montaña», que estimuló la superación de la gran brecha entre las 
ciencias naturales y sociales, así como el desarrollo de métodos y modelos para 
realizar enfoques interdisciplinarios y transdisciplinarios, y colaboraciones. En 
segundo lugar, la Conferencia del Medioambiente Humano, llevada a cabo 
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en 1972 en Estocolmo, que fue la primera conferencia de la ONU dedicada 
enteramente a temas de medioambiente. Y por último, la publicación de The 
Limits to Growth en 1972, por el Club de Roma, que describía los riesgos y 
límites del crecimiento exponencial en demografía, economía y tecnología 
cuando aún no se hablaba de sostenibilidad. Gracias a estos impulsos, en la 
década de 1980 se promovieron iniciativas de cooperación regional y mundial 
en la investigación y desarrollo de las montañas.
En la década de 1990, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo, realizada en 1992 en Río de Janeiro, fue 
el comienzo de una nueva forma de pensar sobre los problemas globales 
y la cooperación mundial. Messerli (2012) resalta que las montañas del 
mundo ganaron un nuevo significado gracias al capítulo 13 del Programa 
21, titulado «Ordenación de los ecosistemas frágiles: desarrollo sostenible 
de las montañas»:
Las montañas son una fuente importante de agua, energía y diversidad 
biológica. Además, son una fuente de dichos recursos claves como minerales, 
productos forestales y los productos agrícolas y de recreación. Como un 
importante ecosistema que representa la ecología compleja e interrelacionada 
de nuestro planeta, entornos montañosos son esenciales para la supervivencia 
del ecosistema global. Los ecosistemas de montaña, sin embargo, rápidamente 
cambian. Son susceptibles a la erosión acelerada del suelo, deslizamientos de 
tierra y rápida pérdida de hábitat y diversidad genética. En el lado humano, 
hay una pobreza muy extendida entre los habitantes de la montaña y la pérdida 
de los conocimientos indígenas. Como resultado, las zonas de montaña 
más globales están experimentando una degradación del medio ambiente. 
Por lo tanto, la correcta gestión de los recursos de la montaña y desarrollo 
socioeconómico de las personas merecen atención inmediata (Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo 1992).
Así, en 1997 se realizó la Asamblea General para la revisión y aplicación 
de la Agenda 21, y comenzaron a publicarse textos referidos específicamente 
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a las montañas. En noviembre de 1998, la Asamblea General de Naciones 
Unidas declaró el 2002 como el Año Internacional de las Montañas 
(Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación 
2000). Desde 1998 hacia delante, se desarrollaron programas globales 
dedicados específicamente a las montañas, como Global Observation 
Research Initiative in Alpine Environments (Gloria), Global Mountain 
Biodiversity Assessment (GMBA) y Mountain Research Initiative (MRI). 
Incluso las iniciativas políticas globales dependían de la ciencia para su 
éxito; nos referimos, por ejemplo, a la Evaluación de Ecosistemas del 
Milenio —que condujo a la puesta en marcha de una evaluación específica 
de los ecosistemas de montaña— y al programa de la FAO sobre Manejo de 
Cuencas Hidrográficas y Desarrollo Sostenible de las Montañas. Todo esto 
indica el reconocimiento del nuevo significado de las montañas del mundo.
Actualmente, la relevancia e importancia de las montañas se analiza 
sobre la base del enfoque de cambio climático. Desde las convenciones 
de la ONU sobre el cambio climático y sobre la diversidad biológica, las 
montañas son importantes desde el punto de vista de los recursos hídricos, de 
su biodiversidad y de los servicios ambientales que ofrecen a sus poblaciones 
y a nivel global. Así, en el 2012 se llevaron a cabo dos conferencias que 
trataron el tema de montañas. 
La primera fue la conferencia científica Planet under Pressure (Londres), 
que se dedicó específicamente a las montañas —«Mountains as arenas 
for adaptation to global change»— con el objetivo de explorar nuevas 
asociaciones y vías hacia la sostenibilidad global.
La segunda fue la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el De-
sarrollo Sostenible, también conocida como Río + 20. Aunque esta confe-
rencia se centró en los temas de economía verde y desarrollo sostenible, en 
su documento final, El futuro que queremos, las montañas fueron resaltadas 
como proveedoras de beneficios esenciales para el desarrollo sostenible, y 
como regiones que albergan a comunidades, pueblos indígenas y poblaciones 
locales que se desarrollan sosteniblemente con sus recursos. Por último, se 
solicitó que, en las estrategias nacionales de desarrollo sostenible, los Estados 
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adoptaran una visión a largo plazo y enfoques holísticos, sobre todo políticas 
específicas para las montañas (Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Desarrollo Sostenible Río + 20 2012).
De acuerdo con Mark (2015), en el enfoque de cambio global debemos 
estudiar las montañas porque se encuentran en la interfaz entre todos los 
aspectos del sistema de la Tierra, poseen una gran cantidad de recursos y el 
cambio global se aprecia con mayor claridad en ellas. Existe una creciente 
evidencia de que la tasa de calentamiento se amplifica con la elevación, 
de tal manera que los ambientes de alta montaña experimentan cambios 
más rápidos de temperatura que los ambientes situados en elevaciones más 
bajas. El calentamiento dependiente de la elevación (EDW por sus siglas 
en inglés) puede acelerar la tasa de cambio en los ecosistemas de montaña, 
sistemas criosféricos, regímenes hidrológicos y la biodiversidad. Entre los 
mecanismos que contribuyen al EDW se encuentran la retroalimentación 
entre el albedo de la nieve y la superficie terrestre, los cambios en el vapor 
de agua y la liberación de calor latente, los cambios en el vapor de agua su-
perficial y el flujo de radiación, la pérdida de calor superficial y los cambios 
en la temperatura, y finalmente los aerosoles (Mountain Research Initiative 
EDW Working Group 2015).
The International Human Dimensions Programme on Global Environ-
mental Change (Reasoner y otros 2002) resalta que las regiones de montaña 
representan aproximadamente una cuarta parte de la superficie terrestre del 
planeta, proporcionan bienes y servicios a más de la mitad de la humanidad 
y están en las inmediaciones de donde habita aproximadamente un cuarto 
de la población mundial. Además, Reasoner y otros (2002) proporcionan 
una serie de razones por las cuales estudiar las montañas (traducción propia):
•	 	 Las	fuertes	gradientes	altitudinales	en	las	regiones	montañosas	proporcionan	
excelentes oportunidades para detectar y analizar los procesos y fenómenos 
del cambio global. Las condiciones meteorológicas, hidrológicas, criosféricas 
y ecológicas cambian fuertemente en distancias relativamente cortas. Por ello, 
la biodiversidad tiende a ser alta, y a lo largo de las laderas de las montañas se 
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encuentran secuencias particulares de ecosistemas y sistemas criosféricos. Los 
límites entre estos sistemas experimentan transformaciones debido al cambio 
del medioambiente y pueden ser utilizados como indicadores sensibles de 
mecanismos forzantes. 
•	 	 Las	partes	más	altas	de	muchas	cadenas	montañosas	no	se	ven	afectadas	de	
manera directa por las actividades humanas y, por lo tanto, proporcionan 
lugares donde los impactos ambientales del cambio climático pueden ser 
estudiados por sí solos directamente. 
•	 	 Las	regiones	montañosas	se	distribuyen	ampliamente	por	el	planeta,	desde	el	
Ecuador casi hasta los polos y desde la zona oceánica a climas muy continentales. 
Esta distribución global ofrece oportunidades para realizar estudios regionales 
comparativos y análisis de diferenciación regional de los procesos de cambio 
ambiental. En cuanto a las condiciones ambientales cambiantes a lo largo de 
las laderas de las montañas, las transformaciones también se producen en las 
condiciones socioeconómicas, en el uso del suelo y la gestión de la tierra, en 
las prácticas de explotación de los recursos y en el atractivo de las regiones de 
montaña para el turismo.
Por otro lado, Reasoner y otros (2002), y Glochamore Consortium (2006), 
coinciden en señalar que los ambientes de montaña están experimentando 
una rápida degradación. Incluso, Reasoner y otros (2002) resaltan que se 
está convirtiendo en obsoleta la percepción tradicional de que las montañas 
representan sistemas prístinos completamente aislados del impacto humano, 
y solo marginalmente conectados a centros económicos, políticos y culturales 
de influencia. Los ecosistemas de montaña están siendo amenazados por la 
creciente escala global de los impactos de los sistemas ambientales y humanos 
—cambio climático, intensificación y sobreexplotación en la utilización de 
recursos, entre otros—, lo que limita la capacidad de respuesta tanto de los 
propios ecosistemas como de sus poblaciones.
Esto afecta sobre todo la provisión de servicios a nivel local y global, 
especialmente el agua. Reasoner y otros (2002) señalan que las montañas, 
«torres de agua del mundo», serán cada vez más importantes como fuentes 
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de agua dulce de gran parte de la humanidad. Las montañas de los países 
en desarrollo proporcionan en la actualidad más del 80% al 90% de los 
recursos hídricos de las tierras bajas circundantes para el riego, el agua, la 
industria y el uso doméstico potable; incluso el área de la superficie agrícola de 
regadío aumentó más del 40% a nivel mundial durante los últimos 30 años. 
Además, aproximadamente entre el 60% y el 70% del agua dulce disponible 
se utiliza en la actualidad para la producción de alimentos. En este contexto, 
y tomando en cuenta las tendencias para el futuro, es evidente la necesidad 
de aplicar estrategias eficaces para la gestión del territorio y de los recursos 
de las montañas, con el fin de realizar un seguimiento, anticipar y mitigar 
los efectos del cambio global en las regiones montañosas. 
De acuerdo con Reasoner y otros (2002), estas estrategias deben tener 
la capacidad de sintetizar los aportes tanto de las ciencias físicas como de 
las ciencias sociales. Toda la información científica que se obtenga de las 
investigaciones debe ser traducida y compartida con la conciencia pública 
y con quienes toman decisiones para dar una respuesta política eficaz. En la 
Declaración de Ámsterdam,9 Desafíos de una Tierra cambiante, se concluyó 
que «[…] se requiere un nuevo sistema de la ciencia del medio ambiente 
mundial que integre todas las disciplinas, las cuestiones ambientales y de 
desarrollo, y las ciencias naturales y sociales. Esto es particularmente cierto 
para las regiones de montaña, dada la naturaleza sensible y compleja de la 
relación entre los ambientes de montaña y la gran cantidad de personas que 
habitan y dependen de ellos» (traducción propia).
3. Retos para la adaptación efectiva en el Perú
La aplicación y el éxito de los instrumentos, las políticas públicas y los 
programas de adaptación al cambio climático dependen de si consideran las 
escalas de tiempo y espacio que tratan el clima; y, sobre todo, si consideran 
9 La declaración fue firmada, en julio del 2001, por más de 800 científicos pertenecientes a International 
Geosphere-Biosphere Programme (IGBP), International Human Dimensions Programme on Global 
Environmental Change (IHDP) y World Climate Research Programme (WCRP).
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a la población y su dinámica de vida, puesto que no todos los cambios 
o modos de vida obedecen a las variaciones climáticas. El análisis del 
comportamiento del clima y de la realidad compleja de las localidades de 
alta montaña es esencial para que quienes toman decisiones implementen 
políticas públicas y estrategias de desarrollo óptimas para la población. 
Al analizar esta realidad compleja en un escenario de cambio climático y 
en el marco del cambio global, se priorizarán actividades que ayuden a la 
reducción de la vulnerabilidad y a la adaptación de poblaciones con contextos 
físicos y sociales similares. Asimismo, de manera indirecta, se propicia la 
implementación de proyectos adecuados al medio físico, que mejoran la 
calidad de vida de las poblaciones.
El ejemplo utilizado con los estudios anteriormente mencionados nos 
muestra que en el Perú no existe una visión compartida —ni en el nivel 
sectorial ni en el nacional— de lo que implica la adaptación. A nuestro 
parecer, la adaptación exitosa de las poblaciones de montaña —y en general 
de cualquier población afectada por los efectos del cambio climático— 
requiere contar con una visión transectorial y holística de la realidad física 
y social peruana, que no solo considere el ámbito de mayor vulnerabilidad, 
sino también los territorios con los que comparte dinámicas territoriales. 
Esta visión implica la superación de múltiples retos, de los cuales nosotros 
consideramos como retos básicos pendientes de superar los siguientes tres.
Reto 1: ¿Cómo compatibilizar actividades productivas y modos de vida 
con la realidad hidrológica?
Existen diversas formas de gestionar el territorio en diversas escalas; no existe 
una única forma o receta para hacerlo a nivel local ni a nivel nacional en 
ningún país del mundo. En el Perú, la gestión territorial se encuentra en 
proceso. Contamos con las áreas de poder administrativo —como son los 
distritos, provincias y departamentos—, que están actualmente ligadas a los 
procesos de ordenamiento territorial impulsados por el Minam. Sin embargo, 
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la información y estudios generados en el proceso no son vinculantes con 
las acciones o decisiones finales que se toman sobre el territorio, por lo que 
no podemos hablar propiamente de una gestión del territorio.
Dado que los ecosistemas de montaña son importantes por sus recursos 
hídricos, su biodiversidad y los servicios ambientales que ofrecen a sus 
poblaciones y a nivel global, un eje de partida para gestionar el territorio, 
compatibilizar actividades y promover adaptaciones exitosas podría ser la 
gestión integrada de recursos hídricos (GIRH). Como se ha señalado, las 
montañas —«torres de agua del mundo»— serán cada vez más importantes 
como fuentes de agua dulce de gran parte de la humanidad (Reasoner y otros 
2002). Por ello, partir de los recursos hídricos mediante el enfoque de cuencas 
podría ser una forma exitosa de gestionar el territorio holísticamente, pues 
la GIRH considera que los diferentes usos hídricos son interdependientes, 
y busca que las políticas sean coherentes en todos los sectores y que la toma 
de decisiones sobre estos sea participativa (Pochat 2008).
La GIRH podría ser ese enfoque territorial del cual carecen aún los 
estudios de ordenamiento del territorio que se vienen desarrollando en el 
Perú. La cuenca, entendida como la unidad física del agua —y por ende una 
unidad territorial bien delimitada—, tendría que abordarse con un doble 
enfoque: por un lado, el tema físico-ambiental relativo a la disponibilidad 
física del agua, su cantidad y calidad, y sus diversos usos, tendría que ser 
tratado por la ANA junto con instituciones como el Senamhi y el IGP. 
Por otra parte, debido a la división administrativa del país, en esta cuenca 
existirán múltiples representaciones del poder del Estado —gobiernos 
locales, gobiernos provinciales e incluso gobiernos regionales—, los cuáles 
responderán a las preocupaciones más socioeconómicas de las personas que 
habitan en este espacio cuenca.
Asimismo, solo un trabajo transectorial entre los ministerios —en 
coordinación con la ANA y los gobiernos locales— permitirá contar con un 
verdadero sistema de información de recursos hídricos —a nivel de cuenca, 
subcuenca o microcuenca— que ayude a la toma de decisiones. Este sistema 
de información debe contener toda la información básica y actualizada para la 
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elaboración de balances hídricos de las cuencas —precipitación, escorrentía, 
evaporación, fuentes de agua, usos y demandas de agua, entre otros—, así 
como información relevante del territorio, como son cambios en la cobertura 
y uso de la tierra, lo cual tiene implicancia en los recursos hídricos —retroceso 
glaciar, bofedales, lagunas, entre otros—. Eventualmente, este sistema 
ayudaría a superar en parte dos grandes problemas de la gestión territorial 
en el Perú: la sectorialización, y los conflictos por usos y demandas del agua.
Los estudios llevados a cabo por Mark y otros (2010), y Bury y otros 
(2013), en el nivel de las microcuencas y la cuenca del Santa muestran que las 
unidades de cuencas son una escala territorial idónea para estudiar los cambios 
en el ambiente físico, así como la realidad social de las diferentes poblaciones 
y actividades económicas que comporten un mismo recurso afectado por el 
cambio climático. Además, la mayoría de estudios y escenarios climáticos 
realizados en el Perú, así como el Proyecto de Modernización de la Gestión 
de Recursos Hídricos de la ANA, se han elaborado en el nivel de cuencas, 
lo cual debería aprovecharse para profundizar en el aspecto social y en los 
proyectos de adaptación. Una propuesta es que se realicen estudios como los 
mencionados en las cuencas del Proyecto de Modernización de la Gestión 
de Recursos Hídricos de la ANA, aprovechando el avance en recopilación de 
información científica y la gestión de los consejos de cuenca en las cuencas 
Chancay-Huaral, Chancay-Lambayeque, Chili, Chira-Piura, Tacna y Tumbes.
Reto 2: Proyectos de adaptación que tomen en cuenta la realidad física 
y social en su ámbito de estudio, así como las realidades externas
Evidentemente la generación de información científica sobre las tendencias 
actuales y futuras de variables hidrometeorológicas y de otros fenómenos 
relacionados con el clima, así como de los ecosistemas, deben orientar los 
proyectos de adaptación. No es idóneo formular este tipo de proyectos 
sin considerar el comportamiento y los cambios que experimentan la 
temperatura, la precipitación, el caudal de las fuentes de agua y los eventos 
extremos, así como los recursos naturales contenidos en el ámbito de estudio. 
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Los estudios de percepción muestran que las poblaciones solo tienen una 
limitada respuesta sobre las causas de los cambios ocurridos en su medio; 
para elaborar proyectos de adaptación, se necesita que estos estudios y la 
información científica se complementen. Por ejemplo, en los ecosistemas de 
montaña, las heladas son los eventos extremos que más afectan las actividades 
agrícolas y ganaderas de las poblaciones. Sin estudios que permitan conocer su 
comportamiento y mientras no se implemente un sistema de alerta temprana, 
la capacidad de respuesta de las poblaciones seguirá siendo nula o escasa.
Por otra parte, en muchas oportunidades, los llamados proyectos 
de adaptación no toman en cuenta la realidad local —ligada a lo 
socioeconómico— e imponen «sus adaptaciones» basadas en el conocimiento 
científico generado. Por ejemplo, se promueve la siembra de agua con especies 
no nativas, como el eucalipto, que a su vez genera un valor agregado con la 
leña. Sin embargo, esta especie también ha tenido un efecto contraproducente 
en las poblaciones que desconocían la planta y la aprovecharon como sombra 
y cortaviento de sus sembríos, ya que las raíces del eucalipto absorben bastante 
agua de sus alrededores y secan esos suelos. Por ello, es fundamental recoger 
información de la realidad local y de las prácticas ya adoptadas frente a la 
variabilidad climática, para potenciar y mejorar aquellas que van acorde con 
los cambios del espacio físico.
Asimismo, los proyectos de adaptación en el nivel local tienen un 
impacto significativo en la mejora de la calidad de vida de las poblaciones 
de montaña que participan en ellos. Como evidencian los proyectos de 
adaptación reseñados, las poblaciones mejoran su acceso al agua y sus 
sistemas de riego, adaptan sus cultivos e incluso adoptan los sistemas de alerta 
temprana frente a los riesgos. No obstante, en el largo plazo —y sobre todo 
en lo que se refiere al uso de recursos, en especial el agua—, las prácticas 
adaptativas pueden verse afectadas por los usos y demandas de recursos 
naturales de los alrededores del ámbito de acción. Es decir, si los proyectos 
se desarrollan solo con una visión local, con el transcurso del tiempo, otros 
factores externos pueden perjudicar o limitar sus beneficios. Esto involucra 
la transdisciplinariedad desde las ciencias geográficas y sociales, mediante 
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una investigación profunda de los procesos históricos, sociales, económicos 
y políticos de cada área o ámbito influenciado por los efectos del cambio 
climático. Solo así los estudios permitirán comprender de qué manera los 
cambios globales desencadenan procesos e impactan en una escala local en 
dichas cuencas.
En esta línea, consideramos importante mencionar las propuestas 
desarrolladas por Glochamore Consortium (2006), la iniciativa AndesPlus 
(2012) y Huggel y otros (2015) como marcos que se deben considerar para 
la integración del conocimiento científico en los proyectos de adaptación. 
Se han seleccionado dichas propuestas por cuatro razones fundamentales: a) 
las metodologías y enfoques parten de una visión integral que corresponde 
al concepto de cambio global; b) se desarrollaron en el marco de un proceso 
que involucró tanto a organismos gubernamentales como a la comunidad 
científica; c) están basadas en información, metodologías y experiencias 
previas; y d) están contextualizadas en los ecosistemas de montaña, dos de 
ellas particularmente en los Andes.
El Glochamore Consortium (2006) propone una estrategia de investi-
gación para gestionadores de las reservas de biósfera de montaña y científicos 
que implementan investigación con el objetivo de entender el cambio global 
en las regiones de montaña. La estrategia está construida sobre la base de la 
presunción de que el manejo sostenible puede ser alcanzado con la participa-
ción de los stakeholders, y considerando los ejes principales de la causalidad 
del cambio global y sus impactos sobre los ecosistemas, los bienes y servicios 
ecosistémicos, las economías regionales, la salud y los arreglos institucionales.
Durante la vida del proyecto PRAA, el Consorcio Andesplus desarrolló 
una metodología marco para la formulación de líneas de base y medidas 
de adaptación al cambio climático en ecosistemas de alta montaña. Esta 
metodología involucró la participación de los cuatro países de la CAN 
—Bolivia, Colombia, el Ecuador y el Perú, mediante sus ministerios del 
Ambiente e instituciones técnicas: servicios de meteorología e hidrología o 
defensa—, así como de universidades e institutos de investigación de Suiza 
y Austria (AndesPlus 2012). 
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Sobre la base de esta experiencia, Huggel y otros (2015) desarrollaron 
un marco para la contribución científica en la adaptación al clima, el cual 
comprende tres etapas: a) la definición y el marco del problema; b) la 
evaluación científica del clima, los impactos, las vulnerabilidades y los riesgos; 
y c) la evaluación de las opciones de adaptación y su implementación. En 
este marco analizan —mediante los principales proyectos de adaptación en 
los Andes tropicales— la interacción entre ciencia y política, e identifican 
las limitaciones y los alcances que han tenido esos proyectos en la tarea de 
implementar medidas de adaptación. A partir de esta información, el estudio 
se centra en la evaluación científica y en cómo contribuye al proceso de 
adaptación. La propuesta define los siguientes ejes temáticos, de acuerdo 
con su importancia para la región de los Andes y los actores involucrados: la 
climatología, los recursos hídricos, la agricultura y la seguridad alimentaria, 
los ecosistemas, y los peligros naturales y riesgos. Los aspectos sociales, 
culturales, económicos y políticas son considerados como temas transversales 
que implican una aproximación altamente interdisciplinaria.
Reto 3: Integrar investigaciones físicas y sociales en las políticas públicas
Como ha quedado claro a lo largo de este documento, la gestión territorial 
—entendida como una gestión transversal, bottom-up y up-down— debe 
estar basada en información de calidad. Información referida tanto al 
ambiente físico —conocimiento del estrés hídrico de una zona, dinámica de 
los humedales, desglaciación, escenarios de cambio climático, entre otros— 
como al socioeconómico y cultural —dinámicas económicas, demografía 
de la población, roles de género en el manejo de recursos, etcétera—. Toda 
esta información científica debe ser el insumo principal para el diseño, la 
implementación y el seguimiento de las políticas que se ejecutarán.
Nuevamente, esto nos lleva a hablar de un sistema de información 
territorial. La integración de la información científica con la información 
socioeconómica de la población local y de sus alrededores es lo que 
permitirá que los proyectos de adaptación que se elaboren alcancen un 
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impacto positivo sostenible. Esta integración debe constituir un sistema de 
información territorial que contemple, entre otros, información histórica de 
las variables climáticas a nivel local —la cual ha sido recientemente liberada 
por el Senamhi— para los investigadores o implementadores de proyectos 
de adaptación.
Dado que cualquier territorio es el resultado de un conjunto de recursos 
ambientales, humanos, institucionales, económicos y culturales que inciden 
en su desarrollo económico, es necesario identificarlos (Jiménez Taracido 
y Vélez Méndez 2012). Un sistema de información territorial (SIT) que 
disponga de esta información y de herramientas de información geográfica 
facilitará la implementación de estrategias, proyectos y políticas adecuadas 
para el desarrollo territorial. Además, debe permitir el libre acceso a este 
tipo de información de manera simplificada —informes, gráficos y mapas—, 
para facilitar a los gobiernos locales tomar decisiones, con mayor prontitud y 
celeridad, ante eventos meteorológicos y climáticos que puedan afectar a su 
población local, y para generar conocimiento en las poblaciones involucradas 
en los proyectos de adaptación.
Este sistema podría tener un alcance geográfico en diversas escalas 
—nacional, provincial, distrital o de cuencas— y ser alimentado por los 
sistemas de información nacional, regional y ministerial ya existentes, 
así como por la comunidad científica, lo cual permitiría que se difunda 
información entre los diversos actores. Mediante este intercambio, el 
SIT integraría información física y social de los espacios donde se han 
desarrollado o desarrollan investigaciones y proyectos de diferente naturaleza. 
Esto haría posible que los investigadores, implementadores y personas que 
toman decisiones centren su atención en los territorios vulnerables y los 
vacíos de información, y así se evite la duplicidad de esfuerzos o recursos 
en futuras iniciativas y se logre la implementación de políticas públicas 
eficaces. Por otro lado, actualmente los proyectos de adaptación llegan solo 
hasta el paso de la implementación; muy pocos cuentan con un proceso 
de autoevaluación. Frente a este vacío, el SIT podría contribuir tanto a la 
definición de índices de evaluación como al seguimiento y monitoreo de 
los programas de adaptación implementados. 
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Las instituciones que creamos, ¿tienen el efecto esperado?, ¿son efectivas en 
su objetivo de modelar los comportamientos de los agentes económicos? 
Durante los últimos años, la literatura económica ha resaltado la importancia 
de diversas motivaciones no materiales en el comportamiento de los agentes 
económicos: acciones que son realizadas simplemente por el valor intrínseco 
que generan, otras que adquieren importancia porque son realizadas por la 
mayoría, y algunas que se ejecutan para recompensar o castigar las acciones 
de otros. Estas motivaciones median y muchas veces cambian el efecto 
esperado de las instituciones diseñadas para guiar el comportamiento de los 
agentes; en particular, los impactos de los sistemas de incentivos, penalidades 
y mecanismos de monitoreo, y los efectos de las leyes y políticas públicas. En 
el presente artículo, hacemos un breve recuento de lo que se ha aprendido 
sobre estos temas a raíz de estudios internacionales y delineamos una agenda 
de investigación para el Perú.
 
Introducción
Las instituciones tienen un gran impacto en las decisiones que tomamos, 
en nuestras acciones y, en general, en nuestro comportamiento y en los 
resultados económicos que obtenemos. Por su impacto en nuestras vidas y 
1 Mi agradecimiento especial a Lucía Del Carpio, quien brindó una invalorable guía para ordenar y presentar 
la creciente literatura sobre economía del comportamiento, y a Luciana de la Flor, quien proveyó una 
excelente asistencia en la producción de este capítulo.
510 Miguel Jaramillo
en la economía, el marco institucional de un país debe estar en constante 
supervisión, análisis y seguimiento. Este, sin embargo, no suele ser el caso del 
Perú. Por ejemplo, en lo que concierne a nuestra producción legislativa: solo 
en el 2015 se propusieron 1004 proyectos de ley y 108 fueron aprobados. 
¿Logran estas normas el objetivo de modelar comportamientos? ¿Por qué 
algunas normas son efectivas y otras no? ¿Es posible que todas estas normas 
se cumplan?2
Desde las ciencias sociales —Psicología, Sociología y más recientemente 
Economía—, se sabe que el comportamiento de los individuos está 
fuertemente influenciado por lo que hacen los demás y por lo que es aceptado 
por la mayoría. Esta influencia social es también parte de lo que conforma el 
marco institucional de una sociedad. En el Perú, por ejemplo, es un hecho 
estilizado que el nivel de cumplimiento de leyes y regulaciones —instituciones 
formales— es bajo, mientras que las instituciones informales —normas 
sociales— juegan un rol importante en nuestro comportamiento social y sus 
resultados. Así, las preguntas que resultan relevantes para el ámbito formal 
de las normas, también lo son para las normas sociales: ¿qué normas sociales 
modelan el comportamiento? ¿Y por qué algunas son efectivas y otras no? 
En este artículo abordamos las diversas formas institucionales que rigen 
en una sociedad. Cuando hablamos de instituciones formales, queremos 
referirnos de manera general a todos aquellos sistemas que diseñamos como 
sociedad y que tienen la capacidad de afectar nuestra conducta —leyes, 
regulaciones, sistemas de incentivos, sistemas de monitoreo—, a la vez que 
son implementados por diversas organizaciones. Por instituciones informales 
nos referimos a reglas implícitas que nos hemos impuesto como sociedad para 
darles estructura a nuestras relaciones con los demás: códigos de conducta, 
normas de comportamiento y costumbres. Se sabe, además, que las normas 
formales pueden converger en normas sociales. En el modelo teórico de 
2 En particular, las normas laborales se caracterizan por su masivo incumplimiento. No obstante, se continúan 
aprobando regulaciones adicionales. Entre las aprobadas en el 2015 encontramos, por ejemplo, la Ley 
30036, que regula el teletrabajo como una modalidad especial de trabajo en la empresa, y la Ley 30367, 
que protege a la madre trabajadora contra el despido y prolonga su periodo de descanso (Parlamento 
Virtual Peruano 2015).
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Young (1998), por ejemplo, se explica que desviaciones individuales de las 
normas formales pueden desencadenar cambios normativos importantes 
a nivel social, dando paso a normas informales que alcanzan un mayor 
cumplimiento que las formales.
La literatura internacional reciente de economía del comportamiento 
enfatiza la interacción entre instituciones formales e informales. Parece 
fructífero, entonces, usarla para abordar el análisis de instituciones en el 
Perú, entender mejor la interacción entre leyes, normas y comportamiento, 
y producir políticas más efectivas. El objetivo de este artículo es proponer, 
a partir del balance nacional e internacional de la literatura de economía 
del comportamiento, una agenda de investigación que abarque el diseño 
de políticas, los incentivos en organizaciones y las contribuciones a bienes 
públicos, para motivar mayor producción académica desde esta perspectiva. 
La revisión de la literatura es selectiva antes que exhaustiva, pues busca 
ilustrar los temas conceptuales centrales en esta área de investigación y la 
evidencia empírica generada al respecto.
El texto está organizado de la siguiente manera. En la sección 1 
reseñamos los principales modelos de comportamiento que asignan un papel 
a las preferencias sociales, para luego comentar algunos de los principales 
estudios internacionales que ilustran el rol equívoco de los incentivos 
monetarios, así como el impacto que tienen diversos incentivos no monetarios 
y otras motivaciones de carácter social. En la sección 2 describimos el estado 
de la literatura en el Perú, y en la 3 proponemos una agenda de investigación.
1.  Modelos de comportamiento y evidencia internacional
Durante décadas, la literatura económica ha analizado el papel que juegan 
diversos incentivos materiales tales como incentivos monetarios, sanciones y 
niveles de monitoreo en el esfuerzo y desempeño de los agentes económicos, 
y ha proporcionado además evidencia relevante sobre el hecho de que, en 
una gran cantidad de entornos, estos incentivos son efectivos en promover 
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los comportamientos deseados.3 Los últimos años se han caracterizado, sin 
embargo, por la constatación de que a los individuos nos importan muchos 
otros aspectos además de nuestros propios beneficios materiales.4 Se ha 
resaltado, así, toda una gama de motivaciones intrínsecas del individuo, 
como el deseo de «hacer lo correcto» o tomar una decisión «moral», mientras 
que el término preferencias sociales ha sido utilizado para definir preferencias 
medidas tanto sobre los beneficios propios como sobre los beneficios de otros, 
y ha recogido aspectos cruciales de la naturaleza humana como el altruismo, 
la reciprocidad, la aversión a la desigualdad, así como el conformismo y la 
influencia social.
En sus inicios, una explosión de estudios en economía experimental, 
realizados en el laboratorio, empezó a detallar hallazgos de individuos que 
parecían tener funciones de utilidad interdependientes: se observaban 
actitudes cooperativas y altruistas, así como el rol de la influencia social. Estos 
hallazgos condujeron luego a la exploración teórica, que buscaba además 
evaluar cuáles son las consecuencias de estas preferencias en los agregados 
económicos. ¿Se obtienen resultados distintos de los predichos por el modelo 
económico tradicional de agentes puramente egoístas e interesados solo en 
sus propios beneficios materiales? ¿Cómo dependen estos impactos del marco 
institucional específico en el que operan?
Diversos estudios han atacado estas preguntas, y concuerdan al señalar 
que la presencia de preferencias sociales puede tener impactos significativos 
en múltiples áreas de relevancia económica, como la implementación de leyes 
y normas, el diseño de políticas públicas, el diseño óptimo de incentivos en 
organizaciones públicas y privadas, entre otros. En esta sección detallamos 
primero algunos de los modelos de comportamiento más relevantes que 
toman en cuenta motivaciones intrínsecas y preferencias sociales. Luego, 
revisamos la evidencia internacional de sus efectos en varios ámbitos de 
relevancia económica.
3 Véase, por ejemplo, Gibbons (1998) y Lazear (2000).
4 Idea existente por lo demás desde Smith (2002) [1759] en la Economía y Durkheim (1982) [1895] en 
la Sociología.
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1.1. Modelos de comportamiento
Describimos aquí algunos de los modelos de preferencias sociales que 
han sido más validados, detallando sus supuestos de comportamiento y 
principales implicancias. 
Modelos de aversión a la desigualdad
Fehr y Schmidt (1999) consideran que, a una fracción de individuos de la 
sociedad, además de su propio bien material, les importa cómo se comparan 
sus beneficios con los beneficios de otros; esto es, les disgusta que otros tengan 
más que ellos y también —aunque en menor medida— tener más que otros. 
Modelan, así, una aversión a la desigualdad. Los autores analizan luego estos 
supuestos de comportamiento en dos entornos concretos de interacción: las 
negociaciones bilaterales y las estructuras competitivas simples de mercado. 
Las predicciones del modelo son interesantes porque, por un lado, cuando 
las interacciones son bilaterales, se obtienen resultados «justos» que divergen 
de las predicciones del modelo económico tradicional; y, por el otro, se 
obtienen los resultados estándar en situaciones competitivas. Se desprende 
del análisis que el contexto económico de la interacción es el que determina 
el tipo de preferencias decisivo en el comportamiento de los agentes: hay 
contextos en los que una minoría de personas «justas» puede influir en una 
mayoría egoísta a cooperar; y viceversa: una minoría de personas egoístas 
puede acabar con el deseo de cooperar de la mayoría.
Modelos de reciprocidad
En este modelo de reciprocidad de Rabin (1993) son cruciales las intenciones 
de los otros, y la utilidad obtenida por cada individuo no depende solo de las 
acciones que toma, sino de sus creencias sobre los motivos e intenciones de 
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otros. Por ejemplo, si un individuo A cree que otro, B, está siendo generoso 
con él, le dará utilidad ser también generoso, pero si cree que B está siendo 
egoísta, pues le dará utilidad ser también egoísta y hasta castigarlo. Estas 
preferencias, que incorporan las intenciones de los individuos, son luego 
estudiadas en un modelo de teoría de juegos mediante un nuevo concepto 
de equilibrio, los «equilibrios de justicia», que consideran estas intenciones.
Rabin utiliza también dos contextos específicos de interacción. El 
primero es la relación entre una empresa monopólica y los consumidores. 
Rabin demuestra que el precio de equilibrio cobrado por el monopolista 
resulta siendo menor que el precio convencional fijado cuando los 
consumidores tienen preferencias estándar. Esto ocurre porque cuando los 
consumidores perciben el precio monopolístico tradicional como egoísta 
e injusto, se decidirán a no comprar el bien, a pesar de poder hacerlo. El 
segundo contexto es el mercado laboral. Aquí, el modelo predice una mayor 
cooperación entre empleados y empleadores. Los empleadores ofrecen 
mayores salarios porque obtienen un mayor esfuerzo de los empleados, que 
buscan reciprocar las buenas intenciones de los primeros.
Modelos de conformidad
Para Bernheim (1994) el comportamiento pro social (no egoísta) observado en 
ciertos individuos puede explicarse mediante la importancia que asignan ellos 
a variables sociales como estatus o reputación. En su modelo, a las personas 
les interesa no solo la utilidad derivada del consumo, sino aquella derivada 
de su reputación construida sobre la base de las percepciones que tienen los 
otros respecto a sus predisposiciones. Un componente clave es, precisamente, 
el hecho de que estas predisposiciones no pueden ser observadas directamente 
y deben ser inferidas de sus acciones. Las acciones que toman, entonces, no 
solo afectan su consumo, sino también las percepciones de otros sobre sus 
predisposiciones y, por ende, su reputación.
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Las predicciones de equilibrio en el modelo de Bernheim son interesantes: 
si las preferencias por reputación-estatus son suficientemente importantes, 
muchos individuos se ajustarán a una norma de comportamiento homogénea 
a pesar de tener preferencias distintas, porque reconocen que un desvío de 
la norma afectará su reputación.
Motivación intrínseca
Diversas teorías, sobre todo en Psicología, dan cuenta de la importancia de 
la motivación intrínseca del individuo para realizar varios tipos de tareas y 
de cómo las motivaciones extrínsecas —como los incentivos materiales— 
pueden impactarla negativamente. Este efecto de desplazamiento de la 
motivación intrínseca por los incentivos extrínsecos ha sido analizado por 
varios autores y es conocido con diversos nombres: «el costo escondido de 
la recompensa» (Lepper y Greene 1978), «el efecto de la sobrejustificación» 
(Lepper, Greene y Nisbett 1973), «el efecto corrupción» (Deci 1975) o «teoría 
de la evaluación cognitiva» (Deci, Koestner y Ryan 1999). Los mecanismos 
que justifican el desplazamiento de la motivación interna por incentivos 
extrínsecos son varios e incluyen la pérdida de control de la situación del 
individuo o el cambio en la percepción de la tarea, en el entorno de la tarea 
o en la autopercepción. 
Modelos de reputación e imagen social
Finalmente, Bénabou y Tirole (2006) buscan consolidar en un mismo 
marco teórico varios de los hechos estilizados reportados: por un lado, el 
desplazamiento de la motivación intrínseca por los incentivos extrínsecos; 
y por el otro, el hecho de que las personas realizan buenas acciones y se 
abstienen de actos egoístas a causa de la presión social y de las normas que 
asignan «honor» a las primeras y «vergüenza» a los segundos. Desarrollan, 
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así, un modelo en el que el comportamiento depende de tres tipos de 
motivaciones no observables: intrínsecas, extrínsecas y reputacionales. Del 
modelo se desprenden varias implicancias. Primero, los incentivos afectan 
el valor reputacional de las buenas acciones, al crear dudas respecto al grado 
en el que fueron hechas por los incentivos y no por lo que ellas mismas 
significan. Reducido el valor reputacional de la acción, el comportamiento 
pro social puede disminuir. Segundo, una mayor prominencia o publicidad 
de las acciones refuerza la motivación reputacional y, por ende, el 
comportamiento pro social. Finalmente, muestran cómo las inferencias —en 
términos de reputación— que pueden sacarse de las acciones de una persona 
dependen de las acciones de otros, lo que crea, entonces, fuertes efectos de 
derrame (spillovers) que permiten el surgimiento de múltiples normas de 
comportamiento. 
Discusión
Si bien las diversas teorías conceptualizan el comportamiento pro social según 
distintas motivaciones y supuestos de comportamiento, es interesante ver 
que, en todos los casos, se obtienen implicancias que cambian las predicciones 
de equilibrio del modelo económico tradicional. A las primeras evidencias en 
el laboratorio, que dieron lugar a la exploración teórica, se les han sumado 
estudios que buscan entender los contextos particulares de interacción y 
los mecanismos específicos que impulsan el comportamiento pro social. A 
continuación revisamos esta evidencia.
1.2. Evidencia empírica internacional
Un tema crucial en nuestro análisis es cómo interactúan las preferencias 
sociales con el marco institucional o las reglas formales del contexto en el 
que operan, y cómo podrían estar generando, asimismo, reglas informales 
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o normas sociales. Por ello, hacemos hincapié en estudios que reflejan 
estas interacciones, tratando de cubrir varios entornos de interacción. 
Adicionalmente, es interesante evaluar las preferencias sociales como 
una oportunidad para diseñar mejores instituciones y, potencialmente, 
ampliar los instrumentos de política o mecanismos capaces de modelar 
comportamientos. Por ello, resaltamos el rol que cumplen diversos incentivos 
no monetarios en el comportamiento de los agentes.
Entendiendo el comportamiento: retos metodológicos
Recoger información sistemática sobre comportamiento es una tarea 
complicada. En la investigación empírica, el instrumento de recojo de 
información por excelencia es la encuesta. Lamentablemente, es muy 
difícil diseñar encuestas que eluciden el comportamiento. En efecto, el 
comportamiento es una variable que requiere observación directa. En 
algunos casos, uno puede aproximarse al comportamiento económico 
mediante un conjunto de preguntas orientadas a establecer la valoración de 
un bien o servicio o la «voluntad de pago».5 Sin embargo, esto es bastante 
más complicado si lo que se quiere identificar es el comportamiento frente 
a ciertas normas o regulaciones.
Los principales instrumentos de recojo de información en investigaciones 
orientadas a elucidar el comportamiento son experimentos prácticos. Los 
experimentos como fuente de información han estado presentes en disciplinas 
como la Medicina y la Psicología durante más de dos siglos. Su uso en el 
campo de la Economía, en cambio, es reciente. Podemos distinguir tres tipos 
de experimentos (List 2011). El primero es el experimento de laboratorio. 
5 Para identificar la voluntad de pago (willingness to pay) se puede recurrir a encuestas directas a los 
consumidores, como las utilizadas en el Perú por Torero y otros (2002) o antes por Gertler y Van der Gaag 
(1988), o a encuestas indirectas mediante análisis conjunto (conjoint analysis) y análisis discreto. En ambos 
casos, se pregunta a los consumidores sobre sus preferencias respecto a los atributos de los productos. 
Estas herramientas se han desarrollado específicamente para medir un tipo de comportamiento: el del 
consumidor frente a un bien o servicio. 
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Este se realiza al interior de universidades, por lo general con estudiantes. 
La generalización de los resultados es cuestionable, dado que los estudiantes 
no son una muestra representativa de la población y su comportamiento 
puede variar por el hecho de estar siendo observados (efecto Hawthorne). 
El segundo es el experimento de campo, un acercamiento menos artificial 
al comportamiento. Este se lleva a cabo con participantes pertenecientes a 
la población que se quiere estudiar, y en el entorno en el que viven. Si bien 
los experimentos de campo solucionan muchas de las limitaciones de los 
experimentos de laboratorio, siguen presentando problemas. Las actividades 
realizadas son atípicas para los participantes y ellos saben que sus respuestas 
servirán para una investigación, lo que puede sesgar su comportamiento. 
El último tipo de experimento, que elimina dicho sesgo, es el llamado 
experimento natural. En este, los participantes realizan sus actividades 
cotidianas y no son conscientes de que forman parte de una investigación. 
En la medida en que involucran asignación aleatoria, producen resultados 
insesgados.6 Aunque bastante más escasos y difíciles de llevar a cabo, los 
experimentos naturales son la fuente de información más potente para 
entender el comportamiento.
Muchos de los experimentos que se han usado para elucidar el com-
portamiento involucran a los participantes en juegos estructurados en 
los que deben tomar decisiones que revelan sus preferencias por justicia-
reciprocidad. Así, se otorga a los participantes una recompensa que se mul-
tiplica o divide con otros jugadores, dependiendo de las decisiones que se 
tomen. Los resultados del experimento se extraen justamente de la forma 
en que la recompensa se reparte entre los jugadores, que dependerá de la 
confianza que se tienen entre ellos y de la percepción de justicia que anima 
las decisiones de cada uno. Los juegos se pueden realizar una vez o pueden 
ser repetidos. En juegos repetidos, los resultados pueden cambiar cuando los 
jugadores toman información de la primera partida para decidir su jugada 
en la siguiente ronda. 
6 Uno podría cuestionar que se denomine «naturales» a experimentos aleatorizados, puesto que la 
aleatorización es un instrumento de la investigación. Sin embargo, acá tomamos, para propósitos 
expositivos, la bastante difundida definición de List.
519Instituciones, normas sociales y comportamiento
Algunos ejemplos de estos experimentos son el juego de la confianza 
y el del ultimátum. En el primero, dos tipos de jugadores, A y B, reciben 
una cantidad X de dinero. El jugador A debe decidir si le envía su dinero 
a B. Si lo hace, al jugador B se le duplicará su dinero: obtendrá en total 
4X. Finalmente, B debe decidir si enviar 2X de su dinero al jugador A en 
retribución. En cualquier momento del juego, cada jugador puede decidir 
no enviar dinero y retirarse. La solución social en el juego es que ambos 
jugadores cooperen, pero la tentación a desviarse es grande, lo que puede 
generar desconfianza entre ellos. 
En el juego de ultimátum, las reglas son más sencillas. Con dos jugadores 
también, llamados repartidor y aceptador, el juego no depende tanto de la 
confianza en el otro sino de la percepción de justicia. En el juego, el repartidor 
debe decidir cómo repartir una cantidad de dinero con el aceptador, quien 
a su vez puede decidir si aceptar o no la división. Si el aceptador rechaza la 
división, ninguno recibirá el dinero. La teoría clásica sugeriría que para el 
aceptador siempre es mejor aceptar, pues cualquier división le resulta más 
conveniente que nada. Sin embargo, él podría rechazarla si la encuentra 
injusta. La valoración de equidad juega un papel decisivo en el resultado. 
Actitudes cooperativas y altruistas: primeras evidencias desde el  
laboratorio
Como se mencionó, las primeras evidencias de preferencias sociales se 
detectaron en el laboratorio con la implementación de juegos ya clásicos, 
que demostraron repetidamente comportamientos cooperativos bastante 
mayores que los augurados por el modelo económico estándar.7 Así, en el 
juego del dictador se corroboraron preferencias altruistas. Mientras la teoría 
económica predecía que la transferencia sería nula, más del 60% de sujetos 
transfería una cantidad positiva (Kahneman y otros 1986, Forsythe y otros 
7 Ultimátum (Guth y otros 1982), el dictador (Forsythe y otros 1994), el intercambio de regalos (gift 
exchange) (Fehr, Kirchsteiger y Riedl 1993), los juegos de confianza (trust games) (Camerer y Weigelt 
1988, Berg y otros 1995) y los dilemas sociales (Dawes 1980).
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1994, Frey y Bohnet 1997 y 1995, Bolton y otros 1998, Cason y Mui 
1998). Por su lado, los juegos de confianza y el ultimátum corroboraron 
preferencias por reciprocidad, positiva y negativa, respectivamente. En el 
primer juego, se demostró que cuando un jugador confiaba en el otro, este 
respondía con la misma confianza. En el juego del ultimátum, por otro lado, 
la teoría clásica sugeriría que el segundo jugador siempre se siente mejor 
cuando acepta cualquier repartición; sin embargo, en la práctica se encontró 
que las personas rechazan la repartición si la propuesta les parece injusta.
Juegos de dilemas sociales han buscado representar situaciones de 
decisión sobre acceso a recursos colectivos, que pueden involucrar conflictos 
con intereses individuales. Un grupo de participantes demandan recursos de 
un fondo común; ellos pueden cooperar para mantener un nivel sostenible 
del fondo común, o pueden actuar egoístamente, agotando dicho fondo. El 
pionero estudio de Dawes (1980) dio paso a diferentes versiones de dilemas 
sociales en las que varía el tamaño de los grupos (Budescu y otros 1992) y 
el orden de las demandas (Messick y Allison 1987).
También con relación a dilemas sociales, Ahn, Ostrom y Walker (2010) 
reseñan los resultados de un experimento de comunicación y cooperación 
cara a cara sobre recursos de uso común renovables. Se les pidió a estudiantes 
universitarios, que representaban a 41 países, que simularan ser pescadores 
que trataban de pescar o aldeanos que buscaban madera para prender fuego. 
El experimento se realizó en seis rondas con diferentes niveles de comuni-
cación: sin comunicación, con comunicación en grupos pequeños y con 
comunicación en grupos grandes. Los jugadores obtuvieron cooperación 
sistemáticamente y consiguieron resultados cercanos al óptimo social. Se 
halló que la comunicación cara a cara sirve como un mecanismo para resolver 
dilemas sociales. 
El contexto de interacción
Como mencionan List y Levitt (2007), el entorno económico en el que 
operan los individuos juega un papel clave en la generación de las preferencias 
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sociales. Aspectos cruciales en los entornos parecen ser el nivel de anonimidad 
de las transacciones, los montos en juego en las transacciones y el nivel de 
información con que se cuenta acerca de la situación. Es interesante también 
la siguiente conclusión que se desprende de los modelos teóricos reseñados: 
en entornos competitivos, cuando el nivel de anonimidad es alto y hay poca 
vigilancia, la presión social y el factor reputacional se reducen. Sin esta presión 
no se observan los mismos niveles de cooperación o compromiso pro social.
List (2005) muestra la importancia del entorno contrastando resultados de 
un experimento en laboratorio con aquellos obtenidos en un entorno de 
la vida real. En el experimento en laboratorio, los compradores ofrecen un 
precio de compra y los vendedores, a partir de este precio, seleccionan el nivel 
de calidad del producto que venderán. Los resultados revelaron preferencias 
sociales en la medida en que los vendedores ofrecieron sus productos de mayor 
calidad a los compradores que ofertaron más, a pesar de no estar obligados 
a hacerlo. El ejercicio se replicó en un mercado real de venta de tarjetas 
de béisbol coleccionables. En este entorno más competitivo y con menor 
vigilancia —especialmente sobre la calidad de las tarjetas—, los vendedores 
no revelaron preferencias sociales: no mantuvieron la relación precio-calidad 
observada en las transacciones de laboratorio. En la misma línea, Benz y Meier 
(2008) compararon los resultados de un experimento en laboratorio con datos 
de la vida real sobre donaciones. En el laboratorio, participantes que nunca 
habían realizado donaciones contribuyeron con el 75% de lo que habían 
recibido. De la misma manera, Gneezy y otros (2004) encontraron que el 
comportamiento cooperativo exhibido en dilemas sociales en laboratorio no 
se replicó en situaciones reales, incluso con la misma muestra de estudiantes.
Normas culturales
Acaso la prueba más fuerte de que el contexto importa se obtiene cuando se 
considera la existencia de entornos culturales, esto es, normas preexistentes 
particulares a cada sociedad. Una de las evidencias más profundas en esta 
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dirección viene del estudio de Henrich y otros (2005) en el que un grupo de 
investigadores condujo juegos de ultimátum, del dictador y de bienes públicos 
en 15 diferentes comunidades pequeñas de países en desarrollo. Encontraron 
que los comportamientos variaron enormemente entre comunidades, y que 
las diferencias pueden relacionarse tanto con patrones de interacción en su 
vida cotidiana como con las normas sociales que operan en esos entornos. En 
Kenia, los orma —quienes por tradición contribuyen a la construcción de 
bienes públicos— fueron muy generosos jugadores. En Indonesia, los lamarea, 
dedicados a la caza de ballenas —actividad que requiere mucho trabajo en 
equipo— también hicieron ofertas generosas en el juego del ultimátum. En 
contraste, en Hadza, Tanzania, donde recibir regalos establece una posición 
de subordinación, grandes ofertas fueron rechazadas por la ansiedad de tener 
que retribuirlas. De manera importante, en todos los experimentos que se 
condujeron, los pagos, la descripción de los juegos y todos los otros parámetros 
controlados eran idénticos. Fue exactamente el contexto cultural propio de 
los actores el factor que resultó central en los resultados de los juegos.
Comportamiento en entornos laborales 
Otro entorno ampliamente estudiado son los mercados laborales. Los juegos 
de intercambio de regalos, por ejemplo, han servido para probar la hipótesis 
de salarios de eficiencia. La idea detrás de los salarios de eficiencia es que a las 
empresas les puede convenir pagar sueldos mayores que el producto marginal 
de sus trabajadores con el fin de inducir aumentos en su productividad. Fehr 
y Gächter (1998) implementaron un experimento que contaba con tres 
particularidades: a) un mercado de mano de obra competitivo, b) empresas 
que dependen de la productividad del trabajador y c) contratos incompletos, 
que permiten a los trabajadores escoger un nivel discrecional de esfuerzo. El 
experimento consistió en 16 días de negociación. Se halló una relación positiva 
entre el salario de los trabajadores y el nivel de esfuerzo. Así, en contra de 
las predicciones de la teoría estándar, los jugadores que hacían de empleados 
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respondían a mayores salarios con mayor esfuerzo; y los que representaban a 
las empresas, anticipando esto, ofrecían un salario por encima del equilibrio 
competitivo.
Otros estudios han tratado de elucidar la relación entre incentivos y 
esfuerzo en el contexto de las relaciones laborales. Falk y Kosfeld (2004), 
por ejemplo, realizaron un estudio en el laboratorio en el cual los sujetos que 
actuaban como empleados debían escoger un nivel de producción. Antes de 
la elección del empleado, el empleador debía decidir entre dejar la elección 
completamente a la discreción del agente o establecer un mínimo en el 
nivel de producción. En el experimento, los empleados escogieron el nivel 
mínimo de producción cuando el empleador decidió establecer un mínimo, 
pero proveyeron niveles de producción más altos cuando el empleador no 
estableció este límite mínimo: el compromiso moral del empleado disminuye 
como una respuesta a la falta de confianza de su empleador. El control y 
los incentivos explícitos traen consigo costos escondidos que no deben ser 
pasados por alto por su incidencia en los resultados de las empresas.
La presencia de contratos incompletos al interior de la empresa —en 
los que es imposible especificar todas las posibles contingencias— revela el 
papel de la confianza en los efectos de incentivos monetarios. Fehr y Falk 
(1999) testearon directamente esta hipótesis en el laboratorio. Ellos muestran 
cómo, en subastas dobles, los empleados ofrecen salarios por debajo del nivel 
de equilibrio, pero los empleadores rechazan estas ofertas en presencia de 
contratos de trabajo incompletos. Sin embargo, en presencia de contratos 
de trabajo completos, aceptan las ofertas e incluso pagan salarios cerca al 
nivel de equilibrio.
Incentivos en organizaciones
Otra importante área relacionada con la anterior es el diseño de incentivos 
en organizaciones. Teóricamente, el diseño de incentivos en las empresas ha 
sido analizado en forma extensa. Recién en los últimos años, sin embargo, 
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se empieza a ver estudios que investigan el papel de las preferencias sociales 
en este contexto. Bandiera y otros (2005) estudian el rol de las preferencias 
sociales entre cotrabajadores en campos fruteros, en los que se produce un 
cambio en la modalidad de compensación: de pagos por posición relativa 
en la distribución de productividad de la granja se pasa al pago a destajo 
(piecerate). Los autores encuentran evidencia de preferencias sociales: los 
trabajadores consideran las externalidades negativas que imponen a los otros 
trabajadores cuando obtienen una productividad por encima del promedio.
También en esta línea, Krueger y Mas (2004) se preguntan si los empleados 
trabajan mejor cuando sienten que reciben un buen trato, y si las relaciones 
laborales —producto del ambiente laboral— afectan la calidad de la 
producción. A diferencia de los estudios anteriores, que miden el desempeño 
y el esfuerzo, su estudio se concentra en la calidad del producto final. Para 
averiguarlo, analizan el caso en una fábrica de llantas en Illinois, que fue 
demandada por fallas en sus productos. Los autores identifican que la causa 
más convincente está relacionada con las disputas laborales ocurridas en la 
época —hubo huelgas de trabajadores, se contrató a otros trabajadores como 
reemplazo, y ambos grupos trabajaron conjuntamente—, así como el escaso 
interés de la empresa en mantener una buena relación con el sindicato.
Es interesante también el caso de los empleados públicos. El estudio de 
Ashraf y otros (2014a) se centra en las preferencias de los candidatos a puestos 
en el sector de salud pública. En un contexto en el que las preferencias pro 
sociales son importantes para el trabajo que se realizará, se evalúa qué tipo 
de atributos de un trabajo público atrae a los candidatos mejor capacitados. 
Para variar los atributos del trabajo, se jugó con los pósteres de reclutamiento 
del personal. En uno de los pósteres se resaltó la línea de carrera que ofrecía 
el puesto; y en el otro, el aspecto pro social que lo caracterizaba. Se halló 
que los incentivos de carrera fueron los más efectivos para atraer a personal 
capacitado. Aquellos postulantes motivados por la línea de carrera también 
exhibieron preferencias pro sociales, lo que sugiere que las motivaciones de 
carrera no entran en conflicto con las motivaciones pro sociales de ayudar 
a la comunidad.
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Dada la evidencia de que existen preferencias sociales, se ha empezado, 
asimismo, a analizar si otros incentivos no monetarios —que incluyen 
premios, publicidad, reconocimientos sociales y comparaciones sociales— 
son efectivos también en promover comportamientos. Ashraf y otros 
(2014b), por ejemplo, realizaron un experimento de campo para evaluar el 
impacto de una serie de premios y reconocimientos sociales en el contexto de 
un entrenamiento a personal de salud en Zambia. Los autores encontraron 
que el reconocimiento al empleado y la visibilidad social incrementan el 
desempeño, mientras que la comparación social lo reduce, especialmente 
en los casos de personas con menor habilidad.
Otros estudios corroboran el efecto negativo de las comparaciones 
sociales. Cohn y otros (2011), por ejemplo, analizaron el efecto de las 
comparaciones sociales con grupos más pequeños. En el experimento de 
campo que ejecutaron, agruparon a trabajadores en pares para que realizaran 
la misma actividad y evaluaron el efecto de su productividad ante recortes en 
salarios. Reducir el salario de solo uno de los dos trabajadores tuvo peores 
efectos en la productividad de ese trabajador que la reducción salarial de 
ambos. Así, los trabajadores percibieron como injusto su salario al compararlo 
con el de sus pares. El proceso de comparación social entre trabajadores 
favorece el argumento de pagar salarios de eficiencia para asegurar ciertos 
niveles de productividad.
Incentivos en el trabajo voluntario y contribuciones a causas justas: 
efecto de desplazamiento
Con el objetivo de entender mejor en qué situaciones las preferencias sociales 
pueden cambiar los efectos de las instituciones, reseñamos aquí algunos 
contextos específicos en los que se han obtenido resultados no esperados de 
las instituciones, incluyendo el efecto de desplazamiento de los incentivos 
y la reducción de la conducta pro social al monetizarse ciertas actividades.
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Fue en el contexto de la donación de sangre —y el potencial pago por 
esta— que se empezó a discutir que el comportamiento de los individuos 
podría verse negativamente afectado por un pago (Titmuss 1970). Durante los 
últimos años, diversos estudios han corroborado esta hipótesis. En un estudio 
ya clásico, Gneezy y Rustichini (2000a) muestran cómo el ofrecer incentivos 
monetarios a un grupo de estudiantes de secundaria que hacían un trabajo 
voluntario tuvo el efecto opuesto al deseado: hallaron que el grupo que no 
recibió ningún pago fue el que obtuvo mejores resultados. En otro contexto, 
Gneezy y Rustichini (2000a) mostraron, asimismo, cómo ofrecer incentivos 
monetarios a un grupo de estudiantes por resolver un test de medición de IQ 
disminuyó su rendimiento, a menos que el pago por respuesta correcta fuera 
lo suficientemente alto. Otra evidencia interesante en la misma dirección 
proviene del estudio de Frey y Oberholzer-Gee (1997), que encuestaron a 
ciudadanos de los cantones suizos en donde el Gobierno estaba considerando 
construir un repositorio de desechos nucleares. Encontraron que la fracción 
de residentes que aprobaban la localización del repositorio en su comunidad 
disminuyó en 50% cuando se les ofreció compensación monetaria.
Como los incentivos monetarios, los castigos también han sido 
estudiados. Gneezy y Rustichini (2000b) refutan la validez de la hipótesis de 
disuasión de estos y muestran que los castigos pueden tener efectos negativos 
en el comportamiento que se intenta desincentivar. En un experimento con 
guarderías infantiles, los autores muestran cómo el introducir penalidades 
por recoger tarde a los niños hace que más padres lleguen tarde. Una de 
las explicaciones que ofrecen para estos resultados es que la penalidad no 
fue suficientemente grande y que, con una mayor, se podría obtener el 
efecto contrario, una conclusión similar a la de los incentivos en la prueba 
del IQ. Sin embargo, una alternativa que se amolda mejor a los hechos es 
la del efecto de distorsión de la información. Agregar información en un 
contexto de información incompleta puede cambiar la percepción sobre el 
comportamiento esperado de los individuos. En el caso de las guarderías, el 
castigo sirvió como señalización del precio por llegar tarde y tuvo un efecto 
opuesto en el comportamiento.
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Incentivos macro: el poder expresivo de las leyes
Quizás un punto que va en sentido contrario al detallado anteriormente es 
la capacidad de las leyes de definir comportamientos moral o socialmente 
deseados. Funk (2007) muestra cómo la eliminación del deber de votar en 
Suiza trajo una disminución significativa del número de personas que se 
acercaron a votar el día de la elección, a pesar de que las multas por no votar 
habían sido solo simbólicas. Se desprende de esta investigación que las leyes, 
además de definir beneficios y costos de las acciones, pueden estar modelando 
los comportamientos social o moralmente aceptados. Pero las preferencias 
sociales también actúan a través de otros canales. Funk (2008) muestra, por 
ejemplo, cómo la introducción del voto opcional por correo en Suiza trajo 
una disminución significativa del número de votantes. La modalidad de voto 
por correo no requiere que las personas se acerquen al sitio de votación. Si el 
voto depende en parte de la presión social por ser visto en el área de votación, 
el voto por correo la elimina. Como es de esperarse, la mayor reducción de 
votantes sucedió en comunidades pequeñas, donde era más obvio quiénes 
votaban y quiénes no.
Diseño de políticas públicas
En el caso de la evaluación de las políticas públicas, durante los últimos 
años se ha avanzado mucho en entender sus efectos en el comportamiento, 
especialmente en el diseño del welfare state y el rol del estigma (Moffitt 1983, 
Besley y Coate 1992). En temas tributarios, se ha demostrado la presencia 
de la moral tributaria y el rol de las normas sociales. Hasseldine y otros 
(2007) estudian los efectos de comunicaciones escritas sobre la declaración 
tributaria de pequeñas empresas en el Reino Unido. Las cartas contienen 
desde simples ofertas de asistencia en declaración tributaria hasta amenazas 
de sanción. Todos los instrumentos generaron un mayor cumplimiento 
fiscal, y las amenazas fueron las más efectivas. Otros estudios similares son 
el de Blumenthal y otros (2001) y Wenzel (2006).
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En otros ámbitos, como la política ambiental y el acceso tanto a la salud 
como a la educación, también se ha explorado el rol de las normas formales 
e informales para modelar el comportamiento. Allcott (2011), por ejemplo, 
estudia un programa realizado por una compañía de energía en el que se 
envía a los clientes reportes que comparan el nivel de energía utilizado por el 
hogar con el de sus vecinos. El estudio, que involucra a más de medio millón 
de hogares —entre control y tratamiento— en Estados Unidos, encuentra 
que los mensajes redujeron en 2,0% el consumo de energía por hogar. El 
efecto fue heterogéneo al nivel de ingresos: los mensajes ejercieron mayor 
presión social entre los deciles más altos de ingreso.8
En temas de salud, se ha probado que la información puede ser una 
herramienta eficiente para modelar el comportamiento. Dupas (2011) 
muestra esto con una intervención en Kenia sobre los riesgos del sida entre 
estudiantes adolescentes. La exposición a información redujo los embarazos 
adolescentes —proxy de la incidencia de relaciones sexuales sin protección— 
en 28%. La información no es la única herramienta que promueve el 
comportamiento saludable. Johnson y Goldstein (2003) estudiaron el 
problema de la falta de donantes de órganos en Europa y Estados Unidos 
mediante un experimento en línea. Se les pidió a dos grupos de participantes 
que revelaran sus preferencias sobre ser donantes de órganos. A uno de los 
grupos se le asignó la condición de donante por defecto y al otro no; de no 
ser lo que querían, podían optar por cambiar su condición. El porcentaje 
de donantes se duplicó en el escenario de donante por defecto. Es decir, la 
opción «por defecto» sirve como presión social para que los individuos se 
comporten según la norma. 
Preferencias sociales y entornos económicos: midiendo la interacción 
entre las instituciones formales e informales
Para empezar a sistematizar estos hallazgos, es importante resaltar algunos 
puntos que se desprenden de los estudios reseñados:
8 Otros estudios en esta línea son Shultz y otros (2007), Ayres y otros (2009), y Costa y Kahn (2010).
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a)  Un hallazgo recurrente en la literatura empírica es la observación de 
comportamientos cooperativos en una gran cantidad de entornos. 
Los agentes están dispuestos a tomar decisiones que no les generan 
beneficios materiales a ellos mismos, sino que benefician a otros.
b)  La monetización de una transacción no monetaria puede cambiar la 
percepción de la acción misma y, por consecuencia, puede observarse 
una discontinuidad en el comportamiento pro social, ya sea por el 
llamado efecto de «sobrejustificación» o porque transmite información 
antes no considerada sobre la transacción.
c)  Existen relaciones o transacciones en las que el bien por transferir no 
puede ser completamente especificado. Un ejemplo saltante de ello 
son los contratos laborales incompletos. En estos casos, ambos lados 
del mercado exhiben, como respuesta racional, comportamientos 
cooperativos. En estos casos, son contraproducentes monitoreos 
estrictos o pagos por resultados.
d)  En entornos socioeconómicos en los que las relaciones personales son 
importantes, existe un tejido adicional de motivaciones que interactúa 
con los incentivos materiales: la construcción de una imagen social, la 
presión social, la importancia asignada a la reputación.
e)  En entornos económicos competitivos que promueven la anonimidad, 
resultados y no procesos, son mucho menores los efectos de las 
preferencias sociales.
2.  Estudios en el Perú y América Latina
En el Perú, el interés por esta área de conocimiento es reciente, pero se han 
realizado algunos esfuerzos para entender el comportamiento y la influencia 
de las normas sociales. 
Seguidamente, presentaremos algunos de estos estudios, sin afán de 
ser exhaustivos, sino más bien como ilustraciones del potencial de este 
tipo de acercamiento para revelar el comportamiento social. Trataremos de 
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resumir qué preguntas se han abordado, qué se ha aprendido de ellos y de 
qué manera, en conjunto, pueden motivar una agenda de investigación que 
contribuya a un mejor entendimiento de cómo las normas interactúan con 
las preferencias individuales y sociales para producir resultados.
Visibilidad del comportamiento pro social
Un interesante aporte a la comprensión del comportamiento social en el Perú 
se encuentra en Vargas Hill y otros (2012), que evalúan los efectos de observar 
la influencia del comportamiento de terceros sobre el comportamiento 
individual. La intuición proviene de la apreciación de que el comportamiento 
individual está asociado al comportamiento colectivo. Un ejemplo clásico de 
esta asociación es el trabajo de Durkheim (1997) [1897] sobre el suicidio. Otro 
ejemplo de este tipo de influencia se observa en el estudio de la delincuencia. 
Ha sido bastante documentado el hecho de que la probabilidad de cometer 
un crimen menor es más alta en un entorno en el que se comenten crímenes 
menores (Keizer y otros 2008, Glaeser y Sacerdote 1999).
En el estudio reseñado, se quiso probar específicamente si observar 
un comportamiento no recíproco afectaba la decisión de actuar de manera 
recíproca. Se llevó a cabo un juego de confianza repetido dos veces con 
individuos de ocho comunidades rurales alrededor de Huaral, en la 
costa central. Los resultados de este experimento muestran que el nivel 
de reciprocidad disminuye si los jugadores observan en los demás un 
comportamiento no recíproco. El diseño del experimento incluye un shock 
de información que induce cambios en el comportamiento observado de 
una muestra aleatoria de los jugadores que inician el juego, lo que reduce 
su nivel de reciprocidad. La reacción de los miembros del segundo grupo 
permite establecer una relación causal entre el comportamiento observado 
y el nivel de reciprocidad del observador.
Este resultado subraya la importancia de alentar y hacer visible el 
comportamiento positivo —en este caso, recíproco—. Las implicancias 
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pueden ser muy amplias. Por ejemplo, en encuestas a microempresas 
informales, una respuesta frecuente a la pregunta de por qué son informales 
es la siguiente: «Las empresas como la mía no son formales». Si el desvío 
de unos pocos puede tener efectos importantes en las preferencias de los 
individuos, hasta el punto de cambiar su comportamiento, entonces existe la 
potencialidad de redireccionar las acciones de los individuos haciendo visibles 
comportamientos ejemplares. Esto tiene implicancias para diversas políticas 
públicas, desde reducir la delincuencia hasta promover la formalidad.
El elemento multicultural peruano
El Perú es un país multicultural y las normas sociales no son las mismas 
ni tienen igual importancia en todas sus culturas. Las variaciones en el 
comportamiento recíproco han sido materia de diversos estudios. Al igual 
que en el citado estudio de Henrich y otros (2005), Henrich (2000) lleva a 
cabo el juego del ultimátum en una comunidad machiguenga de la Amazonía 
peruana, y compara los resultados con el comportamiento de un grupo de 
estudiantes de la Universidad de California, Los Ángeles (UCLA). Acaso 
sorprendentemente, los participantes de UCLA dividieron el dinero, en 
promedio, de manera equitativa, mientras que los machiguenga lo hicieron 
de manera poco equitativa. Los jugadores machiguenga, por su lado, no 
esperaban recibir una propuesta de repartición equitativa ni sentían la presión 
social de dividir la plata de manera justa, como sí la sentían los estudiantes 
de California.
Más allá de una lección sobre la mentalidad de las poblaciones 
amazónicas, esta investigación deja en evidencia que la cultura influye en 
el comportamiento. El estudio es interesante también porque cuestiona la 
idea de que una sociedad más tradicional y «comunitaria» debe ser más justa 
que una más desarrollada e individualista. Esto no necesariamente sucede. 
Comparaciones de este tipo permiten acercarnos a las normas 
sociales que están detrás de los resultados y cuestionar supuestos sobre el 
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comportamiento que se espera de ciertos grupos de individuos. Los resultados 
sugieren que el elemento cultural se debe tomar en cuenta para el diseño de 
cualquier intervención que busca afectar a las comunidades. Para lograrlo, 
se necesitan más estudios sobre las preferencias y normas sociales que rigen 
en nuestras diferentes culturas locales.
Cooperación bilateral y grupal
Así como hay estudios que reconocen el factor cultural como condicionante 
del comportamiento social, hay otros que se enfocan en la condición de país 
en desarrollo. El estudio de Cárdenas y otros (2008a) compara los resultados 
de cuatro juegos de cooperación en seis capitales latinoamericanas —entre 
ellas Lima— contra los resultados encontrados en países desarrollados. El 
experimento intenta identificar los mecanismos que afectan la confianza, la 
reciprocidad, la cooperación y el manejo del riesgo mediante juegos en los 
que se despliegan dichos atributos. Se halla que, en promedio, la propensión 
a confiar y cooperar es la misma entre las seis capitales latinoamericanas y 
otras regiones del mundo. Asimismo, en los juegos bidireccionales, cinco 
de cada seis participantes cooperaron con su pareja, mientras que en los 
de múltiples participantes solo uno de cada cinco optó por una solución 
cooperativa. Los resultados de este experimento son consistentes con los 
hallazgos de Fehr y Schmidt (1999). Siguiendo esta línea de pensamiento, 
conseguir que toda una sociedad confíe y coopere es una tarea compleja. 
Sin embargo, hay ejemplos de comportamiento cooperativo en toda una 
sociedad —como la solidaridad ante un desastre natural— e incluso entre 
varios países —como los tratados multilaterales de libre comercio—. Ante 
estos ejemplos, es importante entender en qué condiciones pueden cooperar 
grupos más grandes. Esta pregunta queda aún abierta en la literatura.
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Diseño de políticas públicas
De la literatura revisada hasta ahora, queda bastante claro que el com-
portamiento de los individuos responde a normas sociales. Estas pueden 
superponerse o desplazar a las preferencias estrictamente individuales y a 
las normas impuestas por la ley. Durante los últimos años, ha aparecido un 
nuevo tipo de intervención para solucionar problemas sociales: intervencio-
nes orientadas a redirigir el comportamiento de los beneficiarios, de manera 
que realicen inversiones que no tienen un efecto visible inmediato, pero sí 
retornos sustantivos en el largo plazo. 
Un estudio para el Perú documenta los efectos de este tipo de intervención 
(De Hoop y otros 2010). En este se compara la inversión de una transferencia 
monetaria en un asentamiento de Lima. Los participantes tienen la opción de 
quedarse con el dinero, hacer una contribución al programa Vaso de Leche 
o destinar parte de este recurso a financiar charlas de prevención de la salud 
en su localidad, que solo se realizarán si se recaudan los fondos suficientes. 
Esta condición, sumada al hecho de que las personas sabían exactamente 
dónde iban sus contribuciones, hizo que la mayoría utilice su transferencia 
para aportar a las charlas. El experimento sugiere que incrementar el poder 
de decisión de las personas puede conseguir mejores resultados.
En el experimento anterior, las personas sentían la presión de aportar 
a las charlas para que se concretaran. Este tipo de presión social también se 
observa en el experimento de Chong y otros (2013). La investigación busca 
medir los efectos de fomentar el reciclaje mediante mensajes que apelan al 
estatus y la reputación. El hallazgo es que ninguno de los mensajes incrementa 
de manera significativa el nivel de reciclaje. La razón del fracaso no es 
clara. Se podría pensar que los mensajes no son un instrumento adecuado. 
Sin embargo, otros estudios —como el de Del Carpio (2014)— también 
utilizan este mecanismo y obtienen resultados positivos. En este último caso, 
los mensajes fomentan el pago de impuestos. El fracaso de la intervención 
podría deberse a que el reciclaje es un problema que se ha atacado antes con 
mensajes, por lo que estos podrían haber perdido su efecto.
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Incentivos en organizaciones privadas y públicas
Los estudios en el ámbito laboral se acercan más al análisis de normas, pues 
lidian con instituciones formales, como las normas laborales. Así, se puede 
considerar a una empresa como una sociedad con sus propias reglas sociales. 
En esta línea se encuentra la investigación de Chaparro y Lora (2014), que 
utiliza información de trabajadores latinoamericanos del Gallup World Poll 
para determinar si invertir en un ambiente laboral favorable se traduce en 
mayores niveles de esfuerzo de los trabajadores. Utilizan una estrategia de 
matching y encuentran que buenas condiciones de trabajo incrementan la 
productividad de los trabajadores. Esto se observa especialmente en casos en 
que los trabajadores tienen mayor poder de negociación para exigir mejores 
salarios, y el ambiente laboral es tal que les permite realizar su mejor esfuerzo. 
El modelo plantea que el trabajador decide el nivel de esfuerzo que invierte 
en la empresa tomando en consideración el comportamiento que se espera 
de él. La empresa puede influir en dicho nivel de esfuerzo invirtiendo en 
condiciones de trabajo favorables. Así, se muestra que la presión social 
también es un mecanismo efectivo en el ámbito laboral. 
Un tema relevante para las políticas públicas es el papel de los incentivos 
en el desempeño de los empleados del sector público. Dal Bó y otros (2012) 
evalúan la importancia de diferentes tipos de incentivos en el reclutamiento 
de empleados públicos. Para estudiar este tema, los autores aprovechan el 
desarrollo de un programa en México que busca fortalecer la presencia del 
Estado en las municipalidades más marginadas del país. En la etapa de 
reclutamiento, se anuncian distintos niveles salariales. Posteriormente, se 
realizan pruebas para medir las habilidades cognitivas y no cognitivas de los 
postulantes. Se encuentra que mayores salarios atraen a candidatos más capaces 
y más motivados. Incluso en las municipalidades más marginadas, propuestas 
salariales más altas ayudan a incrementar la cantidad de postulantes capaces. 
La implicancia es importante: salarios marginalmente mayores pueden servir 
de instrumento para mejorar la calidad de los postulantes en zonas donde la 
habilidad del Estado para filtrar candidatos es baja.
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Reforzando el cumplimiento de las normas
Una característica saltante del mercado laboral peruano es la informalidad, 
la que tiende a concentrarse en las microempresas. ¿Cuán importante es la 
formalidad para la microempresa? o ¿existe una demanda de formalidad entre 
las microempresas informales? Estas preguntas son abordadas por el estudio de 
Jaramillo (2013), que contrasta la información recogida del autorreporte de 
microempresarios del Cercado de Lima sobre sus motivaciones y preferencias 
contra el comportamiento observado frente a un incentivo para formalizarse. 
El incentivo consistía en el pago de los costos de la licencia y ayuda a lo 
largo del trámite para obtenerla. Los resultados son paradójicos: la mayoría 
de empresas reportó mayores desventajas que ventajas de ser informal; sin 
embargo, frente al incentivo para obtener la licencia, solo una de cada cuatro 
empresas aceptó formalizarse. Así, para algunas empresas, formalizarse no 
es deseable a ningún costo. Esto probablemente está relacionado con los 
costos recurrentes de ser formal —inspecciones o impuestos—, las limitadas 
perspectivas de crecimiento de estas empresas y el bajo valor percibido de 
los beneficios de la formalización. De hecho, otro estudio realizado sobre 
la base de este experimento muestra que no hay efectos de la formalización 
sobre indicadores de desempeño de las empresas (Alcázar y Jaramillo 2013). 
Una implicancia adicional de este estudio es que el autorreporte sobre la 
voluntad de formalización no es confiable.
¿Qué lecciones se pueden extraer de este estudio? La primera es que la 
formalización es una tarea muy compleja y que requiere diferentes tipos de 
políticas: eliminar los costos inmediatos de formalizarse no parece suficiente 
para inducir a las empresas informales a formalizarse. El segundo punto 
importante es que la informalidad empresarial es el reflejo de diferentes 
niveles o aspectos de la informalidad; muchas microempresas son informales 
porque los predios en que se ubican son informales. En tercer lugar, algunas 
regulaciones asociadas a la formalidad tienen como objetivo preservar bienes 
públicos, por ejemplo, normas de seguridad. Desgracias humanas y materiales 
cada cierto tiempo nos recuerdan que es importante hacer cumplir estas 
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normas, pero en el corto plazo no parece rendir réditos políticos hacerlo.
De manera más general, es un hecho estilizado el bajo nivel de cumplimiento 
de las normas en el Perú. Por ello, parece un tema en extremo importante 
entender cómo motivar comportamientos socialmente más conducentes. 
El estudio de Del Carpio (2014) muestra que la información sobre el 
comportamiento de terceros motiva de manera efectiva el comportamiento 
individual. En el estudio en cuestión, se trata de fomentar el pago de 
impuestos prediales en dos distritos de la provincia de Lima. Los instrumentos 
utilizados fueron cartas con mensajes referidos a la proporción de vecinos 
que cumplían con el pago de impuestos, a la probabilidad de ser sancionado 
por incumplimiento y a la fecha límite del pago. Estos mensajes se hicieron 
llegar a subgrupos escogidos aleatoriamente. Los resultados mostraron que, 
de los tres tipos de mensajes enviados, el más efectivo fue el del nivel de 
cumplimiento de los vecinos. El impacto de la fecha límite fue solo la mitad 
que el conseguido por la presión social, mientras que el de la probabilidad de 
sanción no tuvo ningún efecto. Pagar impuestos, así como otras actividades 
cívicas, depende de una motivación extrínseca —relacionada con el incentivo 
monetario— y de otra intrínseca —relacionada con los valores morales, la 
culpa y la cultura—. Así, proporcionar información sobre el comportamiento 
de terceros parece ser una herramienta efectiva para apelar a la valoración 
del componente moral de las acciones.
3.  Agenda de investigación
Gran parte del análisis institucional y de la política pública contemporáneos 
está basada en la hipótesis de que los individuos son egoístas y solo les 
preocupan sus propios beneficios materiales. Esta presunción ha hecho que 
pongamos demasiado énfasis en la implementación de incentivos materiales 
para condicionar los comportamientos y que dependamos demasiado del 
Estado como un ente central (Ostrom 1990). ¿Cómo diseñar, entonces, 
instituciones que promuevan la cooperación de los individuos en lugar de 
537Instituciones, normas sociales y comportamiento
desplazarla? ¿Cómo diseñar instituciones en las que se refuerce el altruismo 
o el bien colectivo? En entornos específicos, ¿cómo, asimismo, capitalizar la 
motivación de crear una imagen social y de desarrollo de la reputación para 
alcanzar el bien social? Es también importante el análisis de los diferentes 
ámbitos de influencia y acción de las instituciones: a) sus resultados, b) 
los procesos que generan, c) el tipo de normas o instituciones informales 
que generan, y d) el tipo de agentes que atraen, o el tipo de agentes que se 
autoseleccionan para acudir a diferentes tipos de instituciones.
La mejora de las instituciones informales es tan importante como 
la mejora de la institucionalidad formal. Si queremos desalentar ciertos 
comportamientos, podemos utilizar mecanismos mixtos en los que la sanción 
juegue un rol, pero también la motivación, la cultura, los valores. ¿Cómo 
lograr que las consideraciones de justicia ganen? ¿Cómo fortalecer contratos 
relacionales, relaciones de confianza? Si bien estas son preguntas difíciles, 
debemos empezar por considerar estos temas en nuestros análisis.
La revisión de la literatura presentada revela la importancia de los 
incentivos en el comportamiento de los agentes económicos, así como 
de entender los mecanismos mediante los cuales actúan. Las teorías 
económicas, así como los estudios aplicados, permiten revelar los vacíos de 
conocimiento presentes en el estado de la literatura de comportamiento del 
Perú. Estos vacíos se pueden englobar alrededor de la siguiente pregunta: 
¿qué combinación de incentivos y penalidades funciona mejor para motivar 
comportamientos socialmente deseables?
Por su parte, la incipiente literatura de economía del comportamiento 
en el país y la región ayuda a desentrañar el efecto de las instituciones formales 
e informales en distintos contextos y subgrupos de poblaciones. Así, nos deja 
al menos dos lecciones claves. La primera es que los incentivos pecuniarios no 
son los únicos instrumentos de políticas aplicables. Como alternativas para 
influir en el comportamiento podemos pensar en la difusión de información, 
en comparaciones sociales y en reconocimientos-castigos. La siguiente lección 
es que lo que funciona en ciertos contextos bien puede no funcionar en otros. 
Para conseguir medidas eficaces, se requiere conocimiento específico y local. 
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En un país diverso como el Perú, esta lección es especialmente importante: 
las normas y las instituciones deben ser adecuadas al medio local.
Muchas áreas podrían beneficiarse de investigaciones con enfoques 
sobre el comportamiento social y sus condicionantes. Sin embargo, en esta 
agenda nos detendremos en tres en las que el potencial parece particularmente 
importante: el diseño de políticas, los incentivos en organizaciones y las 
contribuciones a bienes públicos. Al interior de cada área proponemos 
algunos temas claves, así como preguntas para guiar una agenda de 
investigación en temas actuales y pertinentes.
Áreas temáticas
Las siguientes preguntas tienen el objetivo de motivar la investigación en 
estas direcciones. En muchos casos, existen respuestas teóricas que están 
esperando validación empírica; en otros casos, las preguntas permitirán 
reevaluar los marcos teóricos y enriquecerlos con evidencia local. En 
todos los casos, las preguntas están pensadas para generar evidencia útil 
para las políticas, sean del Estado o del sector privado. Los instrumentos 
metodológicos varían de acuerdo con las preguntas y los datos disponibles. 
Con frecuencia, la mejor forma de abordar estos temas es utilizando diferentes 
instrumentos —encuestas, experimentos controlados, experiencias piloto, 
entrevistas— de manera conjunta. Por ejemplo, los datos proporcionados por 
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las encuestas pueden permitir desarrollar la intuición sobre las relaciones que 
se estudian, mientras que los experimentos controlados pueden establecer 
—o desestimar— relaciones de causalidad. Estas, a su vez, pueden ser 
corroboradas mediante la estimación de modelos estructurales.
3.1. Diseño de políticas 
3.1.1. ¿Cómo controlar la delincuencia y la corrupción?
Quizá uno de los temas que congrega mayor atención de la ciudadanía es 
el relativo a la seguridad. La seguridad ciudadana es protagonista central 
de los intereses públicos de los peruanos, pero ¿cómo promoverla? Parte 
de cualquier estrategia está relacionada con la prevención; la otra, con lo 
disuasivo: el diseño de castigos efectivos. Sobre lo primero, la identificación y 
el trabajo con poblaciones vulnerables de caer en la senda del crimen parecen 
claves. Un lindo ejemplo de intervenciones efectivas es el proyecto Sinfonía 
por el Perú. El estudio de Díaz y León (2014) ha mostrado la capacidad de 
este tipo de intervenciones para desarrollar el potencial de poblaciones en 
riesgo para actividades positivas. Se necesitan tanto más iniciativas en esta 
dirección como estudios que identifiquen su efectividad y los mecanismos 
que operan para hacerlas efectivas, de manera que estas experiencias puedan 
multiplicarse.
El tema central en la discusión pública, sin embargo, es el control y 
castigo de la delincuencia. Di Tella y otros (2010) proveen buenos ejemplos 
de abordajes para caracterizar e identificar las causas del crimen en América 
Latina. En el Perú, cárceles con su capacidad desbordada y convertidas en 
escuelas delictivas o en centros de planificación de crímenes muestran los 
límites del modelo enfocado en lo punitivo. Otras alternativas, sin embargo, 
ya se vienen implementando, como, por ejemplo, el monitoreo electrónico. 
Estudios para otros países sugieren que este mecanismo reduce la reincidencia 
540 Miguel Jaramillo
(Di Tella y Schargrodski 2013). Qué efectos ha tenido su introducción en la 
tasa de reincidencia u otros objetivos de reducción del crimen es una pregunta 
que aún no se ha abordado. Ciertamente, ayudaría la generación de datos 
adecuados para responder esta pregunta, lo que implica planteársela cuando 
se está pensando la implementación. No obstante, siendo la implementación 
tan reciente, es posible que aún haya espacio para generar estos datos.
En el ámbito delictivo se encuentra la corrupción, uno de los mayores 
obstáculos para el cumplimiento de las reglas formales. El análisis de la 
corrupción se centra en el monitoreo, la detección y los castigos. ¿Son estos 
efectivos en el Perú? Sabemos, por ejemplo, que los funcionarios públicos 
que deberían monitorear la lucha contra la corrupción muchas veces se 
concentran en actividades rutinarias y cuyo único efecto es desalentar a 
funcionarios honrados. Se debería promover el monitoreo y detección en 
proyectos de mayor escala, como concesiones y contrataciones del Estado 
para la construcción de carreteras o actividades extractivas. La investigación 
puede esclarecer dichos proyectos recopilando información pública, e 
identificar indicios de corrupción y compararlos con otros proyectos del 
mismo país o región. Se requiere crear un sistema de información que otorgue 
más transparencia a las contrataciones del Estado. Respecto a los castigos, 
se debe pensar en soluciones que vayan más allá de los clásicos incentivos 
monetarios: utilizar castigos no pecuniarios, incrementar la visibilidad 
pública de los delitos o penalizarlos en el marco de una política de tolerancia 
cero. Propuestas de investigación en este sentido deben considerar cuán 
factible es su implementación. 
Una barrera para abordar este tema es la dificultad de generar información 
adecuada, dado el carácter ilegal de las actividades que se quiere documentar. 
Los niveles de corrupción se han medido sobre la base del autorreporte de las 
propias empresas y funcionarios, quienes, naturalmente, tienden a ocultar 
este tipo de comportamiento. En esta dirección, Kraay y Murrell (2013) 
desarrollaron una metodología para identificar el comportamiento corrupto 
mediante preguntas más bien convencionales y aleatorias. Sus resultados, 
obtenidos de la encuesta Enterprise del Banco Mundial para el caso peruano, 
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muestran un nivel de corrupción dos veces mayor que el hallado mediante 
preguntas directas. Es factible adaptar la metodología para estudiar temas 
más específicos —como contrataciones públicas de valor significativo o 
«facilitación» de trámites— y entender mejor sus mecanismos, de manera que 
sea posible diseñar intervenciones más efectivas para atacar estas prácticas. 
3.1.2. ¿Cómo reducir la informalidad?
La informalidad genera inequidades en la relación entre el Estado y los 
ciudadanos: algunos cuentan con la protección de la ley, reciben los beneficios 
y acatan las obligaciones que les confiere, mientras que otros no. Así, la 
informalidad limita el acceso de los ciudadanos a beneficios sociales que se 
conciben universales y, por otro lado, es un gran obstáculo para lograr un 
campo de juego parejo entre empresas, en el que las ventajas competitivas no 
descansen en la habilidad para burlar la ley. Baja productividad, regulaciones 
inadecuadas y sistemas ineficaces para asegurar su cumplimiento están en 
la raíz de los altos niveles de informalidad observados. El primer paso para 
atacarla es comprender que la informalidad es una decisión, por lo que, para 
disminuirla, es necesario entender por qué los individuos y las empresas 
optan por ser informales.
Entre las preguntas pendientes, cuyo abordaje podría contribuir a 
la formulación de mejores políticas, está la siguiente: ¿ciertos entornos 
—sectoriales, geográficos, empresariales— se caracterizan por una mayor 
preferencia por la formalidad? Abordar esta pregunta permitiría una mejor 
focalización de políticas para promover la formalidad. 
Por otro lado, en encuestas a microempresarios, una respuesta frecuente 
a la pregunta sobre por qué son informales es la siguiente: «Todos los negocios 
como el mío son informales». ¿Cuán efectiva es la influencia de pares sobre 
las decisiones de operar formal o informalmente? ¿Inducir la formalidad 
entre pequeños empresarios podría afectar las decisiones de otros de operar 
formal o informalmente?
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Evidencia reciente sugiere que los costos de entrada —por ejemplo, 
registro de empresas— no son muy relevantes para las decisiones de 
formalización (Jaramillo 2013). Sin embargo, no sabemos si reducir los 
costos recurrentes tendría un efecto promotor de la formalidad. En este caso, 
un elemento importante puede ser cuán creíble es el compromiso de largo 
plazo: ¿se mantendrán las normas en el futuro? Experimentos controlados 
en esta área podrían proveer información útil para diseñar políticas. Por 
otro lado, los costos y beneficios de cumplir con las regulaciones pueden 
variar significativamente entre diferentes áreas. Así, ¿por qué la informalidad 
laboral es mayor que la tributaria? ¿Se debe al esfuerzo en hacer cumplir la 
ley? ¿Qué otros factores influyen?
Un tema en el que se han invertido considerables recursos últimamente 
es el de afianzar los derechos de propiedad proveyendo títulos y desarrollando 
instituciones especializadas en su registro. Sin embargo, el uso de estos 
registros es limitado. ¿Por qué es tan baja la demanda de formalidad en 
transacciones de inmuebles? ¿Es un tema de información insuficiente?, ¿de 
costos de acceso? ¿Qué tipo de incentivos podrían fomentar el uso de los 
registros de propiedad?
3.1.3. ¿Cómo fomentar el cuidado del medioambiente y la prevención 
      del cambio climático?
La economía del comportamiento también puede hacer contribuciones al 
diseño de políticas relacionadas con el medioambiente y el cambio climático. 
El tema es particularmente actual por las nuevas decisiones de las conferencias 
de cambio climático (COP). Como sugieren List y Price (2013), dos áreas 
que pueden enriquecerse especialmente con experimentos de campo son 
los análisis costo-beneficio y el rol de los incentivos para promover la 
conservación del medioambiente. La evaluación de políticas ambientales 
depende de la valoración de bienes para los cuales no hay un mercado, por 
ejemplo, calidad del aire o producción de carbono. A diferencia de un bien 
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de mercado, en el que el precio es un indicador directo de su valor, estos 
bienes no tienen un valor conocido. Estimaciones de este valor, conocido 
como precio social, se suelen derivar de las preferencias individuales. Dadas 
las limitaciones de las encuestas para revelar estas preferencias, experimentos 
de campo pueden hacer contribuciones decisivas. 
Sobre los incentivos para promover la conservación, los mecanismos de 
las secciones anteriores pueden servir como punto de partida para investigar 
cuáles son los mejores medios. Evidencia internacional sugiere, por ejemplo, 
que los incentivos pecuniarios funcionan mejor en estratos sociales más 
pobres, mientras que apelaciones normativas o mensajes confeccionados 
tienen mayores efectos en estratos de ingresos más altos. Una opción adicional 
es la complementariedad de incentivos pecuniarios y no pecuniarios. Estos 
mecanismos pueden aplicarse en áreas de conservación de energía, agua, 
bosques, y de promoción de limpieza del aire. 
3.2. Incentivos en organizaciones 
3.2.1. Prácticas de gestión
La experimentación en temas de gestión empresarial tiene una historia de 
ya casi un siglo. Los experimentos en la planta Hawthorne de la Western 
Electric Company, en la década de 1920, se enfocaron en un tema tan 
importante entonces como ahora en el Perú: cómo elevar la productividad. 
Los hallazgos sugirieron que los trabajadores no solamente están motivados 
por el salario, sino también —y acaso de manera más importante— por el 
entorno en el que trabajan, la atención que reciben y cuánto se valora su 
contribución a la empresa. Estos hallazgos abrieron un nuevo campo de 
estudio, incluyendo la psicología industrial, que la economía experimental 
más reciente continúa expandiendo. Las aplicaciones no tienen por qué 
circunscribirse exclusivamente a la empresa privada, sino a cualquier proceso 
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de producción de un bien o servicio. Tanto la educación o salud pública 
como las empresas industriales pueden beneficiarse de evidencia científica 
para elevar su eficiencia y productividad.
En el caso de la educación, por ejemplo, resulta crítico conocer qué 
prácticas pedagógicas son más efectivas para el aprendizaje. Los temas 
abordables son muchos: el uso de materiales educativos, las estrategias de 
capacitación de docentes, el tamaño óptimo de las aulas, entre otros. En el 
caso de la salud, más allá de los temas propiamente médicos —en los que 
existe una larga tradición de experimentación—, resulta clave un adecuado 
diseño de los procesos de atención, los incentivos para los prestadores de 
servicios y la gestión de los medicamentos. En ambos casos, experimentación 
cuidadosamente planificada puede generar evidencia relevante para la toma 
de decisiones.
Acaso una de las áreas más oscuras para la investigación económica 
en el Perú es cómo funcionan las empresas. La investigación en esta área es 
muy escasa: se conoce bastante más de la economía de los hogares y de los 
individuos que de las empresas. Una explicación es la falta de información 
pública confiable: en el sector empresarial, no existe un equivalente de 
similar calidad que la Encuesta Nacional de Hogares o que la Encuesta de 
Demografía y Salud. En este contexto, los experimentos focalizados pueden 
tener particular valor. Un tema central es la motivación del personal: ¿qué 
efectos tienen diferentes sets de incentivos sobre el comportamiento del 
trabajador? ¿Cómo motivan los incentivos no pecuniarios —reconocimiento 
social, retroalimentación, premios— al personal? ¿Cómo se complementan 
—o sustituyen— los incentivos pecuniarios y no pecuniarios? Además de la 
productividad, ¿afectan estos mecanismos el bienestar de los trabajadores? 
¿Tienen efectos fuera de la empresa? Contar con personal adecuadamente 
calificado es clave para la competitividad, ¿permiten los incentivos atraer a 
trabajadores mejor calificados?
Sabemos que el ambiente laboral puede incrementar el esfuerzo de 
los trabajadores; lo interesante es explorar mediante qué mecanismos. ¿Un 
mejor ambiente laboral permite trabajar más eficientemente para alcanzar un 
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mejor resultado, o el ambiente laboral es interpretado como un mayor nivel 
de exigencia? Así como el ambiente laboral puede ser una señalización del 
requerimiento de esfuerzo, requisitos explícitos del nivel de esfuerzo pueden 
ser percibidos como una señal de desconfianza y tener el efecto contrario 
(Falk y Kosler 2004). Así, es importante estudiar el comportamiento de los 
empleados ante demandas de esfuerzo y ambiente laboral.
3.2.2. ¿Cómo atraer personal calificado al servicio público?
El Perú tiene enormes dificultades para proveer de maestros y profesionales 
de la salud a las zonas más apartadas del país. ¿Qué incentivos podrían atraer 
al personal calificado a estas zonas? La implementación de incentivos no 
pecuniarios ha resultado ser exitosa en otros países (Ashraf, Bandiera y Lee 
2014b; Ashraf, Bandiera y Jack 2014a). La clave es encontrar una combinación 
de aspectos no pecuniarios —reconocimientos sociales, incentivos para el 
desarrollo de carrera (capacitaciones y fomento de especializaciones, por 
ejemplo)— con mejores salarios. Asimismo, condiciones que reduzcan 
los costos reales o percibidos del aislamiento —por ejemplo, servicios 
básicos, acceso a internet— pueden hacer estos puestos más atractivos. La 
experimentación estructurada ayudaría a identificar qué elementos sirven 
para atraer a estos profesionales. Más allá de la capacidad de los postulantes, 
los servicios públicos pueden requerir un perfil específico, con preferencias 
pro sociales. En este caso, los incentivos deberían estar enfocados en atraer 
a personas con este tipo de perfil. Por ejemplo, en el estudio de Dal Bó y 
otros (2012) sobre la contratación de funcionarios públicos, se encuentra 
que mayores salarios atraen a personal más capaz y con altas preferencias 
pro sociales. 
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3.3. Contribución a bienes públicos
 
3.3.1. ¿Qué factores determinan que ciertas comunidades cuenten con 
      un mayor nivel de capital social —es decir, confianza—?
El capital social tiene efectos positivos en el bienestar de la sociedad desde 
cualquier ángulo que se analice: crecimiento económico, estabilidad, 
desigualdades, etcétera. Algunas actividades económicas dependen de que se 
lleve a cabo otra actividad en el futuro. Si los agentes involucrados presentan 
altos niveles de confianza, alcanzar el crecimiento económico será menos 
costoso. Visto desde otro ángulo, normas cívicas pueden ayudar a combatir 
el problema de la acción colectiva en una votación, ejerciendo presión 
para que todos voten (Knack y Keefer 1997). De los estudios revisados, se 
puede extraer que el capital social varía entre localidades. El ya comentado 
estudio de Henrich (2000), que compara a la comunidad machiguenga con 
estudiantes californianos, evidencia la necesidad de comprender nuestro 
entorno multicultural. ¿Qué valoran las diversas comunidades culturales 
que componen el Perú? ¿Cómo valoran la cooperación, la confianza y la 
reciprocidad? Esta es claramente un área para el trabajo interdisciplinario. 
Tanto la perspectiva antropológica como el instrumental de la economía 
del comportamiento contemporánea pueden contribuir a mejorar el 
entendimiento de estos temas. Si bien los típicos juegos de confianza y 
reciprocidad esclarecen el comportamiento, versiones que plantean un 
problema más concreto —como el de contribuir a un bien público— pueden 
tener una mejor chance de esclarecer la relación entre valores, capital social 
y bienestar (Anderson y otros 2004). Evidenciar dicha relación ayudaría a 
generar mejores propuestas para elevar y rentabilizar el capital social en el Perú.
Si como sociedad buscamos promover el capital social, una pregunta 
de investigación pertinente es cuál es el papel que juegan las tecnologías 
en el capital social En la actualidad, las redes de comunicación fomentan 
la interacción entre los ciudadanos. Al facilitar la comunicación y generar 
547Instituciones, normas sociales y comportamiento
grupos de soporte y de discusión, la tecnología promueve un ambiente 
propicio para el fomento del capital social. Sin embargo, la tecnología 
también puede alejar a las personas, pues hace más fácil el engaño y fomenta 
la desconfianza. Esta área de investigación tiene potencial por la expansión 
tecnológica que se está viviendo en el Perú. 
3.3.2. ¿Cómo fomentar el comportamiento cívico?
En el Perú, la literatura sobre comportamiento cívico es muy limitada, a pesar 
de ser un elemento clave en un país que aspira a contar con instituciones 
formales sólidas. Desde el lado de la investigación, se pueden identificar 
mecanismos que promueven el comportamiento pro social para replicarlos 
en otros ámbitos. Asimismo, es clave entender mejor la relación entre 
preferencias individuales y beneficio colectivo en situaciones concretas. 
Identificar estas situaciones y generar el contexto de estudio para arribar a 
conclusiones que expandan el conocimiento en esta área es una tarea para 
los interesados en la economía del comportamiento.
Esta propuesta de agenda de investigación recoge algunos de los temas 
que se beneficiarían con el análisis del comportamiento en el Perú, pero en 
realidad la cantidad de temas que podrían abordarse desde esta perspectiva 
es muy grande. Al igual que en el balance de la literatura, en la construcción 
de la agenda hemos tratado de ser selectivos antes que exhaustivos para 
ilustrar los temas que se pueden abordar. Y, sobre todo, para motivar la 
investigación tanto en áreas ya bastante exploradas desde otras perspectivas 
—como la salud y la educación— como en áreas más desconocidas —como 
el interior de las empresas y el capital social—. La idea es que mediante el 
análisis del comportamiento se pueda responder a preguntas aún abiertas 
en la investigación de la realidad peruana, así como abordar nuevos temas. 
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Once balances
Se terminó de imprimir en el mes de 
diciembre del 2016 en los Talleres de
 Impresiones y Ediciones Arteta E.I.R.L.
Este libro recoge los once balances de investigación presentados en 
la conferencia Avances Recientes en la Investigación y Políticas para el 
Desarrollo, organizada en el marco del 35 aniversario del Grupo de Análisis 
para el Desarrollo (GRADE).
Los textos de esta publicación buscan continuar satisfaciendo la demanda 
de conocimiento dirigida a sostener un debate más informado acerca de 
la política pública en el Perú. Esta discusión debe partir por reconocer la 
complejidad de los temas —educación, infancia, medioambiente y recursos 
naturales, programas sociales e instituciones—; la existencia de impactos 
heterogéneos en contextos políticos, sociales, económicos, culturales, 
institucionales y medioambientales diversos; y la necesidad de desplegar 
acciones de política articuladas para enfrentar los distintos retos. 
Al mismo tiempo, los once ensayos son una muestra representativa de la 
producción académica reciente de GRADE.
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